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A Tita, Lucas y Sofía, sin cuya comprensión y cariño estos años en Valparaíso no habrían sido 
posibles. 

A los ciudadanos y ciudadanas de Maipú, Esta- 

ción Central y Cerrillos, todo mi cariño y agra- 

decimiento por haberme dado la posibilidad de 

participar en debates y decisiones relevantes 


para nuestro país. 


Prólogo 


Asumí como diputado el 11 de marzo de 2010 y éste es mi tercer y último 


periodo. Promoví y voté a favor del límite a la reelección y, aunque el Senado no ha querido 
tramitarlo, en lo que me concierne voy a aplicarlo. 


La representación parlamentaria es uno de los raros oficios donde la continuidad en el cargo tiene 
poco que ver con el desempeño en su tarea principal, que es participar en el debate y elaboración 
de las leyes, pues, como se sabe, la reelección depende mucho más de la presencia cotidiana en 
el territorio y la cercanía con los electores. 


Por lo anterior es que decidí en 2012 producir y distribuir entre los dirigentes sociales de las 
comunas que represento, un soporte audiovisual que contenía los discursos más relevantes 
pronunciados en el Hemiciclo en mis primeros años de diputado. Como la acogida 

fue razonablemente buena, he producido ya seis CD”s con mis intervenciones en el debate 
legislativo y político de la Cámara de Diputados desde 2010 a mediados de 2017. 


La Secretaría de la Corporación toma nota taquigráfica de todos los discursos y 

deja acta detallada de las sesiones, seguramente para la historia fidedigna de la ley. Eso me 
permitió responder a la solicitud de muchos de convertir una antolo-gía de mis intervenciones en 
un libro, que es el que pongo hoy a disposición de todos los interesados en el debate legislativo. 


Leer centenares de mis intervenciones durante este verano —algo de narcisismo 

y otro tanto de masoquismo- me confirmó en la decisión, porque reflejan bien no sólo mis 
opiniones sino también las características del debate parlamentario, su tono e intensidad, también 
sus protagonistas, algunos de los cuales son pro-fusamente mencionados, puesto que 

los discursos en el Hemiciclo dialogan con las intervenciones de otros parlamentarios, sea para 
concordar, reforzar, complementar o derechamente antagonizar. 


Fueron años muy intensos, porque después de veinte años de gobierno de la misma coalición, 
tuvimos el primer gobierno de derecha democráticamente elegido desde Jorge Alessandri y luego 
convivimos con el que, sin ninguna duda, es el gobierno con mayor impulso transformador desde 
los años Setenta. En ambos periodos, y por razones diferentes, el epicentro de la política estuvo 
en el Congreso Nacional. 


Entre el 11 de marzo de 2010 y el 10 de marzo de 2018 se realizaron 1.060 sesiones ordinarias en 
la Cámara de Diputados para discutir 818 proyectos de ley, algunos originados en Mensaje del 
Poder Ejecutivo y otros en Moción parlamentaria, sea de diputados o de senadores. Consta en 
actas que intervine en 585 


ocasiones, de las que seleccioné 172, buscando no sólo la relevancia temática o la calidad 
discursiva, sino también incluir la más amplia variedad de temas. 


Como se puede ver en este libro, la paleta de temas abordados es muy variada y 

se refleja en sus 17 capítulos. Ello se explica por mi formación heteróclita, que me permite 
encontrar casi siempre una pista por donde ingresar a los temas, pero también se debe a la 
posición privilegiada de miembro de la Comisión de Hacienda todos estos años, donde se 


abordan prácticamente todos los proyectos de ley, al menos los que involucran algún gasto fiscal 
o cambios de institucionalidad. Eso permite y obliga, al mismo tiempo, a estudiar y formarse una 
opinión sobre la más amplia variedad de iniciativas legales. 


He hecho muy pocas correcciones a las actas, sólo algunas para recuperar la oralidad perdida y 
muy pocas para corregir errores en la transcripción escrita 

del discurso. Eliminé, por pudor, la referencia a aplausos o pifias de la tribuna que acompañaron 
algunos discursos en temas que generaron intensa polémica y fueron discutidos con permanente 
presencia de personas y organizaciones activamente involucradas. 


En el Hemiciclo, las intervenciones habitualmente duran un máximo de diez o cinco minutos, a 
veces sólo tres, si así se ha acordado previamente. Eso obliga a ir directo al punto y, cuando 

se trata de temas complejos, a estructurar lógicamente los discursos y priorizar aquello más 
fundamental, tanto en la explicación de los proyectos 

como en la presentación de objeciones. Luego de ocho años en la Cámara de Diputados, debo 
reconocer que la limitación de tiempo pasó de ser una exigencia tirana a un factor aliado que, sin 
duda, ha contribuido a mejorar el raciocinio, resistir las tentaciones distractoras y acerar el 
discurso. Esta selección sólo tiene unas pocas intervenciones más largas, informando de un 
proyecto de ley a la Sala o exponiendo en nombre de una o varias bancadas en homenajes a 
personalidades o instituciones. 


Vale la pena señalar que las intervenciones tienden a ser más conceptuales y ge-neralistas, sin 
entrar a tanto detalle de los proyectos de ley, pues ello ocurre más 

bien en el trabajo de comisiones, donde se escucha a los eventuales beneficiarios y 

perjudicados con la iniciativa, se discute artículo por artículo y se presentan las indicaciones para 
perfeccionarlos. Los discursos en la Sala preceden el voto, y 

son precisamente para justificarlo e instar a otros a votar de determinada manera. 


Pedí que comentaran este libro a cuatro colegas con los que conviví en el debate político y 
legislativo de estos años. Todos comparten haber sido protagonistas de las mejores discusiones 
que tuvimos en la Cámara de Diputados y también tienen en común un promisorio futuro político 
desde sus distintos espacios. En Jaime Bellolio, brillante polemista y expositor de sus ideas, 
reconozco el mejor futuro posible para la derecha chilena; a Fuad Chahín lo aprecio por la fuerza 
de sus convicciones, la pasión por sus causas y la perseverancia de sus luchas políticas que lo 
llevaron a presidir hoy su Partido; con Gabriel Boric nos encontramos en la sensibilidad artística, 
la curiosidad histórica y el espíritu libertario, que seguro lo llevarán a liderar una izquierda 
central, articuladora de mayorías; y Alejandra Sepúlveda brilla por su capacidad discursiva, la 
presentación 

orgullosa de su diferencia y la pasión con que defiende sus causas, particularmente el 
regionalismo, los derechos de la mujer y la agricultura campesina. Mi agradecimiento sincero 
para ella y todos ellos, por aceptar mi invitación a participar en esta publicación. 


Pepe Auth Stewart 


Versión digital de este libro y registro audiovisual de las intervenciones hecho por el canal 
de televisión de la Cámara de Diputados, se puede ver y descargar, gratuitamente, en la 
página web www.pepeauth.cl 


Cuando el grito y los miedos se imponen al diálogo Acostumbrado al debate apasionado de la 
dirigencia universitaria, de la radio o la interpelación en televisión, cuando llegué al Congreso e 
hice mi primer discurso, me sentí un poco defraudado. No es que esperara que fuera el 
equivalente al ágora moderno, pero sí que hubiese intercambio, posibilidad de persuadir y de 
intentar convencer a quien no piensa igual a uno mismo. Rápidamente caí en la 

cuenta que no era la Sala -donde supuestamente estamos todos los diputados- el 

lugar para presentar argumentos y evidencias que pudieran convencer a otros distintos a la 
coalición o partido al que pertenecemos. 


Pero no siempre es así. El autor de este libro, junto a un grupo reducido de 

parlamentarios, son una clara excepción. Surgen las interrogantes sobre cuál podría ser el rol 
del discurso y del debate hoy en el congreso, junto con intentar explicar en qué ha cambiado la 
política en nuestro país. 


La política como la conocíamos está en crisis. El poder ya no se ejerce de manera 

hipervertical, está repartido de forma horizontal, con tecnologías y redes sociales que refuerzan 
eso; las ideologías omnicomprensivas del bien representan a pequeñas minorías, las personas 
piensan mucho más en modo “mosaico” o “modelo para armar”; la exigencia de transparencia y 
coherencia se ha agudizado porque volvimos a discutir la esencia de la política - 

la búsqueda del bien general- y también porque si la mente humana está hecha para olvidar 
ciertas cosas, el internet lo impide, por lo que, ambas condiciones -transparencia y coherencia- 


son bases mínimas para la política de futuro. 


Los partidos actuales, sin embargo, siguen siendo estructuras ancladas en las antiguas formas, 
cada vez más alejadas de las expectativas ciudadanas. O se adaptan, o terminarán por ser piezas 
de museo. El partido del futuro es mucho más una suma de causas coherentes que un listado de 
mandamientos a cumplir. 


En Chile, este proceso se ha visto acelerado por al menos tres motivos. El más profundo tiene 
que ver con los cambios del país en los últimos 30 años, en 

particular cuando se pone fin al consenso subyacente del modo de progreso que 

rigió desde el fin de la dictadura hasta el gobierno de la (ex) Nueva Mayoría. 


Entonces, la política era más una discusión sobre “cómo” se hacen los cambios, 
más que “para qué” hacerlos. El fin de la Concertación y la propuesta de la NM 


-la retroexcavadora- implicó un rechazo al progreso alcanzado junto con el re- 


planteamiento del “para qué” y del “cómo”. Hoy en la política pesan menos la evidencia y la 
técnica, que lo normativo y filosófico. 


En segundo lugar, la pérdida de identidad de los partidos, que termina por va-ciarlos de 
contenido y dejarlos como espacios de disputa de cargos y poder, junto 

con lo brutal del financiamiento irregular de campañas y partidos, han ayudado a la atomización 
y creciente desconfianza. Con justa razón. 


Por último, el cambio en el sistema electoral nos ha entregado un congreso mucho más diverso, 
pero también con una buena parte de parlamentarios elegidos con porcentajes pequeñísimos de la 
población. 


En el estado actual de la política, los partidos y el congreso en Chile, lo razonable es que 

nos volcáramos a cuestionarnos, a debatir, a escuchar argumentos, a contrastar las palabras con 
los hechos, a nuevas ideas o hipótesis. Me temo que ha ocurrido más bien lo contrario: el 
empobrecimiento del nivel del debate y de la exigencia argumentativa en términos de 
consistencia, evidencia y profundidad. 


Sin embargo, hay parlamentarios que son la excepción, a los cuales da gusto 
escuchar, debatir y confrontar, que son capaces de hacerte reflexionar, dudar y, muchas veces, 
cambiar de posición. Uno de ellos es Pepe Auth. 


En este libro encontrarán algunos de sus discursos, muchos de los cuales pude presenciar, unas 
tantas veces intentar rebatir, pero también compartir. Hoy, cuando en Chile y en el mundo se 
vive una extraña polarización, cuando el grito y los miedos se imponen por sobre el diálogo y 
la razón, tenemos que valorar mucho más a aquellos que, aun cuándo no piensen igual que uno, 
son capaces de argumentar y compartir una reflexión sincera. 


La palabra, en literatura, música o poesía, es capaz de llenar mente y espacio. El discurso, bien 
hecho y bien dicho, también. 


Gracias, Pepe, por ayudar tantas veces a llenar ese espacio. 
Jaime Bellolio Avaria 
Vale la pena escucharlo 


El sonido ambiente en la Cámara de Diputados tiene como trasfondo un mur- 

mullo permanente. Sin importar la relevancia del proyecto de ley en discusión, diputados y 
diputadas están constantemente discutiendo de a dos, en grupos o hablando por 

teléfono. También los hay quienes pasan las largas sesiones absor-tos en la pantalla de sus 
computadores, leyendo las noticias del día o preparando alguna tarea para su distrito. Son pocos 
los que escuchan las intervenciones del resto, pero más aún, son pocos los parlamentarios que 
son realmente escuchados por sus pares. Pepe Auth es uno de esos pocos. 


Cuando llegué al Congreso en Marzo de 2014 todo me resultaba extraño. Junto a un 
pequeño grupo de ex dirigentes estudiantiles entrábamos al Parlamento 

precedidos (y de alguna forma empujados) por uno de los movimientos sociales más 
importantes desde la recuperación de la democracia en el ya lejano 1990: el movimiento 
estudiantil que había despertado el 2006 y desbordado la sociedad chilena el año 2011. Por 
lo mismo, nuestra formación y cultura política se 

forjó en asambleas, en multitudinarias marchas (otras no tanto) y en discursos 
impugnatorios del poder institucional. Ser parte de ese poder al que habíamos 

interpelado, era un deber con la causa que defendíamos (“no dejemos que otros 

decidan por nosotros”), pero también, al menos en mi caso, una anomalía en un sistema 
binominal que excluía a quienes no formaban parte de los dos grandes bloques de la política 
chilena desde la transición. 


En ese contexto, mi sensación permanente en aquellos primeros meses (que sigue buenamente pre 
quién conversar, mirar con desconfianza a mis colegas, estar consciente de que no debía 
acomodarme ni menos construir esas relaciones de compadrazgo que tanto daño le han hecho a 
la política. 


Sin embargo, a poco andar entendí que compadrazgo no era sinónimo de respeto, y que tener 
permanentemente el ceño fruncido evitando diálogos con quienes compartía un escaño no era 
ninguna muestra de virtud ni garantía de probidad. 


Así comencé a escuchar con mayor detención las intervenciones en sala de quienes 

destacaban por su elocuencia, solidez de argumentos y preparación. Osvaldo Andrade, Alejandra 
Sepúlveda, Matías Walker, Arturo Squella, Camila Vallejo y, por cierto, mis compañeros 
Giorgio Jackson y Vlado Mirosevic se contaban entre ellos. Pero por lejos el que más destacaba 
era Pepe Auth. 


En esos años Pepe se encontraba en su segundo período, y era sin lugar a dudas uno de los 
principales articuladores en el Congreso del segundo gobierno de Michelle Bachelet. Era quien, 
junto con Osvaldo Andrade ordenaban a su coalición 

(la extinta Nueva Mayoría), tanto en los argumentos como en los procedimientos. A veces más 
es menos, y la gran cantidad de parlamentarios que durante ese cuatrienio tuvo la Nueva 
Mayoría, no era equivalente a calidad ni a convicciones 

plenamente compartidas. Pese a esto, bajo el liderazgo de figuras como Pepe, el gobierno logró 
sacar adelante importantísimos proyectos de alto simbolismo, 

como el fin al binominal (del que Pepe fue de sus principales estrategas), el voto de los chilenos 
en el extranjero, el acuerdo de unión civil y la reforma tributaria. 


El libro que tienen en sus manos da cuenta de esa faceta de Pepe Auth. Las 

intervenciones elegidas, tal como él mismo lo advierte en su prólogo, son sólo un fragmento de 
su trabajo parlamentario, y dan cuenta de sus convicciones, argumentaciones y 

réplicas en lo que han sido los principales temas del debate público nacional durante la 

última década. La publicación de este libro, por tanto, dista mucho de ser un acto egocéntrico de 


un político con alta estima de 

sí mismo, un temor razonable en tiempos donde la vanidad y las cámaras fácilmente nublan la ref 
quien, al menos desde mi perspectiva, ha sido uno de los mejores políticos que ha tenido nuestro 
país en los últimos años. 


Este libro tiene otra peculiaridad. Además de la claridad con la que Pepe Auth es capaz de 
exponer sus ideas para convencer, muestra una faceta no oculta pero si 

muy poco común en la política hoy en día: la afición de Pepe por la cultura, la 

historia y arte de nuestro país. Esta se trasunta en cada una de sus intervenciones, pero explota en 
los homenajes. Su conocimiento de la literatura y la música 

chilena hacen que escucharlo sea un verdadero placer (salvo cuando se pone a cantar). 


Con Pepe hemos estado muchas veces en veredas opuestas en el debate de 

proyectos, principalmente por diferencias en la profundidad de las reformas más que en su 
dirección. Todavía asoma en él el temor de una generación que vio ahogados sus sueños cuando 
creyeron que el cielo estaba a su alcance, y ante la 

derrota total hicieron de la prudencia su más fiel compañera. Pero más allá de las diferencias 
siempre vale la pena escucharlo. Yo tuve la suerte de hacerlo muchas veces en estos últimos 5 
años, ya sea en sus discursos públicos o acercándome 

a conversar solos cuando el ritmo cansino del Congreso nos llevaba a filosofar sobre el futuro. 


Pero no quiero ser condescendiente en exceso ni adulador empalagoso, que de 

tanto halago pierde credibilidad, tendencia tan propia del que prologa. Por estos días Pepe 
transita solo en el Congreso. Hace poco más de un año decidió renunciar al PPD, 

partido del que fue fundador y presidente, hastiado de las malas prácticas naturalizadas y 
escéptico ya de la posibilidad de rescatarlo. Un acto noble, sin duda, y prueba de sus 
convicciones, pero que lo han relegado a un segundo plano en la posibilidad de incidir en el 
rumbo del país. Pepe no es un caudillo y sabe que la política es una empresa colectiva o deja de 
tener sentido. 


Espero que logre encontrar su espacio, porque sinceramente creo que tiene mucho que aportarnos 
aún. 


Toda sociedad necesita de buenos políticos, los que desgraciadamente tienden a ser más la 
excepción que la regla. Pepe ha sido uno de ellos y este libro es una prueba. 


Gabriel Boric Font 
Reivindicación del debate en política 


Al recorrer las páginas de este libro indudablemente refresco la memoria de tantos debates en los 
que me correspondió participar durante ocho años en que compartí el hemiciclo con el autor, y 


también de muchas conversaciones políticas y humanas que pudimos sostener en ese tiempo. 


Quisiera reconocer el afán permanente de Pepe Auth de reivindicar la gestión parlamentaria a 
través de la difusión del debate en la Sala de la Cámara de Diputados. Primero a través de CD's 
con los videos de sus principales intervenciones que repartía en su distrito y ahora con este libro, 
donde logra sistematizar por temas sus discursos más relevantes. 


Estamos en una sociedad mediatizada y ante una creciente mercantilización de la política, donde 
lo que parece primar es la cuña de 12 segundos para los medios de comunicación o un breve 
mensaje en twitter acompañado de la entrega 

de merchandising a los electores, dejando casi en el pasado tanto el desarrollo de ideas claras y 
bien fundadas en un discurso como la rendición de cuentas de gestión política. En este escenario, 
donde lo que hace noticia es la barbaridad que dice 

cada cierto tiempo algún parlamentario, resulta muy reconfortante presentar este libro, porque es 
un esfuerzo verdaderamente contracultural por mostrar que aún existe espacio en la política para 
el debate y la persuasión en base a 

argumentos que se entregan con pasión pero sin descalificación personal al que piensa distinto. 


En particular, reconozco en Pepe a un parlamentario estudioso, capaz de involu- 

crarse en diversos temas políticos, económicos, jurídicos y sociales, aportando 

siempre una visión crítica pero constructiva, buscando acuerdos y fundamentan-do sus 
votaciones. Pude conocer mejor su agudeza intelectual y astucia política en el trabajo de las 
comisiones de Hacienda y Economía que tuvimos la oportunidad de compartir, pero 

su Capacidad oratoria quedaba demostrada en sus frecuentes intervenciones en la Sala. 


En un espacio como el Hemiciclo de la Cámara de Diputados, donde abundan discursos llenos de 
lugares comunes, populismo y demagogia, o muchas veces se da lectura a minutas hechas por 
asesores donde resulta evidente que el lector no comprende su contenido, o simplemente se 

leen textualmente los informes de 

las comisiones, todavía podemos encontrar un significativo número de diputados 


que profundizan el debate, elaboran argumentos contundentes y persuasivos y 
son capaces de sostener sus ideas, a veces impopulares, desafiando incluso al público habitual 
incumbente de las tribunas, Pepe Auth es sin duda uno de los más destacados de este último 


grupo. 


Pepe es uno de los diputados que muchos queríamos escuchar en los proyectos 

relevantes, porque siempre con pasión y a veces algo de poesía, aporta una vi-sión distinta en 
cada proyecto y es capaz de responder con claridad los argumentos contrarios esgrimidos en el 
debate político. 


Finalmente, quiero agradecer la posibilidad de comentar este libro en que los lectores no sólo 
podrán conocer las ideas e intervenciones de Pepe Auth, sino 
que, a través de ellas, recorrer una parte significativa de la historia de nuestro país en la que el 


Congreso discutió y aprobó reformas trascendentales para la vida política, económica y social de 
Chile. 


Fuad Chahin Valenzuela 
El Político, el Orador, el Poeta... 


He tenido el honor de escribir estas palabras introductorias a un libro que me ha tocado vivir y 
revivir en su lectura. Quizás por esto es difícil circunscribir en 

pocas frases lo que ha significado esta experiencia discursiva frondosa, generosa y atípica en el 
hemiciclo de la Cámara de Diputados de Chile. Es una tarea que 

consiste en describirle al lector la atmósfera de un silencio expectante, de miradas 
cuestionadoras, de quehaceres que se detenían, de una atención particular cuando Pepe Auth 
hacía uso de la palabra, sentado en esa esquina solitaria de la sala legislativa. 


Con estas palabras atestiguo su trabajo en el foro, y puedo aseverar sin titubeos que hasta hoy sus 
discursos van formando, sesión a sesión, una herencia invaluable de su 

labor parlamentaria, generando que el debate político se haga más rico, fecundo y diverso. No 
fueron pocas las veces en que, a través de su oratoria, Pepe logró que cuestionara mis opiniones 
y planteamientos como diputada, ya que con su elocuencia y asertividad podía efectivamente 
poner en jaque las ideas y fundamentos de los miembros de una Cámara ideológicamente 
compleja. 


¡Cuántas veces lo vimos pararse de su asiento y terminar sus relatos con una 
energía envidiable, provocando a los colegas y transmitiendo al público una 
fuerza y convicción impresionantes, haciéndonos parte a todos del mismo escenario! 


El lector podrá ir reconociendo frente al libro momentos históricos, encontrando una sólida 
consistencia en su discurso, como también podrá advertir la trascen-dencia que tuvieron éstos en 
la profundización de la democracia y la transparencia de la función pública. Sugiero imaginar, en 
el desarrollo de la lectura, sus icónicas corbatas de colores, condimento exquisito de sus 
declamaciones. Invito al lector a disfrutar de aquellos momentos en que simplemente nos 
invitaba a cantar, evocando nuestros recuerdos de juventud, lo que nos llamaba a no olvidar por 
qué y por quiénes estamos en el Congreso Nacional. 


Quiero agradecer en estas líneas, en forma especial, su consecuencia política en 

momentos difíciles, donde las presiones de distintos orígenes podrían haberle 

hecho flaquear en sus convicciones y, por sobre todo, por su compromiso con las regiones, su 
gente, su autonomía y su futuro; como pocos santiaguinos en el Congreso, siempre ha estado con 
nosotros los regionalistas. 


Finalmente, quisiera concluir señalando que el análisis de los discursos es 


fundamental en la reflexión política, no sólo para las Cámaras del Congreso Nacional, 

sino que además por su influencia en las más altas decisiones del Estado, las que 

finalmente repercuten en las personas día a día; en el caso de Pepe, este libro es un resumen de 
todo su aporte de inigualable riqueza política y argumentativa; los invito a deleitarse con los 
discursos de Pepe Auth el político, el orador, el apasionado, el poeta, el cantante, el vecino...el 
sin sombrero. 


Alejandra Sepúlveda Orbenes 
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PROFUNDIZACIÓN 
DE LA DEMOCRACIA 


La crisis de la política originada por el destape del financiamiento ilegal catalizó demandas 


de transparencia y modernización que se tradujeron en reformas importantes a la ley de partidos 
políticos y 

al financiamiento, tanto de las campañas electorales como de la actividad política. En este periodc 
consagraron reformas discutidas y requeridas por décadas, como las elecciones primarias y 

la elección directa de los gobiernos regionales. Pepe Auth fue uno de los animadores de este 
debate que redundó en importantes reformas profundizadoras de la democracia en los dos 
periodos legislativos considerados en esta publicación. 


EL DINERO Y LA POLÍTICA 
21 de enero de 2016 


Señor Presidente, lo primero que debemos decir y sentir es que estamos frente a 

la posibilidad de despachar un proyecto de ley que tiene importancia estratégica 

para el presente y el futuro de la democracia chilena, porque apunta a resolver problemas 
esenciales que tienen enferma a nuestra democracia. 


El problema principal es la relación entre el dinero y la política; el segundo es lo que se pone en 
juego en una campaña electoral, es decir, qué se busca, cuáles son las 

razones de la sociedad chilena para animar a los electores a tomar una decisión en favor de un 
representante para una comuna, un distrito, una circunscripción o el país, y tercero, la 

igualdad de los candidatos frente a los ciudadanos a la hora de exponer sus ideas y de competir 
por representarlas. 


No sé si los colegas recuerdan que hace más de un año repartí una hoja, que 

provocó algún escándalo, en la que figuraban los datos del Servel con los aportes reservados de 
empresas recibidos por cada uno de los diputados y lo que le habían 

aportado a cada uno por cada voto obtenido. Ese monto variaba desde 300 pesos por voto para un 
candidato hasta 10.000 pesos por voto para otro. 


En cuanto a los aportes de empresas según opción política, veíamos que un 
partido político se llevaba cuatro veces más que otro, a pesar de ser de la misma coalición. 


En consecuencia, el dinero se había convertido en un grandísimo elector, es decir, en un factor 
incidente, ya que un grupo de privados intentaba reproducir la 

concentración económica que existe en Chile a la hora de distribuir los escaños y la 
representación popular. 


La conclusión de eso es que el aporte a las campañas debe ser básicamente fiscal, o sea, 
igualitario y determinado por la gente, porque la diferencia entre aporte 

privado y fiscal es muy simple: el aporte privado lo decide uno y antes lo decidía una empresa o 
una persona jurídica; mientras más grande era la empresa, más 

podía incidir en una elección. En cambio, el aporte público es definido por los 

ciudadanos, porque la magnitud de lo que reciba cada candidato será definida 


por el número de personas que adhieren a él. En la práctica, el aporte fiscal es el aporte de la 
gente. 


Celebro que exista ahora unanimidad, porque hace un año no había ni el más mínimo acuerdo 
para eliminar los aportes reservados de las personas jurídicas 

ni para establecer la pérdida del escaño en la eventualidad de que el candidato infringiese 
gravemente las leyes de financiamiento de la política. 


No seamos odiosos, celebremos la modificación del pensamiento a través del 
tiempo y que hoy exista consenso de que las campañas deben centrarse básicamente en los 
aportes del Estado y de las personas naturales. 


Asimismo, estamos transformando de manera muy relevante el modo de entender una 
campaña, porque buscamos que la decisión de la gente a la hora de votar se base en las ideas 
programáticas de los candidatos. 


Convengamos en que con la cantidad de dinero derrochado en las campañas políticas y con el 
gigantesco despliegue publicitario que se había desatado en Chile en la última década, en las 
campañas se veía menos la competencia de trayectorias y de ideas programáticas, porque se 
habían transformado cada vez más en competencias de carismas, como si se tratara de la 
elección de una pasta dentífrica, en lugar de una lucha por representar a los ciudadanos o 
encarnar un proyecto de país. 


Me fui descontento con un solo punto de los que aprobamos en la Cámara pero lo 
aprobaré porque sé que es un cambio histórico y entiendo la urgencia que tiene. 


Sin embargo, me reservo el derecho de continuar reduciendo significativamente en el futuro los 
límites del gasto electoral, porque siguen siendo elevadísimos. El distrito 20, que represento y 
que ha sido fusionado con el distrito 16, tiene 970 


mil electores y su límite de gasto es del orden de 400 millones de pesos, suma que me 

parece completamente excesiva, porque no se entendió que ahora no ha-brá dos candidatos por 
lista, sino muchos más, nueve en mi caso. Una sola lista podrá gastar 3.600 millones de pesos en 
mi distrito, lo que me parece francamente un exceso, por lo que me reservo el derecho a 
enmendarlo en lo sucesivo. 


Imagínense que en cuatro listas importantes de un solo distrito tendríamos un límite de gasto 
electoral de más de 10.000 millones de pesos en una campaña parlamentaria. 


Hay que apuntar en un futuro próximo a reducir el límite del gasto electoral, por lo que invito a 
los colegas a sumarse a este propósito. 


Tampoco quedé contento con el límite del aporte de las personas naturales a un 


candidato al congreso, pues 315 UF (unos 8 millones de pesos) es demasiado, porque el bien a 
defender es la autonomía del parlamentario a la hora de tomar 

decisiones y su independencia respecto de la influencia que una persona puede ejercer sobre 
él. Tampoco es razonable que una misma persona pueda aportar hasta 2 mil UF a varios 
candidatos del mismo partido político. 


En consecuencia, el límite debió haberse establecido en un porcentaje máximo de lo que gaste un 
determinado candidato. En mi opinión, una persona natural 

no debiera aportar más del 5 por ciento de dicho gasto, porque más allá de eso 

podría ejercer una influencia indebida o que el candidato podría sentir que tiene una suerte de 
vínculo de dependencia respecto de un interés privado. El límite 

global de aporte de una persona, a mi juicio, no debiera exceder las 500 UF, de 

lo contrario consagramos la figura de grandes electores. También me reservo el derecho a 
enmendar esto en un futuro próximo. 


Sin embargo, a mi juicio, el Senado introdujo muy buenas modificaciones al proyecto; por 
ejemplo, estrechó aún más el límite de la propaganda aérea, ya que de 

3x2 metros la dejó en 2x1, es decir, en solo 2 metros cuadrados. Eso significará 

un abaratamiento muy significativo de las campañas, lo que es una buena noticia para los 
colegas, porque normalmente uno termina copiando lo que hace el otro candidato, lo que se 
transforma en un círculo vicioso. 


El registro de brigadistas fue una cuestión muy demandada. Al respecto, debemos hacer un 
homenaje a la familia de Luciano Rendón, que transformó su dolor en una demanda para incluir 
esto en la iniciativa. 


Acepto la norma sobre divulgación de encuestas, pero creo que es más importante exigir a todas l. 
que son elaboradas y el acceso a la base de datos, porque se intenta incidir en las elecciones a 
través de agencias de encuestas que nacen para las campañas y luego desaparecen. 


Me parece muy bien la figura de la precampaña para la declaración de gastos y la 
consideración del límite, porque a veces se gastaba tanto dinero en los seis meses 

previos como en el mes de campaña propiamente tal. Por lo tanto, se deben considerar esos 
recursos, lo que es un desafío para el Servel. 


Finalmente, disiento de la opinión de algunos colegas en relación con los aportes anónimos. 
El diputado NÚÑEZ, Marco (Presidente) -Tiempo, diputado. 


No puedo seguir con mi intervención, me falta explicar varios aspectos 
relevantes de esta importante reforma, pero se me acabó el tiempo... (SE CORTA EL 


MICRÓFONO). 


PÉRDIDA DEL CARGO 


POR DELITOS ELECTORALES 
14 de octubre de 2015 


Presidente, transgresiones individuales a la ley, por excepcionales que sean -lo sabemos-, nos 
perjudican a todos y, lo que es más grave, también a la institución 
democrática de la que participan. La Cámara de Diputados sabe muchísimo de esto. 


Por esa razón, para cuidar nuestras instituciones, es muy importante instaurar la sanción más 
dolorosa para la autoridad elegida por voto popular: la pérdida del cargo 

conseguido mediante la violación de la ley y la inhabilidad para presentarse en la próxima 
elección. 


La bancada del PPD votará a favor de esta sanción, porque desde hace muchos años veníamos 
planteándola y, por fin, ahora encuentra acogida mayoritaria. 


Sin embargo, como esta reforma ni la ley que la concrete serán retroactivas, es muy 
improbable que quienes hoy están siendo investigados o procesados por infracciones a la 
probidad y a las leyes electorales sean despojados de sus cargos e inhabilitados para postular en 
la próxima elección. Pero si los partidos polí- 


ticos quieren restablecer mínimos estándares de confianza ciudadana sí pueden 
aplicar retroactivamente los principios y valores de la democracia y la probidad. 


Por eso, invito a todos los partidos políticos a comprometerse hoy -no pasado mañana- a no 
presentar a la reelección a ninguna autoridad elegida que haya 

violado las normas de probidad y las leyes de financiamiento electoral. Aunque la justicia los 
sancione con las normas actuales, llamo a los partidos a sancionarlos desde los principios que 
hoy estamos convirtiendo en ley de la república. 


Hace un momento conversaba con el diputado Víctor Torres sobre la necesidad 
de establecer simetría en la relación entre la Cámara de Diputados y el Senado. 


Así como hoy nosotros estamos tramitando con prontitud y votando este proyecto originado en el 
Senado, le exigimos reciprocidad a esa rama del Congreso 


para que discuta y vote con la urgencia debida el proyecto que pone límite a la reelección 
indefinida, que fue aprobado por amplia mayoría en la Cámara. 


Sé que hay distintas opiniones sobre este tema entre los senadores; es perfectamente legítimo. 
Pero lo que no es legítimo es que el Senado pretenda esconder la cabeza y guarde en el clóset, sin 
discutir ni votar, un proyecto aprobado en esta Cámara por amplia mayoría. 


He dicho, Presidente. 
PARTIDOS POLÍTICOS MÁS DEMOCRÁTICOS 
26 enero de 2016 


Señor Presidente, vaya mi saludo y mi reconocimiento al ministro de la Secpres y a la 
subsecretaria por la tramitación de este proyecto de ley. 


Ingresé a militar en un partido a los tempranos 14 años, y lo sigo haciendo, aunque no sé por 
cuánto tiempo más. Por eso, reconozco la importancia que tienen la política y los 

partidos tanto para la gobernabilidad de los países como para el impulso de los cambios políticos, 
sociales y económicos. 


Me parece una revolución conceptual -lo predicamos en el desierto por muchos años- convertir a 
los partidos políticos en corporaciones de derecho público. De 

ahí parte el cambio esencial de enfoque de la relación entre el Estado, la sociedad y sus 

partidos políticos, los cuales tienen valor porque 

aúnan voluntades individuales detrás de un proyecto colectivo. Eso es lo que les da sentido. Así 
lo pueden comprobar tanto los que sueñan con armar nuevas fuerzas políticas, como los 
diputados Boric y Jackson, y los que sostienen partidos centenarios, como el Partido 

Comunista, de cuya historia recién nos ilustró el diputado Lautaro Carmona y hace algunos años, 
cuando en esta misma Sala celebramos su centenario, tuve el honor de rendirle homenaje. 


El hecho de transformar a los partidos políticos en corporaciones de 

derecho público y, de paso, de definir un aporte fiscal por el solo hecho de existir los partidos, 
entrega el derecho al Estado y a la sociedad de imponerles obligaciones. Así, por ejemplo, un 
partido mapuche, como el que se está formando en La Araucanía, podría resistirse a la noción de 
la cuota de género, porque su idiosincrasia establece un rol distinto de la mujer en la cultura ma- 


puche. Recuerdo que en nuestro propio partido tuvimos ese problema en las regiones mapuche a 
la hora de establecer las cuotas en los años Noventa. 


Sin embargo, la sociedad define objetivos comunes, que son simples y universales: 

la transparencia, la democracia interna, la participación de la mujer y la obligatoriedad de 
proponer ideas y de educar no solo a sus militantes, sino también a la comunidad en sus 
propuestas políticas. 


Desde ese punto de vista, me parece que, como se dice en el campo, “se metió la puntita”. Hay 
que avanzar muchísimo más en el rol que debe cumplir el 

Servel respecto de los partidos políticos. Desde hace años vengo diciendo que dicho organismo 
debiera convertirse, en la práctica, en una especie de superintendencia de partidos políticos. Se 
dice que el Servel podrá vigilar, controlar y asegurar que las elecciones internas se hagan muy 

bien; hay que avanzar para que ello sea una obligación del Servel. 


Yo tengo la convicción -así se lo he planteado al ministro en un par de ocasiones- de que el 
Servel debe vigilar que los partidos políticos cumplan lo establecido en 

sus propios estatutos; porque una cosa es escribir que habrá un consejo nacional una o dos veces 
al año, que habrá una elección al término de dos o tres años, y otra distinta es hacer 
efectivamente esas reuniones del consejo nacional y esas elecciones. 


Según la experiencia que tengo de mi propio partido y mi observación de lo que ocurre en el 
resto, las directivas de los partidos suspenden la aplicación de sus propios estatutos con 
exagerada frecuencia. Y no hay mecanismo por el cual los militantes puedan protegerse de esas 
decisiones. 


La sociología habla de la ley de hierro de la oligarquía. Los partidos pueden ser 
capturados por sus directivas. Por eso, el Estado, al financiarlos y al definirlos como 
corporaciones de derecho público, se obliga a defender los derechos militantes. 


Desde esa perspectiva, hay que vincular el financiamiento al respeto de los estatutos. Si un 
partido no desarrolla sus consejos nacionales, principal instancia democrática, durante un tiempo 
determinado, no debería seguir recibiendo 

los aportes del fisco. Si un partido no hace elecciones internas cuando corresponde, está fallando 
a su compromiso central. Ahí hay una veta en la que se puede profundizar después de aprobar 
este proyecto. Me parece que es un hito fundamental, por lo cual debemos aprobarlo ahora, aun 
con todos sus temas pendientes. 


Ahora bien, no podemos, en nombre de la idiosincrasia, decir que en Chile puede haber 
corporaciones de derecho público, en este caso los partidos polí- 


ticos, sin democracia interna. 


Obviamente, hay procedimientos electorales distintos para elegir al presidente del partido y a sus 
vicepresidentes; pero se debe obligar por ley a que la instancia democrática principal sea elegida 
por voto directo, universal, secreto e informado. 


Una cosa es que se elija un consejo nacional mediante voto directo, universal, secreto e 
informado, y éste, a su vez, elija, tras una discusión política de propuestas, a sus máximas 
autoridades, y otra distinta que las elija una célula de cinco personas sobre la base de 

la proposición de los que salen, pero no en votación, sino en discusión democrática, para que 
luego esto se repita sucesivamente hasta llegar al máximo directivo. 


Sé que algunos califican eso como democracia burguesa, pero estamos en una sociedad burguesa 
es una ley para los partidos políticos de la democracia representativa, y esa ley puede y debe 
exigirlo. 


El diputado Patricio Melero ha hecho gárgaras en relación con las elecciones democráticas y 
universales, pero todavía no las ejecutan, después de veintitantos 


años de funcionamiento del partido. Pero finalmente tomaron la decisión -enhorabuena- de 
incorporarse a una corriente nacional, que es una demanda de la gente. 


Respecto de los requisitos para la constitución de partidos, escribí una carta pú- 


blica a mi amigo el ministro Nicolás Eyzaguirre -nunca recibí respuesta- sobre el 
incumplimiento del compromiso que estableció el gobierno de la Nueva Mayoría con los 
independientes representados en el Congreso Nacional para terminar con el sistema binominal, 
que incluía la rebaja de los requisitos para constituir partidos. Me parece oportuno que eso se 
haya corregido en el Senado. 


Pero continúa incumpliéndose uno de los compromisos establecidos, cual es la posibilidad de 
que se constituya un partido en una región. Al respecto, les quiero decir -lo voy a registrar por 
escrito- que es muy probable que el gobierno de turno presente una ley corta, en marzo de 2018, 
cuando ocurra lo siguiente: uno, dos o tres partidos regionales van a sacar el 15 o 20 por ciento 
de los votos en su región, van a elegir uno, dos o tres parlamentarios, pero, por imperio de la ley, 
van a tener que disolverse. 


Francamente, vamos a estar apresurados para evitar ese escenario -no lo voy a caracterizar, 
porque me faltarían palabras-, pero es un contrasentido que, a estas alturas, en 

que convocamos a un movimiento de descentralización, que va a culminar, más temprano que 
tarde -aunque algunos quieran más tarde-, con la elección de los intendentes, no se permita 
constituir a una red de 

liderazgos locales una entidad colectiva que les permita competir, y que, además, se entienda 
que la política es sólo el Congreso Nacional. Es decir, quien no tenga parlamentarios, no va a 
existir, aunque tenga todos los alcaldes de una región, aunque haya ganado la elección de 
intendente, aunque sea la 

principal fuerza de concejales de la región. Creo que debiéramos incorporar ese aspecto en 
los criterios, porque esto está excesivamente parlamentarizado. 


Cuando un partido se tenga que disolver porque eligió parlamentarios en una sola región, y no 
en más de una, como establece el proyecto de ley, les aseguro que entre noviembre y marzo 
vamos a estar pensando en cómo arreglamos esa situación, a la que estamos concurriendo de 
manera pasiva. Lo he dicho en todos los tonos y, además, existe un compromiso al respecto. La 
política se degrada cuando los compromisos no se cumplen. 


Lo que estamos haciendo es muy importante para la democracia chilena, aunque 

no lo hagamos de manera perfecta. De hecho, ahora estamos un poco apurados 

en esta Sala semi desierta, porque seguramente en estos momentos muchos colegas están 
satisfaciendo sus necesidades biológicas naturales. 


Me parece que el Senado no resolvió la exigencia democrática básica para los partidos y que de 
la Cámara de Diputados salió una propuesta que no resuelve el problema, porque sólo es una 
especie de declaración genérica de que tiene que haber democracia, pero sin precisar cómo se 


entiende la democracia interna. 


No quiero imponer nada más que la adhesión a los principios que constituyen la 
nación. De lo contrario, no se podría establecer que no se tenga más del 60 por ciento de un 
género. Pero nadie dice nada al respecto. 


Aunque valoro sus palabras, también discrepo de mi amigo Lautaro Carmona cuando dice: “No 
conozco a nadie que se haya salido del Partido Comunista por 

razones de falta de democracia interna”. Perdóneme, diputado Carmona, pero ese es un cuento. 
Soy de familia comunista, fui muy amigo de Volodia Teitelboim y conozco a muchos 
comunistas y ex comunistas, sé que miles y miles de militantes se han ido del partido por no 
poder ejercer el derecho a presentar su opción ante los afiliados en un escenario 

de discusión democrática. Eso es lo que esta futura 

ley debe garantizar: el derecho del militante de un partido a presentar su opción política frente a 
los militantes y ser votado. No es sólo el derecho a votar, sino tam- 


bién el derecho a ser votado, que, por lo demás, es el derecho que tiene cualquier ciudadano en 
un país democrático. Por lo tanto, si los partidos se inscriben dentro 

de un país democrático y reciben recursos fiscales para desarrollar sus tareas, tienen que aplicar 
los principios democráticos en su organización y funcionamiento. 


Gracias, Presidente. 
REGULACIÓN DEL LOBBY 
14 de agosto de 2013 


Señor Presidente, toda decisión legislativa perjudica, beneficia o afecta a algún grupo de interés, 
a alguna región, a algún sector o a algún gremio. Uno, como representante del conjunto del 
pueblo -no sólo de los que lo eligieron-, toma su propia decisión y se forma su 

propia convicción sobre los distintos temas, no en-cerrado en una pieza, sino en 

conversaciones con los distintos actores; es decir, 

con perjudicados, con beneficiarios, con la opinión pública, con la señora Juanita 


-como decía un expresidente-, en fin. Uno construye su opinión y se forma su convicción en 
interacción con personas. 


Una democracia es más viva, mejor y más profunda cuando los afectados y 

beneficiados por las leyes son capaces de organizarse, de movilizarse y de hacer ver sus puntos 
de vista. Por lo tanto, la democracia será mejor en la medida en que nosotros legislemos cada 
vez menos solos y cada vez más presionados por las personas, por los grupos sociales. Por 
supuesto, no obstante el conjunto de 

presiones, al final de cuentas es uno quien toma su propia responsabilidad y toma su decisión a la 
hora de votar. 


¿Cuál es el punto central, la sospecha -por lo demás, en algunos casos 

con fundamento- que hay que disolver? Que parlamentarios no toman sus decisiones basados en 
sus propias convicciones, que no se forman su propia opinión, sino 

que actúan por influencias de un factor externo que no alude solamente a la 

convicción, sino al financiamiento de campaña o de su actividad en general, o derechamente a su 
bienestar personal o familiar. 


La pregunta básica es dónde se desarrolla esa corrupción; es decir, no el voto influido - 
el voto siempre será influido-, sino el voto comprado, adquirido. Ese voto se desarrolla en la 
medida en que no haya transparencia. 


Por eso este proyecto de ley es tan importante, porque a la luz del día no crece la corrupción; más 
bien muere. Por eso es tan importante la transparencia. No hay 

mejor antídoto contra la corrupción que la transparencia. Por eso se establece la obligación de 
informar con quién, sobre qué, a qué hora y cuántas veces se 

reunió el parlamentario con los distintos grupos de interés, sea que éstos defiendan intereses 
propios o que hayan establecido una relación contractual pagada para 

defender intereses de otros. A mi juicio, es muy importante que, cada vez que un 

interés interactúe con un parlamentario, la gente lo conozca, y que ese interés que se defiende se 
publique. 


Es decisión fundamental de este proyecto el establecimiento de un registro 

completo de todas las personas que visitan, interactúan, conversan, proponen o entregan 
información o estudios, etcétera, a cualquier parlamentario de la república, a cualquier ministro 
de Estado, a cualquier subsecretario, a cualquier director 

de servicio, para intentar legítimamente influir sobre una decisión legislativa o administrativa. 


Algunos se preguntan si es necesario un registro especial para los profesionales del lobby - 
aquellos que son pagados para defender intereses de otros-, o si bastaría un solo registro público. 
Francamente, esa discusión, aunque importante, no es capital. 


El diputado Rincón sostenía que del mismo modo como registramos a todas las instituciones que 
prestan asesorías al Congreso Nacional -existe un listado de 

entidades asesoras y las que no figuran en él no pueden ser consideradas para los gastos 
operacionales que tiene cada parlamentario para sus asesorías-, debiéramos 

registrar a las personas que se dedican profesionalmente al lobby. Me parece fundamental que 
todas las entidades y personas que cabildean -en español, para el anglicismo lobby tenemos la 
palabra cabildeo, que es la que debiéramos usar-, estén registradas, y lo estarán en un 

registro especial que llevará el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 


Aprobaré el proyecto con entusiasmo, porque mañana el público podrá conocer con 

claridad quiénes son los que interactúan, quiénes son los que 

“presionan”. El efecto con mayor potencial positivo del proyecto es que el diputado honesto 
preferirá siempre invitar a las personas que quieran conversar con él a las comisiones, que es 


la instancia donde debe darse el diálogo y entregarse, de manera transparente, la información de 
los actores interesados en orientar en un determinado sentido tal o cual proyecto de ley. 

La comisión es el lugar donde debiera producirse ese diálogo. Muchas veces ha ocurrido que, 
ante proyectos complejos, determinados intereses han querido reunirse conmigo, y los 


he invitado a la comisión. Pero también no pocas veces, las personas 

que defienden esos mismos intereses, después de concurrir a la comisión han pedido 

reunirse conmigo. Mi respuesta ha sido: Miren, si ya fueron a la comisión, si ya leí sus papers, si 
ya escuché sus argumentos, si ya les hice las preguntas, si ya sostuvieron una reunión 

pública, ¿por qué han de querer una reunión privada? A mi juicio, el parlamentario, o bien 
escucha a todos los actores involucrados en una temática determinada, o bien los deriva a la 
comisión respectiva, para allí formarse opinión. Me imagino que parlamentarios no 

querrán aparecer como prisioneros de un solo interés, porque eso será publicado en el registro. 


Por lo tanto, se podrá saber quiénes se reunieron sólo con un interés corporativo -es 

lo que ocurrió en la Ley de Pesca- y la gente podrá hacer su 

raciocinio y establecer la relación entre aquellos que están registrados como visitantes del parlami 
el voto que éste emita a la hora de tomar su decisión. 


Por último, no olvidemos que debemos avanzar de manera significativa en el control público del 
gasto en campañas políticas, que es la motivación principal y el espacio que toman algunos 
actores para capturar votos de parlamentarios. 


También tenemos que avanzar en el financiamiento público de la política y en 

fijar sanciones desalentadoras, que incluyan la pérdida del escaño, la pérdida del cargo 
parlamentario para aquellos que reciban dineros por fuera de la ley de financiamiento de la 
política y de las campañas. 


¡Todo dentro de la transparencia, nada en una pieza oscura! Porque es en la os-curidad donde 
nace la corrupción y donde intereses privados pueden capturar la democracia y orientarla en su 
beneficio. 


He dicho, Presidente. 
MIS COMPROMISOS ANTE EL LOBBY 
27 de noviembre de 2014 


Señor Presidente, como sé que hay muchas personas que están siguiendo esta 

sesión, que saben que aprobamos una ley que regula el lobby y que ahora estamos discutiendo su 
reglamento, seguramente pensarán equivocadamente que el Congreso 

Nacional está promoviendo el lobby, dándole sustento legal, en circunstancias de que es una 
práctica que existe desde que se inició la actividad social; de hecho, el concepto nació hace más 
de un siglo. De manera que quienes 


tienen intereses de cualquier tipo intentan incidir a la hora de definir leyes o que la autoridad 
tome determinadas medidas. 


Lo que pretendemos con este reglamento es transparentar, regular, restringir y aislar conductas 
ilegales relacionadas con la legítima defensa de intereses. 


Como aquí se ha hablado mucho sobre esta materia, quiero aprovechar esta ocasión 
simplemente para asumir tres compromisos absolutamente personales -por supuesto, no invito a 
nadie a que me imite-, con el objeto de que queden registrados en el Boletín de Sesiones 

para que mis electores me los cobren cuando corresponda. 


El primer compromiso que voy a asumir en esta sesión, en la cual estamos terminando con 

la tramitación de la ley del lobby, con la legalización de su 

reglamento, es que no recibiré, bajo ninguna circunstancia, en ningún lugar y en ningún 
momento, a ningún profesional del lobby. Por lo tanto, desde aquí les digo a quienes viven 
legítimamente de esta actividad que no me llamen por teléfono 

ni me envíen cartas, porque no recibiré a ningún profesional del lobby mientras 

sea diputado. Sólo recibiré a quienes defiendan directamente sus intereses, no a quienes han sido 
contratados para defender intereses de terceros. 


Mi segundo compromiso explícito -también quiero que me lo cobren en su momento- es que 
cuando se trate de intereses empresariales, siempre les sugeriré que expongan su 

situación y la defensa de esos intereses en la comisión que esté tratando el proyecto de ley que 
los afecte, porque, a mi juicio, no hay razón 

alguna que justifique que una persona que ha tenido oportunidad de expresar sus ideas y 

sus antecedentes, por ejemplo, ante la Comisión de Hacienda, luego necesite reunirse con un 
miembro de ella, como sería mi caso. 


Mi tercer compromiso es que cuando no se trate de proyectos de ley en trámite que los 

afecte, sino de algún otro tema de preocupación, recibiré a quienes 

defiendan intereses empresariales exclusivamente en los espacios del Congreso 

Nacional, sea en la sede de Santiago o en la de Valparaíso; no recibiré ni conversaré con ningún 
representante de intereses empresariales en otros espacios que no sean los formales del Congreso 
Nacional. 


Estos son mis tres compromisos como parlamentario, y quiero que queden con-signados, porque 
los voy a cumplir al pie de la letra. 


Muchas gracias, Presidente. 


INFORME SOBRE LEY DE PRIMARIAS1 


3 de enero de 2012 


Señor Presidente, este proyecto de ley que establece un sistema de primarias para elegir 
candidatos a Presidente de la República, a alcaldes y a parlamentarios se inscribe, de acuerdo a lo 
que señala el Gobierno, en una agenda de reformas de-mocratizadoras que buscan responder a 
señales inequívocas de agotamiento de la democracia. 


La inclusión de todos en los padrones electorales, los plebiscitos comunales, la iniciativa popular 
de ley, la elección directa de gobiernos regionales -y estoy seguro que al país le gustaría ver 
también el cambio del sistema binominal- se inscriben en una agenda de reformas que pretenden 
lograr que los ciudadanos se sientan mejor representados, puesto que permite una selección más 
transparente, competitiva y participativa de los candidatos a cargos de elección popular. 


Ésta es, en rigor, una deuda constitucional, puesto que la modificación al artículo 19, N° 15°, 
producto de la reforma a la Constitución del 28 de diciembre de 2009, dispone: *“Una ley 
orgánica constitucional establecerá un sistema de elecciones primarias que podrá ser utilizado 
por dichos partidos para la nominación de candidatos a cargos de elección popular, cuyos 
resultados serán vinculantes para estas colectividades...”. 


Así, una reforma constitucional de diciembre de 2009 comprometió una ley or-gánica en esta 
materia, que hoy estamos discutiendo y -espero- nos encontramos cerca de aprobar. 


Antes, en 1998, se envió un mensaje sobre la materia bajo el gobierno de Eduardo Frei; en 2004, 
el diputado Valenzuela presentó una moción; en 2008, los diputados 

Ascencio, Ceroni, Chahuán, Díaz, Escobar, Girardi, Jiménez, Ojeda y Tarud dieron inicio a otro 
proyecto. 


1 Corresponde al informe a la Sala de la Comisión de Gobierno Interior en el primer trámite de la 
Ley 20.640 que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a 
Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, publicada el 06 de diciembre de 2012 y 
aplicada por primera vez ese mismo año previo a las Municipales. 


Posteriormente, la entonces Presidenta Bachelet envió un proyecto de primarias como parte de 
la ley de Partidos Políticos; y en junio del 2009, remitió a este 

Parlamento un proyecto específico para elegir alcaldes, parlamentarios y Presidente de la 
República en primarias. 


El Gobierno de Sebastián Piñera decidió enviar a esta Cámara una nueva iniciativa, que ingresó 
el 6 de septiembre del año pasado. Nuestra Comisión trabajó intensamente en su análisis y 
perfeccionamiento antes de ocuparse del proyecto de ley sobre inscripción automática. 


El proyecto que informo establece elecciones primarias para candidatos a Presidente de la 
República, parlamentarios y alcaldes. 


Asimismo, debo reportar que la iniciativa fue aprobada en general por la unanimidad de 

los miembros presentes de la Comisión de Gobierno Interior, los 

diputados señores Becker (Presidente), Ascencio, Auth, Browne, Farías, Lemus, Ojeda, Rosales, 
Schilling y Ward. 


A continuación, explicaré en qué consiste el proyecto, los aspectos en que fue perfeccionado y 
aquellos donde persisten diferentes puntos de vista. 


En primer lugar, cabe recalcar que se trata del establecimiento de un sistema de primarias 
públicas. Es decir, dispone en el calendario del sistema electoral 

del país, dos eventos oficiales denominados primarias, que se realizarán veinte 

domingos antes de la respectiva elección, sea ésta presidencial-parlamentaria o municipal. 


Es decir, en el calendario electoral de Chile habrá dos nuevas elecciones: las primarias 
presidenciales-parlamentarias y las de alcaldes. 


Cuando se afirma que se trata de una elección de carácter público, obviamente, 

significa que ella es de responsabilidad completa del Servicio Electoral, en términos similares 

a las de cualquier otra elección, con la salvedad de que existen 

algunas simplificaciones, como la facultad del Servel de agrupar mesas, que se 

requerirán sólo tres vocales por mesa para su funcionamiento y no se aplicará en su integridad la 
ley de control del gasto electoral, en el sentido de que no corresponderá la devolución fiscal por 
votos obtenidos. 


Pero todo el proceso, como cédulas de votación, padrón, locales, recuento, etcé- 


tera, le corresponde al Servel y, luego, al Tribunal Electoral, que ha de calificar estas elecciones 
como cualquier otra elección oficial de Chile. 


Un segundo elemento importante de señalar es que se trata de un solo momento electoral, pero, 
en rigor, son múltiples elecciones primarias; no es una única 


elección primaria, sino que tantas elecciones primarias como partidos o pactos 

políticos hayan decidido voluntariamente acogerse al sistema. Habrá un único 

proceso electoral, un mismo local, una misma urna, pero se tratará siempre de diferentes 
elecciones primarias, con padrones y cédula de votación propios. 


Por supuesto, cada ciudadano -esto es muy significativo- podrá participar únicamente en una 
primaria para cada cargo de elección popular. O sea, si el elector se 

encuentra habilitado para votar en dos o en tres procesos de primarias y concurre a ejercer su 
derecho, tendrá que decidir en qué primaria presidencial y en qué primaria parlamentaria -si es 
que se realizan- participa. 


Lo tercero es muy relevante, pues se trata de primarias vinculantes, que obligan a quienes 


participan, sean partidos o personas, a respetar el resultado. De hecho, quienes ganan 

una primaria quedarán automáticamente inscritos como candidatos al cargo de elección popular 
respectivo. En otras palabras, si alguien vence en una primaria presidencial no 

requiere reinscribirse, sino que quedará inscrito 

directamente como candidato oficial. Y quien participó y perdió dicha elección, resultará 
formalmente inhabilitado para postular a ese mismo cargo en ese mismo territorio. 


En cuarto lugar, se introduce la figura del pacto electoral presidencial, es decir, 

diferentes partidos podrán hacer un pacto para elegir, en primarias, un candidato común a la 
Presidencia de la República. Actualmente, cada candidato presidencial representa 
formalmente sólo a su propio partido, aun 

cuando exista la ficción política de pactos detrás de las candidaturas presidenciales. O 
sea, desde el punto de vista formal, Sebastián Piñera fue inscrito por 

Renovación Nacional; Michelle Bachelet por el Partido Socialista; Eduardo Frei por la 
Democracia Cristiana, y Ricardo Lagos por el Partido por la Democracia, porque, 
formalmente, no fueron candidatos de sus pactos. 


El proyecto establece la figura del pacto presidencial; es decir, un conjunto de partidos, que 
pueden elaborar distintas listas parlamentarias, puede ponerse de acuerdo para elegir un 
candidato común a la Presidencia de la República, junto con otros partidos y/o con personas 
independientes. 


En cambio, para elegir candidatos a alcalde, el proyecto exige que sea un único y mismo pacto 
de alcaldes y concejales; es decir, el proyecto no admite -ése fue un punto de debate central- que 
distintas listas de candidatos a concejales se pongan de acuerdo para hacer primarias para elegir 
un candidato a alcalde común. Esta diferencia -que para algunos de nosotros es inexplicable- se 
argumentó y al so-meterla a votación hubo un empate. La indicación para replicar en la 
municipal 


el esquema permitido en la presidencial fue repuesta por 32 diputados y 4 jefes de bancadas, para 
que sea votada en su momento. 


En quinto lugar, las primarias son voluntarias, pero no son reversibles. 


El proyecto original consideraba la posibilidad de que el pacto o los partidos fija-ran condiciones 
de satisfacción para que las primarias fueran válidas, como, por ejemplo, una determinada tasa de 
participación o una determinada ventaja del primero sobre el segundo, etcétera. No obstante, por 
amplísima mayoría -creo que por unanimidad-, esa formulación fue rechazada y se 

estableció la irrever- 

sibilidad del proceso de primarias. Es decir, si voluntariamente un partido o un 

pacto definen resolver su candidatura en primarias, basta que ese candidato gane 

por un solo voto para que sea el candidato oficial, anulándose la reversibilidad del proceso de 
primarias, porque se considera que era una causal de debilitamiento de la necesaria 

legitimación del proceso de primarias el hecho de que hubiera una especie de carta guardada con 


determinadas condiciones a cumplir para que las primarias fueran válidas. 
En sexto lugar, ¿quién define si un partido se acoge o no al sistema de primarias? 
Este proyecto establece que es el consejo general del partido. Según la ley N° 


18.603, de partidos políticos, ésa es la instancia que actualmente elige a los candidatos. Esta 
iniciativa establece que la directiva central, los consejos regionales, o una baja proporción de 
consejeros generales le planteen al consejo general de determinado partido y lo obliguen a que 
ponga en discusión y votación la posibilidad de realizar primarias. 


Aquí hay tres discusiones importantes, a propósito de quién define y cómo se 

define si se participa o no en el proceso de primarias. La primera es que si dejamos que una 
proporción importante de militantes de un partido obligue a realizar primarias. Por 

ejemplo, algunos pensamos que si el 20 por ciento de los militantes de un partido, a lo largo del 
país, pide que se realicen primarias, entonces eso debiera ser obligatorio para los 

consejos generales; otros piensan de manera distinta. En todo caso, esto fue votado en contra en 
la Comisión. 


La segunda se refiere al imperio de los consejos regionales. Hay quienes creemos -esta propuesta 
obtuvo un empate en la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización- que los consejos 
regionales deben ser soberanos respecto de la posibilidad de realizar primarias, en lo que respecta 
a su propio territorio. Es 

decir, si el consejo de la Región del Biobío, por ejemplo, define realizar primarias para elegir alca 
opinamos que eso no debiera poder revertirse por el consejo general. Entiendo que se va a 
presentar -si es que aún no se ha hecho- una indicación al respecto. 


La tercera discusión que se esbozó en la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, fue 
profundizada en la Comisión de Hacienda, fue sobre quién decide qué militantes pueden 
participar como candidato en el proceso de primarias. 


En el proyecto de ley se establece que es el partido o el pacto quien inscribe los candidatos; es 
decir, no son los militantes ni los independientes quienes pueden decir que se van a inscribir en 
tal o Cual primaria, sino que son los mismos pa- 

trocinadores de la primaria quienes inscriben a los candidatos -tienen que ser más de uno, como 
condición mínima- y lo que aquí se está planteando como 

discusión es que debe haber posibilidades definidas en la ley. Algunos pensamos que más bien 
corresponde a la ley de partidos políticos -luego se va a discutir en 

el Congreso Nacional- definir normas que señalen con claridad las condiciones que 

debe cumplir un militante para inscribirse en las primarias que el partido ha decidido o un 
independiente para inscribirse en las primarias que un pacto ha definido. 


En séptimo lugar, los partidos y los pactos tienen algunas libertades importantes 
a la hora de definir cómo se debe realizar el proceso de primarias. La primera 


libertad es definir si se realizan o no primarias; la segunda libertad es definir qué padrón van a 
ocupar, quiénes van a participar en esas primarias, pudiendo elegir entre un padrón más 
limitado, de los militantes, o un padrón de militantes e independientes; o si se trata de un pacto, 
de todos los militantes de los partidos que suscriben el pacto o de todos los militantes y los 
independientes o, derechamente, un proceso de primarias abiertas a todo el padrón electoral. Esa 
decisión la deberá adoptar el pacto o los partidos. 


A mi juicio, en este punto hubo un cambio relevante respecto de lo que proponía 

el Gobierno, en el siguiente sentido. El proyecto original proponía que la definición del padrón 
fuera distinta, según el territorio de que se trate. Es decir, al 

candidato a alcalde en tal comuna lo podemos elegir con el padrón amplio; en cambio, a este 
otro, de otra comuna, lo podemos elegir con un padrón de militantes, y a este otro, con una 
tercera alternativa. 


Se consideró, por unanimidad, que una vez que estuviera lista la definición del padrón por 
parte del partido o del pacto, se tenía que aplicar a todas las primarias del mismo carácter. Es 
decir, si se realizan primarias para elegir a alcaldes y se 

define que el padrón es abierto, entonces todas las primarias para elegir alcalde 

de ese partido o pacto han de ser con ese padrón, para evitar la tentación de 

discriminar entre unos y otros candidatos que pudieran estar protegidos con un padrón más 
limitado. 


Cuando se realiza la elección primaria presidencial, una vez definida, participa todo 
el territorio involucrado en la candidatura. Me explico: si se realiza una 
elección primaria presidencial, ésta funciona en las 345 comunas y en las 527 


circunscripciones electorales del país. No hay ninguna posibilidad de que un partido o pacto 
realice primarias y excluya a los electores de tal o cual territorio. 


Si se realizan primarias para elegir alcalde, sucede lo mismo. Todo el territorio involucrado en 
la representación del cargo de alcalde tiene que participar; lo mismo ocurre si se trata de una 
circunscripción senatorial o de un distrito. 


Las primarias, sin embargo, son voluntarias; es decir, son 
los partidos o los pactos los que definen si las realizan o no. Al respecto, hubo un debate importar 


Algunos creen que las primarias debieran ser obligatorias; pero el criterio del Ejecutivo - 

su argumentación está bien fundamentada- es que el uso de este 

mecanismo por parte de un sector político alentará a los demás a imitarlo, en la búsqueda del bien 
mejorar la legitimidad de las candidaturas, preservando la decisión de los partidos políticos. 


¿Cuál es el itinerario de las elecciones primarias? La elección presidencial de 2013 
será el domingo 17 de noviembre. El calendario establecido por la ley dispone que 140 días antes 
de la elección -es decir, veinte domingos antes de ese 17 de noviembre- se 


realizarán las elecciones primarias presidenciales por parte 
de quienes hayan decidido elegir a sus candidatos mediante este sistema. Esto 
significa, en la práctica, que deberían efectuarse el domingo 30 de junio de 2013. 


La inscripción de las candidaturas y del pacto que compromete la realización de 

las primarias se puede hacer hasta 70 días antes de éstas, lo que significa, exactamente, el doming 
de 2013 se iniciaría la campaña de las primarias presidenciales, que culminaría 

el domingo 30 de junio. La inscripción de los candidatos a la elección definitiva sería a mediados 
de agosto y la elección el 17 de noviembre. 


Si nos atuviéramos a la ley, en las elecciones municipales, las primarias se realizarían el domingo 
10 de junio y la inscripción de los candidatos, el 31 de marzo. 


Finalmente, quiero hacer presente que esta iniciativa fue discutida simultáneamente con la que 
establece la inscripción automática y, por lo tanto, buena parte 

de su articulado se refiere a una ley que ya no existe, es decir, la que establecía 

la inscripción voluntaria. Por ejemplo, dicha ley fijaba períodos en los cuales el cierre de las 
inscripciones en los padrones regía durante la campaña de las 

primarias; ahora habrá que modificarlo para hacerlo compatible con la ley sobre inscripción 
automática. 


En 1997, diversos diputados de distintos sectores políticos -recuerdo que el ministro lucía 
físicamente distinto, aunque intelectualmente igual- realizamos un seminario transversal sobre 
primarias en la institución que el ministro presidía entonces. Pero ha corrido mucha agua bajo el 
puente -de los arrepentidos será el reino de los cielos- y hoy estamos convergiendo en la 
necesidad de que Chile cuente con un instrumento distinto de legitimación de sus candidaturas a 
cargos de elección popular, abriéndole la puerta a la ciudadanía para que diga su palabra a la 
hora de que los partidos y los pactos designen a sus candidatos a cargos de elección popular. 


La mayoría de la Comisión aprobó con entusiasmo este proyecto de ley y, naturalmente, espera 
que sea aprobado con las indicaciones que se han presentado durante su discusión. 


Muchas gracias, Presidente, por su generosidad con el tiempo para explicar esta compleja ley en 
su detalle. 


LLAMA A APROBAR LEY DE PRIMARIAS 
3 de enero de 2012 


Presidente, es un viejo anhelo abrir compuertas y terminar con el anillo de hierro de las 
oligarquías que resuelven de manera endogámica. Eso es conocido. Nosotros tenemos 
experiencia. En 1993, contra todo evento, hicimos una primaria por inscripción, 

en la que votaron 430 mil personas para elegir como candidato a Presidente de la República a 
Eduardo Frei, quien le ganó a Ricardo Lagos. Luego, con 


el diputado Roberto León, fuimos coorganizadores de las primarias de 1999. Se trató de una 
primaria abierta, con participación de todos los militantes de los partidos de la Concertación e 
independientes. Esperábamos la participación de unas 600 mil personas y concurrieron un 
millón 430 mil personas a legitimar nuestra candidatura presidencial. Cuando se abren diques de 
participación, la gente los llena con entusiasmo. La democracia exige mayor y no menor 
participación. 


Coincido con mi colega Ernesto Silva en que sería mejor para el sistema político 
que las primarias fueran obligatorias. Entendemos que no hay quórum suficiente 
para aprobar una iniciativa que establezca la obligatoriedad a todas las entidades 
políticas de elegir de cara a la ciudadanía sus candidatos a cargos de elección 


popular, pero recojo la disposición de reflexionar en el futuro para perfeccionar esta ley. 


Tampoco me gusta que los partidos elijan padrones limitados cuando los hay más amplios. Sin 
embargo, comparto con el ministro Larroulet que será muy difícil para un partido o pacto 
convocar a una primaria con participación exclusiva de sus militantes cuando, al lado o al 

frente, los demás partidos abren la posibilidad de que todos los independientes participen de esa 
votación. Digo que va a ser difícil, pues el partido que sólo permita participar a sus militantes va 
a empujar a sus adherentes y simpatizantes a votar en la primaria de aquellos que sí hayan abierto 
las compuertas. 


También coincido con el diputado Silva, en cuanto a que las barreras de acceso planteadas en 
este proyecto de ley son demasiado elevadas, inaccesibles para el militante de base, para un 
dirigente cualquiera en una comuna cualquiera que quiere legítimamente, con un grupo de 
vecinos, aspirar a concurrir a una primaria para elegir el candidato a alcalde de su coalición. 


Si queremos dar curso al cambio, a la dinámica de participación, naturalmente tenemos que 
rebajar las barreras de acceso. Recojo el guante y el compromiso 

del ministro Larroulet para resolver esto en una discusión reflexionada en la modernización de la 
en ella quede definido el modo democrático en que cada partido tiene que dar cauce a la voluntad 
de participación de sus militantes y simpatizantes. 


Por último, quiero referirme a una cuestión ingrata. Lamentablemente, no está el ministro. Pero 
hay algo que no tiene explicación lógica, lo insinué en el informe y deseo abundar en ello. 


Se establece la posibilidad de que distintos partidos y diferentes listas parlamentarias puedan 
organizarse en un pacto para elegir a un candidato común a la Presidencia de la República. 


Sin embargo, esa misma realidad, que se acepta y se promueve para la 

Presidencia de la República, se frustra y se cancela para las candidaturas a alcalde. Es decir, 
distintos partidos y diversas listas de candidatos a concejales no podrían, según lo plantea este 
proyecto de ley, organizarse en un pacto para elegir de manera común un candidato único a 
alcalde. 


Francamente, ése es un artículo con nombre y apellido. No tiene lógica que la ley nos obligue a 
hacer una martingala, porque, de todas maneras, existe una manera informal que nos 

permitirá usar el mecanismo de las primarias públicas para elegir candidatos comunes, aun 
cuando se tengan distintas listas de candidatos. 


Pero, ¡por favor! legislemos no con la calculadora ni por el interés de bloquear las 

posibilidades del adversario; sino que para establecer un sistema de primarias que a todos nos 
permita, hoy y a futuro, usarlo de la manera más adecuada. No tiene ninguna lógica impedir que 
distintos partidos que tienen diferentes listas de candidatos a concejales no puedan ponerse de 
acuerdo para hacer una primaria que les posibilite elegir su candidato a alcalde de cara a la 
ciudadanía. 


Hago un llamado a pensar en la mejor ley y no en aquella que más obstaculice a mi 
competidor; legislemos mirando el interés de consolidar y revitalizar la democracia y no en la 
manera de sacar pequeñas ventajas electorales. 


ELECCIÓN DIRECTA DE CORES 
22 enero de 2013 


Señor Presidente, es evidentemente imperativo aprobar el proyecto, porque, de lo contrario, 
incurriríamos nosotros y particularmente el Gobierno en notable 

abandono de deberes, puesto que nos autoimpusimos un mandato constitucional para que el 17 
de noviembre próximo se elija a los consejeros regionales de todo el país mediante sufragio 
universal, en votación directa, lo que, como ya se ha dicho, es un anhelo ciudadano de larga 
data. Además, todas las encuestas señalan amplísimas mayorías a favor de gobiernos 
regionales elegidos por la gente, con 

atribuciones y recursos suficientes para generar identidad y proyectos de desarrollo regional. 


No obstante, formularé tres prevenciones al respecto. 


En primer lugar, no podemos dar mayor legitimidad ciudadana a los consejeros regionales y, 
al mismo tiempo, quitarles atribuciones. Debemos aumentar las atribuciones y el poder de los 
consejeros regionales en correlación con el incremento de su legitimidad ciudadana. No se 
entiende que tengan que responder a la ciudadanía que los elige y que se les otorguen menos 
instrumentos para realizar su labor. 


En segundo lugar, mediante el proyecto se propone elegir a los consejeros regionales mediante 
sufragio universal, en votación directa, pero no se 

elije directamente al presidente de cada consejo regional, que es lo que la gente desea. No hay 
consenso para eso. En consecuencia, por lo que he escuchado, es evidente 


que se va a generar un desequilibrio entre el gobierno regional elegido por la gente y el 
intendente designado por el Presidente de la República. Estoy seguro de que ello se 

terminará felizmente con un proyecto de ley que aprobaremos en el próximo período, para que 
los presidentes de los gobiernos regionales sean elegidos directamente por la gente, al igual que 
los consejeros regionales. 


En tercer lugar, quiero señalar algo que, parafraseando a mi querido colega José 

Miguel Ortiz, sólo quedará en la historia fidedigna de la ley. Probablemente, algunos todavía no 
se han percatado de lo siguiente: la unidad electoral en la que se elegirán los consejos 
regionales es, por regla general, la provincia, lo que me parece muy bien, porque hay 

identidad provincial y porque las comunas que forman parte de una provincia son una realidad. 


Sin embargo, el Gobierno decidió fraccionar las provincias de 

Cautín, Valparaíso, Concepción, Santiago y Cachapoal. ¿Cómo se puede fraccionar una 
provincia que tiene identidad? ¿Cómo se divide la provincia de Santiago? Las 

circunscripciones provinciales establecidas en el proyecto son completamente antojadizas, ya que 
tienen como única referencia un tamaño electoral similar. 


Es decir, un conjunto de personas intentará hacerse elegir para representar en el Consejo 
Regional Metropolitano a engendros territoriales que no tienen ninguna identidad particular. 


Me pregunto, ¿por qué dividir algo que tiene identidad en siete pedazos sin ninguna 

identidad? La única razón que me permite explicármelo es que el Gobierno le teme a la excesiva 
proporcionalidad que daría elegir con voto universal a una veintena de consejeros en la provincia 
de Santiago, catorce consejeros en la provincia de Concepción y la misma cantidad en la 
provincia de Valparaíso, o doce 

consejeros en la provincia de Cautín, porque, de ese modo, todas las fuerzas 

políticas podrían estar representadas. Considero que ello no es razón suficiente para fraccionar 
realidades regionales en entidades completamente caprichosas. 


Sin embargo, como es imperativo aprobar la iniciativa, ya que, de lo contrario, caemos en 
notable abandono de deberes y como es urgente que el Servel orga-nice la elección del 17 de 
noviembre, daré mi voto favorable al proyecto. No obstante, estoy seguro de que muy pronto 
tendremos que establecer, espero por amplia mayoría, la elección por sufragio universal, en 
votación directa, del presidente de cada consejo regional, tal como ocurrirá con los 
consejeros regionales, 

con poderes y atribuciones suficientes para hacer realidad la descentralización que el país 
anhela. 


He dicho, Presidente. 
ELECCIÓN DIRECTA 


DE GOBERNADORES REGIONALES2 


7 de junio de 2017 


Señor Presidente, en la discusión de este proyecto estamos en la misma situación que nos tocó 
vivir respecto de otras iniciativas, como la que establecía el divorcio, que demoró diez años más 
en aprobarse de lo que la sociedad demandaba con urgencia. 


Estamos en una situación equivalente a la de la iniciativa que establece la interrupción del 
embarazo en tres causales, que la sociedad 

mayoritariamente demanda, pero que en este congreso continúa retrasándose a pesar del estado de 
opinión de la sociedad. 


Somos uno de los pocos países donde se designa a sus jefes regionales. En verdad, 

en América Latina estamos completamente solos en ese sentido. En el 

mundo democrático desarrollado y consolidado -Francia, España, Italia, Suecia, 

Noruega, en fin, no hay país, por lo menos que esté en el menú de mis conocimientos, que no 
elija a sus autoridades regionales y que no les dé la legitimidad popular indispensable para 
desplegar un proyecto de desarrollo con identidad propia, con personalidad, con carácter y, por 
supuesto, con atribuciones. 


En la actualidad, el intendente, el jefe del gobierno regional, tiene dos sombreros: el sombrero de 
representante del Estado central ante la región y el sombrero de representante de los 

intereses de la región ante el gobierno central. Cuando entran en contradicción o en tensión esos 
dos sombreros, adivinen cuál es el sombrero que deja en el clóset y cuál el que se pone ese 
intendente que ha sido 

designado, que es funcionario de confianza del poder central y que está asalariado por el poder 
central. Naturalmente, siempre tendrá que obedecer al interés del gobierno central frente a la 
región que le corresponde representar. 


Lo anterior es lo que viene a resolver la elección popular del jefe de la región, del presidente de 
la región, que en el proyecto se denomina “gobernador regional”, 2 Finalmente, la Ley 21.073 
que Regula la Elección de Gobernadores Regionales fue publicada el 22 de febrero de 2018, 
incumpliéndose el compromiso gubernamental de elegirlos en noviembre de 2017. 


es decir, el que dirige el gobierno de la región. Esta autoridad será el representante de los 
intereses, de las demandas, de los anhelos y de los sueños de los habitantes de la región frente al 
Estado central, pero también frente a sí misma. 


Aquí se discute mucho si es primero el huevo o la gallina, es decir, si necesariamente tenemos 
que detener la posibilidad de dar legitimidad ciudadana al gobernador regional en tanto no estén 
transferidas todas las atribuciones y los recursos para que pueda ejercer. 


Yo los invito a reflexionar en lo siguiente: si esa pregunta nos hubiera detenido respecto de la 
elección de alcaldes, les aseguro que todavía tendríamos alcaldes designados. Reitero: todavía 
tendríamos alcaldes designados si hubiéramos esperado la trasferencia de poder, de atribuciones 


y de recursos para dar legitimidad ciudadana y popular al alcalde. 


Las sociedades evolucionan sobre la base de la generación de desequilibrios. El desequilibrio que 
se generará cuando el gobernador regional tenga la legitimidad popular, pero no todos los 
recursos y atribuciones que esa legitimidad popular exige, va a provocar la tensión necesaria e 
indispensable para que se le vayan 

transfiriendo, gradualmente, crecientes atribuciones y recursos que permitan que las decisiones 
sobre las políticas que competen a una región y sobre el destino de 

los recursos se tomen en la región y no en las oficinas de los ministerios centrales. 


¿Cómo se elige el gobernador regional? La Constitución Política de la República establece, en 
virtud de una reforma muy reciente -según entiendo, fue aprobada prácticamente por la 
unanimidad de los diputados y senadores-, que se elegirá en votación popular de todos los 
ciudadanos de una región un presidente de esa región, es decir, un gobernador regional. Para 

ser elegido, necesitará obtener más del 40 por ciento de los votos válidamente emitidos. De no 
ocurrir aquello, habrá una segunda vuelta para dirimir la elección de un gobernador regional que 
tenga legitimidad popular suficiente para dirigir su región. 


Lo que estamos discutiendo hoy es simplemente la aplicación de un mandato constitucional que 
nos dimos nosotros mismos: cómo elegimos y cuándo elegimos al gobernador regional. 


¿Cuándo lo elegimos? El proyecto propone que la elección del gobernador regional se efectúe 
junto con la de autoridades locales, es decir, de alcaldes y concejales. 


Pero, excepcionalmente, un artículo transitorio dispone que la primera elección de gobernador 
regional se efectuará junto con la elección presidencial en la medida en que esta ley en proyecto 
sea publicada al menos cien días antes de ésta. 


Soy partidario de que lo que se quiere como transitorio ocurra de manera permanente, es decir, 
que el gobernador de la región se elija simultáneamente con el gobernador de Chile, el Presidente 
de la República. 


Me parece que estaremos sentando un precedente del que nos arrepentiremos si 
establecemos una elección, como dicen los cientistas políticos, de medio término, que 
asume siempre características plebiscitarias, como lo es hoy la elección de alcaldes. 


Si ustedes observan las elecciones de alcaldes de los últimos veinte años, se 
darán cuenta de que son siempre un plebiscito a la gestión presidencial y que 
siempre hay un retroceso del poder presidencial en las elecciones municipales. 


Entonces, se corre el riesgo de convertir una elección de carácter regional en un plebiscito a la 
gestión presidencial en curso. Ustedes podrán imaginar el efecto político que puede tener para un 
gobierno que en la mitad de su mandato, esto es, a un año y medio o poco menos de dos años de 
su término, “pierda” doce o trece de las quince regiones que gobierna. 


Por eso, para buscar mayor sintonía entre el gobierno nacional y los gobiernos 

regionales, para que haya además mayor sintonía programática, lo razonable es que la elección 
de gobernadores regionales ocurra en simultaneidad con la del gobernador de Chile, es decir, la 
elección presidencial. 


Por tanto, espero que terminemos yendo a comisión mixta y podamos resolver en tal 
dirección. Por supuesto, soy partidario de que ahora, junto con la próxima 
elección presidencial, se realice la primera elección de gobernadores regionales. 


Cuando el 11 de marzo de 2014 la Presidenta Bachelet nombró a los quince 
intendentes, dijo con toda claridad: “Esta será la última vez que se designa intendentes en 
Chile”. 


Nosotros estamos conminados y comprometidos a cumplir esa promesa, no por 

la Presidenta, sino por nosotros mismos, representantes de regiones, y me in- 

cluyo como representante de la Región Metropolitana -muchas veces se olvida que 

la Metropolitana también es una región-, que sufre el centralismo del mismo modo que 
Magallanes -bien lo sabe Juan Morano -, pues las comunas de 

Santiago están a la misma distancia epistemológica y conceptual, aunque mucho menor desde el 
punto de vista físico, del poder central. 


Por lo tanto, manifiesto que soy ferviente partidario de que terminemos con la anomalía de ser 
el único país democrático consolidado que no elige a sus autoridades regionales por voto 
popular. 


Espero que aquí alcancemos la unanimidad para aprobar este 

proyecto. Asimismo, emplazo a mis colegas y amigos senadores a que tengan el coraje y 

la determinación de acompañar al país en esta decisión, que tiene carácter histórico, 

porque dejaremos de ser una anomalía y por fin el poder y el obstáculo al desarrollo representado 
por el centralismo exagerado desaparecerán, por lo que les aseguro que podremos 

desarrollar regiones con proyecto, con identidad y con vocación de futuro. 


He dicho. 
TRANSFERENCIA DE PODER A LAS REGIONES3 
17 de mayo de 2016 


Señor Presidente, antes de comenzar mi intervención, no puedo dejar de entregar mis 
condolencias al subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo por el fallecimiento de su 
padre. El subsecretario Cifuentes ha sido el promotor, el empujador dentro del Ejecutivo del 
cumplimiento de este compromiso gubernamental. Lo ocurrido también le impidió asistir a 

la promulgación de una ley muy importante en materia de fortalecimiento municipal. Vaya para 
él el pésame de la Cámara de Diputados. 


Es evidente que el presente proyecto está conversando, y debe conversar 

obligatoriamente, con la decisión que debe tomar el Congreso de salir de ese club tan 
excepcional que nos hace ser uno de los pocos países del mundo democrático que no elige a sus 
poderes regionales, sino sólo en forma parcial. 


(INDICA HACIA LAS TRIBUNAS) Allá están. Ellos son la demostración de la primera 
elección democrática de consejeros regionales. 


No obstante ese logro, debemos dar el paso siguiente y avanzar a la elección del jefe del 
gobierno regional, llámese como se llame, el cual, evidentemente, debe ser un jefe verdadero, 
con atribuciones, con recursos, con un gobierno regional y 

con un equipo de consejeros regionales que fiscalicen y que cuenten con instrumentos para 
ejercer tal función y para participar en el gobierno regional. 


3 La Ley 21.074 de Fortalecimiento de la Regionalización de 15 de febrero de 2018, se tramitó 
en paralelo a la de elección de gobernadores regionales y son, por supuesto, leyes 
complementarias. 


Lo anterior normalmente es tema central en las campañas políticas y las coaliciones. Nosotros 
mismos, así como también los presidentes de la República, llegamos a nuestros cargos 

con grandes ánimos de desconcentración del poder, pero luego, a medida que se 

le va tomando el gustito al poder concentrado, ese ánimo desconcentrador va reduciéndose 
progresivamente. 


Al respecto, por lo menos en lo que a nosotros se refiere, después del primer impulso 
desconcentrador del período de Aylwin, la verdad es que la descentralización quedó 
prácticamente congelada. 


Desde ese punto de vista, es valorable que este gobierno se haya decidido a tramitar en paralelo, 
dos proyectos claves: el referido a la elección del jefe regional, y éste, relativo a la transferencia 
de competencias a los gobiernos regionales. 


Ahora, una iniciativa sin la otra hace que ambas cojeen, al punto de transformarse en 
perfectamente inútiles. Siempre se ha discutido qué es primero, si el huevo 

O la gallina. En este caso, ello equivale a si hay que transferir competencias al intendente antes de 
elegirlo. 


En este sentido, pienso que si los ciudadanos elegimos al intendente, se va a producir un 
desequilibrio que inevitablemente generará un proceso irreversible de transferencia de 
atribuciones. 


Por eso, pongo énfasis en que sería una vergüenza y un oprobio que el Senado, que está 
conformado casi en 90 por ciento de miembros elegidos en regiones distintas de la 
Metropolitana, no votara favorablemente la elección democrática del gobierno regional. 


De igual modo, el 73,3 por ciento de la Cámara está compuesto hoy por representantes de 
regiones distintas de la Metropolitana. Espero que aquí a nadie le 

tiemble la mano a la hora de votar positivamente para que la principal autoridad regional de 
Chile sea elegida y tenga máxima legitimidad ciudadana. 


A mi juicio, ¿qué es lo importante de este proyecto en particular? Yo llamo la atención, primero, 
sobre la atribución y la responsabilidad de desarrollar un plan regional de 

ordenamiento territorial que se le entrega al gobierno regional. Esta 

cuestión es muy importante, porque los gobiernos regionales podrán definir las áreas de 
protección de recursos naturales, las áreas de protección del patrimonio 

paisajístico, las áreas de protección histórica y cultural, que hoy son definidas desde el nivel 
central. 


Dicho plan regional también deberá definir las áreas de localización de la infraestructura para la 
producción de energía; las áreas en las que se deben desa- 


rrollar las tareas de tratamiento y disposición de residuos. Y lo mismo, desde el punto de vista de 
la instalación y desarrollo de industrias. 


¿Por qué esto es importante? Porque será “mandatorio”, es decir, obligatorio que el plan de 
ordenamiento territorial sea considerado por cualquier organismo del Estado. Por muy 
centralizada que sea dicha institución, tendrá que someterse a 

ese plan, el cual será definido en el propio territorio por el gobierno regional, y eso es muy 
importante. 


Por otra parte, este proyecto agrega tareas que hoy no tienen o están incipien-temente instaladas 
en los gobiernos regionales, como el fomento del desarrollo productivo, el desarrollo y fomento 
de la cultura y del deporte, las políticas y programas dirigidos a los grupos 

sociales vulnerables. Esto, naturalmente, acompañado de un proceso de transferencia de 
competencias. 


Se podrá discutir la gradualidad de dicho proceso, pero si elegimos al intendente, soy optimista y 
creo que cuando un gobierno regional completamente elegido, con legitimidad 

ciudadana, enfrente al gobierno central para demandarle el traspaso de competencias que hoy se 
encuentran centralizadas y que en la ley en 

proyecto figuran como susceptibles de ser transferidas a las regiones, las cosas 

se resolverán en beneficio de la legitimidad ciudadana, esto es, de gobiernos regionales 
completamente elegidos. 


Por supuesto, echo de menos -así lo han hecho ver con razón los consejeros regionales- el 
desarrollo de un plan de carrera funcionaria, pues ésta era la oportunidad para hacerlo. Eso 
quedará pendiente, y debería surgir de este debate por 

lo menos como un compromiso. Lo dejo para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, 
como nos acostumbra decir el camarada José Miguel Ortiz. 


Asimismo, hago presente la necesidad de fortalecer la unidad de control interno de los gobiernos 
regionales y alejarla lo más posible de la dependencia del jefe del gobierno regional. Lo 
planteamos en la Comisión de Hacienda, y es algo que resta por hacer. 


Por último, me referiré a una contradicción. 


Aquí existe un debate, por cierto legítimo, acerca de si los consejeros regionales van a votar 
marcos presupuestarios o se pronunciarán proyecto a proyecto. Yo planteo que esa 

atribución debiera estar completamente coordinada con el modo de elección de aquellos, porque 
es completamente contradictorio y disonante que los elijamos por unidades 

territoriales pequeñas, pero no les demos instrumentos para validarse ante las poblaciones de 
tales territorios. 


Entonces, o bien se cambia el sistema electoral al momento de modificar la elección del 
intendente, de manera que los Cores tengan vista sobre toda la región 


-se puede establecer un mecanismo en que todas las provincias estén igualmente representadas- 
, pero de manera tal que no tengan que validarse frente a ella, porque, de lo contrario, les 
estaremos amputando los brazos. 


Voy a entregar un ejemplo: si respecto del caso del distrito que represento los consejeros 
regionales son elegidos en Maipú, Cerrillos y Estación Central, pero no tienen pito que 

tocar sobre proyectos para esas comunas, evidentemente se genera una contradicción al elegirlos 
de esa forma y amputarles tal posibilidad. 


Ahora, yo, a diferencia de mis colegas - para que no me aplaudan tanto-, pienso 
que hay que modificar la manera de elegir a los Cores más que cambiar la manera de participar 
en el consejo regional. 


En mi opinión, los gobiernos regionales deberían estar integrados por consejeros 

elegidos en cuotas por provincias, pero todos con facultad para decidir sobre el 

conjunto del desarrollo regional. La deformación a la que lleva el sistema electoral actual es que 
cada consejero tiende, obviamente, a defender el territorio que representa, ya que ahí se valida su 
elección. Y lo que queremos es contar con regiones fuertes... (SE CORTA EL MICRÓFONO). 


REFORMAS CONSTITUCIONALES4 
10 enero de 2018 


Presidente, tengo una doble sensación frente a este tremendo proyecto de ley: por un lado, de 
agradecimiento y felicitaciones a quienes lograron consensuar tantas materias diversas y 
profundas, que recoge mociones dispersas presentadas por senadores y diputados en distintas 
épocas, y, por otro, de angustia, por 

darme cuenta de que estamos abordando cuestiones de muchísima importancia que 


requerirían ser discutidas con mayor detención y profundidad, no en las postrimerías del periodo 
legislativo. 


4 Discusión de una iniciativa transversal de diputados de la Comisión de Constitución, 
Legislación y Justicia al final del gobierno de Bachelet. Fue aprobada en la Cámara y enviada al 
Senado en enero de 2018 


pero éste aún no ha iniciado el segundo trámite legislativo. 


Entiendo que el proyecto está diseñado para ser votado como un paquete, pero, 
hablando con toda franqueza, considero que la mayoría de las modificaciones propuestas 
requeriría una discusión por separado, más detenida y profunda. 


Esa última sensación me lleva a sugerir que no discutamos y votemos en una sola sesión el 
proyecto. Entiendo que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tuvo 
todo el tiempo del mundo para su tratamiento, pero pido comprensión para el resto de los 
parlamentarios, porque deberemos tomar posición respecto de un conjunto de materias muy 
importantes y muy diversas. 


Voy a partir por el final: a propósito de la concurrencia de una delegación muy nutrida y 
representativa de Rapa Nui, echo de menos que no se haya incorporado una moción empujada 
transversalmente por diputados de distintas bancadas, incluyéndome, destinada a reparar el error 
histórico de nombrar Isla de Pascua en la Constitución... 


El diputado CHAHIN -Se aprobó una modificación al respecto: la del artículo 126 bis. 
El diputado JARAMILLO (Vicepresidente) -Señores diputados, evitemos el diá- 

logo. 

El diputado CHAHÍN -Se incorporó en la comisión. 


¿En la Comisión de Constitución? Entonces felicito a los diputados por haber incorporado 
nuestra moción que rebautiza ese territorio insular con su nombre tradicional e histórico: Rapa 
Nui. A quienes están hoy de visita en las tribunas, por otro importante proyecto que 

les atañe, les digo que su territorio será reconocido como Rapa Nui en la Constitución Política 
de la República. 


En este proyecto se abordan varias cuestiones muy importantes, de las que voy a destacar 
aquellas que me parecen más relevantes: 


La primera es el reconocimiento expreso al principio de transparencia. Todos conocemos el 
debate que se generó a propósito del acceso a los correos electró- 


nicos; ahora eso queda resuelto en la Constitución, pues se establece la primacía 


del principio de transparencia en la gestión y funcionamiento del Estado. Pero también se 
incorpora un reconocimiento expreso a su contraparte: el derecho de acceso a la información por 
parte de la ciudadanía. 


La segunda cuestión que destaco en este proyecto es la vacuna que se introduce para enfrentar un 
problema que nos causó vergüenza. No me correspondió concurrir a aprobar el proyecto de ley 
que concedió la nacionalidad por gracia 


al cura O’Reilly, pero sí estuve aquí el bochornoso día en que, una vez que 

O”Reilly fue condenado, debimos reparar el error cometido. Aquí se consagra 
constitucionalmente que quien haya sido condenado por delito que merezca pena aflictiva 
perderá automáticamente la nacionalidad concedida por gracia. 


También considero importante destacar la regulación del derecho a reunión a través de la ley, 
porque, si bien ese derecho está consagrado en la Constitución, la forma en que opera y en que se 
otorgan las autorizaciones para reunirse están entregadas a 

la policía. En ese sentido, comparto el criterio de los diputados de 

la comisión en cuanto a que esto debe ser regulado por ley; es decir, que la definición de cuándo, 
bajo qué circunstancias debe ejercerse este derecho debe ser regulado por una norma de rango 
legal, de manera que no quede entregado al arbitrio de la autoridad política o policial de turno. 


También me parece muy positivo -concurriré a aprobarlo- el mecanismo de reemplazo de 
diputados y senadores. Somos muchos los que hemos venido bre-gando para que, en caso de que 
un parlamentario deje su cargo por razones no naturales, como asumir como ministro o ser 
destituido por decisión de la justicia, sea reemplazado mediante una 

elección complementaria. Ahora que dejamos atrás el sistema binominal, lo que se propone 
razonablemente es que en esos 

casos asuma la persona del partido o de la lista que obtuvo los votos suficientes para haber sido 
elegida si les hubiera correspondido otro escaño. Para que deje de ser una atribución de las 
directivas de los partidos y asuma una persona que hizo campaña y obtuvo adhesión ciudadana. 


Me parece muy relevante que se incorpore al gobernador regional entre las autoridades que el 
Parlamento puede interpelar y, según entiendo -pido que me corrijan si es necesario-, acusar 
constitucionalmente. Esto viene a actualizar una realidad, porque los gobernadores 

regionales, una vez que sean elegidos por el pueblo, tendrán una relevancia institucional y 
popular completamente distinta, superior a la que tienen hoy, cuando son designados por el 
Presidente de la Re- 

pública. A pesar de que puede haber muchos que se sientan llamados a ejercer ese importante rol, 
su legitimidad será muy superior cuando sean elegidos por la propia gente. 


Señor Presidente, tengo muchas dudas respecto del término del fuero parlamentario en los casos 
de delitos de opinión. El proyecto propone terminar con la exigencia del desafuero cuando se 
trate de los delitos de injurias y de calumnias. 


Tengo la convicción de que lo único que podría justificar la necesidad de desaforar a una 
autoridad antes de ser procesada es justamente el delito de opinión. 


A mi juicio, no debería ser necesario desaforar a un parlamentario para juzgarlo por todos los 
otros delitos. 


El fuero parlamentario tuvo su inspiración en la protección frente a la persecución de 

ideas, juicios y opiniones. Por lo mismo, me parece que habría que dar una segunda vuelta a la 
eliminación del desafuero, es decir, al hecho de que a un parlamentario lo puedan procesar por 
una crítica política que se transforma en un insulto o una injuria. 


Quiero escuchar la argumentación y la explicación de quienes están proponiendo el término del 
desafuero en esta materia específica. 


Reitero que, a mi juicio, es en el único caso en que debiera persistir el fuero parlamentario, para 
evitar la persecución política, la “ley mordaza”, la limitación del ejercicio del derecho a 
expresión, que aquí debe tener -valga la redundancia su máxima expresión. 


Asimismo, me parece muy relevante, aunque no alcanzo a entender lo que se está proponiendo, 
el tema de la determinación de las urgencias en el Congreso. 


A mi juicio, es clave. 


Me imagino que muchos pensamos que hay que equilibrar la relación de poder entre el 
Ejecutivo y el Legislativo. Uno de los mecanismos principales de que disponemos para que eso 
ocurra es la pérdida de la exclusividad que tiene el Ejecutivo en la determinación de 

las urgencias. Sin embargo, no 

alcanzo a entender del todo la modificación propuesta, por lo que pido modestamente, por su 
intermedio, Presidente, que alguno de los 

diputados que participó en esa discusión en la comisión técnica nos 

explique exactamente el alcance que tiene esta modificación. 


Como dije, se debe terminar con el monopolio del Ejecutivo en la determinación de las 
urgencias. La reforma que se debería hacer en esta materia sería para establecer la 
coparticipación del Legislativo y del Ejecutivo en la determinación de las urgencias. 


Repito: no tengo claridad respecto del alcance específico de la reforma que se está 
proponiendo. Al respecto, insisto en que no hay que quitar el derecho del 

Ejecutivo a establecer urgencias, sino que debemos entregar al Parlamento el derecho a 
determinar urgencias, lo que va a generar un debido equilibrio. Por supuesto, un gobierno tiene 
derecho a forzar al Parlamento para apurar la tramitación de una iniciativa de ley o votarla en 
determinado momento; pero el 

Congreso también debe tener derecho a fijar sus propias prioridades. Por lo que alcanzo a 
visualizar, eso no está planteado en esta reforma. 
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Felicito el esfuerzo realizado, pero insisto en la necesidad de debatir una a una 
las reformas importantes que se están planteando, para que sean suficientemente duraderas. 


Coincido con lo señalado por el diputado Walker, en el sentido de que no tenemos por qué 
amputarnos el derecho de continuar reformando la Constitución Po-lítica de la República, así 
como tampoco debemos olvidar que necesitamos una reingeniería global del diseño 
constitucional para que el pueblo de Chile cuente con una nueva Constitución Política, hecha en 
democracia, reconocida por todos y legítima para todo el país. 


Gracias, Presidente. 
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En 2011 ejerciendo liderazgo opositor. 


En 2010, sus compañeros de bancada le entregan simbólicamente un timón para instarlo a 
conducir el PPD. 
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Lo habitual es que el premio al trabajo legislativo esté en pequeñas 
modificaciones e indicaciones a proyectos de ley. En estos años, sin embargo, hemos 
podido festejar la aprobación de grandes reformas. 


. 54 . 
H 
LA REFORMA ELECTORAL 


En estos años cambió radicalmente el sistema electoral chileno. El Binominal fue 
reemplazado por un sistema proporcional inclusivo, 


se estableció una ley de Primarias, cambiaron significativamente las 

leyes de financiamiento electoral y de campañas políticas, se estableció la inscripción 
automática en los padrones electorales y el voto voluntario, se aprobó la ley que permite a los 
chilenos votar fuera del país. El diputado Pepe Auth ha sido uno de los principales impul-sores y 
protagonista de estos cambios que sin duda abren paso a un nuevo ciclo político en Chile. 


EL BINOMINAL, MULETA DE LA DEMOCRACIA 
3 de julio de 2012 


Señor Presidente, con el tiempo, los sistemas electorales cambian, porque no 

son, como algunos nos quieren hacer creer, piedras filosofales, sino, simplemente, 
procedimientos a través de los cuales los votos se convierten en escaños. Eso es un 

sistema electoral: los procedimientos a partir de los cuales los votos de las personas se convierten 
en diputados y senadores. 


La Constitución Política de 1925 establecía un principio general que propendía a un sistema que 
diera como resultado una efectiva proporcionalidad en la representación de las opiniones. Por 
supuesto, no es la Constitución, sino la respectiva ley la que estableció un sistema proporcional 
con coeficiente D’ Hondt. 


En la prensa hemos leído que Sergio Fernández se atribuye la invención de este 

sistema binominal, según él, “para evitar un cambio total de todo lo hecho en el gobierno 
militar”. En realidad, se podría decir que el sistema binominal cumplió en buena medida el 
objetivo para el cual fue creado. Sus defensores -aquí hay varios de ellos- dicen que su 

gran aporte es la estabilidad política. La estabilidad 

política y la configuración política del país en dos grandes bloques no se debe 
fundamentalmente al sistema electoral parlamentario, sino a la división de los chilenos en el 
“Sí” y el “No”, al aprendizaje tras la polarización en tiempos de la Unidad Popular y 

al aprendizaje de la valoración de los derechos humanos y de los grandes consensos en 
dictadura. Si hay una institución que ha incidido en la conformación de dos grandes bloques 
políticos no es precisamente el sistema 

electoral parlamentario, sino el sistema electoral presidencial, que obliga a la 

fuerza que quiere gobernar a obtener la mayoría absoluta, es decir, la obliga a 

conformar una alianza de mayoría política y social para poder gobernar. Esto es lo que ha 
estructurado la política chilena en gobiernos y oposiciones. 


Tal como decía el diputado Eluchans, probablemente el sistema binominal sirvió para que la 
Derecha reaprendiera la democracia. De alguna manera, uno podría decir que este 

sistema se convirtió en las muletas que le sirvieron a una fuerza política para ingresar a la 
democracia. Pero debemos convenir en que la 

democracia y la Derecha están suficientemente consolidadas para seguir necesitando muletas 
para caminar en democracia. 


Aunque el sistema binominal tiene muchísimos problemas, no 

todos los existentes en la actualidad se deben a él -en realidad, se ha caricaturizado mucho-; pero, 
insisto, presenta muchos problemas. Solo quiero remitirme a tres que 

me parecen fundamentales y que no son los que habitualmente se comentan en la prensa. 


El primero es la tremenda dificultad para que pueda expresarse la diversidad de la sociedad. 
Estoy seguro de que los colegas han viajado a otros parlamentos del mundo. Habrán 
comprobado, entonces, que la principal diferencia es la extrema homogeneidad que existe en 
el nuestro en comparación con esos parlamentos, en los cuales está expresada la 

diversidad de edades, géneros, culturas y opiniones políticas de manera infinitamente más 
completa y compleja que en Chile. 


El segundo consiste en que favorece enormemente el distanciamiento de 

la ciudadanía respecto de la democracia, porque deja fuera a todo aquel que aspire a 

representar un anhelo o pasión minoritaria. Es decir, fuerza a todos a optar por el mínimo común 
denominador, el cual representa poco. Las minorías de todo tipo, 

que representan por supuesto cada una a un sector específico, son anuladas por el sistema 
binominal o se anulan a sí mismas para ingresar al Congreso Nacional. 


El tercer problema, tal vez el más importante de todos, es que en cada elección es muy poco lo 
que se pone en juego. Algunos países tienen un sistema uninominal. Así, por ejemplo, cuando los 
laboristas o conservadores ingleses cambian en sólo tres puntos su votación, o 

incluso menos, puede producirse una variación 

muy significativa en la representación de la Cámara, al punto de que el sector ganador pasa a ser 
mayoría absoluta. O sea, con 36 por ciento de los votos en lugar de 34 por ciento, los 

laboristas pueden pasar de ser minoría a dominar por completo el Parlamento. 


Lo mismo pasa en el sistema proporcional, en el cual pequeñas 
variaciones, reflejo de la evolución política y social, hacen que las mayorías que se configuren 
sean distintas. 


Francamente, en el sistema binominal da prácticamente lo mismo sacar 41 o 58 


por ciento de los votos. Por eso, toda fuerza que propone un programa al país, después no puede 
realizarlo, porque el sistema propende al empate y no permite configurar mayorías 
suficientemente sólidas para gobernar. 


El artículo 49 de la Constitución establece que “El Senado se compone de miembros elegidos en 
votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país”. 
¡Dice que el Senado se compone de “miembros”, pero no establece cuántos, porque es 

una anomalía completa! ¡Es como si el número de efectivos militares figurara en la Carta 
Fundamental! 


La Constitución, al fijar el número de parlamentarios, constituye una especie de 
camisa de fuerza para el diseño de fórmulas electorales y procedimientos para convertir los votos 
en escaños. 


¡Cómo, colegas, pueden defender que el número de diputados esté inscrito a sangre y fuego en la 
Constitución Política de la República, en circunstancias de que es un 

elemento clave que permite el rediseño y la evolución del sistema parlamentario! Es como la 
llave de paso para el cambio del sistema binominal. 


Por lo tanto, la línea divisoria en esta votación no estará entre quienes quieren 

aumentar el número de escaños y los que desean mantenerlo o disminuirlo, sino entre quienes 
buscamos cambiar el sistema electoral chileno y quienes quieren 

perpetuarlo sin ninguna modificación. Quien quiera introducirle modificaciones, requiere 
reformar la Carta Fundamental para sacar el sistema electoral de ella y trasladarlo a la ley 
electoral, como ocurre en todas las democracias modernas y maduras. 


Por favor, ¿qué demócrata sentado en esta Sala puede defender que el sistema electoral y el 
número de parlamentarios estén inscritos en la Constitución, cuando en verdad ella debe 
establecer principios generales y no procedimientos? Para los procedimientos están las leyes, y 
para las leyes estamos nosotros y nuestra 

capacidad de debate franco y libre, a fin de determinar qué sistema electoral es el más adecuado 
para Chile. 


Invito a reflexionar al respecto, porque no se puede decir que se está abierto a 
cambiar el sistema electoral y, al mismo tiempo, votar por mantener el número de escaños en la 
Constitución Política de la República. Francamente, esa contradicción es insostenible. 


Al plantear que se busca cambiar el sistema electoral, estamos abriendo paso a un debate que, 
por supuesto, requerirá consensos. Pero los consensos se deben lograr, primero, sobre la base de 
que existe voluntad. En ese sentido, lo que se pondrá en juego en la votación que se realizará en 
un rato más es la voluntad de cambio del sistema electoral chileno. 


Muchas gracias, Presidente. 
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¡ADIÓS BINOMINAL! 

13 de agosto de 2014 


Señor Presidente, muchos hablan de la tremenda injusticia del sistema binominal, que dejó fuera 
del Congreso a Ricardo Lagos Escobar en 1989, a pesar de haber obtenido 399.721 votos, el 29,2 
por ciento de la zona poniente de la Región Metropolitana. Por supuesto, es 
tremendamente injusto. Se eligió como senador a don Jaime Guzmán con... 


El diputado CARMONA, Lautaro (Vicepresidente) - Ruego guardar silencio a las personas que 


están en las tribunas. Continúa con la palabra el diputado señor Pepe Auth. 


Señor Presidente, repito, se eligió como senador a don Jaime Guzmán con el 16,4 por ciento 

de los votos. Votó por la Derecha el 31 por ciento de los ciudadanos de la zona poniente, por lo 
que habría sido igualmente injusto que la derecha quedara sin representación en el Senado en ese 
territorio. Lo que ocurre es que el binominal nos obliga a elegir entre dos injusticias: una, según 
la cual la mayoría, por mayoritaria que sea, empata con la minoría. ¡Qué injusto es eso! La otra 
injusticia es que si la mayoría logra doblar al adversario, lo deja completamente borrado del 
territorio. Naturalmente, es completamente injusto que un sector que representa el 20, 25 o 30 
por ciento quede sin ninguna representación en una región o en un territorio. 


El proyecto que pone fin al sistema binominal viene a reparar, entre otras, esa 
injusticia, y da paso a un sistema proporcional inclusivo. ¿Qué significa eso? 


Que pasamos del empate como regla general -empatamos en el 90 por ciento del territorio- al 
empate como excepción. 


En las elecciones va a ocurrir lo que pasa en todo el mundo: va a haber alguien que gane y otro 
que pierda. Hoy -repito-, el empate es la regla general en el 90 por ciento de los casos. No hay 
democracia que resista, por atractiva o vigente que parezca, cuando, sin 

importar el resultado electoral, se da un empate. El punto es que, con este nuevo sistema, el que 
pierde siempre tendrá representación. Yo, 

que no estoy de acuerdo con las ideas de ustedes, defiendo que ustedes tengan 

representación en la Cámara de Diputados y en el Senado; pero la representación 


que merecen, la que les dé la ciudadanía, no la que les da el arreglo cupular, no la que les da un 
sistema completamente ilegítimo que los sobrerrepresenta. 


Con el cambio, también estamos devolviendo el poder a los ciudadanos, porque hoy estos se ven 
obligados a elegir de un menú limitado de opciones. Los ciudadanos son quienes van a elegir; 
incluso, van a tener que decidir a cuál candidato UDI eligen como diputado. Hoy, ustedes se 
ponen de acuerdo y designan al candidato, y lo único que tienen que conseguir es ganarle por un 
voto a su compa- 


ñero de Renovación Nacional. Pues bien, ahora van a tener que llevar dos, tres, cuatro o 

cinco candidatos UDI. ¿Quién va a decidir qué integrante de la UDI se 

va a sentar aquí en la Cámara? ¡La gente, la gente! ¡No serán Ernesto Silva ni Javier Macaya los 
que decidirán qué diputado deberá sentarse en esta Cámara! 


El binominal es el paraíso de los expertos electorales. Yo, en cada elección, puedo hacer un 
listado prácticamente total de los candidatos que van a volver a sentarse acá. Por el contrario, 
este nuevo régimen le devuelve la incertidumbre y la competencia al sistema. Piensen bien: si 
una fuerza política, como la Nueva Mayoría o la Alianza, obtiene el 30 por ciento de los votos en 
un distrito, elige un diputado; si le va bien y saca el 40 por ciento de los votos, elige al mismo 


diputado; si resulta que le va estupendo y sube a 50 por ciento su votación, sigue eligiendo un 
diputado, y si le va extraordinariamente bien y logra 60 por ciento de la votación, también elige 
un diputado. En consecuencia, no hay diferencia entre sacar 30 o 60 por ciento de los votos. Eso 
reduce la competencia, reduce la incertidumbre, reduce el incentivo a buscar más adhesión. 


Ustedes tienen que pelear para ser mayoría y no refugiarse en un sistema que los 
sobrerrepresenta como minoría. Ya es hora de que piensen con vocación de mayoría. Por eso se 
resisten al cambio de sistema, porque mantiene calentita a la minoría: sobrerrepresentada y con 
poder de bloquear las reformas. Bueno, es eso lo que se acaba. ¡Se acaba! ¡Adiós, binominal! 


Nunca más ocurrirá en la Cámara -se lo digo a los colegas de Renovación Nacional- lo que pasó 
en 2009. Ese año apenas hubo cuatro puntos de diferencia 


-280.000 votos- entre la UDI y Renovación Nacional. ¿Saben cuántos diputados eligió la UDI? 
Cuarenta. ¿Saben cuántos diputados eligió Renovación Nacional? 


Dieciocho. Es decir, veintidós diputados de diferencia con solo cuatro puntos porcentuales de 
ventaja. Esa es la distorsión de proporcionalidad a la que se va a poner término con este cambio 
histórico. 


No me voy a referir a la enorme desigualdad del voto, porque ya lo hizo muy bien 
mi colega Osvaldo Andrade; tampoco a la necesidad de la diversidad en el 


Parlamento, en particular a la feminización del Congreso Nacional, que, obviamente, no es el 
espejo de la sociedad. La sociedad chilena no se puede mirar en este espejo, porque no están 
todas las paletas multicolores de la sociedad. Este nuevo sistema que se propone está hecho para 
que se exprese toda la diversidad de la sociedad. 


A la UDI le queda el argumento de las platas. Bueno, su expresidente Patricio Melero, que 
abundó en esa tesis, tendrá que explicar a la ciudadanía por qué, cuando le correspondió 
presidir la Cámara de Diputados, aumentó las asignaciones en 3.700 millones de pesos 
anuales, exactamente lo que se requiere para pagar las dietas de los treinta y 

cinco diputados adicionales. ¡Repito, 3.700 millones de pesos anuales introducidos por 
aquellos que hoy claman por los costos! 


¡El único costo que se va a pagar acá es el de que la UDI termine de estar sobrerrepresentada en 
el Congreso Nacional! 


Lo que le pasa a la Derecha es que se piensa como eterna minoría, y su búsqueda 

es tener un sistema que permita a la minoría empatar con la mayoría y ejercer poder de veto. Ya 
es hora de que cambien el switch y se sumen al régimen que permite que se exprese la mayoría, y 
también las minorías, pero en la dimensión exacta de su respaldo ciudadano. 


Qué duda cabe de que éste es un hito histórico. Después de veinticinco años 


ponemos fin al binominal y se abre un nuevo ciclo político: el de una democracia sin 
restricciones, en la que participen y estén representados los chilenos en toda su diversidad. 


Todos los diputados del Partido por la Democracia, sin excepción -los 

compañeros Tucapel Jiménez, Ramón Farías, Marco Antonio Núñez, Enrique Jaramillo, Cristián 
Campos, Felipe Letelier, Guillermo Ceroni, Loreto Carvajal, Joaquín Tuma, Jorge Insunza y 
otros que no veo ahora aquí, vamos a votar, con entusiasmo y emoción, íntegramente a favor de 
este proyecto. 


Felicitamos a la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, y por su intermedio, Presidente, 
al ministro del Interior, Rodrigo Peñailillo, y a las ministras Rincón y Pascual, por la valentía y 
decisión de poner al Congreso Nacional ante esta decisión histórica. 


Por último, quiero expresar (SE PONE DE PIE) con esta corbata, que encargué a China 
especialmente para la ocasión, en la que dice con toda claridad en chino mandarín: “No 
estamos bien los 120 en la Cámara de Diputados. ¡Adiós binominal!” 


Gracias, Presidente. 

Gua 

LA HORA DEL CAMBIO 
20 de enero de 2015 


Señor Presidente, llegó la hora. Como reza el dicho, no hay plazo que no se cumpla ni deuda que 
no se pague. Aunque parezca increíble, en un par de horas más diremos adiós al sistema 
electoral binominal. Ha sido una marcha larga para llegar hasta aquí. Todos los gobiernos, desde 
el de Patricio Aylwin hasta el de Sebastián Piñera, intentaron, con mayor o 

menor convicción, cambiar un sistema mayoritariamente repudiado por los chilenos. 


Sinceramente, agradezco a todas las personas que votaron por mí, porque me 

permiten participar de este momento histórico. En treinta años más se podrá leer en los manuales 
de historia la lista de quienes concurrimos a apoyar este importantísimo avance democrático. Por 
supuesto, también la de aquellos -espero que sean pocos- que votarán en 

contra, para que el sistema binominal continúe siendo la camisa de fuerza que impida la plena 
expresión de la diversidad nacional. 


Se dirá que el martes 20 de enero de 2015, a 26 años de la primera elección 

binominal, Chile vuelve a reencontrarse con su historia y su cultura política, 

poniendo fin a un sistema electoral que terminó fracasando en sus objetivos de consagrar la 
exclusión política de la izquierda y de dejar atrás el pluripartidismo histórico de Chile. Quienes 
estamos aquí somos testigos y protagonistas de ese fracaso. 


Cabe destacar que si hemos 
llegado hasta aquí se debe, primero, a que los chilenos votaron en noviembre de 2013 para que 


hubiera una clara mayoría a favor del cambio democrático y, segundo, porque la 

Presidenta Bachelet está resuelta a cumplir todos y cada uno de sus compromisos con 

la ciudadanía; porque el ministro del Interior y Seguridad Pública , Rodrigo Peñailillo, puso 

toda su energía, flexibilidad y liderazgo para conducir este proceso político legislativo, y porque 
las ministras Ximena Rincón y Claudia Pascual se la jugaron para que, además 

de cambiar el sistema binominal, diéramos un salto definitivo en materia de pa-ridad de hombres 
y mujeres en el Congreso Nacional. 


También debo felicitar la consecuencia de los diputados y senadores de la Nueva 
Mayoría, porque más allá del legítimo temor e incertidumbre que genera un 


cambio tan importante en el modo de elección, honraron la palabra comprometida desde 

1989. Asimismo, deseo felicitar a los diputados independientes por su aporte a este cambio. En 
particular, debo reconocer a los tres diputados del movimiento Amplitud, Pedro Browne, Karla 
Rubilar y Joaquín Godoy, porque tuvieron el coraje de resistir una presión hasta lo indecible de 
parte de la Alianza y de todos sus personeros para impedir el cambio. 


Hoy se cae el pilar fundamental del edificio político levantado por la dictadura militar y sus 
ideólogos para prolongar su control del país, congelar el sistema político e impedir cambios que 
acompañen la evolución de Chile. 


Estamos en el último trámite del proyecto y hoy somos llamados a pronunciar-nos sobre 
los cambios que el Senado introdujo al proyecto aprobado por esta Cámara. En ese sentido, la 
Cámara Alta tomó dos decisiones relevantes. 


La primera fue cambiar la composición del Senado, de manera que el proyecto 

modificado establece que en diez de las quince regiones se elegirán tres o cinco 

senadores. ¿Qué significa eso? Qué allí se jugará la diferencia entre mayorías y minorías en el 
país. Y el efecto de eso es que quien gane la elección en las urnas tendrá mayoría no sólo en esta 
Cámara, sino también en el Senado. Eso es lo más resistido por la derecha, porque su 

problema existencial es que se ve como 

eterna minoría, y cuando considera cambios en el sistema electoral, piensa en 

cómo mantener el empate en el Congreso aunque sea minoría en las urnas. Si hasta última hora 
escuchamos, a propósito del número, la propuesta de elegir 54 senadores distribuidos en pares, 
de manera que continuara el empate entre la mayoría y la minoría. 


La segunda decisión, probablemente más relevante que la primera, fue mantener la exigencia de 
cumplir con la igualdad de género, de modo que ninguno esté representado en menos de 40 por 
ciento de candidatos a todo evento en el elenco de cada partido. Sin importar el procedimiento de 
selección de los candidatos, los partidos políticos deberán cumplir con el compromiso de 

ofrecer a la ciudadanía composiciones paritarias de sus elencos de candidatos. Eso significará, a 
ojos cerrados, que el próximo Congreso Nacional, cuyos integrantes asumirán el 11 de marzo de 
2018, tendrá varias diferencias respecto del actual, a saber: 

primero, quienes ganen en las urnas tendrán mayoría en la Cámara de Diputados y en el Senado; 


segundo, la diversidad no se expresará de manera marginal, como ocurre hoy, sino a plenitud, no 
sólo en la Cámara Baja sino también en el Senado, que continúa siendo un cenáculo cerrado a la 
diferencia; tercero, habrá más mujeres. 


Muchos de ustedes probablemente han conocido la composición del Congreso Nacional en 
diversos períodos legislativos y habrán constatado que lo que más llama la atención es 

su extrema homogeneidad. Afortunadamente, han ingresado algunos parlamentarios diferentes - 
bienvenidos sean- pero aún son sólo un lunar 

en el Congreso. Mi anhelo es que el Parlamento refleje exactamente la diversidad de toda la socie 
que hoy estamos experimentando, pues se acaba el sistema electoral que impide los cambios. 
Chile comenzará a evolucionar del mismo modo en que lo haga la sociedad chilena. El 

principal efecto que se verá en marzo de 2018 es que 

comenzará la era del deshielo y se descongelará un sistema político por mucho tiempo 
congelado. 


Desde el primer trámite del proyecto a este momento he tenido muchos progresos en 

mi aprendizaje del chino mandarín. Y aunque he venido con otra corbata, les puedo decir que en 
la que estoy usando dice claramente que el binominal termina hoy y que las mujeres, los 
jóvenes y la diversidad ingresarán como se debe a la Cámara de Diputados y al Senado de Chile. 


He dicho, señor Presidente. 
PADRÓN ELECTORAL DE TODOS LOS CHILENOS5 
14 de diciembre de 2011 


Presidente, en Chile teníamos un sistema bastante excepcional, de inscripción voluntaria y voto 
obligatorio, lo que generó una situación que hizo evolucionar el padrón 
electoral, diferenciándolo muchísimo de la fotografía de la ciudadanía con derecho a voto. 


Me explico. En 1988, cuando se reconstituyeron los registros electorales, uno de cada tres 
ciudadanos inscritos para votar tenía menos de 30 años; veinte años más tarde, en 2010, sólo 7,5 
por ciento de los habilitados para votar tiene menos 5 La primera elección con inscripción 
obligatoria y voto voluntario fue la elección de Alcaldes y Concejales de octubre de 2012, donde 
se registró un aumento de la participación de los jóvenes pero una baja significativa del número 
total de votantes. La tendencia se repitió algo amortiguada en 2013 y en 2016, registrándose 
luego en las Presidenciales y Parlamentarias de 2017 una significativa recuperación de la 
participación electoral, especialmente de los jóvenes. 


de 30 años; la fotografía de los votantes es completamente distinta de la fotografía de la sociedad 
ciudadana. 


Si aplicamos esto al origen social, veremos que ocurre exactamente lo mismo, porque de los 
sectores ABC1, nueve de cada diez jóvenes se inscriben; en cambio, de los sectores más 
vulnerables, sólo lo hace uno de cada diez jóvenes. 


Basta mirar cómo ha evolucionado el padrón electoral de Las Condes, que crece elección tras 
elección, comparado con el de Cerro Navia o el de Pudahuel, que decrecen elección tras 
elección, porque los jóvenes de los sectores populares no se inscriben. 


El tema fundamental, entonces, es la disociación entre la fotografía de los electores y la 
fotografía de los ciudadanos. 


Nosotros luchamos muchos años por establecer lo que hoy vamos a aprobar, que 
es estrictamente -lo digo para quienes puedan estar confundidos- la inscripción automática en los 
registros electorales. 


El proyecto que aprobaremos hoy puede operar con voto voluntario o con voto obligatorio; ésa 
es otra discusión que, por lo demás, está remitida a la Constitución Política de la República, ya 
que, por proposición de la entonces Presidenta Bachelet, cuya idea comparto, se aprobó la 
voluntariedad del voto en abril de 2009, por amplísima mayoría. Pero -reitero- ésa es otra 
discusión. 


Felicito a la Unión Demócrata Independiente por haber evolucionado desde hace tres o 

cuatro años, cuando planteaban con mucho vigor lo que llamaron publi-citariamente como la 
triple “V”. Ellos querían voluntariedad de la inscripción, 

voluntariedad del voto y voluntariedad de la desafiliación, como si el interés nacional fuera que, 
mientras menos personas votaran, mejor. Felizmente, hoy todos 

compartimos que es bueno para la democracia que más personas tengan derecho a votar, y espero 
también que todos compartamos el deseo de que más personas ejerzan de verdad ese derecho, y 
para eso, si el voto es voluntario, la educación cívica debe ser obligatoria. 


Sin embargo, nos queda completar la tarea para que todos puedan votar: hacer 
realidad el compromiso -entiendo que el ministro Larroulet lo tiene bastante claro- de extender 
el derecho a voto a quienes residen fuera de Chile, para que puedan ejercerlo allí. 


No voy a ahondar en las razones, que son bastante obvias, para que cumplamos con la deuda 
constitucional, porque el proyecto, en realidad, paga una deuda constitucional. Desde siempre, la 
Constitución ha señalado que se es ciudadano 


cuando se cumplen 18 años. Pero teníamos una ley que planteaba requisitos 

adicionales, como el de concurrir en un momento y a un lugar determinados, 

para hacer efectivo ese derecho. Y lo que hace esta iniciativa es automatizar el proceso. En 

la práctica, estamos hablando de inscripción obligatoria. Es decir, todo ciudadano mayor de 18 
años pasa a ser un potencial elector. 


Por eso, llamo a no dar señales ni excusas para que esta futura ley no entre en aplicación en las 
próximas elecciones municipales. Sería imperdonable que, habiendo aprobado una reforma 
constitucional, como país y como Congreso 

Nacional no seamos capaces de aprobar una ley en tres años, a fin de que en las 

elecciones municipales todos los chilenos y chilenas puedan ejercer su derecho a voto. 


He dicho. 

DERECHO A VOTO DE CHILENOS 
EN EL EXTERIOR6 

2 de abril de 2014 


Señor Presidente, quiero retrotraer esta vieja discusión a una cuestión de principios. Se trata de 
una diferencia que hemos tenido en el Congreso Nacional desde 

hace por lo menos 24 años. Hay quienes entienden que ser ciudadano chileno no es lo que 
establece la Constitución, es decir, haber cumplido dieciocho años de edad y no haber 

sido condenado a pena aflictiva. Incluso más, un diputado de la UDI acaba de decir que es 
necesario tener intereses para ser ciudadano. Otros diputados asimilaban la condición de vivir en 
el extranjero a tener menos de 

dieciocho años de edad o haber sido condenado por un delito que merezca pena 

aflictiva. Es cierto que para muchos fue una pena aflictiva vivir en el extranjero, pero 
convengamos que estamos en democracia y que hoy es una opción, no una obligación. 


Fui embajador de Chile en Suecia y les puedo decir que tuve con chilenos un contacto de mayor 
profundidad que muchos de aquellos que tengo a diario aquí mismo, 6 Transcurrieron los 
primeros gobiernos de Bachelet y de Piñera sin que se aprobara la Ley que Regula el Ejercicio 
del Derecho a voto de los Chilenos en el Extranjero, finalmente publicada el 18 de octubre de 
2016 y aplicada por primera vez en la Primaria y luego la elección presidencial de 2017. 


en el territorio nacional. No importa la distancia ni el tiempo. A los chilenos que viven afuera les 
late el corazón al pulso de la Patria con igual o mayor intensidad. Nunca bailé tantas cuecas ni 
comí tantas empanadas como en esos cuatro años que viví en Suecia. Les digo que esos chilenos 
tienen el mismo derecho a votar que ustedes. 


Presidente, por su intermedio, deseo preguntar a los colegas de la UDI que 

todavía hablan de la necesidad de demostración del vínculo, si acaso no se dieron 

cuenta de que cuando hicimos la reforma constitucional sobre inscripción automática y voto 
voluntario, que estableció que todo ciudadano chileno mayor de 18 años de edad está inscrito en 
el padrón para votar, quedó completamente pulverizada la tesis de la necesidad de demostrar la 
existencia de vínculo, porque basta con que el chileno que vive en Argentina, por ejemplo, así 
haya vivido allá diez, veinte, treinta, cuarenta o cincuenta años, llegue a Chile el día en que se 
realice una elección, y podrá votar no sólo en las presidenciales y en los plebiscitos, 


sino también en las parlamentarias, en las municipales y en los referéndums municipales, si por 
azar o circunstancia se encuentra en la comuna donde está registrado en el padrón. 


Por lo tanto, perdónenme mis amigos de la UDI, pero ya no hay lugar a dudas al 
respecto, porque la Constitución establece el derecho a voto de todos los ciudadanos, sin 
importar donde vivan. 


Por eso, me incomoda este proyecto de reforma constitucional, porque no lo necesitamos para 
que se ejerza el derecho a voto de los ciudadanos que viven fuera del país. Lo que necesitamos es 
una ley orgánica que permita que se vote allí donde se encuentran los chilenos. 


Perdónenme, pero votan los norteamericanos, votan los canadienses, votan los franceses, votan 
los italianos, votan los tan vilipendiados bolivianos, los perua- 

nos, los uruguayos, en fin. Tal como sucede en prácticamente todas las democracias modernas y 
maduras en el mundo globalizado de hoy, se entiende que todos son chilenos. ¿Cómo no le va a 
interesar a un país pequeño como el nuestro que chilenos que viven en Suecia, en Tombuctú, en 
Cuba o donde sea, respiren Chile 

y se mantengan identificados con el país? Mi mujer, que es hija de italiana, tiene pasaporte 
italiano y puede votar en las elecciones de Italia. ¿Por qué si a Italia le interesa que los nietos de 
italianos voten en las elecciones de ese país aunque no hayan vivido nunca allá, a nosotros no 
nos importa que los nacidos en esta tierra o que sus hijos no puedan expresar su vínculo con la 
Patria a través del derecho republicano más esencial, que es participar en la decisión de los 
destinos del país? Perdónenme, amigos míos, pero la visión que ustedes están planteando es 


del siglo antepasado, no del siglo pasado. Chile somos todos; no importa donde vivamos, 
démosle el derecho a voto. 


Persiste mi incomodad por esta iniciativa de reforma constitucional, pero entiendo que han 
pasado 24 años y que ya es hora de que demos una señal. 


Por eso, anuncio desde ya la propuesta de una reforma constitucional que vuelva 

al origen. Ningún chileno puede ser distinto a otro, y si los chilenos que vivimos aquí tenemos 
derecho a participar en todos los procesos electorales, los chilenos que viven en Estocolmo, en 
Gotemburgo o en Malmö también deben tenerlo, porque son chilenos igual que ustedes, aunque a 
algunos les quitaron ese derecho 

en un período determinado de la historia patria, que espero sea recordado con tristeza por todos y 
no sólo por nosotros. 


Muchas gracias, Presidente. 
PARA QUE VOTEMOS DONDE QUERAMOS7 


7 de septiembre de 2017 


Señor Presidente, agradezco la deferencia de la bancada de la Democracia Cristiana de 
entregarme parte de su tiempo, pues me da la oportunidad de referirme a un tema que me interesa 
especialmente: la conversión del proceso electoral a un sistema electrónico. 


Los países que han mudado su sistema al de voto electrónico lo han hecho para 

resolver el problema de la lentitud del recuento; lo cierto es que Chile no tiene ese problema, 
pues, desde el punto de vista de la rapidez con que entrega los 

resultados, el Servel es francamente una institución ejemplar. Los procesos electorales que se real 
diferencia, terminan muy temprano. 


Por ello, Presidente, más importante que el voto electrónico es el padrón electró- 


nico, y es lo que subyace en la discusión de hoy, dado que permitiría que cualquier ciudadano de 
nuestro país, sin importar dónde viva, aquí o en el exterior, 

7 Ésta es una causa impulsada desde hace años por el diputado Pepe Auth para facilitar la partici] 
electoral. En 2018 el Servel ha comenzado por fin los estudios para su implementación futura. 


en cualquier lugar de una comuna o del país, podría concurrir a votar a no más de 
quinientos metros de su lugar de trabajo o residencia, a lo menos en los centros urbanos. 


Si tuviéramos padrón electrónico, el Estado podría asumir el compromiso de que nadie se viera 
obligado a desplazarse más de quinientos metros para votar, y podría hacerlo con su 

cédula de identidad o con su huella dactilar o reconcimien-to ocular, bloqueando 
inmediatamente la posibilidad de que ese elector votara nuevamente en otra comuna. 


Les digo que éste es el problema central de la participación electoral, porque en comunas grandes 
-doy el ejemplo de Maipú-, la gente, como se sabe, no está inscrita en las mesas 

de acuerdo al barrio donde vive, sino conforme al momento en que se inscribió, y, por 

lo tanto, puede verse obligada a tener que desplazarse uno, dos, tres y 

hasta cinco kilómetros para concurrir a votar al otro extremo de la comuna. 


Toda la gente podría votar al lado de su casa o de su trabajo si el padrón fuera 

electrónico; alguien de Punta Arenas que está trabajando en Santiago podría votar en 

esta ciudad, y también podría hacerlo alguien de Santiago que 

está trabajando en Mendoza. Luego de identificar al ciudadano elector, el dispositivo le mostraría 
la cédula de votación que corresponda a la comuna donde éste está inscrito. Sin duda, eso 
facilitaría la concurrencia de las personas a votar y habría mayor participación. 


Una cosa es que el voto sea voluntario, pero otra distinta es que le pongamos barreras a la gente 
para participar. 


Así, si bien hoy en Chile es voluntario votar, también es pagado. La gente se tiene que desplazar 
y pagar locomoción una, dos y hasta tres veces. ¡Para qué hablar del extranjero! Los chilenos que 
viven en Växjö, Suecia, deben desplazarse en tren hasta Gotemburgo para votar, o los que viven 


en Norrtálje deben viajar hasta Estocolmo. Ellos podrían votar donde residen simplemente si 
estableciéramos un sistema de padrón electrónico. 


Esa es una modernización pendiente y, a mi juicio, urgente, que incluso significaría ahorros para « 
pero en dos o tres procesos electorales estaría pagado de sobra con el enorme ahorro de 
impresión y traslado de los padrones a todos los locales de votación de Chile y el mundo. 


He dicho, Presidente. 
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DIFUSIÓN DE ENCUESTAS 

ANTES DE ELECCIONES8 

8 de junio de 2010 

Señora Presidenta, es evidente que la política chilena ha tomado un nivel altí- 


simo de dependencia respecto de este tipo de sondeo. Cuesta imaginar cómo 

se hacía la política antes de que existieran estos mecanismos de reflejo de la 
opinión ciudadana. Primaba la intuición y, probablemente, eso llevaba a que los 
partidos hicieran apuestas políticas y se anticiparan a los cambios en la sociedad. 


La aparición de las encuestas más bien provoca que los partidos tiendan a seguir los cambios 
sociales una vez que se han consolidado en lugar de empujarlos. 


Si valoramos y justipreciamos el instrumento encuesta debemos señalar que, 

inequívocamente, tiene un valor incalculable para la democracia, pues permite que la política no 
se haga a ciegas, que entre elección y elección se conozca la opinión de la gente, que los 
políticos evalúen los costos de cada una de sus decisiones y -lo fundamental- que se 

limite el desfase histórico entre el pensamiento de la élite y el de la ciudadanía, que tan trágicas 
consecuencias tuvo en el pasado en Chile. Sería muy difícil imaginar procesos como los 
ocurridos hace treinta o cuarenta años con las encuestas en la mano, porque, evidentemente, los 
partidos se ven más o menos forzados a considerar la opinión ciudadana. 


El tema fundamental no es la limitación de las encuestas, sino que, básicamente, su 
homologación. Hoy, vale lo mismo una encuesta probabilística de hogares, que cuesta una 
considerable cantidad de dinero y de esfuerzo metodológico, que una telefónica, hecha a la 
rápida, por un medio de comunicación; es decir, se homologan en una 

información periodística productos de muy diverso calado, calaña y objetivo. 


En consecuencia, a mi juicio, el tema central es la necesidad ineludible de que 

en Chile exista una entidad certificadora del valor de las encuestas, ante la que todas las 
empresas tengan que depositar su base de datos, procesamiento 8 A pesar de los reparos 
planteados aquí, esta iniciativa fue recogida en 2016 por la Ley 20.900 que modificó la Ley 
Orgánica Constitucional 18.700 sobre Votaciones Populares y Escrutinios, prohibiendo la 


divulgación de encuestas de preferencias electorales después del décimo quinto día anterior al de 
la elección o plebiscito. 


estadístico y material de apoyo, de manera que la opinión pública sepa cuándo le están 
vendiendo un caballo de raza, un percherón o un caballo de tiro. Hoy, con muy pocos recursos, 
un medio de comunicación puede anular el efecto de una encuesta verdadera realizada sobre la 
base de so-fisticados procedimientos, grandes recursos y efectivo trabajo en terreno. 


Al igual que en España, donde un comprador sabe que el vino crianza perma-neció seis meses en 
barrica, el reserva doce meses y el gran reserva veinticuatro meses, 

en este caso también debemos saber qué compran los consumidores, usuarios y ciudadanos 
cuando reciben los resultados de una encuesta telefónica de 600 casos, confeccionada en la 
Región Metropolitana en veinticuatro horas, o una presencial de hogares en todo el país, 
probabilística, llevada a cabo durante tres semanas por un ejército de encuestadores, con 
procesamiento metodológico y profesionales adecuados. 


Mientras no se cree una entidad certificadora que establezca las categorías, el valor y la 
credibilidad de cada instrumento, la limitación establecida en el proyecto tiene sentido. Pero 
digamos las cosas como son: no hay ningún estudio que haya entregado antecedentes probatorios 
de que una encuesta incida de manera unívoca en el resultado electoral. Es decir, no está 
probado, por ejemplo, si una encuesta que da por ganador a “Perico de los palotes” 
efectivamente favorezca a que éste gane la elección o más bien contribuya a 

movilizar electores para evi-tarlo. Como no existen antecedentes probatorios, me parece que lo 
fundamental más bien es homologar, certificar y permitir que el instrumento sea verificable y 
comprobable por la ciudadanía. 


Por 
lo tanto, voy a presentar indicaciones en relación con la necesidad de establecer una entidad certif 
y a entregar una verificación de la calidad del instrumento y de la encuesta que han realizado. 


No voy a concurrir a aprobar la limitación referida, a prohibir la difusión de encuestas durante 
los cinco días previos a la jornada electoral, porque ello me 

parece francamente irrisorio y sin ninguna consecuencia. Significa atacar un signo exterior del 
problema y no el fundamental, que es el hecho de que las 

encuestas deben confeccionarse científicamente, con procedimientos comparables, 

adecuados y confiables. No puede el Congreso Nacional aparecer atacando las ciencias sociales y 
menos limitando la posibilidad de que continúen haciendo aportes a una política más 
democrática, transparente y efectiva. 


Muchas gracias, Presidenta. 


TERMINAR DESIGNACIÓN 


DE VACANTES PARLAMENTARIAS9 
16 de noviembre de 2011 


Señor Presidente, voy a abundar en temas que han sido planteados aquí. Se ha dicho que el 
mecanismo que se propone para el caso de reemplazo ante fallecimiento o condición médica que 
inhabilite, existiría en otros países del mundo occidental. Entiendo que el diputado Cristián 
Monckeberg señaló que existen muchos países donde esto se hace. La verdad es que me precio 
de ser lector de 

sistemas electorales, pese a lo cual revisé la literatura para verificar si existe alguna 
equivocación. No quiero herir a nadie, pero salvo Zimbabue o algún país que no está en la 
literatura, no hay precedente de que el mismo órgano -en nuestro caso, la Cámara de Diputados- 
deba discernir indirectamente sobre el sucesor de la persona que ha fallecido. 


Predominan dos opciones: la devolución de la soberanía popular o el establecimiento previo 

de la condición de suplente, es decir, que al momento de votar, el elector sepa que, en la 
eventualidad de que el candidato elegido resultare triunfador y, con posterioridad, falleciere o 
pasara a cumplir una función distinta, habrá otra persona que lo reemplazará. El mecanismo de la 
suplencia existe. Allí, los electores no votan intuitus personae, sino por una lista. En la medida en 
que el tercer candidato de una lista, que resultó electo por 

efecto de la distribución proporcional y la aplicación del coeficiente D 

"Hondt, fallece, el que está en cuarto lugar asume su rol. También es posible que, al votar, se 
establezca un nombre alternativo que reemplace al candidato triunfador ante cualquier 
eventualidad. 


En el sistema sueco, por ejemplo, cuando un diputado asume como ministro tiene un suplente, y 
cuando vuelve del ministerio a la Cámara de Diputados, recupera su lugar. El punto es que en 
Chile se vota por personas, aunque, por supuesto, dentro de una opción política. 


Entiendo que existe una dificultad para asumir el riesgo, la incertidumbre propia de la 
democracia; pero no hay nada más incierto que la vida ni más azaroso que 9 A pesar de múltiples 
iniciativas de ley, las vacantes parlamentarias continúan hasta hoy siendo proveí- 


das por los partidos políticos, que designan al reemplazante de entre sus filas. 


la muerte, y tiende a distribuirse estadística y democraticamente. En consecuencia, el temor de 
que se generen desequilibrios como consecuencia del 

fallecimiento de un parlamentario, porque el resultado electoral no es el previsto, francamente 
representa el temor a la democracia, al riesgo inherente de devolver a la ciudadanía su soberanía. 
Pensamos todo como si se tuviera que elegir un parlamentario de un sector y el segundo 

del otro sector. Pero 

eso no es la vida, no es la democracia. La democracia es, por definición, la 

incidencia de la gente respecto de quiénes nos representan; respecto de qué corriente de 

opinión se hace mayoritaria un día y, luego, deviene minoritaria porque deja de conectarse con 


las aspiraciones mayoritarias de la ciudadanía. 


No cometamos el error de que mañana se diga que hicimos un avance, porque parte 

importante de los reemplazos será decidida por el pueblo, como 

corresponde, en circunstancias de que otra parte seguirá siendo decidida por las direcciones de 
los partidos y por este Hemiciclo. El hecho de que éste participe 

en la definición de un reemplazante es una situación que, francamente, no tiene precedente en el 
planeta. 


Finalmente, si hay que hacer una distinción -estoy disponible para concurrir a un consenso- entre 
quienes fallecen y quienes incurren en causal de inhabilidad, propongo que, en el primer caso, 

el reemplazante, de todas maneras, corresponda a la persona que en la lista haya 

recibido adhesión popular, aunque menor que la del fallecido. Así, por lo menos, nos 
aseguraremos de que participó en una elección y, por lo tanto, obtendrá ese derecho emanado de 
la voluntad popular. 


He dicho, Presidente. 
PROMUEVE LÍMITE A REELECCIÓN10 
3 de octubre de 2012 


Señor Presidente, este proyecto está hermanado con otro que aprobamos hace muy poco: el que 
establece límites a la reelección de los parlamentarios. No sería ético discutir en 

esta Sala los límites a la reelección de alcaldes y concejales si 10 En 2012, la Cámara aprobó por 
amplia mayoría el límite a la reelección, tanto para parlamentarios como para alcaldes. El 
Senado, donde parece que esta idea no tiene respaldo mayoritario, ha preferido faltar a su deber 
de tramitar estas leyes en lugar de votarlas. Y han transcurrido ya 6 años desde que le fueron 
enviadas desde la Cámara de Diputados. 


no hubiéramos puesto nuestro voto, prácticamente unánime, para autolimitar la propia 
reelección. 


¿Por qué es positivo poner restricciones al ejercicio de la voluntad popular? 

Porque de eso se trata finalmente: de limitar la posibilidad de que alguien que lleva tres períodos 
desempeñando el cargo de alcalde, de concejal o de consejero 

regional se ponga a disposición de la ciudadanía de su comuna para ejercer el cargo por un 
cuarto período. 


Podría decirse que ésta es una restricción a la democracia. Sin embargo, creo que hay razones 
que hacen positivo el proyecto. Intentaré profundizar en ellas. 


La primera razón es que la medida estimula la circulación de las elites. Lo 
discutimos al aprobar el límite a la reelección parlamentaria. Le dije al colega y vecino de banco 


Patricio Hales: “Probablemente tú hubieras sido senador si hubiese existido límite al período.” 
Lo digo porque quien está haciendo algo, y relativamente bien, tiende a encontrarse asegurado. 
La diputada María Antonieta Saa me dice que la agregue a mi comentario. Estoy completamente 
seguro de que también habría ocurrido lo mismo con ella; si no hubiera tenido la posibilidad de 
que la reeligieran en su distrito por la prohibición de presentarse a una tercera reelección, 
seguramente habría tenido el coraje y el Partido la habría apoyado para que representara en el 
Senado algún territorio con el cual tuviera alguna identidad. Lo mismo ocurre a nivel comunal, 
donde hay concejales que pasan 20, 24 o 28 años cumpliendo el mismo rol, o alcaldes que se 
eternizan en sus Cargos. 


Es evidente que le hace mal a la política que haya poca circulación de los representantes 
populares y le hace bien a la competencia del sistema político que haya más circulación, es decir, 
que alcaldes se vean obligados a competir 

para llegar al Congreso Nacional y que diputados se vean forzados a competir por la 
representación senatorial. A mi juicio, esa es la primera razón positiva. 


La segunda -como dije- es el aumento de la competencia que deriva de esto. 


La tercera es el empuje que representa el límite a la reelección para la saludable renovación de 
las dirigencias y de los representantes. Cómo no va a ser saludable que, cada doce años, se 
rompan de manera obligada, por ley, las redes cristaliza-das de apoyo que se han constituido y se 
recreen otras. Un alcalde constituye redes determinadas de apoyo, las que se van repitiendo y 
cristalizando. Si alguien 

permanece veinte años en un cargo de los que alude el proyecto, finalmente, construye una red 
que gobierna la comuna respectiva. Por eso es necesaria una nueva elección donde participen 
otros dirigentes, probablemente más jóvenes, que produzcan un refresco, una aireación en el 
sistema político de esa comuna. 


Por último, señalaré algo que nunca se dice. 


Estoy completamente seguro -esto vale para alcaldes, concejales y, también, para nosotros, los 
diputados- de que hace muy bien volver al estado llano, aunque sea por un período. Si uno es 
diputado durante doce años, pierde la especialización profesional, la sintonía y la percepción que 
tienen los hombres y las mujeres de a pie. Por eso, es absolutamente necesario, positivo e 
indispensable que, cada tantos años -doce me parece razonable- todos los representantes 
populares recu-peren la obligación de volver por completo a la sociedad, de vivir de nuevo como 
hombres y mujeres comunes, para luego, si la convicción continúa, intentar nuevamente 
competir para representar a su comuna, distrito o región. 


Por todas las razones expuestas, votaré favorablemente un proyecto que, de manera aislada, 
contribuye en algo a renovar la democracia en Chile, pero si lo com-binamos con el proyecto 
sobre primarias, ya aprobado y que pronto será ley de 

la República; con la voluntad crecientemente mayoritaria de modificar el sistema binominal para 
reemplazarlo por otro que exprese la diversidad del país y que genere la competitividad y el 


atractivo necesarios para que todos los ciudadanos 

concurran en forma voluntaria a sufragar; con la redefinición de las atribuciones de los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo que, después de veinte años, es necesario estudiar, con el objeto de 
generar un nuevo equilibrio; con la iniciativa popular de ley y la posibilidad de los plebiscitos 
comunales y barriales, para que la ciudadanía se pronuncie sobre los temas relevantes que le son 
atingentes, estaremos profundizando y renovando el compromiso democrático del Congreso 
Nacional, pero también, lo que más interesa, el compromiso democrático de la ciudadanía. 


He dicho, Presidente. 
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La tarea esencial del diputado involucra intervenir en todos los debates 
significativos, para hacer sentir la voz de las ciudadanas y ciudadanos que lo pusieron en el 
Hemiciclo. 


TE 
HI 

DISYUNTIVAS 
CONTEMPORÁNEAS 


La sociedad chilena, después de mucho tiempo sin abordar temas que pudieran dividirla, se ha 
atrevido a poner en discusión grandes disyuntivas de los tiempos actuales, como el derecho a la 
interrupción del embarazo, la identidad de género, el matrimonio entre personas 

del mismo sexo, la legalización de la marihuana y el carácter 

público del agua. Estas intervenciones reflejan bien la intensidad con que se están desarrollando 
estos debates, que han redundado en avances significativos en expansión de derechos y 


reducción de discriminaciones. 

AT 

EL ABORTO EN TRES CAUSALES 
17 de marzo de 2016 


Señor Presidente, en esta discusión tan delicada e importante, en la que se ponen en juego 
convicciones íntimas tan profundas de cada uno de nosotros y de todos los chilenos y 
chilenas, me parece que más que un discurso propiamente tal, lo apropiado es intentar 
transmitirles mis reflexiones sobre lo que nos convoca. 


Mi primera reflexión es que este debate se está llevando adelante como si nunca hubiera existido 
el aborto terapéutico en Chile. Todos saben que fue legalizado en 1931, en el gobierno del 
general Carlos Ibáñez del Campo. ¿Y saben durante cuánto tiempo estuvo 

vigente? Durante cincuenta y ocho años. En ese lapso tuvimos gobiernos de toda la gama de 
orientaciones políticas representadas en este Parlamento, y también no representadas: la 
coalición liberal-radical de Arturo Alessandri; el Frente Popular de Aguirre Cerda y 

Juan Antonio Ríos; la coalición 

de centroderecha de González Videla; la alianza antipolítica del general Ibáñez; el gobierno de 
derecha conservadora de Jorge Alessandri; el gobierno de un solo 

partido de Eduardo Frei Montalva; la Unidad Popular de Salvador Allende y también - 
digámoslo- la derecha cívico-militar con el general Pinochet . 


Ninguno de estos gobiernos, ¡ninguno!, le propuso a este Parlamento derogar la ley de aborto 
terapéutico. La mantuvo vigente incluso el general Pinochet durante 17 años, y sólo en las 
postrimerías de su dictadura fue derogada por la 


junta militar. Ello, después de haber perdido la elección presidencial del 14 de diciembre de 1989 
y a días de dejar La Moneda. Si revisamos la prensa de la época, veremos que se señala que 
dicho cambio ocurrió como consecuencia del lobby encabezado por el cardenal Medina y 

el almirante Merino, miembro de la junta militar. 


Me pregunto, y también les pregunto a los partidarios del general Pinochet, algunos de los cuales 
se han expresado aquí con tanto fervor contra el aborto en 

las tres causales propuestas ¿por qué no les escuchamos ni a ellos ni a sus 

predecesores proponer la derogación de la ley de aborto terapéutico durante los 17 


años de dictadura? 


Es muy difícil entender que lo que fuera legítimo y legal durante 58 años, bajo 
gobiernos de tan distinto signo político, para algunos pase a ser súbitamente una especie de 
pecado social, de crimen organizado; otros han llegado incluso a asi-milarlo a un holocausto. 


Mi segunda reflexión es intentar explicar la increíble falta de sintonía que existe entre, por un 
lado, las opiniones de la ciudadanía y, por el otro, la conducta de sus instituciones y de sus 
representantes, porque todas las encuestas dicen básicamente lo mismo. 


Joaquín Lavín, Patricio Melero y Gabriel Silber tuvieron la misma posibilidad que yo de conocer 
los resultados de una encuesta realizada a 1.800 hogares de Maipú, Estación Central y Cerrillos, 
la que encargamos en conjunto y cuyos datos obtenidos son igualmente concluyentes que el resto 
de los sondeos de opinión: los partidarios de aprobar el derecho a interrumpir el embarazo en las 
tres situaciones que plantea la ley en proyecto triplican en número a quienes son contrarios a 
ello. Además, este proyecto tiene apoyo mayoritario en todos los segmentos socioeconómicos, es 
decir, alto, medio, bajo; en todas las edades, desde jóvenes hasta adultos mayores; entre hombres 
y mujeres; entre los electores de izquierda, de centro, y también -digámoslo- de 

derecha; entre los agnósticos, los católicos y quienes se reconocen como evangélicos. 


No nos confundamos como lo hicimos en la discusión del proyecto de ley sobre 
divorcio: mientras, por un lado, las autoridades eclesiásticas decían una cosa, la 
opinión abrumadoramente mayoritaria de los chilenos católicos era completamente otra. 


Se está repitiendo, estimados colegas, de peor manera incluso, lo que ya ocurrió con la ley de 
divorcio. Mientras más de la mitad de los electores de derecha se declara partidario de este 
proyecto de ley, aquí no habrá, por lo que escuché, ningún diputado de la UDI ni de Renovación 
Nacional -¡ni uno solo!- que represente a esa mayoría de sus electores en esta votación tan 
relevante. ¡Tenemos un problema de representación, porque se supone que los 

parlamentarios estamos acá para representar a los ciudadanos, no para otra cosa! 


¿Por qué ocurre que la gran mayoría de los católicos está a favor del derecho a optar por 
interrumpir el embarazo cuando la vida de la madre está en riesgo, cuando dos médicos han 
concluido que el feto no podrá vivir o cuando una mujer se embaraza producto de un acto de 


violencia sexual? 

¿Por qué el club de los países que prohíben absolutamente el aborto es tan peque- 
ño y menos del 1 por ciento de la población mundial vive bajo esa prohibición 
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absoluta? La mayor parte de esos países, por supuesto, son suscriptores de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, los de este continente. 


¿Por qué esta pretensión provinciana que se escucha aquí de que todo el mundo está 
equivocado y de que esta minoría de Chile tiene la razón? ¿Por qué esta pretensión autoritaria y 
antidemocrática, tan propia de otros tiempos, de que la 

mayoría ciudadana está completamente equivocada y de que es posible y desea-ble que una 
minoría, que legítimamente piensa distinto, le imponga a la mayoría su punto de vista y también 
su conducta? 


Hay que ser muy ciego, intolerante y fanático para afirmar que la mayoría de los ciudadanos de 
Chile y del mundo están a favor de la muerte y contra la vida, como lo ha dicho un puñado de 
parlamentarios aquí y en el debate público. 


La gran mayoría de los chilenos está a favor de esta futura ley, pero no porque les guste el 
aborto, ya que ninguna mujer concurre alegremente a interrumpir su embarazo. Lo que sucede es 
que en la gran mayoría de los ciudadanos de nuestro país y de los 

del resto del mundo prima el sentido común, por lo cual entienden que hay circunstancias 
dramáticas, aquellas que esta ley en proyecto establece como causales, en que las mujeres deben 
tener derecho a optar entre interrumpir el embarazo o continuarlo, aun en condiciones difíciles o 
imposibles. 


Son muchísimas las mujeres de nuestro país que no 

abortarían bajo ninguna circunstancia, como algunas que están aquí y lo han expresado. Sin 
embargo, buena parte de esa mayoría entiende una cuestión tan básica de la vida comunitaria, es 
que no parece justo ni democrático imponer por ley su convicción íntima al resto de las mujeres 
de Chile. 


Mi tercera reflexión es sobre los efectos positivos que tendrá este proyecto de ley, cuya sola 
presentación y debate ya ha desencadenado. 


El primero es que súbitamente han aumentado los partidarios de la píldora del día después, y 
enhorabuena que así sea. Si este proyecto sirve para que esos 

alcaldes que, contraviniendo la Constitución y las leyes, se han resistido a su 

distribución, cambien su actitud y la pongan a disposición de quienes la requieran, 
enhorabuena, porque eso, sin duda, contribuirá a reducir el número de abortos, lo que, me 
imagino, es un objetivo compartido. 


El segundo efecto positivo es que muchos que hasta ahora habían sido indiferentes se han 
sumado a la lucha contra la violencia de género, que se expresa tanto 


en las violaciones como en el vertiginoso aumento del número de femicidios durante lo que va de 
2016. 


El tercero es que tanto el Estado como la sociedad civil tendrán programas evidentemente más 
masivos de acompañamiento a las mujeres embarazadas. 


Pero este proyecto también tiene que motivarnos a perfeccionar la ley de adopción, para hacer 
más fácil que los miles de niños y niñas que necesitan un hogar 
puedan encontrarse con aquellas familias que esperan años para sumar un nuevo miembro. 


Finalmente, este proyecto cambiará la disposición del Estado y de la sociedad 

hacia las mujeres que deciden abortar cuando se 

ven enfrentadas a estas circunstancias dramáticas. Vamos a pasar desde el castigo a la 

acogida, que es, por lo demás, lo que hacen todos los pastores y sacerdotes cuando una mujer les 
confiesa que interrumpió su embarazo. Las iglesias no le pueden pedir al Estado 

que castigue, cuando ellas mismas propugnan loables actitudes de perdón, comprensión y 
acogida. 


Si me lo permiten, invito respetuosamente a quienes se han movilizado para impedir que se 
apruebe este proyecto de ley, a las distintas organizaciones, movimientos e iglesias que han 
asumido esa posición, a que canalicen toda la energía y pasión que han demostrado estos meses, 
en favor de acciones efectivas en contra del aborto; los invito a que demandemos más y 

mejor educación sexual en las escuelas y liceos de Chile, a que trabajen con nosotros para 
promover el acceso a la píldora del día después, a que desarrollen más programas de 
acompañamiento a las mujeres vulnerables, como aquellas que nos expusieron Verónica 
Hoffmann y el doctor Neira en la Comisión de Hacienda; a que se sumen a la lucha contra la 
violencia de género; a que se sumen también a la lucha contra la desigualdad y la pobreza, que 
llevan a tantas mujeres a la desesperación y al aborto. 


Estoy seguro de que esas acciones serán muchísimo más efectivas para 
disminuir el aborto que los aplausos y pifias que han expresado con tanto fervor en este 
hemiciclo. 


Finalmente, quiero hablarles a mis colegas que optaron por votar en contra este proyecto, a 
muchos de los cuales conozco, valoro y estimo. 


Por supuesto, parto reconociendo su pleno derecho a votar según lo que sus convicciones les 
señalen; pero estoy completamente seguro de que ni Patricio Melero, ni Jaime Bellolio, ni 
Leopoldo Pérez, ni Issa Kort, ni Iván Flores forzarían a una de sus hijas a portar un feto en su 
vientre durante nueve meses si ellas han 


decidido interrumpir su embarazo luego de que dos médicos hubieren declarado que su hijo no 
nacerá vivo. 


Estoy seguro de que tampoco las obligarían a continuar su embarazo si han tomado la dolorosa y 
difícil decisión de interrumpirlo por ser consecuencia de haber sido brutalmente violadas por un 
delincuente sexual. Los imagino, por supuesto, intentando convencerlas de lo contrario, pero 
jamás forzándolas a cambiar su decisión. 


¿Por qué, entonces, se puede obligar a las hijas de los demás chilenos? 


¿Por qué el Estado, por qué nosotros, en esta Sala, podemos arrogarnos el derecho a 
reemplazarlas en esa decisión tan personal e intransferible? 


Reconozco humildemente las limitaciones personales que me impiden comprender que 

haya colegas y amigos que estén por forzar a que todas las mujeres, a pesar de su voluntad, estén 
obligadas a continuar con embarazos de un ser que médicamente se ha determinado que no 
llegará a convertirse en niño, o de un embrión que es producto de una brutal violación. 


Estas son, Presidente, las reflexiones que me llevan a votar a favor de restablecer el derecho de 
las mujeres a decidir si continúan o interrumpen su embarazo en las tres dramáticas causales que 
propone este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 

LEGALIZACIÓN 

DEL AUTOCULTIVO DE CANNABIS11 

7 de julio de 2015 

Señor Presidente, usted sabe que no me gusta el tabaco. Dejé de fumar a los 12 
años, cuando sentí que afectaba mi rendimiento futbolístico. 


Tengo que confesar que tampoco me gusta la marihuana. En el Internado Nacional Barros Arana 
pertenecí al grupo de activistas políticos, no al de los marihua-neros, que era más numeroso, 
liderado con brío por el cabezón Fischer. 


11 Actualmente el proyecto en discusión contenido en Boletín 9496-11 se encuentra detenido en 
su tramitación en el primer trámite constitucional. El gobierno de Bachelet no le puso urgencia y 
hasta ahora sus opositores han logrado impedir que sea votado por la Sala de la Cámara de 
Diputados. 


Lo más cerca que estuve del consumo fue en una fogata, en Iquique, donde hice como que 
aspiraba un pito comunitario en una fogata playera para no perder puntos en la competencia por 
la conquista de una hermosa morena. 


Pero esta discusión no es sobre gustos personales, ni tampoco sobre los daños 
provocados por el consumo, porque en ese caso estaríamos hablando de la cantidad 
inconmensurable de enfermedades y muertes originadas por el tabaco. 


Al escuchar las distintas intervenciones, parece haber unanimidad respecto del 

cultivo de marihuana para fines terapéuticos; unanimidad tardía, pero unanimidad al fin y al cabo. 
inconsistencia de nuestra legislación, que no penaliza el consumo privado, pero sí 

castiga el autocultivo. En la práctica, lo que hace la ley es forzar a violarla a quien desea 
consumir en privado, acto no penado por la legislación vigente. 


El colega De Mussy, que ha declarado consumir, pero no quiere legalizar el autocultivo, se 
resigna a seguir cometiendo el delito de comprarle marihuana 

a un narcotraficante. ¡Las cosas como son! La situación actual es el paraíso de 

los traficantes: los ciudadanos tienen derecho a consumir, pero no a cultivar la planta. Es 
como si, por ley, le aseguráramos el mercado al tráfico de marihuana. 


Si aquí estuvieran sentados los narcotraficantes -no es que ponga las manos al fuego-, ¿a quién le 
cabe la más mínima duda de que votarían en contra de la 

despenalización del autocultivo, igual que los diputados Nicolás Monckeberg y Hasbún? Porque 
ellos saben perfectamente que la aprobación del proyecto dará 

un golpe letal al microtráfico, que es el verdadero flagelo que afecta a nuestras comunidades. 


No nos pongamos una venda en los ojos: la actual inconsistencia de la ley no ha servido para 
contener el consumo de marihuana en los liceos y colegios de Chile, como tampoco sirvió la ley 
seca para contener el consumo de alcohol en Estados Unidos, sino más bien para emparentarlo 
con el delito y la corrupción. 


Me hago cargo de la legítima preocupación por el aumento del consumo de 

marihuana entre los adolescentes. Lo veo a diario en mi propio hijo. Por lo mismo, 

debemos revitalizar el trabajo de prevención del consumo en las escuelas. Sin 

embargo, de nada sirve -¡convenzámonos!- seguir forzando a los adolescentes consumidores y 
también a los jóvenes curiosos a vincularse con las redes delictuales del tráfico y del microtráfico 
para consumir. 


Por todas esas razones, con mucho entusiasmo voy a votar a favor la legalización del autocultivo 
de marihuana. 


He dicho. 


ACUERDO DE UNIÓN CIVIL HOY 


20 de enero de 2015 


Señor Presidente, el artículo 102 del Código Civil señala: “El matrimonio es un contrato solemne 
por el cual un hombre y una mujer se unen actual e 

indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear, y de auxiliarse 
mutuamente.”. 


Es evidente que la variedad de relaciones y de familias que existen en Chile y en el mundo no 
están contenidas en el artículo que acabo de citar. No están contenidas porque hay centenares de 
miles de parejas heterosexuales que conviven, pero 

no para toda la vida, y también hay parejas homosexuales o, como alguien dijo en la Comisión 
de Hacienda, “parejas AMS”, como si la palabra homosexual produjera sarpullidos en la boca. 


De manera clara y categórica, quiero decir que soy de los que creen -me imagino que 

somos muchos- que la separación del Estado y de la Iglesia fue un avance fundamental en el 
desarrollo del país. Compartí la lucha histórica de los no creyentes y de los 

evangélicos para romper el vínculo indisoluble que existía en Chile entre el Estado y la Iglesia 
Católica con la Ley de Cultos, que comenzó a poner fin a la histórica discriminación según 
opción religiosa. 


Por supuesto, la Iglesia tiene derecho a definir lo que entiende por matrimonio y a exigirles a sus 
feligreses requisitos especiales para amarse y contraer matrimonio. Sin embargo, el Estado no 
tiene derecho a discriminar según la orientación sexual. Por eso, creo en el 

matrimonio civil igualitario y seguiré trabajando para que, en un futuro próximo, tengamos un 
Código Civil que permita que todos aquellos que se aman, independientemente de su orientación 
sexual, tengan derecho a unirse indisolublemente por toda la vida y a construir una familia. 


En muchos países existe la unión civil. En algunos existe exclusivamente para parejas 
homosexuales, y la homologan al matrimonio, pero no la asimilan completamente a los derechos 
que éste contiene. Existen otros estados, como Francia, que estableció el pacto de solidaridad, 
unión civil para parejas heterosexuales u homosexuales que no quieren contraer un compromiso 
indisoluble para toda la vida. Ésta es la opción que elegimos en Chile. Por supuesto, voy a votar 
a favor 


de la Unión Civil para parejas homosexuales y heterosexuales, a fin de que todos aquellos que 
convivan tengan protección y reconocimiento. 


Señor Presidente, por su intermedio, quiero decir a los representantes de las 
iglesias evangélicas presentes -así como les dije a los de las iglesias evangélicas 
de Cerrillos, de Maipú y de Estación Central, con las cuales he trabajado muchí- 


simo y tenemos variadas coincidencias en materia social-, que si bien los acompañé con 
entusiasmo para terminar con la discriminación que ejercía el Estado y la 
sociedad en términos religiosos, privilegiando a una iglesia por sobre las otras, no puedo 


acompañarlos en su objetivo de perseverar en la discriminación por orientación sexual. 


A los creyentes, católicos y evangélicos, que creen en el principio básico de que todos somos 
iguales y nacemos con los mismos derechos, les digo que debemos entender que 

el Estado debe tratar del mismo modo a todos los hombres y 

mujeres, cualquiera sea su condición social, cualquiera sea su definición política o su opción 
religiosa, y cualquiera sea su orientación sexual. 


Gracias, Presidente. 
DERECHO A IDENTIDAD DE GÉNERO12 
23 de enero de 2018 


Señor Presidente, entiendo que la ley de despenalización del aborto en tres 

causales haya motivado la apasionada y fervorosa oposición de los que creen que un embrión de 
tres, seis o nueve semanas es un niño y, por tanto, estaría en juego 

el derecho a la vida. Pero ¿qué principio está en juego aquí para oponerse con tanto fervor a una 
ley de identidad de género? ¿En nombre de qué el Estado y la 

sociedad tendrían derecho a bloquear la decisión de un individuo adulto o de una 

familia y de uno de sus hijos para rectificar su nombre y su identidad sexual ante el Registro 
Civil? ¿Quién puede sentirse perjudicado porque una persona adulta 

decida rectificar su nombre y su identidad sexual? ¿En qué puede afectar al señor Kast esa 
decisión de otra persona? 


12 Después de más de 5 años de tramitación en el Congreso, el 12 de septiembre de 2018 la 
Cámara de Diputados aprobó el informe de la Comisión Mixta y el proyecto se convirtió en Ley 
de la República. 


El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente) - Solicito silencio a las tribunas. 
Felizmente en la comisión se aprobó -en forma trasversal y casi por unanimidad- 


la vía administrativa para registrar ante el Servicio de Registro Civil e Identificación el cambio 
de nombre y de identidad sexual de los adultos. Espero que ello se ratifique en la Sala. 


Pero ¿quién puede sentirse perjudicado por la decisión de una familia de solicitar ante un tribunal 
de familia el cambio de nombre y de identidad sexual de un hijo o de una hija? Ese tribunal de 
familia pedirá antecedentes fundados y escuchará testimonios que respalden que esa 

decisión vele por el interés superior del niño 

y garantice el derecho de los niños, niñas y adolescentes al libre desarrollo y autodeterminación 
personal. 


Resulta chocante -repito: chocante, escuchar aquí que quienes dicen que van a 
defender siempre el derecho de los padres a guiar a sus hijos, ahora se nieguen a respetar su 


derecho a decidir. Por supuesto, excluyo de esa actitud al diputado Bellolio, quien acaba de 
anunciar su voto coherente con ese respeto a la familia. 


Ésta no es una cuestión de izquierdas y de derechas -aunque, de pronto, pareciera que así fuera-, 
porque quienes en ese último sector dicen privilegiar la libertad, ahora han guardado riguroso 
silencio, salvo honrosas excepciones. 


¡Este es un tema de libertad personal y de derechos individuales! Las preguntas 
que, escandalizado, hizo José Antonio Kast, sólo reflejan las complejidades de la vida moderna y 
libre, a la que al diputado le cuesta tanto adaptarse. 


El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente) -Solicito silencio a quienes están en las tribunas. 
Puede continuar, diputado Auth. 


Quiero expresar mi acuerdo con lo que señaló el diputado Espejo respecto del trato que el 
proyecto otorga a los adolescentes. 


Voy a votar a favor el proyecto porque constituye un importante avance en el reconocimiento y 
en la protección del derecho a la identidad de género. 


Hay quienes gritan que estamos condenando a los niños. ¡Por favor! 


El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente) -Pido guardar silencio a quienes se encuentran en 
las tribunas. Señor diputado, le pido que no entre en diálogo con las tribunas. Puede continuar. 


Señor Presidente, me cuesta abstraerme de la intolerancia manifiesta frente a la expresión de 
ideas. 


Quiero recalcar a todos los que nos escuchan y a todos los que van a votar en un momento más 
que el cambio registral para los adultos es por vía administrativa y el cambio registral para los 
niños y adolescentes es por vía judicial, pues interviene un tribunal de familia y 

requiere la autorización del niño y de sus padres. 


Por lo tanto, parte importante de lo que aquí se ha dicho constituye una completa falacia. 


Para terminar, voy a dedicar 
mi voto favorable a una amiga que está en las tribunas, quien ha luchado desde hace muchísimos 
en proyecto. Ella es concejala de la comuna de Valparaíso. 


El señor ESPINOZA, don Fidel (Presidente) -Solicito silencio a quienes se encuentran en las 
tribunas. Puede continuar, señor diputado. 


Ella representa a Valparaíso en el concejo municipal desde el minuto en que logró cambiar su 
identidad de género y registrarse formalmente como Zuliana Araya, la de siempre. 


¡Gracias, Zuliana! 
EL AGUA, BIEN NACIONAL DE USO PÚBLICO13 
22 de noviembre de 2016 


Señor Presidente, el agua como el aire no pueden ser bienes individuales; son de la humanidad y 
de la naturaleza, no son del individuo. No sé quién podría reclamar propiedad sobre el aire o el 
agua, elementos tan vitales para la vida. 


Las leyes y las reformas a las leyes responden siempre a problemas. 

Si no responden a problemas, en realidad no vale la pena emprender cambios legales. ¿Tenemos 
problemas con los derechos de aprovechamiento de aguas? ¡Los tenemos! ¿Tenemos problemas 

de aprovechamiento consuntivo u originario de aguas, sin derechos 

consagrados legalmente? ¡Los tenemos! ¿Tenemos un conflicto, a veces muy duro, en que el uso 
productivo, en contexto de escasez, deja sin agua para el consumo humano? ¡Lo tenemos! 


13 El proyecto que perfecciona el Código de Aguas contenido en boletín 7543-12 se encuentra 
en segundo Trámite en el Senado habiendo sido aprobado por la Cámara de Diputados. El 
Gobierno del Presidente Piñera, sin embargo, anunció una indicación sustitutiva. 


Por lo tanto, esta reforma responde efectivamente a la necesidad de resolver problemas que tiene 
Chile. 


Primero, intensifica el carácter público, es decir, define el agua como un bien nacional de uso púb 
que para mantener derechos de aprovechamiento hay que inscribirlos y luego aprovecharlos. No 
hay derechos de aprovechamiento sin aprovechamiento efectivo, porque sería una contradicción 
en los términos. 


Segundo, se prioriza la función de subsistencia, se consagra el derecho humano de acceso al agua 
potable y al saneamiento. Éste es un desafío país. Quisiera que nos tomáramos en serio el 
establecimiento del derecho humano al acceso al agua potable 

y al saneamiento, porque implica definir un itinerario para que ese derecho no solo esté inscrito 
en la ley, sino que sea efectivo. 


Luego, se establece un permiso transitorio de extracción de agua para comités y cooperativas 
de APR, lo que es muy positivo; también se establece la protección patrimonial y ambiental, es 
decir, se prohíbe constituir derechos de aprovechamiento de aguas en glaciares y áreas 
protegidas. Ésta es una cuestión clave. 


Tercero, se exime del pago de patentes a aquellos que, teniendo derechos de 
aprovechamiento de aguas, no los ejerzan cuando se trata de áreas silvestres protegidas. Así se 
estimula el no uso de esas aguas cuando están ubicadas en áreas silvestres protegidas. 


Cuarto, el caudal ecológico se aplicará, naturalmente, a los derechos nuevos; 


pero también a los antiguos cuando se emprendan nuevas obras, cuando se so-licite traslado del 
ejercicio del derecho a otro punto del río o cuando se esté en áreas protegidas. En otras palabras, 
se protege el patrimonio ambiental. 


Quinto, se sanciona la tenencia ociosa del derecho, duplicando las multas por no uso -me 
imagino que hay consenso al respecto-. Si los titulares nuevos no realizan las obras de 
aprovechamiento comprometidas, en cuatro u ocho años -según si se trata de consuntivos o no 
consuntivos-, se extinguirán sus derechos. 


El Código de Aguas define que el agua es un bien nacional de uso público. Lo que se entrega son 
derechos de aprovechamiento del agua. Si no aprovechas el agua, devuélvela. Si no la devuelves, 
te cobrarán patentes más caras, y luego de algunos años, si no usas el agua, perderás esos 
derechos, porque son derechos de aprovechamiento. No es tu propiedad; es 

la propiedad de Chile, de la humanidad y de la naturaleza. 


He dicho, Presidente. 
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IV 

LA LUCHA 

POR IGUALDAD DE GÉNERO 


La igualdad de género, que fue una lucha minoritaria y difícil de instalar durante las dos primeras 
décadas del nuevo Congreso, se ha convertido en estos últimos años en uno de los 

temas centrales del debate parlamentario, y lo que era un clásico factor diferenciador 

entre izquierda y derecha ha devenido en una de las causas de mayor transversalidad y apoyo, 
aunque muchas mujeres reclaman con fundamento que la adhesión es sólo discursiva. De todas 
maneras, destacan la aprobación de la cuota de género en las candidaturas parlamentarias y 

la creación del ministerio de la mujer y la equidad de género durante el periodo presidencial de 
Michelle Bachelet. 


DEFENSA DE LA CUOTA DE GÉNERO14 
12 de mayo de 2010 


Señora Presidenta, muchas culturas asignan a la mujer un rol fundamentalmente doméstico y ven 
su participación en el espacio público como ruptura de ese este-reotipo deseado. Chile dejó hace 
rato esos prejuicios y muy pocos se atreverían 

a discutir, al menos en público, la afirmación de que es bueno para el país y su 

democracia, así como para mujeres y hombres, que la sociedad política tenga niveles 
equivalentes de participación de ambos géneros. 


Es difícil objetar la idea de que los organismos representativos de la sociedad 

serán más eficaces para sintonizar con la ciudadanía en la medida que en ellos 

estén representadas adecuadamente también las mujeres, sus intereses, sus preocupaciones y 
puntos de vista sobre la realidad nacional. 


Somos parte del grupo de países donde hay un amplio consenso, al menos en el 
discurso, sobre los beneficios democráticos que trae consigo el incremento de la participación de 
las mujeres en política. 


Sin embargo, en muchas naciones persiste la resistencia de los hombres —y también de muchas 
mujeres- a votar por mujeres para cargos de elección popular y 

a confiar en ellas como autoridades públicas. Convengamos en que no es el caso de Chile, donde 
ese prejuicio quedó en el pasado. Hoy los hombres votan prácticamente por igual, a candidatos y 
candidatas. Desapareció el sesgo de género que tanto perjudicaba a las mujeres y, si persiste 
algún sesgo de esta naturaleza, es más bien en favor de las candidatas mujeres. 


Si ya no es un problema cultural y tampoco una cuestión de comportamiento 

electoral, ¿qué explica, entonces, la tasa tan reducida de participación de las mujeres en la 
política? Nada más y nada menos que la oferta de candidatas que los partidos políticos hacen a la 
ciudadanía en cada elección. Si en las elecciones 

de 2004 uno de cada cinco candidatos a concejales, era mujer, también lo era 14 La cuota de 
género en la conformación de las listas parlamentarias se aplicó al periodo siguiente en la Ley 
20.840 propuesta por el gobierno de Michelle Bachelet, promulgada el 5 de mayo de 2015. Se 
aplicó por primera vez en las Parlamentarias de 2017, aumentando significativamente la 
presencia de mujeres en ambas cámaras. 


uno de cada cinco electos. Lo único que explica el bajo número de diputadas y senadoras es el 
reducido número de candidatas a esos cargos. La proporción de diputadas electas en esta Cámara 
es exactamente la misma que la proporción de candidatas. Es decir, si se elevara la proporción de 
candidatas, se elevaría también el número y el porcentaje de diputadas y senadoras en Chile. 
¿Cómo podemos explicar que es políticamente correcto que los principales partidos políticos de 
Chile continúen presentando proporciones ba-jísimas de mujeres en los elencos municipales y 
parlamentarios, en circunstancias de que la participación de la mujer es apreciada por 

la ciudadanía y, además, premiada con el voto, como demuestran los resultados elección tras 
elección desde hace más de una década? Hay dos líneas explicativas para esto. 


Primero, en los partidos se dice muchas veces que la supuesta falta de mujeres tiene su 
explicación en su falta de vocación para competir por la adhesión popular. Es cierto que hay 
circunstancias que hacen más difícil la participación de las mujeres para emprender una 
campaña electoral. Está el hecho de que, incluso cuando se han igualado condiciones laborales y 
económicas, subsiste su responsabilidad casi total en el cuidado de los niños y del hogar, lo que 
obviamente reduce su disposición a poner en riesgo su estabilidad financiera y laboral, así como 
sus posibilidades de dedicar tiempo y atención a la vida pública y a la política. Efectivamente, es 
mucho más frecuente que una mujer rechace una invitación a ser candidata, o que abandone en 


alguna fase la verdadera carrera de obstáculos para ser nominada, a que lo haga un hombre. 


La segunda línea de explicación es que las mujeres tienden a ser invisibles a la mirada de los 
verdaderos anillos de poder en los partidos, conformados casi exclusivamente por hombres, a los 
que tiende a llamarles mucho más la atención y les resulta más fácil valorar los rasgos propios 
del liderazgo masculino que aquellos elementos característicos de las mujeres que 

ejercen liderazgo. Se acostumbra a decir que los partidos quieren presentar más mujeres, pero 
que no las hay o bien que no están disponibles. 


Comparto que es más difícil para una mujer tomar la decisión de ser candidata. 


Por consiguiente, si se quiere de verdad favorecer su participación, debemos atacar el 

problema cultural mayor, promoviendo activamente que los hombres 

compartan con las mujeres la responsabilidad del cuidado de los niños y del hogar. También 
debemos modificar los hábitos, los horarios y el modo de ser masculino que tiene la política hoy 
día, que la hacen poco amigable a la participación protagónica de las mujeres. 


Finalmente, algún grado de discriminación positiva en el financiamiento público 
a favor de las candidatas también podría reducir significativamente las barreras de acceso que 
obstaculizan la participación de la mujer. 


Si a pesar de estar en sus programas políticos y de reportarles dividendos 

electorales, los partidos políticos no incrementan significativamente la participación de las 
mujeres se debe a que el peso de la noche es grande y los hombres, que dominan de manera 
incontrarrestable la política, se resisten abiertamente y, en ocasiones, de manera soterrada, a 
ceder los espacios que hasta hace poco mane-jaban en completa exclusividad. 


Si no nos resignamos al resultado natural -es decir, a que el equilibrio de género 

en la política deba esperar muchas décadas-, es imprescindible generar una presión sobre los 
partidos políticos para que establezcan mecanismos que catalicen la lenta evolución natural. Para 
eso se propone el mecanismo de las cuotas, que obligará a los partidos a presentar una 
proporción de mujeres a la ciudadanía. 


Con absoluta seguridad, quiero decir a algunos colegas que intervinieron recién que no se 
trata de elegir diputadas por decreto, sino de hacer justicia y que los partidos presenten una 
proporción de mujeres adecuadas en sus listas, de manera 

que los electores sean los que definan la proporción de mujeres que quieren sentadas en el 
Congreso. 


Esto parte de la convicción de que si los partidos ofrecieran una composición 

paritaria de género, de hombres y mujeres, este Congreso sería paritario. Ésa es la experiencia de 
todos los países del mundo, y las chilenas y chilenos ya de-mostramos que el prejuicio sobre la 
capacidad de las mujeres, su vocación y su aporte a la democracia es propio del 

oscurantismo conservador que quedó en el 


pasado. Hoy debemos avanzar de manera decisiva para que este Congreso refleje toda la 
diversidad del país, y uno de los elementos principales de la diversidad de Chile es la 
composición paritaria de hombres y mujeres. 


Por esa razón, la bancada del Partido por la Democracia apoya, con entusiasmo, este proyecto de 
ley. 


Muchas gracias, Presidenta. 

.92. 

MINISTERIO PARA LA IGUALDAD 
8 de octubre de 2014 


Presidente, voy a hablar por mí, por mi bancada y también por una colega 

ausente que seguramente estaría muy feliz de estar aquí, en este momento histórico, para aprobar 
la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Me refiero a nuestra querida ex 
colega María Antonieta Saa. 


En primer lugar, quiero reconocer el rol que ha jugado el Sernam durante dos décadas. Fue 
creado en 1991, con el explícito objetivo de eliminar toda forma de discriminación contra la 
mujer, en cumplimiento de la Convención de las Naciones Unidas. Por lo tanto, vaya mi 
reconocimiento a todas las mujeres que han ejercido como directoras del Sernam, desde 

la primera hasta nuestra ministra Claudia Pascual. 


Quiero destacar la importancia que otorga el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet a esta 
decisión histórica. La presencia de todo el equipo político, de los ministros Rodrigo Peñailillo y 
Álvaro Elizalde, de las ministras Patricia Silva, en calidad de subrogante, y Natalia Riffo, que 
acompañan a la ministra Claudia 

Pascual y a la subdirectora Gloria Maira, significa que todo el Estado de Chile está tomando la 
decisión de convertir la lucha contra la discriminación de la mujer en una cuestión de Estado. 


Esta es una gran noticia para Chile, porque retomamos la senda extraviada durante los cuatro 
años del gobierno pasado, en los que se cuestionaron los programas de jefas de hogar porque no 
correspondían al modelo único de familia; se eliminaron las normas que obligaban al conjunto de 
los ministerios a poner en el 

centro la preocupación por la igualdad de género; se debilitó al Sernam y se le impuso un 
enfoque mucho más asistencialista y economicista, en desmedro de 

la lucha contra la discriminación de la mujer y la promoción de su participación en los 
acontecimientos del país. 


Hoy creamos un ministerio, no para un tema, como son las carteras de Salud, de Educación u 
otras, sino para dar una lucha en pro de un objetivo nacional, que es la igualdad de hombres y 
mujeres, que no es, a mi juicio, un objetivo sólo de las 

mujeres, sino de todos, porque la igualdad hará más felices también a los hom- 


bres, porque el país será mejor si todas y todos sus ciudadanos pueden aportar a su desarrollo en 
completa igualdad de derechos. 


La totalidad de la bancada del Partido por la Democracia, que 

represento, apoyará sin ninguna vacilación la creación de este ministerio, porque comparte absolu 
propone, cual es poner a todo el Estado de Chile 

a trabajar activamente para construir un país en que las diferencias de género no se conviertan en 
desigualdad de participación política, social o económica. 


Quiero terminar con una reflexión final. 


Sin duda, el ministerio debe poner su foco en igualar la participación política de las mujeres, el 
acceso laboral al mercado y, por supuesto, tratar de alcanzar 

la igualdad salarial; pero también debe dar importancia al cambio cultural, a la forma en que nos 
aproximamos, hombres y mujeres, a la distribución igualitaria de las responsabilidades en la vida 
familiar. 


¿Cómo no va a ser mejor un país y cómo no van a ser felices también los hombres si la 
educación de los hijos deja de ser de exclusiva responsabilidad de las mujeres y pasa a ser una 
responsabilidad compartida entre hombres y mujeres? 


También me refiero al trabajo doméstico. Una feminista francesa dijo que el nivel 
de igualdad de género de una sociedad se mide finalmente por la respuesta a la pregunta de quién 
lava los platos en la casa después de terminado el almuerzo. 


Quiero una sociedad donde todos lavemos los platos y haya completa igualdad, porque 
Chile será mejor si hombres y mujeres comparten no sólo la política o la actividad social, sino 
también la responsabilidad del desarrollo conjunto de la familia. 


Por eso aprobaremos, no sólo con convicción, sino también con entusiasmo, este paso 
histórico que ha decidido proponer al Congreso Nacional nuestra Presidenta Michelle Bachelet. 


He dicho. 
28 de enero de 2015 


Señor Presidente, no puedo dejar de observar con alegría la unanimidad que 
existe a favor de este proyecto. Ella refleja cómo un cambio en la sociedad siempre 


termina -más temprano que tarde- obligando a la política a tomar una decisión que sintonice con 
la gente. Esta situación ya la vivimos con la Ley de Divorcio, 

nos pasó con el acuerdo de vida en pareja y nos ocurrió con el fin del sistema 

electoral binominal. Muy pronto -estoy seguro- sucederá lo mismo con el tema del aborto. 


Hoy iniciamos una nueva etapa en la causa de la liberación de la mujer y de la 
igualdad de género con la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. 


Los ministerios, en general, son creados para hacerse cargo de un área específi-ca, por 

ejemplo, el Ministerio de Vivienda, el Ministerio de Salud o el Ministerio de Economía. Sin 
embargo, este nuevo ministerio es especial, porque su objetivo 

explícito es hacerse cargo de una lucha, llenar un vacío, lograr algo que la sociedad no tiene. Se 
trata de un ministerio de cambio, no de un ministerio de 

administración. Su objetivo es lograr la igualdad de género, es decir, que hombres y mujeres sean 
iguales en sus diferencias. 


Ahora es cuando debemos reconocer al movimiento social de mujeres que opuso 

resistencia a la dictadura y contribuyó a su fin. Ese movimiento social puso en 

el centro del movimiento democrático la causa de la igualdad de género, lograr la democracia en 
el país y en la casa, decían las pancartas que nos acompañaron desde las protestas de 1983 

hasta el triunfo del No en 1988. Ya hice mi reconocimiento a Julieta Kirkwood, que estaría hoy 
contenta con esta noticia. 


Al crear el Ministerio de la Mujer y de la Equidad de Género no podemos dejar 

de destacar el importante rol que jugó en esta lucha el Servicio Nacional de la 

Mujer (Sernam), creado por ley el 3 de enero de 1991, durante la administración del Presidente 
Patricio Aylwin . 


Si revisamos los debates, a propósito de la creación de ese servicio, veremos 
cómo ha evolucionado la política en su relación con la causa de la igualdad de género. 


Quiero reconocer el rol de sus directoras, Soledad Alvear, Josefina Bilbao, 

Adriana Delpiano, Cecilia Pérez, Laura Albornoz, Carmen Andrade, Carolina 

Schmidt, Loreto Seguel y, por supuesto, su actual directora, Claudia Pascual, que ha devuelto al 
Sernam su dimensión de instrumento de lucha por la equidad de género. 


El Senado hizo modificaciones al proyecto. Incorpora una mención a la ma-ternidad, pero 
lo hace reconociendo la diversidad de mujeres y sus diferentes 


opciones de vida, sin ceder a la pretensión conservadora de instalarlo como un mandato o como 
función única o principal de la mujer. También incorpora la 

necesidad de dignificar el trabajo doméstico, pero lo hace en el marco de la co-rresponsabilidad y 
no de la exclusividad femenina del rol doméstico. 


Por su parte, es positivo que se haya explicitado la función de fomentar medidas que resguarden 
la multiculturalidad y las identidades étnicas. 


Sin lugar a dudas, apoyaré con entusiasmo la creación del Ministerio de la Mujer y de la Equidad 
de Género, y lo hago desde mi condición de hombre, porque el logro del objetivo de 


la igualdad de género, por supuesto, liberará a la mujer de toda discriminación, pero también la 
igualdad de género permitirá que los hombres sean más felices e integrales. El país entero será 
mejor si todos -hombres y mujeres- pueden desarrollar todas sus potencialidades. Las 

mujeres serán más 

felices cuando no existan las barreras visibles y tampoco las invisibles para ejercer su libertad. E 
insisto, los hombres seremos más felices en una sociedad de iguales, donde la diferencia sea una 
opción y no una obligación; cuando hombres y mujeres 

compartamos la misma responsabilidad en el trabajo, en la conducción del país y también la de la 
casa. 


He dicho, Presidente. 
LOS HIJOS PRIMERO15 
11 de abril de 2013 


Señor Presidente, voté a favor de este proyecto en su primer trámite en la Cáma-ra, porque ya era 
hora de adaptar el Código de Bello a las condiciones de hoy. 


Cuando se redactó ese Código prácticamente no existían separaciones, tampoco la idea social de 
igualdad de género, ni la noción -que hoy nos parece obvia- de que en el desarrollo de un niño 
son igualmente indispensables el amor de madre y de padre. 


La sociedad se ha fijado el objetivo de igualdad de género porque, en la mayoría de los casos, la 
desigualdad perjudica a las mujeres. En este caso particular, el 15 La Ley que regula el cuidado 
personal de los hijos para evitar la alienación parental, denominada 


“Amor de Papá”, se transformó en Ley de la República 20.680 en junio de 2013. 


Código Civil beneficiaba a las mujeres porque, en cualquier caso, particularmente en situaciones « 
legal como garante del cuidado de los hijos. Este proyecto también establece igualdad en este 
ámbito; es decir, termina con esta desigualdad que perjudica al amor de padre por sobre el amor 
de madre. 


Dicho esto, voté a favor el proyecto, pero con algunos reparos. En mi discurso de mayo del año 
pasado señalé que persistía la desigualdad y que se generaba un incentivo para el desacuerdo 
cuando, en caso de no existir consenso, la tuición de los hijos siempre recaía en la madre. El 
Senado corrigió esta situación. Comparto lo que señaló el diputado Schilling, en cuanto a que 
para que haya estímulo para llegar a acuerdo, es indispensable que el juez recurra a los criterios 
que, por lo demás, fueron muy bien descritos por el Senado. Por lo tanto, la situación que nos 
planteó la ministra no ocurriría de manera alguna, porque los criterios que estableció al Senado 
hacen imposible que un juez entregue la tuición provisional a un padre que ha ejercido violencia 
contra sus hijos. 


De lo que se trata es de generar verdadera igualdad e incentivos para llegar a un 

acuerdo, por lo que, a mi juicio, es necesario refrendar las modificaciones del Senado porque son 
muy positivas. Primero, porque describen de mejor forma los criterios que el juez debe tener a la 
vista para determinar quién debe tener la tuición de los hijos. Segundo, porque 

establecen el derecho de los hijos a tener una relación con todos sus ascendientes. Todos 
sabemos que el amor de abuela y de 

abuelo también es indispensable. Tercero, porque definen el principio de corres- 

ponsabilidad, estableciendo que la patria potestad es conjunta -ya no es privativa del hombre-, y 
la plena igualdad, incluso, en caso de desacuerdo, para determinar quién debe hacerse cargo del 
cuidado de los hijos. Además, incluye la opinión del niño como 

factor relevante en la decisión judicial, lo que es muy importante, porque la ley debe estar 
centrada en los niños, no en la madre ni en el padre, en qué es lo mejor para el niño, que es el 
bien superior que debemos resguardar. 


En consecuencia, voy a votar a favor las modificaciones del Senado, incluido el inciso cuarto, 
salvo que la ministra del Sernam nos diga que el gobierno ha cambiado de opinión, respecto de 
lo que aprobamos en la Cámara de Diputados, que establece con toda claridad - 

el gobierno lo defendió en su momento- que en caso de no llegar a acuerdo - 

así decía el proyecto original-, es la madre la que continúa con el cuidado de los niños. 


Es necesario que la ministra nos confirme aquí si es éste el texto que apoya o si está de acuerdo 
con que sea el juez quien resuelva, teniendo a la vista el 
conjunto de criterios definitorios sobre quién debe hacerse cargo provisoriamente 


del cuidado de los hijos, de manera que no haya incentivos para desacuerdos, 

como ocurre actualmente. Esto es algo fundamental, porque el inciso resuelve mi reparo 
fundamental al proyecto de ley que tratamos en la Cámara en el primer 

trámite constitucional. Si el espíritu es definir igualdad de derechos cuando no haya acuerdo, por 
supuesto, nos allanaremos a las correcciones que sea 

necesario efectuar. Pero, mientras ello no ocurra, voy a votar a favor todas las modificaciones intr 
el Senado porque corrigen el proyecto original, en aras de llevar a la práctica el concepto de 
igualdad de género, a la hora de reclamar el cuidado y la protección de los hijos. 


He dicho. 
ACOSO SEXUAL EN ESPACIOS PÚBLICOS16 
7 de abril de 2016 


Presidente, aprovecho la oportunidad para presentarle a un grupo de sus futuros electores, que se 
encuentra en las tribunas: dirigentes y socios del club de adultos 
mayores de Maipú El Derecho a la Vida, formado por víctimas de la represión en dictadura. 


Como bien decía el diputado Sergio Espejo, este proyecto de ley busca cambiar hábitos 


culturales arraigados profundamente en la cultura nacional. Recuerdo 

que cuando hace algunos años discutimos la ley de “tolerancia cero” en la Comisión de Obras 
Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, había colegas que se preguntaban cómo íbamos a 
cambiar la tradición, si en el campo la gente dice: 


“Curado manejo mejor”. 


Pero hoy les digo de nuevo que las leyes se hacen justamente para cambiar la cultura en aquellos 
aspectos que son negativos para un país. Las leyes buscan avanzar hacia un ideal de vida, 
hacia el mejoramiento de las relaciones entre las personas. 


En este momento me está llamando mi señora al celular, pero no le voy a con-testar. El diputado 
Saldívar me dice que no me preocupe, porque todo lo puedo 16 El proyecto de acoso sexual en 
espacios públicos fue aprobado en la Cámara de Diputados y se encuentra detenido en su 
tramitación en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado 
desde abril de 2016. 


arreglar con un buen piropo. En el siglo XXI, eso es mentira, porque ni a mi esposa -no sé si es 
una confesión de fracaso personal- la convenzo de olvidar los errores cometidos -que son pocos, 
en todo caso- con un piropo. Por lo que 

me han contado, entiendo que el diputado Osvaldo Andrade es más eficaz en esa tarea. 


Esta iniciativa busca cambiar un hábito cultural profundamente enraizado, y su 

importancia consiste en que, más allá de la efectividad de las sanciones, que pueden ser 
discutidas y discutibles, porque va a costar acreditar el delito, la sociedad entera está dando una 
señal de que eso no se hace y que no es para reírse. 


Hace algunos días, en esta Sala -no sé si por voluntad o por equivocación- se cometió un error 
al mencionar el apellido de una colega y hubo algunos diputados que le dijeron al 

protagonista del hecho que aprovechara de hacerlo ahora 

porque muy prontamente se iba a aprobar el proyecto de ley que tipifica el delito de acoso y ese 
acto podría entrar en esa categoría. Esa cosa subrepticia, lateral, diagonal, que en el fondo es 

de desconsideración del otro, de la mujer, hace un daño mayor, porque avanza de manera 
escondida, pero avanza. 


La diputada Camila Vallejo, a quien felicito por impulsar esta iniciativa, decía que algunas 
mujeres, particularmente adolescentes, incluso se veían obligadas a cambiar el itinerario de sus 
recorridos para escapar del acoso. 


No tengo tantas hijas como el diputado Sergio Espejo, pero también he conver-sado este tema en 
la mesa de mi casa. A propósito, son pocas las materias que trata el Congreso Nacional que son 
conversadas en las mesas de almuerzo, onces o cenas de las familias, y ésta es una de ellas. La 
interrupción del embarazo fue otra, hace muy poco, porque todo el mundo se 

pronunciaba respecto de esa cuestión que debatía el Parlamento. La poca concurrencia en 


la Sala, el hecho de que lo discutamos un jueves, al final de la sesión, muestra que todavía no 
jerarquizamos de manera adecuada los temas de interés ciudadano y los que son de interés del 
Congreso Nacional. Este es un tema de interés parlamentario y de la sociedad, por eso debemos 
darle un tratamiento expeditivo. Me imagino que va a ser votado 

cuando la Sala esté atiborrada de diputados, para que todos nos pronunciemos. 


Por supuesto, votaré a favor este proyecto de ley que busca cambiar la cultura del país en un 
aspecto indispensable, que dice relación con el respeto a la dignidad de las mujeres. 


Gracias, Presidente. 
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EXTENSIÓN DEL POSTNATAL17 
14 de septiembre de 2011 


Señor Presidente, éste es un avance importantísimo para el país, quizás el más importante por sus 
efectos, de todos aquellos en los que me ha correspondido participar en este año y medio que 
llevo como diputado, porque es una cuestión de derechos del niño, su derecho a ser amamantado 
y acompañado por su madre en los 6 primeros meses de su vida. Esto tendrá un impacto 
incalculable en el desarrollo de las nuevas generaciones, que podrán enfrentar la vida desde una 
posición más segura y resiliente, como lo han fundamentado tantos estudios médicos y 
psicológicos que prueban lo determinante que es la lactancia y la proximidad materna para el 
desarrollo futuro. 


Porque es también cuestión de fortalecer la familia. Es una demostración concreta del interés real 
-no retórico- del Estado chileno por contribuir a desarrollar condiciones para familias más unidas 
y mejor integradas. Extender el postnatal sin duda contribuye eficazmente a fortalecer la familia. 


Porque es también una señal contra el envejecimiento que está experimentando 

nuestra sociedad, pues la extensión del postnatal hará más amigable tener hijos, le restará el 
carácter traumático que tiene la obligación de regresar al trabajo dejando sus hijos de apenas 3 
meses al cuidado de otros. 


Son muchas cosas las que tenemos que hacer si queremos conjurar el riesgo ya instalado del 
envejecimiento prematuro de Chile y recuperar tasas de natalidad que nos permitan mirar con 
optimismo nuestro futuro como sociedad. 


La iniciativa que aprobaremos hoy es un ejemplo del aporte del Congreso y, en particular, de la 
Oposición, a los proyectos de ley enviados por el Poder Ejecutivo. Porque, si no 

hubiéramos ejercido nuestro rol, lo que aprobaríamos hoy sería completamente distinto a lo que 
vamos ahora a votar con entusiasmo. 


Primero, porque hemos conseguido que el Estado considere más del doble de recursos para esta 
extensión del postnatal de lo que el proyecto original consideraba. 


17 El mismo año 2011 se aprobó la Ley 20.545 que regula la extensión del descanso Post-Natal 
y fue perfeccionada en el gobierno siguiente en la Ley 20.891 publicada el 22 de enero de 2016. 
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Segundo, porque logramos convencer al gobierno de eliminar el tope de 

devolución de sólo 30 UF, que significaba que todas las madres con salarios superiores a 650 mil 
pesos no recibirían sino una parte de sus ingresos, debiendo trabajar media jornada para lograr 
mantener la totalidad de estos. 


Porque esa flexibilidad para los mejores salarios será ahora para todas las mujeres, que podrán 
elegir entre 12 semanas adicionales con permiso total o 18 


semanas adicionales con media jornada, manteniendo en ambos casos su salario completo. 


Porque la interesante proposición de entregarle a la madre la posibilidad de tras-pasarle al padre 
6 de las 12 semanas adicionales será referido al ingreso del padre, y no al de la madre, como 
estaba previsto en el proyecto original. 


Y lo más importante, el proyecto original expandía el derecho a postnatal sólo a un pequeño 
grupo de mujeres de la enorme cantidad que hoy no tiene derecho, pues lo limitaba a las mujeres 
pertenecientes al quintil más vulnerable. 


Porque el Postnatal no es sólo una política social sino un derecho social universal, y eso es lo que 
quedó consagrado en esta ley. 


La pregunta que uno debe hacerse es ¿por qué, entonces, tanta beligerancia en 

la discusión de este proyecto? ¿Por qué el extremo de 

ir al Tribunal Constitucional para impedir que se mantuviera el tope imponible de 66 UF? ¿Por 
qué tanta descalificación a quienes planteábamos la necesidad de ampliar la cobertura, 
eliminar el tope de 30 UF y limpiarlo de todas las pérdidas de derechos que contemplaba el 
proyecto original? 


El Gobierno, y hay que felicitar a la ministra del Sernam por esto, tuvo enorme 
flexibilidad para acoger prácticamente todos los planteamientos que inicialmente fueron 
descalificados por el gobierno y los parlamentarios de la Alianza. 


La moraleja es que todo podría funcionar mejor si la disposición y flexibilidad 
que el gobierno mostró al final hubiera guiado esta discusión desde sus inicios. 


Podría haber evitado dejar las huellas de su intención original mostrando una 

convicción primaria más cierta y segura a favor de la ampliación de los derechos de la gente. 
Puede estar seguro el Presidente Piñera y su gobierno, que si ésta fuera la actitud y disposición 
en otros grandes debates, como el de la educación, encontrará en nosotros toda la 
colaboración para aprobar los cambios que el país requiere. 


He dicho, Presidente. 
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26 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, ayer aprobamos por unanimidad este proyecto en la Comisión de Hacienda y 
solicitamos que se recabara la unanimidad para que hoy fuera puesto en Tabla, porque es una 
muy buena noticia: perfecciona un postnatal que 

en su momento fue definido de clase mundial y que ahora, probablemente, tendríamos que definir 
como quien nos precedió en el poder. Lo importante es que el proyecto resuelve cuestiones que 
son muy importantes. 


En primer lugar, había un desincentivo para las funcionarias con remuneraciones que superaban 
el tope imponible, porque la devolución durante el ejercicio de 
su derecho era menor a sus ingresos, lo cual resuelve de manera definitiva este proyecto de ley. 


En segundo lugar, incorpora al padre en el ejercicio del derecho a sala cuna cuando ambos 
padres son funcionarios públicos. Es decir, el hombre o la mujer podrán hacer la solicitud en su 
lugar de trabajo. 


En el curso del análisis del proyecto, preguntamos a la ministra Ximena Rincón, 

a sus colaboradoras y a la intendenta de Beneficios Sociales cómo ha estado funcionando el 
postnatal. Las cifras entregadas son interesantes, porque el principal argumento para extender el 
postnatal fue el mal uso de las 

licencias, particularmente por reflujo del recién nacido, que eran la extensión práctica del postnat: 


Esas licencias han disminuido de manera radical, compensadas, por supuesto, por un postnatal 
ampliado, de manera que lo que antes se hacía en forma subrepticia hoy se ejerce de manera 
legal. 


Quiero destacar el compromiso que asumió el Ministerio del Trabajo y Previsión Social para 
difundir, informar y desarrollar iniciativas conducentes a convencer a los padres a ejercer el 
derecho que les otorga la ley. 


Abrimos una ventana de oportunidad para que los padres se comprometieran en la crianza de los 
hijos al ejercer, con la aprobación de la madre, una porción de 
tiempo del período del postnatal. Sin embargo, ese derecho ha sido utilizado muy 
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marginalmente, lo cual se relaciona con la información y con la idea instalada en la cultura 
chilena de que la crianza de los hijos es responsabilidad de la madre. 


Por esa razón, la ministra nos dio su palabra de que iba a cambiar el foco en las 

campañas habituales, con el fin de que esa ventana de oportunidad contribuya a 

modificar las relaciones entre hombres y mujeres en lo que respecta a la responsabilidad en la 
crianza de los hijos, de modo que ese derecho otorgado por ley sea ejercido efectivamente. 


La bancada del Partido por la Democracia votó favorablemente la ampliación del postnatal y, 
junto con la entonces senadora y hoy ministra del Trabajo y Previsión Social, peleó por 

el proyecto de ley que hoy vamos a aprobar, que fue el único punto de litigio con el gobierno del 
Presidente Piñera. 


Por todo lo anterior, vamos a votar a favor esta iniciativa, como imagino que también lo hará 
todo el Congreso Nacional. 


He dicho, Presidente. 
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El Ejecutivo y el Legislativo son colegisladores. El diálogo y la coordinación con los ministros 
de Hacienda y Educación, fueron fundamentales en las reformas del gobierno de Michelle 
Bachelet. 
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y 
DEBATES EN SALUD 


Aquí se agrupan intervenciones en los nuevos debates sobre salud 
pública, como el ataque a la obesidad, la cobertura de enfermedades catastróficas, las concesion 


consumo de tabaco, el desajuste entre inversión en infraestructura y disposición de médicos 
especialistas, la necesidad de acompañar a las personas del espectro autista, así como los 
problemas endémicos de miles de enfermos a la espera de donantes de órganos. 
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CONTRA LA OBESIDAD INFANTIL 
28 de septiembre de 2010 


Señora Presidenta, en primer lugar, quiero felicitar a los senadores que promo-vieron esta 
iniciativa, porque apunta a resolver uno de los problemas más relevantes de las sociedades 
contemporáneas, cual es la obesidad infantil, que fundamentalmente tiene dos fuentes de origen: 
la dieta y la vida sedentaria. 


Si de verdad queremos reducir de manera significativa el incremento sostenido y progresivo que 
está teniendo la obesidad en la población infantil chilena, debemos atacar ambos aspectos: la 
dieta y las características excesivamente sedentarias de la vida de las grandes urbes. 


Me alegro de que no haya nadie en esta Sala que cuestione la materia, porque ha-bría sido 
extraño hace algunos años plantear la necesidad y obligación de que el 

Estado intervenga en el mercado para conseguir objetivos de beneficio social. Es evidente que si 
dejamos el mercado a su suerte se producirán niveles crecientes 

de obesidad. Naturalmente, sin limitaciones, la tendencia es a obtener el máxi- 

mo de lucro, lo cual se consigue incentivando a la población infantil a consumir productos que le 
generan un evidente daño a la salud. 


El diputado Melero preguntó qué tipo de Estado requerimos. Tratándose de la 

población infantil, no hay discusión respecto de las señales que debe dar el Estado para 
desincentivar el consumo de productos que, médicamente, han demostrado que causan daño a la 
salud y al desarrollo infantil. El mismo diputado no hizo ninguna objeción a la hora de prohibir 
el consumo de tabaco y alcohol. 


Estamos hablando de elementos que producen un daño equivalente a la salud de nuestros niños. 


Celebro el proyecto, porque establece un rotulado y la prohibición de expender, comercializar, 
promocionar, publicitar y entregar a título gratuito estos productos en los jardines infantiles, 
escuelas y liceos, cualquiera sea su dependencia. 


Eso es un avance muy importante. Me parece muy relevante que se establezca la prohibición de 
los ganchos comerciales, que son el instrumento privilegiado para cautivar a 
crecientes poblaciones de niños e inducirlos al consumo de estos productos. 
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Quizá, debería existir mayor claridad en la rotulación, porque estamos hablando de población 
infantil y no de personas maduras, con raciocinio desarrollado. Por lo tanto, deberíamos avanzar 


un poco más en la simpleza y claridad que debe 

tener el rotulado para identificar los productos que provocan determinados resultados en el 
desarrollo. Por lo tanto, me sumo a quienes creen que hay que darle una segunda vuelta al 
proyecto en la Comisión. 


Me parece muy importante que, por fin, se establezca la obligatoriedad de señalar en todos los 
productos, de producción nacional o importada, la existencia de soya, leche, huevo, mariscos, 
pescados, etcétera. 


Tengo un hijo pequeño que creció en Suecia. Ahí se le descubrió intolerancia a la proteína de la 
leche. Al llegar a Chile, comenzamos a vivir un vía crucis para descubrir qué productos, yogurt y 
postres podía consumir. Francamente, era una 

cuestión de vida o muerte. Al final, optamos por no consumir ninguno, porque no existe la 
responsabilidad de la industria de señalar expresamente qué productos tienen proteína de la 
leche. 


Junto con atacar la calidad de la dieta, debemos también intervenir en el seden-tarismo que hoy 
está avanzando a pasos agigantados en la población infantil chilena. Por lo tanto, respaldo toda 
iniciativa tendiente a incrementar las horas de educación física en escuelas y liceos y a promover 
toda la actividad natural, en particular el senderismo con acceso universal para todos los 
chilenos y chilenas. 


Por lo mismo, quiero invitar a los colegas parlamentarios, particularmente de la 

Región Metropolitana, a descubrir y promover la reciente apertura de un sendero de 

siete kilómetros y medio en el cerro San Cristóbal. Los invito a organizar una 

actividad colectiva, donde todos los parlamentarios y nuestras familias demos prueba de la 
necesidad de incrementar la práctica del senderismo, la cual deberían desarrollar todas las 
familias de Chile. 


Gracias, Presidente. 
5 de agosto de 2015 


Señor Presidente, la discusión que realizaba el Parlamento hace poco más de treinta años era 
sobre el problema de la desnutrición. Cuando entré a la univer- 
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sidad, en 1974, año nefasto, la clase inaugural la hizo el doctor Fernando Monckeberg, profeta y 
líder de la lucha contra la desnutrición. 


Sin embargo, en la actualidad, como dijo con elocuencia y fundamento mi 

compañero de bancada, doctor Alvarado, el problema de Chile es la obesidad. Es 

decir, en poco más de treinta años hemos pasado de un problema crucial, doloroso y 
cruento del subdesarrollo, como es la desnutrición, a otro problema doloroso y cruento del 
desarrollo, que es la obesidad. 


Me alegro de que los personeros que abogan por un mercado completamente librado a su 
suerte, voten en este caso particular a favor de establecer regulaciones estrictas que contengan los 
excesos del mercado. 


El mercado no solo es cruel, como dijo un ex Presidente, sino también ciego a 
sus resultados. Y cuando un resultado es un daño tan evidente para la salud de la población, es 
igualmente evidente la necesidad de establecer regulaciones. 


Por lo tanto, celebro la unanimidad que ha obtenido el proyecto de ley hasta ahora, ya que 
seguramente todos aprobaremos el establecimiento de regulaciones estrictas para que el 
mercado no incentive el incremento de un problema social y sanitario tan grave, como es la 
obesidad. 


He dicho. 

SOLIDARIDAD CON LA VIDA 
COMO NORMA GENERAL 

9 de mayo de 2013 


Señor Presidente, tenemos un problema grave en Chile con la escasez -o la ex- 

cepcionalidad- de decisiones de poner a disposición de la continuidad de la vida los órganos de 
aquellas personas que fallecen y están en condición de que sus órganos sirvan para prolongar la 
vida de otros seres humanos. 


Son miles y miles las personas que esperan dramáticamente la decisión de alguien o de una 
familia de poner a disposición de una vida en riesgo algunos de los órganos de alguien que 
fallece, para prolongar la vida de otro ser humano o para mejorar sustancialmente las condiciones 
en que ella se desarrolla. 
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Éste es un problema que se arrastra desde hace décadas. Se aprobó una Ley de 

Donación de Órganos, pero finalmente su evaluación nos hace concluir que no sirvió, porque no 
contribuyó a cambiar la cultura, ya que mantenía la donación de órganos como una excepción y 
la no donación como la regla general. 


Con este proyecto, la donación de órganos pasa a ser la regla general y la negativa a donar se 
convierte en la excepción. Es decir, la norma pasa a ser la solidaridad con la vida, y la 
excepción será la falta de voluntad de ofrecer nuestros órganos, al momento de la muerte, al 
servicio de la continuidad de la vida. 


El Senado incorporó dos modificaciones extremadamente relevantes, que de alguna manera le ent 
desarrollamos, puesto que, ante la duda respecto de la voluntad de la persona que 

fallece, nosotros centramos la decisión exclusivamente en el cónyuge, pero el Senado nos dice 
que debe ser el cónyuge o la persona que convive maritalmente con el que fallece. 


Es evidente que, en momentos en que estamos discutiendo maneras de consolidar y de 
institucionalizar las relaciones que están fuera del matrimonio, ésta es una modificación 
bienvenida y saludable. 


La segunda modificación relevante es aquella que establece que, en caso de que 

varias personas se encuentren en igualdad de condiciones para la recepción de órganos, se 
preferirá a quien esté disponible a donar. Resulta muy contradictorio 

que las personas que se ponen en la fila para recibir un órgano no estén dispuestas, a su vez, a 
entregar sus órganos para prolongar la vida. 


Esta modificación plantea a cada persona que en algún momento se puede enfrentar a 
la necesidad de que alguien le done el corazón, un riñón o sus pulmones 


-el colega doctor Torres está en condiciones de precisar si los pulmones pueden ser trasplantados 
o no, porque no lo sé; en todo caso, si no se puede hoy, podría ser realidad en el futuro- para 
prolongar su vida. Y ante esa disyuntiva, obviamente, también deben estar dispuestos a donar sus 
órganos, porque la generosidad con generosidad se paga. Creo que ese es el concepto que tiene 
que primar. 


Por lo tanto, concuerdo con lo que se ha dicho, en cuanto a que no se trata sólo de una cuestión 
legal, sino que tenemos que cambiar la cultura para que la donación de órganos sea la regla 
general y la no donación sea la excepción, y que esa excepción sea biológica y no psicológica, no 
por voluntad personal de no querer contribuir a la vida. 
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Por eso, es muy importante la educación y que el Ministerio de Salud desarrolle campañas para 
poner a las personas en esta disyuntiva. Así como hemos cambiado la cultura de la relación de 
las personas con el alcohol y la conducción de ve- 

hículos, con la ley de tolerancia cero, también podemos cambiar la cultura para convertir la 
donación de órganos en un acto solidario evidente, obvio, natural y consustancial al ser humano, 
para que, por ejemplo, cuando fallezca, mis órganos sirvan para prolongar la vida de 

otra persona. Ese concepto tan básico, tan indispensable y tan evidente debe ser 

convertido en una regla social, de manera que la no donación de órganos 

sea una excepción biológica y la solidaridad sea la norma general. 


Este proyecto tiene que ser aprobado con amplísima mayoría, porque contribuye a recuperar la 
noción de que Chile debe ser una sociedad solidaria, en la que el valor colectivo prime sobre los 
valores individuales; en la que el egoísmo no se imponga sobre la necesidad de desarrollo del 
colectivo, y en la que prolongar la 

vida de alguien genere felicidad a la familia. No sé si han visto la infinidad de 

testimonios de familias felices porque el corazón de su hijo ha servido para prolongar la vida, la 
tranquilidad, la felicidad y la integridad de otra familia chilena. 


A eso se refiere este proyecto: a la necesidad de reponer la solidaridad como norma general, y el 


egoísmo, como excepción. 

Muchas gracias, Presidente. 

AMBIENTES LIBRES DE HUMO DE TABACO 

2 de enero de 2013 

Señor Presidente, esta discusión es muy interesante porque cruza varias dimensiones. 


En primer lugar, hay una cuestión de colisión de derechos. Aquí se ha hablado mucho de 

la defensa del derecho individual al consumo de nicotina. Pero existe una tensión con otro 
derecho, obviamente más importante que ése: el derecho individual a no consumir nicotina y, por 
lo tanto, a mantener la salud y la vida. 


Además, hay un derecho colectivo, el derecho a un espacio sin humo y libre de contaminación. 
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Entonces, en términos de derechos, la balanza se inclina de manera inequívoca a la regulación 
máxima del consumo de nicotina. 


En segundo lugar, se trata de una cuestión de dignidad y de salud de los trabajadores, porque nos 
contentamos con que remitimos a los fumadores a salas cerradas, 

pero enviamos a la enfermedad y a la muerte a miles y miles de trabajadores 

que, obligadamente, deben atender en esas salas llenas de humo. Por lo tanto, está en juego su 
dignidad y su salud. 


En tercer lugar, es una cuestión de salud pública, de expresión de la voluntad de la sociedad de 
reducir las escalofriantes cifras de enfermedad y muerte por causa del consumo activo y pasivo 
de tabaco. 


En cuarto lugar, hay que elegir entre dos economías -y aquí parece que hay gente que todavía no 
se decide-, la economía de los tabacaleros y la economía del país, que gasta millonarios recursos 
en atender los problemas de salud y de vida como consecuencia del consumo excesivo de tabaco. 


Finalmente, ésta es una cuestión de conciencia para nosotros, los diputados. No es una votación 
cualquiera. Vamos a elegir entre las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud y 
el interés de los privados. Es un golpe a la industria del tabaco, se dice aquí, en los pasillos. 
Efectivamente, es un golpe a 

dicha industria, porque hoy profundizaremos el camino marcado el 2006 con los cambios a la ley 
N° 19.419; pues vamos a manifestar nuestra voluntad mayoritaria, y la de la sociedad, de 
conseguir reducir a su mínima expresión el consumo de tabaco. Y cuando tengamos éxito, ¡sí, 
señores!, se va a vender menos tabaco en Chile y ya no será el negocio extraordinariamente 
lucrativo que es hoy. 


Por eso, votaré a favor de las modificaciones del Senado a este proyecto para que sea ley a 


la brevedad, no pasado mañana; para que no haya ningún espacio al lobby y a la intervención de 
los intereses particulares que, inevitable y directamente, van contra el interés general: el respeto a 
la vida y a la salud de todos los chilenos. 


He dicho, Presidente. 
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LEY RICARTE SOTO 
20 de mayo de 2015 


Señor Presidente, todos saben que Chile es parte del grupo de países del mundo que 
tiene mejores índices de salud pública, invirtiendo según la lógica de costo/ 


beneficio, poniendo el mayor énfasis en la prevención y en la atención primaria. 


Asimismo, también sabemos que los recursos son siempre escasos, y la demanda por mejor salud 
es infinita. 


La pregunta que tenemos que hacernos es: ¿cómo explicamos que el Estado de 

Chile dedique cien mil millones de pesos a enfermedades de alto costo, a pesar 

de la falta de médicos especialistas y de que tenemos miles de personas esperando para operarse 
de una hernia? 


¿Por qué se rompe la lógica de la focalización y 

la lógica implacable del análisis costo/beneficio, y de la priorización del gasto en aquellas enferm 
afectan a más gente? En la lógica del respeto a la vida humana, cuando se trata de la vida o la 
muerte, se pulveriza necesariamente la lógica de la focalización. 


Por lo demás, si una familia gana 3 millones y la otra 300 mil pesos, ambas sufren por 
igual cuando deben enfrentar un tratamiento que aqueja a uno de sus integrantes y cuyo valor es 
de 3 millones de pesos. 


Es por esto que comparto con entusiasmo que se abra una ventana en esta lógica implacable de 
inversión pública en salud, sin embargo, no comparto la opinión de los que reclaman y 
proponen que el Estado no se ponga límite alguno en la cantidad de recursos 

disponibles para esta ley, porque son recursos que sin duda compiten con otros destinos. 


Por ejemplo, 11 nuevas patologías se incorporaron al Auge en el 2015, lo que tuvo un costo de 
70.540 millones de pesos adicionales a los 800 mil millones de pesos que se invierten 
anualmente en el Auge. 


El Senado nos propone una solución adecuada al problema que planteamos en 

la Cámara de Diputados respecto de la definición de lo que era “alto costo’, porque 300 mil pesos 
de un determinado tratamiento es un costo altísimo para una familia cuyo ingreso es de 500 

mil pesos, pero no para una familia cuyo ingreso 
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es de 3 millones. Por lo tanto, la solución de establecer la definición en un porcentaje del ingreso 
familiar es una solución que esta Cámara de Diputados debe respaldar. 


La ley llevará el nombre de Ricarte Soto. Aquí hay una paradoja, porque antes 

de que contrajera la enfermedad que lo llevó a la muerte, conversé muchísimas veces con 
Ricarte sobre su deseo de ingresar a la Cámara de Diputados. Esto muy bien lo sabe 

Cecilia Rovaretti, su mujer, a quien deseo un pronto ingreso a esta Corporación y así 

participar de estas discusiones. Ricarte ni siquiera alcanzó a intentar ingresar a la Cámara de 
Diputados. Sin embargo, es el autor legítimo de esta ley, probablemente más importante que casi 
todas las leyes que hemos patrocinado, y eso sin haber ingresado a este parlamento. Ricarte Soto 
pasará a la historia como el autor de una ley que traerá alivio a miles y miles de familias, de hoy, 
de mañana y de pasado mañana. 


Por lo mismo, expreso mi agradecimiento personal a mi amigo Ricarte Soto, el de mi bancada y 
el de toda esta Cámara de Diputados, por el aporte que hizo a Chile, con su vida y con la 
proyección de su vida a través de esta ley. 


Muchas gracias, Presidente. 
SOBRE CONCESIONES HOSPITALARIAS18 
2 de abril de 2015 


Presidente, quiero complementar las profundas explicaciones del doctor Castro y de la diputada 
Cariola, quienes, junto con otros diputados, son corresponsables de este completo informe sobre 
el naufragio de un sistema que requiere de manera urgente una corrección. Naturalmente, no 
quiero que junto con el agua sucia de la bañera se nos caiga el bebé. 


No soy especialista en salud, pero debido a mi experiencia de aproximación a la concesión y al 
proceso de puesta en marcha del hospital de Maipú, puedo decir 

que no me queda para nada clara la conveniencia de que el Estado traslade la operación, 
construcción y administración de un hospital público. 


18 Comentarios al Informe de la Comisión Especial Investigadora de las eventuales 
irregularidades en el proceso de inversión pública en infraestructura hospitalaria. 


SIRE 


Me imagino que las razones que llevaron a iniciar este camino a quienes gober- 
naron en esa época fueron financieras, es decir, la búsqueda de recursos externos, de los cuales el 
Estado no dispone, que luego son devueltos en un tiempo muy largo. 


La primera inquietud que surge es si, desde el punto de vista económico, ha sido 
conveniente para el Estado de Chile esa decisión. A partir de la experiencia que conozco, la 
respuesta a esa pregunta es negativa. 


Luego, si nos remitimos a la administración de los hospitales, puedo decir categóricamente que 
la experiencia de Maipú no sólo ha sido negativa, sino nefasta, porque las condiciones del 
contrato son extremadamente draconianas para el Estado. Por ejemplo, a la hora de cambiar un 
enchufe, que en el mercado cuesta 

uno, el concesionario fija su precio en hasta diez veces el precio de mercado, lo 

que no ocurriría si la administración financiera y operativa estuviera a cargo del hospital. 


Ahora bien, un tema que ha estado en el tapete se relaciona con los estacionamientos. El costo de 
éstos se encuentra al límite de la usura. Ni siquiera se dispone de plazas para los trabajadores y 
médicos. ¡Qué decir de las personas que van de urgencia a atenderse al hospital! 


En enero de 2014 intervine para alertar a los entonces Presidente Piñera y ministro Mañalich de 
la irresponsabilidad absoluta que constituía inaugurar el hospital de Maipú sin contar con las 
condiciones mínimas para ello. Alerté que se inauguraría un consultorio y no el hospital que 
anhelaba el millón de usuarios de Maipú, Cerrillos y de las comunas aledañas, anhelo de décadas 
que se vio frustrado y que hará cargar a ese hospital con el estigma de haber decepcionado las 
expectativas ciudadanas. A más de un año de su inauguración, recién se puede decir que hay un 
hospital en Maipú. Propuse al director y a la ministra de Salud hacer un verdadero sahumerio y 
una reinauguración para enmendar la irresponsabilidad de las autoridades de la época por inaugur 
las condiciones mínimas para cumplir con las expectativas señaladas. 


Debemos revisar con seriedad y objetividad las experiencias de concesiones, por 

supuesto en materia de transferencia de la construcción, pero sobre todo en transferencia de la 
administración. Me queda absolutamente claro que la concesión de la administración es 
extremadamente sensible y que la disociación de la administración médica de la 
administración general de un hospital, a mi parecer, ha sido extremadamente negativa y no 
deberíamos repetirla. 


Muchas gracias. 
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EQUILIBRAR INFRAESTRUCTURA Y GESTIÓN 
18 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, en primer lugar, valoro el esfuerzo del gobierno para que su ambicioso 
programa de inversión hospitalaria se desarrolle lo más rápido que la situación 

de estrechez económica permita, sobre todo considerando lo que dura el proceso de 
construcción hospitalaria. De hecho, el gobierno del Presidente Piñera no inauguró ni 

un solo hospital que no fuera diseñado, licitado o iniciadas sus obras en el gobierno que lo 
precedió. 


Dicho lo anterior, quiero exponer un punto de vista diferente. 


Siempre he pensado que el presupuesto de salud estaba desestibado en favor de grandes 
inversiones de impacto futuro y menos inversión en gestión de los problemas del presente. 


La planificación de sesenta hospitales futuros, desde mi modesto punto de vista -no 

soy especialista-, es una especie de fuga hacia adelante, porque es difícil justificar ra-cionalmente 
-probablemente haya otro tipo de explicaciones- que se esté iniciando la construcción de un 
nuevo hospital en Carahue si a 18 kilómetros de allí se inauguró, 

hace muy pocos años, un flamante hospital cuya infraestructura está siendo ocupada sólo a 
medias. 


Mi preocupación es que los recursos deben ser destinados de manera equilibrada para hacer 
funcionar los inmuebles, la tecnología del presente, y no sólo lanzarnos hacia el futuro, pensando 
simplemente que Dios proveerá. ¿Qué sentido tiene levantar metros y metros cuadrados de 
infraestructura si no somos capaces de hacer funcionar a plenitud 


-repito: a plenitud- los implementos y la infraestructura que tenemos hoy? 


Desde ese punto de vista, debo reconocer que el presupuesto para 2016 viene mucho 
más equilibrado que el de 2015. Se pone el énfasis en la atención primaria, que aumenta sus 
recursos en 24 por ciento, y en la construcción de Cecosf, Cesfam y SAPU 


de alta resolutividad, porque se trata, según entiendo, de que llegue menos gente a los hospitales 
y de que se resuelvan los problemas de menor complejidad más cerca de la gente. 


Quiero destacar el programa de ambulancias, del que se ha hablado poco... 
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El diputado NÚÑEZ, Marco Antonio (Presidente) -Se ha cumplido su tiempo, señor diputado. 
Señor Presidente, en tan poco tiempo no se puede decir... 

(SE CORTA EL MICRÓFONO). 

PRESUPUESTO 2017 EN SALUD 

17 de noviembre de 2016 


Señor Presidente, nadie puede discutir que el presupuesto de Salud es el segundo que más 
crece en el presupuesto general, y lo hace casi al doble del incremento del mencionado 
presupuesto general. 


El año pasado critiqué la concentración del presupuesto de Salud en los compromisos de 
infraestructura. 


Al respecto, quiero saludar que el presupuesto esté hoy mucho más concentrado en la gestión de 
salud que en una ambiciosa e irrealizable promesa de infraestructura. 


Quiero llamar la atención sobre el financiamiento del programa de reclutamiento de más de 
1.800 médicos en la atención primaria y de la formación anual de mil 

médicos especialistas, del programa de salud mental y de los 100.000 millones 

que ahora entran en vigencia para la “ley Ricarte Soto ”, que aprobamos con tanta satisfacción. 


Asimismo, estoy muy contento de que se otorguen recursos para los 46 centros de salud 
familiar que entran en operación. A propósito, saludo a uno de ellos, que se inaugurará en los 
próximos días en el histórico barrio Buzeta, que nunca 

había tenido infraestructura y atención de salud en su territorio. Además, saludo la meta de los 
cien SAPU de alta resolutividad a que llegaremos ahora. 


Estos planes de infraestructura tienen que ser contenidos para que se desarrollen al ritmo del 
funcionamiento a plenitud de la infraestructura hospitalaria de que disponemos. Lo digo porque 
me parece una paradoja difícil de digerir que estemos pensando en construir más hospitales si no 
hemos sido capaces de hacer funcionar plenamente los que tenemos. Doy 

como ejemplo la infraestructura del hospital de Maipú, que fue soñada durante décadas. 
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Se trata de que los hospitales funcionen en plenitud, de que en los pabellones quirúrgicos haya 
recursos y personal para que puedan ser usados mañana y tarde; se trata de valorizar lo que 
cuesta efectivamente hacer funcionar un hospital, para que no crezca la deuda hospitalaria. 


Gracias, Presidente. 

ESFUERZO FAMILIAR 

Y AUSENCIA ESTATAL EN AUTISMO 
8 de noviembre de 2017 


Señor Presidente, agrego mi opinión favorable al proyecto de ley que discutimos 

hoy, pues establece un pequeñísimo avance al extender la definición que hace el artículo 5° de 

la ley N° 20.422, para que las familias de niños que sufren el síndrome de Asperger puedan 
sentirse también dentro de la normativa que establece esa ley. En ese sentido, es evidente -doy fe 
de ello- que los niños que sufren ese 

síndrome no tienen deficiencias físicas o mentales de causa psíquica, intelectual 

o sensorial, sino fundamentalmente deficiencias en su relación con el entorno, su capacidad de 
comprender los gestos y comunicarse de manera funcional. Su inteligencia y su salud son, las 
más de las veces, muy vigorosas e, incluso, mayores que la de cualquiera de nosotros. Es más, un 
chico amigo mío con síndrome de Asperger hizo en el hall de entrada del Congreso Nacional una 
de las mejores intervenciones que recuerde de todos los visitantes que he recibido en estos ya 
ocho años como diputado. 


Aprovecho de referirme al déficit público en la manera en que la sociedad y el Estado chileno se 
relacionan con el esfuerzo gigantesco que hacen las familias que tienen niños con síndrome 


de Asperger y, en general, de niños que presentan 
el espectro autista, con el objeto de cubrir ese déficit de preocupación estatal que tenemos en 
Chile. 


Después de hacer punta y codo en un recorrido interminable por los vericuetos del Estado y del 
sistema de salud, los familiares de niños con esos síndromes han creado sus propias 
organizaciones para resolver por ellas mismas el problema de sus hijos de ausencia de atención 
especializada. 
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Entrego el testimonio de Intégrame a tu Mundo, una agrupación de padres con hijos 

autistas creada en Maipú, que se ha desarrollado de manera increíble en esta década, siempre 
buscando la solidaridad de los vecinos de la comuna y de los distintos actores, sin 

encontrar interlocutor público con el cual interactuar de manera de potenciar ese esfuerzo. No 
existe un subsidio permanente del Estado para las organizaciones que están resolviendo un 
problema de salud permanente y, en el fondo, 

supliendo al Estado en una tarea que ha abandonado o, a lo menos, es muy deficitario. 


El sistema público aborda el espectro autista como si bastara con una o dos atenciones anuales 
para resolver un problema estructural que no se acaba en uno o dos meses. ¡Es 

una condición que va a acompañar a los que la tienen durante toda su vida! En consecuencia, el 
Estado debe considerar esa realidad y acompañarlos por toda la vida, no para reemplazar el 
esfuerzo de los familiares, sino para potenciarlo. 


Por eso, digo que el proyecto es un pequeñísimo avance, pero muy importante, 
porque identifica el problema con precisión, después de lo cual el paso siguiente será estructurar 
políticas y programas que apunten a resolverlo. 


Gracias, Presidente. 
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Po 


La Comisión de Hacienda es una de las principales instancias de la 

Cámara de Diputados, pues debe tramitar todo proyecto de ley que involucre gasto fiscal. En 
estos años analizó y aprobó una reforma tributaria de proporciones y en 2018 debe estudiar la 
modernización tributaria propuesta por el nuevo gobierno. 


«Is 


Pepe Auth es miembro de la La Comisión de Hacienda desde 2010 hasta ahora y uno de los 
protagonistas de sus debates. La presidió el 2015. 
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VI 

ADULTOS MAYORES 

Y PROTECCIÓN SOCIAL 


El primer gobierno de Michelle Bachelet hizo la reforma de mayor impacto en la reducción de 
la pobreza, que fue el establecimiento 


de un Sistema Solidario de Pensiones, complementario al existente. 


A partir de allí, todas las medidas orientadas a mejorar el ingreso y la atención de la población 
más vulnerable fueron conceptualizadas como protección social. Por supuesto, los 

adultos mayores han sido beneficiarios principales de la extensión y profundización de la red 
de instituciones y acciones orientadas a la protección social. Pepe Auth fue electo diputado en 
2009 en buena medida por la dedicación que puso 

en informar y colaborar con los adultos mayores en su acceso a la Pensión Básica Solidaria y 
el Aporte Previsional Solidario. 
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BONO DE CAMPAÑA PRESIDENCIAL 

17 de marzo de 2010 

Estimada Presidenta, colegas, ministros, ministra. 


En primer lugar, quiero saludar el tono del debate que hemos sostenido esta mañana. Con la 
excepción de quien tuvo la pretensión de dividir esta sala entre 

patriotas (los que están con el Gobierno) y antipatriotas (los que conformamos 

la Oposición), ha primado el espíritu de analizar en serio este proyecto de ley, su contenido, su 
impacto, sus insuficiencias y su beneficio. 


Nosotros expresamos nuestra crítica entonces -la reiteramos ahora- al daño que se hace a la 
democracia cuando, para conseguir adhesión electoral, se ofrece en 

campaña recursos públicos que se entregarán a un sector específico de la población en 

la eventualidad de recibir el apoyo mayoritario en la elección. Pero la elección ya pasó. Unos 
ganaron, otros perdimos. Ahora se trata de un gobierno 

que entrega un bono que beneficia a poco más de 4 millones de personas que sin duda lo 
necesitan. 


El diputado Recondo señaló que éste es un paso en la conformación del ingreso 

ético familiar que se propone conseguir el actual Gobierno. Entonces hay una 

primera inconsistencia. Si así fuera, es evidente que este bono debiera ser permanente, pues si 
constituye una pieza de dicho ingreso, no puede entregarse sólo el mes de marzo posterior a la 
elección, dependiendo de la voluntad del gobernante de turno. No me explico, entonces, que las 
autoridades económicas se hayan ne-gado a analizar en serio la propuesta de darle a éste bono un 
carácter permanente, que lo haga parte del presupuesto ordinario de la Nación. 


El mensaje que acompaña el proyecto argumenta efectos de la crisis económica y los gastos 
especiales en que debe incurrir la familia, particularmente la que tiene niños o jóvenes, durante el 
mes de marzo. Así lo estimó el gobierno de la Concertación en 2009 y por eso diseñó e 
implementó este bono en marzo pasado. Que el nuevo gobierno repita este mecanismo, por lo 
demás con idéntico procedimiento y metodología, constituye un explícito reconocimiento a la 
Presidenta Bachelet, hecho que aplaudimos, 
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Pero hay una segunda inconsistencia aún mayor. El propio ministro Larraín, así 

como los diputados Silva y Von Miihlenbrok señalaron que no hay ninguna relación entre este 
bono y las consecuencias dramáticas de la catástrofe del 27 de febrero pasado. Pero, el mensaje 
que precede el texto del proyecto de ley usa los 

efectos del terremoto para justificar la procedencia de este bono. Convengamos 

que si se tratara al menos parcialmente de una respuesta a esta catástrofe telúrica y social, sería 
completamente inadecuada. Primero, porque no tiene la focalización requerida en las familias y 
comunas afectadas, luego, porque no tiene 

la magnitud ni la proporción acorde a los daños y, finalmente, tampoco tiene 

la extensión necesaria, puesto que el terremoto afectó también mucho más allá 

del puntaje de la Ficha de Protección Social, a miles y miles de familias profesionales, comercian 
personas a las cuales este bono no alcanza a beneficiar, de acuerdo a los criterios sociales pre- 
catástrofe que se utilizan. 


Por lo anterior, esperamos que en los próximos días, con la urgencia requerida, vuelvan las 
autoridades del nuevo gobierno a discutir aquí los instrumentos para 

enfrentar las consecuencias de la catástrofe y también los mecanismos de financiamiento, esperan 
por supuesto, que se hayan disipado los prejuicios ideológicos respecto a los cambios tributarios 
que la necesidad de mayor solidaridad social demanda. 


Señora Presidenta, Ministros, Ministra: aunque lamento que no se haya acogido 

nuestra proposición de convertir esta ayuda a las familias más modestas de Chile a enfrentar las 
circunstancias especiales del mes de marzo en un instrumento 

permanente de solidaridad social, para que pase a ser parte de lo que ustedes han 

felizmente denominado ingreso ético familiar, voy a votar a favor de este 

proyecto de ley que beneficiará, aunque sea por una sola vez, a poco más de 4 


millones de compatriotas. 

He dicho. 
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BONO DE CAMPAÑA MUNICIPAL 
6 de junio de 2012 


Señor Presidente, en primer lugar, no puedo sino comentar las exageraciones 
del diputado Melero -estas cosas explican la falta de credibilidad del Gobierno- 


quien dijo que nunca antes los adultos mayores habían recibido tanta inversión, en circunstancias 
de que el monto total destinado al término para parte de los pensionados de la cotización de 7% 
para salud cabe varias veces en la inversión hecha en la reforma previsional del gobierno 

pasado. 


Todos los ministros de Hacienda prefieren la entrega de bonos en lugar de establecer derechos pe: 
invierno regido por ley, como se hizo con Bachelet, es decir, que opere bajo 

determinadas circunstancias todos los años, no en función de las disponibilidades de caja en 
Hacienda o de las necesidades políticas. 


A propósito de lo que decía muy bien la diputada Sepúlveda, a futuro debiéramos ponernos de 
acuerdo -digo a futuro, porque no puedo retar al Gobierno por hacer algo que gobiernos 
precedentes también hicieron- en el siguiente sentido: así como se prohíben las encuestas durante 
un periodo previo a las elecciones, algo similar debería hacerse respecto de los bonos, de 

manera que no pudieran entregarse en períodos anteriores a elecciones. Como éste, a pocos 
meses de las Municipales. 


Aparte de lo planteado en muy buena forma por el diputado Jaramillo sobre los adultos mayores, 
deseo referirme a la situación que enfrentan quienes tienen hijos mayores con capacidades 
especiales -físicas o mentales-, caso en el cual 

pierde todo sentido la diferencia entre tener 18 años 

o más. En ese sentido, debiera ser considerado como posible receptor de los 7.500 pesos 

todo hijo, joven o mayor, que dependa completamente de su familia, lo que representaría una 
señal muy potente hacia el mundo de la discapacidad. 


Algo similar debiera establecerse en relación con quienes cursan estudios 
superiores. En efecto, este beneficio dirigido al 40 por ciento más vulnerable de la 
población, debiera extenderse a las familias que tienen un hijo en la universidad 
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en relación de dependencia con su familia. Por eso, en la Comisión de Hacienda presentamos una 
indicación -por supuesto, fue declarada inadmisible- para que los jóvenes de hasta 26 años que 
cursen estudios universitarios también fueran considerados beneficiarios. 


No creo que la caja de Hacienda se desangraría al incorporar estas dos adiciones: los 
discapacitados y los jóvenes que cursan estudios superiores. 


Pido que tengamos en consideración la poderosa y convincente argumentación del IPC de los 
pobres, cuando se discuta en la Sala el reajuste del ingreso míni-mo. 


Por último, anuncio que voy a aprobar este proyecto de ley, que concede un bono solidario de 
alimentos, como seguramente van a hacer todos los diputados presentes. 


Gracias, Presidente. 
BONO DE CAMPAÑA PARLAMENTARIA 
14 de marzo de 2013 


Señor Presidente, voy a intervenir con la alegría que solicita el diputado Joaquín 
Godoy, pero sin la falsa emoción que lo embarga cuando se refiere a su Presidente y 


al Gobierno de Chile; tampoco con la caricatura que ni él mismo se cree 
cuando se refiere a las políticas económicas de gobiernos anteriores, que indudablemente 
contribuyeron al desarrollo de Chile. 


Señor Presidente, su señoría debería responder al Presidente de la República, 

quien se refirió a la Cámara como un virtual obstáculo para la pronta aprobación 

del proyecto que otorga este bono. La realidad nos muestra que en tiempo récor, 
inmediatamente después de haber sido puesto sobre Tabla en la Comisión de Hacienda, fue 
aprobado por unanimidad, votación que seguramente se repetirá en la Sala, cuando han 
transcurrido sólo 24 horas del ingreso del proyecto a la Cámara. 


Sin embargo, quiero hacer algunos comentarios que, a mi juicio, son indispensables. 
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En primer lugar, sobre la oportunidad. En el pasado, se entregaron muchos 

bonos, todos fundamentados en necesidades específicas - 

por ejemplo, de reactivación o de solventar gastos específicos- o en contextos de crisis económice 
embargo, éste es el tercer bono entregado por este gobierno que puede imputarse a una necesidad 
político-electoral. Éste celebra la buena salud de la economía y se escoge el 11 

de marzo como fecha para el anuncio de su entrega, como una 

especie de fuego de artificio para celebrar el tercer año de un Presidente de la República y de un 
Gobierno no muy celebrado por la sociedad chilena. 


En segundo lugar, con razón aquí se ha señalado -fue lo que le respondió el ministro de 
Hacienda al diputado Godoy en la Comisión-, que los pensionados de 

Chile están excluidos de este beneficio. El ministro respondió que hay una ley 

que les entrega un bono. Es cierto, pero quiero clarificar que sólo los pensionados 

que tienen pensiones menores a 133.000 pesos reciben el bono de invierno, y el bono al que nos 
referimos hoy está destinado a las personas que reciben ingresos mensuales superiores a 495.000 
pesos. Por lo tanto, las familias constituidas por pensionados que perciben ingresos entre 133.000 
y 495.000 pesos están excluidas de este bono -sí señor- y 

también de la ley que estableció el bono de invierno. 


Entonces, cabe preguntarse: ¿Qué lógica tiene entregar un bono de 40.000 pesos a una 

familia que percibe 1 millón de pesos mensuales, y no entregarlo a una pareja de adultos 
mayores cuyos ingresos alcanzan, por ejemplo, a los 200 mil pesos mensuales? Por favor, señor 
Presidente , por su intermedio pido que el ministro de Desarrollo Social explique cuál es la 
lógica de no entregar un bono a quien no recibe el bono de invierno y que gana 150, 200 o 250 
mil pesos, y sí entregarlo a familias que reciben cerca de un millón de pesos o, incluso, más, 
hasta 1.370.000 pesos. 


En tercer lugar, el Gobierno decidió -enhorabuena- extender el bono más allá 

de lo que se había definido habitualmente, y eso yo lo saludo; pero resulta discutible el criterio qu 
vida hayan estado inscritos en la Ficha de Protección Social, sin importar si, en la 

actualidad, puede tratarse de una familia que percibe, por ejemplo, 1.200.000 


pesos mensuales. 


¿Qué va a ocurrir en los hechos? Que en un barrio determinado, por ejemplo, en la villa San Luis 
o en cualquier población o comuna... 


El diputado MONCKEBERG, don Nicolás (Presidente) -Señor diputado, ha concluido su 
tiempo. 


“126: 


Sólo quiero decir que cuando se entrega un bono, las personas que lo reciben quedan contentas y 
las que no lo reciben quedan insatisfechas. En ese sentido, lo que tiene que estar muy claro 
cuando se entrega un bono es por qué lo recibe una familia y por qué no lo recibe otra familia. 


En síntesis, habrá un grupo importante de contentos, pero quedará un grupo todavía más 
numeroso de insatisfechos, porque, pese a tener menor ingreso 

familiar que sus vecinos, no serán beneficiados por el bono de 40.000 pesos que se entregará este 
mes de marzo. 


Muchas gracias, Presidente. 


BONO MARZO COMO DERECHO SOCIAL 


13 de marzo de 2014 


Señor Presidente, en primer lugar, quiero recordar que el 16 de marzo de 2010 
ingresó a esta Sala el proyecto llamado bono marzo, el cual fue despachado el 17 


de marzo por la disposición de la Oposición de entonces para dar expedición a un compromiso 
de campaña. Me alegro de verdad que la Oposición de hoy haga lo mismo y tenga la misma 
disposición que nosotros ayer. 


El 18 de marzo, el Senado despachó este proyecto al Tribunal Constitucional, y el 23 de marzo 
fue ley de la república. Espero que ahora ocurra algo equivalente para que los beneficiarios 
puedan contar con este recurso en marzo. 


Cuando recibimos el proyecto del Presidente Piñera, los diputados de la Nueva Mayoría 
presentamos una indicación en la Comisión de Hacienda, suscrita por los 

colegas Ortiz, Lorenzini, Robles, Montes y yo mismo, que consistía en convertir el bono en 
derecho permanente. 


Me alegro de que los alegatos que hizo la UDI en la Comisión de Hacienda, criticando el 
carácter permanente, no los haya repetido ahora en la sala. También me alegro de que el diputado 
René Manuel García considere que el carácter permanente del bono es positivo. Hubo diputados 
de la UDI que en la comisión de Hacienda cruzaron espadas contra el carácter permanente del 
bono. 


Quiero concentrarme allí, porque precisamente lo que buscábamos es la independencia de los 
ciclos electorales y políticos, entender este aporte familiar, que 
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está bastante bien fundamentado en las necesidades de marzo, como un derecho social y no como 
una graciosa concesión -como decía el mensaje del Presidente Piñera de 2013, a propósito 
del bono de ese año- de lo bien que va la economía. 


Así decía el texto que acompañó dicho bono. Como la economía va muy bien, es hora de repartir. 
El carácter permanente del bono conjura también el riesgo de que se distribuya en función de los 
ciclos electorales, buscando subir la popula-ridad de un determinado gobierno en la víspera de 
procesos electorales. 


Esto se acaba; se termina la arbitrariedad, la decisión de bonificar a familias en función 

de ciclos económicos y electorales, lo que nos pareció muy bien en la comisión. También me 
parece estupendo que la UDI haya declinado plantear alguna objeción respecto del 

carácter permanente del bono y se haya concentrado en discutir la focalización del beneficio. 


Me quiero referir a este punto. 


El último bono que propuso el Presidente Piñera en marzo de 2013, que fue 
aprobado aquí después de una larga discusión, significó un gasto de 90 millones 
de dólares; el gasto del bono que discutimos hoy asciende a 140 millones 

de dólares, en números gruesos, sin contar el complemento del bono invierno. 


El bono anterior beneficiaba a un universo mayor, porque se otorgaba también a las familias que 
recibían remuneraciones de entre 500 mil a 1.380.000 pesos, pero solo con 40 mil pesos por 
familia; el Gobierno, en buena hora, ha decidido 

focalizar adecuadamente este respaldo financiero para que tenga una significación importante par: 
de las cuales no recibirá 40 mil pesos y 7.500 pesos por carga, sino que percibirá 40 mil pesos 
por carga, lo que para muchas familias equivaldrá a otro ingreso mensual, de todas 

maneras un monto muy significativo para resolver sus problemas del mes de marzo, 

porque es evidente que los 40 mil pesos que entregó el gobierno pasado fueron 

irrelevantes para una familia que recibe una remuneración de 1.200.000 pesos 

mensuales. Es mucho más importante para la familia de clase media disminuir su principal costo 
económico, que es la educación. 


Espero que esa preocupación por la clase media se mantenga en la UDI cuando 
discutamos la gratuidad en la educación superior y el fin del lucro en la educación escolar. 


He dicho. 
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INGRESO ÉTICO PARA FAMILIAS VULNERABLES 
10 de mayo de 2012 


Señor Presidente, éste es un proyecto muy importante. Aquí lo debatimos largamente cuando 
correspondió. 


En verdad, esto nace de un concepto que aludía al trabajo, es decir, al salario éti-co. El 
proyecto recibió la denominación de “ingreso ético familiar”, que apunta a 

la forma como el Estado busca compensar el déficit existente en el mercado para remunerar 
dignamente a los trabajadores. 


En el debate anterior y en la Comisión de Hacienda, planteamos varias 

objeciones, algunas de ellas conceptuales y otras procedimentales. La primera tenía que 

ver con la indefinición del campo de beneficiarios y de los criterios de determinación de éstos, de 
manera que el proyecto estuviera estructurado sobre la base de la lógica de 

derechos garantizados, es decir, que nosotros mismos pudiéramos 

responder a nuestros electores por qué son o no son beneficiarios de este ingreso ético familiar. 


En primer lugar, quiero felicitar al ministro Joaquín Lavín, porque ha 


demostrado una disposición al diálogo y una flexibilidad distinta de la que hemos visto en otros 
ministros respecto de otros proyectos de similar envergadura. 


El diputado MONTES -Me sumo a eso. 


En ese sentido, creo que el primer avance -quizá el más sustantivo- que se realizó en el 
Senado, es que desapareció el espacio para una eventual discrecionalidad 

de la autoridad de turno o del Ministerio de Hacienda, en el sentido de definir 

cuántos serán los beneficiarios cada año, según los recursos presupuestarios con 

que se cuente. Aquí se ha definido un universo específico, que es el de la extrema 

pobreza, que tiene definiciones objetivas. Por lo tanto, el Estado se compromete a proveer los 
recursos necesarios para cubrir el conjunto de esa población objetivo. 


La segunda cuestión tenía que ver con relevar dentro del proyecto el componente 
de empleo, eliminando los cupos o ampliando su duración; además, equiparando 
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el porcentaje del subsidio del empleador con el del trabajador, y reforzando el componente de 
capacitación. 


También pusimos énfasis en que había demasiadas cosas libradas a la potestad 
reglamentaria, y que, por tanto, debían pasar a ser definiciones que figuraran en la futura ley. 


Además, planteamos que la reajustabilidad de estos ingresos se 

estableciera sobre la base de la canasta de los pobres y no del IPC, porque estamos hablando 
de un nicho específico, para el cual, debido al tipo de productos que consume, 

el impacto de la inflación resulta completamente distinto del impacto general de la inflación. 


También pusimos énfasis en el incentivo necesario a los adultos mayores, que quedaban bastante 
fuera del proyecto. 


Por último, se discutió algo que parece irrelevante, pero no es así: el nombre del proyecto. Es 
relevante porque tiene que ver con una cierta lógica de gobernar pensando más bien en un 
cierto sentido efectista, en lugar de hacerlo pensando en la efectividad de los proyectos que se 
envían a tramitación. Eso genera que casi siempre -creo que allí está uno de los problemas 

de credibilidad de nuestro Presidente- se anuncien y aprueben importantes iniciativas que 
tienen una focalización determinada, pero que se presentan como proyectos de beneficio 
global. Por eso, después la gente cobra por la frustración que produce no ser 

beneficiaria de esa determinada iniciativa. Originalmente, este proyecto hablaba 
genéricamente del ingreso ético familiar, lo que habría significado garantizarlo a toda la 
población. Por eso, es muy importante que su nombre hable de lo que es exactamente y no de 
otra cosa, porque no se puede gobernar como quien lleva a efecto una campaña publicitaria. 


Por estas razones y por los cambios que experimentó, invito a los colegas a 
aprobar las modificaciones del Senado al proyecto, porque constituye una profundización del sist 


termina bien enfocado en la lógica de derechos garantizados, pero también de incentivo al 
empleo y a salir de la pobreza. 


Por lo tanto, anuncio mi voto a favor de las modificaciones del Senado. 
Gracias, Presidente. 
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ADULTOS MAYORES CON PLENOS DERECHOS 

14 de octubre de 2010 


Señor Presidente, presenciamos una época de transformaciones demográficas, 
alimentarias y sanitarias que están cambiando el perfil de las sociedades contemporáneas, y por 
supuesto, también de la chilena. 


No cabe duda que, en diez o veinte años más, va a haber más adultos mayores. 


Ello, por el desarrollo de la alimentación, los avances en salud y tecnología, lo cual incide en la 
prolongación de la vida más allá de lo que pensaron nuestros abuelos y nuestros padres. 


La sociedad debe asumir ese dato y dejar de considerar a los adultos mayores como una 
población que ingresó a la “bandeja de salida”, de lo que se trata es de acompañarla hasta el 
término de su vida. Más bien debemos enfocarnos en los adultos mayores como una 
población con plenos derechos, por ejemplo, a la atención en salud y al uso 

del tiempo libre, cuyo ejercicio se va a prolongar en el tiempo. 


Por lo tanto, es fundamental reforzar la asociatividad, que es el mejor antídoto contra la soledad. 


El segundo elemento indispensable de considerar para entender la problemáti-ca de los adultos 
mayores, es que la fuerza y la capacidad de las familias para hacerse cargo de ellos ha ido 
debilitándose con el tiempo y el avance del indi-vidualismo; también, con el 

empequeñecimiento del tamaño de la familia. No somos China, pero no estamos lejos de 
parecernos. La tasa de natalidad en Chile ha disminuido sostenidamente y, por lo tanto, la familia 
tiene menos integrantes que puedan apoyar a más adultos mayores. 


El Estado chileno tomó una decisión. Seguramente, los manuales de historia de 
enseñanza básica la van a recordar como una de las más importantes: la reforma previsional 
chilena, que estableció una red de protección, al menos básica, para todos los adultos mayores. 


Por los recorridos en nuestros distritos sabemos lo que significa para un adulto 
mayor dejar de depender completamente de la eventual buena voluntad de algún 
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hijo, yerno o nuera, como también de su generosidad o posibilidad de entregarles dinero para 


trasladarse al consultorio o adquirir los elementos para su aseo personal o su 
alimentación básica, y comenzar a recibir un ingreso propio y garantizado hasta el final de sus 
días. 


Estamos frente a un proyecto que vamos a aprobar por unanimidad, pero que es 

pequeñísimo. A muchos nos 

habría gustado que viniera enmarcado en un contexto de transformación del rol y de la envergadu 
Adulto Mayor, reconociendo el desajuste que hoy existe entre el tamaño, las atribuciones y los 
recursos de ese servicio, y la gran envergadura de su misión 

y desafío. Esperamos que ese déficit sea resuelto muy prontamente y tengamos acá -lo decía el 
diputado Teillier- una discusión que apunte a resolver el 

tremendo déficit existente en la institucionalidad y capacidad del Estado para orientar 

programas y políticas públicas hacia la población de adultos mayores en su envergadura, 
dimensión y futuro. 


He dicho. 
BONO “BODAS DE ORO” 
6 de octubre 2010 


Señor Presidente, en el informe de la Comisión de Familia leí que en ninguna otra parte del 
planeta se les había ocurrido la brillante idea de incentivar la prolongación de la 

convivencia matrimonial a través del vil dinero. Pareciera que detrás de 

esta iniciativa está el concepto de que podemos promover la lealtad y la permanencia de las 
personas en familia, con un incentivo monetario. Discrepo absolutamente de ese concepto y creo 
que no tendrá el más mínimo efecto en la permanencia de las parejas en matrimonio. Sin 
embargo, se trata de una promesa 

presidencial ¿y quién puede estar en contra del traslado de recursos públicos a los adultos 
mayores, cuyas necesidades ya han sido señaladas por algunos colegas? 


Pero si se quiere promover la institución matrimonial -no en particular la lealtad 

a la persona específica con la que uno está en convivencia matrimonial durante un período-, no 
hay razón alguna para que aquellos que han fracasado en una 

experiencia específica de convivencia matrimonial, pero que han persistido en 
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su lealtad a dicha institución durante 40, 50 o más años, también sean premiados por confiar en 
el matrimonio y por apostar a la convivencia con una pareja. 


En primer lugar, el proyecto original que ingresó al Congreso Nacional sólo contemplaba el bono 
para los adultos mayores que cumplieran -digamos las cosas como son- 50 años 

de matrimonio durante el período presidencial de Sebastián Piñera, mezquindad que 

felizmente ha sido resuelta gracias al trabajo de las 

comisiones. Se le da permanencia al beneficio para todas las parejas de adultos mayores que 


cumplan cincuenta años de matrimonio, desde este año en adelante y no sólo bajo el “reino” del 
Presidente Piñera. Ese es un avance importante que hay que felicitar. 


En segundo lugar -supongo que todos tenemos sedes distritales en las cuales nos 
relacionamos permanentemente con la gente y conocemos sus inquietudes- sabemos que 

el anuncio del otorgamiento del bono por la convivencia matrimonial durante el mensaje del 
Presidente Piñera del 21 de Mayo, fue entendido inmediatamente por las parejas que han 
superado los 50 años de matrimonio, que por 

supuesto serían premiadas por el Estado por esa circunstancia. Sin embargo, el proyecto sólo 
estaba destinado a las que cumplieran 50 años durante este gobierno. 


Felizmente, en las comisiones de Familia y de Hacienda se logró incorporar a las 
que cumplan 60 años, de ahora en adelante, y por este año, a las que cumplan 61 


años. No obstante, persiste una injusticia, que provocará gran frustración en las miles de parejas 
de adultos mayores que hoy tienen 51, 52, 53 o más años de matrimonio, por sus expectativas de 
vida. Es decir, a la pareja que tiene 52 años de matrimonio habría que decirle que debe esperar 
cumplir 60 años para recibir el bono. Como comprenderán los colegas, la probabilidad de 
pervivencia de ambos cónyuges es bastante reducida, porque bastará que uno de ellos 

fallezca para que 

expire el beneficio. Con ello estamos castigando o discriminando a un segmento muy importante 
que se verá frustrado por la no recepción de este beneficio. 


En tercer lugar, me quiero referir a un voto que hice en completa soledad en la Comisión de 
Hacienda y lo quiero reivindicar aquí. Tiene que ver con la discriminación que 

establece el proyecto para las parejas chilenas que han vivido en el exterior durante muchos 
años, las cuales, después de jubilar en Canadá, Argentina, Estados Unidos, 

Suecia o en otro país, deciden regresar al país, pero no son 

calificables para obtener el bono por no haber residido durante los últimos cinco 

años en Chile. Si a ese beneficio puede postular legítimamente una pareja colom- 

biana, peruana o boliviana que se casó en su país, la cual ratificó su matrimonio en Chile muchos 
años más tarde y que vivió aquí durante los últimos cinco años, 
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obviamente tendrá derecho a ese bono. Sin embargo, no obtendrá ese beneficio una pareja que 
partió al extranjero hace 15, 20 o 30 años y volvió hace tres años al país para terminar sus días. 
Por eso voté en contra del requisito que impone a las parejas nacionales la residencia durante los 
últimos cinco años, porque me parece una discriminación odiosa. 


Finalmente, votaré favorablemente el proyecto, porque aun cuando deje frustrada a una parte 
importante de las parejas que tienen más de 50 años de 

matrimonio, es un beneficio que obtendrán miles de familias. Por lo tanto, espero que más 
adelante se restablezca la justicia para todas las parejas que no podrán recibir ese beneficio. 


Muchas gracias, Presidente. 


EXENCIÓN DEL 7% DE SALUD 
20 de julio de 2011 


Señor Presidente, la situación de pobreza de los adultos mayores llevó al país a acometer, 
probablemente, la mayor reforma de los últimos cincuenta años, a 

través de la cual se estableció el Sistema de Pensiones Solidarias, que benefició a más de 
setecientos mil chilenos que recibieron un incremento de sus pensiones en dos o 

tres veces más de lo que estamos discutiendo hoy -un reajuste del 7 por 

ciento en las pensiones- y entregó pensiones a cientos de miles de personas que no tenían 
derecho a ellas. 


Durante la última campaña presidencial, todos los candidatos propusieron profundizar este proces 
eliminación de la cotización de salud de 7 por ciento a favor de los jubilados. 


Frente a ello, el Presidente Piñera envió un proyecto, respecto del cual nosotros teníamos toda la 
disposición de votarlo en contra, porque iba a convertir esta 

promesa en frustración para buena parte de la población, dado que sólo beneficiaría a los 
mayores de 65 años pertenecientes al 40 por ciento más vulnerable de la población. Por lo 

tanto, la alegría de los que recibieran la exención se habría visto anulada por la frustración de los 
que mantendrían el pago de su cotización. 
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En la iniciativa original se proponía un inverosímil escalonamiento del pago, un verdadero 
rompecabezas que producía, según edad y quintil, entre 2011 y 2014, el proceso de 
incorporación a este beneficio. 


La Concertación le envió una carta al Presidente de la República, que se denominó “Agenda 
Social sin Letra Chica”, en la que señalamos que para votar a favor 

de esta iniciativa, se debía incorporar al beneficio de exención del 7 por ciento a 

todos los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias, es decir, los que recibieran pensiones 
menores de 255 mil pesos y que pertenecieran al 60 por ciento de la población más 

vulnerable. Felizmente, el Gobierno acogió esa demanda y envió una indicación sustitutiva. 


En esa carta solicitamos extender el beneficio en favor del resto de la población de adultos 
mayores, en el siguiente sentido: que ellos dejen de pagar el 2 por 

ciento de cotización para licencias médicas, ya que, naturalmente, ningún pensionado hace uso 
de ellas. 


La indicación sustitutiva incorpora en ese beneficio a los pensionados pertenecientes al 
cuarto quintil. Por lo tanto, el 20 por ciento restante queda sin ese beneficio. 


Otro elemento importante dice relación con la necesidad de que el beneficio entre en 
vigencia de una sola vez, es decir, terminar con ese proceso escalonado que generaba tanta 
frustración en los adultos mayores. 


Hay que felicitar al Gobierno en las personas de los ministros de Hacienda subrogante y de 
Salud, porque se terminó con el escalonamiento y se incorporó a todo el universo de 
beneficiarios. 


El proyecto libera totalmente y de una sola vez de la cotización del 7 por ciento 

atodos los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias, a contar del primer día del tercer 
mes siguiente a la fecha de publicación de la ley. Asimismo, 

extiende el beneficio, aunque parcialmente, pues aquellos que no se beneficiaron 

de la eliminación del 7% y pertenecen al 80 por ciento de la población más vulnerable, verán 
reducida del 7 al 5 por ciento su cotización de salud. 


La pregunta obvia -también la formulamos en la Comisión- es por qué no se extiende la 


reducción del 7 al 5 por ciento a todos los pensionados, toda vez que el 2 por ciento de diferencia 


está destinado exclusivamente a las 

licencias médicas, de las cuales no se pueden beneficiar los pensionados. Incluso, los 
fallecidos cotizan el 7 por ciento, porque es descontado de las pensiones de viudez. Los 
recién nacidos también cotizan el 7 por ciento porque el bono que se otorga por hijo, 
convertido en pensión, también está afecto al descuento. 
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Según lo establecido en el proyecto, las pensiones de viudez que no superen los 255 mil pesos, 
también serán beneficiadas con la exención del 7 por ciento. 


Con el diputado Robles presentamos una indicación que tenía por objeto precisar que cada peso 
menos que obtenga el Fonasa como consecuencia de la eliminación de esta cotización, será de 
responsabilidad directa del Estado. Además, presentamos otras indicaciones, que fueron 
declaradas inadmisibles, porque dicen relación con la atribución exclusiva del Presidente de la 
República. 


Propusimos 
que los pensionados con garantía estatal ingresaran automáticamente al Sistema de Pensiones 
porque, no obstante tener pensiones bajas, no están entre ellos. 


Luego, que las pensiones que perciben los exonerados también se beneficiaran con la reducción 
del 7 al 5 por ciento. 


El diputado BERTOLINO (Vicepresidente) -Ha terminado su tiempo, señor diputado. 
Termino, señor Presidente. 


Por último, las pensiones bajas de uniformados y las de invalidez y discapacidad. Hay personas 
que tienen pensiones muy bajas, que no han cumplido los 65 


años de edad, pero que son inválidas o discapacitadas y, por lo tanto, no tienen posibilidades de 
generar recursos adicionales. 


ra 


Por eso, pido al Gobierno que estudie la posibilidad de incorporar a este beneficio de exención 
del 7 por ciento, en particular, a los pensionados por invalidez. 


He dicho, Presidente. 
13 de agosto de 2015 


Señor Presidente, como sabemos, el Presidente Piñera comprometió en su campaña la 
eliminación del 7 por ciento de cotización en salud para los adultos mayores. 


La iniciativa que envió a este hemiciclo disponía la liberación de tal pago para el 40 por 
ciento más vulnerable, y la reducción de 7 a 5 por ciento de la obligación de cotización de salud 
para el 20 por ciento que le seguía. 
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Después de un intenso debate y de un largo trámite legislativo, logramos que el derecho a la 
eliminación de la cotización de salud se extendiera al 60 por ciento más vulnerable, y que la 
reducción de la cotización de 7 a 5 por ciento 

beneficiara al 20 por ciento restante, con lo cual se abarcó al 80 por ciento de la población de 
adultos mayores, en lugar del 60 por ciento, como estipulaba el proyecto original. 


Lo que propone la presente iniciativa es que, en el lapso de quince meses, 

quienes cotizan el 5 por ciento para salud, es decir, el 20 por ciento beneficiado con la rebaja de 
7 a 5 por ciento de dicha cotización, queden liberados del pago. Para ello, al 

día siguiente de publicada la ley, su cotización de salud se verá rebajada a 3 por ciento, y al cabo 
de doce meses dejarán de cotizar. 


En consecuencia, su aporte al Fonasa será sustituido por el aporte directo del 
Estado, lo que beneficiará a 384.841 pensionados en el momento en que el sistema entre en 
régimen. 


Esta medida costará muchísimo dinero, pero el beneficio de mejorar en 5 por ciento las 
pensiones para 384.841 adultos mayores, bien vale la pena. 


El proyecto no se limita a esta ayuda, sino que acoge una demanda transversal, 

generada con mucha fuerza por los pensionados, que 

dice relación con la pérdida que sufrieron del beneficio de la cuota mortuoria al momento de ingri 
al sistema solidario de pensiones. Mediante esta iniciativa, el gobierno de la Presidenta 

Bachelet restituye el derecho a la cuota mortuoria a quienes ya tienen 

el beneficio de la pensión básica solidaria o del aporte previsional solidario de vejez o de 
invalidez. 


Por consiguiente, el pensionado mayor de 65 años podrá estar seguro de que en 
ese momento dramático en que sea llamado por la naturaleza -algunos dirán “por el Señor”-, su 
familia podrá contar con la solidaridad del Estado a través de la cuota mortuoria. 


Además, el proyecto viene a resolver otro problema, también dramático, que 
afecta a aquellos beneficiarios de pensiones de invalidez que, al cumplir los 65 


años de edad, la pierden, razón por la cual deben iniciar el trámite para obtener 

la pensión de vejez. Me refiero al hecho de que mientras se está tramitando su 

pensión de vejez, pero ya expiró la vigencia de la de invalidez, puede producirse un 

espacio temporal en el que esas personas de 65 años podrían quedar sin recibir ningún peso. 


El proyecto resuelve ese problema, pues dispone que el Instituto de Previsión 
Social, de oficio, inicie el trámite de obtención de la pensión de vejez durante el 


+ 137 + 


último trimestre previo al cumplimiento de los 65 años de edad del pensionado, 
de manera de cumplir el compromiso de que éste no quede sin pensión ni un solo día. 


Por último, quiero pedir -fue motivo de discusión en la Comisión de Hacienda- 


que se examine la posibilidad de que el bono por hijo recupere el carácter com- 

pensatorio que tuvo en el espíritu de la iniciativa que lo creó, por lo que no debe 

ser considerado como ingreso cuando se postule a otros beneficios del sistema de pensiones o a 
otros subsidios estatales. 


Gracias, Presidente. 

REBAJA DE CONTRIBUCIONES 
A ADULTOS MAYORES 

14 enero de 2014 


Señor Presidente, trataré de no referirme a mis parientes, como lo hicieron algunos acá, sin 
perjuicio de lo cual quiero aprovechar de saludar a los hijos del diputado Javier Macaya, 
Raimundo y León, a quienes diviso en las tribunas. 


Lo que plantea el proyecto de ley en debate, iniciado en mensaje, responde a una inquietud 
transversal, la cual ha sido abordada varias veces en la Comisión de Hacienda y que surge de un 
concepto muy básico: se paga menos por concepto de contribuciones - 

impuesto territorial- en la medida en que la vivienda tiene 

menos valor, pero se paga más en la medida en que el avalúo fiscal del inmueble es mayor. Ese 
concepto es muy adecuado para quienes tienen sus viviendas como un valor de cambio, es decir, 
que en cualquier momento pueden decidir liquidarlas y trasladarse a otro lugar. 


Sin embargo, ése no es el caso de los adultos mayores, porque a los jubilados les importa menos 
el valor de cambio de la vivienda en que habitan, valor que, por lo demás, no 

tiene correlato alguno con la variación en su nivel de ingresos, porque éstos se 

estancan al momento de la jubilación, en circunstancias de que el valor de la vivienda puede 


crecer y crecer y no tener impacto positivo alguno sobre la calidad de vida de esas personas, sino 
todo lo contrario. 


Durante años solicitamos al Ministerio de Hacienda el envío a tramitación legislativa de un 
proyecto de ley como el que estamos debatiendo, situación por 
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la que felicitamos al Ejecutivo, pero debemos lamentar que lo haya hecho tan 
próximo al término del mandato. En todo caso, por tarde que haya ocurrido, la iniciativa de todas 
maneras es positiva. 


El diputado señor José Miguel Ortiz y quien habla votamos a favor de la idea de legislar, porque 
era indispensable que se debatiera en el Congreso Nacional una fórmula de 
solución al problema del pago de contribuciones de los adultos mayores. 


Sin embargo, a diferencia de lo planteado por el diputado Issa Kort, hay que 

señalar que la propuesta legislativa del Gobierno no beneficia al 60 por ciento de los 
adultos mayores, sino a casi 35.000 adultos mayores que cumplen con los 

requisitos copulativos de ser propietarios de viviendas avaluadas hasta en 100 


millones de pesos, que paguen en contribuciones más del 10 por ciento de sus ingresos y que 
éstos no superen los 550 mil pesos mensuales. 


Algunos diputados planteamos al Gobierno que se debía aumentar la cobertura y 

mejorar la focalización, pero la propuesta del Ejecutivo solo extendió los 

beneficios de 35.000 a 43.000 adultos mayores, porque bajó el umbral del valor de 

la casa, de 100 millones a 75 millones de pesos, por concepto de avalúo fiscal y, sobre todo, 
porque rebajó el tope de 10 a 5 por ciento de sus ingresos. Eso es lo 

que explica que se haya aumentado en 9.000 el número de beneficiarios y que estos se repartan 
de mejor manera. Si en la propuesta original el tercio de los 

beneficiarios estaba concentrado en las comunas más ricas de Chile, ahora solo la cuarta parte de 
los beneficiarios estará concentrada en esas comunas. 


¿Cuál es el problema de la iniciativa, que, a mi juicio, fue elaborada muy a la rá- 


pida? Que no mide de manera adecuada el impacto de la política social. Nosotros estamos 
acostumbrados a aprobar políticas sociales y después a arrepentirnos por las 
consecuencias inesperadas de ellas. En ese sentido, ¿cuál es la 

consecuencia específica de esta política social? Que el costo que representarán los 5 


mil millones de pesos que se destinarán a una política para aliviar el pago de contribuciones de 
43.000 adultos mayores será pagado mayoritariamente por 

las comunas más pobres. Es decir, el beneficio se concentra en las comunas más ricas y el costo 
se concentra en las comunas más pobres. ¿Por qué? Porque, como bien sabemos todos, el 65 por 
ciento de las contribuciones de las comunas más ricas se reparte, a través del fondo que 


redistribuye, según vulnerabilidad, a las comunas más pobres. Por 

lo tanto, el impacto mayor de esta política lo vivirán las comunas más pobres de Chile, que 
pagarán el alivio legítimo a los adultos mayores. El alivio es 

completamente legítimo, pero devolvería el llamado a pensar 
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en el país a la diputada que defiende los intereses de sus electores, porque el costo de esta 
política estará centrado en las comunas más pobres. 


Debemos buscar una fórmula que permita el alivio del pago de contribuciones a los adultos 
mayores. ¿Por qué no pensamos en una cuestión bastante más simple y fácil de comunicar, de 
manera que no ocurra lo que nos dijo el diputado Meza, 

en el sentido de que la gente sentirá que tiene un beneficio y luego se dará cuenta de que no lo 
tiene? Ustedes saben que el umbral para quedar exento del pago de contribuciones es de casi 19 
millones de pesos. ¿Por qué no lo elevamos a 30millones de pesos en el caso de los 

adultos mayores y comunicamos al país que todo adulto mayor propietario de un 

inmueble menor de 30 millones de pesos quedará exento del pago de contribuciones? Les 
aseguro que la focalización de esa política sería mucho mejor que ésta. Les aseguro que 

la comunicación de esa política sería mucho mejor que ésta. Y les aseguro que el costo de esa 
política no lo pagarían las comunas más pobres, como sí ocurrirá con esta política social 
propuesta por el Gobierno. 


¿Por qué no liberamos a las pensiones básicas solidarias del pago de contribuciones? ¿Por qué no 
establecemos que toda pensión básica solidaria no pague impuesto territorial? Esa es otra 
medida que podría tener mejor impacto, porque 

estaría mejor focalizada y porque traería un beneficio que se extendería a todas las comunas de 
Chile y no se concentraría solo en un grupo de ellas. 


Conclusión: debemos encarar el problema del pago de contribuciones de los adultos mayores. En 
ese sentido, está muy bien que el Gobierno haya enviado un proyecto; por ello lo aprobamos en 
general, de modo que esta materia se discuta 

aquí. Pero la fórmula específica propuesta por el Gobierno es mala, porque comunica mal, ya que 
dice que apunta a los sectores vulnerables, en circunstancias 

de que no es así; es mala porque todo el mundo creerá que está beneficiado y no todo el mundo 
lo estará, sino solo 43.000 personas a lo largo de Chile, y es mala 

sobre todo porque el costo del beneficio, concentrado fundamentalmente en las comunas más 
ricas de Chile, lo pagará la gente de Lota, de San Fernando, de Nueva Imperial, de Curanilahue y 
de La Unión. 


Por esa razón, votaré en contra en particular esta iniciativa, porque está mal focalizada, mal 
comunicada y mal conceptualizada. 


He dicho, Presidente. 
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AHORA LA CUARTA EDAD 
19 de octubre de 2017 


Señor Presidente, en primer lugar, quiero reconocer a los autores del proyecto, en particular al 
diputado David Sandoval, quien se ha caracterizado por la defensa de los adultos mayores, al 
menos durante los dos periodos en que he sido parte de esta Cámara. 


Me parece que el establecimiento de la categoría de la cuarta edad es anticipa-torio y 

constata una realidad, cual es que el adulto mayor ha ido tomando protagonismo, ocupando 
espacios y realizando actividades que eran impensadas hace veinte o treinta años para personas 
mayores de sesenta o de setenta y cinco años. 


Ayer, en un club de adulto mayor de Maipú se me acercó una señora chillaneja 
preguntándome: “¿Qué edad cree que tengo?”. Unos setenta y cinco años -le dije. Todos se 
rieron. Ella me dijo, orgullosa: “Tengo noventa y cinco años.”. Y 


agregó: “Todos los miércoles participo en este club y los viernes voy a otro que queda a pocas 
cuadras de aquí.”. 


La vida activa de las personas se ha ido prolongando, y esa tendencia continuará en el futuro. Si 
cerramos los ojos e imaginamos el futuro, es evidente que 

tendremos muchos más adultos mayores en veinte o treinta años más, quienes 

representarán una proporción de la población significativamente mayor que en la actualidad. 


Sin embargo, esto sólo tiene sentido como anticipación a la definición de polí- 


ticas públicas específicamente orientadas a ese segmento, como en materia previsional. Es indisj 
segmento de la Cuarta Edad, ya que después de los ochenta años una persona no tiene, de 
acuerdo con las perspectivas del funcionamiento biológico y sanitario 

actuales, condiciones para generar recursos propios, como sí la tiene la mayoría de los adultos 
mayores de entre sesenta y setenta años, muchos de los cuales agregan recursos a sus pensiones 
mediante un empleo formal o informal. 


Es evidente que esto tiene sentido o lo adquirirá cuando desarrollemos 
programas y políticas específicas para ellos en materia de previsión, de transpor- 
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te y de salud. ¡No puede ser que los adultos mayores de ochenta años todavía tengan 

que levantarse a las seis de la mañana y hacer una fila para pedir hora en algunos consultorios! 
¿Por qué no establecer de manera permanente un sistema diferenciado en los consultorios para 
los adultos mayores, por lo menos para el segmento que estamos definiendo aquí? 


Concurriré con mi voto a apoyar el proyecto, al que luego daré seguimiento, para 
que efectivamente tenga sentido definir políticas públicas orientadas a privilegiar la protección 
de los adultos mayores de la cuarta edad. 


Muchas gracias. 
NUEVO SISTEMA DE AHORRO COLECTIVO19 
23 enero de 2018 


Señor Presidente, la reforma previsional de 2008, gestada durante el primer gobierno de 

la Presidenta Bachelet, estableció el pilar solidario, que hoy 

tiene cerca de 1.400.000 beneficiarios, 600 mil pensiones básicas solidarias y 800 mil aportes 
previsionales solidarios. Como se sabe, la pensión básica fue reajustada hace muy poco y pasó la 
barrera de los cien mil pesos, y el promedio de aporte complementario a las pensiones más bajas 
es hoy de 65.788 pesos. 


La pobreza en adultos mayores, que era del 23 por ciento en 2006, bajó al 6 por ciento en 2015, 
producto justamente de haber establecido la pensión básica solidaria y el aporte 
previsional solidario para las pensiones menores de 300 mil pesos. 


Pero tenemos un problema. 


Primero, por supuesto, hay que aumentar la magnitud y la cobertura del pilar solidario, ojalá 

en el próximo periodo, del 60 por ciento que está cubierto hoy 

día al 80 por ciento. Hay un conjunto muy numeroso de pensiones por sobre los 300.000 pesos 
que, naturalmente, no reciben por 

esa condición el aporte del Estado y cuyos beneficiarios están completamente expuestos a la tasa : 
19 Este proyecto fue rechazado en general por la Cámara de Diputados y por tanto no continuó si 
legislativo. El tema será nuevamente discutido a partir del proyecto de ley de reforma previsional 
comprometido enviar el Presidente Piñera en 2018. 
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que les entrega la AFP, que, como se sabe, en promedio es de 12 por ciento para las mujeres y de 
33 por ciento para los hombres. 


Los principales afectados, por no estar cubiertos por el pilar solidario, son los cientos de miles de 
adultos mayores que tienen pensiones apenas por sobre 300.000 pesos y no reciben ninguna 
contribución del Estado. 


Por eso, no es una solución verdadera la propuesta de simplemente reforzar el pilar solidario. Lo 
que corresponde hacer es lo que propone este gobierno, que, al mismo tiempo de reforzar el pilar 
solidario, establece una cotización adicional a un consejo colectivo público, reforzando el rol del 
Estado para mejorar las pensiones hoy día, no sólo las pensiones de mañana. Eso es lo que 

hace este proyecto, que termina con la exclusividad del ahorro individual y lo 

complementa con un sistema mixto, por fin mixto, de ahorro individual y de ahorro colectivo. 


El diseño, por supuesto, establece un grado de solidaridad en el ahorro y mejora en materia de 
equidad de género, eliminando por completo toda diferencia entre hombres y mujeres derivada 


de la expectativa de vida diferente que tienen ambos géneros. A igual ahorro, igual número de 
cotizaciones e igual magnitud de 

ahorro individual, hoy existe una diferencia muy significativa entre la pensión del hombre y la de 
la mujer, derivada de la diferencia en la expectativa de vida. 


Eso es lo que viene a resolver este proyecto. 


¿Cómo no asumir con entusiasmo la combinación adecuada entre el componente colectivo y 

el fortalecimiento del ahorro individual? Sin ahorro individual no 

tendremos mejores pensiones. Decir lo contrario sería completa demagogia, porque cada vez hay 
menos personas activas por cada persona pasiva, por lo que la 

cotización de los activos no alcanza de ninguna manera a financiar a los pasivos. 


En consecuencia, es imprescindible el ahorro individual. Pero el ahorro no puede ser 
completamente individual; tiene que haber un componente colectivo. 


Eso es lo que se establece en este proyecto de ley: primero, un componente de 

solidaridad intergeneracional, es decir, los que trabajamos hoy día entregamos una porción muy 
pequeña, derivada, por lo demás, de la recuperación de la 

cotización tripartita. Van a volver a cotizar los empresarios, van a volver a cotizar los 
empleadores, que antes cotizaban la totalidad del aporte a la previsión que teníamos los 
trabajadores... (SE CORTA EL MICRÓFONO) 


El diputado ANDRADE, Osvaldo (PRESIDENTE) —Expiró su tiempo, diputado Auth. 
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Dialogar con l@s diputad@s del sector político con el que se identifica el parlamentario, es una 
práctica indispensable para el buen funcionamiento del trabajo político-legislativo. 
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VII 
IMPUESTOS Y DESIGUALDAD 


La necesidad de recaudar recursos fiscales se instaló desde el comienzo del gobierno del 
Presidente Piñera motivada por la demanda de recursos que originó la reconstrucción después del 
27-F y el debate quedó instalado, al punto que durante su gobierno se realizó otro 

ajuste tributario, ya para políticas sociales más permanentes. En 2014 era un diagnóstico muy 
extendido que Chile había sido exitoso 

en el combate a la pobreza pero había fracasado en la reducción de la 

desigualdad, lo que llevaba a concluir en la necesidad de democrati-zar el acceso a la educación, 
equilibrar la relación entre trabajadores y empresarios, y aumentar la solidaridad económica a 
través de los tributos. Eso puso en el centro de la campaña presidencial de 2005 la 

idea de una gran reforma tributaria que permitiera financiar los cambios 

estructurales del sistema educacional chileno comprometidos por Michelle Bachelet. Estas 
intervenciones dan cuenta de la centralidad e intensidad que ha tenido este debate desde 2010 
hasta ahora. 
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IMPUESTOS PARA LA RECONSTRUCCIÓN 


18 de mayo 2010 


Señora Presidenta, hasta las peores tragedias producen algún beneficio indirecto. 


En el caso de la nuestra, el beneficio es evidente: junto con la caída de los muros 

de adobe de las ciudades del centro y sur del país, cayeron muros ideológicos que no eran 
precisamente de adobe. Por primera vez la Derecha se sienta a discutir la reforma tributaria, por 
tímida y provisoria que sea. ¡Bienvenidos a la discusión tributaria! 


También las tragedias abren oportunidades, y hoy se nos abre una para un verdadero debate 
sobre la desigualdad y los tributos. Es evidente que con crecimiento 

sostenido y focalización de programas y políticas sociales, se combate con eficacia la 
pobreza; sin embargo, la desigualdad sólo puede ser reducida con mayor 

solidaridad económica y con mayor transferencia de derechos a los trabajadores, para que 
disputen, en una posición más equilibrada, la distribución del excedente. 


Nosotros tenemos una incomodidad mayor con este proyecto, porque bajo la 

denominación de financiamiento para la reconstrucción se nos plantean mecanismos 

de recaudación provisorios y otros de liberación y alivio tributario permanente. De 

aprobarse estos planteamientos, pasado el gobierno de Sebastián Piñera, el Estado de 

Chile tendrá menos recursos para atacar las necesidades de desarrollo social y económico del 
país. 


Desde ese punto de vista, sin pretender agredir a nadie, advierto que esta propuesta es 
esencialmente mezquina, porque piensa exclusivamente en los dos años venideros y 

no en lo que vendrá, cualquiera sea el color del gobierno que siga. El diputado señor Edwards 
recordó lo dicho por el alcalde de New Or-leans, pero no agregó que el mismo alcalde le dijo al 
Presidente Piñera que la reconstrucción no era tarea de uno, ni de dos, ni de tres, ni de 

cuatro años, sino que era tarea de diez años. Y por mucho que sea el voluntarismo del Presidente, 
las tareas que tenemos por delante serán bastante más largas y necesitarán de recursos 
permanentes, amén de que si queremos atacar también la desigualdad, necesitamos mayor 
solidez económica, pero permanente y no de un día, de un mes o de un par de años. 
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Si nos comparamos con Suecia, dos países muy distintos, en el coeficiente de 

Gini, que mide desigualdad económica, antes de impuesto ambos presentamos niveles muy 
similares de desigualdad, pero después de impuestos, Suecia pasa a ser uno de los países más 
igualitarios del mundo y Chile se queda exactamente en el lugar privilegiado que ocupa en el 
ranking de la desigualdad planetaria, como uno de los países más desiguales del continente y del 
mundo. 


Hemos planteado que la elevación del impuesto de primera categoría debe ser permanente. Pero 
esto no ha sido escuchado por el Gobierno y mantendrá su posición inicial de elevarlo tres puntos 
el primer año, un punto y medio el segundo, para después volver a la situación original. Esto nos 
llevará a abstenernos al momento de la votación. 


Votaremos favorablemente el incremento del impuesto específico al tabaco; de igual forma 


procederemos con la autorización para integrar a ingresos generales de la nación 600 millones de 
dólares provenientes de la ley Reservada del Cobre, pero recordando el compromiso de 

campaña de derogar esta anomalía que 

representa el hecho de que directamente, de los ingresos del cobre, se financien las 

Fuerzas Armadas y no a través del presupuesto normal de la nación. 


También concurriremos con nuestro voto favorable a la reducción del impuesto de timbres y 
estampillas, aunque queríamos que fuera más focalizada. Lamentablemente, esto no fue 
escuchado por el Gobierno. 


El establecimiento de límites a los depósitos convenidos también contará con nuestro apoyo. En 
este punto, destaco que junto con los diputados de 

Renovación Nacional impedimos que se elevara el umbral de los beneficios, toda vez que se 
perdía la focalización al favorecer con esta liberación de impuestos a sectores mucho más 
amplios de la población. 


Lo mismo en relación con las modificaciones al DFL N° 2. Con Renovación 

Nacional concurrimos a impedir que se extendieran de dos a tres las propiedades 

beneficiadas con esta exención; lamentablemente, no se aprovechó de corregir 

la distorsión que permite que grandes propietarios de viviendas se beneficien de esta exención 
tributaria, que fue concebida para favorecer la adquisición de la primera vivienda en un período 
en que predominaban los arrendatarios; hacía falta que los chilenos fuesen propietarios. 


Por último, anuncio que votaremos en contra de la modificación al impuesto específico a la activi 
la discusión sobre este tributo no puede ser de carácter técnico, como lo sería 
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respecto de cualquier modificación tributaria. Este es un tema sentido, reconocido e identificado [ 


Efectivamente, es un problema de Chile el hecho de que hoy la minería privada 
obtenga utilidades a partir del uso del subsuelo que es propiedad nacional y deje en el país una 
proporción muy reducida de sus utilidades. 


Si bien la minería privada corresponde a más de dos tercios de la producción nacional de cobre, 
el aporte en recursos que hace al Estado es menos de un tercio. 


Esa situación requiere una corrección de fondo. 


¿Por qué estamos en contra de esa medida en particular? Porque ofrece ocho años de 
invariabilidad tributaria a cambio de sólo dos años de incremento del impuesto, en 2010 y 2011, 
para volver de nuevo a la situación original. ¿Cómo podemos entregar ocho años de 
invariabilidad tributaria por sólo 600 millones de dólares? Se ha dicho que entregamos 12 años 
de invariabilidad tributaria. Es cierto, pero a cambio de 12 años de aplicación de un nuevo 
impuesto, de cero a 4 por ciento y, luego, subiéndolo a 5 por ciento. Ahora hablamos de dos años 
de recursos para la reconstrucción a cambio de extender, desde el 2017 al 2025, la invariabilidad 


tributaria. 


Francamente, espero que a los estimados colegas les tiemble la mano a la hora de 

apretar el botón verde para entregar ocho años más de invariabilidad tributaria, ocho años más 

de una situación inicua, sin ninguna relación entre lo que obtie-nen los privados del suelo chileno 
y los beneficios que dejan al país. 


He dicho, Presidenta. 
MÁS IMPUESTOS A LA MINERÍA 
13 de octubre de 2010 


Señor Presidente, hace varios meses votamos en contra un proyecto del Gobierno, que tuvo un 
entusiasta respaldo de los diputados de la Alianza, que buscaba 

recaudar 600 millones de dólares para la reconstrucción, entregando ocho años más de 
invariabilidad tributaria para las empresas que se acogieran voluntariamente a un nuevo esquema 
tributario, de un modesto 3,5 al 9 por ciento, según nivel de utilidades. 
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Se nos dijo aquí -lo escuchamos de boca de los ministros-, con un énfasis de verdad digno de 
mejor causa, que con menos años de invariabilidad las empresas no se acogerían al nuevo 
sistema y que si se subían un poco más los impuestos 


“mataríamos a la gallina de los huevos de oro”. Pues bien, ahora no se recaudan 

600 sino un poco más de mil millones de dólares, entregando seis años de invariabilidad. Por supi 
no se escucha a nadie que repita el argumento de que no hay incentivos para acogerse al nuevo 
sistema. La tasa ya no es de 3,5 a 9 sino de 5 a 14 por ciento y pueden estar seguros que la 
gallina va a seguir cacareando y poniendo huevos como siempre. 


Hay tres constataciones indesmentibles -probablemente, los colegas Ernesto Silva y Mario 
Bertolino intenten desmentirlas de todas maneras-: la primera es que el aporte actual que hace la 
minería privada al desarrollo del país es 

completamente insuficiente e inadecuado respecto del principio rector que es que el cobre le 
pertenece constitucionalmente a los chilenos. 


La segunda -nadie lo ha puesto en duda aquí- es que el proyecto consensuado es 
significativamente mejor que la situación actual y mucho mejor que la propuesta que el Gobierno 
presentó hace pocos meses. 


La tercera, a mi juicio, indesmentible, es que lo que se somete hoy a votación 

es completamente insuficiente para resolver el tremendo desequilibrio entre el 

aporte de la minería privada al país y los beneficios que obtiene de la explotación del cobre, que 
es chileno. 


Pero para decidir nuestro voto, debemos considerar, en primer lugar, que todo 


el avance, entre el proyecto que ingresó a la Cámara y votado en contra por la 

Concertación y a favor por los diputados de Renovación Nacional y de la UDI, se debe 
precisamente a nuestra presión. Eso expresa una paradoja que no he visto en ninguna parte del 
mundo: por una parte, una Oposición que busca leyes que permitan al Gobierno 

obtener el máximo de recursos posibles para resolver los problemas sociales y de desarrollo, y, 
por otra, un Gobierno que no sólo se resiste a aceptar más recursos, sino más bien quiere 

limitar los recursos para enfrentar los problemas del desarrollo. Es decir, un Gobierno que quiere 
menos impuestos y una Oposición que quiere más impuestos. Me pregunto, ¿qué ha- 

bría pasado si no hubiera una Oposición decidida, antipatriota, como la calificó violentamente un 
importante ministro por haber votado en contra el proyecto original del Gobierno? Pues bien, 
Chile -lo puede refrendar cualquiera-, habría perdido varios miles de millones de dólares en 

esta década para resolver problemas sociales y de desarrollo. Imaginen si hubiéramos votado a 
favor la propuesta original del Gobierno, junto con los diputados de la Alianza, cuando ésta 
ingresó 
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a la Cámara. Felizmente, la votamos en contra; felizmente, los senadores de la Concertación la 
votaron en contra. 


Hoy, podemos expresar, al menos, que hicimos un sustantivo avance respecto de 

la propuesta original del Gobierno. Pero si hoy votáramos en contra las modificaciones del Senad 
por esto mismo que he dicho, estaríamos votando en contra de nuestros propios logros: haber 
forzado al Gobierno a incrementar al doble el 

impuesto específico a la minería, a comprometer con claridad recursos para la 

reconversión económica y el desarrollo de las regiones y a abrir, por fin, la discusión sobre el 
decreto ley N° 600, ya sobrepasado por la historia y el desarrollo económico y la apertura social, 
cultural y económica de Chile al mundo. 


Quiero aclarar, porque de pronto aquí se cae en confusiones, que la alternativa 

a las modificaciones del Senado no es la tributación minera de Australia. No estamos eligiendo 
entre aprobarlas o establecer un esquema tributario como el de Australia: estamos optando entre 
aprobarlas o consagrar el esquema vigente, es decir, mantener un 4 por ciento hasta 2017 y un 5 
por ciento desde 2018 en adelante. Ésa es la invariabilidad tributaria para los nuevos proyectos. 
Eso es lo que ocurriría si votáramos en contra, porque continuaría rigiendo la ley actual y 

ésta asegura invariabilidad a alguien que pone un proyecto hoy a cinco años y luego corre la 
invariabilidad hasta más allá de 2030. 


Sin embargo, no nos engañemos, la tributación de la minería privada, después 

de aprobadas las modificaciones del Senado, continuará siendo muy insuficiente. Pero no 
podemos votar en contra de una tributación mayor porque no conseguimos una tributación 
justa; no podemos negarnos a subir dos peldaños de laescalera con el pretexto de que no 
llegamos a la cima. Sería una paradoja 

terrible que las modificaciones se aprueben con los votos de quienes no querían 

incrementar significativamente los tributos y se vieron obligados a hacerlo, y con el rechazo de 


quienes pensamos que debemos reducir este 

desequilibrio inaceptable entre lo que aporta la minería privada al desarrollo del país y lo que se 
lleva por concepto de utilidades. Por eso, invito a todos mis colegas de la Oposición a 

valorar lo que hicimos votando a favor el proyecto, pero al mismo tiempo reafirmando nuestro 
compromiso de seguir trabajando hasta que Chile cobre una renta justa por el cobre, que le 
pertenece a todos los chilenos. 


Porque la aprobación de esta iniciativa no me libera, como al diputado Monckeberg, 

de la responsabilidad de lo que deberé decirles a mis hijos y nietos en el futuro. Después de 
aprobar esta ley, me seguirá resultando difícil explicarles por 

qué no defendimos adecuadamente el interés de los propietarios del cobre, que son todos los 
chilenos, para que al menos la mitad de las utilidades obtenidas de 
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su explotación fueran a resolver los grandes problemas sociales, económicos y el desarrollo de 
Chile. 


Cuando mis hijos y mis nietos me pregunten por qué los adultos mayores siguen cotizando el 7 
por ciento en salud, por qué los discapacitados no tienen gratuidad en el transporte público, por 
qué las asignaciones familiares siguen siendo tan escuálidas, no me resignaré jamás a 

decirles que este Congreso no pudo concordar una ley que posibilitara una 

distribución equitativa de las utilidades que genera el cobre chileno. 


Por eso votaré a favor el proyecto, porque representa un avance. No obstante 

ello, comprometo aquí mi esfuerzo para que esto termine en una ley definitiva que permita una 
distribución equitativa de las utilidades del cobre entre las empresas que invierten y 

trabajan este mineral y sus propietarios, que somos todos los chilenos. 


Gracias, Presidente. 
DESIGUALDAD Y NECESIDAD 
DE REFORMA TRIBUTARIA20 
11 de abril de 2012 


Señor Presidente, todo Chile comparte -me imagino que en la Cámara no hay dos opiniones- que 
nuestro principal problema es la desigualdad. Los discursos de campaña de los candidatos 
presidenciales, los emanados de este Congreso, las informaciones emitidas por los 

medios de comunicación y los observadores internacionales, señalan que Chile es un país exitoso 
en materia de crecimiento y focalización de sus políticas sociales y que ha logrado reducir la 
pobreza de manera significativa en las últimas dos décadas. Sin embargo, todos debemos 
reconocer que, si bien hemos sido capaces en reducir la pobreza, no hemos sido efectivos en 
reducir la desigualdad. 


20 Intervención en Sesión Especial solicitada por la Oposición de entonces para fijar posición 
sobre la necesidad de una verdadera reforma tributaria que, más tarde, se convertiría en uno de 
los ejes del programa de gobierno de Michelle Bachelet. 
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Es cierto que la pobreza se combate, de manera eficaz, con crecimiento económi-co y con 
políticas y programas sociales bien focalizados. En cambio, la desigualdad se combate con 
mayor solidaridad económica a través de los tributos y con la extensión de derechos económicos 
sociales, de modo de generar relaciones de 

mayor equilibrio entre capital y trabajo, a fin de que la distribución de los excedentes se pueda 
disputar en mayor igualdad de condiciones. 


Como militante de un partido miembro de la Concertación y solidario con la obra llevada a cabo 
por los gobiernos de ese conglomerado durante 20 años, 

estoy convencido de que avanzamos muchísimo en la reducción de la pobreza, pero - 

repito- avanzamos muy poco en reducir la desigualdad y en extender los derechos sociales y 
laborales, con el propósito de establecer relaciones de mayor equilibrio entre capital y trabajo. 


Hay quienes sostienen -lo han señalado algunos parlamentarios aquí y, probablemente, lo 
escuchemos del propio ministro de Hacienda- que no hay relación entre reducción de la 
desigualdad y tributos. Si así fuera, nadie entendería por qué Chile y 

Suecia exhiben, antes de aplicar impuestos, cifras prácticamente 

iguales según el coeficiente de Gini. Lo que sucede es que, luego de aplicados, Chile pasa a 
integrar el grupo de los países más desiguales del mundo, mientras que Suecia el de los países 
más equitativos. Ello habla de un sistema tributario 

neutro, que no hace otra cosa que confirmar las desigualdades existentes, porque cada uno 
aporta, más o menos, en similar proporción de lo que genera. 


La verdad es que los sistemas tributarios son un poderoso instrumento de reducción de la 
desigualdad, siempre que tengan carácter progresivo, es decir, que graven más a los que tienen 
más y graven menos a los que tienen menos. 


El Gobierno tiene una tremenda oportunidad, porque lo habitual en política, en Chile y 
en el mundo, es que los gobiernos pidan más recursos para aplicar polí- 


ticas sociales y que la Oposición se los niegue, para que no puedan desarrollar 

completamente sus programas. Si examinamos lo que ha ocurrido en estos dos años del gobierno 
del Presidente Piñera con todas las propuestas de generación de recursos para que el Estado 
ponga en movimiento sus políticas y programas sociales, constataremos que cuando el Gobierno 
ha venido a pedir recursos adicionales ha ocurrido algo rarísimo en el mundo: que en lugar de 
irse con menos, como suele suceder en todos los parlamentos del mundo, de aquí ha salido con 
más. Eso ocurrió durante la discusión del mal llamado royalty, 

el impuesto específico a la minería, y también con la discusión del aumento tributario para la reco 
que la Oposición quería hacer permanente una elevación de impuestos, 

que el Gobierno quería transitoria. Es muy probable que esa discusión 
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que tuvimos con ocasión de los recursos para la reconstrucción se vaya a repetir en unas semanas 
más, porque el Gobierno vuelve a la tasa que nosotros quisimos permanente y que él quiso sólo 
transitoria, lo que sería un digno reconocimiento a la anticipación de la Oposición en materia del 
diseño de generación de recursos fiscales para desarrollar políticas efectivas de combate a la 
desigualdad. 


¿Por dónde deberíamos transitar? Es evidente que el primer problema que tenemos que resolver 
es que las rentas del capital tributen sobre la base de las utilidades devengadas y se extinga 
gradualmente -naturalmente, nadie quiere generar crisis- el Fondo 

de Utilidades Tributables, el llamado FUT, porque de manera bastante frecuente es usado - 

lo confirmará el director del Servicio de Impuestos Internos- para reducir la carga tributaria de 
quienes generan grandes utilidades. 


También es evidente que el impuesto de primera categoría es bajo. Si nos comparamos con los 
países con los que solemos medirnos en muchas materias 


-pero con los que rehuimos contrastarnos en lo tributario-, especialmente en el 

nivel de crecimiento y de ingreso per cápita que tenían esos países hace algunos años, cuando 
tenían ingresos equivalentes a los de Chile, comprobaremos que la 

tasa de impuesto de primera categoría resulta muchos puntos más baja que la de prácticamente 
todos los países de la OCDE. 


Finalmente, le digo al ministro de Hacienda, por intermedio del Presidente, que si envía un 
proyecto de reforma tributaria que genere los recursos necesarios para resolver los grandes 
problemas sociales de Chile contará con los votos entusiastas de la Oposición, tanto en la 
Cámara de Diputados como en el Senado. 


He dicho. 
AJUSTE TRIBUTARIO DEL PRESIDENTE PIÑERA 
8 de agosto de 2012 


Señor Presidente, para nadie es un misterio que en los últimos años Chile ha cambiado, que 

la demanda por igualdad ha crecido exponencialmente y que se instaló en la sociedad un 
debate sobre la necesidad de una reforma tributaria que contribuya a acortar las distancias entre 
ricos y pobres. 


Aquí ha habido un debate político entre los que plantean que estamos ante una reforma 
tributaria y los que sostienen que se trata de un perfeccionamiento tributario. 
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Es evidente que cuando la Oposición hace una propuesta para incrementar la 
carga fiscal en 3 o 4 puntos del PIB -similar al incremento que tuvo lugar durante 


el gobierno de Aylwin, que supuso aumentar la recaudación en 2,5 puntos del PIB- 
, está hablando de una reforma tributaria, es decir, de allegar significativos recursos adicionales 
para resolver significativos problemas sociales pendientes. 


Pero muchos en la Alianza han planteado públicamente, tal como le escuché decir a 

mi colega el Presidente de la Comisión de Hacienda en una conferencia 

de prensa, que el Estado tiene suficientes recursos, por lo que no debería pedir la generación de 
recursos adicionales. Y el Gobierno, siguiendo esa línea, optó por un 

perfeccionamiento tributario, que, en el balance entre los incrementos y 

las rebajas, significará recaudar exactamente 0,3 puntos adicionales del PIB, si tienen el éxito 
previsto -espero que lo tengan- las medidas contra la elusión. 


¿Pero de qué perfeccionamiento se está hablando? ¿Cuál es la regresividad o progresividad del 
perfeccionamiento puesto sobre la mesa? 


Es positivo que el ministro de Hacienda, aunque con dos años de retraso, haya 

reconocido finalmente que era bueno para Chile mantener el impuesto de primera categoría en 20 
por ciento. Ese debate ya lo tuvimos cuando se discutió la ley 

de reconstrucción. El Gobierno quiso que fuera provisorio; nosotros, que fuera permanente. Hoy, 
el Gobierno está proponiendo que sea permanente y, por supuesto, debemos concurrir a 
aprobarlo. 


También debemos concurrir a aprobar las medidas que impedirán la elusión a 

quienes deben hacer su contribución al país. Como se sabe, cuando se obstaculiza un camino, los 
tributaristas buscan otro. Por eso, se debe complementar la 

normativa, con el fin de que la elusión se reduzca a niveles internacionalmente razonables. 


Tampoco recibí con alegría que parte de las medidas que estaban en el paquete original en 
contra de la elusión haya sido retirada por las presiones de los parlamentarios de la Alianza. 


Se propone rebajar el impuesto a la renta. Es bueno que los televidentes en-tiendan que 

el proyecto contempla aproximadamente 1.800 millones de dólares adicionales en recaudación y 
cerca de mil millones en pérdidas por concepto de los tributos que actualmente genera el Estado. 
Ello produce un balance positivo de entre 800 a 900 millones de dólares, dependiendo del año de 
recaudación. 


El mensaje -reitero- señala que se quiere rebajar el impuesto a la renta a las personas, para 
aliviar a la clase media. Cuando uno observa el efecto de las rebajas propuestas, se encuentra con 
dos datos importantes. Primero, el diputado 
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Burgos y todos quienes estamos presentes en esta sesión tendremos a fin de año un millón y 
medio más de pesos líquidos en los bolsillos. Eso vale no solo para los diputados de 

la Oposición, sino también para los de la Alianza que están aquí sentados. Por lo tanto, esta 
reforma, o más bien esta rebaja del impuesto a la renta significa - 


repito- un millón y medio de pesos más líquido en los bolsillos para todos nosotros, incluyendo a 
los ministros y a todas las autoridades del país. 


El 2 por ciento de los mayores ingresos de Chile se lleva la mitad de la rebaja por concepto de 
impuesto a la renta, que alcanza a casi 500 millones de dólares. Es decir, 250 millones de dólares 
van directamente a los bolsillos del 2 por ciento más rico de la población, en circunstancias de 
que Chile está pidiendo mayor equidad y acortamiento de la distancia entre ricos y pobres. 


Cuando se plantea la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, el ministro 

de Hacienda nos dice que solo el 0,3 por ciento de los beneficiarios son megaempresas, o 

que solo el 1,5 por ciento son grandes y megaempresas. Pero no nos dice que el 82 por 

ciento menos que va a recibir el Estado por concepto de impuesto de timbres y estampillas será 
dinero que se ahorrarán las grandes y 

megaempresas, es decir, el 1,5 por ciento de los beneficiarios. En consecuencia, el 98,5 por 
ciento de las restantes entidades recibirá solo el 18 por ciento del ahorro que significará esta 
rebaja de impuestos. 


Por otra parte, el Gobierno ha dicho -así lo han señalado algunos parlamentarios, 
particularmente el diputado Joaquín Godoy- que ha habido mucho diálogo. Sin embargo, 

al contrario de lo ocurrido con otros proyectos, esta iniciativa llegó sin conversaciones previas al 
Congreso Nacional. Transcurrieron, además, más de noventa días sin que se estableciera 
conversación alguna. 


Recién en las últimas dos semanas, el ministro de Hacienda abrió un diálogo con 
parlamentarios de la Comisión, del cual surgieron algunas modificaciones y po- 
drían haberse originado otras. ¿Cuáles fueron las modificaciones que surgieron? 


Primero, se retiró un impuesto verde, que francamente era un impuesto gris, porque no 
incentivaba la conducta de reciclaje. Ello fue una opinión transversal no solo de los gremios, sino 
también de todos los parlamentarios. Pero lo que hace el Gobierno al retirarlo es enmendar un 
error cometido, en lugar de presentar las indicaciones que estaban preparadas -según nos dijo el 
ministro- para convertir ese impuesto gris en uno verde. 


Segundo, se retiran las medidas contra la elusión, lo cual se traduce en 

menos recursos para el fisco. Me imagino que se habrá debido a la presión de los 
parlamentarios de la UDI. Tercero, se retira la rebaja de aranceles, lo cual fue propuesto por la 
Oposición; es una medida que se saluda. Y cuarto, el ministro 
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de Hacienda se abrió a la posibilidad de conversar respecto de terminar con la 

discriminación que significa otorgar un crédito a las familias de clase media que paguen por la 
educación de sus hijos, sin establecer el mismo crédito para las familias que llevan a sus 

hijos a la educación pública gratuita. El hecho de que el Estado les pague a 

las familias que trasladen a sus hijos a la educación particular subvencionada o pagada, es un 
incentivo absolutamente perverso que va en contra de la idea nacional de recuperar la 


educación pública. Una medida como esa es un verdadero golpe de gracia a la educación pública. 
Por ello, invito a los diputados de la UDI y de Renovación Nacional que aún tienen un 
sentimiento hacia la educación pública, a reflexionar, de modo que no le den este golpe de 
gracia, ni den una señal a los chilenos de que el Estado les va a pagar por trasladar a sus hijos 
para que haya más lucro en la educación particular subvencionada o particular pagada. Por favor, 
con la mano en el corazón -parafraseando a 

nuestro joven colega liberal de Renovación Nacional-, piensen en la educación pública y no 
contribuyan a darle ese golpe de gracia. 


Por último, muchos me han dicho que hay que votar en contra en general el 

proyecto. Pienso que para que podamos votar las alzas de impuestos, hay que aprobarlo en 
general. No quiero que Jovino Novoa, que no ha querido ningún incremento de tributo, celebre 
porque es la Oposición la que ha cerrado la discusión respecto de tributos. Ahora bien, 
independientemente del resultado que se 

obtenga, el tema de la verdadera reforma tributaria estará puesto en la campaña presidencial de 
2013. 


Muchas gracias, Presidente. 
4 de septiembre de 2012 


Señor Presidente, ni en su peor pesadilla los diputados de la Unión Demócrata 

Independiente imaginaron que su Gobierno los llevaría a votar un incremento de impuestos. Van 
a concurrir -me imagino, con el entusiasmo de quien respalda a un Gobierno que es suyo- 

a aprobar un proyecto que involucra, tímidamente, un aumento de tributos, en particular, el paso 
del 17 al 20 por ciento en el impuesto de primera categoría,. Cuando tuvimos aquí el debate 
sobre la reconstrucción, planteamos que este aumento debía ser permanente, porque las 
necesidades del país son permanentes y no coyunturales. En esa oportunidad, el ministro de 
Hacienda se negó, pero hoy viene a pedir nuestro voto para que aprobemos un au- 
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Hace algunos meses, los diputados de la UDI Ernesto Silva y Gustavo Hasbún, le dijeron al país 
que el Estado tenía recursos de sobra para resolver las 

necesidades del país y que no era necesaria la más mínima modificación tributaria. Al 

final, probablemente, por razones que tengan que ver con una nueva sensibilidad de la 
ciudadanía en Chile, el Gobierno envía un paquete de medidas misceláneas que constituyen un 
ajuste llamado en el proyecto “perfeccionamiento tributario”, comunicado de 

manera bombástica, como suele hacerlo, como una reforma tributaria. 


Debo decir categóricamente que ésta no es una reforma tributaria, sino un 
perfeccionamiento del sistema tributario, tal como señala el título del proyecto. De 
ninguna manera es nuestra reforma tributaria, lo que significa que queda pendiente, para 
noviembre de 2013, la decisión de la ciudadanía sobre una verdadera 


reforma tributaria, tanto respecto de su magnitud como de su focalización. Digo 

esto, porque la magnitud de recursos que se requiere para enfrentar los grandes problemas 
sociales, en particular, la educación, dista mucho de los montos involucrados en este proyecto y 
que, originalmente, representaban 0,3 por ciento del PIB, los que se aumentaron a cerca del 0,5 
por ciento del PIB gracias a las modificaciones que conseguimos. 


Dicho esto, esta reforma logró, gracias a la Oposición, que el Gobierno moderara sus 
expectativas ideológicas, neutralizando el efecto de algunas medidas 

francamente atentatorias contra la dignidad de la educación pública. Me alegro de que, 
finalmente, el Gobierno haya vencido la presión ideológica que lo llevó a querer decirles a los 
chilenos que se les iba a pagar 100.000 pesos por hijo a quienes trasladaran a uno de los 
suyos desde la educación pública a la particular pagada. 


Asimismo, saludo la flexibilidad demostrada por el ministro de Hacienda al focalizar un poco 
más la regresiva distribución planteada a través de la reducción 

del impuesto a la renta y que era absolutamente insuficiente, de acuerdo con nuestras 
expectativas. 


Debo decir que lo que está en juego para mañana no es saber sólo de cuántos recursos 
dispondremos, sino qué haremos con ellos. Es decir, debemos determinar si apuntan a 

realizar reformas estructurales de nuestra educación o a retrotraer la permanente tendencia a la 
privatización que está instalada en Chile desde hace bastante más de veinte años y que 

fue cohonestada por nuestros gobiernos y 

profundizada por el actual. Es preciso saber si avanzamos, efectivamente, hacia un modelo de 
educación gratuita y de calidad para todos los chilenos, para lo cual se necesitan recursos. 
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Por eso, es imprescindible allegar los recursos que se consideran en el proyecto y que fueron 
aumentados, llegando a la suma de 1.300 millones de dólares, los 

que serán invertidos en la forma en que el pueblo lo determine el próximo 13 de noviembre de 
2013, para cambiar estructuralmente nuestro sistema educativo y, además, 

generar una verdadera reforma tributaria que permita transformar a Chile en un país más justo. 


He dicho, Presidente. 
CRÍTICA AL IMPUESTO A LOS COMBUSTIBLES 
11 de septiembre de 2012 


Señor Presidente, la Comisión de Hacienda rechazó el proyecto por considerar que era el mejoral 
de un mejoral. 


Hace dos años, criticamos los amplios rangos establecidos en el Sipco para rem-plazar el Fondo 
de Estabilización del Petróleo, ya que ello produciría una tardanza a la hora de operar. Hoy, 
nos abocamos al estudio de un proyecto del Gobierno que estrecha esos rangos, a fin de que el 


Sipco opere con mayor velocidad. 


Debo recordar que el impuesto específico a los combustibles fue establecido 

para la construcción de carreteras y para su mantención, razón por la cual siempre se aplicó a los 
conductores que hacen uso de ellas. Como todos saben, el uso de las carreteras se paga hoy a 
través del peaje, por lo que el fundamento original de ese impuesto desapareció. 


Entiendo que siguen vigentes dos razones importantes para mantenerlo: primero, 

la enorme cantidad de recursos que genera ese impuesto para el fisco -es decir, estamos frente a 
un asunto de recaudación-; segundo, el consumo de combustible 

tiene externalidades ambientales negativas. Así como ocurre con el tabaco y el alcohol, no es 
irrazonable establecer un impuesto específico a los combustibles. 


Lo que resulta completamente inaceptable e incomprensible es que ese 
impuesto específico lo paguen sólo los conductores de taxis, de colectivos y de vehí- 


culos particulares, y no hagan lo propio quienes utilizan retroexcavadoras en faenas mineras y 
otras maquinarias que laboran en diversas actividades productivas, a pesar de que 
consumen el 80 por ciento del combustible usado en Chile. 
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Si universalizáramos su aplicación, podríamos reducir el impuesto específico de los combustibles 
a la cuarta O a la quinta parte. 


A estas alturas del siglo, francamente no entiendo por qué subsiste la distinción entre el consumo 
de combustible en carreteras y caminos y el consumo de combustible en las actividades 
industriales en general. 


Reitero, hace dos años dijimos que lo que se proponía era un mejoral, pero lo que se propone hoy 
es el mejoral de un mejoral. Debemos adoptar una solución de fondo, y ella pasa por la 
universalización en la aplicación del impuesto a todos los consumidores, lo que 

permitiría reducirlo a la cuarta parte. En 

la actualidad, del total del precio de un litro de combustible, 255 pesos corresponden 

al impuesto específico. No obstante, si todos pagáramos ese impuesto, este solo alcanzaría a 55 
pesos; es decir, la rebaja alcanzaría a 200 pesos por litro. 


Se nos dice que debemos aprobar el proyecto, porque significará rebajar en 25 


pesos el impuesto específico a los combustibles, lo que representa el 3 por ciento 

del valor pagado por el consumidor de gasolina. Ese porcentaje no justifica tanto drama y 
tanta presión indebida ad portas de las Fiestas Patrias. Lo que corresponde es que 

nos hagamos cargo del problema estructural, caso en el cual el Congreso concurriría a 
examinarlo de inmediato. 


La UDI, que hoy apoya con mucho entusiasmo este mejoral, juntó firmas a lo largo de Chile para 


exigir una solución de fondo a esta situación. Por lo tanto, le pido que sea consecuente y que nos 
ayude a pelear la rebaja efectiva del impuesto específico por la vía de universalizar su 
aplicación. 


He dicho. 
17 de diciembre de 2014 
Señor Presidente, este proyecto tiene dos iniciativas completamente distintas. 


La primera es muy fácil e indiscutible: resuelve la incertidumbre jurídica que 

existe respecto de la condición insular y de aislamiento extremo que afecta a 

Rapa Nui y clarifica la exención tributaria que beneficia a las personas naturales domiciliadas o 
residentes en ella. 
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La segunda es muchísimo más compleja, porque el inciso primero del artículo único de la ley N° 
20.658, aún empieza con la palabra “excepcionalmente”, pero ocurre que se ha mantenido en el 
tiempo, debido a lo cual hoy estamos aprobando un proyecto de ley que prorroga por cuatro años 
más una situación excepcional, relacionada con el reintegro parcial del impuesto al 

petróleo diésel para las empresas de transporte de carga. 


Claro, sigue siendo excepcional porque, a mi juicio, el Estado no ha hecho lo que tiene la 
obligación de hacer: revisar las características y la pertinencia del 

impuesto específico a los combustibles. ¿En qué sentido? El impuesto específi-co a los 
combustibles, que se creó en 1986, con el objeto de reconstruir el país después del terremoto de 
1985, grava a todos los vehículos que circulan por las 

carreteras. Su propósito era recaudar los recursos necesarios para la reconstrucción y mantención 
de las carreteras. 


Pero ocurre que 30 años después de su creación las carreteras son financiadas por 

quienes circulan por ellas y, por lo tanto, el impuesto al uso de las carreteras, no 

es otro que el peaje. Sin embargo, se sigue cobrando el impuesto específico solo a los vehículos 
que circulan por las carreteras. Pero las retroexcavadoras -que están tan de moda- que se 
utilizan en las faenas mineras no pagan el impuesto 

específico a los combustibles; las camionetas de transporte en los aeropuertos tampoco lo hacen. 


Entonces, la primera pregunta que cabe formularse es: ¿persiste la razón que explica la 
discriminación respecto de este impuesto, que sólo pagan los vehículos que circulan por las 
carreteras? Francamente, no hay razón alguna para que persista tal discriminación. 


Dicho esto, tenemos una situación excepcional, que es bastante justificada, que 

beneficia al transporte de carga y, por tanto, a las familias más vulnerables, porque el valor del 
transporte incide de manera determinante en el precio de la canasta familiar de las personas 
más vulnerables, que incluye frutas, hortalizas y verduras, que evidentemente subirían de precio 


si no existiera este reintegro. 


Por lo demás, está muy bien concebido porque se reintegra el 80 por ciento a los pequeños, y en 
una gradación según tamaño de la empresa va luego a 70, a 52,5 


y a 31% a las más grandes. Es decir, tiene un sentido redistributivo, pues hace pagar 
proporcionalmente más a los que tienen más, principio muy claro para parte importante de 
nosotros. 


Misma razón, misma disposición, dicen los numerosos diputados que son abogados en este 
Hemiciclo. Entonces, ¿por qué tendríamos que 
reintegrar parcialmente el impuesto específico al petróleo diésel que utiliza el camión que transpo 
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carga, para no dañar el bolsillo del destinatario de los productos transportados: verdura, fruta, 
etcétera, y no a quienes transportan personas? ¿Por qué no 

reintegrárselo también al que definimos como transporte público menor, en la ley que 
defendimos aquí con Alejandra Sepúlveda, Leopoldo Pérez y Mario Venegas, es decir, a los taxis 
colectivos? Francamente, no hay ninguna razón para no reintegrar parte de este impuesto a las 
que son, en su abrumadora mayoría, pymes y microempresas, utilizando, además, el mismo 
criterio de progresividad. 


En realidad, quedo insatisfecho, tal como me ocurrió cuando discutimos esta materia en dos 
momentos con el ministro Larraín, ocasiones en las cuales planteamos los mismos argumentos. 
Pero ahora tengo una luz de esperanza porque el ministro Arenas, por primera vez, por lo menos 
desde que estoy en la Cámara, señaló expresamente que se realizará un estudio integral sobre las 
características, la pertinencia y la universalización de este impuesto, que es muy relevante, toda 
vez que genera más de 2.000 millones de dólares al erario fiscal y que, como bien nos explicó el 
ministro, es un impuesto de fácil recaudación, y al Servicio de Impuestos internos le encantan los 
impuestos de fácil recaudación. Pero no porque los impuestos sean de fácil recaudación se 
pueden continuar consagrando para el futuro situaciones de discriminación como la que se 
produce en este caso: que parte importante de quienes consumen petróleo diésel no 

pagan este impuesto, y parte importante de quienes lo consumen, que son microempresarios que 
transportan pasajeros, no reciben el mismo beneficio que se otorga al transporte de carga. 


Gracias, Presidente. 

REFORMA TRIBUTARIA 

PARA UN PAÍS MENOS DESIGUAL 
13 de mayo de 2014 


Señor Presidente ¿por qué una reforma tributaria en el Chile de 2014? se preguntarán las 
personas que nos están escuchando. Porque el país ha llegado a la 


conclusión, bastante generalizada, de que la desigualdad es el principal obstácu-lo al desarrollo 
nacional. 


¿Cómo se lucha contra la desigualdad? Por supuesto, con políticas sociales bien 
focalizadas, con mayor equilibrio en la relación entre trabajadores y 
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empresarios, para que a la hora de repartir los excedentes se distribuyan de manera más 
equilibrada; pero también -con el 
entonces ministro Larraín discutimos muchas veces esto- con mayor solidaridad económica a trav 


Diría que hay dos constataciones que son casi de consenso. Sólo a Ernesto Silva 


-a quien aprovecho de saludar como nuevo presidente de la UDI- le he escuchado 
decir que el Estado tiene recursos de sobra para acometer la solución de los graves problemas 
sociales. Pero me imagino que ni siquiera la totalidad de la UDI comparte ese criterio. 


La primera constatación de consenso es que se necesitan más recursos públicos para educación 
gratuita de calidad para todos, para revertir el deterioro de la salud pública, para mejorar las 
pensiones y para equilibrar el gasto público, de manera que ingrese al fisco tanto como se gasta. 


La segunda constatación que debiera ser de consenso es que, a diferencia de lo 

que ocurre en países como Estados Unidos, Canadá, los países nórdicos y muchos otros, nuestro 
sistema tributario no produce efecto alguno sobre la desigualdad, es completamente indiferente a 
la desigualdad; es decir, la variación en el 

coeficiente de Gini, que mide la desigualdad, es milimétrica después de aplicar impuestos 
respecto de la situación previa. Ello ocurre porque el 1 por ciento más rico de Chile tiene una 
carga tributaria muy baja, menor al 10 por ciento de lo que genera. 


Si esas dos constataciones son consensuales, deberían llevar a la gran mayoría de nosotros a 
aprobar la idea de legislar. Digo esto -Joaquín Godoy lo recordará- desde la legitimidad de 
quien votó a favor la idea de legislar del proyecto de ajuste tributario que propuso 

a esta Cámara el entonces Presidente Piñera, a pesar de considerarlo insuficiente y equivocado, pc 
y las rebajas, permanentes. Pero después de esa situación paradojal que vivimos con el 
Presidente Piñera, cuando a través de un proyecto le pidió recursos al Parlamento y la Oposición 
de entonces le quería dar más recursos para resolver en mejor forma los 

problemas sociales, parece que la actual Oposición retomó el rol tradicional de las oposiciones, 
que es negarle recursos al que gobierna. Digo esto, porque todas las indicaciones presentadas en 
la Comisión de Hacienda de la Cámara eran para rebajar impuestos; ninguna para proponer una 
alternativa a la generación de recursos que se propone y mucho menos para aumentarlos. 


Chile fue muy lejos. El impuesto a las empresas llegó a estar en cero, y se 
inventó el FUT para postergar indefinidamente el pago de impuestos a las utilidades. 


En 1990, cuando asumió el Presidente Aylwin, las empresas pagaban sólo el 10 
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por ciento. Con Aylwin, lo subimos al 15 por ciento. Eso representaba, junto 

al paquete tributario, un aumento de 2,5 puntos del PIB. ¿Saben qué dijeron la UDI y 

el gran empresariado a inicios de los años 90 en este mismo lugar, y, por supuesto, a los 

medios de comunicación cuya propiedad ostentan? Que se iba a detener el crecimiento, que iba a 
aumentar el desempleo y que iban a subir todos los precios. 


No tengo que recordar a cada uno de ustedes, en particular a los diputados de 

la UDI, que en la década del 90 crecimos como nunca, redujimos la inflación y 

bajaron significativamente el desempleo y la pobreza, como consecuencia de eso y de buenas 
políticas sociales focalizadas. 


La reforma que se propone generará 8.200 millones de dólares, lo que representa 3 puntos 
porcentuales del PIB. Esto nos permitirá salir del club de los países con menor carga 

tributaria, pero no para irnos al club de los que tienen más carga tributaria, sino para irnos de la 
zona baja a la zona media. Yo diría que simplemente vamos a estar poniendo los péndulos a la 
hora. Eso nos va a poner en el promedio de los países de la OCDE -muchos adoran compararse 
con ellos-, de lo que tenían hace treinta años, cuando tenían el per capita de Chile. Y esto, por la 
vía de la ampliación de la base imponible y del aumento del 20 al 25 por ciento del impuesto a 
las empresas; pero, sobre todo, porque el primer decil, es decir, el 10 por ciento más pudiente, 
que hoy tiene una carga efectiva de 10,3 por ciento, pasará a tener una carga efectiva sobre el 23 
por ciento, y el 1 por ciento más rico, que hoy tiene una carga efectiva de poco más del 9 por 
ciento, va a comenzar a pagar el 30 por ciento. Les digo a quienes forman parte de ese 1 por 
ciento que va a tener que realizar la principal contribución, que es hora de que piensen en Chile y 
su futuro, porque la reducción de la desigualdad y la inversión en educación y salud son factores 
decisivos para continuar creciendo y para llegar a ser un país desarrollado. 


En el interés de ese 1 por ciento debiera estar también el desafío de resolver el 
déficit de desigualdad e invertir en el capital humano para superar los obstáculos principales que 
hoy tiene el desarrollo. 


En estos meses ha ocurrido lo que sucede siempre en los debates tributarios: los 

principales afectados, los que aumentarán significativamente su contribución, 

no quieren aparecer defendiendo sus intereses. ¿Por qué? Porque son intereses minoritarios. Por 
eso, tratan de infundir temores que, por lo demás, siempre se propagan más rápido que las 
certezas, en el sentido de que la reforma afectará a las pymes y a la clase media, además de 
amenazar con mayor o menor sutileza que van a trasladar a precios todo el aumento de 
impuestos. 
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Mañana, en la discusión en particular, demostraremos que ésta es una reforma 
bien orientada para que los impuestos hagan un aporte importante a la reducción de la 
desigualdad al hacer pagar proporcionalmente más a los que tienen más. 


¿Quién en este hemiciclo puede discutir ese principio de que paguen proporcionalmente más los 
que tienen más? 


Lo que se va a votar esta noche -supongo que van a intervenir muchos; si lo hicieran todos, 
tendríamos veinte horas más por delante- es, primero, si el Congreso le da o le niega a la 
Presidenta de la República y a su Gobierno los recursos que requiere para cumplir con los 
compromisos que asumió con Chile en la elección presidencial. Les pido a los 
parlamentarios que respeten la voluntad del pueblo, que votó por un 

programa cuya implementación necesita recursos. 


El Congreso Nacional debe confirmar lo que ocurrió en la elección del 17 de noviembre y luego 
en la segunda vuelta, donde una mayoría abrumadora de los chilenos que se pronunciaron se 
expresó por un programa donde están, negro sobre blanco, una gran reforma a la 

educación, la recuperación de la inversión 

en salud, el mejoramiento de las pensiones y el reequilibrio del balance entre los ingresos y los 
gastos fiscales. 


En segundo lugar, lo que se va a votar esta noche es si seguimos con impuestos indiferentes a 
la desigualdad o transformamos la estructura tributaria en un instrumento eficaz de reducción de 
la desigualdad. 


Al respecto, quiero decir con toda claridad que los quince diputados y diputadas del Partido por 
la Democracia vamos a votar esta noche a favor, para que la Presidenta Bachelet pueda 

llevar adelante el programa con el cual se comprometió con el pueblo, y para que después, 
gracias a este cambio en la recaudación de los impuestos -aunque les pese a algunos-, Chile sea 
menos desigual. 


Gracias, Presidente. 
- 164: 
14 de mayo de 2014 


Señor Presidente, este artículo representa el 72 por ciento de los recursos que 
generará esta reforma, razón por la cual lo bautizamos como “el corazón” de la reforma. 


Antes de abordar el tema, quiero recoger el desafío que nos hizo el diputado Edwards. Por su 
intermedio, señor Presidente, quiero recordarle al colega que 

el impuesto específico a la minería que propone aumentar para reemplazar el término del 

FUT tiene invariabilidad tributaria, por lo que no podemos esperar ni un solo peso 

adicional, porque el Presidente Piñera justamente impulsó una ley que el diputado Edwards 
concurrió con entusiasmo a votar favorablemente, 

para que no se pudiera modificar la tasa tributaria de las mineras hasta 2025. Por supuesto que 
con esta reforma van a aportar más, porque parte importante del FUT corresponde a las 
empresas mineras y porque el aumento del impuesto de primera categoría del 20 a 25 por ciento 
les va a impactar de manera relevante. 


La clave de esta reforma es la combinación entre el término del FUT y la ampliación del 
impuesto de primera categoría del 20 al 25 por ciento, porque lo que se hace, 

conceptualmente hablando, es que los grandes intereses comiencen a pagar lo que deben, lo que 
significa que, hasta ahora, no pagaban lo que debían. 


Como se sabe, el FUT fue un 

invento criollo, completamente excepcional, probablemente explicado por el contexto de 
aislamiento de la época. La posibilidad 

de postergar de manera indefinida el pago de impuestos ocurre sólo en Chile, 

para lo cual se invoca la inversión, el ahorro, en fin. Sin embargo, en todo el mundo, antes 
de invertir en la empresa, ¡se pagan los impuestos, pues! Por qué no se tiene que pagar los 
impuestos antes de invertir en el desarrollo de la empresa, sobre todo cuando la 

mitad del FUT no son fierros, no es tecnología, sino papeles, ¡especulación financiera, aquí y 
fuera de Chile! 


La diferencia que producirá la reforma tributaria es que la plata que se dedicaba 
a la especulación financiera, se destinará, como dijo el diputado Macaya, al capital humano, a la £ 
en mejoramiento de pensiones. ¿Cómo no va a ser mejor que esa plata, en lugar de estar 
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circulando por el mundo, haciendo rico a no sé quién -en realidad, sé a quienes, se invierta en la 
gente, se destine a la productividad, al trabajo? 


Me sorprende cuando escucho a algunos diputados de la Alianza decir que me-joremos el FUT, 
que tapemos las goteras. ¿De dónde vino ese descubrimiento súbito de que 

el FUT tenía goteras, si cuando se propuso el ajuste tributario de 2012, y propiciamos la revisión 
del FUT, como lo sabe el diputado Lorenzini, la Derecha dijo, como un solo hombre junto a su 
gobierno, que el FUT no se toca? 


Resulta que ahora tiene goteras. 


Cuando los estudios señalan que la mitad del FUT es una gotera, significa que ya no es una 
gotera, pues si tienes la mitad del techo con goteras, la cuestión no se resuelve tapándolas, sino 
cambiando el techo, que es lo que decidió hacer este Gobierno, lo que me parece un avance 
fundamental. 


Por otro lado, aquí se establece un nuevo régimen tributario para la pequeña y mediana empresa - 
de eso se ha hablado poco-, que amplía los beneficios a empresas que generen hasta 50.000 UF 
anuales, o sea, unos mil cuatrocientos millones de pesos al día de hoy. Es decir, hablamos de 
empresas pequeñas y 

medianas que tendrán un sistema de contabilidad simplificada y una depreciación 

instantánea. El diputado Macaya dice bien cuando señala que eso es para las 

máquinas; pero resulta que también se descuenta la capacitación como gasto, por lo que pueden 
destinar esos dineros a capacitar el recurso humano. 


Asimismo, se establece y amplía el crédito al impuesto a la renta para comprar 

activos fijos; este año, próximo al 8 por ciento, y, después, al 6 por ciento, de manera 
sistemática, para las pequeñas empresas, y para las medianas y grandes, del 4 al 6 por ciento para 
empresas que muevan hasta 100.000 UF anuales, es decir, a empresas medianas consolidadas. 


Pero, lo que es muy importante, también se establece el cambio de sujeto en el pago de IVA. 


Entonces, digamos las cosas como son: las grandes empresas se han acordado súbitamente de las 
pequeñas, en circunstancias de que antes se dedicaban a sofo-carlas durante el año... (SE 
CORTA EL MICRÓFONO) 
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RECURSOS PÚBLICOS PARA LAS REFORMAS 
10 de septiembre de 2014 


Señor Presidente, hemos escuchado numerosas intervenciones sobre las modificaciones 
introducidas por el Senado a la reforma tributaria. 


Quiero destacar que lo más importante del proyecto de reforma tributaria que 

estamos discutiendo no es lo modificado, sino lo que permanece: la magnitud 

de los recursos que generará la reforma tributaria y el significativo aumento del aporte del 10 por 
ciento de los más pudientes del país, de manera que después de aplicarse la sociedad chilena sea 
menos desigual. 


Respecto de las modificaciones introducidas por el Senado, quiero analizar sólo tres. 


En primer lugar, los cambios realizados al Impuesto a la Renta no disminuirán en nada la 
recaudación por este concepto; por el contrario, según el proyecto 

original, la renta atribuida recaudaba -para quienes no lo saben- 1,39 puntos del PIB. Este 
sistema combinado, que también considera la opción semiintegrada, 

aportará 1,45 puntos del PIB. Es decir, quienes tienen más, pagarán proporcionalmente más. 


En segundo lugar, agradezco la acogida que tuvo la proposición que le formulé al 

ministro Arenas durante el primer trámite constitucional del proyecto de reforma tributaria, en 
cuanto a que los impuestos contribuirán en forma muy considerable a diferenciar el precio de las 
bebidas analcohólicas azucaradas respecto de 

las no azucaradas. El efecto de esta modificación será, por ejemplo, que para la empresa que la 
produce y vende, las bebidas sin azúcar debieran costar alrededor 

de ocho por ciento menos que aquellas con azúcar, incentivando así la masifica-ción de su venta, 
incluso en los boliches de nuestros barrios, donde resulta casi imposible encontrar bebidas sin 
azúcar. 


En tercer lugar, una de las compensaciones a las rebajas de ingresos -la lógica era que por 
cada rebaja hubiera una compensación para mantener la recaudación- es el incentivo a la 


repatriación de capitales. 
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Quiero recordar aquí que 72 diputados del período pasado solicitamos al entonces 

Presidente Piñera, en 2011, que enviara al Congreso Nacional una iniciativa en ese sentido, que 
estuviera en línea con los protocolos de la OCDE, que han sido aplicados por una gran 
cantidad de países. Suscribieron esa petición la diputada Alejandra Sepúlveda y los 

diputados Tucapel Jiménez, Pablo Lorenzini, Manuel Monsalve, Alejandro Santana, Alberto 
Robles, Marco Núñez y Juan Luis Castro, entre muchos otros. 


Como se han expresado dudas al respecto, quiero explicar por qué suscribí esa solicitud. Me 
imagino que todos los que suscriben una iniciativa lo hacen porque tienen razones para hacerlo. 


Según un informe de la Dirección General de Relaciones 

Económicas Internacionales (Direcon), habría 86.000 millones de dólares fuera del país. Parte de 
esos recursos está físicamente afuera, pero otra parte fue reingresada a Chile como inversión 
extranjera, aprovechándose del decreto ley N° 600. Se trata de dinero chileno, pero aparece como 
inversión extranjera. 


¿Por qué sería bueno generar un incentivo para que esos recursos se domicilien en Chile y se 
transparente su nacionalidad? 


En primer lugar, porque aportarían recursos frescos. Si ingresara al país el 10 


por ciento de los recursos que hoy están afuera, estaríamos hablando de más de 

600 millones de dólares que ingresarían a las arcas fiscales. El ministerio es muy conservador 
respecto de las expectativas que tiene, pero eso es así para que no lo acusen de abultar las 
compensaciones. 


En segundo lugar, es importante porque al domiciliarse esos dineros en Chile comenzarían a 
pagar impuestos en nuestro país. ¡Eso es exactamente lo que buscamos! Ya lo hicieron México 
en 2009 y España en 2011; en general, lo ha hecho la mayor parte de los países de la OCDE en 
algún momento. Incluso más, hay hasta un protocolo OCDE para incentivar la repatriación de 
capitales, que está disponible en la página web de dicha organización, porque es un mecanismo 
utilizado regularmente por los países desarrollados. 


Ahora bien, esto es sólo para contribuyentes domiciliados o residentes en Chile desde el 1 de 
enero de 2014, es decir, nadie podrá domiciliarse en Chile para aprovecharse de esto. Asimismo, 
se obliga al que se acoge a este mecanismo al 

levantamiento del secreto bancario, lo cual significa que la Unidad de Análisis 

Financiero podrá investigar, determinar y perseguir el ocultamiento del origen ilícito de capital. 
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Con respecto a la tasa del 8 por ciento, que algunos han reclamado sería muy baja, hay una 


confusión, porque se la compara con la tasa aplicada a las utilidades, cuando se trata más bien de 
una tasa al patrimonio, es decir, es un impuesto a la totalidad de los recursos que se 

domicilien en Chile, incluso a aquellos recursos que ya tienen prescritos sus eventuales pagos de 
impuesto, porque, como todos saben, a los seis años expira toda obligación de pagar impuestos. 


Este es el primer impuesto al patrimonio que se aplica en Chile. Quisiera poder proyectarlo en el 
futuro a otros ámbitos de la actividad económica. 


¿Cómo no nos va a interesar que fije domicilio en Chile el máximo de recursos 
que está fuera del país, para que, de esa manera, contribuyan a nuestro desarrollo? 


¿Cómo no nos va a interesar que paguen sus impuestos en Chile? Mientras esos recursos estén 
fuera del país no aportarán absolutamente nada. Si no aprobamos este punto, esos recursos 
seguirán aportando absolutamente nada al país y continuarán sin pagar impuestos en Chile. 


He escuchado a algunas personas señalar que la alternativa es la persecución, 

la cárcel, la cantidad infinita de tributos. Eso no es así: la alternativa es que 
continúen pagando absolutamente nada y contribuyendo absolutamente nada al desarrollo de 
Chile. 


Finalmente, quiero manifestar una última reflexión. 


Más allá de la apreciación que se pueda tener sobre cada una de las modificaciones del Senado 
que votaremos hoy, y de si nos gusta o no una u otra medida con-templada en el acuerdo 
tributario, lo que mañana sabrá el país es si las bancadas honramos o no el compromiso que 
tomaron nuestras respectivas colectividades. 


He escuchado a los diputados de la UDI y de otros partidos políticos; también 

he escuchado la no suscripción del compromiso de parte de los diputados de Renovación 
Nacional, pese a la palabra empeñada por su presidente, también diputado, pero eso es 
responsabilidad de cada uno de ellos. 


Mañana el país también sabrá si el Gobierno de Michelle Bachelet tuvo éxito en aprobar la 
primera de sus grandes reformas, si se allanó el camino para convertir esta reforma en ley de la 
república, o bien si se requiere de una comisión mixta 

porque algunos diputados o algunas bancadas de la Nueva Mayoría, junto con 

diputados de Renovación Nacional, echaron abajo algunas modificaciones introducidas por el 
Senado. 


Digamos las cosas como son: esa es la verdadera decisión que tendremos que tomar cada una de 
las bancadas de la Nueva Mayoría. Por lo demás, lo haremos 
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con la mirada puesta en las reformas que vienen, porque lo que ocurra aquí va a alumbrar el 
modo en que procedamos en las reformas que vienen. 


Espero confiado que todos estemos a la altura de este desafío. 
He dicho, Presidente. 


Viajar a Palestina en 2011 le permitió a Pepe Auth conocer directamente el sufrimiento de un 
pueblo que vive una oprobiosa ocupación. De ahí su solidaridad activa con la causa palestina. 


70 


Son innumerables los grupos de estudiantes, adultos mayores y vecinos invitados al Congreso, 
donde disfrutaron de la amable acogida y la pasión pedagógica del diputado Pepe Auth. 
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VIII 
REFORMAS DE LA EDUCACIÓN 


El movimiento social más masivo de la historia de Chile protagoni-zado por los estudiantes 
secundarios y universitarios en 2011, cambió profundamente el debate sobre la 

educación, poniendo en el centro del debate nacional y legislativo la necesidad de reformas, 
donde el fin al lucro, la responsabilidad del Estado y el derecho de todos a educación de similar 
calidad, se convirtieron en temas centrales. La Comisión de Hacienda de la Cámara, de la que 
forma parte el diputado Pepe Auth, tramitó todas las reformas al sistema educacional de este 
periodo, la mayoría de las cuales involucraban grandes recursos financieros e importantes 
modificaciones institucionales. 
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EL SEMÁFORO SEGREGADOR DE LAVÍN21 
8 de junio de 2010 


Presidenta, aunque el Simce es evidentemente limitado, es un indicador del fracaso 
del modelo de mercado en la educación, del fracaso de la municipalización y de la consagración 
de un colosal sistema de segregación social. 


¿La Concertación tiene responsabilidad por lo sucedido? Por supuesto que tenemos 
responsabilidad, somos responsables de no haber tenido el coraje y la 

voluntad política para realizar un cambio de fondo en la orientación del sistema para que la 
educación de calidad volviera a ser de responsabilidad pública. 


Pero hoy ¿qué hacemos con los resultados del Simce? ¿Sacamos las conclusiones apropiadas e 
igualamos en recursos a las escuelas públicas respecto de las 

que tienen financiamiento compartido? ¿Sacamos las conclusiones e invertimos lo que se 
requiere para mejorar sustantivamente la formación docente? ¿Sacamos las conclusiones y termin 
la educación? ¿Sacamos las conclusiones y complementamos el Estatuto Docente con una 
verdadera carrera docente? ¿Sacamos las conclusiones y devolvemos el protagonismo a los 
profesores en la dirección del proceso 

educativo? ¿Sacamos las conclusiones e incrementamos el financiamiento público para disminuir 
los tamaños de los cursos o elegimos el camino fácil de acelerar el avance del 

mercado en el sistema educativo? Aquí se inscriben los semáforos escolares del 

ministro Lavín, los que van a acelerar el proceso de deterioro de la educación pública y, su 
contrapartida, el avance de la educación particular, sea ésta subvencionada o no. 


Clasifica con colores el avance o retroceso en el Simce sin consideración alguna del origen social 
de los alumnos y del número de estudiantes por curso. 


Eso terminará haciendo que las escuelas de color verde suban su precio, que las 

amarillas entrenen a sus estudiantes para obtener buenos resultados en el Simce y dejen caer a los 
alumnos de menor rendimiento, y las rojas, municipales, se 

conviertan en verdaderas escuelas de la desesperanza. ¡Los semáforos van a pasar a la historia 
como el golpe de gracia a la educación pública! 


He dicho, Presidenta. 


21 Intervención en Sesión especial solicitada por la Oposición para cuestionar la política 
impulsada por el Ministro de Educación, Joaquín Lavín, de clasificar y presentar los colegios 
según sus resultados en la prueba SIMCE. 
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LAS TAREAS PENDIENTES 
19 enero 2011 


Señora Presidenta, lamentablemente, el ministro no está en la Sala. Sin embargo, 

quiero decirle que, por suerte, no era verdad lo que le comunicó el Presidente Piñera al país, en 
cuanto a que impulsaría una revolución educativa. Y digo por suerte, porque estoy 
completamente seguro de que si hiciera una revolución educacional, ésta iría en un 

sentido completamente inverso al que estamos discutiendo y al que esperaría la mayoría de los 
chilenos. 


La educación pública ha venido retrocediendo desde hace ya tres décadas y, efectivamente, a mi 
juicio, estamos asistiendo a su muerte lenta, pero muerte, al 

fin y al cabo. El funeral que nos ha anunciado nuestro querido colega Fernando Meza, en 
realidad ya está ocurriendo frente a sus ojos y a los de todos nosotros. 


La pregunta que uno se debe hacer es si acaso este proyecto resuelve los 

problemas de nuestra educación y detiene o cambia definitivamente la tendencia inexorable que 
está instalada ya, de la muerte de la educación pública. Mi respuesta categórica -y creo que la de 
la mayoría de los colegas- es no; no resuelve los tres grandes problemas de la educación chilena. 


El primero es de financiamiento. Es tan evidente el problema de financiamiento 

insuficiente de la educación que el Presidente Piñera nos dijo que doblaría la subvención a los 
colegios. Después, aclaró que ello ocurriría en ocho años, pero luego entregó un incremento tan 
pequeño en el Presupuesto de la Nación para el 2011, que habría que esperar, más o menos, 18 a 
20 años para lograrlo, a menos 

que en el próximo Presupuesto y en los siguientes hubiera un incremento mucho más 
significativo. 


El segundo gran problema de la educación es, obviamente, el diagnóstico compartido por todos 
nosotros, sobre el fracaso más estrepitoso del sistema de administración y gestión municipal. Por 
lo tanto, es imprescindible cambiar el sistema aplicado en las escuelas y liceos públicos. 


Por último, está el problema de la carrera docente. Es evidente que tenemos que generar un 
sistema que estimule y permita a todo el profesorado, no sólo a un puñado de educadores, 
caminar hacia la adecuada valoración de su compromiso y esfuerzo por educar a las hijas e hijos 
de Chile. 
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Valoro de verdad el hecho de que esté establecido en este proyecto, por medio de un artículo 
transitorio, el compromiso del Ejecutivo de enviar un proyecto de ley sobre cambio de gestión y 
estructuración de la carrera docente. Nosotros se lo vamos a cobrar. Ésa sí será una discusión de 
valor estratégico. 


Pero los proyectos deben ser votados por lo que contienen y no por lo que no consideran. Al 
escuchar las intervenciones, casi todas aluden a lo que no está incluido en este proyecto de ley, 
que no resuelve la gran crisis que afecta a la educación pública. Sin embargo, nadie discute lo 
que efectivamente está contemplado. 


Nosotros ya votamos a favor los incentivos al retiro y el bono especial; pero votamos en contra el 
artículo 1°, porque dejaba la puerta abierta a arbitrariedades, a través de una evaluación 
descentralizada que permitiría a los sostenedores remover a profesores en forma absolutamente 
arbitraria. 


Pero hoy el proyecto está en su tercer trámite constitucional y, por lo tanto, no vamos a votar 
todos los artículos del proyecto de ley; lo único que vamos a hacer 


-es la discusión real- será votar cada una de las modificaciones introducidas por el Senado al 
proyecto de ley. 


¿Cuáles son estas modificaciones? 


En primer lugar, los incrementos de asignación de responsabilidad directiva se van a asignar de 
acuerdo con el criterio de matrícula, pero también con el de vulnerabilidad, en 50 por ciento. 


En segundo lugar, se amplió el plazo relativo a los docentes calificados como 

básicos, de manera que sólo si un docente es calificado con desempeño básico en 

tres evaluaciones consecutivas o en forma alternada con desempeño básico o 

insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente. 


En tercer lugar, la evaluación descentralizada pasa a tener una función pura- 
mente indicativa y no es suficiente para remover a ningún profesor en ninguna escuela de Chile. 


En cuarto lugar, se garantiza que no se podrá llevar a cabo la desvinculación sin 
esperar los resultados de los sumarios. El texto que figuraba en el proyecto original constituía 
una puerta abierta a la arbitrariedad. 


En quinto lugar, se duplicará la exigencia de capital mínimo para crear nuevos 
establecimientos educacionales. Asimismo, se aumentará la asignación variable de 
desempeño individual en 30 por ciento, se incrementarán los recursos para 
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apoyar a los municipios, de manera que puedan asumir los costos del plan de retiro, y se 
creará, de manera transitoria, un fondo de 45 mil millones de pesos, muy importante para apoyar 
la gestión educativa municipal. 


Una vez votado el proyecto y convertido en ley, la tarea seguirá 

igualmente pendiente, porque la iniciativa es completamente insuficiente para revertir la tendenci. 
retroceso de la educación pública en Chile. Si hasta las botillerías tienen limitaciones para 
instalarse en el territorio de Chile, ¡cómo no vamos a estar de acuerdo en que la creación de 
escuelas deba condicionarse a la existencia de una demanda! ¡Cómo podemos permitir que se 
instalen escuelas en territorios donde hay escuelas públicas! 


Por supuesto, se pueden instalar escuelas, pero de costo del privado. Nosotros nos preguntamos 
cómo se pueden instalar, con fondos públicos, colegios allí donde hay escuelas públicas que ya 
ofrecen educación a los niños y niñas del sector. Es una lógica completamente perversa, diría que 
Casi es un autogol que 

se hace el Estado a sí mismo, porque transfiere recursos a escuelas que se crean, 

en ocasiones, con el propósito directo y exclusivo de absorber la matrícula de las escuelas y 
liceos públicos. 


¡Cómo no vamos a ponernos de acuerdo en una subvención basal para las escuelas públicas, que 
las equipare en recursos con las escuelas que reciben aportes de los padres! No hacerlo 
constituye una desigualdad, porque las escuelas públicas no pueden competir en igualdad de 
condiciones. Si mantenemos esa desigualdad, vamos a acelerar el curso inexorable de su 
extinción. 


Espero que durante 2011, la Cámara de Diputados tenga la capacidad de cambiar el sistema de 
administración y gestión de las escuelas públicas, y en 2012, la capacidad de establecer una 
carrera docente que permita a todo el profesorado, sin exclusión, desarrollarse y encontrar la 
valoración justa de su vocación y de su esfuerzo para formar a los niños y niñas de Chile. 


Ésas son las tareas pendientes, y las verdaderas tareas estratégicas que deberemos acometer en 
conjunto todos los diputados de Chile. 


Gracias, Presidente. 
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INCONSISTENCIA DEL PRESUPUESTO 2012 
21 de noviembre de 2011 


Señor Presidente, resulta completamente incomprensible que, justo cuando se produce el más 
impresionante movimiento estudiantil y ciudadano del último 

siglo, a fin de demandar educación de calidad, nos enfrentemos a un presupuesto que es el que 
menos crece en los últimos cinco años, incluido el primer año del Presidente Piñera. Lo digo 
bien: el Presupuesto de Educación este año crece 

significativamente menos que el año pasado y todavía muchísimo menos que el promedio de 13 
por ciento de crecimiento anual que tuvo durante el periodo de la Presidenta Bachelet. Eso es 
francamente incomprensible. 


En segundo término, estamos con un problema de señales. El país escuchó la 

demanda estudiantil y de la familia chilena por cambios en el modelo de educación. El 
crecimiento de la subvención educativa no está en línea ni siquiera con el propio compromiso del 
Presidente Piñera, quien dijo en su primera cuenta pública al Congreso que en 2018 el país habrá 
doblado la subvención educativa. 


Pero resulta que al ritmo que vamos, francamente mucho más allá de 2020 se cumplirá esa 
promesa. Lo mínimo que uno le puede exigir a un Gobierno es que su presupuesto esté en línea 
con sus propios compromisos. 


Por otra parte, uno esperaría de este presupuesto que se escuche la demanda de la sociedad por 
reforzar la lógica de la responsabilidad del Estado en desmedro del predominio absoluto del 
mercado. Eso se llama, en materia de 

universidades, aportes basales. Reconozco que el Gobierno introdujo una apertura y, por 
primera vez, en su diseño, aparece la idea de aportes basales. Pero, francamente, las cifras 
involucradas son todavía simbólicas para que el efecto de la responsabilidad pública se imponga 
sobre la lógica del mercado. 


La sociedad chilena entera pide que avancemos en gratuidad. Se podrá discutir si la gratuidad 
es total o parcial, pero no creo que haya nadie en la Cámara que esté 
en contra de la gratuidad para los sectores más vulnerables. Y la gratuidad no son sólo becas. La 


gratuidad pueden ser becas que entreguen el arancel de referencia entero y que obliguen a las 
universidades a no cobrarles ni un solo peso adicional a los alumnos becarios; de lo contrario, la 
felicidad que embarga legítimamente a una familia del primer o segundo quintil que recibe una 
beca es seguida 
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inmediatamente por la frustración de tener que ir a la banca privada o al retail a solicitar un 
préstamo con intereses más altos. He visto familias, y seguramente en sus distritos ustedes 
también, que tienen que ir a Falabella a endeudarse para pagar el diferencial entre la beca y 
el arancel verdadero que cobran las universidades. 


Es hora -y éste es un clamor nacional del movimiento estudiantil y sus familias- 


de que establezcamos un solo sistema de crédito universitario contingente al ingreso, que 
represente, también, el total del arancel, sin la posibilidad de que los establecimientos de 
educación superior obliguen a las familias a endeudarse con 

la banca, además de hacerlo con el Estado. No sigamos transfiriendo recursos a 

la vena del sistema financiero; no es indispensable entregarle la administración del crédito a 
entidades privadas que lucran sustantivamente. 


El Gobierno, lamentablemente, prefirió sacrificar a sus diputados, obligándolos 

a pagar el costo de un presupuesto completamente insuficiente que, luego, va a 

ser mejorado significativamente en el Senado. Tengo la esperanza de que no van 

a caminar silenciosos al sacrificio, detrás de los sones de la flauta del Ministerio de Hacienda y 
del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera. 


He dicho, Presidente. 
TITULARIDAD DE PROFESORES22 
05 de junio de 2013 


Señor Presidente, en primer lugar, felicito y agradezco al diputado Rodrigo González por 
invitarme a la presentación de esta iniciativa, que vehiculiza los planteamientos de los profesores 
de Chile. 


El proyecto corrige una situación de incumplimiento de la ley que, como sabemos, establece que 
las municipalidades y corporaciones de educación pueden tener sólo hasta 20 por ciento de 
profesores a contrata. Sin embargo, esta normativa se ha violado sistemáticamente. De hecho, en 
Maipú, más de la mitad de los profesores, algunos con varias décadas cumpliendo su 

labor, siguen a contrata; incluso, algunos 

de ellos en la misma escuela o liceo donde comenzaron a ejercer su profesión. 


22 Ésta fue una causa promovida por diputados durante el gobierno del Presidente Piñera con 
resistencia del Ejecutivo y pudo aprobarse en diciembre de 2014, luego de encontrar acogida 


favorable en el gobierno de Michelle Bachelet. 
Os 


Se ha discutido si esta medida debía ser permanente o aplicada una sola vez. La verdad es que se 
optó por una sola vez porque el que fuera permanente podía generar una conducta perversa de las 
municipalidades y sus corporaciones, con-tratando por sólo hasta dos años a los profesores para 
que no se les aplique el contenido de la iniciativa. 


Eso nos obliga -y 

aquí anuncio un complemento legal a esta iniciativa- a establecer sanciones verdaderamente desal 
quienes incumplan con la ley, que señala que el máximo de profesores a contrata no puede 
superar el 20 por ciento del total. La idea es que no se repita la situación que estamos viviendo 
hoy y no estemos en cinco años más discutiendo exactamente lo mismo. La contrata debe ser la 
excepción y no la regla. 


Sé que hay alcaldes preocupados de que si cae la matrícula deberán hacerse 
cargo de un número de profesores más grande del que necesitan. Sin embargo, éste es un claro 
gesto en favor de la educación pública, el que debe ser acompa- 


ñado de la decisión de reponerla en el centro de las preocupaciones nacionales, de manera de re 
treinta años de retroceso de la educación pública y avance de la privatización de la matrícula. Por 
tanto, este gesto debe necesariamente venir acompañado de la reposición de la prioridad de la 
educación pública por sobre la privada. 


Sé que hay autoridades que rechazan esto con la filosofía de que trabajan mejor 

las personas inseguras, las que sufren incertidumbre. Me parece bastante obvio 

que el cariño, la devoción, la planificación, el acompañamiento y el compromiso de 

los profesores con sus escuelas y liceos es mayor, por supuesto, si son a cabalidad parte de 

la comunidad educativa; si son tratados con dignidad; si tienen la seguridad de que si hacen las 
cosas bien continuarán formando parte de esa comunidad. Francamente, es 

una visión conservadora y arcaica pensar que para que alguien haga bien su trabajo tiene que 
estar con la pistola en la sien, pensando que en marzo no va a ser recontratado. 


Necesitamos profesores seguros de sí mismos; profesores protegidos en su 

dignidad; profesores que cuando hacen las cosas bien estén completamente seguros 

de que van a poder seguir aportando de la manera insustituible en que lo hacen a la formación de 
nuestros niños y jóvenes. Porque no hay mejoramiento posible de la educación en Chile sin el 
mejoramiento de las condiciones de vida, de dignidad y de trabajo de los profesores chilenos. 


Muchas gracias, Presidente. 
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ADMINISTRADOR PROVISIONAL Y DE CIERRE 


20 de mayo de 2014 


Señor Presidente, en primer lugar, me alegro de que mis amigas y amigos del Centro del Adulto 
Mayor por la Democracia, de Estación Central, hayan podido asistir a este debate, porque en él 
han primado los argumentos y no las consignas y las recriminaciones mutuas, 

como suele ocurrir cuando discutimos este tipo de materias. 


A pesar de que no está presente, aprovecho de saludar el coraje que han 

demostrado la Presidenta de la República y el ministro de Educación al anunciar el 

envío del proyecto que pronto ingresará al Congreso Nacional, que representa un cambio de 

la lógica en la forma en que el Estado chileno concibe la educación, al terminar con el lucro, la 
selección y el copago. 


Reconozco este cambio de lógica, y creo que todos nos hemos percatado de que hemos pasado 
de un período en que los problemas de la educación se entendían 

como un conflicto entre privados, a asumir la responsabilidad pública que implica asegurar el 
ejercicio del derecho a la educación; es decir, estamos pasando de la educación considerada 
como un bien de consumo -así se lo escuchamos decir a otro Presidente de la República - a la 
educación considerada como un derecho garantizado por el Estado. 


Agradezco el envío de este proyecto porque recoge lo que planteamos con el 

diputado Rodrigo González, que no aparece identificado en los reconocimientos que se 

han hecho, pero que es el autor de un proyecto, que también suscribimos el diputado que 

habla, la colega Cristina Girardi, la actual senadora Carolina Goic, la diputada Alejandra 
Sepúlveda y el actual Presidente de la Comisión 

de Educación, Mario Venegas, a propósito de la crisis de 2012. Muy al inicio 

de la crisis de la Universidad del Mar, le propusimos al ministro de Educación 

de entonces que estableciera la figura que hoy se está incorporando por ley para intervenir en las 
situaciones de crisis, cuando está en juego la continuidad del proceso educativo y el ejercicio del 
derecho a la educación. 


De las palabras de los colegas que han intervenido, deduzco que existe consenso básico sobre la 
existencia de un débil marco regulatorio y las escasas atribuciones 
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del Estado para defender el derecho a la educación. Por lo tanto, me alegro de que una parte de la 
UDI haya votado a favor y que otra se haya abstenido en la votación en general. Aplaudo esta 
disposición, que ha sido diferente de la que ha tenido respecto de otros proyectos. 


Aquí la clave es que, por privada que sea la institución que provee educación a niños y jóvenes, 
está en juego la fe pública y, por lo tanto, el Estado tiene la obligación de asegurar el derecho a la 
educación. 


El proyecto establece y regula las figuras de administrador provisional de instituciones de 
educación superior y de administrador de cierre de las mismas, con atribuciones expresas para 


defender el cumplimiento de las medidas que se adopten, es decir, 
para disponer la obligatoriedad de su cumplimiento. Asimismo 


-lo que es muy importante-, establece sanciones penales para aquellos que desvíen fondos 
destinados a la educación de los jóvenes para resolver sus propios problemas financieros. 


Naturalmente, también es importante prevenir una eventual arbitrariedad funcionaria, para lo 
cual se establece que la designación de un administrador provisional de una institución de 
educación superior no dependerá de la decisión arbitraria de un funcionario, sino 

del Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, previo acuerdo del 

Consejo Nacional de Educación y de un período de investigación. Entiendo que son 
precisamente las investigaciones las que han determinado la urgencia de este proyecto. 


Felicito a la Comisión de Educación porque supo 

trabajar con la premura necesaria, a fin de no tener que enfrentar las crisis que probablemente sob 
en el futuro inmediato con la misma improvisación con que abordamos el caso de la Universidad 
del Mar. 


La clave es garantizar la continuidad de los estudios, la mantención de los 

beneficios y las ayudas. Obviamente, todos estamos esperando el proyecto comprometido por 

el Ministerio de Educación, que crea la Superintendencia de Educación Superior -espero que sea 
aprobado por unanimidad cuando llegue a esta Sala- 

, medida contenida en el programa de gobierno. Aunque no sea el Corán ni la Biblia, es un 
compromiso que hay que cumplir. 


Quiero decirle al ministro que tiene el apoyo de la bancada del PPD para que el Estado pueda 
asegurar el respeto al derecho a la educación en situaciones de crisis de las instituciones 
educativas. Asimismo, puede tener la seguridad de quea-poyaremos todos los proyectos 
comprometidos por su ministerio y el Gobierno de la Presidenta Bachelet, que apunten a 
reformar integralmente la educación 
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chilena para que vuelva a ser un instrumento de progreso para las familias y de igualdad para el 
país. 


He dicho, Presidente. 
LEY DE INCLUSIÓN ESCOLAR 
21 de octubre de 2014 


Señor Presidente, son muchas las razones por las que después de cuatro años 

de gobierno de la Alianza ganó la Nueva Mayoría con Michelle Bachelet en noviembre pasado. 
Estoy completamente seguro de que la razón principal y des-equilibrante fue justamente lo que 
estamos discutiendo en esta Sala, cual es el compromiso de terminar con el lucro e ir hacia una 


educación gratuita y de calidad, es decir, terminar con la lógica de mercado para convertirla en 
un derecho social garantizado. 


El Gobierno y su ministro de Educación están decididos a cumplir 
sus compromisos: ampliación histórica de la cobertura de educación parvularia, nueva 
educación púbica, carrera nacional docente y gratuidad en la enseñanza superior. 


Nosotros tenemos la responsabilidad de transformar esos desafíos en leyes. 


Presidente, por su intermedio, quiero indicar al ministro Eyzaguirre que cuenta 
con nuestra disposición para trabajar a marcha forzada, a fin de que la reforma avance con 
prontitud, como aquí todos reclaman, en todas sus dimensiones y en paralelo. 


Sé que el proyecto que pone fin al lucro, la selección y el copago ha encontrado muchos 
adversarios y bastante incomprensión en el mundo de los padres y 

apoderados. Casi el 80 por ciento de las familias de Maipú, comuna que represento en esta 
Sala, tiene a sus hijos en colegios particulares subvencionados. Hablaré 

aquí especialmente para ellos. Sin consignas, intentaré convencerlos de los beneficios de esta 
reforma. 


Primero, ¿cómo el fin del copago no va a ser una buena noticia para padres y sostenedores? Se 
acaban los temores de la familia de tener que cambiar a sus hijos de colegio por no 

poder pagar la colegiatura al mes siguiente o porque no le alcanza el dinero para inscribir al 
segundo hijo, por cuanto aumentarán los recursos que entrega el Estado. 
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El copago será reemplazado peso a peso, como dijo en su campaña Michelle Bachelet. El asunto 
es al revés de lo que se ha dicho aquí, porque es evidente que 

estamos nivelando hacia arriba. Si aumentarán significativamente los recursos que pone el 
Estado en la educación escolar. 


(A LAS TRIBUNAS) No diré consignas. Pido respeto. No estamos en una guerra. 


¿Por qué estamos nivelando hacia arriba? Porque los colegios municipales, los 
particulares subvencionados que no piden copago, los que funcionan con copago o 
aquellos en que los padres aportan en alguna medida a ese instrumento, todos 
verán aumentar significativamente sus recursos y se van a ir emparejando con 

los que hoy cobran más. ¿Cómo no poder ver una cosa tan evidente como esa? 


Absolutamente ningún colegio va a tener menos recursos que con los que cuenta hoy. Estamos 
nivelando hacia arriba. 


El fin de la selección -espero convencer a los apoderados de mi distrito- también 
es una buena noticia, porque podrán estar seguros de poder poner a su segundo hijo en el mismo 
colegio de su hermano; porque nadie tendrá que ocultar el divorcio de sus padres ni su 


condición religiosa para entrar o seguir en un colegio; porque ningún niño podrá ser 
discriminado por ser un poco más lento para aprender. La familia podrá estar segura de que sus 
hijos podrán educarse en el colegio que eligieron, aunque cambie su condición económica, social 
o legal. 


Entiendo que el fin del lucro puede ser el punto más polémico. Pero diganme, 


¿por qué les podrá interesar a los padres y apoderados defender el lucro del colegio de sus hijos? 
¿Cómo los padres y apoderados no van a preferir que todos los recursos se inviertan en mejorar 
la calidad de la educación de sus hijos, en lugar de dar dividendos a un inversionista? 


Existen colegios concebidos como una mera inversión, por personas sin un 

particular compromiso con la educación. Esos establecimientos seguramente revisarán su 
continuidad. Conozco varios que hacen el trayecto de ida y vuelta entre la zona de los 
particulares subvencionados y los particulares pagados, según 

el cálculo de costo y beneficio. Sin embargo, la gran mayoría de los colegios 

particulares subvencionados -doy fe de lo que digo, porque ocurre en Maipú, 

Estación Central y Cerrillos- no son el resultado de una buena oportunidad para invertir, sino 
más bien el fruto de la dedicación y el compromiso con un proyecto educativo de una pareja o 
de un grupo de profesores u otros profesionales que decidieron entregar su vida a la 
educación. En su gran mayoría se trata de familias que basan su 

ganancia y el progreso propio en su trabajo y en la entrega total al objetivo de dar la mejor 
educación posible a los niños y niñas en sus colegios. 


Por eso, la ley en tramitación debe ser amigable con ellos. 
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Nadie que crea en su 

proyecto educativo, ningún sostenedor con verdadera vocación por la educación, debe ver el fin d 
como motor de la educación, no funciona de manera virtuosa, pues la ganancia y los retiros están 
antes que la calidad de la educación, están antes que el número de alumnos por 

aula, están antes que el perfeccionamiento de los profesores, están antes que el mejoramiento de 
sus salarios. 


No soy de los que cree que cualquier lucro es ilegítimo, ni que cualquier lucro con recursos del 
Estado es ilegítimo. De hecho, el Estado está incrementando su inversión para reactivar la 
inversión privada. Lo que sucede, como nos ha dicho el ministro, es que en materia de 
educación la asimetría de información entre el apoderado y el sostenedor es demasiado grande. 
Nadie puede devolver a un alumno el tiempo invertido en un colegio, si la promesa de mejor 
educación no fue satisfecha después de ocho años de haber estado en él. 


Considero un exceso -lo digo con franqueza- convertir en fundaciones sin fines 

de lucro a todas las instituciones que ofrecen servicios profesionales a las escuelas, porque 
respecto de ellas no existe asimetría de información; es decir, el establecimiento puede 

rescindir todo contrato si el servicio entregado por esas instituciones no es satisfactorio. También 


-lo digo con toda claridad- considero una señal contradictoria ofrecer cárcel a los sostenedores si 
lo que queremos es invitarlos a ser parte de la reforma. 


Voy a votar a favor el proyecto del gobierno y las indicaciones del Ministerio de Educación, que 
surgieron del diálogo con los actores del mundo educativo. 


Estoy seguro de que, más allá de la incomprensión y del rechazo manifestado hoy, todos, 
incluidos quienes se oponen, vamos a celebrar mañana que los apoderados no tengan que pagar 
por la educación de sus hijos; vamos a celebrar que no pueda haber discriminación arbitraria en 
el ingreso a los colegios, y vamos a celebrar todos -estoy seguro de que en los folletos de la 
oposición en la próxima campaña esta realidad será puesta de relieve- que la educación haya 
dejado de ser un bien de consumo y haya vuelto a ser un derecho social garantizado para todos 
los ciudadanos y ciudadanas de Chile. 


Muchas gracias, Presidente. 
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DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE 
23 de julio de 2015 


Presidente, en primer lugar, deseo recordar al hemiciclo y a todos los presentes 

que en la legislatura pasada discutimos y votamos un 

proyecto de formación inicial docente. Quiero decir que las declaraciones de algunos colegas de 
la Alianza por Chile no se condicen con lo que dijeron entonces. 


El proyecto de formación inicial docente era completamente injusto, porque generaba profesores 
a dos velocidades y establecía condiciones muy favorables para quienes ingresaban a la 
profesión docente, pero sin cambiar ni un detalle de la carrera de aquellos que ya la estaban 
ejerciendo por cinco, diez, veinte, veinticinco o treinta años. Aquí aprobaron ese proyecto con 
entusiasmo, porque tenían mayoría. Felizmente, ese proyecto naufragó en el Senado. 


Hoy estamos llamados a elegir entre retirar el proyecto de ley que crea la carrera docente o 
continuar con su trámite. La pregunta que se nos plantea es si conmi-namos al gobierno a 
retirarlo o iniciamos su discusión particular. 


Lo que hoy se vota es si queremos mejorar la formación inicial de nuestros 

profesores, haciendo obligatorias y elevando las exigencias a las universidades y a los 
estudiantes de pedagogía, estableciendo un sistema de acompañamiento 

para quienes ingresen a la carrera docente, integrado por tutores reclutados y 

formados entre los propios profesores, y elevar de manera significativa las remuneraciones de los 
profesores, de modo de hacer de la pedagogía una opción atractiva para los 

mejores estudiantes, aumentando las horas de preparación de clases. Recordemos que hoy se 

le puede dedicar una de cada cuatro horas. En 

el proyecto original se plantea fijar una de cada tres; pero hoy se anuncia que se presentará una 


indicación para que cuatro de cada diez horas puedan dedicarse a la preparación de clases. 


Pocas veces se han discutido tantos detalles y se había avanzado en tantas indicaciones antes de 
votar en general un proyecto de ley. Habitualmente, las negociaciones y discusiones se producen 
después de aprobar la idea de legislar. 
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A mi juicio, es muy difícil pensar que éste es un mal proyecto, como lo han dicho algunos que 
concurrieron alegremente a votar el proyecto de formación inicial docente, que era - 
digámoslo eufemísticamente muy inferior al que estamos discutiendo, como bien decía el 
diputado Jaime Bellolio. 


Además, debo resaltar que las indicaciones no son virtuales, como se ha dicho aquí, pues todos 
los diputados de la Comisión de Educación, incluidos los que se abstuvieron ayer, suscribieron 
un compromiso escrito llamado “Condiciones 

Mínimas para Reanudar el Trámite Legislativo”, en el que están consignadas las primeras 
modificaciones al proyecto, y se sigue avanzando en ellas. 


Así como el diputado Rathgeb ha sido claro al expresar que votará contra la reforma 

educacional, nosotros también queremos ser claros. Por eso, anuncio que la votaremos 
favorablemente. Pero también quiero decirles a los ministros presentes que nos resulta 
completamente incomprensible mejorar las condiciones de ingreso y de progreso en la carrera sin 
mejorar las condiciones de retiro a través del establecimiento de un bono 

permanente de incentivo al retiro para los profesores. 


He dicho. 
30 de septiembre de 2015 


Señor Presidente, quiero darles la bienvenida a la ministra Adriana Delpiano y a la subsecretaria 
de Educación, Valentina Quiroga. 


El proyecto de ley en discusión, que votaremos mañana, se inscribe en una gran 

reforma a la educación chilena. Durante meses se comentó que estábamos des-centrando el 
tiro, que no estábamos apuntando al objetivo central: la calidad de 

la educación. Sin embargo, ya aprobamos una reforma que puso fin al lucro, a la selección y al 
copago, elementos que, al contrario de lo que aquí se dijo, 

deberían producir una clara incidencia en la calidad, porque permitirán que todos los recursos 
que se invierten en educación se destinen a mejorar su calidad, no al lucro de algunas personas. 


Por si ello pareciera poco, pronto ingresará el proyecto de nueva educación pú- 


blica, que responde a una demanda muy antigua: poner fin a la municipalización de la educación, 
dado que esta ya se reveló fracasada. 
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Asimismo, habrá un cambio en la lógica del financiamiento de la educación superior, para lo cual 
se establecerá la gratuidad de acceso. 


Por otra parte, aprobamos una gran reforma que nos permitió expandir de 

manera muy significativa la educación parvularia, al punto que está por crearse 

una subsecretaría de educación parvularia, con reglas nuevas y una significativa cantidad de 
recursos. 


Hoy estamos debatiendo el proyecto de nueva carrera docente, que también forma parte del 
paquete de iniciativas que busca reformar de manera estructural la educación chilena, en su 
totalidad. 


Este ha sido uno de los proyectos de ley más debatidos. De hecho, nunca había visto más 
trabajo prelegislativo. Junto al ministro de Educación de ese momento, Nicolás Eyzaguirre, en 
mi condición de Presidente de la Comisión de Hacienda, me correspondió elaborar un 
documento que estableció condiciones mínimas para continuar 

el trámite legislativo de esta iniciativa, hecho completamente in- 


édito en nuestra experiencia parlamentaria. Además, a mi juicio, la cantidad de diferencias que es 
posible observar entre el proyecto que ingresó a esta Corporación y el que se va a votar 

mañana, no tiene precedentes, por la gran cantidad 

de modificaciones que se le introdujeron a partir de los aportes que se recibieron. 


Debemos felicitar a los profesores organizados, por su disposición e involucramiento en 
el debate; pero también a los parlamentarios de todos los partidos políticos, incluidos los de la 
oposición, y en algunos casos particularmente a los de la oposición. 


Los cambios introducidos al proyecto son extremadamente relevantes, por lo cual es seguro que 
se nos va a recordar por esto. 


Lo primero que hace la iniciativa es abordar el ingreso, es decir, la formación 

inicial de los docentes. Ello significa que los umbrales para ingresar a la carrera 

de pedagogía crecerán. Me gustaría que crecieran aún más, porque es evidente que una de las 
causas principales de la mejor o peor calidad de la educación que se imparte tiene que ver con 

la calidad de los profesores y de dónde salen quienes se dedican a esa labor. El objetivo de 

toda sociedad que le da tanta importancia a la educación como a la salud es que los profesores 
salgan del mismo segmento del que salen los médicos. Quiero que en el futuro los jóvenes deban 
elegir entre estudiar medicina o pedagogía; sería una señal de que para la sociedad chilena 

la docencia ha pasado a ser tan importante como la salud, lo cual debe tener su 

correlato en los premios e incentivos que la sociedad otorga a esos profesionales. 
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Por otra parte, se establecerán estándares superiores para impartir la carrera de 
pedagogía. También se establecerá la posibilidad de que el Mineduc celebre convenios de 


desempeño y se trasladará la prueba Inicia a la mitad de la carrera docente, para que 
constituya un mecanismo de evaluación y de eventuales correcciones. 


Asimismo, se establecerá un sistema de inducción, es decir, de acompañamiento al ejercicio 
profesional docente -es un aporte de la Comisión de Educación-, pero no como una posibilidad, 
sino como un derecho garantizado. 


Finalmente, se propone una carrera docente que tendrá dos fases: una obligatoria de tres tramos: 
inicial, temprano y avanzado, y una voluntaria de dos 

tramos: superior y experto. Ello con la finalidad de retener a los mejores profesores en las aulas, 
para que no tengan que irse de las salas de clases y postular a ser directivos 

para mejorar sus ingresos. Esto es muy importante, porque significa que para llegar a la cima de 
la carrera el docente no tendrá que salir del aula, sino que podrá seguir haciendo clases y 
alcanzar el mismo nivel de ingresos que el de quienes dirijan o administren el establecimiento. 


Además, se creará un sistema de apoyo al desarrollo profesional, lo que tendrá un correlato en las 
remuneraciones. Habrá un proceso de transición que garantizará que ningún profesor sufra 
menoscabo. 


Por otra parte, todas las parvularias de kínder y de prekínder, que representan más de la mitad del 
universo de educadoras de párvulos de nuestro país, ingresarán al mismo tiempo que los 
profesores a este sistema de carrera docente, en tanto que las demás ingresarán en forma gradual, 
porque hay que estandarizar el proceso de habilitación de un sistema que, como hemos 

discutido muchas veces, es diverso y tiene distintas velocidades. 


Concluyo mi intervención con los versos de un poeta cantor, vecino de Cerrillos, 

Gastón Quelentaro, quien escribió un poema a su profesor primario: (DECLAMA) “Mi profesor [ 
imitar aquella voz, su letra fresca y redondita/ Cómo abarcar como él las fechas de todas las 
batallas/ El porqué del rocío y todas las provincias/ Lo tenía olvidado porque uno olvida al 
profesor lejano/ que nos llenó de luz y nos trazó 

un camino (...) No quiero que todos los alumnos/ le hagan una gran ronda con canciones de 
cuna/ Pido hacerle una hoguera/ para entibiar el frío de su vida/ y cantarle un himno que toque a 
rebeldía”. 
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EL PRESUPUESTO DE LA GRATUIDAD 
17 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, me correspondió analizar la partida Ministerio de Educación 
en la Cuarta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, de la cual formo parte, y luego en la 
Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 


Por su intermedio, señor Presidente, quiero señalar a la ministra de Educación, 
Adriana Delpiano, y a la subsecretaria de Educación, Valentina Quiroga, que 


este presupuesto refleja con nitidez el compromiso apasionado por la reforma en curso; es 

la prueba de que la reforma está en marcha y de que miles de familias verán 

impactadas favorablemente sus vidas, su calidad de vida y sus recursos gracias a lo que hicimos 
ayer y a lo que haremos hoy y mañana. 


En primer lugar, este año se crearon 14 mil cupos nuevos para la educación 
parvularia. Este proyecto de Ley de Presupuestos contempla 35 mil nuevos cupos. 


Es decir, estamos hablando, en los dos primeros años, de 49 mil cupos para una 
cantidad similar de familias que podrá incrementar sus ingresos porque tendrán la opción de 
llevar a sus niños a la sala cuna o al jardín infantil. 


En segundo lugar, se están aplicando las leyes que hemos aprobado, a pesar del voto en contra de 
la oposición, no de todos los diputados de oposición, ahí está la excepción del diputado Romilio 
Gutiérrez. 


Destaca la ley de inclusión. La gratuidad beneficiará a miles de familias que 
actualmente deben pagar por llevar a sus niños a la enseñanza básica y media. 


Al momento de acogerse a la gratuidad, muchos establecimientos particulares subvencionados 
verán incrementados sus presupuestos, los que destinarán no al lucro, sino a entregar 
educación de calidad a los niños, a través de la subvención de gratuidad, a través de la 
ampliación de la SEP, a través de la creación de la 

SEP Ampliada para estudiantes de clase media. Es decir, habrá miles de familias beneficiadas 
porque habrá más inversión pública en la educación de sus hijos. 


Se crearon dos universidades estatales -Aysén y O'Higgins- y muy pronto se 

crearán quince centros de formación técnica estatales en todas las regiones, los que responderán a 
una demanda generalizada cuya creación fue apoyada prácticamente por unanimidad en este 
hemiciclo. 
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Por primera vez el Ministerio de Educación tiene una propuesta integral para 

la educación técnico-profesional. Digo esto porque esa demanda se repitió año tras año en los 
gobiernos pasados. Por ello, tengo que sacarme el sombrero para 

decir: “¡Felicidades, ministra y subsecretaria! ¡Por fin un horizonte claro de 

desarrollo!”. La pirámide de la relación entre la educación universitaria y la educación técnico- 
profesional debe cambiar si queremos cambiar el curso de la economía de Chile. 


Felicito a la Agencia de Calidad de la Educación por la decisión de solicitar al 

Consejo Nacional de Educación la reducción de las pruebas estandarizadas, que son demasiadas. 
Necesitamos un sistema de evaluación de calidad y de evaluación con la comunidad 

educativa; en ello se invertirán los recursos. También necesitamos el acompañamiento que hace 
el Ministerio de Educación; están disponibles los recursos. En efecto, existe un plan de 
acompañamiento y de reforzamiento de la calidad de la educación pública, que si yo estuviera en 


el gobierno del Presidente Piñera tendría que calificar de histórico, porque nunca tantos recursos 
se habían destinado al reforzamiento de la educación pública. 


Muchos vimos la emoción de miles de niños de séptimo básico cuando recibieron su 
computador personalizado. En la mayoría de los casos, los hogares de esos alumnos por primera 
vez iban a tener acceso a internet, con las consecuencias positivas que ello tiene. 


Cabe destacar los programas de desarrollo artístico y deportivo que se están 
implementando para los establecimientos públicos de educación básica y media. 


Nada sobra para hacer más atractiva la educación pública y para que esta recupere -lo digo para 
quienes creen en la provisión mixta de la educación- el lugar que le corresponde en materia de 
entrega de educación. En la actualidad, menos del 

40 por ciento de la matrícula se verifica en establecimientos públicos, en circunstancias de que el 
promedio en los países de la OCDE en términos de provisión de educación pública es de 

80 por ciento. Por lo tanto, debemos trabajar para equilibrar la provisión pública y la provisión 
privada de educación. 


Finalmente, los criterios para acceder a la gratuidad en la educación superior han sido muy 
claros: En primer lugar, vulnerabilidad. La gratuidad será para el 50 


por ciento más vulnerable de las familias chilenas. 


En segundo lugar, la acreditación. Obviamente, no podemos gastar recursos del 
Estado en educación que no les sirva a los niños y que no les garantice una mejor vida y una 
mejor integración laboral, que derive en un mejor aporte al desarrollo de Chile. 


-191 


En tercer lugar, el lucro. Sé que hay quienes no tienen problemas en que se 

transfieran recursos del Estado para que lucren instituciones. Sin embargo, personalmente tengo 
problemas, al igual que la mayoría de este Parlamento, para que se transfieran recursos públicos 
al lucro privado. 


Por eso, saludo el proyecto de ley que permitirá a los institutos profesionales y a 
los centros de formación técnica transformarse en instituciones sin fines de lucro para 
beneficiarse de la gratuidad. 


Gracias, Presidente. Se me acabó el tiempo. 
NUEVO SISTEMA DE EDUCACIÓN PÚBLICA23 
5 de julio de 2016 


Señor Presidente, todos sabemos que la escuela pública -lo recuerda esa 
placa metálica que el ministerio convirtió en insignia- era uno de los elementos vertebradores de 
la nación. Era el vertebrador espiritual y cívico de la nación, como en algún momento también lo 


fueron Correos de Chile y el Banco del Estado. La sola presencia de la denominación “escuela 
pública” hacía sentirnos a todos parte de una misma nación. 


En la dictadura se decidió terminar con esta columna vertebral e iniciar un proceso de 
municipalización, que, en verdad, tiene su correlato en el proceso de privatización. La 
municipalización no sería lo que es sin su correlato: la privatización. 


En la práctica, la municipalización significó la entrega a privados de parte importante de 
la responsabilidad del Estado en la formación de los niños y niñas de Chile. 


Los diputados Silva y Osvaldo Urrutia nos han dicho que ésta es una discusión 

ideológica. Pareciera que para ellos la ideología fuera la defensa de la educación 

pública y lo objetivo fuera la defensa del mercado como mecanismo de resolución de 

la cobertura y de la calidad de la educación que se entrega. Pero la verdad 

es que, bajo el discurso de que lo importante son los niños, lo que finalmente interesa es 

quién imparte la educación con una perspectiva ideológica, religiosa 23 El trámite legislativo de 
esta Ley finalizó el 14 de noviembre de 2017 y comenzó la instalación del primer Servicio Local 
de Educación, el de Barrancas. La aplicación de la ley es gradual y le corresponde al gobierno 
del Presidente Piñera la continuación del proceso. 
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y filosófica determinada en lugar de los valores propios y comunes de la na-ción. No hay 
nación unida y vertebrada sin una educación pública hegemónica. 


Creo, como la ministra, en la provisión mixta de la educación. Si no hacemos un cambio, la 
provisión privada podría llegar al 80 o 90 por ciento, lo que convertiría a la educación pública en 
completamente marginal, incapaz de sentar bases culturales comunes al conjunto de la nación. 


Han pasado treinta años desde que se instauró la decisión de la dictadura y actualmente sólo 
el 36 por ciento de los niños participa de la educación municipal. 


La consecuencia es la profunda desigualdad en la calidad. 


Naturalmente, hay municipios grandes y pequeños; hay municipios pobres y 

ricos; hay municipios preocupados por la calidad de su educación y hay otros 

completamente despreocupados de ella. ¿No les parece evidente, entonces, que el Estado debe 
ser responsable de ofrecer a cada uno de sus hijos la misma calidad en la provisión de su 
educación, por la importancia que tienen todos y cada uno, sin importar la comuna en 

que vivan? Se rompió el principio básico de que el Estado debe asegurar calidad equivalente de 
educación a todos los hijos de Chile. 


Terminar con la municipalización es indispensable para salvar la educación pú- 


blica, porque es imprescindible que el Estado retome su responsabilidad en la provisión 
educativa. 


¿Cuáles son las claves de este cambio? Tal como dijo la ministra, la primera, de la que se ha 
hablado poco, es volver a situar a la escuela y al liceo como las 

unidades básicas del sistema educativo. Esta reforma está centrada en ambas y 

eso no significa más burocracia; por el contrario, las 345 “burocracias” actuales 

van a ser sustituidas por sostenedores de giro exclusivo, profesionales, alejados de los 

ciclos políticos, porque los directores van a ser seleccionados por Alta Dirección Pública y 

por seis años, mientras que el Presidente de la República se elige cada cuatro. Un 

Presidente no podrá, como sí ocurre en la actualidad, sacar de su cargo a un director que lo ha 
obtenido mediante ese sistema de selección, a menos que se compruebe un notable abandono de 
sus deberes o fallas graves en su gestión. 


En segundo lugar, el Estado, estructurado en servicios locales de educación, se hace responsable 
de la educación de los niños, de la calidad de su 

infraestructura y del plan estratégico. Se institucionaliza la participación de la comunidad 
educativa y de la comunidad local, se termina con las precariedades y con los 
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abusos hacia el personal en la gestión de los recursos humanos. ¡Nunca más ha-brá cotizaciones 
impagas para los trabajadores y docentes de la educación! Sin embargo, nadie habla de eso. 


Como ya llevamos treinta años con un sistema, el proceso no será fácil. Me 

parece muy bien que se haya determinado un tiempo para que la transformación 

se haga de manera correcta, en un adecuado proceso de transición; sin embargo, dicha transición 
debe hacerse con los trabajadores de la educación, incluidos los asistentes de la educación, y no 
contra ellos. 


He dicho, Presidente. 
RECURSOS PARA LA EDUCACIÓN PÚBLICA 
16 de noviembre de 2016 


Presidente, destaquemos que este ministerio es el que más incrementa sus recursos en el 
presupuesto de 2017. De hecho, uno de cada cuatro pesos se invierte en educación en Chile. 


Se reafirma el itinerario de expansión de la matrícula parvularia, con el incremento de salas 
cuna y jardines infantiles; se inicia la carrera docente; se avanza en el itinerario de gratuidad 
en la enseñanza básica y media, por 

lo que centenares de miles de niños y sus familias se van a beneficiar de la gratuidad en la 
enseñanza básica y media. 


Se extiende y se avanza en el itinerario de gratuidad en la educación superior, la que ahora se 
extiende a los estudiantes de institutos profesionales y de centros de formación técnica. 


El senador Carlos Montes y quien habla, en la subcomisión que él preside, in-sistimos en que 


había que dar una señal más clara, más inequívoca respecto del camino de fortalecimiento de la 
enseñanza superior pública. 


Al respecto, se presentó una indicación para incluir 500.000.000 de pesos adicionales para la 
formulación de un plan de fortalecimiento de las universidades, que considera la necesidad de 
crecimiento de cada una de estas. Éste es un 

elemento crucial. Nos llenamos la boca afirmando que defendemos un sistema de 

provisión de educación superior mixto; pero yo pregunto si es acaso un sistema 
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mixto aquel en que la educación pública provee apenas el 14,9 por ciento de la 
matrícula, y las instituciones privadas, el 85,1 por ciento restante. ¿Acaso no podemos 
consensuar que en un tiempo determinado, a través de un itinerario 

prefijado, construyamos una meta de equilibrio entre la provisión de matrícula de 
educación pública y privada, de manera de establecer un sistema verdaderamente mixto? 


Por eso, saludo y apoyo la señal de convenir con las universidades un plan de expansión, que 
naturalmente es contradictorio con el límite de expansión que año a año se establece en el propio 
presupuesto. Espero que con este plan ese límite pueda ser pulverizado, porque — reitero- el 
Ministerio de Educación ha sido autorizado a convenir con las universidades para ir más allá del 
crecimiento límite que establece el presupuesto por razones fundadas. 


Finalmente, quiero referirme a las objeciones que se han hecho en cuanto a que en materia de 
becas habría discriminación e inconstitucionalidad. Se dice que Chile es discriminatorio e 
inconstitucional. Se trata del mismo sistema de becas 

aplicado en los gobiernos de Aylwin, Frei, Lagos, Piñera y de la Presidenta Bachelet. Se señala 
que es discriminatorio que existan distintas becas, como la Juan Gómez Millas y 

la Bicentenario, para distintas situaciones, como si la igualdad consistiera en tratar a los 
diferentes con el mismo instrumento, en tratar a todos por igual sin importar su dependencia. En 
ese caso, habría sido discriminatorio, por ejemplo, el programa P-900 

del Ministerio de Educación de hace 20 años, en virtud del cual se decía que había que poner 
más donde había menos. 


¿Tiene derecho el Estado a hacerse cargo de la calidad y de la expansión de sus 
universidades a través de aportes basales crecientes? ¡Por supuesto! No solo tiene el derecho, 
sino la obligación. De lo contrario, serían inconstitucionales los caminos 

que han emprendido tantos países que han establecido la gratuidad exclusivamente para las 
universidades públicas. 


En Brasil se pagan las universidades privadas y son gratuitas las universidades públicas. 
Nosotros escogimos otro camino; pero éste no puede dejar en el abandono 

la necesidad de fortalecer la educación pública para llegar a un sistema de provisión 
verdaderamente mixto. Espero que haya consenso y que todos 

convengamos en que lo mixto no significa la reducción creciente, el debilitamiento y la 
desaparición de la educación pública. 


Gracias, Presidente. 
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GRATUIDAD POR LEY 

EN EDUCACIÓN SUPERIOR24 
17 de abril de 2017 


Señor Presidente, este proyecto tuvo más de nueve meses de tramitación en la Comisión de 
Educación antes de proceder a la votación en general. El debate no fue en vano, porque 

motivó al gobierno a presentar una indicación sustitutiva que recogió buena parte de la discusión 
en la comisión. Además, se decidió comprometer un proyecto de ley específico - 

tengo el borrador en mis manos- para la educación pública superior estatal. 


Pero, ¿qué vamos a votar hoy? Primero, si creamos o no una Subsecretaría de 
Educación Superior, es decir, si le damos la relevancia institucional que merece la educación 
superior en el aparato estatal chileno. 


Segundo, si establecemos o no un sistema único de acceso obligatorio para todas las instituciones 
de educación superior que reciban recursos públicos. 


Tercero, si creamos -y lo hemos pedido a gritos tantas veces- o no una Superintendencia de 
Educación Superior que asegure el cumplimiento de la ley. 


Cuarto, si creamos o no una figura penal para sancionar el lucro con cárcel. 


Quinto, si fortalecemos o no la Comisión Nacional de Acreditación, cambiando la composición y 
designación de sus miembros, y eliminando los posibles conflictos de intereses. 


Sexto, si establecemos o no acreditación institucional integral obligatoria de 
aquí a 2020, en lo que se refiere a la docencia y resultados de la formación, a la gestión y 
recursos institucionales, y al aseguramiento interno de la calidad. 


Por lo demás, el Mineduc ha mostrado flexibilidad para acortar plazos en lo 
que se refiere a la acreditación institucional para la investigación y la extensión. 


24 Como se recordará, la gratuidad en la educación superior fue establecida en la Ley de 
Presupuesto 2016 y en las que siguieron, quedando consagrada como ley permanente recién en el 
Boletín N° 10.783-04, cuya tramitación finalizó en enero de 2018, en las postrimerías del 
gobierno de Michelle Bachelet. 
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Lo que es más importante, se votará, como parte del proyecto de ley, lo que hasta ahora era solo 
glosa presupuestaria y, por tanto, dependiente de la voluntad po-lítica del gobierno de turno. En 


este proyecto de ley se establecerá, negro sobre blanco, que los estudiantes del 60 por ciento más 
vulnerable de la población tendrán asegurada gratuidad total en la educación superior, 

tanto universitaria como técnico- 

profesional, en instituciones sin fines de lucro que tengan cuatro o más años de 

acreditación institucional, que formen parte del sistema común de acceso a la 

educación superior y que tengan políticas de acceso equitativo y programas de apoyo a la 
retención de los estudiantes de los dos quintiles más vulnerables. 


Además, habrá una comisión permanente de expertos para la regulación de aranceles, formada 
por siete profesionales de trayectoria, seleccionados por sistema ADP. 


Señor Presidente, parece que aquí hay diputados que preferirían que esa decisión fuera tomada 
en forma unilateral y monopólica por el Ministerio de Educación, como ha sido hasta ahora. 
Quiero aclarar -todos lo sabemos- que estamos votando el proyecto en general, es decir, 

la posibilidad de seguir adelante con el trámite legislativo o dejar la materia en manos del 
próximo parlamento. 


Al respecto, es difícil explicarse por qué hay quienes votan en contra la idea de legislar, es decir, 
a favor de impedir que este proyecto continúe el trámite legislativo. ¿Acaso no hay acuerdo en 
crear la Subsecretaría de Educación Superior? 


¿Acaso no hay acuerdo en establecer una superintendencia propia para el sector? 


¿Acaso no hay acuerdo de instalar un sistema único de acceso obligatorio para las instituciones 
que reciben recursos públicos? ¿Acaso no hay acuerdo para hacer obligatoria la acreditación 
institucional? 


Más difícil todavía es entender que se vote en contra de la idea de establecer por ley lo que 
hasta ahora ha sido cuestión de glosa presupuestaria. ¿Acaso no hay acuerdo en 

garantizar gratuidad para los estudiantes que provengan de los primeros seis deciles de la 
sociedad chilena? 


Quiero que sean explícitos en esta materia. Si votan en contra de la idea de 

continuar adelante con el trámite legislativo, votarán en contra de ideas que he 

escuchado defender a diputados como Jaime Bellolio, quien ha dicho con claridad que se 
requiere de una subsecretaría de educación superior y de una superintendencia; que dice estar de 
acuerdo, al menos, con que el 60 por ciento de los estudiantes provenientes de 

familias más vulnerables tengan garantizado el acceso gratuito a la enseñanza superior, incluida 
la técnico-profesional. 


Francamente, no entiendo a la oposición ni a los compañeros que dicen que van a votar en 
contra de continuar el trámite legislativo porque no están satisfechas 


¿LO 


todas sus aspiraciones. Perdónenme, la satisfacción inmediata de todas las 


demandas está bien para los adolescentes, pero no para los adultos que estamos sentados aquí, 
que somos responsables de legislar para el presente, pero también para el futuro de Chile. 


24 enero de 2018 


Señor Presidente, en primerísimo lugar, quiero felicitar y agradecer la infinita paciencia y la 
disposición consuetudinaria de la ministra Adriana Delpiano para llegar hasta este momento. 


Soy testigo de que no ha sido un camino fácil. Estamos ante un modo ejemplar de construir 
acuerdos, no para mantener el statu quo, sino para reformar. 


Por supuesto, como bien dijo el diputado Venegas, nadie puede estar ciento por 

ciento satisfecho; de eso se trata, justamente: para que consigamos que la 

mayoría del Congreso Nacional apruebe un proyecto de ley, nadie puede haber impuesto 
completamente su punto de vista particular. 


Estamos ante una reforma de grandes proporciones. 


Yo fui víctima de la ley general de universidades y un luchador empedernido 

contra ella, regulación que en 1981 desmembró completamente a las universidades de Chile 

y Técnica del Estado en subsedes que luego se transformaron en nuevas universidades, y 
permitió la creación, de manera completamente desregulada, de cuanta universidad se pudiera 
generar por iniciativas religiosas, comerciales y de cualquier especie. Como dije, ese sistema 
creció y se desarrolló de manera completamente desregulada. 


Por supuesto, surgieron algunas muy buenas universidades, que proveyeron la satisfacción de los 
sueños y 

aspiraciones de miles y miles de jóvenes; pero también nacieron otras tantas que frustraron las ex] 
los sueños de miles y miles de jóvenes. 


Aquí estamos ante un proyecto que crea una institucionalidad regulatoria para el conjunto del 
sector, que implica una Subsecretaría de Educación Superior. La 

iniciativa eleva la consideración que hace el Estado del sistema de educación superior al nivel de 
subsecretaría, obligándola a tener una estrategia nacional de desarrollo para el sector. 
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Asimismo, establece una Superintendencia de Educación Superior. 

Francamente, al aprobar estas cosas, uno se pregunta cómo hemos desarrollado este sector del 
modo en que se ha hecho, sin una superintendencia regulatoria. Pues bien, con este proyecto 
vamos a llenar ese vacío. 


Además, se hacen ajustes al Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la 
Educación Superior, a la gobernanza de la Comisión Nacional de Acreditación, lo que es muy 
importante, pues todos tenemos en la retina lo ocurrido en los procesos de acreditación. 


Lo que voy a plantear a continuación es francamente relevante, pues hemos asis-tido tres veces a 


la consagración y ampliación de la cobertura de la gratuidad en el acceso a la 

educación superior por vía presupuestaria, es decir, a través de la ley de presupuestos, que, como 
todos saben, expira en el momento en que comienza a regir la siguiente. Pues bien, esta 
iniciativa consagra por ley, de manera 

permanente, la cobertura actual y define su extensión e, incluso, las condiciones bajo las cuales 
se continuaría avanzando hacia la gratuidad total. 


Además, se hace efectiva la monserga que está escrita en la ley, pero que no es efectiva, de la 
prohibición del lucro en la educación superior, por la vía de 
establecer el delito de negociación incompatible, que no se encontraba consagrado. 


Como se sabe, por la vía de las “sociedades espejo”, muchos burlaban la ley. En efecto, a ojos 
vista y a plena luz del día sociedades se han comprado y vendido 

comprobadamente, enriqueciéndose sus controladores mediante la provisión de educación 
superior a nuestros jóvenes. 


Quiero resaltar que el proyecto enmendado por el Senado releva, lo que cierta- 

mente era necesario hacer, la formación de la educación superior técnico-profesional, porque 
todavía nuestra estructura está mal diseñada. Hasta hace poco, de cada tres estudiantes en 

la educación superior, dos iban a la universidad y uno a la educación técnico superior -en todo 
caso, eso ha cambiado en la matrícula de primer año-, en circunstancias de que 

la proporción universal de países que están en pleno desarrollo es 

exactamente la inversa: hay dos estudiantes en educación técnico-profesional por cada estudiante 
universitario. 


Lo que se hace es establecer una estrategia nacional de formación técnico profesional que debe 
proponer un consejo asesor de educación técnico-profesional,- 


consagrado por ley, de carácter público-privado, que le proponga al ministerio y al país dicha 
estrategia. Eso me parece muy relevante, porque Chile debe apostar al equilibrio entre la 
provisión de educación técnico-profesional y la educación propiamente universitaria. 
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Por eso, voy a aprobar las modificaciones del Senado con entusiasmo, porque, 

además, éste es un momento de cierre. Cuando los procesos largos, dolorosos, complejos, con 
avances y retrocesos, con desvíos y con baipás no tienen su cul-minación, el trabajo que han 
desarrollado la ministra y el Congreso Nacional quedaría en nada. Además, sabemos - 
probablemente algunos lo demostrarán a través del voto- que hay una concepción distinta que 
recorrería este mismo camino de un modo completamente diferente, no centrado en los derechos 
de los estudiantes ni en la necesaria regulación del Estado de este proceso de desarrollo de la 
provisión de educación universitaria, sin apostar a establecer un sistema de provisión mixto, 
porque eso es lo que aquí se hace. En todo caso, en la sesión especial que se celebrará esta 
tarde veremos que aquel tiene un complemento decisivo en el fortalecimiento de las 
universidades estatales. 


Por eso, insisto, concurriré a aprobar las enmiendas del Senado “a fardo cerrado”, a pesar de que 
no es mi disposición habitual, porque estamos en las postrimerías de nuestro gobierno y quiero 
que cierre su paquete de reformas. En verdad, iniciado el proceso de desmunicipalización con el 
Servicio de Barrancas, 

establecido el fin al lucro, a la selección y al copago, así como la implementación de la 
gratuidad en la educación superior y creada la Subsecretaría de Educación Parvularia, éste sería 
el corolario del más importante proceso de reformas a la educación que ha vivido Chile en toda 
su historia. 


He dicho, Presidente. 
LEY PROPIA PARA UNIVERSIDADES ESTATALES25 
20 diciembre de 2017 


Señor Presidente, en primer lugar, hay que expresar la alegría de que se haya alcanzado un 
acuerdo político transversal para aprobar una iniciativa de ley de universidades estatales. Es 
motivo de alegría que todos voten -por lo menos, en 

general- a favor de que exista una política específica para las universidades del Estado distinta de 
la política general que se aplica a las demás universidades de Chile. 


25 Esta ley terminó su tramitación en las postrimerías del gobierno de Bachelet. De hecho, el 
Tribunal Constitucional comunicó al Poder Ejecutivo que correspondía promulgar la ley cuando 
ya estaba en ejercicio el Presidente Piñera, lo que hizo sin la ceremonia de rigor. 
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¿Por qué digo esto? Porque hemos tenido décadas de una apuesta expresa del Estado de Chile a 
debilitar las universidades de su propiedad. De hecho, como dirigente estudiantil me tocó vivir la 
promulgación de la Ley General de Universidades, en virtud de la cual se desarticularon la 
Universidad Técnica del Estado y la Universidad de Chile. En esa época me correspondió 

luchar contra esa ley, que representaba una apuesta expresa al debilitamiento de las 
universidades del Estado y la expansión del sector privado a través de la matrícula. 


Digamos las cosas como son: ese enfoque no varió sustancialmente con el arribo de la 
democracia. Si bien se atenuó, se mantuvo invariable y se amarró la posibilidad de las 
universidades estatales para expandir su oferta de matrícula a familias que seguían apostando, en 
forma preferente, por el ingreso de sus hijos a las universidades del Estado, pero no lograban 
hacerlo porque las universidades no podían aumentar su matrícula. Que en la actualidad existan 
tantos médicos formados en universidades distintas de las estatales no se debe a que esos jóvenes 
hayan querido tomar otro camino, sino simplemente a que el propietario amarró a sus 
universidades para que no pudieran crecer y responder a esa demanda. 


El proyecto de ley en discusión debiera hacer un giro copernicano en esa materia, con el objeto 
de que el Estado de Chile apueste a reconstruir un sistema de 
educación superior verdaderamente mixto, porque el que hoy tenemos no puede 


llamarse de ese modo, debido a que más del ochenta por ciento de la matrícula es proveída por 
privados y bastante menos del veinte por ciento por las universidades del Estado. 


Las universidades del Estado resistieron ese embate, ese acoso. Sin duda, man-tuvieron su 
liderazgo en las preferencias de las familias y de los jóvenes para la provisión de carreras en 
materia de investigación y de muchas otras que representan un aporte para la sociedad. 


Aunque parezca increíble, hasta la fecha no hay una normativa general que rija a las 
universidades del Estado; cada una tiene su propia ley o su propio decreto. 


Lo que hace este proyecto es justamente proveer una normativa general que reconoce la 
especificidad conceptual y jurídica de esas universidades. 


Además, la iniciativa explicita el rol del Estado como propietario y su relación con las 
universidades de las que es dueño, y establece reglas comunes para el gobierno universitario, las 
que hoy no existen, así como la responsabilidad sobre la calidad académica e institucional. 
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Entiendo el debate generado en torno a esta materia, en cuanto a si en el texto del 

proyecto debe quedar establecida la expresión “fomentar” o “asegurar”. Los chilenos pensamos 
que en las leyes se juega la realidad; pero de nada servirá la expresión que en definitiva 

se establezca si no se destinan los recursos respectivos en la ley de presupuestos de cada año, si 
no existe una política de seguimiento y si no se acrecienta el fondo de fortalecimiento de las 
instituciones de educación superior. Lo importante es que haya una acción activa y 

proactiva del Estado para proveer y asegurar, de forma creciente, la calidad de 

la educación superior que se imparte en sus universidades. 


Por supuesto, en el proyecto hay varios puntos discutibles, pero quiero referirme al contexto 
político. 


Habrá cambio de gobierno en pocos meses más, y como bien saben ustedes -por lo que 

aquí hemos escuchado decir o por lo que me han contado, como diría Coco Legrand- 

, existe el riesgo evidente de que en la nueva administración prime una idea que ya ha sido plante: 
no debe hacer diferencias según cuál sea la propiedad de la institución de educación superior. 


Hay quienes creen que lo que importa en definitiva es el producto, de manera que da lo mismo si 
la universidad es propiedad del Estado, de una iglesia, de un grupo confesional o de un grupo 
económico que quiere hacer caridad, porque 


-como bien saben ustedes- se señala que no hay lucro en la educación superior. 


La razón que me anima a pasar por alto los puntos que quedan en discusión es que 

resulta imprescindible aprobar hoy este proyecto de ley. Por eso, quiero señalar a la ministra de 
Educación que la felicito no sólo por la fortaleza de 

sus convicciones, sino por su infinita paciencia para llevar adelante una agenda 


transformadora que marcará las próximas décadas. Seguramente, en el futuro se enseñará en los 
manuales de enseñanza básica que los procesos de educación chilena experimentaron profundas 
transformaciones durante el mandato de la Presidenta Bachelet, a quien 

la ministra de Educación ha tenido el honor de representar en esa cartera durante este último 
período. 


Reitero que es imprescindible aprobar hoy este proyecto, con el objeto de agi-lizar su 
tramitación y que la ley entre en vigencia en este periodo, porque la 

iniciativa consagra el convenio marco de las universidades y establece que en 

los futuros presupuestos no se podrá fijar un monto inferior al de la Ley de 
Presupuestos de 2016. Es decir, se establece un piso de financiamiento para las universidades 
estatales. 
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Por lo tanto, tal como lo hacemos con el presupuesto para las instituciones armadas, 
me gustaría que con la misma alegría aprobáramos el presupuesto para las instituciones de 
educación superior del Estado. 


Respecto del plan de fortalecimiento por diez años que propone esta iniciativa, 

felicito al diputado Romilio Gutiérrez por su preocupación por la insuficiencia de los recursos 
comprometidos para esa tarea. Quiero señalar que comparto su 

preocupación, pero lo insto a que haga el máximo esfuerzo para que su gobierno incremente, en 
el primer proyecto de ley de presupuestos que le corresponda enviar, el monto que se destina al 
fortalecimiento de las universidades públicas. 


En consecuencia, considero lo que estamos haciendo como el primer paso para revertir el camino 
que hemos recorrido durante aproximadamente cinco décadas y para recuperar el equilibrio que 
debe haber entre las universidades del Estado y las privadas, con el objeto de que tengamos un 
sistema de educación superior mixto de verdad, porque no podemos llamar así al actual. 


Muchas gracias, Presidente. 
24 enero de 2018 


Señor Presidente, en la sesión de hoy en la mañana tratamos el proyecto de ley 
sobre educación superior, uno de cuyos componentes originales decía relación con las 
universidades estatales y la responsabilidad del Estado respecto de ellas. 


Finalmente, dada la especificidad de dichas universidades, la materia fue abordada aparte en la 
presente iniciativa. 


Diría que ése es el primer gran aporte: la elaboración de un proyecto cuya 

tramitación concluiremos hoy, que establece un marco jurídico común, el 
reconocimiento de la especificidad de las universidades estatales y la explicitación de la 
responsabilidad y del rol del Estado respecto de ellas. 


La iniciativa establece directrices básicas para los órganos superiores, el 

gobierno universitario, los órganos de control y fiscalización; establece normas que 

permiten flexibilizar la gestión y administración financiera, y promueve el principio de 
coordinación. Pongo énfasis en esto último, esto es, en la promoción del trabajo coordinado de 
las universidades estatales, pues les permitirá reforzarse entre ellas, supliendo la carencia de algo 
que existió antaño, en mi época: la gran universidad pública que vertebraba al país de punta a 
cabo. Hoy existen muchas 
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universidades, las que deben tener la responsabilidad y la capacidad de coordi-narse para mejorar 
la oferta pública. 


Por último, la iniciativa contempla un Plan de Fortalecimiento de las 
universidades del Estado, para el cual se dispondrá de recursos, por un período de diez años. 


El Senado resolvió -no siempre es así- algunas materias que se discutieron en la Cámara, pero 
respecto de las cuales no logramos una buena solución. El proyecto que regresa del Senado -está 
presente en la Sala nuestro querido ex colega Carlos Montes, seguramente responsable en gran 
medida de lo que voy a decir- 


es inequívocamente mejor que el que despachó la Cámara. No puedo decir lo mismo de manera 
generalizada y en relación con otras iniciativas, pero respecto de este proyecto específico - 
hay que decirlo-, lo que viene del Senado es inequí- 


vocamente mejor que lo obrado en la Cámara. 


Quiero describir la buena solución entregada por el Senado respecto de la discusión sobre el 
aumento de la matrícula, es decir, de la oferta académica y de matrícula que pueden y deben 
hacer las universidades estatales. El Senado establece dos ventanas posibles para aquello: la 
primera, la solicitud del Ministerio 

de Educación a las universidades estales en virtud de las necesidades específicas del desarrollo 
regional; por ejemplo, el ministerio podría solicitar a una o más universidades estatales la 
ampliación de la matrícula o derechamente la apertura de una carrera determinada; y, la segunda, 
la posibilidad de que la propia 

universidad defina, en su plan de desarrollo, en el marco del Plan de Fortalecimiento de las 
universidades del Estado, un programa de ampliación de matrícula en determinadas carreras. 


El segundo aporte del Senado dice relación con lo que ocurría cuando una 
universidad estatal no conseguía la acreditación institucional, o la conseguía por menos de 
cuatro años. En la Cámara se aprobó establecer un plan de tutoría. 


Lo que propone el Senado es, primero, fijar un plazo máximo de seis años a esa 

tutoría; si transcurrido ese plazo la universidad bajo tutela no obtuviere la acreditación, se 
faculta al Ministerio de Educación para que nombre directamente un administrador provisional y 
para que envíe al Congreso Nacional, dentro del plazo de seis meses contados desde la 


designación de dicho administrador, un proyecto de ley que defina el destino de la institución 
que fracasó. 


El Senado también consiguió -a mi juicio esto es muy relevante- lo que no logramos conseguir 
en la Cámara pero respecto de lo cual reclamamos insisten- 

temente: el significativo aumento de los recursos contemplados para el Plan de 

Fortalecimiento de las universidades del Estado. El monto de dichos recursos se eleva -vamos a 
aprobarlo así- a 300 mil millones de pesos en el lapso de diez 


: 204 - 


años. La mitad de ese monto, es decir 150 mil millones de pesos, deberá ser distribuido dentro de 
los primeros cinco años. 


El Senado también especificó que la aprobación, supervisión y seguimiento de 

las iniciativas financiadas en virtud del Plan de Fortalecimiento estará a cargo de un comité 
interno del Consejo de Coordinación, conformado por los distintos actores, esto es, no sólo por 
las universidades, sino también por representantes del Estado, de los alumnos, del personal no 
docente y, por supuesto, de los académicos. 


De la misma forma en que lo hice con el proyecto que tratamos en la sesión de 

hoy en la mañana, concurro con mucha alegría a aprobar las modificaciones del 
Senado a esta iniciativa, mediante la cual por fin se reconoce la especificidad de las 
universidades estatales. Celebraré que sea aprobada por unanimidad. 


Me permito darle un consejo al diputado Jaime Bellolio, a quien aprecio mucho, por lo que me 
incomoda hacerlo en su ausencia. Quiero decirle que nos tiene un poco cansados de su 

frecuente actitud de victimizarse en los debates. Acaban de ganar una elección presidencial; yo le 
recomendaría que no se acompleje tanto respecto de lo que es la derecha, que no vaya tanto a la 
defensiva, que no pierda tanto tiempo defendiendo y explicando lo que no es, y se dedique a 
decir lo que son y sobre todo lo que le proponen al país. Lamentablemente lo digo ahora en su 
ausencia, pero se lo diré personalmente. 


Presidente, he dicho. 
PLAN DE FORMACIÓN CIUDADANA 
2 de septiembre de 2015 


Señor Presidente, hubo un dictador que señaló que la función de la educación era enseñar a 
sumar, restar y, en una fase muy superior, multiplicar y dividir. 


En verdad, existe consenso generalizado en cuanto a que la educación es algo mucho más 
extenso y profundo. La educación es la formación de ciudadanos capaces de intervenir en su 
propia realidad. 


Agradezco al gobierno, en particular al Ministerio de Educación, a través de 


la ministra Adriana Delpiano, por haber acogido una demanda muy antigua, 
+ 205: 


sostenida y, por lo demás, muy transversal del Congreso Nacional. Una infinidad 
de parlamentarios hemos suscrito proyectos de resolución y de ley, iniciativas de distinto calibre 
y carácter, para reponer la educación cívica en el centro de la formación educativa de Chile. 


Naturalmente, en lo personal, la entiendo como una educación para la libertad y la 
participación. No es una formación con cierto enfoque evaluativo de las instituciones y del país, 
sino una preparación de los jóvenes para responder a las disyuntivas éticas que les pone 

la vida, frente a la corrupción, a la necesidad de transformar las instituciones y ante la opción de 
quedarse en la casa o participar para intervenir en la modificación de sus realidades. 


Este proyecto es muy importante porque se hace en un contexto en que 
la participación en Chile ha decaído de manera considerable, en términos absolutos y relativos. 


No hay comparación que nos sea favorable. Nos comparamos con la OCDE, pero 

tenemos niveles de participación y de compromiso en el desarrollo de nuestras instituciones, en 
particular en los procesos electorales, muy inferiores a los de los grandes 

países civilizados, donde, incluso, las perspectivas de cambio son mucho menores. Para qué 
hablar de países que están en pleno proceso de transformación, como el nuestro. 


Es paradójico que seamos un país en pleno proceso de transformaciones muy profundas en todos 
los ámbitos y tengamos niveles tan bajos de participación. 


Apruebo con entusiasmo la idea de establecer para toda la educación financiada con recursos 
públicos la exigencia de un plan explícito de formación ciudadana y saludo la decisión del 
gobierno de incluir un artículo transitorio que compromete a incorporar la 

asignatura obligatoria de formación ciudadana para los terceros y cuartos medios. 


Me resulta inexplicable la abstención de las bancadas de la Alianza -lamentablemente, no 
está presente mi colega y amigo Jaime Bellolio para que la explique- 


en la votación general de este proyecto. 


Este es un proyecto muy importante y, naturalmente, encontrará su resultado concreto cuando se 
establezca en las escuelas no sólo el plan, sino también la 

asignatura correspondiente. Debemos preparar a nuestros jóvenes para enfrentar los 

dilemas éticos relacionados con la necesidad de construir una sociedad más transparente y menos 
sensible a la tentación de la corrupción, a la que, como hemos visto, también están expuestos los 
representantes del pueblo. 
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Sólo quiero agregar una sugerencia, que se podría establecer más adelante, que tiene relación con 
el establecimiento de la obligación, para todos los representantes elegidos por el pueblo, de 
participar, al menos dos veces al año, en una iniciativa de formación ciudadana en alguna escuela 
o liceo de Chile. Es decir, que no haya ministro, subsecretario, parlamentario, concejal o alcalde 
que no tenga la obligación de concurrir, al menos dos veces al año, a una escuela o 

liceo, en el marco de la formación ciudadana. Le dejo la sugerencia a nuestra ministra de 
Educación. 


Muchas gracias. 


Dialogando con su equipo de colaboradores políticos de Cerrillos, encabezados por el entonces 
concejal Arturo Aguirre. Hoy Alcalde de la comuna desde 2012. 
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El Parlamento es, por definición, un lugar para parlamentar. De ahí que sea tan fundamental la 
amistad cívica y el diálogo con los adversarios políticos, particularmente con los más dispuestos 
a ello. 
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IX 


MULTICULTURALIDAD Y 
DERECHOS HUMANOS 


El debate sobre la aplicación del convenio 169, el reconocimiento constitucional a los pueblos 
originarios, el multilingúismo, el movimiento Mapuche en la Araucanía, la multiculturalidad y el 
cuestionamiento al enfoque de asimilación que ha dominado la política pública 

chilena desde siempre, son temas que han salido de los márgenes de los cenáculos intelectuales y 
han tomado importancia creciente en el 

debate parlamentario en esta última década, aunque respecto de la mayoría de ellos el país aún no 
toma decisiones indispensables. 


El debate sobre derechos humanos, sea sobre las violaciones en dictadura o 

planteamientos respecto del futuro, continúa siendo tema di- 

visorio en el Congreso, pues aún persisten planteamientos que niegan la historia o pretenden 
convertir a las víctimas 


en victimarios y viceversa. 
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DEFENSA DE LA MULTICULTURALIDAD 
7 de octubre 2010 


Señor Presidente, la denominación del Museo Folklórico Araucano Juan Antonio Ríos es una 
metáfora de la manera en que Chile ha considerado a sus pueblos originarios. 


Araucano es la denominación que entregó Alonso de Ercilla, una vez que el pueblo mapuche fue 
dominado. Por eso, bautizar al museo de su identidad con un 

nombre que lo desidentifica de sus raíces y de su origen, es la metáfora más precisa para reflejar 
el modo en que Chile ha reconocido a sus pueblos originarios. 


Estudié en la escuela 55 y en el Internado Nacional Barros Arana, y cuando egresé, el fatídico 
año 1973, no conocía ni una sola palabra de mapudungún. Sólo diez años más tarde, en una 
ocasional candidatura en la provincia de Malleco, aprendí a saludar en esa lengua: mari mari pu 
peñi, mari mari pu lamngen. Eso 

refleja la desconsideración y la falta de reconocimiento de la diversidad como fuente de la 
riqueza nacional de Chile. Claro, nos gusta más bien proyectarnos como los ingleses de América 
Latina, en lugar de reconocer que la diversidad 

de orígenes, de lenguas, de culturas y de identidades enriquece a una nación en lugar de 
empobrecerla. 


Durante estos doscientos años hemos funcionado como sociedad con la estrategia de la 
asimilación, es decir, mientras más se parezcan a nosotros, mejor para ellos y para Chile. Pero, 


en verdad, esa estrategia se ha revelado completamente equivocada, tanto desde el punto de 
vista del interés de los pueblos originarios como del interés de la nación chilena. Ella debe 
asumir, de una vez por todas, su multiculturalidad. Por eso, este proyecto también podría ser una 
metáfora del cambio de relación del Estado de Chile y de su sociedad con los pueblos 
originarios. 


Obviamente, darle al museo el nombre del cacique propietario de esas tierras antes de 

la expoliación que hicimos; antes de que pasara a manos, seguramente en un tercer o 

cuarto cambio, de las familias Larroulet, Leiva y Gajardo, es una cuestión de justicia. Reitero, es 
de justicia darle el nombre del lonco Cayupi 
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Huechicura, que fue propietario de esas tierras y llamarlo como Casa de las Raí- 
ces en la lengua con que se identifica ese pueblo. 


El segundo elemento que quiero recalcar es que el mensaje recoge, aunque de manera muy 
lateral y marginal, una cuestión a mi juicio fundamental, porque ni el Gobierno de Chile ni el 
Congreso Nacional hemos asumido una cuestión gigantesca, del porte de una casa, para 

la arquitectura institucional del futuro: me 

refiero al convenio 169, que obliga a consultar a los pueblos originarios cuando alguna decisión 
gubernamental o legislativa los involucra. 


El proyecto, aunque sea pequeño y simbólico, constituye la primera vez que dicho procedimiento 
opera en consecuencia. 


Junto con la aprobación del proyecto, espero que el Gobierno se comprometa a 
entender que el convenio 169 fue ratificado para su aplicación y no para conser-varlo en un 
clóset del ex Museo Folclórico Araucano. 


Por último, quiero decir que esto nos debiera llamar a reflexionar sobre la necesidad de 
involucrar al conjunto de la nación en su aspecto más básico, que es el 

de la formación de los niños y de las niñas, para que la lengua, la historia y la identidad de los 
pueblos originarios sean parte constitutiva de la formación de los niños y niñas de Chile. 


Quisiera que muy pronto discutamos aquí la norma que establezca por fin el mapudungún como s 
todos los colegios y escuelas del país. 


He dicho, Presidente. 
CRÍTICA A POLÍTICA INDÍGENA DEL GOBIERNO 
10 de marzo de 2011 


Señor Presidente, evitaré toda referencia al sesgo juvenil que pudiera tener el informe por la edad 
del presidente de la Comisión, porque, francamente, no me parece adecuado. Es como si 


aludiéramos al sesgo femenino si fuera una mujer la presidenta. José Manuel Edwards es un 
diputado como todos nosotros y tiene virtudes y defectos. Lamentablemente, tendré que 
concentrarme en algunos 
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defectos, pero que no dicen relación, seguramente, con la edad, sino más bien con su 
conocimiento, a mi juicio modesto, de la realidad que debió abordar. 


En primer lugar, no se reconoce el hecho mayor, cual es la existencia de una deuda histórica que 
tiene la sociedad con sus pueblos originarios, porque hoy todos somos conscientes de 

la situación de despojo que vivieron, durante varias generaciones, los pueblos originarios que 
contribuyeron a construir lo que en la actualidad es nuestro país y que, sin embargo, no han sido 
valorados ni reivindi-cados como se merecen. 


Eso, a partir de 1990, se constituyó en una política, con algunas virtudes, toda 
vez que ha contribuido a satisfacer algunas demandas y a generar otras expectativas, pero 
también con muchos defectos. 


El objetivo de la Comisión investigadora fue investigar y determinar la existencia de 
irregularidades. De una lectura acabada de su informe, llaman mucho la atención las expresiones 
de los dos actores que pudieron haber contribuido a establecer la existencia de 

irregularidades. Me explico. La nueva dirección del Programa Orígenes, nombrada por el 
gobierno del Presidente Piñera o por el propio Presidente Piñera, es la primera autoridad llamada 
a establecer si existen o no irregularidades; sin embargo, la directora del Programa - 

es lo que infiero de sus palabras- descarta la existencia de toda irregularidad. 


El segundo actor que debió haber testificado por la existencia de irregularidades es el 
Banco Interamericano de Desarrollo. Lo dijo el propio diputado Edwards. 


El Banco Interamericano de Desarrollo, después de realizar auditorías periódicas, señaló en la 
Comisión que el Programa ha funcionado bien. 


Hace algunos meses escuché al diputado y a otros colegas la expresión de su voluntad de 
terminar con el programa Orígenes. Hoy me felicito de escuchar la aseveración clara y 
categórica de todos para que el Programa Orígenes continúe en el tiempo. Es un 

programa positivo, con características especiales, toda vez que se contempla la transferencia de 
recursos a miles de pequeñas iniciativas definidas y realizadas por las propias comunidades. 


En seguida, el informe establece una correlación entre un supuesto incremento de la 

violencia política en 2010 y los compromisos que asumió el gobierno, en 

momentos de crisis, con el objetivo natural de pacificación y no de ganar elecciones, como aparec 
manera primaria. Nadie, mediantemente in- 

teligente, puede decir que llegar a un acuerdo y asumir un compromiso con una comunidad el 14 
de enero, a dos días de la elección, tiene que ver con la eventual conducta de los electores. 
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El gobierno anterior comprometió la solución después de entregar más de 600 


mil hectáreas, desde 1990 hasta principios de 2010. Comparadas con el número de 

hectáreas entregadas por esta administración y por esta Conadi, hacen pensar que en el gobierno 
del Presidente Piñera apuesta a terminar con la política de entrega de tierras, en circunstancias de 
que es absolutamente indispensable continuar con ella. 


Es necesario que este Congreso reafirme la necesidad de que el Estado y la sociedad chilena conti 
pueblos originarios. La principal se relaciona con la tierra, aunque no es la única. 


Revela desconocimiento quien critica que un ministro se comprometió con las 

comunidades a entregarles determinadas tierras y no otras. Pero resulta que las 

comunidades reclaman esas determinadas tierras y no otras, porque son esas 

tierras las que habitaron sus ancestros. Por lo tanto, lo que hizo el entonces ministro Viera- 
Gallo fue comprometer al Estado en el intento de resolver la deuda 

histórica con esas comunidades específicas. Cincuenta y uno de los ciento quince compromisos 
fueron cumplidos en 2009. Tanto es así que el presupuesto aprobado por el gobierno de 

la Presidenta Bachelet para 2010 contemplaba -escúchen-me bien- 49 mil millones de pesos para 
continuar saldando la deuda histórica y adquirir esos predios comprometidos. 


Pues bien, ¿qué hicieron el gobierno del Presidente Piñera y el director de la 

Conadi, felizmente ahora destituido? Paralizaron por completo el proceso de entrega de tierras. 
Por eso, este informe no es más que una nube de humo para ocultar el problema mayor, que es 

la ausencia más absoluta de una política indígena por parte de este gobierno, que -repito- paralizó 
el proceso de entrega de tierras. 


Además, enfocan el problema de manera muy distinta. Mi colega José Manuel Edwards 
dice que hay mayor violencia política porque hay más expectativas. 


Permítanme ser un poco presuntuoso. Todos los estudios sociológicos permiten 

afirmar que hay mayor violencia política cuando hay desesperanza, no cuando hay diálogo y 
expectativas. Cuando hay diálogo y expectativas, la gente tiende 

a definir instrumentos, medios y fines para conseguir sus objetivos. Cuando el 

muro está cerrado, cuando no hay entrega de tierras, cuando no hay horizonte de 

solución de los problemas, allí sí hay violencia política. Las estadísticas así lo evidencian. En 
2010 hubo menos violencia política. Desde que se establecieron los compromisos, no hay 
más, hay menos violencia política. Así lo indican las estadísticas de manera muy clara. 
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Violencia política habrá si este Gobierno continúa en el tiempo sin definir una política indígena. 


He dicho, Presidente. 


CONSEJO NACIONAL DE PUEBLOS INDÍGENAS26 
14 de junio de 2017 


Señor Presidente, me comprometí con mi compañero de banco en el hemiciclo y 

amigo Joaquín Tuma, quien ha hecho de esto su vida, pero que hoy, lamentablemente, se 
encuentra enfermo -primera vez en los siete años que lleva como parlamentario-, por lo que no 
pudo asistir a esta sesión. Se enfermó justo cuando le correspondía intervenir en el debate de un 
proyecto que ha seguido con mucho interés y pasión. 


Intentaré transmitir simultáneamente, entonces, mis preocupaciones y las de Joaquín Tuma en 
torno a esta iniciativa. 


Este proyecto de ley, próximo a aprobarse, espero con una amplísima mayoría, puede tener 
carácter histórico. Digo “puede”, porque si se produce la sinergia necesaria entre el futuro 
Consejo de Pueblos Indígenas y su contraparte, que será el futuro ministerio de pueblos 
indígenas, sería posible alcanzar un cambio 

definitivo en la mirada que tienen el Estado y la sociedad chilena respecto de sus pueblos 
originarios, mirada que por siglos ha consistido en buscar incorporar, de asimilar a esos 

pueblos al crisol de la chilenidad por la vía de que sean como nosotros. Por décadas la apuesta de 
nuestro Estado ha tendido a obtener la desaparición de la identidad y de la cultura de los pueblos 
originarios. 


Diría que este proyecto representa el inicio de un cambio definitivo de mirada. 


El Estado y la sociedad chilena se ponen en la perspectiva del reconocimiento 

del valor patrimonial que significa para la riqueza cultural, económica y social 

de Chile la existencia de pueblos originarios, que deben ser no sólo preservados en sus 
condiciones, sino potenciados en su desarrollo. Y esto, por supuesto, va a 26 Este proyecto se 
encuentra en el Senado, en segundo trámite constitucional. Fue aprobado en general por la Sala y 
está tramitándose en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. La 
disposición del nuevo Gobierno es determinante, tanto para esta iniciativa como para su 
complemento, que es el Ministerio de Pueblos Indígenas, pues ambas involucran gasto fiscal. 
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tener expresión superior en el reconocimiento de Chile como una nación multicultural y 
multilingúística. 


No sé si alguna vez han visto un partido de la Copa Libertadores donde juegue 

Olimpia del Paraguay. Por rubios y altos que sean sus jugadores, son capaces de hablar guaraní 
entre ellos, para evitar que los rivales conozcan sus estrategias y jugadas. Porque todos los 
paraguayos hablan la lengua de su principal pueblo originario. 


No obstante que en nuestra población el pueblo mapuche representa una proporción mayor que la 
que representan los guaraníes para Paraguay, mis primeras palabras de mapudungun las aprendí, 


como hijo de la educación pública, formado en el Internado Nacional Barros Arana y la 
Universidad de Chile, después de los 35 años 

de edad, cuando viví en Malleco en mi condición de candidato a diputado, en la elección de 
1997. “Mari mari pu peñi, mari mari pu lamngen”. 


Lo cierto es que todo niño de nuestro país debería conocer al menos rudimentos de la lengua de 
los pueblos originarios, que no sólo habitaron, sino que habitan y habitarán nuestro territorio por 
siempre. 


Uno escucha resonancias del enfoque de asimilación que comenzamos a 
dejar atrás, cuando algunos piden mayor presencia policial frente a lo que llaman 


“conflicto de La Araucanía”, que no es un conflicto, sino más bien la incapacidad del Estado y 
del pueblo de Chile para asumir que tiene una deuda histórica con el pueblo mapuche. Incluso, 
algunos solicitan la militarización de La Araucanía y otros piden correr balas de verdad, en lugar 
de balas de salva, si las cosas se desbocan. 


Estamos comenzando a dar solución a uno de los problemas principales en la 
relación multicultural de nuestros pueblos, cual es la existencia de interlocutor válido que 
represente a los pueblos originarios. 


Eso hace el proyecto, ya que crea un Consejo Nacional y nueve consejos de 
pueblos indígenas, que se constituirán en interlocutores válidos de la expresión organizada de las 
demandas de los pueblos originarios frente al Estado y a la sociedad chilena. 


En la Comisión de Hacienda tuvimos un largo debate porque los recursos que 

originalmente contemplaba el proyecto no eran consonantes con la magnitud del desafío que se 
planteaba. Reconozco el esfuerzo del ministro y de sus colaboradores para incorporar recursos 
que se traduzcan materialmente en la existencia de un organismo autónomo que valore la 
condición del Consejo de Pueblos In- 
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dígenas como representante de los distintos pueblos. En consecuencia, daremos inicio a una 
institución sólida, con proyección de futuro. Los recursos que se le aportan revelan una apuesta 
seria, no fuegos artificiales. 


El diputado Tuma me pidió que hiciera un llamado por él para que todos los actores se unan 
contra la violencia, aíslen a la delincuencia y separen la lucha por la identidad, la cultura y el 
desarrollo de los pueblos indígenas de los atentados contra el Estado de derecho. 


Todos anhelamos una paz verdadera, que se funde en el respeto y en la promoción de la 
diversidad e identidad de los pueblos originarios como parte integrante de la sociedad 
chilena, que ha de reconocerse, más temprano que tarde, como una nación multicultural. 


Gracias, Presidente. 


MINISTERIO DE PUEBLOS INDÍGENAS 
20 de septiembre de 2017 


Señor Presidente, si bien el proyecto de ley que estamos discutiendo es muy importante, no se 
entiende si no es en consonancia con la creación del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas. Es 
decir, Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y Ministerio de Pueblos Indígenas constituyen una 
dupla inseparable que mostraría -digo “mostraría” porque esto debe ser aprobado-, un cambio 
muy relevante y fundamental en la aproximación del Estado y la sociedad chilena a sus pueblos 
originarios. 


Por siglos, en Chile primó la lógica de la asimilación, esto es, la inclusión progresiva de los 
pueblos originarios, por la vía de la desaparición y la disolución de su identidad, en el resto de la 
sociedad chilena. Es decir, mientras más chilenos parecieran, mejor. 


Así fuimos haciendo desaparecer sus lenguas, sus historias, sus tradiciones. 


Prueba de ello es que no sé si hay alguien aquí que pueda decir -al contrario de lo que me ocurrió 
a mí, hijo de la educación pública, educado en el Internado Nacional Barros Arana- que 

aprendió algo de mapudungun en su época de estudiante. A mí ni siquiera me dijeron que podía 
haber otra visión de la historia, que no sea la de la colonización. No me hablaron de una historia 
de masacres 
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ni genocidio, sino de pacificación y colonización. Es decir, ni la historia, ni la cultura ni la 
identidad del pueblo mapuche han sido parte de nuestra formación. 


Comparto varios de los comentarios del diputado Chahin, pero me pregunto para qué es este 
proyecto. Si creamos un ministerio para seguir haciendo la misma política que hemos hecho 
durante décadas, la verdad es que no vale la pena. 


En mi opinión, la creación de un ministerio y de un consejo de pueblos indígenas 

valdrá la pena si sirve para establecer un nuevo trato entre la sociedad y el Estado chilenos con 
sus pueblos originarios y si permite cambiar la lógica de 

asimilación por la de multiculturalidad, es decir, la lógica de la defensa y de la promoción de las 
diferencias que marcan la identidad de los pueblos que conforman nuestro país. 


Un ministerio de pueblos indígenas no puede convivir, por ejemplo, con la idea 

de que toda protesta social es terrorismo; no puede convivir con la idea de que 

el problema mapuche puede resolverse simplemente por la vía del aumento de la cobertura 
policial o, como señalan algunos candidatos, derechamente mediante 

la militarización del territorio. Sería completamente contradictorio y anularíamos el sentido 

que tiene la creación de un ministerio y de un consejo de pueblos indígenas que entendiéramos y 
extendiéramos la lógica de la comprensión de la protesta y la reivindicación mapuche dentro del 
paquete “terrorismo, prevención, seguridad y represión”. 


Por eso, digo que este ministerio tendrá sentido si cambiamos de manera coper-nicana la 
lógica de aproximación del Estado y la sociedad chilena a la problemá- 


tica del pueblo mapuche, que es nuestra problemática, la problemática de Chile. 


Espero que la creación del ministerio permita que nuestros hijos -ahora podría 

hablar incluso de nietos- aprendan en las escuelas, al menos en las que se financian con recursos 
públicos, no sólo la lengua, sino también la historia y la identidad de nuestros pueblos 
originarios. 


He dicho. 

ea 

DEFENSA DE RAPA NUI 
2 de mayo de 2017 


Señor Presidente, hace algún tiempo aprobamos una reforma constitucional que hoy nos 

permite debatir un proyecto de ley como el que estamos tratando, referido a la Isla de Pascua, 
que es como todavía muchos denominan a ese territorio insular, pero respecto del cual ya es hora 
de que comencemos a referirnos por su nombre real: Rapa Nui. 


Esto es como si aún habláramos de “los araucanos” para referirnos a los mapuches, lo que 
sería un insulto para ese pueblo. Pienso que sucede exactamente lo mismo cuando utilizamos el 
nombre “Isla de Pascua” para referirnos a Rapa Nui. 


Un grupo de diputados de la Comisión de Cultura, Artes y Comunicaciones, que en ese momento 
presidía nuestro querido colega Roberto Poblete, concurrimos 

a la Isla para celebrar una sesión oficial, en la que escuchamos las inquietudes 

de diversas organizaciones del pueblo Rapa Nui durante una larguísima y muy intensa 

jornada. Allí adquirimos, transversalmente, diputados de gobierno y de oposición, un pequeño 
gran compromiso: presentar un proyecto de reforma constitucional destinado a sustituir en 
nuestra Carta Fundamental la denominación Isla de Pascua por la de Rapa Nui. Ya presentamos a 
tramitación ese proyecto de reforma constitucional y esperamos que pronto sea discutido en esta 
sala. 


Ahora, respecto de la iniciativa que hoy nos convoca, durante su discusión en la Comisión de 
Hacienda solicitamos al subsecretario Cifuentes que aprovechá- 


ramos este proyecto de ley para cumplir el compromiso adquirido de modificar 

la Carta Fundamental; pero nos argumentaron que para aprobar una reforma 

constitucional, como bien sabemos, se necesita alcanzar un quorum más alto que el que se 
requiere para despachar esta iniciativa de ley, la cual, además, tiene la urgencia que explica la 
presencia activa del pueblo Rapa Nui en la tribuna, por lo que no parece oportuno retrasar su 
despacho. Por tanto, nos allanamos a que se haga en otro momento. 


No obstante, aclaro que quienes presentamos el proyecto de reforma constitucional no 
cejaremos en nuestro intento por conseguir que al territorio de Rapa Nui y a su pueblo se les 
mencione con esta denominación en nuestra Carta Fundamental. 
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Segundo, es evidente que el territorio de Rapa Nui y su pueblo no pueden ser vistos como la 
simple extensión del territorio y la cultura nacionales. Ahí hay un idioma, una historia y 
tradiciones culturales ancestrales propias y muy distintas a las del Continente. Hay, además, una 
condición de aislamiento y de lejanía respecto del resto de nuestro país que siempre debe 
considerarse, dado que el punto más cercano, Caldera, está a más de 3 mil kilómetros de 
distancia. 


En consecuencia, al amparo de lo que establece la Constitución, me parece que la Isla tiene el 
más completo derecho a generar condiciones de tratamiento especiales para proteger su 
integridad territorial, ambiental y cultural. 


Eso es exactamente lo que busca este proyecto de ley: establecer condiciones que 

permitan asegurar la permanencia y la sustentabilidad ambiental de la isla y, al mismo tiempo, la 
sustentabilidad y proyección cultural de la etnia Rapa Nui, así como la propiedad sobre su 
territorio. 


Por eso votamos a favor en la Comisión de Hacienda y volveremos a hacerlo hoy, aquí, en la 
Sala. Creo que a estas alturas del desarrollo y dado el reconocimiento y la constatación en 

cuanto a que la diversidad enriquece a los países, no los debilita, 

ya es hora de reflexionar sobre la posibilidad de reconocer el carácter pluriétnico y 

pluricultural de nuestro país. Me parece que esto es un avance hacia ese objetivo, por 

lo que espero que los parlamentarios conservadores, que 

siempre han puesto objeciones a las iniciativas que apunten en esa dirección, finalmente se allane 
y proteger la expresión de esa diferencia, que es ambiental, por supuesto, pero también cultural y 
territorial. 


Tenemos derecho a limitar el acceso a la Isla para evitar la sobrecarga ambiental, 
pero también para que aquellos rasgos esenciales de la cultura Rapa Nui se pre-serven y se 
desarrollen en el futuro. 


Por eso, con mucho entusiasmo, anuncio que votaré a favor este proyecto, y espero que la 
totalidad de los diputados presentes en el hemiciclo hagan lo mismo, para que aprobemos por 
unanimidad esta reivindicación ancestral del pueblo Rapa Nui. 


Gracias, Presidente. 
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DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA27 


17 de mayo de 2017 


Señor Presidente, con retardo característico de nuestro Parlamento, estamos 

resolviendo el problema de la inexistencia de tipificación del delito de desaparición 

forzada de personas. En verdad, es bastante inexplicable esta situación. Habría que hacerse una 
autocrítica por el hecho de que recién, después de más de 

veinte años, hayamos alcanzado el acuerdo -espero que sea unánime- para tipificar el delito de 
desaparición forzada de personas, para pulverizar la posibilidad de que existan cómplices pasivos 
y para pulverizar la tesis de la obediencia debida. 


¿Cuál es el mérito de la iniciativa? 


Primero, tipifica con claridad la desaparición forzada de personas y establece 

su imprescriptibilidad de manera nítida, categórica y definitiva. Pero también 

dispone sanciones para quienes, pudiendo actuar desde la condición de empleado público para 
mitigar o impedir ese delito, no lo hacen o no informan de su ocurrencia. 


Lo anterior es algo que ocurrió de manera masiva en el pasado y todos aposta- 

mos por que no vuelva a ocurrir nunca más. Éste es un proyecto que refleja con 

claridad el espíritu del “nunca más”. Por lo mismo, espero que 

concite la unanimidad del Congreso Nacional. Sería una muy potente señal de futuro el hecho de 
que establezcamos penas para que nadie pueda refugiarse en la obediencia debida, es decir, que 
establezcamos no sólo el derecho, sino también el deber de desobedecer a una autoridad cuando 
ésta conmina a un empleado público o a un uniformado, a cometer delitos de lesa humanidad. 


Por supuesto, la iniciativa también establece con claridad la disminución en un grado de 
la pena para quienes entreguen información sustancial que permita esclarecer casos de 
desaparición forzada de personas. 


No tengo para qué decirlo, no tengo doble estándar: las violaciones a los derechos humanos 
tienen la misma calidad y la misma esencialidad, no importa 27 Este proyecto de ley fue 
aprobado por la Cámara de Diputados y pasó al Senado en agosto de 2017, donde está en su 
segundo trámite constitucional. 
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cuándo ni dónde ocurran. Por ello, no puedo hacerme parte de la irritación de quienes no 
quieren hablar del pasado. Yo quiero hablar del pasado, pero no quiero quedarme pegado en el 
pasado. Por eso, apruebo con entusiasmo esta iniciativa, porque es de futuro. 


Pero el pasado no puede ser olvidado. Es evidente que sin pasado no se puede proyectar el 
futuro. En ese sentido, me duele cuando se hacen ciertos homenajes, sin perjuicio de que todas 
las personas tienen derecho a ser homenajeadas; no niego ese derecho. Pero me duele que dos 
personeros, uno de la UDI y otro de Renovación Nacional, en el Senado hayan hecho extensas 
alocuciones en 

homenaje a alguien que alentó y justificó hechos deleznables, y que sería condenado si 


estuviera vigente esta normativa. Explico por qué. Una tarde de invierno, volviendo de la 
universidad, vi un titular de un diario en un quiosco que decía: 


“Como ratas murieron en un enfrentamiento”, en alusión a la noticia de la 

muerte de mi prima Mary López Stewart y otros 118 ciudadanos chilenos. Eso fue avalado por 
La Segunda y puesto en el titular, en circunstancias de que se sabía a ciencia cierta que se 
trataba de una mentira, de una noticia inventada por un 

periódico brasileño, del que hubo sólo una edición y nada más. Sin embargo, no hubo ni una sola 
palabra de autocrítica, ni una sola alusión directa o indirecta a estos hechos ni del senador 
Larraín ni del senador Chahuán 


Reconozco el derecho a homenajear, pero me parece que para proyectarnos al futuro con 
legitimidad y justicia, como nos lo pide el diputado Bellolio, hay que hacerse cargo también del 
pasado. 


Muchas gracias, Presidente. 
EL NEGACIONISMO COMO DELITO28 
8 de noviembre de 2017 


Señor Presidente, no voy a ser tan vehemente como el colega Ulloa. Sólo 

intentaré esclarecer el significado de este proyecto, que nada tiene que ver con el artículo 8° de la 
Constitución Política, que nada tiene que ver con la persecución de ideas y que nada tiene que 
ver con la libertad de expresión y con la apreciación política de acontecimientos históricos 
respecto de los cuales, naturalmente, 28 Se encuentra pendiente su discusión en la Comisión de 
Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, donde regresó por haberse presentado 
indicaciones. 
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siempre subsistirán opiniones diversas e interpretaciones distintas. De hecho, 
probablemente, aunque estuviéramos en una isla desierta con el colega Ulloa 


-Dios me libre-, no lograríamos ponernos de acuerdo sobre lo ocurrido el 11 de septiembre de 
1973. 


Sin embargo, quiero plantear al colega Ulloa, por su intermedio, Presidente, que tengo la secreta 
aspiración y el profundo deseo de ponerme de acuerdo algún día con él respecto de 

la existencia de la tortura, de la existencia de la persecución feroz y encarnizada a personas por 
sus ideas; de los fusilamientos sumarios y de los desaparecimientos de personas. 


El diputado ULLOA -¡Y del terrorismo! 
Por supuesto, también sobre el terrorismo. 


Al respecto, tengo la ambición secreta de ponerme algún día de acuerdo, porque una cosa es la 


apreciación subjetiva de la historia y la libertad de expresión, y otra completamente distinta es la 
negación de los hechos ocurridos. 


No es por otra cosa que Alemania condenó la negación del holocausto; no es por 

otra cosa que la Unión Europea acordó el 2007 sancionar con cárcel a quienes 
públicamente nieguen o trivialicen genocidios, crímenes contra la humanidad y de guerra 
definidos por la justicia internacional. 


Esa actitud es sancionada porque la base de toda convivencia social supone el reconocimiento de 
la verdad por parte de todos los actores. 


¿Cómo vamos a construir civilización si no es sobre la base del reconocimiento de 
que la muerte arbitraria debe ser condenada, de que la desaparición de personas debe ser 
condenada, de que la tortura debe ser condenada? 


Negar la existencia de tortura y desaparición agrava el sufrimiento de las personas 

afectadas. Hacerlo, al revés de lo que decía el diputado Ulloa, es mantener la herida abierta. La 
única manera de cerrar las heridas es reconocer su existencia, y si no se reconoce la 

existencia del asesinato, de la desaparición y de la persecución no hay ninguna posibilidad de 
cauterizar esas heridas. 


Aquí pareciera que el ladrón persigue al juez, lo que se produce cuando algunos igualan la 
condena del negacionismo con el término del artículo 8° de la Constitución del Ochenta, que 
impedía la expresión de determinadas ideas. 


¿O acaso algunos en esta Sala, como se lo escuché en algún momento al diputado Ignacio 
Urrutia y tal como ahora lo planteó el diputado Ulloa , piensan que se trata de ideas la negación 
de la muerte, que se trata de ideas la negación de 
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la existencia de desaparecidos, que se trata de ideas la negación de la tortura, cuando la 

justicia chilena y la justicia internacional han establecido, negro sobre 

blanco, la existencia de tortura, muerte y desaparición de personas en nuestro país durante la 
dictadura? ¡Esas no son ideas, colegas! Las ideas no pueden per- 

seguirse. Obviamente, nadie podrá condenar a quienes 

piensen que el golpe militar fue beneficioso para Chile; tienen derecho a pensarlo así. A lo que nc 
derecho es a negar la existencia de miles de muertos, de miles de desaparecidos, de miles de 
torturados. ¡Eso debe ser sancionado! 


Presidente, he dicho. 
VÍCTIMAS DUEÑAS DE SUS TESTIMONIOS29 
31 de agosto de 2016 


Señor Presidente, quiero llamar la atención de la Sala porque, con la mejor de las intenciones, a 


mi juicio estamos corriendo el riesgo de cometer un error de proporciones. 


Yo era embajador de Chile en Suecia cuando se aprobó la ley que creó la Comisión Nacional 
sobre Prisión Política y Tortura, y recorrí ese país intentando convencer — 

con mucha dificultad- a los chilenos residentes que fueron víctimas de tortura, para que 
concurrieran a esa instancia a contar su verdad. Esa verdad era dolorosa para ellos y para 

sus familias; por eso, la gran mayoría se resistía a contarla. Pero si algunos se decidieron a 
hacerlo fue precisamente porque yo, como embajador, invoqué el carácter secreto que tendría esa 
declaración para sus familias, para su entorno y para sus vidas. Sólo para efectos de la historia. 


Pero resulta que ahora, luego de que esas personas 

declararon ante dicha comisión, el propio Congreso Nacional, que en su 

momento les dijo que los testimonios sobre sus sufrimientos serían secretos, hoy va a incumplir 
su palabra y les va a decir que esos testimonios, que fueron dados —reitero- porque serían 
secretos, se harán públicos. 


29 La Cámara rechazó la moción para establecer el carácter público de los antecedentes 
recogidos por la Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura. Se aprobó más tarde en la 
Cámara otro proyecto de ley que resuelve el tema del acceso de la Justicia a los antecedentes de 
la Comisión. Está en su segundo trá- 


mite legislativo en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado desde octubre 
de 2017. 
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Me parece que no corresponde que se le cambien las reglas del juego a personas que de buena fe 
concurrieron a contar su verdad precisamente porque esa verdad iba a formar parte de un 
patrimonio colectivo para la posteridad. Por supuesto que cada una de las personas 

que declaró ante la comisión está en su completo y perfecto derecho a declarar ante un abogado e 
incluso a invocar judicialmente el proceso y el castigo correspondientes. Pero no 

deben cambiarse las reglas del juego para aquellas personas que concurrieron a declarar sobre la 
base de que su declaración sería secreta. Doy fe de ello, porque cuando recorrí Suecia para hablar 
con las comunidades, el principal factor que estimuló a los chilenos a contar su verdad fue que 
ésta no iba a ser hecha pública. ¿Por qué? Porque hubo casos de perros que violaron a personas, 
porque hubo humillaciones que son inconta-bles, porque hay realidades tan duras que los padres 
ni siquiera han sido capaces-de contarles a sus hijos y a sus 

nietos. Sin embargo, este Congreso va a decidir que todo eso será público, violando el 

carácter reservado que le dio la propia persona a su testimonio cuando dolorosamente lo sacó del 
secreto y lo contó ante un testigo. Pero -reitero- lo hizo sabiendo que iba a permanecer en 
secreto. Ni la mejor de las intenciones, colegas, justifica que cambiemos esa regla del juego y 
hagamos público aquello que la propia gente quiso que fuera privado. 


Se argumenta que puede ser necesario algún testimonio entregado en esta Comisión para 
contribuir a la verdad en algún proceso judicial. Legislemos especí- 


ficamente, entonces, que la Justicia pueda acceder a estos testimonios de la Comisión 
Nacional sobre Política y Tortura cuando le resulte necesario en el marco de una 
investigación judicial. Pero no permitamos la publicidad de testimonios cuya difusión le 
pertenece a quienes los entregaron. 


Si alguien quiere hacer público su testimonio, está en su derecho y puede recurrir a la 

justicia. Y si un abogado o un diputado quieren que su testimonio sea hecho 

público, que invoquen sus derechos. Pero se debe proceder sobre la base del derecho y de la 
decisión de las personas, no de una decisión de este congreso, que quiere imponer a la gente la 
publicidad de una verdad dolorosa, que todavía arde para muchas personas. Lo digo con 
conocimiento de causa. 


Gracias, Presidente. 
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LA IMPOSIBLE REPARACIÓN30 
10 de septiembre de 2015 


Señor Presidente, en realidad me cuesta intervenir en este debate, porque no puedo 
dejar de transmitir el profundo dolor que siento al escuchar que aquí se diga que los asesinos y 
torturadores son los héroes. 


Me duele que mis amigos y colegas Patricio Melero, Ernesto Silva, expresidentes de la UDI; 
Felipe de Mussy y Javier Macaya, con quienes discuto en el marco de las diferencias de la 
democracia, no expresen aquí su total desacuerdo con la idea planteada por un diputado de su 
bancada, de que los asesinos son los héroes del país. 


Cada uno tiene su propia experiencia personal. Sufrí un dolor en este ámbito a los 17 años, en 
primer año de medicina veterinaria; otro a los 22 años, en primer 

año de psicología, y también a los 25 años, ya egresado de la universidad. Pero esos dolores son 
muy pequeños comparados con el que genera la desaparición de 

mi mejor amigo de juventud, Rodrigo Medina Hernández, a los 17 años, o de la prima de mis 
amores de infancia, Mary López Stewart, a los 21. 


Por lo mismo, esta discusión material me es completamente ajena, porque la 

deuda que tiene Chile es eterna, impagable, infinita y dolorosa, y siempre estará en 

la columna vertebral del país, porque la herida puede estar abierta o ser una cicatriz, pero nunca 
será olvidada, aunque pasen las nuevas generaciones. 


A sugerencia de Ernesto Silva, invitamos a este debate en la Comisión de 

Hacienda al presidente del Consejo de Defensa del Estado, Juan Ignacio Piña, quien nos dijo que 
los delitos contra los derechos humanos, delitos de lesa humanidad, eran imprescriptibles. Es 
decir, aun cuando la legislación chilena quisiera pres-cribirlos, ello no sucederá, porque el 
derecho internacional establece que los delitos de lesa humanidad son imprescriptibles. 


30 El Congreso Nacional despachó esta ley que otorga un aporte único reparatorio a las víctimas 
de prisión política y tortura reconocidas por el Estado de Chile. Un segundo proyecto que 
contemplaba otro aporte enviado por el gobierno de Bachelet en su última semana fue retirado 
del Congreso por el nuevo gobierno. 
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Alguien preguntó sobre cuándo se pone punto final a esto. Le respondo: no tiene 
punto final, porque la justicia es eterna. Puede tardar, pero quienes confiamos en el futuro -soy 
un optimista inveterado- creemos que la justicia llegará, porque es imprescriptible en lo penal. 


Nosotros -digo “nosotros”, aunque no participé, me hago cargo de lo que hicieron los gobiernos 
anteriores- generamos instancias muy importantes, como la Comisión Nacional de Verdad y 
Reconciliación, que creó una batería de mecanismos de reparación. Si bien la reparación es 
imposible, al menos es una señal de que el Estado se hace cargo de su responsabilidad. Las 
víctimas consignadas 

en el Informe Rettig tienen un tratamiento determinado, lo que significa recursos 

considerables en pensiones. De hecho, ascienden a casi el triple de las reparaciones 
consideradas en la Comisión Valech. Entiendo que la demanda principal de 

quienes estuvieron en huelga de hambre era aproximarse o igualar las condiciones de 
reparación de las víctimas consignadas por la Comisión Rettig. También hubo reparaciones para 
las 38.006 víctimas calificadas por la Comisión Valech. 


Sólo tengo un problema: me hubiese gustado que en este proyecto de ley se hubiera contemplado 
la reparación tal como la planteó el diputado Claudio Arriagada, aunque fuese espaciada en el 
tiempo, pero que se estableciera el conjunto de la reparación. Aunque votaré a favor, hubiese 
preferido que consagráramos legalmente un acuerdo global, y no sólo un primer paso. Concuerdo 
con que ese paso sea definido como una reparación parcial, porque significa que el Estado de 
Chile reconoce que aún tiene una deuda con las víctimas de prisión política y tortura. 


He dicho. 
SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS 
12 de agosto de 2015 


Señora Presidenta, intervengo sólo para agregar dos conceptos al amplio debate que ha tenido 
esta iniciativa. 


El primero es valorar la decisión del Presidente Piñera de apoyar este proyecto de ley que crea la 
Subsecretaría de Derechos Humanos. Y valorar también, con sinceridad y sin ironía, el cambio 
de disposición de las bancadas de la Alianza, cuyos presidentes 
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de partidos expresaron su opinión contraria en la legislatura pasada, lo que explica el nulo avance 


que experimentó este proyecto durante el gobierno pasado. 


El segundo es aclarar el significado preciso de lo que se entiende como “violaciones a los 
derechos humanos” y el propósito y foco de preocupación que tiene, entonces, 

una subsecretaría que se haga cargo de este problema específico. Lo planteo porque aquí se ha 
hablado de violaciones a los derechos humanos para referirse a todos los abusos que sufren los 
ciudadanos. Pero no constituimos una Subsecretaría de Derechos Humanos para hacerse cargo de 
la delincuencia ni de las injusticias sociales, económicas o culturales. Ya existen subsecretarías y 
ministerios para eso. Al revés de lo que se ha dicho aquí, cuando un criminal asalta y mata a las 
personas en su hogar, no se trata de una violación de derechos humanos, sino de un crimen 
deleznable. Las bajas pensiones de los adultos mayores no son una violación a los derechos 
humanos, sino una brutal injusticia social y económica. 


Violan los derechos humanos las instituciones del Estado a las que la sociedad les entregó el 
monopolio del poder de las armas, de las leyes y las instituciones para proteger a los ciudadanos, 
y, en lugar de protegerlos, los persiguen, los torturan y los asesinan. 


Constituir una Subsecretaría de los Derechos Humanos por la unanimidad de esta Cámara, en un 
proyecto compartido por gobiernos de distinto signo político, es una señal de que el Estado y la 
sociedad chilena se hacen cargo de la violación sistemá- 


tica de los derechos humanos ocurrida durante 17 años de dictadura; pero también es señal 
inequívoca del compromiso del Estado de Chile y de todas sus instituciones 

para que el poder que les confieren los ciudadanos no sea nunca más usado contra las personas 
para perseguirlas, torturarlas o asesinarlas, sino para promover el respeto a los derechos humanos 
y sancionar debidamente a quienes los violan. 


Muchas gracias, Presidente. 
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Son innumerables los proyectos de ley presentados en estos dos periodos, siempre junto a otros 
diputados y, en muchas ocasiones, con apoyo transversal. 


Mostrando a la prensa la letra chica de los proyectos de ley del presidente Piñera en su primer 
periodo junto a senadores del PPD. 
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ECONOMÍA 


PARA EL DESARROLLO 


Agrupamos aquí intervenciones sobre temas muy diversos, desde la 

producción energética a la selección de directivos de Estado, de los derechos de los 
consumidores a la contribución que debe hacer el cobre, del precio de los estacionamientos a la 
integración latinoamericana, de la equidad territorial en el cobro de la energía a la capitalización 
del BancoEstado para reforzar su política crediticia hacia las Pymes, del perfeccionamiento de 
la Alta Dirección Pública a la creación del fondo estatal para infraestructura. Todos estos temas 
tienen en común su impacto en el desarrollo nacional. 
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GIRO EN CONVERSACIÓN SOBRE ENERGÍA 
1 de abril de 2015 


Señor Presidente, este proyecto es muy importante, en primer lugar, porque enmienda un error 
u omisión completamente inexplicables del gobierno del Presidente Piñera. 


En relación con un subsidio extremadamente bien evaluado, como el que incentiva la instalación 
de sistemas solares térmicos, particularmente en viviendas sociales -doy fe de la masividad con 
que se implementó durante varios años, de la recepción comunitaria y del aporte efectivo que 
hace la energía solar térmica al ahorro de los hogares populares-, me resultó 

completamente inexplicable -en su momento lo conversé personalmente con el Presidente- que 
no se renovara. 


El gobierno, a través del ministro Máximo Pacheco, viene a corregir ese error imperdonable y 
restablece, por otro período, la vigencia de ese importante programa de subsidio. 


La segunda cuestión que para mí tiene mucha relevancia es que este proyecto hace un cambio de 
enfoque del rol del Estado, tanto en el desarrollo de respuestas a la crisis energética como en la 
producción de energía en Chile. 


Con un Estado completamente paralizado en su iniciativa y con el tema 

entregado completamente al mercado durante muchos años, a la vista de todos se desarrolló la 
energía más contaminante, por razones de mercado. Contra todas 

las declaraciones bien pensantes y políticamente correctas, la matriz energética de Chile se fue 
orientando, por un período importante, a la producción termoe-léctrica, que es la más 
contaminante de todas. 


Ahora hay un cambio de giro, en el sentido de que se pasa del establecimiento de 

objetivos discursivos a la ejecución efectiva. Hace varios años 

hablamos del proyecto de ley 20/20. El ministro me confirmó que esa meta, que parecía lejana, in 
va a ser superada, porque bastante más del 20 por ciento de abastecimiento de la 

matriz energética será en 2020 con energías alternativas. Es evidente que el principal recurso 
energético de Chile son nuestras aguas y nuestros ríos, es decir, la energía hidroeléctrica. Así 


podremos decir, en un día no muy lejano, que toda 
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nuestra producción energética será con recursos naturales renovables, como la energía 
hidroeléctrica, solar, eólica, mareomotriz y otras. 


¿Qué aporta este proyecto de ley? Entrega al Estado, a través de una de sus 

empresas históricas, la posibilidad de intervenir, promoviendo la instalación y el desarrollo de 
proyectos hidroeléctricos que acompañen la consecución de la meta de convertirnos en un país 
que se autoabastece, desde el punto de vista energético, y acompaña las 

exigencias del desarrollo futuro. Es evidente que, en 2040, Chile necesitará más energía que en la 
actualidad. 


El proyecto original contemplaba la especificación de que la participación de la ENAP en los 
futuros proyectos fuera, por ley, siempre inferior al 50 por ciento. 


En la Comisión de Minería y Energía se adoptó la pretensión inversa: que siempre, por ley, los 
proyectos tuvieran más del 50 por ciento de participación del Estado. 


Confieso que considero esa discusión completamente anclada en el pasado, ra- 

zón por la cual en la Comisión de Hacienda propuse liberar la definición del 

porcentaje, de manera que en el proyecto específico, en la coyuntura específica, la ENAP, con el 
Ministerio de Hacienda, determinaran qué participación es la 

más adecuada para cada uno de los proyectos. Lamentablemente, la iniciativa no prosperó, 
porque no encontró acogida en el ministerio. En todo caso, espero que 

resolvamos esta cuestión sin anclarnos ni a la autodefinición de limitarnos siempre a una participe 
sea siempre mayoritaria. 


He dicho, Presidente. 
EQUIDAD EN TARIFAS ELÉCTRICAS 
19 de mayo 2016 


Señor Presidente, de pronto me sorprende escuchar la resistencia al concepto de 

solidaridad territorial y que quienes promueven una economía libre, sustentada, 

además, en el desarrollo empresarial, echen en falta los subsidios estatales en 

lugar de destacar el esfuerzo nacional por rebajar en general el costo de la energía que está 
impulsando la agenda que encabeza el ministro Pacheco, con éxito reconocido transversalmente, 
por lo demás. 
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Hace pocos años estábamos hablando del enorme desfase entre la inversión en energía y las 
necesidades de desarrollo del país, y resulta que hoy el sector más dinámico y con mayor 
inversión es justamente el energético. 


La materia reflejada en el proyecto de ley es muy importante, no sólo para lo que estamos 
discutiendo, sino como eventual ejemplo para llevar el concepto de equidad territorial a otras 
áreas. Es cierto que el componente “distribución” 


se limita estrictamente a la tarifa residencial, pero también se establece un 

descuento en el componente “energía” de las tarifas reguladas -comerciales, pymes, etcétera- en 
las comunas que producen energía. Con todo, me gustaría que ese concepto, incorporado en el 
proyecto, se pudiera extender a otros ámbitos. 


Chile, hasta ahora, es parte del pequeñísimo club de países donde más del 40 por 

ciento de la población se concentra en la capital. Son muy pocos los países con 

tal concentración urbana y con tanta falta de ocupación general del territorio. Esa realidad se 
relaciona con cuestiones como las que discutimos. 


Por eso saludo el proyecto, que busca, en primer lugar, atenuar las diferencias en el costo de la 
electricidad en los hogares según su distancia de los centros urbanos. No puede ser que la energía 
sea más cara donde hay menos recursos. Los habitantes de las 

comunas rurales del diputado Lemus o del diputado Tuma pagan una tarifa de luz más alta que 
los habitantes de Maipú, La Serena o Coquim-bo. ¿Es eso justo para un país? Mi respuesta es no, 
y por eso saludo el proyecto. 


Se trata de una cuestión de solidaridad territorial básica: no puede pagarse el costo de estar lejos 
con uno adicional, que es pagar un mayor precio por el uso de la energía. Como me dijo el 
diputado Tuma, la política sobre esta materia está equivocada. 


Ahora bien, son muchas las cosas que podríamos hacer para desconcentrar el país. En 

la Comisión de Hacienda le comenté al ministro Pacheco que algunos países han desarrollado 
medidas para que el costo de la bencina o del petróleo sea el mismo en todas partes. Como el 
costo de la energía no es igualitario, ese 

componente es muy importante para definir en qué región instalar una industria. 


Por supuesto, éstas han tendido a instalarse en el centro del país, que es lo que 
ha ocurrido en los últimos años. El ejemplo que nos da el ámbito de la energía deberíamos 
extenderlo a otros sectores. 


En segundo lugar, el proyecto incluye también el concepto de retribución según aporte 
energético de cada comuna. Resulta obsceno que los habitantes de Alto 

Biobío paguen una de las tarifas más altas de energía, en circunstancias de que cuenta con una de 
las centrales que más aporta a la producción energética nacional. 
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En consecuencia, la idea es beneficiar a las 63 comunas donde la producción de energía y el 
aporte es muchísimo mayor que el consumo, aplicando un descuento plus 
a Tocopilla, Mejillones, Huasco, Puchuncaví, Quillota, Colbún, Alto Biobío y Quilaco, que en 


conjunto aportan más de la mitad de la producción energética de Chile, pero consumen menos 
del 5 por ciento de ella. 


Es una sinrazón que les cueste más cara la energía. Por eso, rebajar a 
prácticamente la mitad el precio a las comunidades de Alto Biobío es un gran aporte de este 
proyecto. 


Ahora bien, la iniciativa sólo es posible en el contexto de la agenda que ha desarrollado este 
gobierno para reducir el precio global de la energía. 


Entiendo que el proyecto sobre asociatividad se encuentra en trabajo 
prelegislativo. La idea, como se ha dicho, es que las comunidades donde se instalen proyectos 
energéticos reciban parte de los beneficios de ese desarrollo. 


Por eso, como usted comprenderá, ministro, vamos a votar a favor el proyecto, 

como lo hicimos en la Comisión de Hacienda. No entendemos para nada que aquellos que creen 
en una economía sustentada en el desarrollo de la iniciativa empresarial hoy echen en falta un 
subsidio estatal, en circunstancias de que estamos hablando de solidaridad y de equidad 
territorial. 


Gracias, Presidente. 

DIENTES PARA SERNAC 

Y JUSTICIA PARA LA GENTE31 
19 de mayo de 2015 


Señor Presidente, la relación entre proveedores y consumidores está en la base 

de la constitución de toda sociedad, desde que se inició el trueque hasta que se 
encontró una moneda de intercambio común. Dicha relación debe estar basada 

en la confianza, por lo que cuando se abusa o se transgreden las normas que la rigen, se 
desvaloriza el conjunto de la economía. 


31 El Tribunal Constitucional objetó una de las principales innovaciones de este proyecto de ley, | 
la que empoderaba al Sernac dándole capacidad sancionatoria. Como ésta fue eliminada por el 
TC, la ley difícilmente cumplirá su propósito original. 
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Por ello, establecer una regulación para evitar aquello es tan importante no sólo para los 
consumidores, sino también para el funcionamiento general de la economía. 


El Congreso Nacional aprobó en 1997 el proyecto que se convirtió en la Ley sobre Protección de 
los Derechos de los Consumidores, que fue perfeccionada en 2004. Posteriormente, durante la 
administración del Presidente Piñera, tuvimos la ocasión de discutir y de aprobar el proyecto que 
ese gobierno llamó el “Sernac 


financiero”. Sin embargo, muchos de nosotros lo dijimos en esa oportunidad, que en lugar de 
extender el ámbito de competencias del Sernac, lo que había que 

hacer era dotarlo de instrumentos adecuados para hacer efectivo el cumplimiento de la ley, es 
decir, para que ella no quedara convertida en letra muerta. 


Ése es justamente el objetivo de este proyecto: convertir al Sernac en un organismo capaz de 
exigir el cumplimiento efectivo de la ley, que es el principal problema que enfrentamos hoy. 


Junto al ministro de Economía, Fomento y Turismo, y al director nacional del Sernac nos 
reunimos en la comuna de Cerrillos con un grupo de mujeres para conversar sobre los 
derechos básicos de un consumidor. Ustedes saben que cuando un consumidor está 
insatisfecho con un producto, por razones fundadas, tiene derecho, durante los 

tres primeros meses de efectuada la compra, a elegir entre tres alternativas: la devolución del 
producto, que le reparen el producto o que se lo cambien por uno nuevo igual. Pero cuando el 
proveedor no acepta ninguna de esas alternativas y 

el consumidor reclama ante el Sernac, este organismo sólo 

puede representar el reclamo ante ese proveedor, pero no tiene instrumentos para 

hacer cumplir la ley. Esto es lo que a las vecinas de Cerrillos les costaba entender, porque 
parece inverosímil que el Sernac no pueda obligar a las empresas a cumplir la ley que protege los 
derechos del consumidor. 


Por ello, el proyecto dota al Servicio Nacional del Consumidor de instrumentos que le 
permitirán hacer cumplir la ley, es decir, lo dota de dientes para morder cuando y donde haya 
que morder. 


Con ese objetivo, establece un proceso de conciliación voluntario, sobre la base de la respuesta 
del proveedor. Si éste no responde o no se genera un acuerdo, el Sernac deberá convocar a una 
audiencia obligatoria de conciliación. Si el consumidor aún no 

está satisfecho con la respuesta del proveedor, el Sernac podrá instruir un 

procedimiento administrativo que culmine con multas, las que crecen considerablemente para 
desalentar la conducta transgresora de la ley y la tentación de abusar. 
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En la actualidad, más de la mitad de los proveedores responde satisfactoriamente a las solicitudes 
y reclamos que recibe del Sernac; sin embargo, del resto de los 

casos, sólo una pequeña fracción de los consumidores insatisfechos por la respuesta del 
proveedor concurre al juzgado de policía local. 


Con esta futura ley, todos los consumidores insatisfechos con la respuesta del 

proveedor podrán solicitar un procedimiento administrativo en el que se podrán 

aplicar sanciones, como multas claras e indemnizaciones por el perjuicio ocasionado por el mal 
servicio entregado. 


Esta iniciativa es muy importante porque incrementará la confianza ciudadana y la 
competitividad del sistema. Nunca más se debe tolerar a proveedores que compitan por ser quien 


abusa más y quien engaña más a los consumidores. La competencia debe ser por quien entrega el 
mejor producto y el mejor servicio. 


De eso se trata este proyecto: dientes para el Sernac y justicia para la ciudadanía. 
He dicho. 
24 de octubre de 2017 


Señor Presidente, éste es el último y definitivo paso de una larga tramitación de 
este importante proyecto de ley que fortalece el rol del Sernac y también de la sociedad civil. 


Lo primero que se debe hacer es reconocer el rol insustituible que ha jugado el gobierno en el 
proceso legislativo, liderado por el director del Servicio Nacional del Consumidor, Ernesto 
Muñoz, y los dos ministros que han ostentado el cargo en este gobierno, Luis Felipe Céspedes y 
Jorge Rodríguez Grossi, quienes dieron su respaldo para que el proyecto llegara hasta este punto, 
en que se encuentra ad portas de ser aprobado. 


Es evidente que en la votación se pondrá a prueba el discurso de muchos que hablan en favor de 
la defensa de los consumidores. Ahora sabremos si es efectivo el compromiso de defender a los 
consumidores ante los abusos de que pueden ser objeto. 


Nosotros discutimos largamente esta materia cuando aprobamos el proyecto en esta Cámara, 
pero bien vale la pena recordar el concepto básico que lo sustenta, 


ZODA 


que parte del diagnóstico de que la extraordinaria y positiva labor que ha ejercido el Servicio 
Nacional del Consumidor desde su creación se veía estructuralmente limitada por su incapacidad 
normativa de acompañar su procesamiento de denuncias con sanciones efectivas que 

desalienten la ocurrencia de faltas y que obliguen a corregirlas. 


Estoy en conocimiento de la impotencia que han sentido los distintos directores del Sernac 
cuando sugerían a las empresas que enmienden los errores y las faltas cometidas, pero esa 
actitud quedaba -y todavía queda- al arbitrio de la empresa. 


Por ello, la presente iniciativa otorga capacidad sancionatoria al Servicio Nacional del 
Consumidor. 


Lo que ha hecho el Senado, a mi juicio razonablemente, es precaver las dudas 
constitucionales que pudiera haber generado el proyecto aprobado en la Cámara de Diputados, 
sin cercenar su espíritu. 


Por eso, concurriré entusiastamente a la aprobación de este proyecto, porque creo que es 
equilibrado, porque sanciona lo que hay que sancionar y estimula lo que hay que estimular. Es 
decir, premia las buenas conductas empresariales y sanciona y desalienta los abusos que cometen 
algunos empresarios. 


Por lo tanto, son importantes las nuevas facultades fiscalizadoras y sancionado-ras del servicio, 
como también lo son los nuevos procedimientos de conciliación prejudicial, individuales y 
colectivos. 


Asimismo, son relevantes las modificaciones respecto del daño moral en juicios 
colectivos, como se ha señalado extensamente, y también las modificaciones del régimen de 
multas, para que efectivamente sean desalentadoras. 


Igualmente, no está de más recordar -seguramente, algunas personas están siguiendo la sesión a 
través del canal de televisión de la Cámara de Diputados- que esta futura ley establecerá una 
multa consistente en un monto equivalente a diez días de consumo del mes anterior por cada día 
sin suministro de agua potable, energía eléctrica u otro servicio similar. Por ejemplo, si a usted le 
interrumpen el suministro durante tres días, la indemnización será equivalente a 30 días de 
consumo, es decir, a un mes completo. 


Otro objetivo del proyecto de ley, que no ha sido mencionado en el debate, es el fortalecimiento 
de las asociaciones de consumidores. Primero, y lo más 

importante, es que por fin son definidas como organizaciones de interés público, lo cual es muy 
relevante porque las habilita para postular a fondos a los que sólo 

pueden concursar organizaciones definidas como de interés público. ¡Cómo no 


: 236 : 


definir a las asociaciones que defienden a los consumidores como organizaciones de interés 
público! 


Podría considerarse un detalle, pero existe una modificación que creo muy relevante: todos los 
remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de 

soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos 

integrarán el Fondo Concursable. Es decir, dichos recursos serán incorporados al 

fondo para financiar programas de información y educación sobre los derechos del consumidor y 
realizar estudios comparados de precios, entre otros. 


Básicamente, se puede sostener que los recursos finalmente se destinarán al objetivo que se 
busca: fortalecer la capacidad del consumidor para vincularse de igual a igual con los 
proveedores, porque se trata de equilibrar la relación entre proveedores, empresarios y 
consumidores, la cual ha sido habitual e históricamente desequilibrada, hasta hoy. Existe un 
desbalance entre un proveedor que a veces entrega un mal servicio o un mal producto y el 
consumidor solitario que se enfrenta a una empresa que aplica procedimientos tardíos, que 
cuenta con bufe-tes de abogados y que termina por imponerse al consumidor, por injusto que sea 
el trato que le han dado a éste. 


Saludo y felicito al gobierno por esta relevante iniciativa, que no calificaré de histórica, porque 
esa palabra está muy trillada, la usó tantas veces el entonces Presidente Piñera que ya quedó 
fuera de mi vocabulario. Cada presupuesto que ingresaba a tramitación era histórico y, como 
bien sabe el ministro Jorge Rodrí- 


guez Grossi, todos los presupuestos, desde hace cuarenta años, son “históricos”, pues son más 
grandes que el anterior. 


Hay que reconocer, sí, que este proyecto constituye un paso muy relevante en la protección de 
los derechos de los consumidores. 


Espero que la iniciativa sea aprobada por la unanimidad de los parlamentarios, porque interesa al 
país y no sólo a un sector político en particular. 


Muchas gracias, Presidente. 
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REGULACIÓN 

DEL COBRO DE ESTACIONAMIENTOS32 
7 de abril de 2015 


Señor Presidente, quiero partir por el final y anunciar mi respaldo entusiasta a la iniciativa en 
discusión. 


Respecto de lo señalado por el colega Felipe Kast, parece que tiene menos 

conocimiento de economía de mercado de lo que imaginaba, porque es evidente que si un mall 
quiere transferir a precios el cobro por el uso de sus estacionamientos, y, de ese modo, 
transparentar el costo, su nivel de competitividad con las otras alternativas del mercado se 
verá perjudicado, situación que constituiría un 


“unexpected effect”, es decir, un efecto inesperado muy interesante en materia 
de igualación de condiciones de mercado para los pequeños y medianos comerciantes. 


Quiero destacar lo que propone la iniciativa, porque se habla mucho de la situación de los 

malls y grandes centros comerciales. Seguramente, en la Sala 

haycolegas que están muy conmovidos por el destino que tendrán esos grandes 

establecimientos con la tremenda afectación que sufrirán en términos de rentabilidad debido a lo 
que propone el proyecto; pero en verdad ésta no se verá perjudicada, porque al observar las 
utilidades anuales de los malls resulta claro que ninguno se desangrará por dos horas y media de 
gratuidad por la estadía en los estacionamientos de sus dependencias, medida que es 
completamente razonable, porque los estacionamientos son una simple extensión de su oferta. 


De hecho, los centros comerciales están obligados a construir estacionamientos para clientes, de 
manera que cobrar por algo que es parte de la oferta me parece absolutamente inapropiado. 


Siempre he considerado que el uso de los estacionamientos debe ser gratuito para las personas 
que concurren a los grandes centros comerciales en calidad 

32 Como se sabe, muchos dueños de estacionamientos subieron los precios para mantener y acre 
sus ganancias a pesar de la ley, incluso de los estacionamientos de calle, 


que no fueron incluidos en esta 
normativa. Como el Senado eliminó el componente de gratuidad y el asociado a compras en los e: 
se presentaron nuevos proyectos de ley, que luego de fusionarse fueron aprobados en la Cámara. 


Actualmente en segundo trámite legislativo en el Senado. 
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de clientes, para los que realizan alguna compra en ellos, pero no para los que utilizan esas 
dependencias para dejar estacionado su vehículo y dirigirse a sus lugares de empleo cuando se 
encuentran cercanos. 


La gratuidad de dos horas y media por el uso de estacionamiento que propone la iniciativa me 
parece razonable. De ese tiempo, la primera media hora de gratuidad constituye un derecho que 
no podrá ser condicionado, y las dos horas 

siguientes quedarán liberadas de pago sólo si el usuario presenta una boleta debidamente emitida 
alguno de los proveedores de bienes o servicios del centro comercial respectivo. 


Por otra parte, quiero referirme a algo de lo que se ha hablado poco: los estacionamientos de los 
hospitales y centros clínicos. En ese sentido, tal como lo planteó el diputado Lavín, con el que 
comparto la representación del mismo distrito 


-cuyo voto me gustaría que fuera consecuente con lo expresado en la ocasión en que 

intervino sobre la materia-, en la comuna de Maipú se produce un grave 

problema debido al cobro que se hace por estacionar a quienes concurren a los 
establecimientos de urgencia de salud, el cual se efectúa aunque una persona lleve a ese lugar a 
un familiar casi moribundo. Las personas están obligadas a pagar por estacionar, 

aunque asistan a un establecimiento de atención de urgencia para exigir su derecho básico a la 
salud, que espero sea garantizado en la nueva Constitución Política, ya que al establecerse un 
pago adicional para el ejercicio de ese derecho se violaría una garantía constitucional. 


En consecuencia, los diputados y las diputadas de la bancada del PPD votaremos a favor la 
iniciativa, por cuanto sus proposiciones son razonables y en caso alguno provocará el 
desangramiento de la industria del retail. 


He dicho, Presidente. 
17 de agosto de 2017 


Señor Presidente, durante el debate en la sala, el presidente de la Confederación Coordinadora de 
Sindicatos del Comercio, Manuel Díaz, desde la tribuna preguntó en voz alta, con mucha 
legitimidad: ¿y los trabajadores? 


Cuando se tramitó el proyecto de ley de estacionamientos siempre se pensó en el interés y en 
el punto de vista de los consumidores, pero estuvo totalmente 
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ausente la reflexión sobre quienes laboran en los centros comerciales, malls y otros 
establecimientos similares y su derecho a acceder a su fuente de trabajo sin que 

les cobren, particularmente porque en algunos centros comerciales el acceso a los 
estacionamientos fue gratuito por años y, por lo tanto, estaba incorporado tácitamente en las 
condiciones del contrato. Sin embargo, súbitamente, por efecto de la ley aprobada por 

este Congreso, se les comienza a cobrar, con el agravante de que, además, se 

establecen discriminaciones respecto de dónde se estacionan unos y otros, y a quienes les 
entregan cupos. Hay una tienda que llegó al extremo de entregar todas las 

tarjetas habilitadas para estacionar vehículos a sus ejecutivos, mientras los trabajadores -que por 
supuesto ganan menos- se ven obligados a pagar por el servicio. Esa es una de las omisiones 
que este proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, viene a resolver. 


El proyecto restablece el espíritu original de lo que aprobamos en la Cámara de Diputados, al 
reponer la idea de que, al ser accesorio y obligatorio el servicio de estacionamientos, entonces 
debe existir un espacio de tiempo reducido completamente gratuito y sin vínculo con alguna 
acción: la media hora gratuita a todo evento. 


En segundo término, se establecen dos tramos: de una hora, asociado al consumo, es decir, al 
pago, a la demostración vía boleta, de un octavo de una unidad 

tributaria mensual, que ascendería a 5.825 pesos de hoy, y de dos horas, asociado 

al pago de un cuarto de UTM -exactamente el doble-, que significarían 11.650 


pesos de hoy. 


En tercer lugar, se modifica la carga de la prueba en caso de daños y robos. Es decir, es 

la empresa la que debe demostrar la imprevisión, los errores o las 

insuficiencias cometidos por el automovilista, y no lo contrario, esto es, que el automovilista debe 
hizo lo que debía para mantener la seguridad. 


También regula la relación con los trabajadores y su derecho a acceder al trabajo, 

en el siguiente sentido: primero, establece como regla general la gratuidad para acceder al lugar 
de trabajo, salvo que esté negociado en el contrato colectivo, y 

se establece un límite regulatorio en que el monto no supere el 5 por ciento del ingreso mínimo 
mensual, que puede ser puesto en los contratos colectivos como cobro a los 

trabajadores para acceder a su lugar de trabajo cuando ellos son permanentes y están obligados a 
concurrir. Lo que no se puede hacer, a propósito del debate de ayer, es cobrar un impuesto al 
trabajador -ni siquiera es un impuesto a los propietarios- por acceder a su lugar de trabajo. 
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Hay lugares -el diputado Ulloa concordará conmigo en esto- que están distantes de los centros 
urbanos, como es el caso del Mall Plaza del Trébol en Talcahuano y el Mall Plaza Oeste de 
Maipú, donde se hace casi obligatorio para el trabajador concurrir en vehículo, puesto que a altas 
horas de la noche el acceso al transporte público es muy escaso, y las condiciones de seguridad 
son insuficientes. 


Agradezco a los trabajadores del retail que han colaborado en la elaboración y la discusión 

de este proyecto de ley, como Manuel Díaz, presidente de 

la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio; Guillermo Chávez, Andrea 

Arias, Alejandra Rodríguez, Marcelo Méndez, dirigentes sindicales de las 

tiendas Almacenes París, Falabella y otros centros comerciales del Mall Plaza Oeste de Maipú. 


Este proyecto incorpora a otro ausente, que se aprovechó -digamos las cosas como son- de la 
omisión del Congreso para elevar de manera exagerada sus 

cobros y mantenerlos por tramos, cuando la lógica del minuto o tramo vencido también debe 
incorporarse a los estacionamientos de calle. No es aceptable que los estacionamientos 
subterráneos tengan que cobrar por minuto, que los centros comerciales y malls cobren por tramo 
vencido y las concesiones municipales puedan cobrar por el equivalente a una hora cuando la 
persona ha estado estacio-nada solo 31 minutos, o cobren media hora por solo cinco minutos. 


Este proyecto de ley viene a resolver la omisión de los trabajadores y de los estacionamientos de 
Calle, y restablece -reconozco por indicación de los diputados Bellolio y Van Rysselberghe, 
aprobada por unanimidad en la Comisión de Economía-, la vinculación de una hora y de dos 
horas de estacionamiento asociados a una boleta de pago. 


Éste es un proyecto muy importante que viene a hacer una corrección regulatoria completamente 
indispensable, Presidente. 
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INTEGRACIÓN CON ARGENTINA 
Y EL OTRO BICENTENARIO 

20 de mayo de 2015 


Señor Presidente, no quise intervenir en la discusión del primer proyecto de acuerdo, pero lo que 
voy a decir es válido para los tres primeros proyectos de la Tabla. 


Como saben, el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, que se suscribió el 30 de 
octubre de 2009, fue bautizado como el “segundo abrazo de 

Maipú”. Esta vez tuvo como protagonistas a la Presidenta Cristina Fernández y a la 
Presidenta Michelle Bachelet, con dos testigos de honor: Alberto Undurraga, a la sazón 
alcalde de Maipú, a quien el destino lo pone a cargo ahora de impulsar la materialización de 
estos proyectos en su condición de Ministro de Obras Pú- 


blicas, y quien habla, en su calidad de representante popular del entonces distrito 20, que incluía 
las comunas de Maipú, Cerrillos y Estación Central, que hoy se extiende hacia los dominios de 
Patricio Melero y de Gabriel Silber, pues agrega a las comunas de Pudahuel, Quilicura, Colina, 
Lampa y Tiltil . 


Este tratado entró en vigencia el 22 de enero de 2010 y hoy encuentra materialización en tres 


proyectos que están en distintos niveles de desarrollo, pero todos tienen la misma importancia. 


El hecho de que se haya materializado en Maipú reconoce lo que ahí ocurrió el 5 de abril 

de 1818, que debería ser identificado y reconocido como el verdadero hito de la 

independencia nacional. Todos saben -seguramente se lo dicen a los 

estudiantes que invitan al Congreso Nacional, al momento de tomarse la fotografía 

en el hall de acceso, donde se encuentra la copia amplificada de la declaración de 
independencia- que la declaración de la independencia no se hizo el 18 de septiembre de 1810. 
Como dije, el verdadero hito de discontinuidad y de instalación de la república independiente de 
Chile es el 5 de abril de 1818, y debiera ser 

reconocido como el momento en que se constituye definitivamente la República de Chile. Aclaro 
que esto no es excusa para celebrar dos veces el bicentenario. 


Se dice que Chile está poco inserto y aislado de América Latina, en el contexto 
de los conflictos que tenemos con algunos vecinos. Sin embargo, las decisiones 
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que estamos tomando para profundizar un vínculo real y efectivo de intercambio y de 
comunicación tienen un valor no sólo simbólico, sino también material, de 
integración latinoamericana, que, a estas alturas, nuestro país debe propiciar de manera clara. 


Por eso, invito a que estos tres proyectos sean aprobados por la unanimidad de los 
parlamentarios, en señal de la voluntad chilena de lograr una férrea y 

profunda cercanía, un vínculo de integración con el resto de América Latina y, por supuesto, con 
el primero de nuestros vecinos, la hermana República de Argentina. 


He dicho. 
CAPITALIZACIÓN DEL BANCOESTADO 
23 de octubre de 2014 


Señor Presidente, este es un momento importante, no sólo para el BancoEstado, sino para toda su 
red de beneficiarios a lo largo de Chile. 


El BancoEstado, la escuela básica, Correos de Chile, son, en verdad, símbolos 

de la república. No por casualidad, el Banco Estado es la red financiera más amplia de Chile. De 
alguna manera, la república llega a todo el territorio cuando 

se hacen presentes la escuela básica, Correos de Chile y el banco que preside Rodrigo Valdés. 


Es muy importante que este gobierno, en el contexto de su agenda de productividad, innovación 
y crecimiento, que contempla la inversión de 1.500 millones de 

dólares dentro del período presidencial, haya considerado la capitalización del banco. Son 450 
millones de dólares frescos para el BancoEstado y 50 millones de dólares adicionales para el 
Fogape. Es decir, el Estado de Chile, todos nosotros, vamos a poner recursos en este banco, que, 


de alguna manera, había sufrido una merma, un deterioro en sus condiciones de intercambio. 


El acceso al financiamiento del banco para entregar crédito es hoy el más caro, porque los 
valores, los índices, los indicadores de Basilea, que miden la magnitud y las tasas de crédito, son 
los peores del mercado. Con esto estamos mejorando los indicadores del banco para conseguir 
créditos más baratos, y como es el BancoEstado, esos créditos más baratos van a transferirse, 
naturalmente, a toda su clientela. 
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¿Qué permitirá la capitalización? 

En primer lugar, incrementar de manera muy sustantiva el otorgamiento de cré- 
ditos, con foco en la pequeña y mediana empresa. El Banco Estado tiene el 14 


por ciento de todas las colocaciones del mercado bancario, pero es el líder en el otorgamiento de 
créditos a la pequeña empresa. Por lo tanto, su capitalización incidirá y facilitará de manera muy 
directa e inmediata el acceso al crédito de la pequeña empresa. 


Este proyecto incorpora un nuevo beneficio: amplía el universo de las empresas que pueden 
acceder al Fondo de Garantía para los Pequeños Empresarios 

(Fogape); ahora podrán hacerlo también las empresas cuyas ventas netas anuales superen las 
25.000 unidades de fomento, siempre que no excedan las 50.000 


unidades de fomento. 


Obviamente, en el contexto de la desaceleración económica, esta noticia es muy 

bienvenida. También es muy relevante para los sectores más vulnerables porque, si bien es 
cierto que el BancoEstado no es la principal institución bancaria en materia de 

créditos hipotecarios, es, lejos, el principal prestador de créditos hipotecarios a los tres primeros 
quintiles. Es decir, los sectores más vulnerables 

consiguen créditos hipotecarios principalmente en el BancoEstado. De hecho, quiero saludar la 
agresiva política en materia de créditos hipotecarios que adoptó el banco: hizo bajar las tasas 

de interés en el mercado de los créditos hipotecarios, probando con ello que está en condiciones 
de producir un impacto general, 

atendido su gran tamaño, siempre que tenga los recursos suficientes y que los focalice 
adecuadamente, como espero que lo haga en el futuro. 


Esta capitalización del BancoEstado le permitirá beneficiar -es el compromiso del banco- a más 
de 16.000 empresas, las que podrán contratar créditos para desarrollar sus proyectos 
empresariales, sus emprendimientos, lo que tendrá un efecto muy importante en la reactivación 
económica. 


Por estas razones, respaldaremos con alegría y entusiasmo esta decisión del gobierno, aunque 
llega un poco tarde. Cabe recordar que también se lo solicitamos 


al gobierno anterior. Atendido el deterioro de las condiciones que tenía el banco para conceder 
créditos, los gobiernos pasados permitieron que se convirtiera en la institución bancaria con los 
peores indicadores de Basilea y, por lo tanto, con el peor acceso al crédito por parte de las 
personas. 


Ahora estamos enmendando esta situación. Me alegro de que en sus discursos todos 
los diputados, de izquierda, de centro y de derecha, hayan reconocido transversalmente que es 
necesario que el Banco Estado implemente una polí- 


tica diferente a la de la banca privada y se focalice en el pequeño y mediano 
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empresario y en la bancarización del conjunto de la sociedad chilena. Aprovecho de saludar el 
hecho de que se hayan otorgado más de 5 millones de cuentas RUT, que representan un primer 
paso para la bancarización del país. 


Por cierto, no puedo desaprovechar esta oportunidad para decir al presidente del BancoEstado 
que, como tenemos problemas de seguridad con los cajeros automáticos, la institución que dirige 
podría tener un rol muy relevante en esta materia. Ayer, un elector me preguntaba por qué no se 
instalaban al lado de las comisarías. No es mala idea; habitualmente, las buenas ideas vienen de 
la gente. 


Muchas gracias, Presidente. 
LEY RESERVADA DEL COBRE33 
13 de junio de 2012 


Señor Presidente, la Ley Reservada del Cobre se promulgó en enero de 1958, en el contexto de 
una crisis por el incidente del islote Snipe, ubicado a metros de la isla Navarino, donde 
habitaba un chileno, descendiente de los pueblos originarios del lugar. En esa oportunidad, el 
país se mantuvo en vilo por el riesgo inminente de una conflagración. 


Pues bien, a partir de la crisis generada en torno a ese islote, se promulgó una ley, 

durante el segundo gobierno de Carlos Ibáñez del Campo -esta vez democrático-, que 

estableció que el 5 por ciento de las utilidades producidas por las ventas de cobre fuera destinado 
a los gastos de las Fuerzas Armadas. En 1973, la 

ley fue modificada y se estableció que el 10 por ciento de las ventas brutas sería destinado a ese 
fin. 


Durante años, incluso décadas, la derogación de la Ley Reservada del Cobre fue un 
sello característico de la Oposición. Felizmente -hay que decirlo con verdadera alegría-, esa 
proclama opositora se fue convirtiendo en una demanda nacional. 


Sin derramar lágrimas de cocodrilo, felicito a los colegas que hoy están dispuestos 
a aprobar esta iniciativa, no obstante que en esta misma Sala y en otros 33 Esta iniciativa para 


derogar la Ley Reservada del Cobre y establecer mecanismos razonables de financiamiento de 
las fuerzas armadas fue precedida de otra similar en el primer gobierno de Bachelet. Fue 
aprobada por la Cámara de Diputados y estuvo durmiendo 6 años en el Senado, hasta que el 31 
de julio de 2018 se reanudó su tramitación. 
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espacios más mediáticos rechazaron en forma categórica y absoluta la derogación de dicha ley. 
Quiero recordar sólo por un momento a Vicente Sota, diputado elegido el 14 


de diciembre de 1989, que fue un verdadero pionero, obsesivo y porfiado, que sembró en el más 
absoluto desierto e infertilidad su prédica por la derogación 

de la ley reservada del cobre. Aparte de la modificación del sistema binominal, la línea divisoria 
entre la Concertación y la Alianza fue la derogación de la Ley 

Reservada del Cobre. Me alegro de que esa línea divisoria hoy se extinga definitivamente, y 
hago votos para que la línea divisoria de la reforma del sistema binominal también se extinga 
muy pronto. 


Es evidente que, en cuanto a transparencia, control democrático, manejo financiero y 
disposición de recursos, la Ley Reservada del Cobre se ganó el rechazo de todos. Por lo tanto, la 
decisión que tomaremos hoy es de gran envergadura, y destaco el hecho de que, a 

diferencia de lo que han manifestado aquí algunos diputados, el Gobierno 

haya decidido continuar -digo bien, continuar- con la tramitación de una iniciativa que ya estaba 
en Curso. 


De todas maneras, tengo que decirles a los ministros presentes que la grandeza con que el 
ministro Allamand destacó ayer la continuidad de esta tarea contrasta 

con la pequeñez del Gobierno 

que, en lugar de presentar indicaciones a una iniciativa, envió un proyecto nuevo que, en lo básicc 
embargo, esa pequeñez no nos puede impedir abordar con la grandeza necesaria este desafío, que 
es obligatoriamente nacional, porque tener una buena defensa es garantía y condición 
indispensable para la paz. 


Por eso, no podemos abordar esta discusión con cálculos pequeños o con demagogia. ¡Qué fácil 
es decir que tenemos problemas sociales muy grandes que abordar y que, por lo mismo, no 
podemos estar destinando recursos a la defensa nacional! Miro 

al diputado de Arica, Orlando Vargas -no están presentes en este momento el diputado Miodrag 
Marinovic ni la diputada Carolina Goic- y puedo 

decirle que todos sabemos lo que significa para los chilenos sentir que tienen sus 

fronteras resguardadas y su defensa asegurada, condiciones tan necesarias para la paz. 


Además de la derogación de la Ley Reservada del Cobre, estamos avanzando en el 

control democrático, porque no se podrá hacer ningún gasto en armamento 

que esté fuera de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa, que será definida desde el poder 
democrático y después de ser escuchadas las comisiones de Defensa del Senado y de la Cámara 


de Diputados. Es decir, no se podrá hacer 
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gasto alguno, ni siquiera por capricho de un comandante en jefe ocasional, si no 
está inscrito dentro de una planificación estratégica que ha sido definida democráticamente. 


Asimismo, quiero resaltar que esta estrategia, por doce años -el proyecto anterior planteaba el 
mismo período-, podrá ser revisada durante el primer año del 

mandato del Presidente de la República; es decir, cada gobierno democráticamente elegido 
podrá, eventualmente, introducirle modificaciones. 


Aquí se ha hablado mucho del presupuesto cuatrienal, y hay colegas que discuten 
su constitucionalidad. No soy un especialista en la constitución, pero puedo decir que el mismo 
principio estaba contenido en el proyecto anterior, aunque de otra forma. 


Aunque aprobemos el presupuesto cuatrienal -mi bancada decidió aprobarlo-, 
quiero destacar que de todas maneras el presupuesto será discutido anualmente. 


Es decir, en la Comisión Mixta de Presupuestos se resolverá anualmente el presupuesto del 
quinto año. En suma, se garantiza un horizonte presupuestario de cuatro años. 


A quienes argumentan que este mismo criterio debiera aplicarse para salud y 

educación, les contesto que ojalá fuera así, que avanzáramos en ese sentido, a fin de que las 
grandes tareas y los grandes problemas nacionales tuvieran horizontes presupuestarios más 
largos que el de un año. 


Se ha criticado la creación del Fondo de Contingencia Estratégico. Al respecto, deseo aclarar que 
también estaba planteado en el proyecto que presentó nuestra Presidenta Bachelet. No lo voy a 
respaldar sólo por el hecho de que haya sido presentado por ella, sino porque los fondos 
acumulados debieran servir. Eso no 

representará una carga financiera adicional, sino que se trata de un fondo de reserva que 
permitirá anticipar gastos inscritos dentro de la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa. No 
estamos agregando recursos, sino creando un Fondo 

que permitirá anticipar gastos planificados y que, por lo tanto, de hacerse el segundo año, dejarán 
de realizarse el cuarto. 


Por supuesto, este Fondo, según la ley en tramitación, será manejado con transparencia y 
profesionalismo, lo que no ocurrió con los recursos de la Ley Reservada del Cobre. 


En cuanto a la discusión sobre el piso mínimo garantizado, felicito a los interlocutores por 
el resultado de las conversaciones y la disposición a acoger propuestas de la Oposición. Ese no 
ha sido el espíritu y el ánimo de todos los ministros 


: 247 > 


en este Hemiciclo, por lo que bien vale la pena destacar la actitud existente en 


esta oportunidad. Personalmente, lo hice con el ministro Lavín hace algunas semanas cuando, a 
propósito de otro proyecto, demostró disposición al diálogo, a escuchar y acoger los argumentos 
y propuestas. 


Quiero destacar que no es menor que en el artículo 99 se explicite que cuando el Presidente de la 
República revise y actualice la Estrategia, deberán ser oídas 

las comisiones de Defensa Nacional del Senado y de la Cámara. Es decir, el piso mínimo podrá 
ser discutido democráticamente si el país suscribe convenios 

internacionales que nos obliguen a modificarlo, o si el precio del dólar o las circunstancias econó 
En consecuencia, el Congreso Nacional será siempre el que tenga la última palabra. 


Esta es, necesariamente, una política de Estado. Por lo tanto, la señal que entregue la Cámara al 
brindar un amplio respaldo a nuestra política de defensa, no será menor. La Cámara 

entregaría una señal clara de respaldo a nuestra política internacional y de defensa si prestara su 
apoyo a este proyecto, que establece un horizonte presupuestario más largo que un año, reconoce 
un mínimo para mantener las necesidades de la defensa y establece una reserva financiera. 


A mi juicio, en el contexto internacional esto se leería de una manera muy distinta si veinte o 
treinta parlamentarios marcaran una diferencia respecto de una política que, necesariamente, 
debe ser de unidad nacional. 


Presidente, he dicho. 
APORTE DE CAPITAL A CODELCO 
1 octubre de 2014 


Señor Presidente, quiero partir explicando a las alumnas y los alumnos del séptimo año básico 
del colegio municipal San Luis, de Maipú, que se encuentran 

en las tribunas, la importancia que tiene la discusión de este proyecto. A mi juicio, tiene una relev 
predecesores el 11 de julio de 1971, durante el denominado por la historia como 


“Día de la Dignidad Nacional”, esto es, el momento en que concurrió todo el 
Congreso Nacional a votar y aprobar, por unanimidad, la reforma constitucional que establecía la 
nacionalización del cobre. 
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Lo primero que quiero destacar es la similitud del clima político que tiene esta discusión y la de 
1971. Atrás quedaron las veleidades de algunos con la privatización de Codelco o 

con el ingreso de capitales privados. Aquí se está celebrando la decisión política de la Presidenta 
Bachelet de cumplir su compromiso respecto de Codelco, así como también lo está 

cumpliendo respecto de Enap; compromiso establecido con el país y también con los 
trabajadores de Codelco, representados por el presidente de 

la Federación de Trabajadores del Cobre, Raimundo Espinoza, en orden a revertir el 

deterioro progresivo del protagonismo y 


de la centralidad de Codelco en la industria minera chilena, pero también en la 
industria minera del mundo, porque cuando una empresa no invierte en su desarrollo, no 
mantiene su posición, sino que la deteriora. 


Esto es particularmente relevante en el caso del cobre, toda vez que las 

inversiones de hoy repercutirán en la posición que Codelco tendrá en diez, veinte o treinta años 
más. Es decir, hoy estamos salvaguardando la mantención del protagonismo de la 

principal empresa chilena para 2030. Estamos apostando al futuro de Chile con el cobre en 
manos del Estado, es decir, de todos los chilenos. 


En segundo lugar, quiero llamar la atención sobre el hecho -poco se ha dicho al respecto- de que 
en lugar de hacer competir las necesidades de Codelco, que tienen que ver con el futuro, con los 
requerimientos de hospitales, escuelas, especialistas o infraestructura, lo que hace el Estado es 
decir: “Vamos a endeudarnos para invertir en Codelco.”. Quiero resaltar que esa decisión sólo es 
posible por la fortaleza de la macroeconomía y de las instituciones de Chile, lo que hace que hoy 
a nuestro país le resulte mucho más barato endeudarse que a cualquier país del concierto 
latinoamericano. 


Más allá de las monsergas de algunos sobre las crisis, la ralentización de la economía o los 
efectos de la reforma tributaria, Chile tiene una fortaleza económica y política que es notoria a la 
hora de solicitar recursos para invertir en nuestro desarrollo. 


A mi juicio, esas dos razones harán que aprobemos este proyecto, ojalá, por la unanimidad de los 
diputados presentes en la Sala, porque estamos hablando del cobre, que es 

la columna vertebral del desarrollo económico y político chileno, expresada en la principal 
empresa nacional, que es Codelco, y sus trabajadores. 


Muchas gracias, Presidente. 
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EL COBRE Y LA GALLINA 


DE LOS HUEVOS DE ORO 


8 de septiembre de 2010 


Señor Presidente, el 11 de julio de 1971, la unanimidad de los representantes del pueblo, tanto en 
el Senado como en la Cámara de Diputados, desde Sergio 

Onofre Jarpa hasta Luis Corvalán Lepe, aprobaron, por la unanimidad de sus 

miembros, que el cobre pasara a ser pertenencia de todo Chile. Ese día es recordado, no por 
casualidad, como el Día de la Dignidad Nacional. 


Tan profunda es la convicción de los chilenos de su propiedad sobre el cobre que ni siquiera ese 
estrecho círculo que elaboró la Constitución de 1980 osó cambiar la pertenencia inequívoca del 
cobre a la nación chilena y a su pueblo. 


El problema que tuvo Chile en los años 70 y 80 era la urgencia de explotar el cobre antes de que 
pasara a ser irrelevante, porque el país y el mundo ya no lo iba a necesitar. De allí la búsqueda 
ansiosa de la inversión privada para hacer las exploraciones y las explotaciones necesarias 
cuando el país no tenía el capital 

suficiente. Pero digamos que esa voluntad justificada tuvo un exceso injustifica- 

do: concesiones indefinidas en el tiempo y completamente gratuitas, porque las patentes mineras 
en Chile tienen valores irrisorios. 


Hoy, el problema es completamente distinto al que vivió Chile en los años 70 y 

80. Actualmente, es más bien la pregunta por la disposición suficiente de cobre en Chile y en 
el mundo para responder a las necesidades del crecimiento de los países pujantes 

que necesitan cobre para construir mejores condiciones de vida para sus poblaciones. 


Por lo tanto, Chile puede estar seguro de que habrá demanda y buen precio para el cobre en los 
años futuros y eso es tranquilizador e instala una pregunta completamente distinta a la que nos 
hicimos en los años 70 y 80. ¿Cuál es hoy la situación de la minería privada? Utilidades 
extraordinariamente altas, muy superiores a lo que genera cualquier otra actividad industrial en el 
mundo. 


¿Es razonable que se obtenga un 20 por ciento sobre su patrimonio? Sí, es razonable. ¿Es 
razonable y positivo que se obtenga un 30 por ciento de rentabi- 
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lidad anual sobre su patrimonio? Sí, es razonable. ¿Es razonable que la industria 

minera privada chilena, en los últimos cinco años, haya obtenido, en promedio, 83 por 
ciento anual de rentabilidad sobre su patrimonio, es decir, que en sólo un año y medio haya 
recuperado su inversión total y en los cinco años haya obtenido casi cuatro veces lo 
invertido? ¿Es razonable? Por cierto, no es razonable, colegas. ¡No es razonable! 


La pregunta que tienen que plantearse los chilenos y sus representantes en esta Cámara es 

la misma que se formulan los miembros de los directores de las empresas privadas cuando tienen 
que responder a sus accionistas. Naturalmente, los accionistas de las empresas 

privadas están absolutamente satisfechos, ahítos, 

con las grandes utilidades que han obtenido como resultado de sus pequeñas inversiones. Pero la 
pregunta que les hacen los accionistas a los directores de las empresas privadas es la misma que 
nos formulan las chilenas y los chilenos a nosotros, que somos sus representantes. Y las chilenas 
y los chilenos están en su derecho de preguntarnos y de expresarnos su insatisfacción por la renta 
que le estamos cobrando a las empresas mineras privadas por explotar el cobre que pertenece a 
todas las chilenas y chilenos. Es indudable que esta insatisfacción es 

compartida. Sólo un diputado de la Comisión de Hacienda osó decir que era justa 

la situación tributaria de que goza -porque no la sufre; la goza- la minería privada. 


Si el Congreso Nacional y el Gobierno de Chile nos decidiéramos a defender de verdad 

el interés de los accionistas, que son todos los chilenos, legislaríamos 

para terminar con esta oprobiosa e injusta repartición de utilidades entre los 

propietarios del cobre -que somos todos los chilenos- y el capital privado. El 

mínimo razonable para esta etapa del desarrollo nacional es que generemos una distribución 
paritaria de las utilidades. 


Hay quienes dicen, con el ministro Golborne, que esto podría matar la gallina de los huevos de 
oro. Pues bien, la verdadera gallina produce huevos; es decir, los hace a partir de su propio 
material genético y de su propio esfuerzo. En cambio, la minería privada extrae el cobre, que ya 
existe y que le pertenece a todos los chilenos. 


Sin embargo, quiero decir al ministro de Minería, por su intermedio, se- 


ñor Presidente, que cada cierto tiempo también es bueno matar la gallina. El país está en 
perfectas condiciones de garantizar a cualquier inversionista extranjero rentabilidades del 20 o 30 
por ciento. Y si las actuales gallinas quieren partir, estoy completamente seguro de que, si 

Chile garantiza semejan- 

tes rentabilidades, habrá intereses financieros dispuestos a asociarse con el Estado chileno 
para continuar trabajando en la explotación del cobre. 
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Probablemente, en cien años más -me corregía el ministro- el cobre se agotará. 


Cuando vengan otros en lugar de nosotros -porque todavía no se ha inventado la vacuna de la 
vida eterna-, nuestros nietos, bisnietos y tataranietos van a apuntar 

con el dedo a nuestra generación y a calificarla como la que dejó partir la riqueza de Chile, sin 
que le sirviera al país para dar una vida digna y decente a toda su población. 


He dicho. 


MEJORAS AL SISTEMA 


DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA 
4 de noviembre de 2015 


Señora Presidenta, agradezco su buena voluntad para permitirme intervenir en primer lugar, pues 
los diputados miembros de la Comisión de Hacienda debemos concurrir a la sesión de la 
Comisión Especial Mixta de Presupuestos. 


Éste es un proyecto muy importante, en el cual a la Comisión de Hacienda que presido le cupo 
oficiar como comisión técnica en forma exclusiva. 


Tuvimos cuatro meses de intenso y fructífero debate, en el que introdujimos 
un conjunto significativo de modificaciones al proyecto original. En este punto 


nobleza obliga- hay que reconocer la flexibilidad que tuvo el Ministerio de Hacienda en el trámite 
planteadas por algunos colegas, e incluso, a veces, por la totalidad de los miembros de 

la comisión. Quisiéramos la misma disposición en otros proyectos de ley que estamos 
tramitando. 


Este perfeccionamiento se inscribe en la agenda para la transparencia y 
la probidad y del compromiso de modernización del Estado que suscribió la Presidenta Bachelet 
con el pueblo de Chile. 


Hace doce años, en 2003, se estableció el Sistema de Alta Dirección Pública para 
profesionalizar y modernizar la selección de los cuadros directivos de las instituciones del 
Estado. Se conceptualizó como un sistema mixto, es decir, se mantuvo 

la prerrogativa presidencial y, en el caso de los cargos de segundo nivel, del director de servicio 
respectivo, de entender la nominación como de exclusiva 
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confianza, pero se estableció un filtro de selección que propone al Presidente de la República de 
turno o al director del servicio, según corresponda, una terna, 

cuaterna o quina de personas habilitadas, profesional y éticamente, con la preparación y 
trayectoria adecuada para ejercer el cargo. 


Transcurridos doce años de aplicación del sistema, es hora de dar un paso y 

avanzar en la profundización de un sistema que apunta, como objetivo final, a 

generar una masa crítica de servicio civil que dé continuidad a las políticas de Estado. Somos 
testigos de que las políticas de Estado que hemos contribuido a generar en los últimos años 
requieren mucha más continuidad que los cuatro años que dura un gobierno. 


¿Qué es lo fundamental del perfeccionamiento que propone esta iniciativa de ley? 


En primer lugar, se incorporará un conjunto de diez servicios adicionales al Sistema de Alta 
Dirección Pública. Se trata de servicios importantes que ejercen 


roles que se verán perfeccionados y mejorados con el filtro de selección de ADP. 


En segundo lugar, se elimina la figura del “transitorio y provisional”, porque se reveló como una 
ventana para distorsionar la letra y el espíritu del Sistema de 

Alta Dirección Pública, por la vía de que el Presidente de la República o el director del servicio pı 
ejercía durante un año o más, y luego se presentaba al concurso. Obviamente, en dos de cada tres 
concursos el seleccionado era el mismo que ejercía el cargo en forma transitoria y 

provisional. Entonces, por esa vía estábamos minando la 

confianza en el Sistema de Alta Dirección Pública, porque, evidentemente, el resto de los 
profesionales no postulaba cuando sabían que estaba postulando el titular en ejercicio, 

llamado T y P. 


También generamos incentivos -perfeccionamos los planteados por el gobierno- 
para que los funcionarios públicos postulen a cargos de Alta Dirección Pública. 


Hasta ahora, si un funcionario postula a un cargo de primer o de segundo nivel jerárquico del 
Sistema de Alta Dirección Pública y es reclutado para ocuparlo, pierde su calidad de funcionario 
de planta, lo que constituye un desincentivo para postular, porque no puede volver al cargo 
anterior cuando termina su labor. 


En el proyecto de ley establecimos que la compatibilidad entre el ejercicio de un cargo de Alta 
Dirección Pública y la calidad de funcionario de planta en alguna institución regirá por un plazo 
de nueve años. Por supuesto que pierde esa condición si transcurren más de nueve años, porque 
ya está integrado y profesionalizado en el servicio público. Repito, la actual situación 
constituye una barrera importante para que los buenos elementos de 

la administración pública postulen al Sistema de Alta Dirección Pública. Este proyecto termina 
con ese problema. 
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También se perfeccionan muchos procedimientos que agilizan y hacen más efectivo el sistema 
respecto de la renuncia y de la gestión de candidatos. Por ejemplo, el Sistema de Alta Dirección 
Pública puede hacer postular por su propia iniciativa a un funcionario -por supuesto, con su 
consentimiento- que está ejerciendo 

un cargo de segundo nivel jerárquico de Alta Dirección Pública cuando falten cuadros para un 
concurso de primer nivel. También puede mover una candidatura que no gana un determinado col 
postular a otro cargo público preseleccionado por el sistema. 


Finalmente, lo que se busca es crear un Servicio Civil con densidad y volumen suficiente para 
darle continuidad al Estado. 


Permítanme contar lo que me ocurrió estando en Suecia como Embajador. Participaba de la 
ceremonia de espera de los resultados electorales en un hotel que hacía las veces de 

cuartel general de la Socialdemocracia, cuando las pantallas anunciaron que después de muchas 
décadas, el gobierno socialdemócrata perdía en manos de una coalición de centroderecha. Como 


no veía a nadie gritando ni llorando, me transporté mentalmente a Chile — 

aún no perdía la Concertación y llevábamos más de 15 años 

gobernando- e imaginé cuál sería la reacción colectiva si nos ocurriera lo mismo. Mi primera refle 
proverbial frialdad sueca, pero profundizando en las conversaciones con mis amigos nórdicos, 
me enteré que sólo doscientos cargos en toda Suecia dependían del resultado de esa elección y, 
además, todos ellos estaban protegidos por un año del mismo salario garantizado mientras 
buscan otro lugar donde reinsertarse laboralmente. 


No quiero dar un número exagerado de cargos que dependen de cada elección en Chile, pero son 
muchísimos más, y es evidente que un país es más estable, capaz de desarrollarse y de 

impulsar políticas a largo plazo cuando no todos los 

cuadros directivos dependen del resultado electoral de cada elección. Eso quiero para mi país. 


El proyecto da un paso adelante. No llegaremos a la indiferencia sueca, pero es importante para 
la consolidación de un sistema que apunta a crear un Servicio Civil indispensable para el Estado 
de Chile. 


Muchas gracias, Presidenta. 
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DEL ESTADO SUBSIDIARIO AL ESTADO PIONERO 
17 de noviembre de 2015 


Señora Presidenta, la compleja situación económica por la que atraviesa Chile no 

es coyuntural, sino estructural, por lo que se 

requiere pensar en las reorientaciones futuras de la economía. No 

vamos a recuperar el dinamismo económico de antaño, las tasas de crecimiento que tuvimos en 
la década del 90 y en la dé- 


cada del 2000 si no reorientamos nuestra economía, si no nos preocupamos de áreas que hoy 
están insuficientemente desarrolladas. 


Desde ese punto de vista, es una muy buena señal que se haya premiado el dinamismo que ha 
mostrado el Ministerio de Economía, liderado por Luis Felipe 

Céspedes, con un aumento significativo de su presupuesto, el que está orientado a la innovación, 
al emprendimiento y a la pequeña y mediana empresa. 


Sin embargo, desde el punto de vista prospectivo, debemos cambiar el paradig-ma. Si no 
dejamos atrás el Estado meramente subsidiario y no pasamos a ser un Estado pionero, un Estado 
que se compromete a abrir nuevas áreas de desarrollo económico, a fomentar activamente la 
inversión en los territorios deprimidos, no encontraremos una solución de largo plazo. Esto se 
debe hacer al estilo de la ley ENAP, que acabamos de aprobar en la Cámara, por 

supuesto que con el rechazo de la oposición, la que permitirá a esa empresa asociarse con actores 
económicos para diversificar el mercado y la generación de energía. 


Señora Presidenta, por su intermedio, pido al ministro que revierta la decisión 

que se tomó respecto de la administración de la Iniciativa Científica Milenio, que agrupa a 36 
centros y núcleos de investigación de alto nivel en neurociencia, 

ecología, astrofísica, oceanografía, sistemas complejos de ingeniería, biología 

fúngica, biología sintética, ecología molecular, aplicación en agroecosistemas, procesos químicos 
y catálisis, entre muchísimos otros. 


La decisión de trasladar desde el Ministerio de Economía a Conicyt, una peque- 


ña estructura, con muy poco soporte administrativo, con escaso peso 

en la administración general del Estado, va a contribuir -por mi boca están hablando los 
premios nacionales de ciencia involucrados en la Iniciativa Científica Milenio- a la merma de la 
relevancia de esta iniciativa. 
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Cuando se configure una nueva institucionalidad para el desarrollo científico y 

tecnológico, cuando la Conicyt adquiera la relevancia que se necesita y cuando 
rearticulemos toda la iniciativa de tecnología y ciencia en una sola 

institucionalidad, ahí sí tendrá sentido lo que se está haciendo hoy. Pero la medida inconexa 
de trasladar la Iniciativa Científica Milenio desde un ministerio con dinamismo y con peso 
político a la cola del tremendo Ministerio de Educación, es francamente una señal que la 
perjudicará desde el punto de vista operativo y de relevancia. 


Por 

eso, reitero mi petición al ministro de Hacienda para que revierta esa decisión, con el objeto de qu 
da y estructurada desde el Ministerio de Economía, como lo quieren los 

centenares de científicos que trabajan en los centros y núcleos de investigación a los que he 
hecho referencia. 


He dicho. 
DIRECCIÓN GENERAL DE CONCESIONES 
4 de abril de 2017 


Señor Presidente, creo que fue una decisión extremadamente relevante la del Estado chileno en el 
período de gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, cuando el ministro de Obras Públicas era 
Ricardo Lagos Escobar, en que el Estado decidió 

iniciar la política de concesiones, mediante las cuales transfirió a los privados la posibilidad de 
que realicen tareas de Estado. 


Esto partió básicamente del diagnóstico de la inmensa inversión que requería la 

carretera Panamericana, la vía que nos comunica con el resto del continente y que 
atraviesa el país de punta a cabo, que debía expandirse y modernizarse. En suma, era muy 
necesario que se convirtiera en una ruta con dos pistas de ida y dos de vuelta. 


Eso significaba paralizar y focalizar el conjunto de la inversión pública necesaria para desarrollar 
caminos y carreteras que unieran a pueblos y ciudades del resto de Chile. Al liberar esos 
recursos, el Estado permitió una expansión gigantesca 

y una modernización muy significativa de caminos y carreteras que no tenían ninguna 
rentabilidad económica, pero que tenían altísima rentabilidad social. De eso fui testigo a 
mediados de los años 90, en una candidatura frustrada, en que 
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observé cómo comenzaban a desarrollarse las carreteras en la costa de 

La Araucanía, que unían Traiguén, Lumaco, Purén y otros pueblos, hoy comunicados por 
modernas vías asfaltadas. Ello no habría sido posible si los gastos que representaba la ampliación 
de la ruta 5 hubieran sido hechos con recursos fiscales. 


Desde 1994 al 2015 han pasado más de veinte años y se han invertido más de 16 


mil millones de dólares, más del 80 por ciento en obras públicas, en carreteras, 
pero también en inmuebles fiscales, como los nuevos edificios para la justicia 


-construidos por esta misma vía- y la expansión y modernización aeroportuaria en Chile. 


Todo esto fue hecho en medio de una gran fragilidad institucional, que se reflejó 
también en la capacidad del Estado para relacionarse con agentes privados de 

grandes dimensiones, algunos creados para cada proyecto, pero la mayoría de ellos 
compitiendo en el resto del mundo. La mayor parte de estos consorcios son españoles, 
canadienses o franceses. 


En aquel entonces la situación clamaba ajuste, consistencia, permanencia y solidez de actores 
institucionales que llevasen a cabo políticas de concesiones. Por 

fin este proyecto transforma la Coordinadora de Concesiones en una dirección 

dependiente del Ministerio de Obras Públicas, con la envergadura y solidez que se requiere. 


Junto con esta decisión institucional -ello es todavía más fundamental-, el 

Ministerio de Obras Públicas tiene la obligación de planificar, con un horizonte de al menos 
cinco años, las grandes obras que pueden ser concesionadas. Ello no es banal. La obligación es 
importante porque el periodo presidencial dura cuatro 

años. Entonces, cuando se obliga al MOP a planificar por quinquenios se separa el desarrollo de 
infraestructura del ciclo político. 


Esa es la importancia real, significativa y relevante que tiene este proyecto. Por eso, concurrí con 
mi voto a favor en la Comisión de Hacienda y también lo haré hoy en la Sala. 


Gracias, Presidente. 
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El FONDO DE INFRAESTRUCTURA 


12 de diciembre de 2017 


Señor Presidente, si no fuéramos tan pocos en la Sala y no fuera ésta la hora, des-taparía una 
botella del mejor espumante, porque celebro que hayamos recibido desde el Senado, con 
aprobación prácticamente unánime, un proyecto de ley que crea una empresa pública. 


Si hace diez años 

se hubiese propuesto esta iniciativa, habría dicho que era imposible que contáramos con el apoyo 
proyecto que propone la creación de una empresa pública. Sin embargo, eso es lo que estamos 
haciendo hoy: creando una empresa pública, el Fondo de 

Infraestructura S.A., una sociedad anónima del Estado en que participan el fisco y la 

Corfo, destinada a usar, como patrimonio propio, el valor presente de los flujos 

futuros de los excedentes de las autopistas, y cuya finalidad principal es aumentar la inversión en 
infraestructura productiva y en transporte público. 


Éste es un instrumento de inestimable valor para quienes creen en la necesidad de que Chile siga 
creciendo; es el mejor aporte que puede hacer el Estado en 

esa línea, mejorando las condiciones de conectividad y, por lo tanto, elevando la productividad 
del país. 


Hay quienes creen que esto podría hacerse por arte de birlibirloque. Dicen que están de 
acuerdo con la creación de la empresa pública, pero no con que tenga un patrimonio propio 
aportado justamente por el excedente que dejan las concesiones. 


No estoy hablando del diputado René Manuel García, por cierto, ya que él dijo con claridad que 
aprobaría la creación de la empresa y la incorporación del patrimonio derivado del excedente que 
genera la administración de las concesiones. 


¿Para qué es el peaje? Para la construcción y mantención de la infraestructura, para amortizar los 
créditos que el privado tuvo que conseguir para invertir en la construcción y mantención de las 
obras y también para obtener la legítima ganancia que espera obtener por su 

inversión. Terminado el período de concesión, amortizados sus créditos y satisfechas sus ansias 
legítimas de ganancia, el Estado 
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tiene derecho a administrar de la mejor manera posible dicha infraestructura. Por supuesto, 

el Estado no tiene por vocación lucrar y enriquecerse con ella, sino más bien reinvertir esos 
excedentes. ¿En qué? Por ejemplo, en nuevas carreteras y en mejores condiciones de transporte. 
De eso se trata el proyecto, y esa es la 

razón por la cual, a mi juicio, debiera contar con el apoyo de todos los que creen que el Estado 
debe contribuir a la animación del crecimiento del país. Ésta es una de las maneras más 
apropiadas y concretas que tiene para hacerlo. 


Por lo tanto, no entiendo que por un lado se 


apruebe la idea de crear una empresa pública y, por otro, se 

vote en contra del artículo transitorio y no se autorice la administración de los recursos 
generados por los excedentes que produce la administración de las autopistas concesionadas una 
vez que termina el período de concesión. 


Bien saben que chicha y chancho produce diarrea. No se puede aprobar la creación de una 
empresa pública sin otorgarle los recursos necesarios para que cumpla el rol que por ley está 
llamada a cumplir. 


Espero que los colegas que han cambiado de opinión respecto de la unanimidad que el proyecto 
consiguió en el Senado recapaciten, para que todos concurramos 

a hacer la afirmación categórica de que queremos que el Estado de Chile haga una contribución 
decisiva al crecimiento del país. 


Presidente, he dicho. 
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En 2014 ingresaron nuevos aires a la Cámara de la mano de líderes de uno de los movimientos 
estudiantiles más masivos e incidentes de la historia de Chile. El diálogo con ellos refrescó la 
política. 
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XI 

RELACIONES LABORALES Y 
NEGOCIACIONES SALARIALES 


En el Congreso tienen lugar las principales negociaciones colectivas del país, que son las del 
salario mínimo y el reajuste anual a los trabajadores del sector público. Casi como un ritual, se 
discuten intensamente todos los años en el Congreso, y sus resultados impactan sobre 

el conjunto del edificio salarial chileno. Los parlamentarios juegan un rol relevante, aunque 
formalmente están limitados constitucionalmente a aceptar o rechazar las proposiciones del 
Ejecutivo. La Comisión de Hacienda de la que forma parte el diputado Pepe Auth desempeña un 
papel protagónico en esta negociación asimétrica. 


La legislación que regula las relaciones entre trabajadores y empresarios estuvo 

relativamente ausente del debate legislativo en el periodo 2010-2014 

pero entró con mucha fuerza en el 2014-2018, cuando el gobierno de Michelle Bachelet decide 
impulsar una gran reforma laboral que encontró fuerte oposición del mundo empresarial y de la 
derecha, que perdió la batalla parlamentaria pero logró recuperarse parcialmente en el Tribunal 
Constitucional. 
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¿LA NUEVA FORMA DE GOBERNAR? 
14 de diciembre de 2010 


Señora Presidenta, estamos a 14 de diciembre. Nunca antes -por lo que me han comentado mis 
colegas- se había llegado hasta esta fecha sin tener aprobado el reajuste. Ésa es una señal sin 
precedentes de impericia del Gobierno, que viene exactamente con la misma proposición 
rechazada hace varias semanas. 


Me pregunto: ¿eso es la nueva forma de gobernar? ¿Es la nueva forma de gobernar hacer 
exactamente lo contrario de lo que se promete, la de ofrecer seguridad en el empleo a los 
funcionarios públicos y, a renglón seguido, promover una 

verdadera razzia donde se exonera a funcionarios sin ninguna relación con la eficiencia 

y compromiso con que desarrollan su trabajo? ¿Es la nueva forma de gobernar cuando se dice 
que se valorará el Estado y la función pública y se demuestra un desprecio sin precedentes por el 
Estado y por la dignidad del funcionario público? 


Por su intermedio, señora Presidenta, le digo al señor ministro que, cuando el país crece, el 
salario de los trabajadores debe crecer al mismo tiempo y en la misma tasa, a menos que se 
busque aumentar la desigualdad en Chile. Se han escuchado muchos discursos respecto del 
objetivo de reducir la desigualdad y, sin embargo, se propone al Congreso Nacional esta 
mezquindad que estamos analizando y que vamos a votar en contra. 


Si queremos un Estado cada vez más eficiente y al servicio de la gente, tenemos que mejorar las 
condiciones salariales y laborales de los funcionarios públicos; debemos detener la arbitrariedad 
con que hoy se despide a personas cuya labor ha sido bien evaluada por los propios personeros 
de su Gobierno. He conocido a personas que han recibido una carta del organismo público 
felicitándolas por el buen desempeño que han tenido durante el año dos días después de haber 
sido despedidas de su función pública, cuya evaluación fue considerada como exce-lente por el 
mismo director de servicio. ¡Eso es inaceptable, ministro! 


Por eso, vamos a votar en contra de la propuesta, pero con la esperanza de que el Gobierno 
recapacite y llegue a un acuerdo con los gremios antes de votarse en el Senado. El Gobierno no 
puede ceder a la tentación de privilegiar el objetivo de ganar el “gallito” a los trabajadores en 
lugar de demostrar su vocación nacional construyendo un acuerdo satisfactorio para todos. 


He dicho. 
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CONTRA LA RAZZIA EN EL SECTOR PÚBLICO 
13 de diciembre de 2011 


Señor Presidente, es evidente que si se somete a discusión el proyecto de reajuste para el sector 
público, de lo que debemos debatir es sobre el reajuste del sector público, es decir, sobre 


el incremento de las remuneraciones, asignaciones, 

beneficios y demás retribuciones en dinero de estos trabajadores. Sin embargo, se nos hace 
imposible hacerlo. Deberíamos estar discutiendo sobre el vínculo indisoluble que 

debiera existir entre reajuste y crecimiento económico, si es que 

queremos reducir la desigualdad. Si el crecimiento económico no se refleja en 

los salarios, en particular en los salarios del sector medio y de los sectores más 

vulnerables, ello en lugar de avanzar hacia la equidad, profundiza la desigualdad. Deberíamos est: 
cuáles son los productos que conforman la canasta familiar del funcionario pú- 


blico y cómo evoluciona esa canasta. 


Lamentablemente, nada de esto vamos a discutir, porque todo está absolutamente 
contaminado por una situación de inestabilidad laboral inapropiada e inesperada, tratándose de 
un Presidente de la República con pasado y vocación empresarial. 


Cualquier empresario líder entiende que lo fundamental en una empresa -hay demasiadas señales 
de que para el Presidente Piñera, Chile entero es una empresa- es la mística laboral, la seguridad 
de cuáles son las teclas que se tienen que apretar para progresar en el trabajo y cuáles no, so pena 
de perder el trabajo. Es decir, certezas y seguridades que permiten vincular, de manera 
comprometida, al funcionario con su institución y con el servicio que presta al país. 


Con esto, le están ocasionando un severo daño a la credibilidad, a la mística, al espíritu de cuerpo 
y a la vocación de servicio, aspectos centrales de la función pública. Le están propinando un 
daño -espero que no sea irreparable- al Estado, debilitando sus convicciones. 


Por su intermedio, señor Presidente, bien sabe el ministro que no hay nada peor para un 
trabajador no saber qué tiene que hacer para incrementar su salario o, al menos, para mantener su 
puesto de trabajo. La incertidumbre de no saber qué valora el Estado, genera inseguridad e 
inestabilidad, lo que contribuye, de 
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manera decisiva, a la perdida de la calidad del servicio público, calidad con la que -me imagino- 
este Gobierno está comprometido o, por lo menos, debería estarlo, porque no se trata 
solamente de empequeñecer al Estado, de debilitarlo. 


Por lo demás, y ya que de empequeñecer estamos hablando, el año pasado dijeron que se 
despedía gente porque parte del Estado tenía demasiada grasa. Lo curioso es que en esas mismas 
instituciones donde se generaron despidos masivos, también se han incorporado, y de manera 
masiva, nuevos funcionarios, por 

supuesto, de confianza del Ejecutivo de turno, para ocupar los mismos cargos que fueron 
desempeñados, con brío y vocación de servicio, por los despedidos. 


Alguien dirá, como se dijo aquí, que el año pasado los evaluadores eran otros, y como eran otros, 
esas evaluaciones, que entregaron sólo seis y siete, no eran 
confiables. Pero ocurre que ahora es usted el que evalúa, ministro, es su personal de 


confianza el que evalúa al funcionario público con nota máxima. Así las cosas, lo mínimo de una 
lógica de dirección moderna de las instituciones públicas es que los despidos y la 
continuidad estén asociados a la evaluación del desempeño. 


Gracias, Presidente. 
REAJUSTE CON ACUERDO DE LOS GREMIOS 
25 de noviembre de 2014 


Señor Presidente, esta es la quinta vez que me toca abordar la discusión del proyecto de ley que 
otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público. En los cuatro años 
pasados hubo ocasiones en que el gobierno envió un proyecto sin 

lograr acuerdo con ningún gremio; en otras, logró acuerdos parciales. Sólo en una ocasión -fue 
en la víspera de la elección pasada- logró un acuerdo completo, ocasión en que aprobamos 
prácticamente por unanimidad un 5 por ciento de reajuste. 


Hay quienes creen que la instalación de una mesa negociadora entre los trabajadores y el 
gobierno debiera ser reemplazada por una comisión técnica que estableciera un 

polinomio de cuya aplicación surgiera, como por arte de magia, la cifra del reajuste, como lo ha 
planteado varias veces el diputado Ernesto Silva. 


Soy completamente contrario a esa idea. Más bien pienso que hay que avanzar para que sean los 
propios trabajadores, en negociación colectiva con sus respectivos 
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empleadores, quienes definan el reajuste, y no una comisión técnica, supuestamente desprovista 
de todo condicionamiento. 


Es evidente que a la hora de definir un reajuste hay que considerar la inflación esperada, la 
productividad, pero también el crecimiento del país. Si revisa las ocasiones en que intervine en la 
discusión de reajustes pasados, verá que siempre señalé que lo fundamental era que las 
remuneraciones de los funcionarios públicos crecieran más de lo que crecía el país. Según la 

ley de reajuste para el sector público que aprobamos el año pasado, el país iba a crecer 4,9 por 
ciento; muchos dijimos que la expectativa era muy alta, pero esa fue la hipótesis del entonces 
ministro Larraín cuando se discutió la Ley de Presupuestos, y dieron un reajuste de 5 por ciento. 
Sin embargo, el país no creció 4,9 por ciento. 


En la actualidad, la proyección de crecimiento que se dio durante la discusión de la Ley de 
Presupuestos fue de 3,6 por ciento. Por eso, este 6 por ciento que se está ofreciendo como 
reajuste me parece una cifra razonable -surgió de un 

acuerdo, parcial, es cierto, pero un acuerdo al fin y al cabo-, distante de la inflación esperada, que 
el Banco Central estima en 3 por ciento, y distante del crecimiento 

esperado, que el Ministerio de Hacienda estima en 3,6 por ciento, aunque las previsiones actuales 
son más bien de 3 por ciento. 


En lo personal, como dije, lo más importante es que las remuneraciones de los 
funcionarios públicos crezcan más que lo que crece el país; de lo contrario, estaríamos 
caminando hacia atrás. 


Más allá del guarismo de crecimiento, hay otras cosas tan importantes como la 

cifra en la Ley de Presupuestos. La bonificación de nivelación me parece lo más importante para 
que las remuneraciones brutas mínimas suban considerablemente. Aquí se aplica un criterio de 
discriminación positiva, porque la remuneración mínima bruta está creciendo 19 por 

ciento. Pienso que la misma lógica se debiera aplicar a las remuneraciones máximas, para que 
tuvieran un reajuste menor. 


Discrepo completamente de aquellos que dicen que una indicación en tal sentido es 
inconstitucional e inadmisible, porque quien puede lo más, puede lo menos. 


Si tenemos atribuciones para congelar el reajuste de todos los trabajadores -no lo vamos a hacer, 
por supuesto-, también tenemos atribuciones para congelar parcialmente el incremento de 
remuneraciones para sueldos altos. De no ocurrir eso, en cinco años la diferencia, que hoy es 
muy grande, entre los mínimos y los 

máximos, será todavía mayor. Si hablamos de equidad, es evidente que debemos aplicar una 
estrategia de reajuste diferenciado. 


Destaco las señales, bastante claras, en materia de refuerzo de quienes han estado más 
desmedrados en la función pública: se crea una asignación de condiciones 
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difíciles para los asistentes de la educación, lo que es muy importante; se 

descongela la renta total mínima docente, que lleva varios años manteniéndose en la misma cifra 
y ahora sube de manera consistente; se faculta otorgar alimentación a funcionarios que 

trabajan directamente en los servicios de salud -doy fe de que es una demanda 

extremadamente sentida-; se entrega un bono extraordinario de desempeño laboral al personal 
docente. 


Pero, más allá del protocolo, destaco el plan de traspaso a contrata de 8.800 

trabajadores a honorarios de jornada completa, que llevan más de un 

año cumpliendo funciones permanentes. Por primera vez un gobierno pone negro sobre blanco su 
compromiso de pasar a contrata a un número considerable de trabajadores en su período, no en el 
del siguiente gobierno. 


Asimismo, el plan de inversión en infraestructura de cuidado infantil en los servicios del Estado, 
me parece fundamental. 


A ello agregamos la reducción de la desigualdad en los viáticos, que hoy es de hasta 3,6 veces 
entre el más alto y el más bajo funcionario, lo que puede obligar a 

situaciones francamente inicuas e inaceptables. Ahora se reduce a sólo tres tramos y a una 
distancia menor de dos veces entre el viático máximo y el mínimo. 


Lo que es más importante, el gobierno se compromete por escrito a establecer, durante su 
período de gobierno, un cronograma de homologación de las condiciones de salarios y de 

trabajo de todas 

las funcionarias que trabajan en la educación preescolar, sean de Junji, de Integra o de los jardine: 
fondos. 


Una última reflexión: hace algunas semanas el colega Lorenzini señaló en la Comisión de 
Hacienda y en los medios de comunicación, incluso en la reunión que sostuvimos el lunes con 
el ministro de Hacienda, que sólo votaría a favor el reajuste si era del 6 por ciento. Hoy es 6 por 
ciento y está solicitando un aumento adicional para votarlo favorablemente. 


Yo pido consistencia, seriedad y responsabilidad a todos mis colegas, particularmente a los de la 
Nueva Mayoría, porque éstos son los momentos en que se pone a prueba la consistencia del 
apoyo al gobierno y a sus ministros, quienes comprometieron su palabra en este acuerdo. 


Presidente, he dicho. 
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PIDE REBAJA SALARIAL PARA AUTORIDADES 
26 de octubre de 2016 


Señor Presidente, no participaré en la discusión en curso ni tampoco hablaré para recibir 
aplausos. 


La unanimidad de la comisión reconoció el esfuerzo del gobierno en materia de modernización y 
de mejoramiento de la función pública a través de distintos planes de carreras, de incrementos, de 
incentivos al retiro y del cumplimiento del compromiso para pasar a contrata a los funcionarios a 
honorarios. Todo eso está muy bien; pero debemos hablar del reajuste. 


Siempre que hablamos de reajuste -que beneficia a más de 900 mil trabajadores, porque no sólo 
lo reciben los funcionarios de la administración pública, sino muchos otros del sector privado- 
, hacemos referencia a la inflación y al crecimiento esperado para el país. 


¿Cuánto del crecimiento esperado beneficiará a los trabajadores? Naturalmente, cuando hay 
mucha distancia entre el crecimiento del país y el aumento de los 

salarios, significa que, en la práctica, estamos abandonando la lucha contra la 

desigualdad. En este caso específico, se está hablando de que 0,2 décimas del crecimiento de un 
poco más del 2 por ciento esperado para el próximo año se traducirá en mejoramiento salarial. 


El gobierno nos dice que los recursos son escasos, que los ingresos son menores 
que los gastos comprometidos y que tenemos déficit financiero, lo que es completamente cierto. \ 
a favor en la Comisión de Hacienda porque no quise contribuir... 


¡Dije que no iba a hablar para los aplausos! 


No quise contribuir a profundizar el debilitamiento de mi gobierno. Pensé que las bancadas y los 
partidos que lo sustentan iban a respaldar la propuesta, por 

costosa que fuera; pero si lo va a rechazar la bancada del partido de la Presidenta Bachelet y la 
bancada más grande de la Nueva Mayoría, no estoy dispuesto a votar -como lo hizo tantas veces 
la derecha- un reajuste que obligadamente va a ser mejorado en el Senado y regresará a la 
Cámara de Diputados. 
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Apoyo completamente la decisión de congelar los salarios altos; pero, por 

intermedio del señor Presidente, quiero decir al ministro de Hacienda que quiero dejar 
constancia de que preferiría una decisión más valiente, más transparente y 

de mayor impacto. Me refiero a que derechamente a los parlamentarios elegidos 

por el pueblo y a las autoridades de confianza se les reduzcan sus ingresos en 20 


por ciento, para cumplir con el compromiso que hicimos ante el país de que el fin 
del sistema binominal no le costaría ni un solo peso adicional al Estado de Chile. 


Gracias, Presidente. 
REAJUSTES DIFERENCIADOS SEGÚN INGRESO 
16 de abril de 2015 


Señor Presidente, estoy de acuerdo con la solicitud, pero debo recordar que nosotros, 

junto al diputado Jackson y un grupo importante de parlamentarios, in-tentamos hacer esto con 
los salarios elevados, a propósito de la discusión del 

reajuste del sector público para este año. Esa indicación se declaró inadmisible 

de manera completamente injustificada, en circunstancias de que mediante ella se establecía una 
rebaja del reajuste para los ingresos altos. Y lo que no podemos hacer es incrementar el gasto 
fiscal. 


Hubiese querido que esta misma convicción que expresan ahora muchos diputados la hubiesen 
manifestado en ese momento, ocasión en que tuvimos la posibilidad de congelar el reajuste de 
los altos funcionarios públicos, incluidos los parlamentarios, como señal de austeridad y de 
reducción de la desigualdad entre los funcionarios públicos. Es evidente que si se aplica, por 
ejemplo, un reajuste parejo de 10 por ciento, un salario de 5 millones de pesos subirá en 500 
mil pesos, pero el salario de 500 mil va a subir solo en 50 mil pesos. En consecuencia, la 
distancia entre uno y otro se habrá acrecentado en 450 mil pesos. Si esa 

situación se repite durante cuatro años, significa que los diputados y senadores de la 
República, los ministros y los subsecretarios ganaremos sustancialmente más que los 
funcionarios de bajas rentas y habremos incrementado las veces en que caben las menores 
remuneraciones en nuestro salario. 


Por eso, espero que el proyecto de resolución se ratifique cuando tengamos que votar el próximo 
proyecto de reajuste para el sector público, el que deberá con 
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tener la propuesta de congelamiento de los altos salarios de la administración pública. 
He dicho. 

LA PRINCIPAL NEGOCIACIÓN SALARIAL34 

12 de julio de 2011 


Señor Presidente, el Gobierno, a través del ministro de Hacienda, propuso hace unas semanas un 
reajuste que llevaba el salario mínimo de 172 a 180 mil pesos. 

Ese proyecto fue aprobado en general en la Comisión de Hacienda de la 

Cámara de Diputados, pero fue rechazado en particular, porque a la mayoría de 

los miembros de dicha Comisión nos parecía insuficiente que el salario mínimo 

aumentara menos de lo que estaba creciendo el país, en el entendido de que el salario mínimo es 
el piso a partir del cual se constituye la arquitectura salarial chilena y, en el contexto de la 
discusión sobre el ingreso ético familiar, es el piso a partir del cual se 

constituye dicho ingreso. Mientras más pequeño sea el salario mínimo, más grande tendrá que 
ser el subsidio estatal para llegar al ingreso ético. 


Evidentemente, quien piense que el mayor objetivo del ingreso ético debe ser la 
retribución digna al trabajador por su aporte al desarrollo, debe creer que hay que incrementar el 
salario mínimo en todo lo que sea posible. 


La defensa vigorosa del ministro de Hacienda en la Comisión se reblandeció luego, cuando 
necesitó un puñado de votos de independientes y del PRI para conseguir la mayoría en la Cámara 
de Diputados. Y ascendió el monto del ingreso mínimo en 1.500 pesos, para llegar de 180 

mil pesos a 181.500 pesos, con lo cual consiguió una leve mayoría en este Hemiciclo. 


Luego, en la Comisión Mixta, el Gobierno hizo un gesto: incrementó en 500 pesos la oferta 
anterior, lo que, naturalmente, aún dejaba por debajo el incremento del salario mínimo respecto 
del crecimiento esperado de Chile. Pero el gesto de elevar en 500 pesos 

más el salario mínimo para conseguir la mayoría de los senadores parecía mínimo, considerando 
que había hecho un incremento de 1.500 


pesos para conseguir la mayoría en la Cámara de Diputados. 


34 La Cámara de Diputados rechazó el veto sustitutivo formulado por el Presidente Piñera con el 
exigido para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional, pero el Senado, si bien recha: 
no reunió el quórum necesario, por lo tanto fue aprobada la observación del Ejecutivo. 
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Probablemente, ésta es la principal de las negociaciones salariales que se hacen en Chile, donde 
las tasas de sindicación y de negociación colectiva son extremadamente bajas. Por ello, la 
negociación del salario mínimo se constituye en una referencia no sólo para aquellos que 


directamente reciben dicho salario, sino para prácticamente la gran mayoría de los 
asalariados. No por nada el salario mí- 


nimo representa el 64 por ciento de la mayor parte de los salarios de los chilenos en los tiempos 
presentes. 


En la Comisión Mixta rechazamos el incremento propuesto por el Gobierno, con 

lo cual se produjo un empate que llevó al rechazo del proyecto, porque quisimos trasladar la 
responsabilidad de entregar un salario mínimo inferior al crecimiento esperado de Chile al propio 
Presidente de la República y a su Gobierno. 


Sinceramente, pensamos que en el veto sustitutivo el Gobierno iba a incorporar el gesto que 
esperábamos, en orden a pasar de 5,8 por ciento a una cifra por sobre el crecimiento esperado del 
país. Lamentablemente, la tozudez del Gobierno o la voluntad de no aparecer haciendo 
concesiones para conseguir el acuerdo mayoritario, hizo que en el veto se 

mantuviera exactamente la misma cifra rechazada en la Comisión Mixta. 


Por esa razón, porque el Gobierno ha insistido en un incremento del salario míni- 

mo inferior al crecimiento de Chile y porque este incremento hará que el próxi-mo año el país 
sea un poco más desigual que éste, no podemos concurrir a su 

aprobación. Lamentamos la falta de disposición a llegar a acuerdos del Presidente de 

la República y su Gobierno, ya que si el veto hubiera contenido una cifra 

significativa, probablemente se habría conseguido la unanimidad para aprobar este reajuste tan 
esperado por los chilenos. 


Por las razones señaladas, no vamos a concurrir a su aprobación. Naturalmente, no podemos 
votar en contra porque hay cientos de miles de chilenos que esperan un incremento de su salario, 
por mínimo que sea. Sin embargo, reitero, no vamos a concurrir a aprobarlo y le diremos al país: 
“Éste es el reajuste al salario mínimo que quiso el Gobierno del Presidente Piñera, que es 
inferior al que se necesita y al que hoy Chile puede entregar, en consideración a las buenas 
condiciones de empleo, de crecimiento y de salud económica existentes”. Chile puede más y el 
Presidente Piñera pudo haber reajustado bastante más el salario mínimo. 


Por eso, entregamos toda la responsabilidad sobre este incremento del salario mínimo al 
Presidente de la República, y los diputados de la bancada del Partido 

por la Democracia no concurriremos con nuestros votos a aprobarlo, pero tampoco a rechazarlo, 
porque no pretendemos impedir que los trabajadores de Chile 
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reciban un reajuste, por mínimo que éste sea. Por lo tanto, nos vamos a abstener masivamente en 
la votación. 


Gracias, Presidente. 


SALARIO MÍNIMO Y SALARIO ÉTICO 


20 de marzo de 2013 


Señor Presidente, los principales instrumentos contra la desigualdad no son otros que la 
organización de los trabajadores y la negociación colectiva. 


Chile tiene pocos instrumentos para luchar contra la desigualdad, porque su tasa de 
sindicalización es una de las más bajas del mundo desarrollado. Obviamente, su tasa de 
negociación colectiva es todavía menor. Por lo tanto, la proporción de trabajadores que 
efectivamente está en condiciones de negociar el excedente producido por las empresas es muy 
baja y, en consecuencia, el desequilibrio entre trabajadores y empresarios existentes en Chile es 
gigantesco. 


¿Por qué comienzo diciendo esto? Porque esta realidad hace que la fijación del 

salario mínimo sea la principal negociación colectiva y, por lo tanto, uno de los 
principales elementos de lucha contra la desigualdad, uno de los principales factores de 
reducción de las desigualdades. 


Por eso, Presidente, por su intermedio, quiero decir al ministro que me parece 

francamente inaceptable que se haya anulado la discusión del salario mínimo como un proceso 
de negociación colectiva; me parece escandaloso que el señor ministro, veinticuatro horas antes 
de enviar el proyecto al Congreso Nacional, sin decirles siquiera a los trabajadores que les 
enviaría al día siguiente ni darles a 

conocer la cifra en que se reajustaría el salario mínimo, simplemente para tomarse una foto 
opportunity que diga después que hubo diálogo, en circunstancias de que es de toda 

evidencia que no hubo ninguna conversación ni menos todavía una negociación. 


El solo hecho de anular la discusión del salario mínimo como proceso de 
reflexión, como proceso de negociación colectiva entre el Estado y los trabajadores, me lleva a 
votar en contra. 


2 ri 


En segundo lugar, quiero decir que valoro y felicito al ministro por las buenas 

cifras de crecimiento y de empleo. Y hay que decirlo con todas sus letras, pero al mismo tiempo 
le quiero decir también que es completamente insoportable para la sociedad chilena que se pueda 
tener un empleo y ser pobre. El 77 por ciento de los pobres de Chile no es pobre por que esté 
desempleado, sino que el 77 por 

ciento de los pobres de Chile tiene empleo, pero tiene un empleo sin retribución digna. Y saben 
ustedes que el 58 por ciento de los indigentes también tiene empleo y, sin embargo, se encuentra 
en esa situación. 


Tenemos un problema gravísimo entonces en cuanto a la calidad del empleo y en la dignidad de 
la retribución que reciben los trabajadores por su aporte al desarrollo. 


En tercer lugar, quiero aclarar lo que el Gobierno dice, que con este reajuste tendremos el salario 
mínimo más alto de América Latina. Es que corrige el precio del dólar, calculándolo de acuerdo 


con los mercados negros, lo que nos pone por 
encima de Argentina y Venezuela, que considerando el cambio oficial, están muy por encima del 
nuestro. 


Pero lo que importa no es la cifra del salario mínimo, sino la relación entre el salario mínimo y el 
ingreso per cápita mensual, porque obviamente tendremos un salario mínimo 

más grande que Haití, pero este país tiene menos de mil dólares per cápita, y nosotros 

vamos acercándonos a los 15 mil y, en consecuencia, como nos aporta la Biblioteca del 
Congreso en su documento, lo que hay que analizar es la relación entre el ingreso mínimo y el 
per cápita mensual. Y en esa relación el documento de la Biblioteca nos muestra que en el 2010 
esa relación se redujo; que el 2011 esa relación volvió a reducirse; que el 2012 esa relación de 
nuevo se redujo. Es decir, en términos relativos se redujo, que es lo que importa respecto de 
cómo evoluciona el salario mínimo en relación al crecimiento del conjunto del país. En eso, ha 
ido retrocediendo en lugar de continuar avanzando. 


Hoy, en términos relativos, el salario mínimo es menor como piso de dignidad que el que 
teníamos el 2009. No digo que de un día para otro podamos pasar de un salario mínimo equis a 
un salario mínimo de equis más un 50 por ciento o un 70 por ciento. Lo único que digo es que el 
Estado de Chile, el Congreso Nacional 

y la sociedad entera deben fijar un horizonte de dignidad ética para la retribución 

del trabajo; debemos fijar un horizonte en el cual se iguale el salario ético con 

el salario mínimo fijado por ley, de manera que tener empleo y ser indigente sea 

incompatible; que tener empleo y continuar siendo pobre sea incompatible. Establezcamos ese 
itinerario, por su intermedio, señor Presidente, para llegar a un salario mínimo digno. 
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Voy a votar a favor de la idea de legislar, porque no podría oponerme a que se discuta en el 
Congreso el mejoramiento del salario mínimo, pero voy a votar en contra de todos los 
guarismos, porque me parece que Chile puede muchísimo más. Se 

ha dicho en innumerables oportunidades, pero se nos amenaza con el desempleo, con 

la crisis. Aquí mismo se rechazó hace pocos meses que el salario mínimo llegara a 200 mil 
pesos. Incluso, el diputado Joaquín Godoy pedía superar los 200 mil pesos 

en la discusión del año pasado. Sin embargo, el Gobierno dijo que no. Y resulta que el 11 de 
marzo el Presidente anuncia que va a subirlo sobre los 200 mil pesos. Es 

evidente. Estamos en 193 mil pesos, aunque hubiera 

subido un 3 por ciento, estaríamos sobre los 200 mil pesos. Digamos las cosas como son. 
Podemos elevar el salario mínimo de manera considerable sin alterar la economía, por lo menos 
para dar una señal de que avanzamos en la dirección del objetivo nacional. Y éste no puede ser 
otro que la igualación del salario ético 

y el salario mínimo; no puede ser otro que eliminar la compatibilidad actual, la 

convivencia incestuosa del empleo con la indigencia, del empleo con la pobreza. 


He dicho. 


EMPLEO Y POBREZA 


DEBEN SER INCOMPATIBLES 


2 de julio de 2014 


Señor Presidente, a veces uno cede a la tentación de responder los destemplados e infundados 
argumentos del diputado Edwards; pero nos tiene tan acostumbrados a su 

temperamento que, francamente, voy a pasar por alto sus provocaciones y me voy a remitir a lo 
que quería señalar. 


¿Saben ustedes que en Chile uno de cada dos indigentes tiene empleo, a pesar de lo cual sigue 
siendo indigente, y que dos de cada tres pobres no lo son porque carezcan de empleo, sino 
porque a pesar de tenerlo siguen estando catalogados como pobres? En consecuencia, tenemos 
un tremendo problema relacionado con la calidad de los salarios y con la calidad y la decencia de 
los empleos, como lo dijo Juan Somavía en la OIT. 


Chile tiene una deformación antidemocrática, dictatorial, que 
reemplazó la natural relación que debe existir entre el capital y el trabajo por la vía 
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del desmantelamiento de la organización sindical y la conversión de la negociación 
colectiva prácticamente en una excepción, lo que hizo que la principal y 

casi exclusiva negociación colectiva que existe en nuestro país se desarrolle en el Congreso 
Nacional, que, por cierto, no es el sitio donde debiera ocurrir, 

como bien señaló la ministra Javiera Blanco. 


¿Qué es lo más relevante cuando uno analiza si una propuesta de incremento del ingreso 

mínimo es más o menos adecuada? Como lo sostuve durante los 

cuatro años del gobierno del Presidente Piñera, pongo atención en dos cuestiones 
fundamentales: primero, en la tasa de crecimiento, es decir, en cuánto crece el salario mínimo y 
en cuánto ha crecido la economía. Es evidente que si el país crece más de lo que crece el ingreso 
mínimo, la desigualdad se ensancha. Para que ésta se reduzca, el salario mínimo y el conjunto de 
los salarios deben crecer más de lo que crece el país. Si analizamos lo que ocurrió durante los 
cuatro años precedentes, debemos concluir que si bien el ingreso mínimo aumentó, lo hizo en un 
porcentaje menor que el crecimiento del país. 


La segunda cuestión es bastante evidente, porque no podemos comparar el salario mínimo de 
Chile con el de Haití. Como decía el diputado Monsalve en la Comisión de Hacienda, este 
segundo aspecto es la relación que existe entre el salario mínimo y el ingreso per capita. 


Evidentemente, un ingreso mínimo es alto o bajo, pero no en términos absolutos, sino 

respecto del ingreso per capita de ese país. Creo que uno de los problemas que tuvieron los 
diputados de Derecha que están sentados enfrente es que con- 

trajeron la misma enfermedad de la Concertación después de haber gobernado veinte años, con 


la diferencia de que ellos se enfermaron al segundo año de 

gobierno: me refiero a la enfermedad de la autosatisfacción y la autocomplacencia, es decir, 
considerar que todo lo que hicieron fue espectacular, sin parangón, y que nada de lo que se hizo 
antes o de lo que se hará mañana puede ser mejor. 


Pues bien, si comparamos el incremento del salario mínimo con el aumento del ingreso per 
capita, lamentablemente tendremos que decir que el incremento del salario mínimo de 2014 
es menor que el registrado en 2010. Por lo tanto, representa un retroceso evidente. 


Celebro que después de cuatro años sin acuerdos, hoy tengamos esta discusión sobre la base 
precisamente de un acuerdo. Quiero recordar a los diputados de la Alianza por Chile cuánto se 
alegraban las raras veces en que discutimos aquí un 

reajuste de remuneraciones del sector público con acuerdo previo. Para el Congreso Nacional es r 
acuerdo con el mundo laboral que sin él. 
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Hay dos cuestiones que explican la diferencia que existe entre no haber llegado a acuerdos 
durante cuatro años y haberlos logrado ahora. La primera es el horizonte de incremento del 
ingreso mínimo y el compromiso de un gobierno que parte cumpliendo su programa - 

tal vez, ésta podría ser la medida número 57 que se está cumpliendo hoy-; es decir, habrá un 
salario mínimo de 250.000 pesos antes 

de cumplirse la mitad del mandato de la Presidenta Bachelet. Espero que con la 

misma fuerza podamos llegar a los 300.000 pesos al final de su mandato y el de los 
parlamentarios que estamos en esta Sala. 


La segunda cuestión relevante es que por primera vez existe el compromiso claro, evidente y 
categórico de pagar una deuda que tiene Chile, la Concertación, la Nueva Mayoría y -diría- todo 
el mundo político con el movimiento sindical: 

me refiero a la recuperación de la titularidad sindical, para así eliminar la lacra que constituye el 
derecho a reemplazo en caso de huelga. Como nos decía en la 

Comisión de Hacienda el dirigente de la CUT, Nolberto Díaz, desde Alaska hasta 

Puerto Williams no existe país alguno en el cual sea posible anular los efectos de una 

huelga, instrumento básico en la lucha de los trabajadores para obtener un mayor porcentaje de 
los excedentes que produce el capital. Esa es la cuestión fundamental. ¿Quién querría que dentro 
de veinte años la discusión parlamentaria sobre el reajuste del ingreso mínimo continúe siendo 
la principal negociación colectiva en Chile? Las reformas laborales deben conducir a que 

cada vez seamos menos importantes en la definición del excedente del capital que deben recibir 
los trabajadores. 


Por supuesto, cuando hablamos de la lucha contra la 
desigualdad también estamos hablando de sistemas tributarios progresivos -le duelan o no 
al diputado Edwards-, en virtud de los cuales los más ricos paguen proporcionalmente más. 


Ese sí que es un instrumento contra la desigualdad y en favor del aumento de los 
salarios, partiendo por el salario mínimo. Es cierto que éste afecta directamente a poco más 


de medio millón de trabajadores, pero constituye la piedra angular, 
la base de referencia, a partir de la cual se constituye el conjunto del edificio salarial chileno. 


Por eso será tan importante aprobar -espero que en el transcurso de 2014- la 

reforma laboral que fortalecerá el sindicalismo, pues beneficiará a aquellos que se asocien y 
coticen en los sindicatos. Con ello desparecerá la obligación de que el peso de la prueba recaiga 
en el trabajador, que debe hacer punta y codo para sindicalizarse, so pena de perder el empleo o 
no ser promovido. 


Por si alguien no se ha dado cuenta, anuncio que votaré favorablemente la 
iniciativa, básicamente porque fija un horizonte de incremento salarial relevante y 
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establece un compromiso claro de avanzar en una reforma laboral que a la larga haga 
irrelevante la discusión parlamentaria sobre el incremento del salario mí- 


nimo. 

Gracias, Presidente. 

EMPLEO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
6 de septiembre de 2012 


Señor Presidente, la materia de fondo de las mociones refundidas en el proyecto sometido a 
nuestra consideración se relacionan con la discriminación, la igualdad ante la ley y la inclusión 
social. Chile somos todos, no sólo determinadas personas, con ciertas capacidades y virtudes, y 
sin determinados defectos. De hecho, casi el 13 por ciento de la población padece de algún tipo 
de discapacidad. 


El tema fue abordado con inteligencia y amplitud cuando el Congreso Nacional aprobó la 
iniciativa que se convirtió en la ley N° 20.422. Sin embargo, dejó algunos vacíos. Uno de ellos es 
el acceso al trabajo. 


Hace algunos meses me visitó una profesional de la Región de Valparaíso para contarme su 
drama. Como sabemos, la ley que se aprobó en el período pasado establece que una persona con 
capacidades especiales, en igualdad de condiciones, tiene preferencia por sobre 

las demás. Ella me reportó que siempre pasaba la primera etapa del proceso de selección, a pesar 
de su discapacidad física, una 

enfermedad muscular degenerativa que le provoca dificultades para movilizarse y expresarse. En 
los exámenes escritos -estoy hablando de periodismo, donde la apariencia poco importa- 

, era calificada como una persona completamente “normal”, lo mismo en las 

comunicaciones telefónicas. Pero bastaba que se presentara a la entrevista y el reclutador 
observara que sus movimientos y expresión no eran “normales”, para que el 

trabajo estuviera lamentablemente comprometido para otra persona justo horas antes de su 


presentación. 


Esa situación es enfrentada cotidianamente por las personas con algún tipo de 

discapacidad. Conozco a un periodista ciego que trabaja en un canal de 

televisión evangélico de la Región Metropolitana. No se imaginan las dificultades que enfrentó 
para ingresar a la carrera de periodismo. La universidad sostenía que un ciego no reunía las 
condiciones para estudiar esa disciplina. Así las cosas, se 
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vio en la obligación de interponer querellas judiciales contra la universidad para romper esa 
barrera y lograr estudiar. 


Las dos medidas planteadas en el proyecto de ley son muy positivas. Por un lado, 

las empresas que compiten por servicios o bienes del Estado serán premiadas por el hecho de 
trabajar por la inclusión social de los discapacitados. Por otro -ello no se incluyó en la ley N° 
20.422-, toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, deberá reservar al menos el 2 
por ciento de sus puestos de trabajo a trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean 
alguna discapacidad. A 

mi juicio, se trata de la única manera efectiva de resolver la barrera de acceso al mundo laboral 
en favor de las personas con algún grado de discapacidad. 


En Chile, uno de cada diez hogares es encabezado por un jefe o jefa de hogar con algún grado de 
discapacidad. Por el impacto que tiene el trabajo en las condiciones de vida y de progreso de las 
familias, es absolutamente indispensable que reforcemos 

la posibilidad de inclusión laboral de personas con algún grado de discapacidad. Por eso, vamos 
a apoyar con entusiasmo esta iniciativa. El paso siguiente es asegurar el acceso de las personas 
con discapacidad a la educación y a la capacitación, porque la proporción que logra pasar la 
barrera de los estudios 

es ínfima. Eso se relaciona con el hecho de que la sociedad y el sistema educativo no se preparan 
para la diferencia, sino para la homogeneidad. En efecto, no se 

admiten diferencias de carácter físico o mental. Ellas deben ser acogidas, porque la magnitud y 
la profundidad con la que una sociedad acoge la diversidad es señal constitutiva de su riqueza. 


A mi juicio, este proyecto es un pasito importante para asumir la diversidad de las personas y, al 
mismo tiempo, su necesaria igualdad de derechos. 


He dicho, Presidente. 
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FERIADO IRRENUNCIABLE 
EL 19 DE SEPTIEMBRE35 


8 de septiembre de 2011 


Señor Presidente, el Partido Socialista se anticipó a las felicitaciones que yo le iba a transmitir a 
la ministra por haber cambiado de opinión. Eso es un gran 

valor en democracia, particularmente cuando en su momento argumentó, con la vehemencia y el 
rigor que le caracteriza, en oposición a la declaración del 19 de Septiembre como feriado 
irrenunciable. Hoy, en cambio, viene a proponerlo al Congreso Nacional. Y en buena hora. 


En su oportunidad se dijo que esta medida sería un problema para el comercio y para las familias 
porque no iban a poder concurrir a los templos de compra 

y venta. Sin embargo, lo que ocurrió nos dio la razón a quienes pensamos que el feriado 
irrenunciable era precisamente todo lo contrario. En primer lugar, es una oportunidad para los 
comerciantes de los barrios, que están ahogados por la 

concentración monopólica del gran comercio. Cada minuto, cada espacio, cada día de cierre 
obligado del gran comercio monopólico para ellos es una oportunidad de despliegue y de 
existencia. Estoy seguro de que habrá decenas de miles de pequeños 

comerciantes celebrando que el 19 de Septiembre de 2011 sea un feriado irrenunciable. 


Por otra parte, creo, conceptualmente, que estamos frente a un problema de 

igualdad de derechos, toda vez que una parte significativa de la población es excluida de un 
derecho que se otorga al conjunto de la ciudadanía. Con esta iniciativa estamos reparando una 
inequidad de manera circunstancial y provisoria, exclusivamente para el 19 de Septiembre de 
2011. Hace algunos años, entiendo que en 2004, aprobamos el proyecto que convierte el 18 de 
septiembre en feriado irrenunciable de carácter permanente. La lógica argumental de los 
parlamentarios que intervinieron en la sesión de hoy conduce de manera inequívoca a 
establecer la necesidad de la permanencia del carácter irrenunciable del feriado del 19 de 
Septiembre, porque ni la familia, ni el pequeño comercio ni la igualdad de 35 Tal como se 
propone en esta intervención, al año siguiente la Ley N° 20.629 hizo permanente la 
irrenunciabilidad del feriado del 19 de septiembre. 
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derechos tienen existencia y aplicación provisoria en 2011, sino que constituyen una realidad 
conceptual y una demanda permanente. 


Por eso, solicito al Gobierno que envíe al Congreso Nacional una iniciativa, que estoy seguro 
que será bienvenida en la Cámara de Diputados y en el Senado, para declarar el 19 de 
Septiembre como feriado irrenunciable permanente. 


Con los colegas Tucapel Jiménez, Sergio Aguiló, Leopoldo Pérez, Adriana Mu- 


ñoz y otros presentamos una moción para establecer que al menos dos de los días de descanso 
semanal en cada mes deban necesariamente otorgarse en día domingo. Ello se sustenta en que el 
domingo es un día especial, no porque se casen los gringos, sino porque es 

el momento de encuentro de la familia, de las comunidades religiosas entre sí; es uno de los 
momentos privilegiados en los que se constituye sociedad. No da lo mismo que al trabajador le 
den feriado el lunes, cuando sus niños están en clases y su cónyuge o pareja debe ir a trabajar. 


Obviamente, ello constituye un menoscabo del derecho al descanso y al encuentro con la 
familia. 


Creo que ésta es una prueba de coherencia. Cuando se pronuncian discursos pro familia, en 
términos de que deben crearse las condiciones para que ésta se desarrolle, se fortalezca y 
permanezca unida, obviamente se está poniendo a prueba la voluntad del Estado en cuanto a 
generar los espacios de asociatividad y de encuentro entre las personas. 


Por lo tanto, anuncio que la bancada del Partido por la Democracia va a 

respaldar esta iniciativa, pero pidiendo al Gobierno que pronto envíe un proyecto que 
establezca que el feriado irrenunciable del 19 de Septiembre tenga carácter permanente y, 
además, que patrocine la iniciativa que recupera para los trabajadores del comercio y sus 
familias, al menos, la mitad de los domingos del año. 


Gracias, Presidente. 
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LA REFORMA LABORAL36 
16 de junio de 2015 


Señor Presidente, comparto la observación del diputado Patricio Melero, en el sentido de que 
ésta debió ser una reforma del siglo XX. Claro que el diputado Melero no señaló, a renglón 
seguido, que la razón por la que no se llevó a cabo en esa época se debió, en primer lugar, a 
diecisiete años de una dictadura feroz y, en segundo lugar, a una Alianza por 

Chile sobrerrepresentada en este Parlamento, que impidió cualquier reforma laboral imaginable. 


En segundo lugar, disiento del diputado Melero respecto de su 

diagnóstico, porque arranca de la idea de que los trabajadores son seres que están esperando 
condiciones para destrozar al empresario y el desarrollo empresarial. Eso me hace pensar que no 
le han servido de nada las frecuentes visitas anuales a la OIT, donde se ha encontrado con un 
desarrollo empresarial moderno, que acepta la existencia de sindicatos poderosos con 

derecho efectivo a huelga, y con una distribución de los excedentes de la producción mucho más 
justa. 


Ahora bien, a mi juicio, hay tres instrumentos principales para reducir la desigualdad, objetivo 
principal de este gobierno. Primero, mayor solidaridad tributaria -en ese sentido, llevamos 

a cabo una reforma que consiste en que los que tienen más, paguen proporcionalmente más-; 
segundo, inversión en oportunidades igualitarias en educación, y tercero, reducción del 
desequilibrio entre el 

capital y el trabajo, con el fin de que la distribución de los excedentes de la producción sea muchc 
el gobierno de la Nueva Mayoría están cumpliendo sus compromisos en estas tres materias. 


Los voceros del empresariado han expresado acá su temor ante una sociedad más igualitaria. La 
paz social, el desarrollo y la felicidad individual son mayores en sociedades con menos 


diferencias sociales; es un hecho de la causa. Si comparamos empresas con sindicatos respecto 
de empresas sin sindicatos, todos los factores de desarrollo empresarial son mejores en las 
primeras. 


36 La reforma laboral fue aprobada en el Congreso Nacional pero el Tribunal Constitucional obje 
sus pilares constitutivos, la titularidad sindical, que finalmente no quedó consagrada en la ley. 
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Siento -imagino que es un sentimiento compartido, por lo menos en las bancadas de este 
lado del hemiciclo- que estamos pagando una deuda de muchos años. 


Desde 1990 hemos gobernado 21 de 25 años. Con todo, las tasas de sindicalización y las tasas 
de negociación colectiva son demasiado similares a las de 1989, último año de la dictadura. ¿Por 
qué? Porque no pudimos ni tuvimos el coraje de tocar los nervios que explican que no se haya 
desarrollado el sindicalismo y que se haya restringido la negociación colectiva al punto que 
observamos hoy. Ahora estamos tocando esos nervios. 


El primero de ellos es la sindicalización. Al respecto, me pregunto qué incentivo 

tiene un trabajador para afiliarse a un sindicato. Todavía existe persecución sindical. Eso lo saben 
acompañan en las tribunas. Todavía 

hay persecución sindical y todavía en los trabajadores hay temor de afiliarse a un 

sindicato. ¿Qué incentivo puede existir para afiliarse a un sindicato si basta con conformar un 
grupo negociador ocasional para negociar con el empresariado? 


¡Eso no existe en ninguna parte del mundo! Al menos no existe en los países que integran la 
OIT. Y para qué decir aquellos que integran la OCDE. Para eso existen los sindicatos, actores 
estables y duraderos que cuentan con programas, plataformas y rinden cuenta de su gestión. 


¿Qué incentivo puede haber para afiliarse a un sindicato si sin pagar cuotas, sin 
comprometerse, sin asistir a reuniones, sin correr ningún riesgo, los 

trabajadores no sindicalizados reciben por extensión los beneficios sancionados por el 
empresario? ¿Cómo pretendemos tener un país con más sindicalización si no establecemos la 
titularidad sindical? 


Por eso les digo a las bancadas de enfrente que asuman su contradicción. ¿Quieren un país con 
menos sindicalización o quieren titularidad sindical? 


Mañana, a la hora de la votación, la línea divisoria va a separar a quienes prefieren empresas sin 
sindicatos o con sindicatos débiles, de los que pensamos que todos los trabajadores deben estar 
sindicalizados y tener derecho a huelga efectiva; a quienes pensamos que el desarrollo y la paz 
social son duraderos cuando se amplían los derechos sociales, de los voceros de un 
empresariado que quiere mantener la relación tremendamente asimétrica que hoy 

existe entre el trabajo y el capital. 


He dicho, Presidente. 
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Ejerciendo siempre vocería activa. Aquí, defendiendo la Ciudad Parque Bicentenario de 
Cerrillos con colegas del territorio y junto a compañeros de la Comisión de Hacienda en el 
debate tributario. 
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XII 

EL DEBATE PRESUPUESTARIO 


El debate de la Ley de Presupuestos del Sector Público cada año dura dos meses entre el 30 de 


septiembre, cuando ingresa el proyecto de ley, y el 30 

de noviembre, fecha límite en que debe salir del Congreso ya tramitado. Este periodo es el de 
mayor equilibrio entre el Ejecutivo 

y el Legislativo, es el tiempo en que desfilan ministros, subsecretarios y directores de servicio 
por los pasillos del Congreso explicando sus programas y solicitando aprobación de 

sus presupuestos. Aquí juega un rol protagónico la Comisión Mixta de Presupuestos, 

integrada pa-ritariamente por los 13 diputados que participan de la Comisión de 

Hacienda de la Cámara e igual número de senadores. Los cambios más relevantes y 

las discusiones más intensas con el Ejecutivo se producen en el trabajo de la Comisión Mixta y 
sus subcomisiones, pero lamentablemente no hay registro detallado de las intervenciones 
parlamentarias en ellas. Aquí agrupamos algunos discursos que reflejan bien el tenor de las discus 
puede experimentar un presupuesto en el trámite legislativo. 
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CARÁCTER DEL GOBIERNO 
EN SU PRESUPUESTO37 

20 de noviembre de 2012 


Señor Presidente, el presupuesto es como la personalidad, el carácter de un gobierno, pues 
señala sus prioridades y también su lógica. En este caso, es 

la fotografía de un Gobierno que desconfía de lo público y privilegia el mercado y la iniciativa 
privada como mecanismo principal de solución de los problemas. 


He escuchado discursos que podrían recordarme los minutos felices, pero que, 

en realidad, podrían caracterizarse como “las minutas felices.” Lo digo sobre todo después de 
escuchar al diputado Edwards, en su interminable descripción alegórica de lo espectacular que es 
este presupuesto para responder a los 

problemas de la sociedad contemporánea e incluso de los movimientos sociales, con una 
elocuencia digna de mejor causa. Pero cuando recuerda el presupuesto de 2009, que fue muy 
expansivo -de 17 por ciento-, se olvida de que Renovación Nacional concurrió a aprobarlo, con 
entusiasmo acorde al momento, porque respondía a la necesidad de una 

política contracíclica frente a la crisis mundial que impactaba fuertemente en la 

economía chilena. Así actúan quienes creen que 

para enfrentar las crisis y reactivar la economía, el Estado tiene que invertir, en lugar de dejar 
que el mercado funcione naturalmente y ejerza con toda su cruel- 

dad la profundización de las desigualdades sociales. Pero bueno, no vale la pena dedicarle más 
minutos a las minutas felices. 


El presupuesto se incrementa en 4,8 por ciento, en línea con la expectativa de crecimiento. En la 
tarde de hoy tendremos tiempo para analizar las partidas. 


Ahora me limitaré a una que es crucial y a algunos elementos comunes, que atraviesan el 
presupuesto de punta a cabo. 


Nosotros concurrimos mayoritariamente a aprobar un ajuste tributario, publi- 

citariamente denominado reforma tributaria para la educación pública, que 

37 La tramitación de la Ley de Presupuesto para el año 2013 fue más prolongada que lo habitual, 
cámaras, pero sin reunir el quórum constitucional necesario para insistir en el proyecto aprobado ] 
Congreso Nacional, motivo por el cual se aprobó el veto presidencial. 
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generaría poco más de mil millones de dólares, según dijo el Gobierno -son 900 


millones de dólares-, pensados originalmente para ser 
adicionados al presupuesto educacional del Estado, a fin de resolver los grandes problemas de nue 
educación. 


Sin embargo, y así se infiere de la lectura de este presupuesto, los dineros provenientes de ese aju: 


Es decir, en la práctica, sólo la mitad de ese ajuste tributario está orientado a la reforma 
educacional. De no haber existido ajuste, este presupuesto sectorial habría crecido, por lo menos, 
en 5 por ciento, que es lo que crece el total del Presupuesto; pero ese 5 por ciento de 

crecimiento vegetativo no está contenido. En 

definitiva, este presupuesto en Educación creció el equivalente al promedio de lo que crecieron 
los presupuestos de esta Cartera en los últimos 5 años. 


Así las cosas, surgen de inmediato un par de preguntas. ¿Acaso no hicimos un ajuste tributario 
para orientar en exclusividad esos recursos a la 

reforma educacional? ¿Dónde están entonces esos recursos 

adicionales para educación? Seguramente no estaríamos complicados con la necesidad de 

crear un fondo de revitalización de la educación pública, en la dimensión adecuada, para encarar 
la crisis progresiva y la pérdida progresiva de matrícula y el riesgo de tener que 

cerrar escuelas, despedir profesores, en fin, reordenar la enseñanza pública, si tu-viéramos esos 
recursos. No estaríamos discutiendo la necesidad de incrementar los aportes basales para la 
enseñanza básica, media y universitaria, de manera de 

no depender exclusivamente de la matrícula y de la asistencia de los alumnos, 

porque obviamente hay gastos fijos asociados al funcionamiento de una escuela, que tienen que 
ser proveídos por el Estado. No estaríamos discutiendo -una discusión miserable- la necesidad de 
reajustar las becas de alimentación de los estudiantes, que alcanzan los mil 300 pesos diarios, y 
que están congeladas desde 2007. Ni siquiera han sido reajustadas conforme al IPC. 

Han pasado más de cinco años, por lo que merecen ser actualizadas. Ustedes 

convendrán conmigo que mil 300 pesos no alcanzan para cumplir siquiera con la ley que obliga a 
una alimentación sana, cuyo contenido calórico y proteico satisfaga un nivel mínimo de 
requerimientos nutricionales. No quiero ser dramático, pero mil 300 pesos, 

con 22 días promedio al mes, son insuficientes para darle mínima dignidad a los estudiantes. 


Pero además de problemas de cantidad, los hay de calidad, es decir, de lógica. 


Asumo que éste no es mi gobierno y que por algo la gente lo eligió, aunque aquí escuchamos a 


varios arrepentidos de haberlo elegido. 
El diputado GARCÍA (René Manuel) -Uno. 
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Uno, dice mi colega; capaz que haya otros, pero más silenciosos de su arrepen-timiento y que 
llevan la procesión por dentro. 


Volviendo al punto, quiero señalar que existe resistencia a modificar la lógica 


-y lo entiendo- de debilitar al Estado y de trasladar cada vez más recursos a la iniciativa privada. 
Estoy de acuerdo que es la lógica que guía a este 

Gobierno, pero hay excesos. En este Presupuesto hay un exceso inaceptable, que es la 
transferencia de recursos -varios miles de millones de pesos- a infraestructura de 
establecimientos de enseñanza superior privada. Se trata de transferencias sin 

ningún condicionamiento, porque, finalmente, redundan en capitalización privada. Es cierto que 
se invirtieron recursos públicos para la jornada escolar completa, pero en esa ocasión se hizo con 
condicionamientos extremadamente precisos. 


En este caso estamos hablando de transferir recursos públicos a establecimientos 

privados que, al menos buena parte de ellos, persiguen fines de lucro. Es decir, estamos 
traspasando, ingenuamente, recursos públicos para el desarrollo de 

infraestructura que luego va a constituirse en capital de privados. Francamente, no 

veo razón para que esos recursos públicos no se traduzcan en mayores aportes basales para las 
universidades públicas y regionales. 


Un diputado señalaba que nosotros le estábamos negando el combustible a los radiopatrullas. Ese 
combustible lo está negando el gobierno al insistir en no 

controlar los recursos destinados a publicidad. Alguien se refirió aquí a la campaña 

publicitaria contra la meningitis. Me pregunto si acaso no habría sido necesario destinar más 
recursos, y bien usados, para informar de manera adecuada sobre la meningitis, o informar y 
motivar a la gente a participar en el proceso electoral municipal recién pasado, en lugar de gastar 
millones y millones de pesos en 

letreros que contienen propaganda y no información sobre los beneficios que entrega el Estado. 
Esos letreros tampoco son necesarios para dar cuenta de las funciones de los distintos 
ministerios, como señala categóricamente la ley. La normativa sobre esta materia advierte que el 
ítem publicidad debe ser usado sólo cuando sea necesario, por 

ejemplo, para destacar la función de una Cartera o para informar a la ciudadanía sobre subsidios 
que entrega el Estado. Repito, los letreros que vemos en la Ruta Santiago-Valparaíso, o en la 
Ruta 5, y a lo largo de todo Chile, sólo muestran lo bien que lo han hecho el Presidente Piñera y 
su Gobierno. ¡Eso es propaganda, no publicidad! No podemos aceptar que en un año electoral se 
consagren recursos para propaganda de Gobierno. Por eso, hemos pedido al ministro de 
Hacienda una glosa que distinga, de manera clara y nítida, la propaganda de la información sobre 
los beneficios que entrega el Estado. 


: 286 : 


Anuncio que rechazaremos, también, una institución antigua que ha sido mal usada por 

muchos años. Ahora que la Oposición de antaño ha tenido la oportunidad, breve, pero intensa, de 
ser Gobierno, y nosotros la oportunidad, también breve, pero intensa, de ser 

Oposición, gobiernistas y opositores debemos coin-cidir, con altura de miras, en lo 
absolutamente inexplicable que resulta que en el corazón político de un gobierno, es decir, en 

el Ministerio del Interior, en 

la Subsecretaría del Interior, existan 4 mil millones de pesos para ser entregados a distintas organi 
lo largo de Chile de manera completamente discrecional. 


No me solazaré aquí leyendo cifras, pero invito a los diputados de Oposición, pero, en particular, 
a los de Gobierno, para que vean cómo el capricho de la Subsecretaría del Interior se reparte de 
manera diferenciada. Esa discrecionalidad caprichosa no tiene razón de ser en un 

Estado moderno. Esos recursos, por lo menos en lo que a mí respecta, particularmente en un año 
de elecciones, o se destinan a instituciones de beneficencia, como Bomberos o a aquellas que se 
preocupan de atender a personas con discapacidad, o se convierten en un fondo 

profesionalizado y no manejado discrecionalmente por el ministerio más políti-co de todos. 


Por último, anuncio que rechazaremos varias partidas, por supuesto con la disposición 
permanente de aprobarlas si el Gobierno, a través del Ministerio de Hacienda, se abre a entregar 
más aportes basales para revitalizar la educación 

pública y lograr la flexibilidad necesaria para autolimitarse en el manejo de recursos 
discrecionales en un año importante para todos. Al respecto, pido a los diputados de Gobierno 
que piensen que mañana pueden estar en la Oposición. 


Muchas gracias, Presidente. 
26 de noviembre de 2012 


Señor Presidente, trataré de no inmiscuirme en esta filosófica y profunda conversación que se ha 
instalado en el Congreso Nacional, que no nos prestigia demasiado. 


Voy a referirme a lo que hemos venido a discutir en la Sala, es decir, a las 
modificaciones del Senado al proyecto de Ley de Presupuestos, que fue aprobado en parte y 
rechazado en otra parte por la Cámara. 
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En el Senado, como se sabe, la iniciativa fue votada después de un acuerdo; como siempre, fue 
un parto difícil, puesto que el Gobierno y la Oposición tenían sus respectivas posiciones. 


El acuerdo alcanzado en el Senado se logró después de que en la Cámara de Diputados una 
clara mayoría se expresara contra la falta de control en materia de gastos en publicidad y la falla 
en el sistema de compras públicas. Pues bien, la respuesta del Gobierno y del Senado 

permitió resolver estos dos problemas. En primer lugar, porque se reconoció el hecho y se 


introdujeron compromisos claros en relación con el perfeccionamiento del sistema de compras 
públicas. Así, una comisión técnica transversal, en un plazo de seis meses, hará propuestas al 
respecto; se capacitará a los servicios que tengan que hacer compras públicas; se efectuará un 
análisis previo de precios y costos cuando las compras públicas sean de dimensiones 
importantes, y se realizará la separación entre quienes elaboren las bases de una licitación y 
quienes participen en su adjudicación. 


También se establece la creación de un programa de asesoría especializado, a fin de reforzar las 
capacidades de los ministerios y de los departamentos que tengan que hacer licitaciones 
importantes. 


En materia de publicidad, que es lo que nos llevó a rechazar el subtítulo 22, 

Bienes y Servicios, finalmente el Gobierno aceptó casi a la letra la exigencia que le 

hacíamos. Esto es, en primer lugar, incorporar a Transparencia Activa todo lo 

que tenga que ver con publicidad. Eso significa que mensualmente las licitaciones en publicidad 
y los gastos aparecerán en el sitio web. 


En segundo lugar, se introdujo una glosa que quiero leerle al diputado René Manuel García: “En 
caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que 

tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en 
general, con excepción de las cuentas públicas...” Esto ya ocurrió en 2012. En 2013 no podrán 
hacerse campañas con autobombo, en las que los recursos públicos sean usados para describir lo 
bien que lo ha hecho un gobierno 

o un ministerio específico, ya que ellas deberán gastarse en informar a la comunidad de los 
beneficios que el Estado entregue. 


Si la Cámara de Diputados hubiera votado favorablemente el proyecto de Ley de Presupuestos 
tal como llegó a nuestra Corporación, tal vez no se habrían obtenido esos logros. 


La Cámara de Diputados rechazó la Partida Educación. Resultado: en el acuerdo a que se 
llegó en el Senado se contempla un Fondo de Revitalización exclusivamente orientado a 
la educación pública escolar, destinado prioritariamente a las 
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escuelas de bajo desempeño, que registren un bajo promedio nacional del Simce 
o que hayan tenido pérdidas significativas en su matrícula. ¿Para qué? Justamente para revertir la 
profesional docente y para entregar planes de apoyo integral a los alumnos y a sus familias. 


Asimismo, se introdujo una glosa para privilegiar la inversión en infraestructura escolar en 
prekínder y kínder, con el aumento de 50.000 a 60.000 los cupos subsidiables en la 
jornada escolar completa para mostrar el compromiso con la educación prebásica. 


Hay 42 millones adicionales... 


El diputado BURGOS (Presidente accidental) -Señor diputado, se ha cumplido su tiempo. 


Señor Presidente, habría sido mejor informar al comienzo de cuántos minutos se dispone. 


En todo caso, si me permite terminar la idea, quiero aprovechar de decir que voy a votar 
favorablemente lo obrado por el Senado por tres razones. En primer lugar, porque 

efectivamente el Gobierno acogió varios de nuestros planteamientos; 

en segundo lugar, porque nuestros senadores firmaron un acuerdo y las fuerzas políticas que 
quieren gobernar tienen que honrar sus compromisos, y, en tercer lugar, porque quiero desmentir 
con hechos los infundios de la exsenadora 

Matthei. Nuestro rechazo ha contribuido a que este presupuesto sea mejorado, si 

no hubiéramos procedido de esa manera, todos estos incrementos y mejoras al presupuesto no 
habrían existido. 
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ÚLTIMO PRESUPUESTO DE PIÑERA, 


PRIMERO DE BACHELET 
25 de noviembre de 2013 


Señor Presidente, en primer lugar, quiero destacar que se trata -como nos ha acostumbrado a 
revelar el Presidente Piñera - de un presupuesto histórico, porque es 
el más alto de la historia. También lo fueron los de 2012, 2013 y 2011. 


Probablemente no el del 2010, porque en 2009 hubo política anticíclica. Pero es muy 
probable que los presupuestos de los últimos 40 años hayan sido históricos, como le gusta acuñar 
al Presidente. 


De 36 mil millones de dólares en 2010 a 65 mil para 2014. Para quienes prego-naron a los cuatro 
vientos la necesidad de reducir el tamaño del Estado, 

francamente, estoy seguro de que el diputado de la UDI Ernesto Silva, no imaginó, ni 

en la peor pesadilla, que estaríamos terminando 2014 con un presupuesto fiscal 
significativamente superior al presupuesto con que se inició el gobierno del Presidente Piñera. 


Tampoco debe haber imaginado el diputado Silva que el presupuesto para 2014 


iba a terminar con déficit; que la tantas veces elogiada regla del balance estructural habrá sido 
reducida, por supuesto, en su primera recta, porque se recuperaron los impuestos que habían sido 
rebajados, provisoriamente, y terminó la política contracíclica que hizo amortiguar los efectos de 
la crisis en Chile. 


Sin embargo, el balance estructural o, más bien dicho, el déficit estructural está estancado desde 
2012. 


Creo que mi querido amigo doctrinario diputado Silva jamás imaginó que esto se consagraría 
como una constante de un gobierno que había proclamado a los cuatro vientos la necesidad de la 
salud económica, porque se ha violado uno de los principios básicos, que es conocido desde la 
dueña de casa hasta el doctor en Harvard, cual es que los gastos permanentes deben tener un 
correlato de ingresos permanentes; no obstante, aquí se han añadido gastos permanentes con 
cargo a ingresos provisorios, lo que explica que no hayamos podido seguir reduciendo el déficit 
estructural. 
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Esto habla de la necesidad de una reforma tributaria para resolver el déficit estructural de manera 
como una educación gratuita de calidad y la recuperación de la salud pública. 


Incluso, si hiciéramos un ejercicio de ciencia ficción para suponer que se dará 
esa infinitesimal probabilidad de que la Alianza ganara la elección presidencial, 
se necesita allegar nuevos recursos a la caja fiscal para financiar las ofertas de 
liquidación de fin de año que está haciendo la candidata presidencial Evelyn 


Matthei, como el incremento de las pensiones básicas solidarias, el subsidio a la clase media para 
que vaya a comprar educación, etcétera, etcétera, a no ser que queramos una 
economía desbalanceada de manera estructural, como la que ha establecido el Gobierno. 


Como se sabe, el gobierno que viene gastará el 80 por ciento de 
este Presupuesto. En realidad, si consideramos las ejecuciones presupuestarias de los últimos 
años, más del 80 por ciento se gasta desde la segunda quincena de marzo hasta diciembre. 


Consideramos que se ha sido mezquino en reconocer ese hecho básico, cual es que el 
Presupuesto diseñado por este equipo económico será gastado y administrado por otro equipo 
económico, así como en el establecimiento del Fondo 

de Libre Disposición, materia a la que ya se refirió el diputado Lorenzini. No obstante, se ha sido 
excepcionalmente generoso en considerar la hipótesis del 

crecimiento del país, porque si comparamos las discusiones presupuestarias de 2013, 2012 y 
2011, veremos que en prácticamente todos los casos, la hipótesis 

del crecimiento económico en que se sustentan dichos Presupuestos era inferior al 

crecimiento efectivo que se produjo. Normalmente, las hipótesis del crecimiento en que se 
sustentan los proyectos de ley de presupuestos están alineadas en la media de las hipótesis 
dominantes del mercado. Resulta que la hipótesis de crecimiento más respetada, no nos 
referiremos a la de economistas privados, sino que las del Banco Central, del Fondo 

Monetario Internacional y del Banco Mundial son inferiores a las que está planteando el equipo 
económico del Gobierno, que es de 4,9 por ciento. En todos los casos anteriores, la 

realidad superó la expectativa planteada en la ley de presupuestos. En este proyecto, en cambio, 
está planteada para que la realidad sea inferior a la hipótesis en que se sustenta y, en 
consecuencia, los ingresos serán menores a lo presupuestado. 


En lo particular, sólo me voy a referir a un elemento que considero de interés general, aunque 
vamos a abundar en ello cuando aludamos a la 

temática específica que tiene que ver con el compromiso del Presidente Piñera contraído durante 
la campaña presidencial y refrendado en el Parlamento por Joaquín Lavín, 
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primer ministro de Educación del Gobierno del Presidente Piñera, que consistía en 

doblar la subvención educativa. Cuando se le replicó que no alcanzaríamos a doblarla con el 
ritmo de incremento que se estaba señalando para el primer año, el ministro corrigió que la 
subvención por alumno se doblaría en ocho años. 


El incremento de la subvención con este reajuste, considerando todas las subvenciones, alcanzará 
apenas al 25 por ciento en el lapso de cuatro años, es decir, a la cuarta parte del compromiso 
inicial del Presidente Piñera y la mitad del compromiso corregido en el Parlamento durante la 
primera discusión del proyecto de Ley de Presupuestos correspondiente. 


El ministro Lavín me dijo aquí mismo en 2010 que hablaríamos del tema en 2014. 
Desgraciadamente, ya no está al frente de ese ministerio para hablar, pero la promesa del 
Presidente Piñera de doblar la subvención por alumno en ocho años y, por lo tanto, de 


aumentarla en 50 por ciento en cuatro años ha sido in-cumplida de manera flagrante. 


Quiero dejar categóricamente en claro que el Gobierno se comprometió con el país y 

con el Parlamento para realizar ese incremento, pero ha fallado de manera grosera, porque no 
estamos hablando de 5 o 10 por ciento de diferencia, sino que sólo se ha cumplido apenas la 
mitad del compromiso contraído con el Congreso y con el país en un tema tan importante como 
el de los recursos que se entregan a la educación escolar. 


He dicho, Presidente. 
PRESUPUESTO DEL PROGRAMA DE BACHELET 
18 de noviembre de 2014 


Señor Presidente, los gobiernos tienen voceros. Ha habido buenos, más o menos, y también de 
los otros. El mejor vocero de un gobierno es su presupuesto, porque es la concreción de sus 
prioridades programáticas. El gobierno está hablándole 

a Chile, a la Nueva Mayoría, al Parlamento a través de su proyecto de Ley de 

Presupuestos, mediante el cual está fijando las prioridades programáticas que 

comprometió con el pueblo de Chile, para lo que focaliza los nuevos recursos 
fundamentalmente en la reforma educacional y en el fortalecimiento de la salud pública. 
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He escuchado en los medios preguntar dónde están los recursos de la reforma 

tributaria. ¿Alguien piensa en su sano juicio que sería posible elaborar un 

presupuesto como éste sin los 2.300 millones de dólares adicionales que provendrán de 

la reforma tributaria, 1.200 millones de los cuales se destinarán a educación, y 1.100 millones, a 
salud? 


En segundo lugar, el presupuesto es una herramienta de reactivación. Al respecto, 

el diputado Melero puso en el tapete un debate, cuando dijo que la economía va mal y 

el Estado no debiera gastar más. Bueno, nosotros pensamos exactamente lo contrario: cuando la 
economía va a la baja, el Estado debe revertir esa tendencia con el aumento de sus recursos sobre 
la mesa y, por supuesto, con la concentración de ese aumento en inversión, que es 

exactamente lo que hace este presupuesto. 


Señor Presidente, el presupuesto aumenta en 27,5 por ciento la inversión 

pública, casi 7 billones de pesos; cuesta imaginar la cifra. El Ministerio de Obras 

Públicas crece 11,8 por ciento, concentrado en vialidad y conectividad, desde la expansión de los 
aeropuertos hasta los sistemas de agua potable rural; desde las 

líneas 3 y 6 del Metro hasta el puente sobre el Chacao. En fin, de los planes de infraestructura a 
lo largo de Chile, de la cooperación público-privada, a través de 253.000 millones de pesos, 
puestos en el sistema de concesiones. La inversión de los gobiernos regionales crece 15,7 por 
ciento, el mayor incremento de la última década. Es decir, el dinero invertido a nivel de las 
regiones va a crecer de manera significativa en el presupuesto. 


Para qué hablar de la agenda de productividad, innovación y crecimiento. La agenda de 

energía crece prácticamente 50 por ciento. Las inversiones en turismo permitirán que casi 50.000 
adultos mayores participen en programas de turismo y que casi 20.000 

estudiantes vulnerables puedan hacer giras de estudio, que antes realizaban sólo los estudiantes 
de colegios particulares. 


La inversión en vivienda crece 20 por ciento. Hay que recordar a los colegas que el 80 por ciento 
del crecimiento del presupuesto de vivienda es para cumplir compromisos de papel generados en 
los últimos años del gobierno anterior. 


El 68 por ciento del gasto fiscal se destina a la protección social. 


La inversión en salud crece 85 por ciento. Me río cuando los colegas de enfrente dicen que 

la ejecución está tan baja. ¡Con qué ropa! Si comparamos la ejecución al 30 de septiembre de 
2014, el primer año de gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, con el mismo porcentaje de 
ejecución de 2013, último año de gobierno 

del expresidente Sebastián Piñera, se puede comprobar que nuestras cifras son 
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significativamente mejores. Aun más, en un año de desaceleración, como fue 2013, el 
presupuesto del Presidente Sebastián Piñera fue subejecutado, es decir, se gastó menos de lo que 
nosotros aprobamos en el Congreso para ser gastado. 


¿Conscientemente o por ineficacia? Habrá que verlo; cada uno tiene sus teorías. 


Pero el hecho concreto es que cuando la economía va a la baja, el Estado no puede subejecutar 
los presupuestos, porque es casi un pecado y no de los veniales. 


El presupuesto va a ser gastado en más del ciento por ciento en 2014, lo que será 
un mentís a los que ponen en duda la eficacia y eficiencia para gastar el 2015 los recursos 
comprometidos aquí. 


Cuando se habla de inversión en salud, hay que recordar los compromisos de terminar la 
construcción de veinte hospitales, que una cifra similar quede en proceso de construcción y que 
igual número tenga listos los procesos de diseño de ingeniería y de arquitectura; es decir, se trata 
del más ambicioso plan de inversión pública en lo que a salud se refiere. 


En 2015 se construirán 37 centros de salud familiar, 50 centros comunitarios de 

salud familiar, 38 sapus de alta resolutividad (SAR), que se agregan a los 14 que ya se están 
construyendo este año. Esa es la voluntad política del gobierno de recuperar el vigor y la 
capacidad diagnóstica y resolutiva de una salud pública 

que recientemente había sido abandonada intencionalmente, en beneficio del vigoroso 
crecimiento de la salud privada. 


Estoy contento con lo que conseguimos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, porque 


el presupuesto en salud primaria crece más de 23 por ciento, en programas que van 

directamente a los consultorios, como el Fondo de Medicamentos, el Fondo 

de Medicamentos Especiales y el hecho de que 1.093.000 personas podrán 

ser atendidas en programas de atención bucal; pero 

también porque el ministro finalmente aceptó incrementar al 9,2 por ciento el per capita en salud, 
es decir, los recursos que administran las municipalidades de manera permanente para los 
consultorios y para la red de salud primaria. 


Educación crece 10,2 por ciento; pero digamos las cosas con claridad: el gobierno 

no pretende solucionar en la Ley de Presupuestos lo que ha de resolverse en el debate legislativo 
sobre las reformas en curso. No es éste el presupuesto de la gratuidad en la educación superior ni 
el que va a generar una nueva educación pública, pero da señales. 


Al respecto, quiero plantear la discusión ideológica con nuestros amigos de enfrente, que se 
opusieron o se abstuvieron de aprobar un ambicioso programa de fortalecimiento de la 
educación pública escolar y un programa de aportes 
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basales a las universidades, que establece por primera vez un diferencial del trato que hace el 
Estado a sus propias universidades. Incrementa en 18 por ciento los recursos basales para las 
universidades de propiedad del Estado, sin dañar en lo más mínimo los recursos 

basales para las demás universidades del Cruch, que también crecen en 14 por ciento. 


La Alianza rechazó esta decisión pública absolutamente indispensable. Espero que el diputado 
René Manuel García cumpla su promesa de votar a favor, porque no se 

puede tener el doble estándar de decir que había que empezar por fortalecer 

la educación pública antes de reformar el financiamiento de la educación 

particular subvencionada; pero cuando destinamos recursos para fortalecer la 

educación pública, la derecha nos dice: “No, porque a los niños hay que tratarlos por igual.”. 


Señor Presidente, el Estado tiene derecho a fortalecer su propia educación para que sea un 
camino de progreso para todas las familias, tiene derecho a fortalecer y a revertir la tendencia al 
deterioro de la oferta universitaria del Estado, y tiene derecho a expandir la matrícula estatal en 
educación superior, que hoy llega apenas al 17 por ciento de la matrícula total de las 
universidades. Cuando estudié, esa matrícula era del 60 por ciento. Estoy seguro 

de que esa situación debe ser revertida para que el Estado vuelva a ser garante del derecho a la 
educación, que es lo que esperamos. 


Por último, aprobaremos el presupuesto con entusiasmo, por las señales que da 

respecto del fortalecimiento de la educación y de la salud, por las prioridades programáticas que 
está estableciendo el gobierno y porque creemos que cuando la economía va a la baja, al revés de 
lo que dicen nuestros compañeros de la Alianza, el Estado debe reactivar la economía, para lo 
cual debe generar encadenamientos virtuosos con la actividad privada. Como Estado, tenemos la 
responsabilidad de aprobar un presupuesto reactivador de la economía y que, al mismo 

tiempo, dé señales de progreso en el camino de la reducción de las desigualdades y 


de autonomía de las regiones, que son el corazón del programa de la Presidenta Bachelet. 
Gracias, Presidente. 
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PRESUPUESTO DE LA DESACELERACIÓN 

16 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, no es un misterio que la recuperación económica ha sido más lenta de lo 
esperado; que el precio de los commodities ha 

bajado considerablemente; que China ha experimentado una significativa desaceleración en su 
crecimiento y que las exportaciones de cobre realizadas por Codelco, que en 2007, durante el 
primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, aportaron 8,5 puntos porcentuales del 
producto interno bruto, en 2016 sólo aportarán 0,9 


puntos del PIB. Esa referencia debería bastar para dar cuenta de la necesidad de priorizar y de 
graduar. 


Si el origen del problema, como muchos dicen, fuera la incertidumbre provocada por las 
reformas aplicadas durante el actual gobierno, no se podría explicar que Brasil, Colombia o Perú, 
que no están emprendiendo reformas económicas y sociales que ataquen el problema de la 
desigualdad, estén experimentando una 

significativa desaceleración en su crecimiento, y en el caso brasileño, incluso sufriendo una recesi 
países están recortando sus presupuestos, programas y políticas sociales para 2016. 


Naturalmente, el presupuesto fiscal de Chile crece menos de lo que creció en 2015, pero en 
términos reales crecerá en 4,4 por ciento, es decir, se tratará de un crecimiento moderado, pero 
significativo. 


Debemos convenir en que si el presupuesto para 2016 puede crecer es única y 
exclusivamente porque la reforma tributaria realizada durante la actual administración en su 
tercer año de aplicación aportará 1,82 puntos porcentuales del PIB. 


Aquí parece que se ignora que aprobamos una implementación gradual para la reforma, por lo 
que sólo en la operación renta de 2019, ya en régimen, aportará 3 puntos porcentuales del PIB. 


En un reciente estudio y evaluación realizado por el Banco Interamericano de 

Desarrollo se afirma de manera categórica que sin la reforma tributaria no se 

podría financiar la ley de inclusión escolar ni la fuerte inversión en educación 

preescolar. Tampoco se podría dar el primer paso en el itinerario hacia la gratuidad escolar del 
que hablaba el diputado Sergio Espejo. 


: 296: 


Según los especialistas del Banco Mundial -no son activistas de la Nueva Mayoría-, la reforma 


tributaria tendrá un impacto positivo sobre la distribución del ingreso y producirá una 

mejora considerable en la equidad tributaria. Ustedes saben que el 93 por ciento de los recursos 
adicionales generados por el impuesto a la renta los aporta el 1 por ciento más rico de 

la población de Chile. Por su parte 


-esto es aún más categórico y claro-, el 73 por ciento de los recursos adicionales provenientes del 
impuesto a la renta provienen del 0,1 por ciento más rico de la población de Chile. Sin embargo, 
es evidente que la desaceleración obliga a priorizar y graduar. 


Aquí se ha dicho que el actual gobierno no prioriza. ¡Pero si hay algo evidente es la 
priorización! Cuatro de cada diez pesos adicionales de este presupuesto van a educación y otros 
dos van a salud; es decir, el 40 por ciento de los recursos adicionales de este proyecto de Ley de 
Presupuestos para 2016 van a la reforma educacional. 


Por otra parte, hay que graduar la inversión pública y también reducir el déficit 

fiscal. Algunos dicen: “endeudémonos”. Pero ya tenemos una deuda considerable y no podemos 
aumentar ese nivel de endeudamiento, porque, pese a que no 

se podrá cumplir el compromiso de balance fiscal para 2018, como lo han dicho la Presidenta de 
la República y el ministro de Hacienda, es muy importante que se mantenga el trabajo en esa 
dirección. No podemos avanzar este año, el próxi-mo y el subsiguiente en la dirección contraria a 
la comprometida, por lo que tenemos que reducir de manera considerable el déficit en el balance 
fiscal. 


Educación, salud, seguridad y apoyo al desarrollo económico: esas son las 

prioridades de este presupuesto y son un espejo de las prioridades de la gente. Pero lo que no se 
puede hacer, desde ningún punto de vista, es pedir moderación del 

gasto para no profundizar el déficit y, al mismo tiempo, pedir aumento del gasto en cada una de 
las partidas. 


Señor ministro, con todas sus restricciones, este presupuesto está bien 
equilibrado en la relación entre inversiones en obras de impacto futuro e inversiones en 
programas y políticas que resuelvan los problemas del presente. 


Asimismo, quiero decir que la necesidad de nuevos hospitales, que es evidente y 

que se ha expresado aquí, no puede opacar la necesidad de hacer funcionar a plenitud los 
actuales hospitales. No podemos lanzar simplemente una cuerda hacia el futuro y construir más 
inmuebles si no somos capaces de hacer funcionar los actuales como corresponde, con el número 
y la variedad de especialistas que se requieren y con la tecnología a disposición de la ciudadanía. 
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Finalmente, quiero destacar que la necesaria e indispensable rigidez, digo bien, 

rigidez que ha tenido el ministro Valdés para no acrecentar en un solo peso el 

gasto fiscal, tiene su feliz compensación y contraparte en una gran flexibilidad mostrada en la 
Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Quedo a la espera, 

mañana y pasado mañana, de reevaluar reasignaciones fiscales que permitan hacerse cargo de las 


prioridades que plantea este Congreso. 


No nos podemos contradecir; no podemos decir que el Congreso tiene poca ma- 

nija en el Presupuesto y cuando consigue -digámoslo de este modo- doblarle la mano al ministro, 
forzándolo a que se adapte en su diseño presupuestario, no se 

lo puede acusar de improvisación porque flexibilizó su posición para hacerse cargo de los 
planteamientos parlamentarios. Es lo uno o lo otro. 


Prefiero destacar en esta Sala la flexibilidad ministerial para hacerse cargo de las prioridades que 
le plantea este Parlamento, para que, sin populismo y sin gastos 

que generen déficit e inestabilidad financiera, respondamos a las necesidades de 

la gente y desmintamos categóricamente esa pretensión de la oposición, que le 

surge a cada instante, de querer que guardemos en el clóset o botemos a la basura 

el programa de gobierno porque hay restricciones económicas. En esta Corporación, el programa 
que se comprometió con el pueblo se llevará adelante, pero con las prioridades y la gradualidad 
que exige la realidad económica. 


Muchas gracias, Presidente. 

CHICHA Y CHANCHO 

15 de noviembre de 2016 

Señor Presidente, es evidente que ésta no es cualquier discusión presupuestaria. 


Estamos en un complejo escenario macroeconómico externo que ha golpeado a todas las 
economías de América Latina, algunas de las cuales han tenido incluso 

crecimiento negativo, y otras, como la nuestra, han ralentizado significativamente su 
crecimiento. 


Particularmente crítico en Chile ha sido el impacto de la sostenida caída del cobre sobre la 
actividad minera, tanto pública como privada. La pérdida de dinamismo de 

la economía china, la lentísima recuperación de la actividad en economías desarrolladas pone 
esta discusión en un contexto completamente distinto 
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de lo habitual, que sería dramático, como dijo el colega Daniel Núñez, si no hubiéramos llevado 
adelante una reforma tributaria. 


Mientras algunos países recortan gasto fiscal, en Chile el presupuesto que se propone al 
Congreso continúa creciendo. Por supuesto que crece menos que en 2015 y 2016, años de 
importante crecimiento presupuestario, a pesar de las bajas tasas de crecimiento del país. 
El crecimiento real de este presupuesto será de 2,7 


por ciento, modesto por supuesto, pero superior al crecimiento proyectado para el país en 2017. 


En ese contexto hay que destacar las prioridades del presupuesto, en particular en educación y 
salud. ¿Qué ocurre? Educación crece 6,2 por ciento y Salud 4,8 


por ciento, repitiendo una constante de los presupuestos de este gobierno, es 

decir, que Salud y Educación crecen significativamente más que el conjunto del 

gasto fiscal. Se prioriza educación para que continúe aumentando la cobertura en 

educación parvularia, como se ha hecho en estos años. Desde 2006 hasta ahora se han creado 
muchas más oportunidades de educación prebásica que en toda la 

historia de Chile, y nadie desconoce la importancia estratégica que tiene la educación temprana 
en la lucha contra la desigualdad. 


En segundo término, comienza a operar el sistema de desarrollo profesional 
docente, que fue aprobado aquí por amplia mayoría, porque representa un significativo mejoramie 
las condiciones salariales y de trabajo de los profesores. 


Por otra parte, se contempla un aumento de recursos para el PACE, ese 

maravilloso programa de acompañamiento y acceso efectivo de los mejores estudiantes de los 
liceos a la educación superior, que ha logrado horadar las barreras invisibles de la desigualdad 
actual y convertirlas en oportunidades educativas. Se 

invertirá más para ampliar significativamente la población estudiantil beneficiaria 

de la gratuidad en los establecimientos escolares subvencionados y, finalmente, 

para seguir avanzando en el itinerario de la gratuidad en la educación superior. 


Fíjense que aumenta en 55 por ciento los recursos para cumplir el compromiso de 
extender la cobertura de gratuidad a los estudiantes de institutos profesionales y 
centros de formación técnica con 4 años de acreditación y que no aspiren a lucrar. 


En Salud destaquemos el aumento del 7 por ciento del per cápita basal. Se invertirán recursos 
para la operación de 43 centros comunitarios de Salud -celebro la pronta 

inauguración del centro familiar en Buzeta, barrio histórico de Cerrillos muy abandonado-, 
con lo que se cumple la meta de llegar a los cien centros. Se contemplan recursos para los 46 
nuevos SAR, que entran en operación en 2017. 
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Los SAPU de alta resolutividad son claves para resolver más cerca de la gente los problemas de 
salud, desahogando la presión sobre los hospitales. 


Se consideran recursos significativos para avanzar en programas de incorporación de 1.480 
médicos en atención primaria y en la formación de 1.000 nuevos 

médicos especialistas cada año. Se invertirán 100.000 millones de pesos para la aplicación de 
la “ley Ricarte Soto”. Este gobierno cumple sus compromisos con el plan de inversión 
hospitalaria. 


Quiero mencionar de manera anticipada dos temas que vamos a discutir en detalle cuando 
corresponda. El primero es el relativo a los niños y a la responsabilidad del Estado. 


Es cierto que hay recursos adicionales para el Sename, pero sabemos que se requiere invertir una 
cantidad de recursos muy superiores en los niños para cambiar el concepto de colaboración del 
Estado a responsabilidad estatal sobre los niños abandonados. Como decía el diputado Arriagada 
el otro día, hay que cambiar la manera en que el Estado se 

organiza para enfrentar el abandono de los niños, ya que no se trata solamente de un problema de 
recursos. 


Por otra parte, ya tendremos tiempo para debatir sobre la amenaza de la derecha a la 
continuación del itinerario de la gratuidad en la educación superior y también a la mantención del 
sistema de becas. Después de haberlo aplicado cuando fueron gobierno, descubren 

súbitamente que este sistema sería discriminatorio e inconstitucional por 

entregar becas de distinto monto, según el tipo de entidad. 


Si fuera inconstitucional habría que revisar lo que se ha hecho en los últimos veinte años, 
incluyendo los cuatro años en que se aplicó este mismo sistema bajo el gobierno del Presidente 
Piñera. 


Quiero finalizar mi intervención llamando la atención sobre la contradicción entre el reclamo por 
el déficit que tenemos supera ya el 3 por ciento- y el reclamo persistente en todas las áreas por 
más recursos. Hay que ser consistentes: o se demandan más recursos y mayor endeudamiento o 
se demanda responsabilidad fiscal. 


Como dicen en el campo, chicha y chancho al mismo tiempo provocan diarrea. 
Presidente, he dicho. 
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XII 

CAMBIOS A LEYES DE TRÁNSITO 

Y TRANSANTIAGO 


Pepe Auth integró la Comisión de Obras Públicas, Transporte 

y Telecomunicaciones en su primer periodo (2010- 

2014) y participó activamente en la reflexión y debate que precedieron los importantes cambios 
legales de estos años, como la rebaja de los umbrales de alcohol en la sangre para conducir, el 
aumento de las penas a los que conducen habiendo bebido y la rebaja del máximo de 

velocidad en el radio urbano. Como representante del distrito más grande de la Región 
Metropolitana, le correspondió también, por supuesto, participar en los debates respecto de la 
expansión del Metro y los ajustes indispensables al sistema de transporte integrado, 

el Transantiago. 
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LEY DE TOLERANCIA CERO 


6 de septiembre de 2011 


Señor Presidente, qué casualidad que en septiembre, el mes de la Patria, nos en-contremos 
discutiendo este cambio histórico en la relación entre la conducción de vehículos y la ingesta de 
alcohol. 


Señalo lo anterior, porque el mes de la Patria es también el de mayor consumo de alcohol en 
Chile y, consecuentemente, el de más alta accidentabilidad de tránsito debido al consumo de 
alcohol. 


El proyecto en discusión es la consecuencia de más de catorce iniciativas generadas en esta 
Cámara o en el Senado, en distintos períodos, pero sobre todo responde al clamor ciudadano de 
establecer mayores sanciones a la conducta de personas irresponsables que se suben a sus 
vehículos, con lo cual provocan daños físicos y morales e, incluso, la pérdida de vidas. 


El proyecto persigue básicamente tres cosas importantes. Primero, responde al 
clamor ciudadano para establecer mayores sanciones a quienes incurren en la 
conducta irresponsable de manejar bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. 


En segundo término, apunta al corazón del problema, que es la prevención, que 
busca disociar de manera definitiva en la cultura chilena la conducta de beber alcohol de la de 
conducir. 


En tercer lugar, establece la posibilidad de efectuar control in situ, es decir, en la 

calle misma, con la existencia de aparatos certificados, el control de la alcohole-mia, 
eliminando la situación actual que dilata en demasiadas horas el momento de la comisión de la 
falta o delito y el control en el centro médico respectivo. 


En relación con las sanciones -voy a remitirme sólo a lo más relevante-, se 
dispone que quien maneja bajo la influencia del alcohol y comete lesiones graví- 


simas, como amputaciones, inhabilidad perpetua, etcétera, o con consecuencia de muerte, que 
hoy es sancionado con apenas la suspensión de licencia por un plazo de doce a 
veinticuatro meses, ahora se extiende a un plazo de treinta y seis a sesenta meses. 


< 302 : 


En el caso de reincidencia, el castigo de veinticuatro a cuarenta a ocho meses pasa de cuarenta y 
ocho a setenta y dos meses, según la apreciación del juez. 


Cuando hay reincidencia con consecuencias de lesiones graves o muerte, definitivamente habrá 
inhabilitación perpetua para conducir. 


Cuando alguien se sube al vehículo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas, que son asimiladas al estado de ebriedad, si es sorprendido en un 
accidente sin haber provocado lesiones, se le suspende la licencia por dos años. Si ocurre por 


segunda vez, la sanción será 
por cinco años y, si sucede por tercera vez, tendrá la cancelación definitiva de la licencia. 


En los periódicos hemos visto cómo figuras públicas han sido detenidas por conducir en 
estado de ebriedad, y por tercera vez, pero hoy día la sanción para ellos es ínfima. 


Por lo tanto, la iniciativa busca ejemplarizar y que se tenga clara la sanción inha-bilitante para 
quien reincida en esa conducta. 


Debemos comprender que cuando una persona en estado de ebriedad conduce un vehículo, 
equivale a disparar una escopeta en medio de la noche. Como consecuencia de esa 
irresponsabilidad, alguien puede resultar herido o fallecer, sea el propio involucrado o un tercero. 


Pero, lo más importante en esta materia es la prevención, porque se busca la disociación 
definitiva de la conducta de beber alcohol de la de conducir. 


El diputado Tucapel Jiménez, que vivió muchos años en Suecia, sabe que 

cuando los chilenos que viven allá llegan a una fiesta, a un matrimonio, a un cóctel o a cualquier 
otra actividad social, antes siquiera de disponerse a tomar un vaso de vino, han concordado quién 
en la pareja va a manejar de regreso y, por tanto, no consumirá ni una sola gota de alcohol. 


El proyecto de ley rebaja los umbrales, de 0,5 a 0,3 gramos por mil de alcohol en 
la sangre, para la definición de conducir bajo la influencia del alcohol, y de 1,0 


gramo a 0,8, para la definición del estado de ebriedad. 


Algunos sostuvieron en el debate que esta medida va en contra de la cultura chilena y que es un 
despropósito intentar cambiar esa cultura. Pero creo que el objetivo de la Cámara de Diputados, 
de este proyecto y de todos, como país, debiera ser, justamente, cambiar la cultura del “curado 
manejo mejor”, por la del “si tomo, no manejo”, de manera tal que si alguien va 
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a concurrir a un matrimonio y sabe que va a consumir alcohol tome las pre-cauciones adecuadas 
para regresar sin que tenga que manejar, porque hacerlo es equivalente a portar un arma 
potencialmente mortal. De eso se trata. 


Si pensáramos que la cultura no se puede cambiar, no habríamos aprobado el proyecto de ley 
sobre violencia intrafamiliar, porque antes se decía: “Es mi esposa, por eso le pego”. Pero se 
despachó una iniciativa contra la violencia intrafamiliar, porque la responsabilidad del Congreso 
Nacional es elaborar normas que busquen 

cambiar la cultura para mejorar el comportamiento de los hombres y mujeres. 


Sin duda, este proyecto es un hito histórico, que será recordado más adelante 
como el punto de inflexión en la relación del consumo de alcohol y la conducción de vehículos. 


Señor Presidente, por su intermedio, quiero expresar al señor ministro de Transportes 


y Telecomunicaciones que hay un elemento anexo al proyecto de ley, sin cuyo 

trámite éste quedaría trunco e incompleto: el cambio integral del sistema de 

obtención de licencias de conducir. No hace mucho, vimos por televisión cómo una red de 
corrupción, amparada y prohijada por un alcalde, permitía obtener licencias de conducir sin 
ningún control ni validación de la capacidad de conducir responsablemente y con la información 
adecuada. 


Con entusiasmo, anuncio que votaré favorablemente esta iniciativa. Insto al ministro Errázuriz a 
apurar la presentación de un proyecto de ley que 

cambie integralmente el modo de obtener las licencias de conducir, a fin de mejorar de 

manera significativa la triste tasa récor de ser Chile un país top ten en accidentabilidad en 
proporción al número de vehículos y de habitantes. 


Gracias, Presidente. 
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AJUSTE DE LEY DE TRÁNSITO 
A NUEVOS UMBRALES 

19 de abril de 2012 


Señor Presidente, ésta es una moción de mi autoría, bastante simple, que busca 

ajustar la Ley de Tránsito a las modificaciones recientemente aprobadas, que re-bajaron de 0,5 a 
0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre el manejo bajo la 

influencia del alcohol. Dicha rebaja no obedeció a un capricho, sino a los numerosos 
antecedentes que reportan que a partir de 0,3 gramos por mil de alcohol en la sangre comienza a 
producirse un deterioro en la capacidad de respuesta al volante y, 

al mismo tiempo, desaparece la posibilidad de encontrar falsos positivos. Ambas razones nos 
llevaron, a proposición del Ejecutivo, en particular del Ministerio de Salud, a establecer en 0,3 
gramos por mil de alcohol en la sangre el umbral a 

partir del cual se considera que una persona conduce bajo la influencia del alcohol. 


La promulgación de la modificación señalada ha ido acompañada de un incremento muy si 
el efecto que se busca, cual es cambiar la cultura chilena y pasar del habitual “curado 
manejo mejor” al concepto de “si bebo, no debo manejar”. 


Lo anterior ha dejado al descubierto la necesidad de ajustar la Ley de Tránsito 

en lo relacionado con la definición de condición física o psíquica deficiente para manejar. De 
acuerdo con su criterio, Carabineros tiene la facultad de determinar, por ejemplo, cuándo un 
conductor tiene mucho sueño, un brazo en cabestrillo o 

una pierna enyesada, esto es, configurar las condiciones físicas consideradas deficientes para man 
en la sangre, aun cuando ésta sea inferior a la definida por ley para considerar que 

una persona conduce bajo la influencia del alcohol, es decir, 0,3 gramos por mil. 


Cuando el umbral que definía la conducción bajo la influencia del alcohol era de 0,5 gramos, en 
circunstancias de que los estudios demuestran que más de 0,3 


gramos produce algún deterioro en la capacidad de conducir, era razonable un rango 

dentro del cual Carabineros podía cursar una infracción grave en atención 

a la condición deficiente para conducir. Como saben los colegas, una falta considerada grave es 
sancionada con 1,5 UTM, es decir, más de 60 mil pesos de multa. 
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El consenso médico señala que a partir de 0,3 gramos no existe posibilidad alguna de que se 
produzcan falsos positivos, es decir, concentraciones de alcohol por causas distintas a su 
consumo. Así las cosas, no resulta razonable mantener la 

atribución de Carabineros para sancionar por condiciones deficientes para manejar a las personas 
que, habiéndose sometido al alcotest, arrojen resultados iguales o inferiores a 0,3 gramos. Simple 
ser considerada condición deficiente para manejar el solo hecho de detectarse un resultado igual 
o inferior a 0,3 gramos de alcohol por mil en la sangre. 


El objetivo de rebajar los umbrales es que cuando alguien beba, no conduzca su vehículo. Pero 
cuando dejamos que los carabineros cursen una infracción a quienes presentan niveles por debajo 
de los establecidos por la ley, lo que estamos haciendo es 

castigar a quienes han tomado la responsabilidad de no conducir su vehículo estando bajo 
influencia del alcohol. 


Por ejemplo, si invito a mi madre a mi casa, descorcho una de las mejores botellas de vino de mi 
cava y luego ella me pide que la vaya a dejar, responsablemente le digo que no puedo, que espere 
a que duerma una siesta. Luego de ese descanso de algunas horas, probablemente voy a tener 
0,14 gramos de alcohol en la sangre y si soy controlado seré sancionado por cometer una 
infracción grave. 


Si el diputado Becker va a un matrimonio y, responsablemente, vuelve a casa en taxi, pero a la 
mañana siguiente viene a cumplir sus deberes a la Cámara y es controlado en la carretera, lo más 
probable es que le encuentren trazas del alcohol consumido el día anterior, por lo que será 
castigado a pesar de haber actuado con responsabilidad al no 

subirse al vehículo mientras estaba con concentración de alcohol superior a 0,3 gramos. 


Los diputados que acompañamos al ministro de Transportes y Telecomunicaciones a ver cómo 
funcionan estas leyes en Francia y en España, pudimos ver que en Francia se obliga por ley 
promulgada recientemente, a todas las discotecas, bares y los locales de consumo de alcohol, a 
tener un aparato profesional de medición de la concentración de alcohol en la sangre. De 

esa manera, se incentiva la autodisciplina de los consumidores, que antes de subirse a su 
vehículo, para verificar si están en condiciones de manejar, tienen la posibilidad de hacerse el 
alcotest. 


Para quienes patrocinamos esta iniciativa, diputados de la Comisión de Transportes de diversas 
bancadas, las leyes son aplicables cuando se fundan en la razón. Por tal motivo, debe ser 


eliminada la posibilidad de que concentraciones inferiores a 0,3 gramos de alcohol por mil en 
la sangre sean consideradas causa de infracción grave. 
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Nuestra iniciativa fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Obras 
Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, y respaldada por los ministros de Transportes y de 
Salud, por considerar que se trata de un ajuste 

indispensable a las modificaciones a la Ley de Tránsito aprobadas hace un par de meses, las que 
felizmente están contribuyendo a cambiar la conducta de los chilenos en relación con la ingesta 
de alcohol y la conducción de vehículos. 


Invito a la Cámara a dar una señal de racionalidad y sentido común a las leyes, 
aprobando este pequeño ajuste a la Ley de Tránsito con la misma unanimidad que lo hizo nuestra 
Comisión. 


He dicho. 
DEFENSA DE LEY EMILIA38 
9 de abril de 2013 


Señor Presidente, son muchísimas chilenas y chilenos fallecidos o lesionados gravemente cada 
año, como consecuencia de personas que, irresponsablemente, toman la decisión de conducir su 
vehículo en condiciones completamente deficientes e inadecuadas. Por supuesto, éste no es un pre 
lleva muchísimos años y, en la medida en que se ha desarrollado el parque au- 

tomotor, ha ido convirtiéndose en un problema nacional. Tanto es así que varios de nosotros, en 
distintos períodos, presentamos mociones e indicaciones que elevaran el umbral de las penas y 
sanciones para aquellos que, de manera irresponsable, provocaran muertes o lesiones graves a 
personas, porque conducían en 

estado de ebriedad o bajo la influencia del alcohol. Y esas mociones motivaron al gobierno y al 
ministerio a presentar un proyecto que fue bautizado como ley de tolerancia cero. 


Probablemente, el Gobierno puso el foco en una dimensión muy relevante: la preventiva; es 
decir, cómo desincentivar a que la gente incurra en esa conducta potencialmente asesina de 
subirse a un vehículo y, eventualmente, 

38 En el trámite de esta ley hubo un desacuerdo importante entre la Cámara y el Senado al punto 
informe de la Comisión Mixta fue rechazado en la Cámara por no asegurar un año de cárcel para ı 
en estado de ebriedad, provocara lesiones gravísimas o muerte. El proyecto reingresó 

pasado un año con 

el nuevo gobierno, que presentó el proyecto aprobado en la Cámara, que esta vez sí fue ratificado 
Senado, convirtiéndose en ley. 
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provocar la muerte o grave daño a otras personas. No obstante, el gobierno y el ministerio no se 


hicieron cargo de la necesidad de complementar la dimensión preventiva con la 

dimensión sancionatoria, que establezca sanciones, de manera ejemplarizadora, que a ojos de 
toda la sociedad hagan completamente inaceptable la disposición de repetir o imitar dichas 
conductas. 


En el debate del proyecto de ley de tolerancia cero, presentamos una indicación que es 
absolutamente idéntica a este proyecto de ley en discusión que, felizmente, fue aprobado por 
unanimidad en la comisión. 


Durante la tramitación de la ley de tolerancia cero, nuestra indicación fue 

retirada a petición del gobierno, que argumentó que no se podían modificar 

las sanciones a un tipo delictual sin mirar el conjunto del edificio penal. El gobierno tiene razón, 
porque se producen disonancias entre conductas que hoy tienen valoraciones sociales muy 
distintas y penas también desproporcionadas, pero convengamos que no ha sido muy 
consistente con esa tesis, presentando proyecto tras proyecto para aumentar penas sin entrar a la 
revisión del código penal en su conjunto. 


Sin embargo, la muerte -que siempre es inexplicable e intolerable- de una pequeña de 9 meses 
como consecuencia de un choque, y que eso se transformara 

en un hecho de connotación social, hoy nos permite perfeccionar la legislación tendiente a 
desincentivar la conducta irresponsable de subirse a un vehículo sin estar en condiciones 
apropiadas para hacerlo. 


En el debate señalé que la actitud de quien ha consumido alcohol y se sube a un vehículo es 
exactamente igual a aquel que dispara una escopeta en medio de la noche sin saber dónde ni a 
quién le puede llegar una bala. La persona que se sube a un vehículo en estado de 
intemperancia, para conducirlo, es un potencial asesino y debe ser tratado como tal. 


Por eso, es indispensable que elevemos la sanción, para 

convertirla en ejemplarizadora, y no agravemos el dolor de las víctimas, que ven que los victimari 
circulan por la misma plaza por la que circula la familia víctima del asesinato de uno de sus 
integrantes, probablemente el más querido, aunque la pérdida de 

cualquier vida es relevante. Hablo por todos los que han muerto como consecuencia de accidentes 
irresponsables al volante. Hablo por los miles y miles de personas baldadas o que han sufrido 
accidentes graves que han modificado de manera irreversible sus vidas. 


Por lo tanto, es indispensable elevar las sanciones, de modo que aquel que asesina a una persona, 
como consecuencia de su irresponsabilidad, debe sufrir pena 
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de cárcel. Eso es exactamente lo que garantiza este proyecto. El hecho de que alguien haya 
asesinado a otra persona como consecuencia de su 

conducta irresponsable no puede ser calificado como homicidio casual, porque no es casual que 
haya muerte o accidente grave cuando alguien se sube a su vehículo en condiciones 
completamente inapropiadas para manejarlo de manera correcta. 


Por eso, anuncio que voy a aprobar este proyecto -así como lo aprobé en la 

Comisión- con mucho entusiasmo; además, solicito el apoyo unánime de esta Cámara para 
complementar una ley, que ha tenido mucha acogida y muchos efectos positivos en la sociedad, 
porque estamos cambiando la cultura del “curado manejo mejor” a la del “Si bebo, 

no manejo”. Este es un complemento sancionatorio para quienes transgreden esa norma y que, 
a pesar del contexto social que los condena, se suben a sus vehículos y siguen pensando que 
ebrios manejan mejor, 

para que sean sancionados de manera severa, tal como lo propone este proyecto de ley, que 
invito a aprobar por unanimidad. 


Felicito a los autores por haber repuesto esta idea indispensable y agradezco a quienes sufrieron 
la pérdida de un familiar directo por haber traspasado las 

barreras del drama personal para convertir esto en una decisión nacional, colectiva, que no 

les va a devolver a Emilia, pero que va a cambiar la manera en que los chilenos abordan la 
relación entre el alcohol, la conducción y los accidentes. 


Gracias, Presidente. 
15 de julio de 2014 


Señor Presidente, espero que aquí termine un proceso larguísimo, que se inició 

con la tramitación de la ley de tolerancia cero. En ese entonces, muchos de los miembros de la 
Comisión, de manera transversal, propusimos elevar las penas en el caso de quien comete el 
delito de manejo en estado de ebriedad, a causa del cual ocasiona lesiones graves o con 
resultado de muerte. Sin embargo, el Gobierno nos pidió que retiráramos nuestra indicación. 


Luego, a propósito de hechos que conmovieron a la opinión pública, esa voluntad se expresó en 
un proyecto de ley que fue aprobado ampliamente en la Cáma-ra -prácticamente por 

la unanimidad de sus miembros-; pero el Senado expresó una opinión distinta, porque consideró 
exageradas las penas. El proyecto fue a 
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trámite de comisión mixta, donde no se produjo una solución legal que garanti-zara lo que 
aspirábamos, es decir, que en todos los casos de muerte de una persona como consecuencia de 
la conducción de un vehículo en estado de ebriedad, el responsable fuera castigado con prisión. 


Rechazamos en la Cámara el informe de la Mixta porque no recogía el principio universal de que 
quien provoca la muerte de otro ser humano como consecuencia de una actitud irresponsable al 
conducir en estado de ebriedad, debe ir a la cárcel. A estas alturas, nadie piensa que conducir un 
vehículo en estado de ebriedad no representa un delito grave que podría 

acarrear potenciales daños o, incluso, la muerte de personas. 


Hoy algo ha cambiado. El nuevo gobierno escuchó y nos propone una solución que garantiza los 
principios que han animado la lucha que hemos dado en la Cá- 


mara de Diputados. A partir de ahora, nadie que cometa este delito, bajo ninguna 
circunstancia, quedará sin cumplir pena de cárcel, pues se eleva el piso, el rango mínimo de la 
pena, y se extiende el máximo de la sanción penal. Por consiguiente, aquella persona que 
irresponsablemente conduzca un vehículo luego de consumir alcohol en demasía, a causa de lo 
cual provoque la muerte de otro, recibirá como mínimo la pena de tres años y un día. Por más 
atenuantes que tenga, no podrá evitar a lo menos un año de cárcel. 


Además, se crea un tipo calificado en relación con la comisión de este delito en 

los siguientes casos: reincidir en la conducción bajo la influencia del alcohol o en estado de 
ebriedad, ser conductor profesional en el transporte de personas y fugarse del sitio del accidente 
y no prestar ayuda a la víctima. De concurrir alguna de dichas circunstancias, al autor del 

delito se le impondrá la pena de presidio mayor en su grado mínimo, esto es, cinco años y un día 
a diez años. 


En consecuencia, los conductores de vehículos motorizados deberán estar en- 

terados de que la ley en proyecto se orienta no sólo a sancionar, sino a evitar el doble dolor de las 
víctimas y de sus familiares, quienes, al poco tiempo, ven nuevamente tras el volante a quien 
provocó la pérdida del hijo, del padre, del abuelo o del hermano. 


Para que los potenciales infractores estén al corriente de todo esto, pedimos al Gobierno que 
haga difusión de la ley, pues una cosa es aplicarla y otra muy 

distinta, que ayude a modificar conductas. Debemos motivar el cambio de conducta. Para tal efect 
conducir un vehículo en estado de ebriedad, bajo la influencia del alcohol o de 

sustancias psicotrópicas, se librará de ser sancionado. Y en el caso de quienes deseen reincidir, es 
bueno que sepan que deberán pasar varios años en la cárcel. 
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Aquí estamos completando un ciclo. Primero legislamos para castigar con 

mayor severidad la irresponsabilidad de subirse a un vehículo bajo la influencia 

del alcohol o en estado de ebriedad, y bajamos los umbrales en relación con la consideración de 
cuándo se trata de conducción bajo los efectos del alcohol, y cuándo, en estado de ebriedad. Pero 
el complemento es la sanción para quienes, a pesar de conocer las consecuencias que puede tener 
el hecho de conducir en esas condiciones, provocan accidentes con resultado de muerte o 

de lesiones graves gravísimas. 


Aquí se dijo que el número de muertes como resultado de esa conducción irresponsable 
alcanzaba la cifra de 344 al año. Es decir, durante el 2013 fue asesinada prácticamente una 
persona cada día por un conductor en estado de ebriedad. Es muy posible que buena parte de 
ellas no habría fallecido si el Senado hubiera aprobado el anterior proyecto de ley en esta 
materia tal como salió de la Cámara. 


Tal vez, algunas de esas personas habrían fallecido de todas maneras, pero no 

habríamos provocado la profundización del dolor en aquellas familias que han visto en libertad y 
circulando por las calles de Chile a los asesinos de sus seres queridos. Esa es una de las razones 
por las cuales debemos aprobar la iniciativa: para terminar con ese dolor. 


Por eso, me parece espectacular que el Gobierno haya conseguido el respaldo de los 

senadores, que el año antepasado se opusieron al proyecto de ley aprobado 

por la Cámara de Diputados, pues podremos aumentar definitivamente las sanciones penales a qu 
a disparar una escopeta en medio de la noche, sin saber cuántas víctimas inocentes van a morir. 


Por lo tanto, la bancada del PPD va a aprobar con entusiasmo este proyecto de 
ley. Esperamos que esta vez el Senado ratifique lo que obre la Cámara de Diputados. 


Muchas gracias, Presidente. 
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REGRESO A 50 KM/HORA EN ZONAS URBANAS39 
3 enero de 2018 


Señor Presidente, me concentraré en lo que, a mi juicio, ha generado mayor polémica en este 
proyecto, que busca mejorar la convivencia entre los distintos 

medios de movilización. Me refiero a que, aunque el conjunto de medidas propuestas en esta 
iniciativa son de consenso, el Senado ha eliminado lo que, en mi opinión, constituía el 
principal aporte de este cuerpo legislativo en tramitación: la reducción del límite máximo de 
velocidad en zonas urbanas. 


En 2002 elevamos el límite máximo de velocidad en zonas urbanas a 60 kilómetros por hora. 
Durante los 15 años que han transcurrido desde entonces, distintos estudios han establecido la 
directa relación entre la elevación de la velocidad y el aumento de la accidentabilidad y de la 
proporción de fallecidos en accidentes. 


Se estima un aumento del 25 por ciento de fallecidos a consecuencia de los diez kilómetros en 
que se incrementó el límite máximo de velocidad. En ese sentido, 

la propia Organización Mundial de la Salud (OMS) ha establecido la asociación directa entre la 
velocidad de circulación en zonas urbanas y la accidentabilidad. 


En consecuencia, para quienes en otras materias se plantean como militantes pro vida, yo 
diría que esta es una prueba de la disposición a jugarse por la vida o contra ella. Escuché las 
argumentaciones del Senado y, francamente, parecían olvidarse de lo que habían planteado en 
discusiones de otra índole. 


Poniendo estas cuestiones en la balanza, cómo va a ser más importante una mí- 


nima elevación de la velocidad global de circulación en una urbe, que la disminución 

estimada de muertes que ocasionaría la reducción de velocidad de 60 a 50 kilómetros por 

hora. Aquí está en juego si uno apuesta por la vida y también por el desarrollo de la vida 

de barrio, que, naturalmente, también se ve afectada por la velocidad de circulación en las urbes. 


39 Éste es de los proyectos que inicia y tramita un gobierno pero no alcanza a culminar porque 
una 


comisión Mixta debe resolver diferencias entre ambas cámaras. Finalmente, con el apoyo 
gobierno, se aprobó la opinión de la Cámara de Diputados, convirtiéndose en Ley en abril de 
2018. 
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Este hemiciclo ha tenido una conducta ejemplar en la materia desde que votó prácticamente por 
unanimidad la “ley Emilia”. De paso, aprovecho la ocasión para hacer un 

reconocimiento a la Fundación Emilia, por haber sido parte protagónica en impulsar proyectos de 
ley que buscan reducir la accidentabilidad provocada por el transporte público, privado u otros. 


Si pensamos en los ciclistas, los peatones y los automovilistas que mueren a 

consecuencia del exceso de velocidad, se hace evidente la necesidad de reponer el corazón 

de esta propuesta, que es la reducción del límite máximo de velocidad en zonas urbanas, de 60 a 
50 kilómetros por hora. 


Como las leyes deben ser evaluadas, después de 15 años de vigencia del límite 

máximo de velocidad en zonas urbanas de 60 kilómetros por hora, podemos decir, de 
manera inequívoca, que dicho aumento en el límite máximo ha provocado el aumento de la 
accidentabilidad vial. 


Por lo tanto, reitero, debemos reducir el límite máximo de velocidad de circulación en zonas 
urbanas a 50 kilómetros por hora. 


He dicho. 

MÁS METRO PARA RESOLVER 
PROBLEMAS DEL METRO 

18 de noviembre de 2014 


Señor Presidente, no hay duda de que algo anda mal en el Metro desde hace un tiempo. El 
problema se inició cuando dejó de ser un Metro boutique y pasó a convertirse en un medio de 
transporte democrático, cuando llegó a las comunas populares, que la mayoría de nosotros 
representa, incluido el diputado Melero, que parece que hubiera preferido que el pueblo no se 
subiera al Metro y que siguiera siendo exclusivo de la zona Oriente. Pero resulta que cuando el 
pueblo santiaguino pudo tomar microbuses y el Metro para ir y volver de su trabajo por la 
misma plata, se subió al Metro y este medio de transporte se convirtió en un Metro como el de 
París, el de San Petersburgo y muchos otros del mundo, es decir, donde circula y se encuentra 
democráticamente el conjunto del pueblo. 


La 


La Presidenta Bachelet ha dicho que el Metro está trabajando al límite de sus 
posibilidades, respecto de lo cual existe consenso, porque es completamente cierto. 


¿Pero por qué ocurre esa situación? A mi juicio, porque no se ha adaptado a su nueva posición 
de eje estructurante del transporte metropolitano, porque se han deteriorado severamente la 
calidad del servicio, la mantención de la operación y 


-digámoslo- las relaciones laborales. A la gente le da lo mismo si eso comenzó 
con Michelle Bachelet o con Piñera; lo que realmente le interesa es que hagamos lo necesario 
para recuperar el vigor, la capacidad y el prestigio del Metro de Santiago. 


Señor Presidente, por su intermedio, quiero indicar al diputado Melero que la solución no es 
desvincular al Metro de la red integrada de transporte, sino más bien profundizar su integración, 
ahora puesto bajo la autoridad de transporte metropolitano y no como una empresa 
completamente autónoma. 


También se debe profundizar en la decisión que adoptó la Presidenta de 

nombrar a Rodrigo Azócar en la presidencia de Metro, un profesional que conoce la 

empresa como la palma de su mano, asegurando que en todas y cada una de las palancas claves 
de la administración de la empresa se debe revisar la preparación 

y la pertinencia profesional de todos sus cuadros directivos, porque parece que algo anda mal. 


Integremos a los trabajadores al directorio de la empresa. ¿Por qué van a tener 

representación en Codelco y no en el directorio del Metro de Santiago? Es 

evidente que, desde hace rato, el involucramiento, el compromiso y las relaciones laborales en la 
empresa Metro no están funcionando bien. 


Quiero manifestar al ministro -y para eso cuenta con todo nuestro respaldo- que es evidente que 
la mirada debe estar puesta en asumir que el Metro debe adaptarse a su nueva condición de 
eje estructurante del transporte metropolitano. Eso implica, primero, recuperar la inversión. 


Como no me queda más tiempo, sólo quiero concluir diciendo que los problemas del Metro no se 
resuelven bajando al pueblo de los vagones, los problemas del Metro se resuelven con más 
Metro. 


Muchas gracias, Presidente. 
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PRESUPUESTO 

PARA SEGUIR EXTENDIENDO EL METRO 
24 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, el ministro Valdés describió bien las modificaciones. En primer lugar, 

me remitiré a reconocer la respuesta del ministerio y del Senado a 

la solicitud que hiciéramos para devolver los fondos que financian el programa 

Iniciativa Científica Milenio al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en tanto no se 
haya constituido la institucionalidad que reúna el conjunto de las 


iniciativas del mundo científico. Todos los núcleos y los centros de investigación pidieron esto, 
lo cual me parece muy satisfactorio. 


En segundo lugar, me parece razonable que el Senado haya repuesto la libertad para que los 
municipios puedan hacer un convenio de pago de sus deudas, 

porque, de lo contrario, se habría puesto en riesgo el traspaso de las escuelas y liceos desde los 
municipios al Estado central, esto es, el proyecto de Nueva Educación Pública. 


Quiero destacar que el Senado, habitualmente muy conservador y bastante racional, cometió una 
trasgresión imperdonable, aunque haya sido sólo con la participación de diez senadores 

a altas horas de la noche. Es evidente que podemos discutir hacia dónde van los fondos 

de inversión, pero lo que no puede hacer el Parlamento es negarle al Estado central que cumpla 
con sus compromisos. 


La iniciativa de la empresa Metro S.A. se evaluó y se aprobó durante el primer gobierno de la 
Presidenta Michelle Bachelet, pero durante la administración del Presidente Piñera se 
reevaluaron los proyectos y se decidió iniciarlos. Naturalmente, el segundo gobierno de la 
Presidenta Bachelet ha continuado con ellos, como corresponde, porque se trata de proyectos 
país, no de proyectos con marca política. 


Desde ese punto de vista, la línea divisoria no está entre aquellos a quienes les 

interesa la inversión en regiones versus aquellos a quienes les importa la inversión 

en la Región Metropolitana. Tampoco abogaré por todas las 

comunas beneficiadas, que son más de 26, pues son 41 kilómetros los que se agregan al Metro, 
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para completar 140, que unirán sectores como la población Cardenal José María 
Caro con la comuna de La Reina, o las comunas de Cerrillos y de Providencia, lo que dará mayor 
capilaridad al sistema. 


Si bien son evidentes los beneficios para la Región Metropolitana, la cuestión central es que 

el gobierno y el Parlamento no 

pueden negar al Estado la posibilidad y la obligación de cumplir con sus 

compromisos. Se trata de dos proyectos que tienen entre un tercio y 

la mitad de avance de las obras. Reducir este presupuesto implica el incumplimiento de los 
compromisos del Estado, y un Estado 

que no cumple con sus compromisos pierde totalmente la confianza. No sólo se 

verían perjudicadas las empresas y los miles de trabajadores de las construccio-nes del metro, 
sino también los más de 2.600.000 usuarios que atiende diariamente ese medio de transporte de 
Santiago. 


Apelo a la responsabilidad del Parlamento para recomponer la equivocación flagrante de un 
puñado de diez senadores que quisieron dar una señal, pero me 

imagino que ésta no fue hacer que el Estado incumpla compromisos, no sólo con terceros 
involucrados, sino con millones de ciudadanos chilenos. 


He dicho, Presidente. 
LEY DE ANTENAS 
29 de septiembre de 2011 


Señor Presidente, en la última década la telefonía celular se ha desarrollado de 

manera muy significativa. Claro que en nuestro país lo ha logrado en un espacio normativo casi ir 
desregulación del desarrollo de este mercado ha generado 

externalidades extremadamente negativas para la población. 


No es un misterio y nadie podría discutir que, parafraseando a un dictador, “para hacer 

tortillas hay que quebrar huevos”. Sin duda, para que sea efectivo, el desarrollo de la telefonía 
celular exige la instalación de antenas a lo largo del territorio nacional. El punto es que por más 
de una década se instalaron por todo el país sin la más mínima regulación. Bastaba el contrato de 
una empresa telefónica con 

un privado, ante una municipalidad completamente inerme, sin respaldo y razón para impedir su 
instalación. 
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Es cierto que el Parlamento ha discutido el proyecto desde hace varios años, algunos dicen que 
Casi una década; pero cuando los empresarios advierten la proximidad de la aprobación y 
despacho de la iniciativa, pusieron el pie en el acelerador, en los últimos dos años, hasta 
provocar una explosión completamente desenfrenada y desregulada de instalación de 

antenas para telefonía celular, lo que ha generado un verdadero clima de conmoción social. 


Sin embargo, a pesar de esa explosión desenfrenada de los últimos dos años, cuando uno 
conversa con cualquier ejecutivo o dueño de este tipo de empresa, resulta evidente que es sideral 
el número de antenas que resta por instalar. 


Lo anterior, ha hecho que la aprobación del proyecto en discusión sea algo realmente esperado y 
absolutamente necesario. 


Como dice el mensaje, hay dos razones para regular la instalación de estas antenas. 


La primera, todavía no completamente resuelta, son los posibles daños a la salud que generan no 
sólo las antenas, porque los estudios que existen demuestran que emiten más radiación los 
celulares que las antenas. La Organización Mundial de la Salud acaba de emitir una 
recomendación general para que los niños y adolescentes no usen teléfonos celulares. No 
sacamos nada con disparar a las antenas, en circunstancias de que los celulares emiten más 
radiación y más cerca del cerebro. 


La segunda, la proliferación de antenas rompe la armonía urbana y es evidente que 
también daña el valor de las propiedades vecinas al terreno donde se insta-lan. 


Aunque podría estimarse que la regulación del proyecto está atrasada respecto de la situación que 


se está viviendo, es absolutamente imprescindible votarlo rápidamente, por varias razones. 


En primer lugar, porque se pasa de una situación en que los vecinos no tienen derecho a decir ni 
una sola palabra respecto de la decisión de un propietario de arrendar su terreno a una 

empresa para colocar una antena, a otra que exige el acuerdo de una proporción importante de los 
vecinos de la propiedad en que se va a instalar ese aparato; se debe consultar a las 

organizaciones vecinales y, 

además, entrega una incidencia a la municipalidad a fin de definir zonas privilegiadas para su 
instalación, para demorarla y, eventualmente, impedirla en un territorio específico. 
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En segundo lugar, porque no obstante ser cierto que no hay evidencia científica absoluta que nos 
diga que las emisiones de radiación de las antenas para telefonía móvil son dañinas para la salud, 
mayoría de los países haya establecido normas bastante más estrictas que las que 

tiene Chile en la actualidad. En consecuencia, es muy bueno que el proyecto fije límites de 
emisión que equivalen al promedio de los cinco países más exigentes de la OCDE, lo que es un 
parámetro importante, porque son de las más altas del planeta. 


En tercer lugar, porque favorece la integración armónica. En la Comisión Mixta habrá que 

hacer los perfeccionamientos necesarios para que la mimetización 

se redefina como integración armónica al entorno; no se trata de que la antena quede oculta, sino 
que se integre adecuada y estéticamente al entorno 

urbanístico. Mi colega diputado y arquitecto Patricio Hales, quien integrará la Comisión Mixta, 
deberá hacer su invaluable aporte al respecto. 


Por último, porque impide la proliferación y favorece la relocalización de varias 
antenas, al establecer zonas saturadas cuando hay dos antenas, impidiendo que se instale una 
tercera. 


En la Comisión de Obras Públicas, Transportes 

y Telecomunicaciones aprobamos buena parte de las modificaciones del Senado al proyecto de le 
votamos por consenso en contra varios artículos propuestos por el Senado, 

para asegurar en la Comisión Mixta, en primer lugar, la retroactividad de las 

principales medidas, porque el problema de la proliferación de antenas y de la 

mala integración al desarrollo urbano no es sólo respecto del futuro, sino que 

fundamentalmente del presente; en segundo lugar, la relocalización de las antenas para el futuro 
y pasado, y, por último, las normas para antenas de menos de doce metros, porque 

la actual redacción del proyecto invita a una proliferación absolutamente desordenada y masiva 
de pequeñas antenas. 


A mi entender, los diputados de las distintas bancadas que integrarán la Comisión Mixta, van con 
el compromiso de avanzar en materia de retroactividad, relocalización y normas para antenas de 
menos de doce metros. 


Anuncio que aprobaremos buena parte de las modificaciones del Senado y rechazaremos las 


disposiciones que convinimos en la Comisión de Obras Públicas, Transportes 
y Telecomunicaciones, para discutirlas en la Comisión Mixta. 


Muchas gracias. 
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SUBSIDIO AL TRANSANTIAGO 
Y SU ESPEJO REGIONAL 

7 de agosto de 2012 


Señor Presidente, quiero hacer un franco reconocimiento a la disposición que ha 

tenido el ministro de Transportes, lo cual marca una diferencia con lo que hemos 

estado habituados durante estos dos años. Primero, por su disposición al diálogo previo a 

la elaboración del proyecto, es decir, a generar el clima adecuado previo 

al envío de la iniciativa del Ejecutivo al Congreso Nacional, lo cual tiene mucho 

mérito; segundo, por su disposición para acoger los planteamientos transversales de los 
diputados de regiones de las diferentes bancadas. Ello ha permitido que 

encuentren satisfacción, en la medida de lo posible y razonable, muchos de esos planteamientos. 


Este es un momento en el que, transversalmente y más allá del debate, se reconoce un 

hecho irredargüible: en una gran urbe no es concebible un sistema de transporte integrado sin 
subsidio público. Ese reconocimiento se ha explicitado por todos los sectores políticos y se ha 
concretado en una normativa de carácter permanente. 


Quiero clarificar que el proyecto no allega recursos adicionales; lo que hace es convertir en 
permanentes aquellos recursos que en 2010 aprobamos en una ley provisoria. Es decir, 

aquello que es provisorio, hoy se convierte en permanente por un período de tiempo mucho más 
prolongado. 


Además, se define una manera distinta de orientar los recursos de la “ley espejo”, de modo que 
tiendan, en el tiempo y en forma progresiva, a destinarse al subsidio a la tarifa y 

dejen de constituirse en inversiones sustitutivas de las inversiones 

que deberían hacer otros ministerios. La idea es que finalmente haya recursos adicionales para 
incrementar la calidad y modernidad del transporte o para rebajar las tarifas. Porque, como se 
sabe, hay dos maneras de reducir las tarifas: una, 

rebajándolas y, otra, elevando las condiciones de la calidad del transporte sin elevar las tarifas, lo 
que equivale prácticamente a lo mismo. En algunos casos, se puede hacer una cosa y, en otros, la 
otra. 
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Hay otra cosa muy importante: el Ministerio ha considerado la posibilidad de subsidiar tarifas no 
sólo en los servicios concesionados, sino también en aquellos no concesionados. Esto es 


muy importante, porque la concesión de un servicio no es 

siempre la mejor solución. Ello permitirá que el Ministerio llegue a acuerdos 

con determinadas empresas o líneas que sirven un determinado trayecto, 

estableciendo condiciones de calidad del servicio, o de precio del servicio, o determinadas 
prestaciones a cambio de algún tipo de subsidio. 


Finalmente, para la entrega de estos recursos, por permanentes que sean, debe 

considerarse la eficiencia del sistema. Probablemente, el diputado René Manuel García se 
sentirá más contento si el Transantiago sigue funcionando mal, porque ello implicará pedir más 
recursos en virtud de lo señalado en la “ley espejo”. 


Pero lo que se establece en el proyecto lo entendemos como definitivo, es decir, se 

hace contra efectividad, contra reducción de la evasión, la que, felizmente, pasa a ser 
responsabilidad de las empresas concesionarias y no del Estado. De manera que las empresas 
están estimuladas a reducir la evasión y no como ocurría previamente. 


Es muy importante que el Ministerio lo tenga claro. Es cierto que es muy buena la “ley espejo” y 
muy conveniente que toda esa compensación se destine al subsidio de tarifas; pero es 
absolutamente indispensable que esos recursos que se establecen en la futura ley por un período 
bastante extenso y que van a subsidiar 

la tarifa del Transantiago, se hagan contra eficiencia, contra calidad de servicio y contra 
aproximación sucesiva de la oferta y la demanda, de manera que calcen como un 

guante las necesidades de los usuarios y la calidad del servicio que se les presta. 


Nosotros estamos dando un voto de confianza al ministro de Transportes, Pedro 

Pablo Errázuriz, para que, en el período que le queda, continúe incrementando la calidad del 
servicio, el acomodo de las líneas a las necesidades de las personas y 

la renovación de contratos que hagan recaer sobre las empresas el estímulo para producir un 
mejor servicio, de modo que, en el futuro, podamos decir que tenemos un servicio de transporte 
integrado con índices de satisfacción razonables y comparables 

con los de otras urbes del país; porque, visto en perspectiva, es evidente que una conurbación 
como el Gran Santiago, requiere un servicio de transporte integrado. Obviamente, en este caso se 
cometió un feroz e inaceptable error conceptual o ideológico: pensar que su 

implementación podía hacerse sin subsidio público, error fundamental que hoy está siendo 
reparado en forma definitiva. 


Presidente, he dicho. 
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RECONOCIMIENTO 

DEL TRANSPORTE PÚBLICO MENOR 


4 de septiembre de 2013 


Señor Presidente, cuando este proyecto llegó a la Cámara de Diputados, la Comisión de Obras 
Públicas, Transportes y Telecomunicaciones trabajó a marcha forzada para aprobarlo. 


En pocas semanas, gracias a la muy buena disposición del Ministerio de Transportes y Telecomur 
encabezado por su titular, el ministro Pedro Pablo Errázuriz, y por la subsecretaria 

de Transportes -hoy ministra subrogante-, señora doña Gloria Hutt, se consiguieron cosas 

muy relevantes. Probablemente, la más importante de todas fue incluir la noción de que, al lado 
de buses y taxibuses, existe un servicio de transporte público menor, constituido por taxis 
colectivos. 


Esa fue la gran conquista de la Cámara de Diputados y la más 

importante concesión en el trabajo de la Comisión de Obras 

Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, que despertó la preocupación nuestra cuando en 

el artículo tercero el Senado eliminaba una frase que aludía al transporte público menor. 

Sin embargo, su eliminación no tiene más que un sentido completamente formal. La 
incorporación del transporte público menor de regiones como potencial beneficiario del 

Fondo de Apoyo Regional (FAR), y de todos los recursos del Transantiago destinados a la 
modernización de los vehículos, a la conversión al gas, al establecimiento de paraderos, etcétera, 
desde ahora también serán susceptibles de recibir 

ese beneficio para que cumplan de mejor manera su rol en el transporte público. 


El Senado introdujo una serie de modificaciones formales, que no vale la pena indicar. Solo 
quiero concentrarme en los aportes que realizó en los más de ocho meses de tramitación de este 
proyecto. 


Lo principal es que incorpora la posibilidad de establecer un subsidio al 

transporte rural, definido en cuanto tal, porque ya estaba consignada la posibilidad de 
subsidiar el transporte escolar, el transporte en zonas aisladas y el transporte en las zonas 
extremas, como Magallanes, Tarapacá y Arica. Sin embargo, no estaba incluida la 
eventualidad de subsidiar derechamente el transporte en zonas rurales. 


Ese es, probablemente, el principal aporte que hace el Senado en esta tramitación. 
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Otra cosa relevante es que dispone requisitos adicionales que harán mejores y más completos los 
informes que deben entregarse trimestralmente al Congreso Nacional respecto del 
funcionamiento del conjunto de la operación. 


Lo más valioso es que incorpora la exigencia de evaluaciones selectivas anuales, las cuales deben 
ser públicas y hechas por el Ministerio en forma directa o a través de 

terceros, para medir cómo está funcionando el conjunto del dispositivo Transantiago tanto en lo 
que respecta a las zonas concesionadas como en el resto del país. 


Otro aporte -no estaba en el proyecto original ni en el de la Cámara- se refiere a la posibilidad de 
que con recursos derivados del Transantiago se contribuya a 


la construcción de terminales de transporte público mayor y transporte público 

menor. Esto es muy importante, porque la posibilidad de financiamiento llegaba sólo hasta los 
paraderos. Los diputados, en particular de regiones -que dominan este Hemiciclo-, saben lo 
trascendente que puede ser para algunas ciudades contar con un terminal moderno y de buena 
Calidad. 


Además, se dispone que estos terminales se hagan en terrenos municipales o 
privados, guardando la precaución de que no sean enajenados durante un período de diez años, a 
menos que paguen la inversión realizada allí, con los intereses correspondientes. 


El otro aporte que hace es menor, porque hoy está en 

funcionamiento. Incorpora en esta legislación una nueva figura regulatoria para el transporte, que 
ahora sólo se encontraba referenciada en el decreto supremo 212 del Ministerio de Transportes 

y Telecomunicaciones. Se trata de la opción de que en zonas no 

concesionadas se establezca lo que se llama perímetros de exclusión; es decir, 

zonas donde el Ministerio define ciertas exigencias para el funcionamiento del transporte y, a 
cambio, entrega un subsidio para escolares o adultos mayores, por 

ejemplo. Hoy esto opera en algunas regiones, pero al fijarse en la ley tendrá una marcha mucho 
más importante y masiva. 


Luego, se establece que cuando alguien recibe un subsidio para reemplazar su bus o taxibus, está 
obligado a mantenerlo en el servicio de transporte público durante 48 meses para evitar ventanas 
de fraude que la ley no precavía contra ellos. 


Enseguida, viene algo interesante, en particular porque fue una iniciativa del Gobierno que fue 
muy bien acogido, que es el fortalecimiento de la capacidad pública, tanto central como 
regional, para gestionar los recursos del Transantiago. Todos sabemos que falta personal 
directivo responsable, capaz de conducir 

con rienda fija y fuerte el conjunto de esta operación; por lo tanto, se aumentan 
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de tres a siete los cargos directivos de jefes de división en la Subsecretaría que dirige la ministra 
subrogante. 


Quiero destacar que se establece un jefe de división del Transporte en regiones, 

de manera que pueda conducir, ordenar orientar y promover el conjunto de la operación del 
subsidio del Transantiago a lo largo de todas las regiones de Chile y, complementariamente, se 
dispone la posibilidad de que con recursos del Transantiago se generen equipos técnicos y 
profesionales en las regiones para dar la mayor eficacia y eficiencia posible al manejo de estos 
recursos adicionales. 


Sabemos que, muchas veces, por falta de recursos, las regiones no cuentan con los equipos 
técnicos y profesionales especializados para sacarle el máximo partido a los recursos derivados 
de la “Ley Espejo” del Transantiago. 


Por último -no por ello menos importante-, se estableció la posibilidad de subsidiar a quienes 
transportan escolares en zonas no concesionadas en las regiones, ya que en el proyecto de ley 
que aprobamos estaba establecido sólo por tres años; aquí se prolonga hasta el 2022. Es decir, se 
empareja con el conjunto del proyecto. Por lo tanto, los 

gremios que transportan escolares podrán continuar recibiendo el subsidio hasta el 2022, a menos 
que en esa fecha exista alguna iniciativa de ley que lo proyecte hacia el futuro. 


Todas estas modificaciones aportan y han hecho de éste un buen proyecto de ley tanto para 
Santiago como para regiones. 


Por eso, invito a aprobarlo en su totalidad. Reconozco la disposición al diálogo y 

a la construcción de consensos que tuvo el ministro de Transportes y la subsecretaria, para 
lograr un buen acuerdo en la Cámara y en el Senado, al igual 

como lo hicieron ayer en la Comisión de Transportes, logrando zanjar todas las diferencias para 
terminar aprobando esta iniciativa, que establece un horizonte de futuro para el transporte 
público chileno. 


Muchas gracias, Presidente. 
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Las causas ciudadanas y el clamor de la calle se hacen presentes siempre en el debate y las 
iniciativas parlamentarias. 
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XIV 

DENUNCIAS Y 
CAUSAS CIUDADANAS 


Aquí agrupamos discursos de índole muy variada, la mayoría res-paldando proyectos de 
resolución de la Cámara o pronuncia- 


dos en sesiones especiales, que no dicen relación con proyectos de ley sino sólo a veces e 
indirectamente. En casi todos los casos, se trata de causas que tuvieron un correlato de 
movilización popular en el territorio que Pepe Auth representa en la Cáma-ra de Diputados y 
fueron impulsadas en conjunto con organiza- 


ciones sociales, autoridades comunales o grupos de ciudadanos. 
ala" 

CONTRA EL REGRESO 

DEL AEROPUERTO A CERRILLOS40 

29 de julio de 2010 


Señor Presidente, voy hablar en contra de este proyecto de acuerdo no sólo en mi nombre, sino 


también en el de mi colega de distrito, Mónica Zalaquett, de la UDI, y de un grupo de 
parlamentarios que busca la continuidad del proyecto de extensión de la Línea 6 del Metro. La 
decisión de solicitar al Presidente de la Re- 

pública recuperar el aeropuerto de Cerrillos tendría un impacto definitivo sobre ese proyecto, al 
impedir el desarrollo urbano y poblacional que le da rentabilidad social a la Línea 6 del Metro. 


¿Se necesita un aeropuerto alternativo al emplazado en Pudahuel? Por supuesto 
que sí, pero no a diez kilómetros de él, porque si un terremoto lo afectara, evidentemente también 
tendría consecuencias sobre el de Los Cerrillos. 


Según las normas internacionales, los aeródromos y aeropuertos complementarios deben situarse 
a 50, 60, 70 y hasta a 100 kilómetros de distancia del principal. De ese modo, si 

sobreviene un cataclismo en el lugar de asentamiento del aeropuerto principal, es de esperar que 
en el complementario no haya ocurrido nada. Quienes conocen Santiago, se dan cuenta de que no 
es el caso de los aeropuertos ubicados en Cerrillos y Pudahuel. 


Por otro lado, hay un mal entendido en el proyecto de acuerdo que nos plantea mi colega, Iván 
Moreira, cuando se pide mantener el aeropuerto de Los Cerrillos. Quiero aclarar que hoy ya no 
existe el aeropuerto de Los Cerrillos. Luego, de lo que se trataría no es de mantenerlo, sino de 
habilitarlo. 


¿Por qué digo esto? Primero, porque ya no hay conos de aproximación. Quienes saben de esto, 
tienen conocimiento de que se deben estructurar las viviendas de manera que puedan acceder los 
aviones. Los conos de aproximación fueron 40 A pocos meses de asumir, Pepe Auth debió 
emplearse a fondo para impedir la aprobación de un Proyecto de acuerdo impulsado por el 
diputado Iván Moreira solicitando la habilitación de un aeropar-que en Cerrillos, que buscaba 
entregarle piso político al Presidente Piñera para su propósito de impedir la materialización de la 
Ciudad-Parque Bicentenario. 
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eliminados hace seis años y hay propiedades donde se puede construir en altura, a las que habría 
que introducirles impedimentos legales nuevos. 


En segundo lugar, hubo cambio de uso del suelo. Por lo tanto, cualquier proyecto para habilitar 
un aeropuerto en Cerrillos exige otro cambio de uso del suelo, 
estudios de impacto ambiental y recuperación de los conos de aproximación. 


Por eso, el vía crucis para habilitar el aeropuerto en Cerrillos es equivalente a construir otro en 
cualquier sitio de Santiago, mucho mayor en realidad, por el carácter urbano del territorio donde 
estaba emplazado. 


Ahora, ¿puede construirse hoy un aeropuerto alternativo al ubicado en Pudahuel en el corazón de 
Santiago? Francamente, creo que ninguna de las comunas urbanas que ustedes 

representan aceptaría que en el corazón de su territorio se instale un aeropuerto alternativo, en el 
cual, eventualmente, podrían aterrizar aviones de alto calibre. 


Entiendo que más de algún parlamentario suscribe este proyecto de acuerdo para evitar que esa 
posibilidad recaiga en alguna de sus comunas. Es razonable. Pero en el esfuerzo por 

impedirlo, ¿es razonable castigar a los habitantes de Cerrillos con la recuperación de un 
aeropuerto y las consecuencias inherentes de moles-tias, ruidos, riesgos y desvalorización de sus 
propiedades? 


Por eso, pido a los colegas de todas las bancadas, sin excepción, que no le soli- 
citen al Presidente de la República que castigue a los vecinos de Cerrillos con 
la reinstalación de un aeropuerto, con todo lo que significa en impacto sobre sus vidas. 


No castiguen a Santiago con la pérdida de la más extensa superficie para construir dentro de la 
ciudad, frustrando las expectativas que tienen de vivir allí miles de familias de Cerrillos y otras 
comunas cercanas a ese tremendo paño donde se construirá la ciudad-parque Bicentenario. 


He dicho, Presidente. 
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PIDE SALIDA 

DEL DIRECTOR DE IMPUESTOS INTERNOS41 
6 marzo 2013 


Señor Presidente, no tuve el honor de integrar la Comisión Especial 

Investigadora, encargada de fiscalizar el comportamiento de los grandes contribuyentes y las 
condonaciones efectuadas por el Servicio de Impuestos Internos. Constato que hizo un 
trabajo acucioso, cuyo informe, con sus conclusiones y proposiciones, deberemos votar hoy. 


Sobre la materia en discusión, quiero formular algunas preguntas que me parece indispensable 
que sean respondidas antes de proceder a la votación. 


Lo primero que quiero consultar es si fortalece o debilita al Servicio de Impuestos Internos y el 
pago de impuestos en Chile por el conjunto de personas que, 
con mucho esfuerzo y sacrificio, cumplen con el deber cívico de pagar impuestos 


-que constituyen la fuente económica básica para la solidaridad social-, el hecho de que el 
Servicio de Impuestos Internos condone una deuda gigantesca por concepto de multas e intereses 
a una empresa que por muchos años ha fallado en 

relación con esta disciplina básica, que constituye el cemento de la integración social en toda 
sociedad. 


Señor Presidente, pido que los colegas no contribuyan al ruido ambiente, que impide la expresión 
de ideas en la Sala. 


El diputado MONCKEBERG, Nicolás (Presidente) -Ruego a los señores diputados guardar 
silencio. 


Muchas gracias. 


La segunda pregunta evidente que uno se puede hacer -con la misma fuerza con que el señor 
Presidente ha agitado su campanilla para solicitar silencio a la Sala- 


es si acaso fortalece o debilita al Servicio de Impuestos Internos y el pago de 41 Intervención 
en el debate del Informe de la comisión especial investigadora encargada de fiscalizar el 
comportamiento de los grandes contribuyentes y las condonaciones efectuadas por el SII en los 
últimos años. 
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tributos por la ciudadanía, el que ese organismo sea dirigido por un personero de 

indiscutibles vínculos -hecho que aquí nadie ha discutido- con aquellos que deben 

ser supervigilados y con quienes, en este caso específico, han sido favorecidos por la 
condonación de una deuda millonaria. La respuesta inequívoca es que le hace mal al Servicio de 
Impuestos Internos y al pago de impuestos en Chile, a 

la recaudación tributaria, el hecho de que haya una persona con tan indiscutidos vínculos con 

la contraparte que debe ser supervisada, vigilada y controlada por ese organismo. 


En tercer lugar, deseo preguntar si fortalece o debilita al Servicio de Impuestos Internos y el pago 
de tributos en Chile, el hecho de que el referido director siga a la cabeza de ese organismo 
después de que el propio Presidente de la República, Sebastián Piñera, dijo explícitamente que 
tuvo el descriterio de no avisar a las autoridades del Ministerio de Hacienda sobre la 

realización de la más 

extraordinaria y gigantesca condonación de una deuda de impuestos a un privado ocurrida en la h 
permanencia debilita no sólo al Servicio de Impuestos Internos, sino 

también el rol funcionario, que debe ser 

incólume, transversal y neutro, y debe dar garantías de credibilidad y confianza, 

a fin de que la gente pueda seguir trabajando y pagando los impuestos que corresponde. 


Por último, la pregunta que deberían hacerse todos, es si fortalece o debilita al 

Servicio de Impuestos Internos y la voluntad de la ciudadanía de continuar pagando sus tributos 
como debe, el hecho de que la Cámara deje pasar la oportunidad de dar una señal inequívoca de 
condena irrestricta, tanto a las condonaciones 

millonarias como a los conflictos de interés. Es clarísimo que si la Cámara vota en 

contra el informe de la Comisión Investigadora, entregará al país una señal de 

debilitamiento de la confianza y de la credibilidad, no sólo respecto del Servicio de Impuestos 
Internos, sino también de lo que constituye el cimiento de la sociedad, de nuestra capacidad de 
seguir avanzando en implementar políticas sociales: el pago de tributos por todos los 

que deben contribuir al desarrollo nacional. 


Presidente, muchas gracias. 
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DEFENSA DEL MOVIMIENTO SOCIAL DE AYSÉNA42 
21 de marzo de 2012 


Señor Presidente, bastante se ha ahondado sobre la legitimidad de las demandas de los aiseninos, 
las cuales son compartidas por la amplia mayoría de los chilenos. 


Quiero concentrarme en un aspecto que, probablemente, ha sido abordado en forma insuficiente. 


Parece haber una estrategia y un concepto del Gobierno bastante similares a la estrategia y 

al concepto que fueron aplicados, con un fracaso estrepitoso, con motivo de los 

movimientos estudiantiles que tuvieron lugar durante el año 2011: 

represión indiscriminada, radicalización del movimiento, búsqueda de su división e intento por 
alejarlo de la simpatía de la opinión pública. Francamente, esa estrategia fracasó y provocó que 
el movimiento estudiantil se mantuviera durante todo el 2011. Si el Gobierno persevera en ese 
diseño estratégico, vaticino que en Aysén ocurrirá lo mismo. 


No puede ser otra cosa la que explique que si el ministro Álvarez, otrora gran diputado, fue 

a Aysén, supuestamente con todas las atribuciones y poderes, a conversar con los dirigentes y 
cuando se disponía a abrir el diálogo, para lo cual pidió gestos, 

alguien del Gobierno le dijera que no podía conversar en tanto no estuvieran desocupadas y 
desactivadas todas y cada una de las movilizaciones. 


¡Qué puede explicarlo sino ese concepto! Porque cuando el ministro, después de un gran 

debate, saludado aquí, decidió restablecer el diálogo -fue esperado por todas las 

autoridades regionales y los dirigentes sociales-, el Gobierno decidió sabotear ese 

diálogo. Persiguió a los manifestantes que estaban a la vera del camino y provocó desorden 
social para luego tener la excusa de interrumpir el diálogo. Por eso, 

parece repetirse la misma estrategia. Si no, cómo se explica la llegada de varios aviones Hércules 
y, hace un par de días, de un barco a Puerto Cisnes, 

cargado de carabineros de Fuerzas Especiales, que iniciaron una especie 42 Intervención en 
sesión especial para analizar el conflicto de los habitantes de Aysén con el Estado central. 


-330 


de caravana de la muerte que partió por Mañiguales. ¿Alguien había oído hablar alguna vez de 
Mañiguales? ¿Alguien en Mañiguales había tenido alguna vez la pesadilla de enfrentarse con 
Fuerzas Especiales? 


El diputado RECONDO (Vicepresidente) -Señor diputado, ha terminado el tiempo que le asignó 
su bancada. 


Señor Presidente, el diputado Rodrigo González me cedió parte de su tiempo. 
El diputado RECONDO (Vicepresidente) -Puede continuar, diputado Auth. 


Luego de pasar por Mañiguales, llegaron a Coyhaique, donde la gente salió de sus casas. 


No quiero responder las provocaciones de algunos diputados que tratan a los ciudadanos como si 
fueran conspiradores, que tratan a ciudadanos comunes y corrientes con la Ley de 

Seguridad del Estado. Aquí se habla de políticos. ¿Saben ustedes cuántas de las 22 personas que 
están acusadas de violar la Ley de Seguridad del Estado son militantes de partidos? Sólo dos; las 
otras 20 son due- 


ñas de casa, estudiantes, pescadores, es decir, personas comunes y corrientes que 
han sido provocadas y no se han podido contener. Por eso han salido a la calle: para responder a 
una represión indiscriminada. 


Estoy completamente convencido de que si el Gobierno decide retirar las Fuerzas Especiales -he 
escuchado voces de la Derecha a favor, incluida la del amigo de don Augusto-, se restablecerá el 
orden público. Los días en los cuales en Ay-sén no salieron a la calle las Fuerzas Especiales - 

lo puede confirmar el diputado de la zona -, no hubo desórdenes. Ayer hubo 

desórdenes en Coyhaique, coinci-dentes con la llegada de cientos de policías de Fuerzas 
Especiales, al punto que la ciudad parecía estar bajo estado de sitio. 


Esa provocación transforma una demanda legítima, un movimiento pacífico de hombres y 
mujeres corrientes, en una especie de guerra. 


Llamo al Gobierno a retirar a los carabineros de Fuerzas Especiales y a restablecer el diálogo con 
las fuerzas vivas de Aysén, porque ese movimiento representa a todos los aiseninos -no sólo 

a los de la Concertación y de la Izquierda, o a los de la Centroderecha y de la Alianza-, que 
demandan ser escuchados después de más de un siglo de abandono. 


He dicho, Presidente. 
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ALERTA POR POSTERGACIÓN DEL MELITREN43 
18 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, al final de su mandato el Presidente Piñera y su ministro de Transportes, Pedro 
Pablo Errázuriz, anunciaron un proyecto que iba a permitir que cientos de miles de vecinos se 
trasladaran desde Estación Central hasta Melipilla, respecto del cual no hicieron absolutamente 
nada. 


La Presidenta Bachelet recogió la iniciativa y asignó los recursos para la ingeniería básica, EFE 
terminó ese proceso y el proyecto fue evaluado con alta rentabilidad social. 


Pude participar, junto a ejecutivos de la empresa de Ferrocarriles del Estado, en 

innumerables cabildos de consulta ciudadana, donde mirábamos la maqueta del 

proyecto, la calidad de los trenes, los enganches para las bicicletas, las características de los 
andenes, las eventuales expropiaciones, el acceso universal y otros aspectos de la iniciativa. Sin 
embargo, en el actual presupuesto no hay ni una 


sola traza identificable que esté destinada a la continuación del proyecto. Es cierto que bastaría la 
autorización de Hacienda para que la empresa de Ferrocarriles del Estado se endeude y podría 
comenzar el proceso de construcción de las vías, estaciones y andenes, así como el encargo a 
Europa para la construcción de los trenes, similares a los del proyecto Rancagua Expres. EFE 
puede hacerlo, porque el proyecto no sólo tiene rentabilidad social, sino también económica. 


Quiero dejar constancia del compromiso de los ministros 

de Transportes y Telecomunicaciones, y de Hacienda para que ese proyecto no naufrague, 
porque está en juego la expectativa de cientos de miles de vecinos, que hoy demoran 1 hora y 40 
minutos en su traslado desde Ciudad Satélite en Maipú hasta Estación Central, en las horas peak, 
y que con el proyecto podrán hacer ese recorrido en menos de 15 

minutos. Lo que digo obviamente lo compartirá la Vi- 

cepresidenta Denise Pascal, porque también les modificará significativamente la calidad de vida 
a los habitantes de las provincias de Melipilla y Talagante. 


Gracias, Presidente. 


43 El proyecto de tren de cercanía que une Estación Central y Melipilla pasando por Cerrillos y 
Maipú (El 

Abrazo y Villa Satélite) avanzó al punto de terminarse la ingeniería básica y de detalle, postergán 
rando las alternativas de financiamiento de esta iniciativa de indudable rentabilidad social y 
económica. 
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30 de agosto de 2016 


Señor Presidente, le doy la bienvenida en particular a Germán Correa, a quien conozco de tantas 
batallas. Al resto no le doy la bienvenida porque son habitués de este hemiciclo. 
Lamentablemente, a Germán lo tenemos de responsable recién arribado a la dirección de EFE. 
Por lo tanto, nada de lo que digamos respecto del pasado reciente lo alude. 


Estoy muy satisfecho y contento con el conjunto de iniciativas en las que está enmarcada EFE, 
particularmente aquellas que tienen que ver con la “ley espejo”, que, para que lo sepa el público 
presente, nada tiene que ver con el diputado de ese apellido, pero que ha servido para tareas muy 
relevantes, como la expansión del metro de Valparaíso o la extensión de que nos hablaba con 
tanta elocuencia el diputado José Miguel Ortiz del Biotren del Biobío. 


Quiero referirme específicamente al proyecto que iba a venir -no sé en qué forma verbal conjugar 
mi alocución- a resolver un problema endémico del desarrollo de una buena parte de la comuna 
de Maipú, pasando por Cerrillos, comunicando con Estación Central, y que luego se extendería a 
Padre Hurtado, Talagante y Melipilla, como señaló en abundancia el diputado Coloma. 


Entiendo los conflictos de Rancagua, que tienen que ver en buena medida con la imprevisión e 
improvisación con que se desarrolló ese proyecto en sus inicios, y que heredó EFE en abril de 
2014. 


Pero este proyecto en particular era sólo una promesa en el gobierno anterior, un anuncio en las 
postrimerías, y este gobierno decidió concretar esa promesa. 


La Presidenta visitó el territorio y anunció que en 2018 los habitantes de Maipú llegarían a 
Estación Central en la cuarta parte del tiempo que hoy día demoran, descongestionando de paso 
la línea 1 del Metro y reordenando de manera muy significativa el transporte de pasajeros en la 
Región Metropolitana. 


Tuve el placer en ese minuto -hoy tendría que decir la tortura- de haber recorrido con el 
presidente de EFE las comunidades, exhibiendo el proyecto y consultándole a la ciudadanía las 
características, los riesgos de expropiación, etcétera, y balan- 

ceando, naturalmente, los beneficios de un proyecto anhelado por la comunidad, 

y que tiene justificación social. En verdad, hasta Padre Hurtado, la rentabilidad social, el RS del 
Ministerio de Desarrollo Social, es altísimo. Luego, hasta Melipilla, también se sostiene, por el 
aporte que le hace el primer tramo al segundo. 


oO 


Lo discutimos en las leyes de presupuestos de estos dos últimos años, y tengo que decir que el 
gobierno se comprometió a no retroceder en esta iniciativa. 


Hay que decirlo con claridad: esperaría que los miembros del Ejecutivo presentes 

hoy lo señalen con firmeza: durante este gobierno no va a haber tren de Estación Central a 
Melipilla, ni de Estación Central a Maipú, porque no se hicieron las inversiones adecuadas en 
2016, que implicaban encargar los trenes para que pudieran estar operativos en 2018. 


Estamos resignados a que ello no ocurra en 2018. Pero si no hacemos nada ahora, no sólo no va a 
ocurrir en 2019, sino que además el próximo gobierno tendrá que recomenzar la tarea desde cero. 
Porque si EFE -quiero una respuesta clara de su nuevo presidente sobre este asunto- no hace las 
inversiones que corresponden en 2016 y en 2017 no se podrá avanzar. Nos reunimos varias 
veces con el antecesor de Germán Correa y EFE sabe perfectamente lo que se debe hacer para 
que este tren de cercanía comience a operar en 2019. 


Al proyecto del tren Estación Central-Melipilla se le puso freno. En consecuencia, ni siquiera 
podemos decir a los ciudadanos de Maipú, de Estación Central, de Cerrillos, de Padre Hurtado, 
de Melipilla y de Talagante, cuándo se cumplirá su anhelo de vincularse a la red 

del Transantiago. Porque de eso se trata. Mientras unos dicen querer huir del Transantiago, otros 
miles no quieren otra cosa que unirse a la red metropolitana integrada de transportes. 


Para que esta sesión especial tenga algún sentido, quiero que el Ejecutivo, en particular el 
director de Presupuestos, señor Sergio Granados, nos diga con claridad cuándo el Estado 
destinará los recursos necesarios o autorizará a EFE a endeudarse para que el proyecto señalado 
se materialice. 


He dicho. 


ACCESO UNIVERSAL 
EN LÍNEAS 1 Y 2 DEL METRO 
12 de agosto de 2010 


Señor Presidente, este proyecto de acuerdo que he presentado junto a otros colegas se inscribe en 
un esfuerzo global de visibilizar la preocupación del Estado por los derechos y oportunidades de 
las personas con discapacidad. Quiero que 
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entendamos su aprobación como una señal de esa preocupación, que debe ser continuada luego 
con medidas de mayor envergadura. 


Más de 750 mil personas son portadoras de algún grado de discapacidad, que 

encuentran dificultades insalvables para transportarse a través de la red inter-conectada e 
integrada de transporte público, constituida por el Transantiago, de la cual las líneas 1 y 2 

del Metro son parte constitutiva. Con mucho esfuerzo y presión social, en particular de la 
Fundación Nacional de Discapacitados, algunos de cuyos miembros se encuentran aquí en las 
tribunas, se logró que el Metro estableciera mecanismos de acceso universal para las nuevas 
estaciones. Sin embargo, el hecho de que las antiguas estaciones no dispongan de esas habilita- 
ciones especiales, inutiliza prácticamente por completo el esfuerzo de haberlas construido en las 
nuevas. 


Una vez que una persona con discapacidad ingresa a la red del Metro en una 

estación a través del mecanismo habilitado para ello, el sistema se convierte 

en una verdadera trampa mortal, porque más tarde le resulta imposible hacer la 

conexión con otra estación. Esto tiene un impacto global muy grande sobre la salud, el trabajo y 
la calidad de vida de las personas con discapacidad. 


¿Es posible que el Estado dé esta señal al mundo discapacitado? Sí, es perfectamente posible. Se 
estima que con la inversión de sólo 3 millones de dólares se podría lograr que toda la red de 
estaciones del Metro se encuentre disponible y accesible para todos los habitantes de Santiago. 
Ése es el objetivo. 


Por eso, solicitamos al Gobierno que rápidamente haga un catastro de dicha necesidad y que 
disponga el establecimiento de esos mecanismos de acceso para cumplir con el requisito a que lo 
obliga la Constitución, cual es dar los mismos derechos a todos los habitantes de Santiago. 


Muchas gracias, Presidente. 
SOLICITA CENTROS DIURNOS 
PARA ADULTOS AUTISTAS 


6 de junio de 2017 


Esta solicitud que transversalmente le estamos haciendo a la presidenta, responde a una 
necesidad muy sentida de los padres y las madres de hijos e hijas con 


e 


trastorno del espectro autista, cuadro que, por lo demás, ha tenido una prevalen-cia creciente en 
el mundo contemporáneo y también en Chile. 


Todos sabemos el verdadero vía crucis que recorren los padres para educar a sus 

hijos, para encontrar un espacio en el sistema educativo chileno. Ese trayecto es más 

dramático cuando se tiene la visión del horizonte futuro, cuando se piensa en el momento en que 
ese niño deviene en un adulto, con la perspectiva, además, de que los padres muy 
probablemente dejen de existir antes de su hijo y éste quede solo. 


Lo que nosotros estamos solicitando en esta resolución es un elemento de continuidad entre la 
oferta que hace el Estado en educación para esos niños pero que termina cuando cae el cadalso, 
la guadaña del límite de edad, y ese joven ya no puede seguir formándose, y al no poder seguir 
formándose tiene un alto riesgo de regresar en su evolución mental, de autonomía y de 
desempeño. 


En consecuencia, lo que nosotros solicitamos transversalmente a la Presidenta de la República es 
que, a través del Senadis, desarrolle primero como programa piloto, centros de 

atención diurna para personas adultas con 

trastornos del espectro autista. Estamos seguros que ese programa piloto va a demostrar la necesic 
imperiosa de establecerlo a futuro como una política pública estable y duradera. 


Hay diversas asociaciones de madres y padres de hijos con trastornos del 

espectro autista, particularmente de la comuna de Maipú, como “Intégrame a tu 

mundo”, “Aspaut”, en fin, hay numerosas asociaciones de padres y madres que se han agrupado 
a lo largo de Chile justamente para promover que el Estado y la 

sociedad se hagan cargo de las dificultades que representa hoy día tener un hijo o una hija 
diferente. 


Por eso invito al conjunto de la cámara a respaldarlas en ese esfuerzo votando a favor de esta 
iniciativa. 


Presidente, he dicho. 
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REPARACIÓN PARA VÍCTIMAS DE TALIDOMIDA 
18 enero 2011 


Señor Presidente, quiero recabar la atención de los colegas de todas las bancadas en torno de este 
proyecto de acuerdo, suscrito de manera transversal, simplemente para hacer justicia. 


En primer lugar, quiero saludar a los representantes de la Asociación de Víctimas de 
la Talidomida que nos acompañan en las tribunas. 


Durante el año 1961, el Estado, por medio del Servicio de Salud, aprobó la distribución, 
fabricación y venta de un fármaco conocido como Talidomida. 


Ese mismo año, en todo el mundo comenzaron a descubrirse los horrendos males que el fármaco 
ocasionaba en los niños en estado de desarrollo embrionario, cuando éste era consumido por 
mujeres embarazadas. Por eso, fue retirado del mercado en los diferentes países donde se había 
distribuido, pero el mal ocasionado ya había alcanzado a 

miles de familias y niños que sufrieron los brutales efectos de la droga a nivel mundial. Eso 
también ocurrió a lo largo y ancho de nuestro país. 


La Talidomida causó miles de casos de malformaciones congénitas en el mundo, 
especialmente en Canadá, Gran Bretaña y Alemania, país donde se desarrolló 
ese producto. En todos esos países se han creado organizaciones privadas y pú- 


blicas destinadas a resarcir a las víctimas de la droga. 


A pesar de haberse autorizado su comercialización en nuestro país y de que ese producto fue 
recetado a mujeres embarazadas, ni el gobierno de Chile ni la empresa privada se han 
responsabilizado por los efectos que la distribución del fármaco tuvo en un número muy 
importante de familias chilenas. Por eso, ni siquiera existen registros de las personas 

afectadas. A eso apunta la primera solicitud del proyecto de acuerdo: crear un registro de todos 
los afectados a nivel nacional. 


Por esa razón, los firmantes del proyecto de acuerdo consideramos -esperamos que sea la opinión 
unánime de la Sala- que el Estado de Chile debe reconocer la responsabilidad que le cabe en el 
inconmensurable dolor causado a un número 


ca 


indeterminado de compatriotas y sus familias por la distribución de ese fármaco, y debe 
desarrollar medidas de reparación del daño causado.. 


A pesar del tiempo transcurrido, las víctimas de las malformaciones causadas por esta droga 
siguen arrastrando los problemas y traumas ocasionados por el 

consumo de este medicamento, lo que los ha condenado a vivir diariamente con dolorosas 
secuelas por casi medio siglo. Las víctimas han visto truncadas o limitadas de manera severa 
sus posibilidades de inserción social y laboral. Al mismo tiempo, ello ha repercutido sobre la 
vida de sus hijos al no poseer los medios para brindarles una educación de calidad. 


Por eso, creemos que el Estado debe ocuparse no sólo de las víctimas directas, sino también de 
sus hijos, de sus descendientes, como forma de reparar los dolorosos males que ocasionó. 


Pedimos que el Estado reconozca su responsabilidad y que se haga justicia a las 


miles de familias damnificadas por la aprobación y distribución de una droga 
que ocasionó males todavía impresos en la vida y en el cuerpo de miles de personas a lo largo de 
Chile. 


Por eso, invito a todas las bancadas a aprobar este proyecto de acuerdo, que, reitero, simplemente 
solicita que se haga justicia. 


Gracias, Presidente. 
DEUDAS POR DERECHOS DE ASEO44 
3 de mayo de 2012 


Señor Presidente, el proyecto de acuerdo se refiere a un problema que seguramente afecta a much 
exentas de contribuciones que originalmente no estaban obligados al pago de 

derechos de aseo, por el cambio en el umbral de tasación fiscal, terminaron entre aquellos 
que sí tienen que cancelarlos, pero sin ser informados por las 44 Este proyecto de acuerdo fue 
continuado más tarde por un proyecto de ley que autorizaba a los municipios a condonar multas e 
intereses por deudas de derechos de aseo. El Ejecutivo acogió la iniciativa y se aprobó una ley 
haciéndolo posible durante un periodo. En junio 2018 los diputados Víctor Torres y Pepe Auth, 
junto a otros, propusieron renovar la vigencia de esta autorización a los municipios. 
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municipalidades, institución responsable de la cobranza. De ese modo, acumu-laron deudas 
importantes por concepto de derechos de aseo, de las que sólo se enteraron años más tarde, al 
recibir amenazantes anuncios de las agencias externas de cobro contratadas por 

los municipios, obligadas por ley a perseguir a los morosos. 


Esta solicitud al Ejecutivo simplemente pretende pedir que exista coherencia entre el Código 
Civil, que establece que estas deudas prescriben al cabo de tres años, y la ley de 

rentas municipales, que permite que tales deudas prescriban en cinco años. Por ello, se solicita al 
Ejecutivo que envíe un proyecto de ley 

que modifique el artículo 66 de la Ley de Rentas Municipales a fin de declarar la 

incobrabilidad de las deudas por derechos de aseo y los intereses originados 

más allá del período de tres años, desde que aquellas se hicieron exigibles y se hubieran agotado 
los medios de cobro. 


La iniciativa busca terminar con la discriminación que surge respecto del ciudadano que se 
encuentra en condiciones de ir a la justicia y de hacerse asesorar por un abogado, para que su 
deuda prescriba al cabo de tres años, y la gran mayoría de propietarios de viviendas, que sólo 
tiene la opción de esperar cinco años, con todos los sufrimientos, presiones y demás 
circunstancias que aquejan a quienes se les ha ido acumulando una deuda muy importante por 
derechos de aseo debido a que no fueron avisados convenientemente de su situación. 


Al mismo tiempo, Presidente, por su intermedio quiero pedirle al Ejecutivo el patrocinio de un 


proyecto que elaboramos en conjunto con el diputado Víctor Torres, 

para facultar a las municipalidades a condonar intereses y multas por derechos de aseo, y a los 
propietarios de mayor vulnerabilidad hasta la mitad del capital adeudado, para aquellos que 
renegocien su deuda. 


Ello representa, por supuesto, un alivio para las personas, muchos de 

ellos adultos mayores, pero también contribuirá a sanear los balances financieros de los 
municipios, que aparecen abultados por montos significativos por cobrar, que en realidad son 
incobrables. La autorización a condonar parcialmente a los que renegocien, servirá también para 
allegar recursos frescos a las municipalidades. 


Muchas gracias, Presidente. 
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DÍA NACIONAL DEL FERIANTE45 
10 de agosto de 2017 


Señor Presidente, quiero saludar a los dirigentes de la Confederación Gremial Nacional de 
Organizaciones de Ferias Libres por el rol protagónico que han jugado en el fortalecimiento de 
las ferias libres en estas últimas décadas. 


El primer lunes del mes de octubre, desde hace ya varios años, se celebra el día 

del feriante. En más de alguna oportunidad, y probablemente con alguna de ustedes que están en 
las tribunas, bailé alguna cueca al son de un grupo folclórico 

en la fiesta que celebran ese día los feriantes en Maipú, donde las ferias libres constituyen el 
principal espacio de intercambio comercial, de encuentro e integración social. 


Nuestra finalidad es convertir en ley lo que ya los feriantes de Chile constituyeron en una tradició 
millones de personas las que cada semana visitan y participan en las ferias libres; es, lejos, el 
principal espacio de encuentro social, de conversación y de fiesta ciudadana. 


Espero que haya una señal unánime de la Cámara para respaldar la vigencia y el futuro de la feria 
libre como espacio de comercio, como lugar de encuentro e integración social; pero la idea es 
que también se constituya en una señal de la voluntad de la Cámara de que haya pronto una 
ley de ferias libres que reivindi-que el lugar de la feria en el comercio de hoy y de 

mañana, porque es el espacio donde se produce un intercambio horizontal entre vecinos. Son 
vecinos que venden a vecinos; son vecinos que compran a otros vecinos. No se trata aquí del 
comercio vertical, donde el rico le vende al pobre. El comprador y el vendedor se 

encuentran después en la calle o cerca de sus hogares, se relacionan de manera permanente, se 
saludan. Muchas veces se constituye un vínculo de amistad entre el cliente que va 
cotidianamente a la feria y se encuentra con su casero, que le entrega la mejor de las frutas al 
menor precio posible. 


45 El proyecto se encuentra en etapa de segundo trámite constitucional, en la comisión de 


Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado. 
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Hace algunos años puse unos lienzos a la entrada de las ferias de las comunas 

que represento, con el nombre de cada feria y el lema: “Coma sano y pague menos”. Porque 
estoy comprometido a colaborar en la preservación y desarrollo de las ferias libres como espacio 
de comercio popular. 


Muchas gracias, Presidente. 
ABUSOS DEL FONDO SOCIAL 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
20 de noviembre de 2012 


Señor Presidente, ¿usted conoce Cunco? Es una localidad de diez mil habitantes de la provincia 
de Cautín. 


Cuando uno revisa la rendición de cuentas del Fondo Social Presidente de la República, observa 
que en Cunco se otorgaron 31 proyectos, casi todos consistentes en implementación de sedes, 
equipamiento y otras cosas, por la friolera de 53 millones de pesos. 


Ahora, si no conoce Cunco, seguro que conoce la Región de Arica y Parinacota, que tiene 250 
mil ciudadanos mayores de 18 años. Allí se entregaron 32 

proyectos, sólo uno más que en Cunco. La suma total de esos proyectos de Arica y 

Parinacota ascendió a 49 millones de pesos, es decir, 4 millones de pesos menos 

que los otorgados en Cunco. ¿Qué tiene Cunco que no tiene la Región de Arica y Parinacota? 
¡Un alcalde de la Alianza con posibilidades de perder! 


En la revisión de los proyectos otorgados, me encuentro con un proyecto 

denominado Comité de Vivienda “La Esperanza con Huenchumilla”. Seguramente, 

se formó cuando el exministro Huenchumilla era alcalde. ¿Saben que en los proyectos del Fondo 
Social hay un límite de 30 millones de pesos a invertir como máximo? A este Comité 

de Vivienda La Esperanza con Huenchumilla, 

seguramente en el marco de la campaña municipal, le fueron concedidos 116 


millones de pesos, es decir, tres veces el límite establecido como máximo en el Fondo, 
seguramente porque era un electorado absolutamente indispensable para dar vuelta la votación 
en Temuco. 
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Tengo en mi poder un correo electrónico -no voy a dar los nombres de las personas- en que 
alguien le escribe a un funcionario de La Moneda, diciéndole: 


“Adjunto la nómina de proyectos que postulamos al Fondo. Anoche no pude enviártelo por 
teléfono. El año pasado ganamos 40 millones y el diputado comprometió públicamente, al 
menos, el doble. No sé si decirle al diputado que se mueva por su lado. 


Saludos y gracias.”. 


Este mismo funcionario le escribe al Fondo y le dice: “Bárbara, este es un tema de interés, 
Curacaví. ”. Quien envía el mail original es el candidato a alcalde, 

hijo del alcalde recientemente fallecido, que además fue candidato a diputado por 

Punta Arenas. Y luego continúa: “Te agradecería me pudieras informar. Muchas gracias.”. 


Esa promesa que hizo el diputado públicamente, en cuanto a doblar los recursos, 

efectivamente fue cumplida con fondos públicos. 63 millones de pesos fueron concedidos para 
Curacaví, en relación con los 30 millones que habían sido entregados el año anterior. Ese 
concejal ganó la elección. En el caso de Cunco, el candidato perdió, porque el dinero no lo hace 
todo. 


¿Qué sentido tiene esto? Este Fondo se llama “Fondo Social Presidente de la 

República”. Aquí está en juego el prestigio de la figura presidencial, pero la distribución de este 
fondo es usado con una arbitrariedad, con una inequidad y un capricho digno de 

otra época, digno de otro tipo de Estado. Un estado moderno y democrático no puede seguir 
cometiendo estas tropelías. 


El diputado MARINOVIC (Vicepresidente) -Ha concluido su tiempo, señor diputado. 


Termino, Presidente. Conozco muy bien al ministro de Hacienda y sé de su ho-nestidad y de su 
altura de miras, por eso le pido que no sigan cohonestando este fraude social. 


Obviamente, voy a votar en contra de esto, a menos que, en este año electoral, se limiten al 
Cuerpo de Bomberos y a las organizaciones que trabajan con la discapacidad. 
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SANCIÓN AL DELITO 


La inseguridad ha ido adquiriendo centralidad en las preocupaciones de la gente en estos últimos 
años. El Congreso ha debatido de manera inorgánica aumentos de pena para diversos delitos sin 
acometer una reforma integral que actualice el código penal. En este debate se tor-na 

difícil visibilizar un discurso que no ceda al populismo penal y, al mismo tiempo, se haga cargo 
de la creciente inseguridad ciudadana, la evolución del comportamiento delictual y la 

relevancia que han tomado los delitos de cuello y corbata, que en Chile 


tienen sanciones muy leves. 
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SANCIONES AL ROBO Y RECEPTACIÓN46 
19 de abril de 2016 


Señor Presidente, hago mío el objetivo de este proyecto, que es hacerse cargo de algo que uno ve 
a diario en su distrito, en el contacto con los electores. 


Quien dijera que no existe una percepción generalizada de que determinados delitos, 
particularmente los más comunes: el robo, el hurto y la receptación, quedan habitualmente sin 
sanción, estaría mintiendo. 


Evidentemente, la percepción de impunidad desalienta la denuncia y termina por naturalizar el 
delito, al punto de ser aceptado como una alternativa de vida tan válida como otras. 


Me parece adecuado que se acote la determinación de la pena a los rangos que establece la ley, 
para que deje de ocurrir lo que sucede muchas veces: que de atenuante en atenuante, se van 
rebajando las penas hasta llegar a un punto en que muchos delitos terminan en la más completa 
impunidad. 


También es positiva la elevación de las penas a los reducidores, pues son un esla-bón 
fundamental en la cadena del delito. Las sanciones con las que se les castiga en la actualidad son 
insuficientes para desalentar la comisión de ese delito. 


Asimismo, es positivo que se entregue más facultades a las policías y al 
Ministerio Público para que investiguen los delitos de robo, hurto y receptación, y persigan a las 
bandas y organizaciones criminales que se dedican a realizar esos ilícitos. 


Respaldo que se aumenten las penas por agresiones a Carabineros, a la Policía de 
Investigaciones y a Gendarmería, porque es fundamental evitar que se erosione la 
respetabilidad de quienes cumplen el rol de mantener el orden y entregar seguridad a la 
ciudadanía. 


46 Tramitación terminada en mayo de 2016. Se aprueba el control de identidad pero sin la atribuc 
policial de retener durante 4 horas a quienes no lo porten, obligándose a la revisión inmediata de 1 
antecedentes. 
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Me parece un total exceso, que abre espacio a la arbitrariedad, que este proyecto 

de ley, con las modificaciones que introdujo el Senado, cree un nuevo tipo penal: la agresión sin 
lesiones. No puedo aprobar esta medida. De hecho, la voy a rechazar con mucha fuerza, en 
especial mientras sea la justicia militar la que juzgue a los civiles acusados de ese presunto 
delito, porque sin lesiones, toda la fuerza de la acusación se apoyará en el testimonio de la 
supuesta víctima unifor-mada, cuya palabra será incontrarrestable. 


También rechazaré el establecimiento de un control de identidad masivo e in- 
discriminado, aunque el juicio del ministro Hinzpeter, con el que estuvimos casi siempre en 


desacuerdo, me pudiera llevar a aprobarlo, porque él lo considera amplio y desproporcionado, al 
igual que yo. En primer lugar, porque en la lucha contra la delincuencia -a pesar de 

lo que dijo el ministro Burgos- no puede ser 

tan importante y útil un procedimiento que el propio gobierno no contempló en el proyecto 
original que envió a tramitación al Congreso Nacional. Si fuera 

tan fundamental, evidentemente habría incluido esa herramienta en el proyecto cuando lo 
presentó a tramitación legislativa. 


Es cierto que siempre hay tensión entre libertad y seguridad, y que uno puede estar dispuesto a 
entregar cuotas de libertad a cambio de dosis importantes de seguridad; pero, 

francamente, prácticamente todos los especialistas han dicho que este procedimiento aporta muy 
poco a la lucha contra la delincuencia. 


Controlar indiscriminadamente en todo lugar público la identidad de millones de personas y 
sobre todo retener por cuatro horas a todo ciudadano que, por azar, no 

porte ningún documento, pretendiendo así atrapar a unos miles de delincuentes, 

es tan ineficaz e inadecuado como disparar con una escopeta para matar a un mosquito. Se corre 
el riesgo -lo anticipo aquí- de que se disparen las denuncias 

y los conflictos por abuso y discriminación, porque quedará al arbitrio completo y 

exclusivo del uniformado en la calle, a quiénes controla y a quiénes no, generando el efecto 
inverso de cuestionamiento de la labor policial, cuando lo que se busca es todo lo contrario. Es la 
posibilidad de retener hasta por 4 horas a un ciudadano sin carné lo que convierte esta medida en 
un exceso. 


También rechazo categóricamente convertir en delito las filtraciones durante 

investigaciones y procesos judiciales. No hay razón alguna para hacerlo. Por lo mismo, 

tampoco estaba en el proyecto original del gobierno. Fue un aporte de los senadores con el que 
discrepo absolutamente, aun cuando se excluya el 

castigo a la prensa. Dar la señal de que el problema son las filtraciones y no los delitos 
cometidos es como el chiste de Don Otto, que vendió el sofá como solución a la infidelidad de la 
esposa cometida sobre éste. 
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Termino con una reflexión sobre las leyes cortas. Estoy cansado -imagino que nos sucede a 
muchos- de aprobar iniciativas de ley parciales para dar señales de que nos preocupamos, y dejar 
para el futuro, que nunca llega, las leyes que 

deberían entregar soluciones integrales a problemas que, por definición, son globales. 


En lugar de discutir el aumento de algunas penas en determinados delitos, deberíamos estar 
discutiendo la necesaria actualización del Código Penal, proyecto que, entiendo, está en manos 
del gobierno. 


No sé por qué no discutimos la modernización y actualización de ese cuerpo legal, para que las 
penas aplicadas a los delitos que se cometen en la actualidad sean consistentes con la sanción 
social que merecen. La ley penal vigente está anclada en los 


importantes delitos del pasado, entre los cuales matar una gallina tiene asociada una sanción 
demasiado fuerte en comparación con otros ilícitos que hoy consideramos gravísimos y apenas 
son sancionados. 


En lugar de discutir el control de identidad, ¿por qué no hablamos de la bajísima capacidad de 

¿ J 
reinserción de nuestras cárceles? En vez de ser instancias de recuperación de los delincuentes 
para que puedan reinsertarse en la sociedad, se sabe que sólo consolidan sus carreras delictuales. 


¿Hace cuánto tiempo que esperamos el proyecto de ley que dividirá en dos 
entidades al Sename? Esa modificación es necesaria para tener una verdadera polí- 


tica de trabajo con los menores, que sea consistente con la magnitud y gravedad del problema. 


Como me dijo el diputado doctor Alvarado, gastamos 500 a 600 mil pesos en un preso, con 
bajísima probabilidad de reinserción y con altísima probabilidad de reincidencia; sin embargo, 
gastamos 100 mil pesos en un menor vulnerado, a pesar de que sabemos que su probabilidad de 
recuperación e inserción social es muy superior a la de alguien que ya ha formado su carácter y 
personalidad. 


Como dije, votaré a favor de buena parte de esta iniciativa y en contra de las propuestas que 
señalé. Espero que esto se resuelva de mejor manera en comisión mixta. 


He dicho, Presidente. 
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AUMENTO DE PENAS AL ROBO 
DE CAJEROS AUTOMÁTICOS 
24 de mayo de 2012 


Señor Presidente, no soy especialista en la materia, pero no sé si tiene lógica resolver caso a 
caso, o delito a delito, la pena que corresponde, sin hacer una revisión del conjunto de los 

delitos y sus penas. Porque en la medida en que incrementemos las penas para un 

delito en particular, podemos generar incongruencias, por ejemplo, que el delincuente que 

asalta a la señora que saca dinero de un cajero automático reciba una pena inferior a la que se 
aplica al delincuente que roba el cajero automático. Es decir, el ataque a las cosas tendrá una 
pena inferior al ataque a las personas. Más aún, asaltar una casa tendrá una pena inferior a asaltar 
un cajero automático. En consecuencia, la señal que se da es: “Delincuentes: más vale que 
asalten casas en lugar de robar cajeros automáticos.”. 


Por eso, me inquieta que, sin atacar el problema global y sin darle coherencia al 

conjunto de penas y sanciones que se establecen para los distintos delitos, con el proyecto más 
bien se responda a la demanda de un sector que perfectamente podría invertir más para mejorar 
la protección de los aparatos de retiro de dinero. 


Reitero, me preocupa que se quiera solucionar el problema sobre la base de establecer sanciones 
que pueden generar incongruencias en el sistema penal chileno. 


No soy partidario de lo que establece este proyecto modificado por el Senado porque, insisto, 
genera incongruencias y podría establecer incentivos perversos para que los delincuentes opten 
por otros objetivos en los que podrían recibir menor sanción. 


He dicho, Presidente. 
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MATAR ES MÁS GRAVE QUE ROBAR47 

6 de mayo de 2014 

Señor Presidente, el homicidio simple tiene una sanción de cinco años y un día. 


Lo que propone el proyecto es que la pena base por robar en una casa con moradores sea dos 
veces mayor que la asignada al homicidio simple. Es decir, 

conforme al mérito que le demos quienes concurramos a aprobar el proyecto, un 

atentado contra la vida valdría la mitad, como sanción, que un atentado contra la propiedad. 


Fíjense que el robo con intimidación o violencia directa en las personas en la vía pública -por 
ejemplo, atacar a alguien con un cuchillo en la calle- es sancionado con cinco años y un día; en 
cambio, robar un balón de gas desde el jardín de una casa, sin que sus moradores se 

percaten, será sancionado con una pena de diez años y un día. ¿No les parece absurda esa 
situación a los abogados que conforman más de un tercio de los diputados de la Cámara? ¿No les 
parece absurdo que al delito de ingresar a un inmueble y desactivar la alarma para robar se le 
asigne una pena de diez años y un día a quince años? ¿No les parece absurdo 

que un robo en una oficina no habitada, aunque tenga alarma y animales de resguardo, sea 
sancionado con 541 días, y que un robo en lugar habitado -una casa habitación, cuyos ocupantes 
estaban en la playa-, con alarma desactivada, sea sancionado con una pena de diez años y un día 
a quince años? Es decir, ¿no les parece absurdo que la sanción para dos 

delitos bastante equivalentes, como el 

robo en lugar no habitado, como una oficina, un galpón, un taller, una industria, no obstante 
tener alarma y animales de resguardo, versus una casa cuyos moradores están de vacaciones, 
tenga una diferencia de diez veces? 


En verdad, no sé en qué mundo estamos, cuándo se perdieron las proporciones o, como se 
preguntaría el protagonista de Conversación en la Catedral, de Vargas 
Llosa, “¿cuándo se jodió el Perú?”. Ver a abogados no identificar tamaña falta de 
> Ġ J 
proporcionalidad, a mí, francamente, me deja completamente estupefacto. 


47 Este proyecto de ley fue rechazado en general en su primer trámite legislativo, por la Sala de 
la Cá- 


mara de Diputados, procediéndose a su archivo. 
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Entiendo la voluntad de combatir la inseguridad ciudadana; también, la voluntad de darnos 
autosatisfacción, salir contentos porque aprobamos penas más duras para el robo en 

lugar habitado e ir a contárselo a los electores; pero, con la mano 

en el corazón, ¿alguno de ustedes piensa por un segundo que el aumento de las penas va a 
disminuir los actos de robo en lugar habitado? 


Somos responsables de elaborar las leyes, pero las estamos haciendo sólo en función del rating, 
de la satisfacción inmediata, sin pensar en la necesidad de una legislación clara y sistemática. 


En el caso que nos ocupa, están en contra del aumento de penas las autoridades del 

ministerio, los expertos en delito -ellos han señalado que la gente que 

delinque no tiene en cuenta la sanción a la hora de cometer el delito-, quienes han elaborado los 
informes emanados de la Defensoría Penal Pública, etcétera. 


Por eso, francamente, aprobar un aumento de penas de este tipo, tan inorgánico, tan sin relación 
alguna con el conjunto de los delitos y su sanción, me parece un ejercicio de populismo jurídico 
completamente inaceptable para un Parlamento que se precia de un mínimo de seriedad y 
consistencia. 


Gracias, Presidente. 

¿INTERNACIÓN 

SEMI-CERRADA PARA MENORES?48 
4 de mayo de 2017 


Señor Presidente, por su intermedio agradezco y valoro el compromiso que demuestra mi colega 
Issa Kort con los electores que representa. 


En este caso, se ha traducido con mucha fuerza la voluntad de una familia de convertir su dolor 
en una ley. 


Por ello, mi pregunta es si este proyecto de ley aliviará en algo el dolor, la pena, 
la frustración, la impotencia y, eventualmente, la rabia de esta familia, que perdió para siempre la 
vida de su hijo. 


48 El proyecto de ley que modifica la ley N 

2 20.084 para hacer una distinción en materia de determinación de las penas aplicables según 
la edad del infractor, fue aprobado en la Cámara de Diputados en mayo de 2017 y se encuentra 
en el Senado para su segundo trámite legislativo. 
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¿Qué haremos los diputados Issa Kort, Juan Luis Castro, Felipe Letelier o quien 

habla cuando, mañana, en alguna de las comunas que representamos, sea un niño de 14 años 

el que asesine a un joven de 18 años? ¿Qué haremos cuando un niño de 13, 12 u 11 años asesine 
a un joven de 18 años e interrumpa de manera definitiva sus sueños y sus proyectos de vida? 


Tiene razón el diputado Arturo Squella, buena parte de las apreciaciones que 
figuran en el informe versan sobre el proyecto de ley original, que claramente es muy distinto del 
que estamos discutiendo. 


La iniciativa establece una diferenciación entre menores de 16 años y mayores de 16 años. Hoy 
en la ley no existe diferenciación alguna -existió antes-; por eso, lo que se está haciendo ahora es 
distinguir. Y una vez distinguido, ¿qué se está diciendo? Que en el caso de los mayores de 16 
años, el tribunal sólo podrá -es decir, siempre tendrá- que establecer internación semicerrada. No 
dice nada, en ninguna parte, sobre la gravedad del delito. 


En ese sentido tienen mucha razón los expertos, porque dijeron que cualquier 

delito cometido por alguien mayor de 16 años va a significar internación en proceso 
semicerrado, y eso es exactamente lo que casi todos los juristas cuestionaron, porque no 

tiene consonancia con los acuerdos internacionales que hemos suscrito, y cualquiera de nosotros 
dirá que puede resultar completamente negativo para la vida de un adolescente que comete un 
delito menor el ser internado en un proceso semicerrado. Nosotros sabemos en qué consiste eso 
hoy día. 


Lo segundo que hace -con esto estoy completamente de acuerdo- es establecer que el juez tendrá 
la obligación de argumentar, cuando se trate de delitos graves, las razones por las que no somete 
a ese individuo a un proceso de internación semicerrado. Eso lo voy a votar a favor, porque me 
parece absolutamente razonable. No lo podemos dejar completamente a discreción de los jueces 
cuando se trate de delitos graves. Pero tampoco podemos, en el caso de delitos no graves, obligar 
a los jueces a que obligatoriamente tengan que internar a un menor en régimen semicerrado, con 
las consecuencias fatales que puede tener esa decisión para miles y miles de niños. 


¡Cómo no solidarizar con el dolor! Puesto en esa situación -que asesinen a un hijo-, cualquiera de 
nosotros sentiría rabia, impotencia y frustración. Pero nosotros no 

podemos legislar desde la rabia, la impotencia o la frustración; tenemos que legislar pensando en 
que estamos elaborando leyes que van a afectar al conjunto de la sociedad, no sólo hoy, sino 
también mañana y pasado mañana. 
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Pero si pensáramos las leyes sólo desde el dolor, desde la rabia y desde la impotencia, sería muy 
difícil votar en contra de la pena de muerte, porque hay casos brutales, en que uno dice: 
“¡Chuta!”. 


¿Resuelve algo la pena de muerte? En todo caso, no resuelve el asesinato de Joaquín... 


Gracias, Presidente. 


CAMBIOS A LEY DE VIOLENCIA 


EN LOS ESTADIOS 


10 de diciembre de 2014 


Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar a los diputados Jaime Pilows-ky - 

quien ha presidido de manera brillante la Comisión de Deportes-, a Tucapel Jiménez y 

demás colegas que conforman la comisión, que lo acompañaron en este trabajo. 

Ciertamente, porque no pasó demasiado tiempo entre que en este Hemiciclo aprobáramos la ley 
de violencia en los estadios y a poco andar nos 

diéramos cuenta de que era completamente insuficiente y debía ser corregida. 


Dada esta situación, varias mociones apuntaron en esa dirección y por fin el gobierno se 
hizo cargo y envió este mensaje, que transforma la ley de violencia en los estadios 

en un conjunto de normas integrales que asumen, por un lado, la violencia, pero no sólo en los 
estadios, también aquella asociada al espectáculo deportivo, y, por otro, las obligaciones de los 
clubes, además de los derechos y obligaciones de los hinchas. 


La primera modificación fundamental que es preciso destacar, se da en el ámbito 

de aplicación de la ley, hoy estrictamente circunscrito a lo que ocurre en los 

estadios y relacionado con toda actividad identificada con el fenómeno deportivo, es decir, la 
celebración en la Plaza Italia, el banderazo, el entrenamiento o el conflicto entre hinchadas. 


¿Y por qué es importante esto? Porque cuando ocurre un hecho de vandalismo o de 

violencia, asociado a un espectáculo deportivo, puede ser constitutivo de un delito menor, 
incluso, de una falta, por lo cual la sanción aplicada -si acaso el o los infractores la reciben- es 
extremadamente baja y muy poco desalentadora de 

la conducta que la origina. Pero al incluirla dentro del proyecto de ley, significa 
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que la sanción también puede ser de tipo deportiva. Es decir, la sanción que impide al 

hincha ingresar al estadio, perfectamente puede ser consecuencia de un hecho de vandalismo en 
la Plaza Italia, de un hecho de violencia entre barras, de 

un hecho de violencia asociada a un banderazo, en fin, de actividades que hoy no son 
sancionadas con lo que constituye la motivación principal del hincha, esto es, la asistencia al 
estadio para hinchar por su equipo. 


Aquí muchos somos partidarios entusiastas de algún equipo, algunos más fu-ribundos que otros, 
algunos más felices que otros, en estos días -¿no es cierto, diputado Ortiz?- 

, pero quiero decir que esa es la primera de las modificaciones 

fundamentales: el ámbito de aplicación ha variado, de manera que todos los fenómenos de 
violencia asociados al hecho deportivo, podrán ser sancionados cuando entre en vigencia la ley. 
Por lo tanto, el desincentivo a tales conductas va a ser mucho mayor. 


Lo segundo, es que se establecen responsabilidades y sanciones a los clubes. 


Hoy tienen responsabilidades, pero no sanciones si las incumplen. El premio a los clubes por 
buena conducta y cumplimiento de responsabilidades era escaso, en 

consecuencia, también escaso el castigo por mala conducta e incumplimiento de 
responsabilidades. 


Y lo tercero, que es muy importante, es la construcción de un registro público, 

cuestión fundamental, por cuanto aquí se involucra el Estado de Chile; es decir, 

es un registro administrado por el Estado de Chile que obliga a definir quiénes ingresan y 
quiénes no pueden ingresar al estadio por un tiempo determinado. 


Pero la violencia en los estadios no es sólo un fenómeno chileno. De hecho, en distintos períodos 
de la historia se han producido situaciones de violencia en los 

estadios. Tuve la suerte trágica hace muchos años de ver una final de la copa europea entre la 
Juventus y Liverpool en Bélgica, que terminó con decenas de muertos y cambió radicalmente la 
orientación de la política de tratamiento a las hinchadas y a la violencia en Inglaterra y en toda 
Europa. Ellos demostraron que es posible erradicar la violencia de los estadios; que es posible 
generar condiciones que permitan que las familias vuelvan al estadio. ¿Quién de nosotros no 
recuerda haber concurrido a un estadio de la mano de su padre o de su hermano mayor a ver a 
Carlos Humberto Caszely en Colo-Colo, perforar la defensa de Emelec como si fuera 

cuchillo sobre mantequilla caliente y levantar la pelota en las manos después 

de salir del arco, eso luego de un glorioso 5 a 1 en el año en que debió ganar 

la copa Libertadores, cosa que sólo fue enmendada años después? Espero que algún día, otro 
club de Chile pueda imitar ese logro deportivo para la historia nacional. 


Muchas gracias, Presidente. 
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RESPONSABILIDAD 

POR VIOLENCIA EN CAMPAÑAS49 
26 de noviembre de 2014 


Presidente, lo primero que habría que destacar es que ya se ha hecho un hábi-to que el Congreso 
Nacional recoja la inquietud, la motivación y la pasión de personas que transforman su dolor en 
una causa política y que intentan, a partir de la situación que vivieron, transformar el país a 
través de cambios legales, y también, por qué no decirlo, de cambios culturales. 


Hace muy poco, después de un largo trajín, aprobamos la así bautizada “ley Emilia”, en 

homenaje a la familia que transformó el dolor de la muerte de su hija en una propuesta de ley. 
Hoy estamos haciendo lo mismo a partir de la lucha llevada adelante por la familia de 

Luciano Rendón. Esto debiera ocurrir cada vez más, es decir, que el Congreso Nacional responda 
a las inquietudes surgidas de la realidad ciudadana. 


Recogiendo el planteamiento del colega René Saffirio, quiero señalar que los delitos son 

delitos. ¿Qué quiero decir con esto? Que no debemos disociar ni ocultar dentro del follaje de la 
política los delitos comunes que deben ser castigados por el Código Civil y por 

el Código Penal como corresponde. El proyecto busca vincular el eventual delito con 

la responsabilidad política. De eso estamos hablando. Ése es el foco de esta discusión. En otras 
palabras, los brigadistas que 

golpeen con barras de fierro a un joven que está intentando hacer cumplir la ley, merecen castigo 
penal. El punto es la responsabilidad de quienes reclutaron e hicieron trabajar en favor de su 
candidatura a una persona que comete un delito. 


Identificado el foco, el proyecto busca que ese candidato o ese partido que recluta, ampara, hace t 
responsabilidad. 


El efecto no buscado del proyecto es la acentuación de la profesionalización de la campaña. Lo 
que estamos haciendo es dar cuenta de una realidad. Cada vez hay menos voluntariado y más 
personas dedicadas las veinticuatro horas del día 49 Este proyecto de ley fue aprobado en la 
Cámara de Diputados en noviembre de 2014 y está en el Senado para su segundo trámite 
legislativo 
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a trabajar para un candidato o un partido determinado. Lo que estamos haciendo es crear filtros. P 
persona con prontuario penal puede trabajar en campañas políticas. Se obliga a crear un registro, 
que se debe entregar al Intendente. No creo que un candidato no esté en condiciones de 

trasladar la nómina al Intendente como para tener que desplazarla a autoridades distintas de 
aquella, como algunos han propuesto. 


Ahora bien, tal como está planteado, el proyecto puede constituir un desincentivo 

al voluntariado, al apoyo ocasional, a la incorporación espontánea de personas a las campañas. 
La moción original señalaba que los candidatos deberán llevar un registro de los vehículos y 
personas encargadas del pintado o instalación de 

las piezas de propaganda. La moción que ahora discutimos señala que se considerarán brigadistas 
que realicen acciones de promoción, difusión o 

información en una campaña electoral determinada. Es decir, no solo figurarán en el registro las 
personas que pintan, que hacen el trabajo duro, de noche - 

momento donde generalmente ocurren los conflictos- o en condiciones especiales, sino todas las 
personas que desarrollan acciones de difusión y propaganda. 


Cuando el diputado Saffirio y otros colegas, con la mejor de las intenciones, 

pretenden eliminar la frase “y reciban algún tipo de compensación económica”, 

significa que un candidato o un partido debiera registrar a todas las personas que se incorporan a 
esa campaña, por ocasionales, voluntarias o espontáneas que sean. Ése es un efecto no buscado, 
derivado de la combinación de haber extendido el concepto de brigadistas a toda acción de 
propaganda, y haber retirado la exigencia de entregar algún tipo de compensación económica. 


Lo que sucede es que estamos haciendo aplicable la idea fundamental del proyecto a 


cualquier persona que se incorpore espontáneamente a una campaña po-lítica -felizmente, eso 
todavía ocurre; cada vez menos, pero todavía ocurre-, en circunstancias de que en lo 

personal querría que la futura ley se restringiera al contingente profesional. Está bien que éste 
haga cualquier tipo de propaganda, pero debe tener un vínculo permanente con el candidato. De 
lo contrario, la responsabilidad va a diluirse y el efecto buscado por el proyecto no va a conse- 
guirse. 


Desde ese punto de vista, abogo por volver a la definición original, o bien, por mantener la 
compensación económica como razón del vínculo permanente, porque la señal que no 
debiéramos dar es desincentivar el carácter ciudadano, el voluntariado, la incorporación 
espontánea a las campañas políticas. 


Votaré a favor el proyecto, porque creo que corresponde a una necesidad, pero 
me parece que eliminar el vínculo entre el brigadista de cualquier tipo de acción 
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de propaganda, lleva a una situación de tal amplitud del concepto que terminará por ser, a mi 
juicio, inaplicable. 


Por lo tanto, solicito votación separada de la norma, lo que entiendo que ya se pidió, porque 
votaré en contra de que se elimine el inciso que da cuenta de esa materia. 


Gracias, Presidente. 


PRIORIDAD DISCURSIVA 


SIN PRIORIDAD PRESUPUESTARIA 


26 de noviembre de 2013 


Señor Presidente, las prioridades discursivas valen, por supuesto, por lo que son. 


La gente escucha que hay alguien que está muy preocupado de algo, pero las 
prioridades verdaderas están donde se ponen los recursos y no calza -¿calza? no 
calza, parafraseando la Campaña del No de 1988- la centralidad que le ha puesto 
este Gobierno al combate a la delincuencia con la escasa prioridad financiera y 
presupuestaria que le asigna. Carabineros está estancado en su financiamiento. 


No hay un peso más para Carabineros de Chile en este presupuesto respecto del de 2013. A pesar 
de haber incrementado en más de 1.800 el número de efectivos 

policiales, seguirá sufriendo de falta de bencina, de vehículos o de capacidad de responder al 
Plan Cuadrante. 


Por otra parte, también existe un retardo significativo respecto de un estudio que se hizo hace 
varios años, que estableció la necesidad de un número 

determinado de fiscales por caso. Hoy, francamente están completamente desbordados, lo 

que es particularmente grave porque después se le carga la mano al Ministerio Público de una 
manera completamente inapropiada e injusta e igual cosa se hace con la Justicia, lo que ya no es 
sólo inapropiado e injusto, sino que está al borde de lo inconstitucional. 


Quiero decir, además, que tampoco se resuelve el tema de un conjunto de 

trabajadores que son muy importantes en el trabajo de fiscalía y que permanecen a honorarios 
después de años realizando el mismo trabajo. Nosotros y ellos esperábamos que la solución 
viniera en el presupuesto y no viene en éste. 


Por todas estas razones, voy a votar en contra de la Partida, Presidente. 
ga 

DELITOS TRIBUTARIOS 

AL MINISTERIO PÚBLICOS5O 

31 de mayo de 2017 


Señor Presidente, como todos sabemos, este proyecto ingresó a tramitación a principios del 2015 
y fue discutido en la Comisión de Hacienda. En esa época, yo presidía la Comisión y fui el único 
diputado que votó a favor la iniciativa, pues entendí que se requería su aprobación en 

general para poder discutir las 

circunstancias y condiciones específicas bajo las cuales el Ministerio Público podría formular 
cargos, en el evento de que el Servicio de Impuestos Internos no lo haya hecho. 


Es evidente que esta discusión se da porque la misión del Servicio de Impuestos Internos ha sido 
puesta en cuestión. La página web del servicio consigna que dicha misión es: “Procurar que 
cada contribuyente cumpla cabalmente sus 

obligaciones tributarias, aplicando y fiscalizando los impuestos internos de manera 

efectiva y eficiente, con estricto apego a la legalidad vigente y buscando la facili- 

tación del cumplimiento, en el marco que establecen los principios de probidad, equidad y 
transparencia”. 


Evidentemente sería contraintuitivo argúir que esa misión está siendo cumplida 
a cabalidad. A mi juicio, el Servicio de Impuestos Internos ha fallado en aplicar de manera 
regular y consistente su misión. 


Concuerdo con la idea de modificar el gobierno corporativo del Servicio de Impuestos Internos 
en términos de establecer la decisión colegiada y de regular la dependencia del director de este 
organismo en orden a que cuente con mayor autonomía e independencia respecto del gobierno de 
turno. Creo que debería haber consenso en esa dirección. 


Cabe aclarar que en todo el trámite de este proyecto no ha habido objeción -salvo en el discurso 
pronunciado ayer por el ministro de Hacienda- de su admisibilidad. 


50 Este proyecto de ley fue votado en contra en la Comisión de Hacienda en 2015, con el único 
voto a favor de Pepe Auth. Fue retomado en 2017 por la Comisión de Constitución, Legislación 
y Justicia, luego por la Comisión de Hacienda, que emitió un segundo informe, más favorable 
esta vez. Aún se encuentra en la Cámara en su primer trámite constitucional. 
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La Mesa de la Cámara de Diputados lo declaró admisible y comenzó a trami-tarse en 2015. Ese 
mismo año la iniciativa no fue objetada en la Comisión de Hacienda. En la Comisión de 
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento el diputado Juan Antonio Coloma objetó su 
admisibilidad, pero se procedió a votar y la gran mayoría de los miembros de 

la comisión consideró que el proyecto 

era admisible. Suficiente argumentación ha dado el diputado Giorgio Jackson al respecto. 


Soy partidario de continuar la discusión del proyecto y de abrir la posibilidad de que el 
Ministerio Público tenga la facultad de iniciar la acción penal bajo 

determinadas circunstancias y condiciones que es preciso definir con claridad. Es 
absolutamente indispensable. ¿Por qué razón? El Servicio de Impuestos Internos tiene un 
leitmotiv —diría exclusivo: conseguir la mayor recaudación posible. Es decir, su 

objetivo es económico. Pero resulta que la evasión de impuestos -digamos las cosas como son- 
no constituye exclusivamente un delito económico, sino también un delito social y ético. 


En consecuencia, no puede, so pretexto de buscar exclusivamente una mayor 

recaudación, pasarse por alto la necesidad de que exista una sanción social para el que delinque 
fallando a la voluntad básica de cooperar con el bienestar social a través del pago adecuado de 
sus impuestos. 


Si en aras de una mayor recaudación le negamos a la sociedad la posibilidad de establecer una 
sanción distinta a la económica, estaremos abdicando de la 

posibilidad, la necesidad y la obligación que tiene la sociedad de establecer sanciones a quien 
deteriora el cemento de la unidad y la integración social, que es la colaboración a través del pago 
de los impuestos que consagra la ley. 


Por eso, considero que el Ministerio Público debe tener la facultad de accionar en esos casos. Por 
supuesto, debemos discutir las circunstancias y las 

condiciones específicas bajo las cuales dicho organismo ejercerá tal derecho; pero no podemos 
dejar la posibilidad de anular toda sanción social y ética so pretexto 

de que ésta pueda ser compensada por la vía del pago y la reparación del daño causado. 


A ese respecto, universalmente, la reparación del daño causado siempre se ha considerado una 
circunstancia atenuante de la responsabilidad penal, pero no 

puede anular la magnitud del delito social y ético que significa evadir impuestos, sobre todo en 
hechos que revisten gravedad social, como los que hemos visto. 


Por lo expuesto, seguiré la indicación y el emplazamiento amenazante que nos 
hizo el diputado Silva y seré consistente con mi voto emitido en la Comisión de Hacienda. 
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Asimismo, pido a mis colegas que reflexionen sobre la señal que estaría dando el Congreso 
Nacional si se cerrara a la posibilidad de continuar esta discusión 

para definir el ámbito, las circunstancias y las condiciones bajo las cuales el Servicio de 
Impuestos Internos debiera perder la exclusividad y el absoluto monopolio que tiene hoy para 
accionar judicialmente contra quien evade tributos e incumple con un deber básico sobre el 
cual se cimenta el desarrollo de nuestra sociedad. 


Llamo a los colegas a no continuar profundizando la crisis de confianza en que se 

halla inmersa la Cámara de Diputados -en general, el Congreso Nacional- y demos la señal de 
que sí, queremos terminar con este monopolio del Servicio de Impuestos Internos y sancionar el 
delito social y ético de evasión tributaria. 


Presidente, he dicho. 
CÁRCEL PARA LA COLUSIÓN 
12 de noviembre de 2015 


Señor Presidente, como estamos en presencia de un proyecto muy importante, la Comisión de 
Hacienda lo trató de modo expreso, después de haber sido abordado in extenso 

durante varios meses por la Comisión de Economía y luego por la de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento, que preside el diputado Leonardo Soto. 


El proyecto es relevante no sólo porque responde a situaciones de actualidad. 


Se dice que legislamos en función de los titulares de prensa, pero este proyecto 
ingresó a tramitación en marzo pasado y responde a compromisos programáticos y a definiciones 
previas a los escándalos recientemente conocidos. 


En efecto, tras años de vigencia de la ley actual, bajo el imperio de la cual se 

identificó y castigó actos de colusión, parece necesario revisarla para que la legislación sobre 
esta materia esté a la altura de los marcos legislativos internacionales y para generar verdaderos 
desincentivos a la conducta de colusión. 


En este proyecto destacan varios puntos fundamentales. 


Primero, se limita el acceso a la delación compensada a aquel que realice el 
primer acto de confesión de la existencia de un pacto de colusión, beneficio que hoy 
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alcanza a aquel que se autodelata incluso cuando ya el delito está configurado y, en 
consecuencia, en ese caso, la autodelación no contribuye a la investigación, sino sólo a la 
reducción de las eventuales penas que el individuo arriesga. Lo que se propone es limitar la 
delación compensada al primer actor implicado que denuncie el hecho. 


Segundo, se restablece la pena de cárcel para sancionar el delito. La comisión agregó, en la 
misma lógica de la “ley Emilia”, el cumplimiento efectivo de la pena privativa de libertad por a 
lo menos un año, porque si bien se establece una pena de cinco años y un día a diez años de 
cárcel, la aplicación de las circunstancias atenuantes de 

la responsabilidad penal, como la irreprochable conducta anterior, podrían reducir la pena en un 
grado. Sin este agregado, sería posible que el condenado no pasara ni un día en la cárcel, por lo 
que se incorporó que habrá cumplimiento efectivo de al menos un año de condena. 


Tercero, se disocia la pena pecuniara de una cifra fija y se la vincula, en cambio, 

al monto del beneficio que produjo la colusión. Por ejemplo, si alguien se beneficia durante diez e 
podría llegar a diez mil millones de la divisa norteamericana, y todos sabemos cuáles son las 
consecuencias que eso podría acarrear a una empresa. Los ejecutivos y los 

integrantes del directorio de las empresas sabrán lo que arriesgan si se involucran en hechos de 
esta naturaleza. 


Cuarto, algo que me parece muy importante: para que se configure el delito de colusión no será 
obligatoria la consumación efectiva del delito; bastará con la 
concertación previa para que la conducta sea identificada y castigada como colusión. 


A estas cuatro importantes modificaciones se suma el fortalecimiento de las capacidades de 
la Fiscalía Nacional Económica para iniciar más investigaciones 

de oficio, porque, como destacaron varios de los expositores que asistieron a la 

comisión, hay muchos mercados en los que se puede presumir que existe concertación, por 


ejemplo, para incidir en las licitaciones públicas. 


En varios procesos de licitación de la construcción de hospitales o de centros de salud ha 
ocurrido que las licitaciones respectivas han sido declaradas desiertas porque los actores se han 
distribuido los territorios o se han concertado para 

proponer precios muy superiores a los que el Estado ha definido, por lo cual, 

en definitiva, el Fisco ha terminado por suplir los recursos faltantes. Entonces, el Estado ha 
pagado en promedio bastante más que lo que paga la Clínica Las Condes o cualquier entidad 
privada por metro cuadrado edificado. 


DS 


Con esta capacidad incrementada, la Fiscalía Nacional Económica podrá, de oficio, iniciar 
investigaciones destinadas a identificar riesgos de colusión. 


Por todas estas razones, los integrantes de la bancada del PPD vamos a concurrir con nuestro 
voto favorable a aprobar este proyecto. 


El Congreso no es espacio propicio para la amistad y el cariño, porque predomina la competencia 
encarnizada. Sin embargo, como en un internado donde se comparte tanto tiempo y situaciones 
de la vida, surgen amistades entrañables, en la diferencia de edades, trayectorias, 

ideas y territorios de origen. Aquí, despidiendo al compañero de banco Joaquín Tuma, quien no 
fue a la reelección. 
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LA CULTURA Y LAS ARTES 


El lugar que ocupan las artes y la cultura en los debates parlamentarios de estos años ha sido 
francamente marginal. Junto a un puñado de diputados, Pepe Auth ha impulsado la causa 
del teatro y la música 

nacional, participando de manera protagónica en las escasas conversaciones y debates que 
abordan temas culturales y artísticos en la Cámara de Diputados. Es conocido, además, por 
incorporar con 


frecuencia componentes literarios, teatrales y musicales 
en sus intervenciones en el Hemiciclo. 
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TRIBUTO A ÁNGEL PARRA51 

30 de mayo de 2017 


Quiero, en primer lugar, en 

representación del comité Mixto Independiente, saludar a Ruth, a Angelito, a Javiera a la distanci; 
joven integrante de Quilapayún, a Max Berrú de Inti Illimani, a los de Diapasón 

Porteño, a sus acompañantes de la última década, Ventiska, en fin, a Motemei, a Claudio Parra y 
Mario Mutis de Los Jaivas, al gran Pancho Sazo, la voz de Congreso, a ese maestro del humor 
que es nuestro querido Coco Legrand, y a Tito González, gran amigo y organizador del 

homenaje que le hicimos esta ma- 


ñana en las puertas del Congreso. Seguro que se me va a escapar alguno, pero siéntanse todos 
ustedes en su casa en este homenaje a Angel Parra y a la cultura popular de Chile. 


Éstos son los momentos en los que uno agradece ser diputado, al tener la posibilidad de hablar de 
uno de mis referentes de juventud que más tarde me honrara con su amistad personal. No 

voy a ser ni objetivo ni descriptivo, más bien comprometido e interpretativo, No puedo asegurar 
tampoco que voy a cumplir la promesa que le hice a mi mujer esta mañana de no cantar una de 
sus canciones. 


Tengo que hablar de Ángel, primero como el hijo de Violeta, sobrino de Nicanor, de los tíos 
Roberto y Lalo Parra, hermano de Isabel, padre de Javiera y Ángel y 
omito muchísimos integrantes de la que de lejos es la familia artística más prolí- 


fera y relevante de la historia de Chile. No puede ser casualidad que Ángel parta 
el mismo año en que estamos celebrando, y digo bien celebrando, el centenario de Violeta en 
todos los rincones de la patria. 


No había nacido todavía y Ángel seguramente ya se había habituado a la guitarra traspuesta y al 
canto de la tierra, porque nació entre guitarras y canciones y muy pequeño ya estaba haciendo 
sonar el instrumento con sentido y razón. 


Ángel Cereceda tomó muy temprano el apellido de su madre y siempre con orgullo, cariño y 


agradecimiento llevó su condición de hijo de Violeta, consciente, 
51 Este discurso se prolongó por 23 minutos y es el más largo pronunciado por Pepe Auth en el E 


Fue dicho en el homenaje al artista popular Ángel Parra, su amigo por más de una década, fallecic 
de marzo de 2017 en París. 
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absolutamente consciente de que ella era la más grande y que su obra dejaría una marca 
indeleble en la historia musical chilena. Él vivió con alegría su condición de estrella de una gran 
constelación, la constelación Violeta, fue una rama vigorosa del frondoso árbol de 

la familia Parra que se proyecta hasta hoy día y seguramente al futuro. Una de las más poderosas 
motivaciones en la obra de Ángel fue, sin duda, tributar a Violeta, expresarle su cariño, su 
admiración y su agradecimiento; nunca faltó el cancionero de Violeta desde sus inicios, desde el 
inolvidable dúo que hacían con su hermana Isabel, hasta el último de sus 

recitales, nunca dejó de cantarle a su madre. Quizás la expresión máxima de su cariño fue el libro 
“Violeta se fue a los cielos”, que es una verdadera declaración de amor, 

convertida luego en una gran película de Andrés Wood con guion del propio Ángel. 


Pero Ángel Parra, con todo el peso que significa ser hijo de Violeta, se abrió un espacio propio 
en la historia de la música popular chilena y también más allá de la música. Ya a los 15 años 
había grabado un disco de villancicos y en casi 60 


años de carrera hizo medio centenar de discos como solista y otros tantos con la Violeta, la Peña 
de los Parra, el dúo con Isabel y muchas otras participaciones discográficas. Debe ser uno de los 
músicos más prolíficos de Chile. 


Yo quiero destacar, modestamente, 5 claves de Ángel Parra como artista. 


Primero, que hizo una contribución decisiva para romper el aislamiento de 

nuestra música popular, poniéndola en el contexto de América Latina. Si Ángel tenía menos de 
20 años y ya 

estaba guitarreando en Montevideo con Zitarrosa y Viglietti. Muy joven grabó “A Desalambrar” ( 
de Daniel Viglietti, luego “Preguntitas sobre Dios” de Atahualpa Yupanqui o 

“Pobre del Cantor” de Pablo Milanés. La verdad es que Ángel fue protagonista 

de la integración musical de América Latina y se hizo querer entre los cultores de diversas 
latitudes. En su largo exilio parisino mantuvo esa impronta, allí se hizo gran amigo del 
folclorista argentino Atahualpa Yupanqui, su vecino, con quien se tomaba una copa de blanco 
cada tanto, pero lo acompañó en sus giras y de eso testimonia un maravilloso disco que es 

el último de Atahualpa Yupanqui, donde junto a Ángel interpretan las hermosas canciones 

de la tierra de ese gran compositor latinoamericano. 


Segundo, fue protagonista en la construcción de un movimiento social, el de la Nueva Canción 
chilena. A su regreso de Francia en 1965, junto a Isabel crearon 


“La Peña de los Parra”, que se convirtió en el verdadero epicentro de la nueva 
canción chilena. Entre vino navegado y conversación sobre el acontecer polí- 


tico, mostraban sus creaciones artísticas, la propia Violeta, el tío Roberto, por 
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supuesto Ángel e Isabel, también Víctor Jara, Patricio Manns, Rolando Alarcón, 
Tito Fernández, el Gitano Rodríguez, Payo Grondona, los Curacas y tantos otros. 


Este naciente movimiento que cantaba la necesidad del cambio social en Chile 

y América Latina, adquirió su forma definitiva en Carmen 340, que además funcionó como sello « 
colectivos donde participaban estos mismos artistas, pero también estrenos 

discográficos de Tito Fernández, Charo Cofré, los propios Blops, que grabaron 


“Del Volar de las Palomas” en el sello discográfico de la Peña de los Parra. Y 


Ángel estuvo ahí, puntal de la Peña. Como el movimiento de la nueva canción 
en cierto sentido podría decirse que agrupó explícita e implícitamente a quienes se reclamaban 
hijos de Violeta, natural era entonces que casi todo pasara en la Peña de los Parra. 


Tercero, -alguien lo dijo acá- Ángel Parra fue un explorador en la música. Con 

absoluta ausencia de prejuicios y su curiosidad infinita, nunca se quedó pegado haciendo lo 
mismo. Sé que está muy identificado con la canción “Protesta” pero incursionó en 
muchísimos géneros musicales. Su primer disco es de villancicos 

navideños, popularizó la canción de los años Cuarenta, no sé si conocen ustedes 


“Corazón de escarcha”, “Corazón de bandido”, “El hundimiento del Angamos”, 


“El chute Alberto” y tantas otras canciones de Críspulo Gándara, del Chilote Campos -se 
acordará José Miguel Ortiz- del tío Roberto, por supuesto. También 

interpretó recopilaciones folclóricas, fue un cultor tremendo de la cueca, particularmente de la 
cueca porteña y de la cueca brava, grabó rancheras, compuso oratorios al pueblo, a San Juan, 
publicó un disco que lo revela como un bolerista 

consumado, en fin, gozaba conversando a dos guitarras con el prodigioso cultor 

de ese instrumento que es Ángel Parra Orrego. Hizo música para muchas pelí- 


culas de Miguel Littin, partiendo por “Los Náufragos”, si mal no recuerdo. Hizo 

un disco rockero el 69 (CANTA) “Qué linda es la democracia en este hermoso país” ¿Se 
acuerdan? Apadrinó a los Blops. Escribió y grabó memorables canciones para niños, 

Richard Beltrán con su grupo Ventiska en el acto que hicimos hace un rato en la 

entrada del Congreso nos recordó “Manseque la Culeque”, ésa es de Ángel Parra, así como 
decenas de canciones infantiles que son parte del acervo popular chileno. Aquí está Diapasón 
Porteño, que grabó su último disco de tango, que se llama justamente “El último tango en París”, 
parafraseando esa película de Bertolucci de los Setenta con Marlon Brando y María Schneider. 


Quiero decir que en toda su exploración musical, por variada que sea, siempre estaba el sello 
inconfundible de la personalidad de Ángel. 


Ángel fue además un amante inveterado de la literatura. Hoy día son cientos de poemas de Pablo 
Neruda que están musicalizados a lo largo del planeta, pero 
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el primer cantor popular que llevó al disco poemas de Neruda fue justamente 
Ángel Parra en “Arte de pájaros”, disco en el que participa el propio Neruda. 


Luego hizo un disco de cueca con el escritor Fernando Alegría, más tarde hizo un 

disco maravilloso, que se los recomiendo, de la biografía natural y humana, con un escritor por el 
que tenemos con Gabriel Boric admiración compartida: el gran Manuel Rojas. 

El maestro del realismo social grabó un disco con Ángel Parra que es un verdadero recorrido por 
la geografía social y natural de nuestro país. Luego, y aquí sí que fue pionero, musicalizó una 
novela, “Pisagua”, de Volodia Teitelboim, cuyo disco salió el 10 de septiembre de 1973, no 
tengo para qué decir que faltaba sólo un día para el 11. Luego, con Ramón Chao, papá de Manu 
Chao, hizo un disco sobre la travesía de Colón, contando el itinerario del 

descubrimiento de este nuevo continente. Grabó un hermoso disco con poemas 

de Gabriela Mistral, algunos interpretados magistralmente por su hija Javiera. 


Hasta en Francia, con la escritora francesa Régine Deforges publicó un disco que se 
llama “Eróticas”, también se los recomiendo. Y luego hace muy poco publicó nuevamente otro 
disco con canciones de poemas de Pablo Neruda. 


Tantas veces incursionó en la literatura que llegó un momento en que, de 
compositor, letrista de canciones y musicalizador de poemas, la vida lo llevó a firmar novelas de 
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su propia pluma. Escribió “Dos palomitas y un cuento corto” en 2002. 


Luego siguió “Manos en la nuca” -imaginarán a qué se refiere-, “El clandestino 

de la casa roja”, “Bienvenido al paraíso”, donde cuenta el impacto de volver a 

chile para alguien que había estado 20 años fuera, y, por supuesto, su particular e 

insustituible biografía de Violeta, “Violeta se fue a los cielos”. Varias de sus novelas fueron 
traducidas y publicadas en Francia con bastante éxito de crítica, en Chile es bastante menos 
conocida su faceta de escritor, le faltó tiempo, porque seguramente habría consagrado su nombre 
en las letras chilenas. 


He dejado para el final la quinta clave, pero es tan importante como todo lo anterior. 

El retrato del artista no estaría completo si no hablara de su vocación por lo público, de su 
compromiso con las reivindicaciones populares y de su participación política. Por supuesto, la 
Nueva Canción estuvo vinculada indisolublemente al movimiento político que encontró su 
máxima expresión en el triunfo de Allende y las transformaciones que emprendió su gobierno. 
Ángel le canto a la injusticia social, hizo canciones que son algo así como la banda sonora del 


periodo de la Unidad Popular, como “Cuando amanece el día”, que alguien citara acá, fue parte 
del tren de la victoria, del mítico tren de la victoria. 


La primera vez que lo escuché cantar fue el 4 de noviembre del 70 en uno de los 
tantos escenarios instalados en la alameda Bernardo O”Higgins para celebrar la llegada de 
la Unidad Popular y Salvador Allende al poder. Alguno de 
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ustedes seguramente estuvo allí y pudimos habernos encontrado sin conocernos. 


Luego, -lo narró también Tucapel Jiménez- sufrió los rigores de la represión, Estadio Nacional y 
el Campo de prisioneros Chacabuco. Allí le plantó cara a los rigores de la represión, compuso un 
oratorio de navidad, hizo cantar a sus compañeros en un coro. Su despedida fue un 

recital maravilloso que, como se 

dijo aquí, fue grabado clandestinamente y luego difundido en muchos países 

como “Chacabuco” para reunir recursos para la resistencia contra la dictadura en Chile. Fue 
expulsado de Chile. Aunque cueste imaginarlo, hubo una época en que personas como él no 
cabían en este país de intolerancia. Estuvo en México, luego se radicó en Francia, pero doy fe 
que siempre vivió con la mirada puesta en Chile y el corazón latiendo al ritmo de la resistencia 
contra la dictadura. 


Recorrió el mundo cantándole a Chile y a su lucha por la democracia, volvió cuando pudo 
a Cantar a su país y por décadas nunca dejó de venir a encontrarse con los suyos junto a Ruth, su 
compañera inseparable de los últimos 40 años. 


Hasta el final de su vida no dejó de hacerse preguntas comprometidas sobre Chile y 

su futuro, doy fe de ello, hasta la última vez que conversamos en su último recital, -por supuesto 
ninguno de nosotros sabía que sería el último- el 4 de enero pasado en el lanzamiento de su 
libro sobre la Nueva Canción chilena. Nos tomamos una copa de blanco y conversamos sobre 

el panorama futuro mientras le dedicaba un libro a mi hijo Lucas. Debo decir que, a pesar de la 
fortaleza de ánimo que vi en él después de prácticamente un año y medio luchando contra la 
enfermedad y a pesar de que mantenía su proverbial bonhomía, sentí que podía ser ésa la última 
vez que disfrutara de su amistad. 


Ahora, en nombre de quienes lo quisimos y lo querremos siempre, quiero despedirme en forma. 
De tu voz inconfundible, Ángel, que en más de 50 años de carrera fue evolucionando, pero 
nunca perdió su profundidad ni su facilidad para expresar los sentimientos más hondos y 
también el humor más agudo. Cuando los muchos que te queremos extrañemos tu voz 

ahí estarán más de 500 canciones grabadas para recordarte, buena parte de las 

cuales tuviste la generosidad de ponerlas a disposición de toda la gente para su descarga gratuita. 


Quiero despedirme también de tu guitarra, compañera inseparable desde que comenzaste a tocar 
a los 5 años, cuando apenas podías abrazarla, y terminó convirtiéndose en el brazo armado de 
Ángel Parra. Y despedirme de ti, Ángel, de tu generosidad, tu capacidad de comprender, tu 
cariño sin condiciones, tu amor 

infinito a Ruth y a tus hijos, tu admiración sin límite a Violeta, tu lealtad a los amigos, tu 
capacidad de reírte y disfrutar la vida sin pasar por alto sus dolores. 
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Podríamos despedirnos mil veces de Ángel Parra y ahí estará sin irse nunca, corriendo la suerte 
de los artistas populares que renacen todos los días, cuando 
alguien intente reproducir, por ejemplo, su inigualable interpretación de (CANTA) 


“un gallo de amanecida abre sus alas y canta, entre tiniebla y rocío la esperanza se levanta, ese 
gallo que canta no tiene dueño, no es tuyo ni mío ni del vecino, es el gallo que canta nuestro 
destino”. O cuando algún otro pretenda seducir a 

su mujer presente, pasada o futura, o de honrar a su madre cantando (CANTA) 


“quítame la cordillera, quítame también el mar, pero no podrás quitarme que te quiera siempre 
más, lo que entre dos se ha sembrado entre dos se ha de cuidar, amor, amor, amor”. O cuando 
alguien lea o cante esos versos a la libertad que parecen escritos en dictadura pero son 

parte de Pisagua, el disco que Ángel Parra lanzara el 10 de septiembre del 73 y, 

como decía mi amigo Jaime Bellolio, valen 

para cualquier momento de la historia y cualquier lugar del planeta: (DECLAMA) ”La libertad er 
bandera del pueblo/ es buenos días señora/ es el tranvía o el cerro/ es el canto esperanzado/ es 
Neruda en su desvelo/ libertad es el papel/ complemento de mis 

versos/ es el abuelo sentado/ la pala del pirquinero/ es el aire, son las flores/ es el viaje de 
regreso/ es el marinero errante/ o el que se quedó en Quintero. Es la noche y es el vino/ es 

el mantel recién puesto/ es el hombre trabajando/ en la fá- 


brica o el puerto/ es la esencia de los libros/ es el silbido del viento/ es no poder 
decir nunca/ que la libertad ha muerto/ (CANTA) Es no poder decir nunca que la libertad ha 
muerto”. 


Es en momentos como éste cuando siento profunda envidia por los que tienen fe en Dios y creen 
en otra vida, porque de verdad yo quisiera con todo mi corazón y 

mi cabeza creer que Ángel está allá arriba, guitarra en mano, acurrucado junto 

a la gran Violeta, tocando una cueca porteña con el tío Roberto, Víctor Jara, el Gitano Rodríguez 
y tantos otros que ya partieron. Alegre como siempre, con la mirada dulce, el guitarreo seguro, la 
voz penetrante y la misma integridad con que viviste la vida plena. 


Hasta siempre querido Ángel. 
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PROMUEVE CUOTA DE 
MÚSICA NACIONAL EN RADIOS 
31 de agosto de 2010 


Señora Presidenta, este proyecto es bien interesante, porque nos permite discutir de manera más 
profunda sobre dos cuestiones que son centrales en el debate. La 


primera es hasta dónde podemos dejar que el mercado resuelva las orientaciones sociales. 


Como dijo un connotado Presidente de Chile, el mercado es cruel. Además, está 

repleto de distorsiones, porque si liberamos este ámbito específico de la música 

y de la cultura, será controlado finalmente por los grandes operadores, por los grandes 
consorcios, por las grandes corporaciones y por todo aquello que viene de afuera, lo que 
terminará por ahogar la diversidad cultural, la expresión de la gente con sus identidades 
específicas. 


La segunda reflexión, asociada a la primera, es si la sociedad puede establecer regulaciones u 
orientaciones que contribuyan a garantizar la expresión de la identidad nacional. Creo que no 
sólo puede hacerlo, sino que tiene la obligación 

de establecer orientaciones, regulaciones y controles que defiendan y garanticen 

el desarrollo, la preservación y el fortalecimiento de la expresión nacional, en este caso, de la 
música nacional. 


Hace un tiempo, la barrera principal se producía entre el creador y la producción, pero ese 
obstáculo ha disminuido al mínimo. Estamos en presencia de un auge 

impresionante de la diversidad de creación musical, desde el folclor hasta el rock. Estoy seguro 
de que muy pocos de los presentes en esta Sala han oído hablar de Manuel García, de Chinoy, de 
Francisca Valenzuela, de Camila Moreno o de Perrosky. 


Estamos en presencia de un movimiento de creatividad nacional extremadamente poderoso, que 
no sólo debe ser defendido, sino que también se le debe facilitar su expresión y acceso al 
público, porque, como dije, ya está resuelta la primera barrera, no por iniciativa nuestra, sino que 
por el desarrollo tecnológico. Además, el Estado también hizo su contribución a través de la 
creación de fondos 
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destinados a fomentar esta actividad. De manera que los creadores no tienen 
grandes problemas para producir su material discográfico. El problema que tienen es que ese 
material llegue a los oídos de la ciudadanía. 


Entonces, la pregunta que cabe hacerse es: ¿Los chilenos y las chilenas no quieren 
escuchar música nacional que hable de sus problemas sociales y existenciales en sus 
entonaciones, en sus melodías, en sus ritmos y en sus instrumentos? 


Quiero decir categóricamente que no se trata de que la ciudadanía no quiera, que 

castigue a la música chilena y prefiera la música extranjera. De lo que se trata es 

que no estamos generando condiciones que pongan a su disposición la creación nacional y la 
creación extranjera en un plano de igualdad. 


El proyecto de ley establece una base mínima, ya que estamos hablando de un quinto, es decir, el 
doble de un diezmo, para garantizar que la creación de los músicos nacionales podrá acceder a 
los chilenos. 


A quien reclama que se le está coartando la libertad de expresión, le digo: usted podrá 

elegir entre millares de creadores nacionales, porque hay una creación musical tan diversa y 
tanto o más rica que la creación musical envasada que se acostumbra a producir y meter en las 
orejas de los chilenos. 


Por esa razón, llamo a los estimados colegas a votar a favor de la defensa y del desarrollo de la 
identidad nacional, porque de eso estamos hablando; los llamo a votar a favor del derecho que 
tiene la sociedad a establecer orientaciones que 

hagan más justa y equitativa la difusión de la creación musical chilena en los medios de 
comunicación. 


13 de enero de 2015 


Señor Presidente, saludo la presencia de quienes nos acompañan en las tribunas, pues soy un 
agradecido del acompañamiento espiritual, del reforzamiento de la identidad, de la respuesta a 
las crisis existenciales y morales y de las preguntas sobre los problemas sociales de nuestro país 
que nos plantea a diario la creación musical chilena. 


Tal como nos recordó el diputado Issa Kort, en noviembre de 2007 un grupo de diez diputados 
de la UDI presentó a tramitación esta iniciativa legal, que tuvo que pasar por muchas 
vicisitudes hasta que el 31 de agosto de 2010 fue aprobado 
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por esta Corporación por 55 votos a favor. Paradojalmente, sólo 14 de esos votos eran 
parlamentarios de la Alianza, no obstante que la totalidad de sus autores pertenecían a ese sector 
político. 


¿Cómo se explica que un proyecto presentado por diez diputados de la UDI sea votado a favor 
por solo 14 de los 59 diputados que tenía la Alianza en 

2010? Básicamente, porque el proyecto rompe con el principio sacrosanto, para algunos, de que 
es el mercado el que debe resolver la distribución de los bienes y servicios, ignorando que, 
entregada al mercado la distribución cultural, ésta termina con grandes niveles de 
concentración, con impedimentos para la expresión de la identidad nacional y con 
predominancia incontrarrestable de la música producida y envasada en el exterior. 


La gracia de esta iniciativa, y de que hayamos llegado hasta aquí, es que hay un triunfo - 
digámoslo, aunque la palabra esté desprestigiada- ideológico muy relevante, en especial porque 
han concurrido parlamentarios de la Alianza a votar para que el Estado genere regulaciones y 
orientaciones, para que el Estado pueda hacer una apuesta a favor de resolver la 

distancia existente entre la creación musical extranjera y la chilena, que es de un vigor, de una 
creatividad y de una 

diversidad sin precedentes en la historia nacional y que cuenta con una audiencia, a mi juicio, 
completamente ávida de escuchar problemas propios, existenciales o sociales, entonaciones 
propias, ritmos propios, melodías propias e instrumentos propios. Entre la creación y 

la distribución de la música existe un intermediario 


completamente distorsionado. El problema es, y por eso este proyecto es un avance 
importante, que los medios no ponen a disposición de la ciudadanía, en 
igualdad de condiciones, la música envasada en el extranjero y la creación musical chilena. 


En ese contexto, el proyecto constituye un paso importante, pero debemos 

avanzar hacia la igualdad total en las condiciones de trasmisión y de acceso entre 

la creación musical chilena, y de la creación chilena en general, y la creación envasada en el 
extranjero, que, naturalmente, cuenta con las facilidades de entrada y distribución que le 

permite la concentración de los medios radiales. El problema no es que los chilenos no queramos 
escuchar música nacional, que hable de nuestros problemas, sino más bien que no hay 

igualdad de disposición ante la ciudadanía. 


En nuestra bancada entendemos, por supuesto, que debemos votar en contra el artículo 1? del 
proyecto, porque es inseparable, pero en la comisión mixta vamos 

a aprobar todas las modificaciones del Senado que consideramos un aporte a la 

iniciativa, en particular la definición de horario nocturno, que va entre las 22.00 
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horas a las 6.00 horas del día siguiente; que se rinda homenaje a los músicos chilenos y a la 
música chilena en el día del natalicio de la gran Violeta Parra; que la cuarta parte de la cuota del 
20 por ciento esté destinada a grabaciones recientes, es decir, de no más de tres años de 
antigüedad y/o grabaciones que tengan identidad regional o local. Pero -digámoslo con claridad- 
, estamos absolutamente en contra del plazo completamente excesivo de dos años, contado desde 
la fecha de promulgación de la ley, para ajustar sus programaciones a las exigencias del 
proyecto, en circunstancias de que la ley debe regir desde que se publica. 


Finalmente, quiero dedicar mi voto a favor de la música chilena a mi entrañable amigo Ángel 
Parra, quien, de no estar aquejado de una grave enfermedad en Paris, estaría con nosotros 
celebrando este gran día para la música chilena. 


Gracias, Presidente. 
50 AÑOS DE RADIO BIO-BIO 
18 de mayo de 2016 


Señor Presidente, agradezco a mi colega y amigo, diputado Cristián Campos, por 
haberme cedido la oportunidad de intervenir en este homenaje en nombre de las bancadas PPD e 
Independiente, de la que formo parte. 


Hace cincuenta años, el 24 de abril de 1966, Nibaldo Mosciatti Moena, hijo de italiano, formado 
en el liceo de Concepción, titiritero, escenógrafo y actor junto a los legendarios hermanos 
Duvauchelle, fundó la radio Bío-Bío. Siete años antes había fundado la radio El Carbón, en Lota, 
que ya tiene 57 años y es la única estación de la cadena Bío-Bío que conserva su nombre 
original. 


¿Por qué la cadena radial Bío-Bío y su fundador, Nibaldo Mosciatti, merecen un homenaje de la 
Cámara de Diputados al celebrar los cincuenta años de existencia de la emisora? 


Primero, porque es una excepción que confirma la regla de cómo ocurren las cosas en 
Chile: desde el centro a la periferia, desde Santiago hacia regiones. 


Esta radio nació en Concepción, en la Región del Biobío, en 1990 se extendió a Temuco y 
Osorno, en 1991 a Puerto Montt y en 1992 a Los Ángeles y Valdivia, 
convirtiéndose así en el principal medio de comunicación del sur de Chile y en 
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un importante factor de identidad de ese vasto territorio al sur del Biobío. El 30 


de junio de 1997, esta cadena de vocación regionalista se instaló en la capital de Chile, 
recorriendo así a la inversa el camino que siguieron tantos otros medios de comunicación e 
instituciones relevantes del país. Por eso, radio Bío-Bío continúa siendo un emblema del 
regionalismo en Chile. 


Segundo, porque siendo una cadena nacional de radio, sus numerosísimas estaciones no son 
simples repetidoras; son creadoras de información, espacios de expresión y de 
opinión de las comunidades donde están insertas. Emblemático 


-como expresó el diputado Ulloa- es el caso de Lonquimay, donde la Bío-Bío 
hace soberanía, ya que en esa comuna antes de que llegara a instalarse esta radio, sólo se 
escuchaban las radioemisoras trasandinas. 


Tercero -no lo digo por mi nueva condición-, porque es una radio independiente de los poderes 
políticos, económicos o corporativos. Quizás es emblemática también respecto de lo que se ha 
conceptualizado como “cuarto poder”, y en realidad a veces disputa mano a mano su condición 
de primero o segundo poder, por su relevancia e impacto. 


La prueba más evidente de su independencia es que la radio Bío-Bío -seamos francos- no tiene 
demasiados amigos en el mundo de la política o en el mundo empresarial, porque critica sin 
concesiones, incluso a veces con excesos. Acá en la tribuna está Tomás Mosciatti para 
demostrarlo. 


Pero para la democracia siempre será preferible el exceso en el tratamiento de las noticias que la 
omisión o el silencio de ellas. 


El 11 de septiembre de 1973, la radio Bío-Bío fue acallada, cuando Nibaldo Mosciatti Moena se 
negó a integrar la red radial de las Fuerzas Armadas, que imponían la verdad de las armas en 
esos momentos difíciles para el país. 


De paso, reconozco la importancia de lo que dijo el diputado Germán Becker, porque por 
primera vez estamos conceptualizando los hechos históricos con el 
mismo lenguaje. Me refiero a llamar a la dictadura militar así: dictadura militar, y no 


pronunciamiento militar, eufemismo que todos deberíamos dejar atrás a estas alturas. 


Petronio Romo, histórico periodista de la radio Bío-Bío, acuñó, en 1975, un año y medio después 
de comenzada la dictadura, el lema que distingue a la radio, el que citó Jorge Ulloa: “El hombre 
que no es informado no puede tener opinión”. 


Pongámonos en el escenario de 1975 y pensemos en el carácter completamente subversivo que 
tenía en ese momento ese eslogan que caracterizó a la radio Bío-Bío por tantos años. 
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El 7 de septiembre de 1986 estaba en Concepción, en una misión encomendada por Marcelo 
Schilling, de apoyo a la reconstrucción de la resistencia universitaria en Concepción. Fue en esa 
ocasión cuando escuché por primera vez la radio Bío-Bío. ¿Saben por qué? Porque ese día, de 
manera completamente inédita y sorprendente, por muchísimas horas lo único que se 

escuchó en la Bío-Bío fue a Silvio Rodríguez, el cantautor cubano que se 

había convertido en uno de los emblemas de la resistencia cultural a la dictadura. 


Ello ocurrió porque Salvador Schwartzmann, histórico periodista de la radio, todavía en 
funciones, vio desde su ventana cómo los carabineros se sobresaltaban en torno a la plaza de 
Concepción -allí estaba la sede de la radio, no sé ahora- así que bajó a averiguar qué pasaba, y 
los carabineros le dijeron que el general Pinochet había sufrido un atentado. Por eso que la Bío- 
Bío fue el primer medio de comunicación en Chile que entregó la noticia del atentado frustrado a 
Pinochet. 


En estos días, la radio Bío-Bío sigue siendo, felizmente, una iniciativa familiar; no se ha 
transformado en una corporación. La dirigen tres de los hijos de su fundador: Mauro, Tomás - 
que está acá- y Nibaldo Mosciatti, con quien hasta hace poco jugábamos a la pelota. 


Hoy cuenta con 36 estaciones a lo largo de Chile, además de la red de radio Punto 7, 

que forma parte del conglomerado, y el Canal Regional de Televisión en 

Concepción. Además, debemos recordar que radio Bío-Bío mantiene una alianza estratégica con 
CNN desde 2008, acuerdo que involucra una sinergia de sus equipos y de sus redes 
descentralizadas, lo que permite a la televisión acceder a sus noticias en todo el territorio 
nacional. 


Radio Bío-Bío es hoy -qué duda cabe- uno de los medios de comunicación más 
influyentes del país. Su red de estaciones ha jugado roles insustituibles en momentos difíciles 
para Chile, como ocurrió el 27 de febrero de 2010. 


Sus proyecciones electorales tempranas -lo digo como experto electoral-, a pesar de 

comenzar con un rotundo fracaso, por la equivocación que hizo al entonces candidato a 

alcalde de Santiago, Jorge Schaulsohn, arrogarse un triunfo que después se convirtió en una 
sonada derrota, hace ya varias elecciones que son los primeros en entregar resultados previos al 
Servel y con muy poca diferencia respecto de los resultados finales. 


Para mí, lo más importante es que la red de estaciones de radio Bío-Bío permite que todos los 
chilenos accedamos a la voz de ciudadanos de todos los rincones del país. Cuando uno 

compara lo que ocurre en general: que los ciudadanos de todos los rincones de Chile escuchan a 
los santiaguinos, lo que permite radio Bío.Bío es 

único, porque sucede exactamente lo contrario, es decir, que en 
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Santiago y en el resto del país se escuche la voz de los ciudadanos de todos los rincones del país. 


Quiero terminar este homenaje con un recuerdo de orden personal. Nibaldo Mosciatti Moena 
me invitaba a su pequeño café -yo tomaba chocolate- en un pasaje 

cerca de donde está la sede de la radio en Concepción. En aquellas conversaciones mostraba su 
proverbial interés por la política, por Chile, por la evolución del país, pero sobre todo 

su vocación regionalista, sin duda su característica más señera. 


No soy creyente, pero creo que, esté donde esté, debe estar muy contento de que su sueño 
regionalista se haya realizado a través de su creación, la radio Bio-Bio. 


Larga vida a radio Bío Bío. Vaya en este cincuentenario, nuestro saludo cariñoso 
al clan Mosciatti y a todos los periodistas y trabajadores de las 36 estaciones de radio Bío Bío a 
lo largo de Chile. 


Muchas gracias. 
ESPACIOS PÚBLICOS PARA EL ARTE 
29 de abril de 2013 


Señor Presidente, como se sabe, el arte es la expresión más nítida de la identidad de un 
pueblo. El arte libera, hace más consciente a la gente de su entorno y ayuda a encontrarse a las 
personas consigo mismas. 


Todos conocemos las dificultades para desarrollar la actividad artística en Chile. 


Se ha hecho mucho en los últimos años, tanto por los gobiernos pasados como también por el 
actual, para generar audiencias y espacios. Probablemente, una de las 

mejores iniciativas del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, que ha continuado y ha sido 
profundizada, es la creación de centros culturales y teatros; es decir, lugares donde se 
encuentra la producción artística con sus audiencias, no sólo en las grandes capitales y en las 
grandes comunas, como era antaño, sino también en las medianas y hasta en las pequeñas. Fui 
testigo de la inauguración, por parte del ministro Cruz Coke, el año pasado, de un centro 
cultural denominado “Tío Lalo Parra”, en Cerrillos, pero también los hay 

en muchas otras comunas donde antes no había espacios de calidad para el desarrollo de las 
artes. 
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Sin embargo, es un hecho que los artistas tienen gran dificultad para vivir de su arte, como 
también que el primer espacio, el lugar natural de la expresión artística, es 

la calle, las plazas, las áreas por las cuales circulan los ciudadanos. Y esto no solo sucede en la 
modernidad. Desde la antigüedad, la expresión artística, la creación artística, salía a la calle para 
encontrarse con los ciudadanos, con la 

polis, y contribuir a generar esa identificación, esa sensación de pertenencia a una comunidad. 


El punto es que hoy el arte se desarrolla en la calle, y desde hace bastante tiempo, pero de 
manera completamente alegal -no diré ilegal-; es como si no existiera, pues no hay una 
norma general, una regulación, por lo cual el modo en que es tratada la expresión 
artística depende de la bonhomía y actitud del municipio, del comisario o del subteniente. 


Por eso, me parece un avance significativo que este proyecto establezca la creación de un Registr 
existencia real, para que sean reconocidos, identificados y señalados como creadores en las 
distintas dimensiones del arte. 


El planteamiento de que los municipios deben establecer una ordenanza que guíe, regule y 
establezca los espacios en los que pueden desarrollarse determinadas actividades y no otras, 
donde puedan expresarse 

determinadas manifestaciones artísticas, con amplificación y decibeles acotados, es un avance mu 
significativo para estas actividades tan relevantes. 


Quiero recordar que parte de esta legislación regula manifestaciones artísticas que están en el 
corazón de la identidad chilena, como los chinchineros, que son patrimonio cultural de la nación 
chilena. 


Por todo lo anterior, esta bancada votará a favor de la iniciativa, pues da existencia legal a una 
realidad, la expresión artística callejera, y la hace convivir y 

relacionarse con la institucionalidad y con el poder local, de manera que se fortalece su 
capacidad de expresión, su aporte a la construcción de las identidades de las 

comunidades locales y la capacidad de los artistas de sobrevivir, desarrollarse 

y dar sustento a sus familias, cuestión fundamental para que continúen con su aporte a las 
sociedades locales y al país en general. 


Muchas gracias. 
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EL TEATRO AL CURRÍCULO ESCOLAR 
6 de enero de 2016 


Señora Presidenta, en primer lugar, quiero saludar a quienes dieron origen a esta 
iniciativa y que hoy nos acompañan desde las tribunas. Me refiero a la Fundación Teatro a Mil, al 
de Actores de Chile (Sidarte) y a quienes forman profesores 


de teatro en la Universidad Católica. El mundo del teatro está presente y son 
muy bienvenidos. En representación de todos, quiero saludar a una de sus más grandes 
exponentes: nuestra querida Delfina Guzmán. 


Este proyecto de resolución ha sido respaldado por diputados de la Nueva Mayoría, de 

Chile Vamos y de la bancada Independiente, porque creemos que la gran reforma de la 
educación chilena en curso encontrará pleno sentido si logramos mejorar lo que sucede en las 
salas de clases y ponemos el foco en la formación integral de los jóvenes. 


La educación artística es una dimensión fundamental de la formación, porque genera 
oportunidades para desplegar las potencialidades afectivas y expresivas, tan importantes para la 
vida, y porque la educación es incompleta si se limita a enseñar operaciones y a 

transmitir conocimientos, particularmente hoy día, cuando esos elementos están a disposición de 
todos. 


¿Por qué tiene tanto sentido nuestra solicitud al Ministerio de Educación y a la Presidenta de la 
República para que se incorpore el teatro y las artes escénicas al currículo formal de la enseñanza 
escolar chilena? Primero, porque ayuda a las personas a conocerse a sí mismas, a buscar en sus 
sentimientos y en sus 

experiencias el material necesario para expresarse. Segundo, porque fortalece la autoestima, tan 
necesaria para forjar la personalidad. El atrevimiento de pararse frente a los demás, subirse a un 
escenario y suspender el yugo del “qué dirán” 


contribuye de manera decisiva a la indispensable afirmación del carácter. 


En el teatro es clave el conocimiento de los otros, obliga a la empatía, a ponerse en el lugar del 
otro para representarlo. Este elemento central del teatro aporta un factor fundamental de la 
cultura democrática a la formación del joven, que no es la aceptación del otro, sino su 
legitimidad, su valor y su contribución, porque además enseña que no estamos solos 

en el mundo; aprendemos a esperar la 
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réplica en el diálogo y el ingreso del tercero al escenario, y sentimos el goce de aportar a un 
resultado colectivo, donde cada uno juega un rol completamente insustituible. 


Por todas estas razones es que el teatro y las artes escénicas deben ingresar al currículo formal de 
la educación chilena. 


Reconocemos como un hecho muy positivo la decisión del Ministerio de Educación de impulsar 
este año un gran plan nacional de artes en la educación pública, que promoverá la formación de 

docentes en arte e incorporará el teatro y la danza en las horas de libre disposición de la jornada 

escolar. 


Ahora le pedimos al ministerio y a la Presidenta de la República que demos el 
paso siguiente: que incorporemos definitivamente el teatro y las artes escénicas al currículo 


escolar de la educación chilena. 


Aprovecho este momento para incitar a los colegas a disfrutar de las innumerables obras de 
teatro y espectáculos de danza que, durante enero, pone a disposición de los chilenos la 
Fundación Teatro a Mil, que cumple ya dos décadas de trabajo. 


Gracias, Presidente. 
60 AÑOS DEL TEATRO ICTUS 
24 de enero 2017 


Señor Presidente, agradezco a los diputados del Partido Radical Fernando Meza, José Pérez y 
Marcela Hernando por cederme su tiempo para participar en este homenaje. 


Aunque debo improvisar, no quería dejar pasar la oportunidad de agradecer al Ictus, pues, 
como les debe ocurrir a varios, lo que soy en la actualidad se lo debo también a la marca que 
dejó en mi formación esta compañía teatral. 


La primera obra de teatro que recuerdo haber visto en mi vida -me llevó mi 

madre, a quien debo mi afición inveterada por el teatro- fue en la sala Antonio 

Varas, inspirada en una obra de Nicanor Parra, “Todas las colorinas tienen pecas”. Dejó en mí un 
bajó del escenario vestida sólo de plumas y caminó por el pasillo rozando con su 
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muslo derecho mi brazo izquierdo. Debo haber tenido 12 o 13 años pero aún me estremezco al 
recordar ese primer contacto con el teatro. 


Debo haber visto prácticamente todas las obras del Ictus desde que volví a Santiago en 1969 en 
adelante. Recuerdo muy bien “Tres Noches de un Sábado”, porque se estrenó poco antes del 
Golpe, abordaba el amor y el sexo —en verdad, más sobre el amor que sobre el sexo- en las 
distintas clases sociales. La vi con mi madre antes del Once y después del Golpe volví a verla, 
pero solo. El marino del 

motel había cambiado de oficio, porque no era bien visto mostrar a un uniformado con su 
amante ocasional esperando su turno para entrar a la habitación de un 

motel completamente repleto un sábado por la noche. La obra estuvo en cartelera muchos años, 
como la mayoría de las obras del Ictus, que iban evolucionando con los cambios de la sociedad. 


Pienso que se ha destacado poco un aspecto que, a mi juicio, es muy importante: el Ictus renovó 
el teatro chileno. Hasta antes de la aparición del Ictus, todas las obras de teatro eran escritas por 
un dramaturgo y luego representadas por los actores; con la aparición del Ictus surgió en Chile de 
manera profesional la creación colectiva. Es decir, del propio grupo de actores, animados o 
guiados por un dramaturgo, David Benavente fue el más recurrido, 

surgieron grandes obras que reflejaban, como pocas, la realidad de su época. 


No sé si algunos lo recuerdan, pero el teatro del Ictus evolucionaba junto con la 


evolución de la sociedad. Recuerdo en una obra de teatro una escena terrible, de un tipo de terno 
con un maletín -parecía diputado, pero entonces no había diputados-. Se trataba de un 

elegante vendedor a quien conminan a abrir su maletín y después de mucho resistirse, 

termina por abrirlo, y dentro estaba repleto de Topo 

Gigios, que se vendían en el Paseo Ahumada y en otras calles. Intentaba salvar las 

apariencias, pero en verdad sobrevivía vendiendo Topo Gigios. Yo vi 

varias veces esa obra y lo que había en el interior de la maleta cambiaba según la novedad del 
año. 


Recuerdo un 1° de mayo una mañana en el Caupolicán, “Pedro, Juan y Diego” se 

llamaba esta obra, miles de trabajadores aplaudiendo al Ictus, porque representaba muy bien la 
dura realidad que vivían los distintos sectores de trabajadores 

a fines de los años Setenta y comienzos de los Ochenta, con crudeza pero con humor, con 
denuncia pero también con cariño y comprensión, con profundidad de penetración en la sociedad 
y en el alma nacional, como han dicho quienes me han antecedido en el uso de la palabra. 


El diputado Guillermo Teillier se refirió al momento más trágico del Ictus. Es la imagen más 
extrema de cómo la representación de la realidad que hacía el Ictus 
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y la realidad misma se terminaban entreverando, porque momentos después de 

que le comunican en medio de una actuación que su hijo fue encontrado degolla-do, Roberto 
Parada decidió continuar actuando, a pesar de que la realidad pene-traba como un tsunami en 
el teatro que estaba representando esa propia realidad. 


En este presente, y en los próximos sesenta años de vida que le deseamos todos en este 
hemiciclo, espero que el Ictus logre marcar, con la misma profundidad con que me marcó a mí, a 
miles de jóvenes soñadores de las generaciones actuales y futuras. Yo los insto a ver 
“Okupación”, la obra actual del Ictus, que habla 

de la realidad de la educación pública chilena con tanta profundidad como las reformas que 
estamos emprendiendo. 


Lo que yo les deseo es eso: que sigan actuando con la misma fuerza con que lo hicieron cuando 
marcaron a un joven que vio destrozados sus sueños por el golpe de Estado del 11 de 
septiembre de 1973, al que se dejó penetrar por el miedo que nos dominaba a todos en los años 
70. Por eso yo le gritaba a Nissim Sharim a la tribuna, antes de que me dieran la palabra: 
(GRITA) ¡Cayó! ¡Cayó! ¡Cayó!... 


el general (PAUSA)... Ibáñez! 


¿Imaginan ustedes la sensación que teníamos nosotros al presenciar esa obra en 
plena dictadura? “Lindo país esquina con vista al mar”, creo que se llamaba. 


Recuerdo haber escuchado a Nissim Sharim, presente aquí hoy día, que interpretaba a un 
viejo maravilloso internado en un manicomio, exclamar de repente: 


“¿Quién manda el buque? ¡Marmaduke!” “Cayó!...Cayó! ¡Imagínenlo gritando esas frases 

a jóvenes y a familias enteras que no podíamos ni siquiera pronunciar la palabra 

“pueblo”, porque era peligrosa! Y Nissim y los suyos nos hablaban de Marmaduke Grove, de 
la República Socialista del 32, de Pan, Techo y Abrigo, de que había caído el General... 


Espero de verdad que el Ictus nunca más tenga la necesidad de hacer una me-táfora sobre un 
general que cae, pero que en el futuro, siempre, puedan seguir construyendo metáforas de la 
libertad, de la creación y de un futuro mejor. 


Muchas gracias. 
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OPORTUNIDADES QUE ABRE LA TV DIGITAL 
6 de abril de 2011 


Señor Presidente, me parece que el debate ha sido interesante y útil. Para nadie es un 
misterio que estamos legislando un tema muy relevante. El modo en que resolvamos las 
disyuntivas que se nos ponen enfrente va a ser bastante decisivo, 

porque tenemos una tremenda oportunidad de cambiar la visión de nuestra televisión. 


Ésta es una oportunidad para lograr una mejor televisión; para lograr una mayor 
diversidad de mensajes; para conseguir una proliferación de actores; para incrementar la cultura, 1 
diversidad del país. 


El debate del proyecto en comisiones fue muy rico. Se introdujeron modificaciones en la buena di 
embargo, quiero concentrarme en lo que, a mi 

juicio, son todavía problemas y déficit del proyecto. Algunos han sido abordados por quienes me 
antecedieron en el uso de la palabra. 


El primero, es preguntar por la gratuidad de la transmisión en las nuevas señales concesionadas 
del espectro digital. Se ha incorporado al proyecto un inciso que establece que pueden 
considerarse y desarrollarse como canales de pago el 50% del espectro concesionado. Es 
evidente, y así lo demuestra la experiencia comparada, que, cuando aquello ocurre, tiende a 
desarrollarse la televisión a dos velocidades: una, para aquellos que no pueden pagar, y la otra, 
para los que sí pueden hacerlo. Este punto debe ser resuelto en el Senado por 

la vía de la reducción del espacio concebido para el pago de quien cobra por la televisión y se 
haga también una contribución equivalente al erario fiscal. 


En segundo lugar, planteé una indicación que lamentablemente fue desechada por la Comisión 
de Hacienda, respecto de que, a la hora de asignarse las concesiones, no sólo se considere el 
proyecto técnico, es decir, las consideraciones ingenieriles del proyecto, juzgados por 

la Subsecretaría de Telecomunicaciones, sino también el contenido del proyecto televisivo. Me 
parece de toda lógica que, junto con el diseño tecnológico se acompañe un 

proyecto de televisión, de manera que el Consejo Nacional de Televisión pueda asignarle un 
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en la licitación pública. Porque así debe hacerse con quienes ofrecen una mejor televisión, desde 
el punto de vista de la diversidad, de la cultura, de la representación y de la acogida de los 
distintos actores sociales. 


El tercer aspecto, que quiero recalcar -ya lo señaló el diputado Carlos Montes-, es la 
experiencia sobre los carriers accesibles a las diversas organizaciones sociales 

que tienen contenidos que expresar, pero no están en condiciones de superar las barreras de 
acceso para producir señales propias, pero sí estarían en condiciones 

de transmitir contenidos de manera objetiva, por concurso, a través del Consejo 

Nacional de Televisión. En esto acojo la experiencia de muchos países donde la 

televisión pública destina una señal que se constituye en portadora de un carrier para las 
organizaciones de la sociedad civil. 


El cuarto punto se refiere al 40% destinado a señales regionales y comunitarias. 
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Quisiera tener la evaluación precisa de qué significa, desde el punto de vista real, ese 40 por 
ciento, una vez que han migrado todas las señales preexistentes al ámbito digital. 


Por último -y no por ello menos importante-, quiero detenerme en el artículo 

único, número 1), letra f), inciso quinto, donde se deja la posibilidad de que los 
concesionarios relean y reelaboren las campañas de utilidad pública definidas por el Estado de 
Chile y aprobadas de manera democrática por la entidad correspondiente. No imagino que la 
Coca-Cola admita que cada concesionario relea la publicidad y rehaga el spot de esa marca de 
acuerdo con su editorial. Tampoco 

debería ser posible, cuando el Estado de Chile define una campaña de vacuna-ción o contra el 
Sida o para promover ciertas conductas sociales en relación con el transporte público, por 
ejemplo. La verdad es que esa línea editorial en 

la democracia chilena no puede dejar espacio para que sea releída y modificada al amaño y 
antojo de un concesionario, porque se ha entregado la concesión de servicio público. No 
podemos olvidar que la televisión es un servicio público. 


Por eso, justamente, es que se le pueden imponer, de manera limitada, el uso y difusión 
obligados de campañas de interés público. 


Pido votación separada para ese inciso, porque no me parece adecuado para nada consagrar lo 
que hizo el dueño de Megavisión para corregir y reescribir las 

campañas contra el Sida con la consiguiente pérdida de eficacia de éstas. Quiero preservar la 
obligación de los concesionarios de transmitir, en las condiciones 

limitadas planteadas en el proyecto, la publicidad que la democracia define como indispensable 
para las campañas de utilidad pública. 


He dicho, Presidente. 
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ASEGURAR POR LEY SEÑAL CULTURAL DE TVN 
16 enero de 2018 


Señor Presidente, hemos llegado al momento final en la tramitación de este importantísimo 
proyecto, que tiene varias virtudes. 


La primera de ellas es la señal que ha dado nuestro Congreso de que quiere que 
siga existiendo televisión pública en Chile. Por supuesto que deberemos debatir qué significa la 
televisión pública, y el camino para ello es largo. 


Sin duda, todos tenemos insatisfacciones de distintos tipos, pero mediante esta iniciativa se 
adoptan medidas relevantes, además de la inyección del 

capital necesario para que Televisión Nacional aborde los desafíos a 

que la obliga la modernización, en un contexto muy difícil para la industria televisiva en general. 


Es muy importante que definamos por ley que la segunda señal que le permite el proceso de 
digitalización sea dedicada íntegramente a la cultura, a la 

educación y a la infancia. Si no se define por ley, perfectamente podría ocurrir que esa señal sea 
dedicada exclusivamente al deporte o a otro ámbito. Por ello, lo que estamos haciendo es obligar 
por ley a la televisión pública a tener una segunda señal cultural. 


En tercer lugar, me parecen importantes y bienvenidos los cambios 

introducidos en la conformación del directorio, entre ellos el referido a la definición de 

un perfil. No obstante, quedamos en deuda -esta materia también la discutimos hace pocos días 
en relación con otros organismos como el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias- 

, en cuanto a actualizar la manera en que se conforman las instancias designadas por el Congreso 
Nacional. 


Por supuesto, el modelo en estas décadas fue de representación política y binominal, es decir, 
representativo de los dos bloques políticos. Como bien dijo el diputado Aguiló - 

quien, a medida que se acerca el momento de su partida de la Cámara, está cada vez más lúcido-, 
es obvio que, por un lado, la experticia y, por 

otro, la diversidad social, política y, sobre todo, cultural, debieran guiar, como 

criterio central, la conformación de los futuros directorios de nuestra televisión pública. 
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Pero ahora la decisión es binaria: le damos o no le damos curso a la capitalización y a 
la obligatoriedad de la señal cultural. En mi opinión, sí, debemos darles curso, por eso espero que 
el informe de la Mixta sea refrendado de manera uná- 


nime, más allá de cálculos políticos de última hora. 


Gracias, Presidente. 


MIL AÑOS DE COMPAÑÍA 
PARA GARCÍA MÁRQUEZ 
7 de mayo de 2014 


Señor Presidente, hablar de Gabriel José de la Concordia, Gabriel García Márquez, o Gabito, 
como lo bautizaron los guajiros, es hablar de nosotros mismos, de mi generación y de la de 
tantos otros que nos seguirán. 


García Márquez es parte de nuestra biografía. ¿Quién no ha dormido y conver-sado con don 
José Arcadio Buendía y todos los que le siguieron en ese extraordinario linaje? 


Gabriel García Márquez -se lo digo especialmente a quienes nos acompañan en representación de 
Colombia- nos hizo sentir parte de la identidad 

latinoamericana cuando el discurso oficial de la época nos decía que nosotros éramos los 

ingleses de América del Sur. Y en García Márquez y con García Márquez nos sentimos parte de 
la identidad del continente latinoamericano. 


Ustedes saben que Gabito nació en una localidad que se llama Aracataca. Aracataca, que en la 
literatura se transformó en Macondo, es un lugar en el mundo que existe gracias a García 
Márquez. Sin embargo, como nos decía el propio escritor, Macondo no es tanto un lugar, sino un 
estado de ánimo. Y, en verdad, Gabriel García Márquez hace el ejercicio maestro de 

la literatura: transformar la máxima particularidad, el más nítido y 

característico particularismo en el universo total; éste, que es uno de los desafíos mayores de 
toda literatura, el autor de “Cien Años de Soledad” lo aborda con una maestría sin precedentes. 


Él decía que en sus novelas no había ni una sola línea que no estuviera basada en la realidad. 
¡Fíjense ustedes! La cabeza del realismo mágico, de lo real maravilloso, nos decía que ni una 
sola línea de lo que escribió no estaba basada en la realidad. 
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Como todos saben, era periodista; sus reportajes eran novelísticos, y sus novelas, 
periodísticas. Es decir, había un entrecruzamiento entre la realidad y la ficción. 


Basta con leer el que es, probablemente, el principal reportaje periodístico de García Márquez: 
“Relato de un Náufrago”, que es, tal vez, una de sus mejores novelas y, sin embargo, recibió 
grandes premios periodísticos internacionales. 


O aquellos que escribió en su íntima relación con Chile -me refiero también al hombre, no sólo al 
literato-: “Chile, el Golpe y los gringos” -todos saben a qué golpe y a qué gringos me refiero- 
, en 1974, o “La aventura de Miguel Littin clandestino en Chile”, en 1986. 


Sin duda, Gabriel García Márquez es reconocido como un gran escritor en todo el mundo. De 
hecho, en 1982 obtuvo el Premio Nobel de Literatura. Es uno de los seis Premios Nobel de 


Literatura que tiene América Latina. Antes, en 1945, lo obtuvo la gran Gabriela, la primera 
latinoamericana; en 1967, el guatemalteco Asturias, hermano en el realismo mágico; en 1971, 
Neruda, y luego le siguieron Octavio Paz, en 1990, y Vargas Llosa, hace poco, en 2010. 


Muchas novelas de García Márquez marcaron las vidas de ustedes y la mía: “El Coronel no tiene 
quien le escriba”, que nos hacía pensar en el uniformado que teníamos entonces encima de 
nuestras cabezas; “La mala hora”, que también nos hacía pensar en la época aciaga que 
vivíamos; “Los funerales de la Mama Grande”, “La increíble y 

triste historia de la cándida Eréndira y de su abuela desalmada”, “El otoño del patriarca”, que 
también nos hacía reconocer nuestra propia realidad, o 

esa verdadera tragedia griega inspirada en Sófocles que es 


“Crónica de una muerte anunciada”, que hace ese ejercicio maestro de empezar 

por el final; no hay nada más extraordinario que el ejercicio que hace García Márquez de 
comenzar con la muerte del protagonista y toda la novela transcurre en las 24 horas previas al 
asesinato. 


Como todos ustedes saben, escribió muchas novelas, pero, como dijo Neruda, 

Cien años de soledad es la mayor revelación en lengua española desde El Quijote, de Miguel de 
Cervantes. Sin duda, es un hito en la historia de la literatura planetaria, pero su lectura es 
también, sobre todo, un hito en la historia de nuestras propias vidas; es la entrada a un mundo 
nuevo, a la importancia de la tierra, al lugar donde se pulverizan las fronteras entre la realidad y 
lo maravilloso; es 

una historia de resiliencia popular, de presencia cotidiana de la violencia, en fin. 


Para terminar, diría que, por su genialidad y por su generosidad infinita de re-galarnos Cien años 
de soledad, Gabriel García Márquez merece mil años de compañía que, estoy seguro, tiene 
completamente garantizados, porque donde esté se encontrará al lado de Aureliano Buendía y los 
suyos, junto a los millones 
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de personas de todas las latitudes que fuimos marcados por la lectura de su obra principal. García 
Márquez nunca más estará en soledad. 


Muchas gracias, Presidente. 


LA RAYUELA Y NUESTRA 


IDENTIDAD CULTURAL 


12 de diciembre de 2012 


Señor Presidente, la rayuela es una práctica que se adentra profundamente en la historia de Chile. 
Incluso antes de que Chile fuera Chile, el pueblo mapuche -lo 

puede confirmar el diputado Fuad Chahín- practicaba el lekum con piedras de colores para 
diferenciar a los jugadores. 


En la Colonia, la rayuela fue una actividad muy importante, junto con muchos otros juegos y 
prácticas de identidad cultural. 


La pregunta que uno tiene que hacerse es ¿por qué muchas de esas prácticas han 
desaparecido después de doscientos años y la rayuela, sin embargo, está vigente? 


Y existen más de 40 mil federados, otros 40 mil no federados, más de 500 clubes y 49 
asociaciones a lo largo de Chile. 


¿Por qué la rayuela continúa siendo una práctica deportiva tan importante? ¿Por qué un 
decreto ley la declaró en 1948 como deporte nacional, cosa que no ocurrió con muchas otras 
prácticas? Creo que eso se debe a dos razones. 


En primer lugar, a su identificación completa, profunda y con el corazón del sentimiento y de la 
identidad chilena. 


En segundo lugar, porque no es un deporte individual, sino un deporte social. No 

sé si ustedes saben que las competencias principales no son entre personas, sino 

que entre equipos. Seis parejas compiten unas contra otras y el resultado es la suma de un 
colectivo versus el otro colectivo. En consecuencia, tiene un sentido social, familiar y 

territorial que probablemente no tiene ningún otro deporte. Además, al igual que el fútbol, que se 
puede practicar con una pelota de trapo en un cuadrado 

de terreno, la rayuela se puede realizar con un par de monedas y en una superficie 

cualquiera. Solo se requiere un cordelito, tal como me acota un colega diputado. 
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Sin embargo, todos sabemos que hay una distancia sideral entre la práctica ama-teur y lo 

que se practica en los clubes de rayuela, donde se utilizan tejos que pesan entre 1,6 y 1,7 
kilogramos, que son lanzados a una distancia que requiere de un brazo fortalecido por una 
práctica deportiva de muchos años, la que es fruto de una disciplina colectiva. En torno a la 
rayuela -tal como lo señaló el diputado informante respecto del proyecto de ley que propone 
declarar deporte nacional las carreras a la chilena- se construye la identidad social y las familias 
se unen. 


Dispongo solo de tres minutos para referirme a esta iniciativa, pero la inspiración me llevaría a 


decir mucho más de lo que cabe en ese tiempo. De manera que 

para terminar mi intervención quiero señalar que lo que se propone en el proyecto constituye una 
señal institucional. Por esa razón queremos que el Estado escuche al Congreso Nacional, el que a 
través de la moción en debate propone otorgar a la rayuela rango legal y carácter de deporte 
nacional, con el objeto de que se le brinde la atención necesaria, no sólo 

para preservar esa práctica -que está en el corazón de la identidad chilena-, sino para 
desarrollarla y convertirla en un deporte relacionado no sólo con nuestro carácter histórico, con 
nuestro pasado, sino también con nuestro futuro. 


Presidente, he dicho. 


INTEGRACIÓN CINEMATOGRÁFICA 


IBEROAMERICANA 


9 de junio de 2011 


Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda acostumbramos a aprobar convenios de 
integración y aportes del Gobierno de Chile a fondos que promocionan distintas materias y es 
muy raro que la retribución no sea simbólica o inferior al aporte que hace Chile. 


Sin embargo, estamos frente a un caso francamente excepcional. Primero, el aporte es 
concreto, material, en dinero y, segundo, la retribución es mayor; prácticamente 
el doble de lo que entrega Chile, y que recibe nuestra industria cinematográfica. 


Eso, porque hay tres grandes países que aportan al fondo, México, Brasil y España, 
interesados, como nosotros, en generar un mercado garantizado y protegido para 
el conjunto de la industria cinematográfica, cuyas producciones en habla hispana 
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sean vistas en Morelia, Valencia, Valparaíso, Huelva o Guadalajara por personas 
similares culturalmente que, obviamente, tendrán la propensión a identificarse con 
la producción cinematográfica chilena mucho más que la gente de otras latitudes. 


Eso contribuye, sin duda, a la integración del continente latinoamericano y del mundo 
iberoamericano en general, lo que, a mi juicio, es muy importante, porque aporta a 

la identidad de los pueblos. Producir cine es generar identidad, es hablar de los problemas que 
tiene la gente y que luego se ven en pantalla. 


Sin duda, el evidente deterioro y la pérdida de espacios que ha tenido la 
producción latinoamericana en Chile y en otras partes del continente constituye un desafío que se 
debe asumir y un problema que tenemos que atacar. 


Por eso es tan importante que aprobemos por unanimidad el proyecto de 

acuerdo aprobatorio del Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana y 

el aporte que hará Chile, porque -reitero- la retribución no será simbólica en el plano de lo 
cultural y de la identidad, ni en el ámbito material, porque Chile y su 

industria cinematográfica recibirán el doble de lo que el Estado aportará a este fondo. 


He dicho, Presidente. 
PAGO DE DERECHOS A LOS CREADORES 
16 de agosto de 2016 


Señor Presidente, discrepo de lo planteado por el diputado Jackson. El creador no es sólo 
un funcionario a jornada que deba ser remunerado en función de las 


variables que contribuyen a fijar el salario de un trabajador. El creador es premiado, 
básicamente, por la calidad de su obra. Incluso, puede estar fuera de un marco 
laboral determinado y su creación es su producto y, por tanto, ha de ser remunerado. 


No coincido con el enfoque laboralista que se está imponiendo a los creadores, de acuerdo con el 
concepto planteado por algunos diputados, como si el problema fuera sólo la precarización del 
trabajo. Y como existe precarización del trabajo, se acentúa el premio a la creación. ¡No! Aunque 
el trabajo fuera perfectamente remunerado, los creadores requieren un premio y una 

retribución por el aporte que están haciendo a la sociedad, a la cultura y a la humanidad. 
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Estoy de acuerdo con que, en casos excepcionales, particularmente cuando se 

establece con claridad el fin de no lucro, el creador mismo pueda desistir de esa posibilidad. Sin 
embargo, no estoy de acuerdo con que quede establecido de 

manera genérica, porque las empresas con fines de lucro van a establecer extorsiones o 
condiciones -para decirlo de manera más elegante- que obliguen al creador a ceder esos derechos 
con el argumento de que la ley así lo contempla, so pena que, de no ceder esos derechos, por 
ejemplo, no se procederá, en ocasiones sucesivas, a la compra de su creación. Hay un sinfín de 
espacios que quedan abiertos para que las empresas fuercen al creador a ceder ese derecho. 


En consecuencia, coincido con los diputados Roberto Poblete, Ramón Farías e Issa Kort, 
en el sentido de que el proyecto de ley vaya a comisión mixta y dejemos la posibilidad de 
declinar los derechos sólo cuando se haya acreditado 

fehacientemente el fin de no lucro de esa eventual distribución o exhibición de la obra en 
cuestión. 


Presidente, muchas gracias. 
MINISTERIO DE LAS CULTURAS,52 
LAS ARTES Y EL PATRIMONIO 

16 de agosto de 2017 


Señor Presidente, mis colegas se han referido in extenso al contenido y a 
la significación de este proyecto de ley, de modo que solo relevaré algunos puntos que me 
parecen esenciales. 


Como ha ocurrido históricamente en muchos debates, las reformas que hacemos al Estado se 
realizan con una tardanza proverbial respecto de la evolución de la sociedad. Sin ir más lejos, nos 
pasó con la discusión sobre el divorcio y nos está pasando ahora con la ley de aborto. 


En general, el Congreso Nacional y la élite política chilena responden con 
mucha tardanza a la maduración de la sociedad; pero ¿qué tiene que ver eso con la creación del 
Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio? Que en 52 El Proyecto de Ley que crea El 


Ministerio de la Cultura y Las Artes fue aprobado por ambas Cámaras y está en proceso de 
implementación por el nuevo gobierno. 
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esta materia, la mayor parte de las democracias modernas han estructurado una 

institucionalidad estatal de la relevancia de un ministerio. En verdad, debido al papel que juega la 
cultura en la sociedad chilena, hace mucho rato que aquella estaba demandando ser puesta en el 
mismo nivel de necesidades básicas como vivienda, obras públicas y salud. La cultura ha 

jugado en nuestra historia un papel central en la constitución de nuestra identidad, en 

la proyección futura del país; en el horizonte, las esperanzas, las luchas y la identidad de Chile. 


En segundo lugar, quiero destacar -esto no ocurre en ninguna otra iniciativa de 

esta naturaleza- la profundidad y extensión que tuvo la consulta indígena que dio cumplimiento a 
lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes. No hay precedente de la creación de una institución estatal que haya 

tenido tanto debate con sus pueblos originarios y 

que, además, haya incorporado conclusiones salidas de esa consulta. Entre otras, el propio 
nombre del ministerio. 


En tercer lugar -al revés de lo que muchos han señalado-, quiero destacar como hecho positivo 
de la creación del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, la continuidad de la 
iniciativa en varios gobiernos y la labor de distintos ministros, lo que prueba que es una 
necesidad del país y no la de un sector polí- 


tico en particular. 


Por último, este proyecto no se convirtió en ley de la república antes, entre otras cosas, por la 
actitud que tuvo el gobierno anterior con los trabajadores de la cultura. Por ello, quiero destacar 
el nivel de acuerdo, de consenso y de diálogo profundo que hubo en esta ocasión para incorporar 
a los trabajadores que hoy se desenvuelven en las distintas instituciones que pasarán a ser parte 
del futuro ministerio. Felicito al ministro Ottone por haber logrado ese consenso. 


Gracias, Presidente. 
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El saludo emocionado de don Andrés Aylwin a Pepe Auth después de vibrante discurso en su 
honor realizado en enero de 2015 en el Hemiciclo. 


En la aprobación de las reformas políticas que profundizaron la democracia, jugaron un rol clave 
los diputados que salieron de RN 


para formar Amplitud. Aquí, dialogando con Pedro Browne, que no se presentó a la reelección 
en 2017. 
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RECONOCIMIENTOS POLÍTICOS 


La Cámara de Diputados 

suele convocar al reconocimiento de instituciones y figuras políticas de nuestra historia. El méritc 
es que permiten, más allá de la tiranía de los tiempos limitados en la 

discusión de las leyes, reflexiones más profundas en las que participan transversalmente todos 
los sectores políticos con representación parlamentaria. Otros textos más breves aluden a 
proyectos de ley para reconocer a alguna figura histórica erigiendo monumentos en su honor. En 
los homenajes intervienen las bancadas que lo desean, eligiendo a uno de sus integrantes o 
cediendo su tiempo a otro diputado para que los represente. 


“39L: 
LECCIONES QUE NOS DEJA SALVADOR ALLENDE 
1 septiembre de 2010 


Señora Presidenta, en primer lugar, quiero saludar a la senadora Isabel Allende, a su hermana, a 
su hija y a la nieta del expresidente Allende, Maya Fernández. 


Permítanme, colegas, hablar de Salvador Allende como lo que es verdaderamente para 
muchos de nosotros: algunos imborrables recuerdos de infancia, otras observaciones históricas y 
dos lecciones políticas grabadas a fuego. 


Tenía siete años en la primavera de 1964. Era su tercera 

candidatura presidencial. La primera fue testimonial, contra la marea Ibañista y 

la segunda, superado apenas por Jorge Alessandri. Montado en los hombros de mi padre, pude 
ver a Salvador Allende y sus gestos, marcando un discurso que apenas entendí. Pero 

recuerdo nítido el entusiasmo y la pasión con que lo seguía la juventud en la Alameda. 


Éramos miles más tarde, en la noche del 4 de septiembre de 1970. Tenía trece años, pero 

el recuerdo permanece indeleble. Allende desde los balcones de 

la FECH llamaba a la calma, reafirmaba los compromisos del programa de la Unidad Popular y 
alertaba contra los formidables enemigos que se movilizarían contra su gobierno. 


En octubre de 1972, el paro de los camioneros estaba en su apogeo. A mis quince años 
reclamaba frente a La Moneda, junto a miles de partidarios de la UP, el cierre de El Mercurio y 
la disolución de este Parlamento para que, en su lugar, se instalaran los órganos del poder 
popular. Escuché a Allende decirle con coraje a la multitud insatisfecha que él quería el 
socialismo con derechos democráticos y que no estaba disponible para terminar con la 
democracia representativa. 


Desde la azotea del Internado Nacional Barros Arana, junto a un puñado de estudiantes y 
profesores, escuchamos sus últimas palabras. Todos lloramos con su estremecedora despedida y 
su invocación a las alamedas que se abrirían para que pase el hombre libre a construir una 
sociedad mejor. Luego, vino el ruido ensordecedor de los aviones, los destellos del bombardeo y 
una humareda interminable. 
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Cuando en Chile y América Latina campeaban las influencias del Che Guevara y 

de la revolución cubana, aquí, en Chile, a duras penas, Salvador Allende era 

elegido candidato presidencial del Partido Socialista y, luego, proclamado por toda la Izquierda 
reunida en la Unidad Popular. 


La convicción de Allende de impulsar el socialismo junto con la extensión de 

derechos democráticos para todos no era ampliamente compartida ni en su partido ni en su 
coalición política. Se hizo evidente la convivencia contradictoria de una estrategia que preparaba 
la ruptura revolucionaria acumulando poder popular, y otra, la de Salvador Allende, que 
apostaba a la construcción de grandes mayorías político- 

electorales, transfiriendo al pueblo más derechos económicos, sociales y políticos que 
contribuyeran a romper sus cadenas de dominación. 


El Presidente Allende prefirió morir junto a su proyecto político para preservar a las futuras 
generaciones la experiencia del socialismo con vino tinto y empanadas, como un sueño popular 
que debíamos recoger quienes viniéramos más tarde. 


La principal lección política de la UP es que tanto más radical el proyecto de cambio, tanto más 
amplia debe ser la mayoría que lo sustenta. Como dirigente estudiantil en dictadura nunca 
entendí -aquí hay varios más- por qué, a pesar de la 

increíble similitud programática de Allende y Tomic, no se pudo constituir la unidad social y 
política del pueblo, el que estaba mayoritariamente por cambios sociales de verdad. Así 

habría ocurrido, seguramente, si la Constitución hubiera 

previsto segunda vuelta para dirimir en caso de que nadie obtuviera la mayoría absoluta de votos. 
Ni Alessandri ni Allende habrían sido Presidentes con las alianzas de minoría que los 
sustentaban, pues habrían tenido que buscar alianzas más amplias para gobernar. 


Pero de la experiencia de la UP y de la dictadura, que significó la pérdida de derechos 
elementales, nos queda una principal enseñanza: las luchas por la igualdad son 
absolutamente inseparables de las que se dan por la libertad y la democracia. 


Salvador Allende está inscrito a fuego en la biografía de varias generaciones de chilenos y 
chilenas; naturalmente, de todas aquellas que esperaron décadas para adquirir sus 

derechos sociales y ciudadanos, de las que vivieron la experiencia de la movilización popular en 
los años 70, de quienes nos inspiramos en sus ideas y conductas para luchar contra la 

dictadura. También de las nuevas generaciones que encuentran en Allende la fuerza hoy 

escasa de una ética y de una convicción sin concesiones. 


aga 


Pido que me excusen si termino hiriendo la susceptibilidad de algunos colegas, pero el tiempo y 
los hechos históricos terminaron colocando a Salvador Allende 

y a Augusto Pinochet en su justo lugar en la historia. Mientras infinidades de calles y plazas en 
todos los rincones del planeta recuerdan al Presidente mártir, 


figura emblemática de un sueño ampliamente compartido por el movimiento popular 
mundial, nada lleva el nombre de Pinochet, el general victimario, ni en Chile ni en el mundo, 
pues será recordado por sus atroces violaciones a los derechos humanos, su empecinamiento en 
destruir la democracia y su ilícito enriquecimiento. 


Muchas gracias. 
ANDRÉS AYLWIN Y EL QUIJOTE 
14 de enero de 2015 


Señor Presidente, en primer lugar, quiero expresar mis agradecimientos a la bancada del PPD por 
permitirme el honor de hablar en este homenaje de alguien a quien admiro de manera 

entrañable, lo que haré frente a él mismo y a toda su familia, en particular de don Patricio, y 

ante la presencia del ministro subrogante de Relaciones Exteriores, Edgardo Riveros, quien 
además lo sucedió en su di-putación. 


Sin duda, este es un homenaje al diputado que ejerció su cargo durante treinta y tres años, con 
una interrupción forzada de diecisiete años. Entró a los cuarenta años a representar al entonces 8° 
distrito. A quienes reclaman por los tamaños de los distritos que establecerá la reforma al sistema 
binominal, debo señalarles que el distrito que representaba don Andrés Aylwin iba desde 

San Antonio hasta el Maipo, pasando por Melipilla. Entró el año 1965 con la “marea azul”. Para 
quienes piensan que alguna vez fueron grandes, como la UDI en la legislatura pasada, debo 
recordarles que en ese entonces la Democracia Cristiana tenía 82 


de los 147 diputados que componían la Cámara en esa época. ¡Vaya aplanadora! 


Don Andrés siempre fue miembro de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y de la 
de Agricultura. A su regreso a la Cámara, por supuesto que integró la Comisión de Derechos 
Humanos. Todavía se le recuerda por la profundidad de sus intervenciones y por la fuerza de sus 
convicciones. 
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Aunque sea la Cámara de Diputados la que hace este homenaje y aunque usted sea un diputado 
por cinco períodos, la verdad es que el homenaje que estamos haciendo trasciende con mucho al 
diputado, ya que es un homenaje al hombre, al republicano; al estudiante que cursó 

su enseñanza básica y media en forma íntegra en el liceo de San Bernardo; al que estudió 
derecho en la Universidad de Chile y que, luego, se dedicó a la asistencia judicial en el 
Consultorio Jurí- 


dico de San Bernardo y en la Corporación de Asistencia Social de Santiago; al 

abogado que hizo clases en la jornada nocturna del liceo de San Bernardo, y al abogado del 
Consejo de Defensa del Estado. Es decir, a esa labor que siempre hizo mirando el interés de la 
gente y la posibilidad de aportar al progreso de las personas y del país. 


Por lo menos en lo que a mí respecta, el corazón de este homenaje es al resistente 

inclaudicable, al que en la noche de la víspera del golpe de Estado, cuando se enteró por boca de 
terceros que la Armada estaba asolando Valparaíso, ya pen-saba en proteger en su casa a 
amigos que eventualmente serían perseguidos; al que una vez pasados apenas dos días 

del golpe de Estado, se reúne en casa de Bernardo Leighton para redactar lo que ha sido el 
testimonio escrito de la resistencia moral, del mensaje al mundo y a todo el país de quienes se 
resistieron a la destrucción de la democracia. Y ahí estaba don Andrés Aylwin para firmar la 
carta de los trece el día 13. 


Es, también, al pionero en la defensa de los derechos humanos en el Comité Pro Paz, al que 
tiene la valentía de enviar una carta a la OEA para reclamar por las violaciones de los derechos 
humanos, lo que le costó siete minutos de diatribas de Jaime Guzmán en Televisión Nacional, en 
la que lo trató de traidor a la patria, sin que existiera la posibilidad de un solo segundo de 
derecho a réplica, en un período en que los derechos estaban conculcados y la libertad de 
expresión era inexistente. 


A ese hombre quiero hacerle un homenaje hoy; al relegado en Guallatire, a 4.500 


metros sobre el nivel del mar, en la comuna de Putre, muy adentro del parque nacional Lauca; al 
defensor en la Vicaría de la Solidaridad de miles y miles de perseguidos; al denunciante de la 
operación más abyecta de encubrimiento del asesinato de 119 

compatriotas, cuya lista, recordemos, fue publicada en La Segunda como bajas de un 
enfrentamiento de grupos subversivos en Argentina. En nombre de ellos y, en especial, de mi 
querida prima Mary López Stewart, amor platónico de infancia, gracias, don Andrés, por 
contribuir a develar la verdad inobjetable. 
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Pero es también un homenaje al que dejó testimonio escrito de su vida. Sugiero a todos que por 
favor lean los libros “Simplemente lo que vi: 1973-1990” y “Los imperativos que surgen del 
dolor”. Son páginas llenas de humanidad y de convicciones, de revuelta ética contra la 
ignominia, y de cariño a Chile y a su gente. 


Desde aquí, en nombre de la bancada del PPD y en el mío propio, declaro todo mi respeto, 
admiración, agradecimiento y cariño a Andrés Aylwin por su testimonio de vida, por su porfía 
moral y por su consecuencia política. 


Pero permítame, don Andrés, abusar de mi posición en este podio para decirle lo 

siguiente: Como lo sugirió mi colega Claudio Arriagada, desde que lo vi por 

primera vez, allá por 1977, en la Comisión de Derechos Humanos, que funcio- 

naba en el inmueble vecino de lo que hoy es la confitería Torres -después tuve oportunidad de 
viajar con usted, en enero de 2000 por el norte de Chile para consolidar el triunfo presidencial de 
Ricardo Lagos-, siempre me hizo pensar en Alonso Quijano, el ingenioso hidalgo don Quijote de 
la Mancha, del gran Miguel de Cervantes. No sé dónde estará su Rocinante; conozco ahora -la 
veo aquí a su lado- a su Dulcinea del Toboso, pero siempre he sabido cuáles fueron los molinos 
de viento de los que nos defendió, incluso a riesgo de su vida, durante toda su trayectoria. 


Termino citando al Quijote, porque bien podría haber sido usted quien escribió 

estas palabras: “Don Quijote soy, y mi profesión, la de andante caballería. Son mis leyes 

el deshacer entuertos, prodigar el bien y evitar el mal. Huyo de la vida regalada, de la ambición y 
la hipocresía, y busco para mi propia gloria la senda más angosta y difícil.” 


Muchas gracias por todo, don Andrés. 
GLADYS MARÍN, NUESTRA PASIONARIA 
5 de junio de 2014 


Señor Presidente, adhiero a la loable iniciativa de honrar la figura de Gladys Ma-rín y de 
reconocer lo que ella es hoy: patrimonio del pueblo chileno. 


Gladys forma parte de la historia del Chile contemporáneo. Representa la expansión de derechos 
y de conciencia de los años sesenta, lideraba multitudinarias 
movilizaciones populares a fines de los sesenta e inicios de los setenta. También 
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es símbolo del daño irreparable de la familia chilena provocado por el Golpe y 17 


años de dictadura; lo retrata su vida en clandestinidad, la obligación dolorosa de 

vivir separada de sus hijos. Es igualmente el reflejo más odioso de la exclusión de nuestro 
sistema político. Ella estaría en el Congreso con los 174 mil votos obtenidos en su candidatura 
senatorial de 1997. Existen muchísimos senadores con menor votación. Y, por supuesto, ninguno 
de nosotros tiene tanta adhesión popular como la que Gladys Marín obtuvo en 1997. Por lo 
demás, antes de eso, ella también alcanzó un número de votos que en cualquier país que tuviera 
un sistema inclusivo la habría hecho sentarse en este hemiciclo. Estoy seguro de que si hubiera 
estado acá, habría hecho sentir su voz con toda la potencia que la caracterizaba. 


Gladys Marín es nuestra “Pasionaria”, una mujer apasionada por la vida, y, como dije, uno de los 
principales patrimonios de un partido histórico, centenario en nuestro país, el Partido Comunista 
de Chile, que, según entiendo, en los próximos 

días cumplirá 102 años de existencia. La muerte de Gladys y la masiva y espontá- 


nea movilización popular que la acompañó en su funeral, reflejan que no sólo es patrimonio de 
su partido, sino también de todo el pueblo de Chile. 


Si Cristina Girardi tuviera la posibilidad de dibujar a Gladys, como lo ha hecho con la mayoría 
de los colegas de este hemiciclo, estoy seguro de que ese dibujo tendría como protagonista su 
sonrisa generosa, la sonrisa que la caracterizó en el 

período feliz, pero que también logró sobrevivir a esa etapa triste, a pesar de que detrás de esa 
sonrisa había una mueca de tristeza, que muchos interpretaban como dureza. 


¡Pero cómo podría no ser dura Gladys Marín con los violentísimos golpes que le dio la vida! 
¡Cómo podría no ser dura después del asesinato de su compañero! 


¡Cómo podría no ser dura luego de la obligatoria separación de sus hijos! 


Si la unanimidad del Parlamento se pronunciara en favor de un monumento en memoria de 
Gladys Marín, estaríamos dejando atrás ese anticomunismo rabioso y anacrónico que a veces 
reaparece en nuestras discusiones para reconocer a una líder política en su carácter más nacional, 
más patriótico. 


Quiero terminar mis palabras contando una anécdota personal. 


Lautaro Carmona, pocos días después de que Gladys Marín sintiera un dolor de cabeza previo a 
su discurso en el Parque O'Higgins, me llamó a Suecia, en ese entonces yo era embajador del 
gobierno del Presidente Lagos, para decirme que ella tenía un tumor cerebral y que en el hospital 
Karolinska, de Estocolmo, existía un procedimiento innovador que permitía atacarlo como en 
ninguna otra parte del 


e 


mundo, pero que él había fracasado en el intento de saltarse las listas de espera, que existen en 
todas partes del mundo, para que Gladys pudiera operarse en ese extraordinario centro 
hospitalario. 


Luego de esa llamada, fui a hablar con el director del hospital y lo convencí de la importancia 
que tenía Gladys Marín para Chile. Él me dijo que en cuanto llegara a Suecia, la llevara 
inmediatamente al hospital Karolinska para que la operaran. 


Fui a buscar a Gladys al aeropuerto de Estocolmo, ingresé hasta muy cerca del avión, 
prerrogativa que se tenía como embajador, con una silla de ruedas. Gladys se sentó en ella, y 
cuando llegamos a la salida del aeropuerto, donde había cientos de personas esperándola, me 
dijo: “Pepe, no quiero aparecer en silla de ruedas frente a mi gente.” Se paró y caminó en medio 
de los vítores y el cariño de comunistas y simpatizantes suyos en Estocolmo, donde la colonia 
chilena es muy numerosa, son 43.800 compatriotas. Nos subimos al auto y nos fuimos al hospital 
Karolinska, donde la esperaba una junta médica. Entregamos los informes y escáneres que 
Gladys se había hecho en Chile. Los médicos salieron y nos dejaron esperando. Cuando 
volvieron, un doctor sueco, en su estilo característico de franqueza y brutalidad, le señaló -en 
sueco por supuesto, traducido por un médico latino- que su tumor había adquirido un tamaño tal 
que hacía imposible aplicar la tecnología laser que motivaba el viaje, pero que el hospital 
Karolinska podía ope-rarla, ya que habían intervenido a 1.234 personas y que el promedio de 
sobrevida era de 22 meses. Dijo eso de corrido, sin ningún rodeo y sin mediar preámbulo 
alguno. A Gladys no se le movió ni un solo músculo con la noticia. 


No sé por qué, le preguntamos al “doctor-traductor” cómo se llamaba. Su nombre era Inti 
Peredo. Para quienes no lo saben, fue uno de los héroes de la guerrilla boliviana. Gladys había 
hecho el peregrinaje del “Che” justo el verano anterior. 


Y ese médico era hijo del Inti Peredo, muerto en la guerrilla. Gladys consideró eso una señal del 


destino, porque si bien era ferviente comunista, también era una persona profundamente 
religiosa. 


No sé si estoy haciendo una confesión políticamente incorrecta, pero Gladys tenía en su maleta 
una colección de revistas de vidas de santos en dibujos. Además, me contó que peregrinaba todos 
los años y desde hacía mucho tiempo a no recuerdo a qué virgen del norte. Mi colega fervoroso 
creyente Jorge Sabag me dice que a la virgen de Andacollo. 


Quiero transmitirles que tuve el honor de estar con Gladys en el momento en que le anunciaron 
su muerte, instante en que los seres humanos nos revelamos en toda nuestra grandeza o 
pequeñez. 
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Gladys Marín es para mí una de las más grandes lideresas que ha tenido Chile en política, más 
allá de las ideologías e, incluso, de las posiciones políticas, fundamentalmente porque la política 
era para ella la expresión de su tremendo amor por Chile y su pueblo. 


Muchas gracias. 
EN MEMORIA DE JAIME CASTILLO VELASCO 
20 de noviembre de 2014 


Señor presidente, agradezco y reconozco la iniciativa de los camaradas de don 
Jaime Castillo Velasco, muchos de los cuales ya han intervenido. Sus palabras me motivaron a 
improvisar unas palabras. 


Aunque no tuve la suerte de conocerlo personalmente -fui muy cercano a su hermano Fernando- 
quiero decir un par de cosas, porque considero que este proyecto es un reconocimiento más que 
merecido a su persona. 


Jaime Castillo Velasco fue, en primerísimo lugar, un intelectual. Lo digo porque, 
¿qué más alejado de la política que una tesis de grado de derecho titulada: Sue- 


ños, sonambulismo y hermetismo? Después de graduarse en derecho, estudió 
filosofía en la Universidad de Chile, continuando sus estudios en La Sorbona. 


Pero la razón principal por la que se le está haciendo este reconocimiento y por la que lo conoce 
la ciudadanía, es su compromiso, en tiempos de dictadura, con la lucha contra las violaciones a 
los derechos humanos. Pero reitero, Jaime 

Castillo fue un tremendo intelectual, en una época en que la reflexión intelectual y la política 
caminaban de la mano. 


En verdad, uno extraña esa comunión. Probablemente, los democratacristianos 
compartirán conmigo que una de las principales actividades de Jaime Castillo fue la 


dirección política y espiritual de la revista de la Democracia Cristiana, 


“Política y Espíritu”. Él explica como nadie la idea de que las circunstancias 

determinan la existencia, porque una persona orientada a la vocación y a la 

reflexión intelectual termina convirtiéndose en un adalid de los derechos humanos por las 
circunstancias que le tocó vivir. Eso fue don Jaime Castillo. Las 

circunstancias históricas del sufrimiento, de la represión que sufrieron sus amigos, 
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su gente y sus chilenos, lo llevaron a convertirse en un exiliado en Venezuela, donde participó 
como democratacristiano en la reconstrucción del movimiento unitario de la oposición a la 
dictadura chilena. 


Claudio Arriagada me hablaba de los testimonios de personas como Ana Gonzá- 


lez y Viviana Díaz, referentes de los familiares de detenidos desaparecidos, que al referirse a don 
Jaime Castillo, lo hacen desde el corazón y con agradecimiento a uno de los hombres más 
comprometidos con la defensa de los derechos humanos en Chile. 


Terminó su vida como director del Instituto Chileno de Estudios Humanísticos 
(ICHEH), porque siempre pensó que la política, antes que acción, es reflexión sobre la vida. 


Quiero terminar leyendo una de sus citas: “Sacerdote, político o sabio, el hombre que 

vive para la humanidad encuentra su fuerza en la tesis de que la liberación 

es posible. Es inútil, por tanto, discutir sobre la meta final; basta con pensar que, si queremos ser 
verdaderamente humanos, habremos de vivir sin temor de caer en la utopía.”. 


He dicho, Presidente. 

MONUMENTOS 

PARA JOSÉ TOHÁ Y GONZALO ROJAS 
11 de julio de 2012 


Señor Presidente, no podían ser más merecidos los reconocimientos que ha planteado la 
Comisión de la Cultura y de las Artes a dos chillanejos, uno de nacimiento y otro de adopción: 
José Tohá y Gonzalo Rojas. 


A José Tohá, por su rol público y político desde su juventud, como estudiante de derecho y 
presidente de la FECH, y por su labor en el ámbito del periodismo, que es tan poco conocida, 
como director de Última Hora, que era el diario vespertino alternativo a La Segunda; como 
militante socialista de treinta años, desde 1942 


y hasta su muerte; como colaborador insustituible en las campañas de Allende 


-incluso desde la primera de ellas- en los años 1952, 1958, 1964 y 1970; como 
ministro del Interior y Vicepresidente de la República, nos representó desde la 
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altura de su metro noventa y dos centímetros y, hay que decirlo, como víctima de la represión y 
la tortura más horrible que provocó su muerte, y como víctima de la operación más increíble de 
encubrimiento que presentó como suicidio la muerte de una persona que medía 1.92 metros de 
estatura y pesaba apenas 49 kilos, después de meses sometido a escarnios increíbles. En efecto, 
la muerte de José Tohá fue presentada como un suicidio, como la de un hombre que, a pesar de 
estar en cautiverio, tomó su cinturón y se colgó de un closet. Todo el mundo sabe que la regla 
mínima de resguardo que se aplica en relación con una persona que está en 

cautiverio es quitarle su cinturón, aun cuando, biológica y naturalmente resulte imposible que 
alguien debilitado al punto en que se encontraba el exministro Tohá 


-repito, pesaba solo 49 kilos y medía 1.92 metros de estatura- cometa suicidio. 


Felizmente, el caso se ha ido aclarando y ha quedado establecido que su muerte es inequívoca 
consecuencia de la tortura. 


El hecho de que se produzca unanimidad para reconocer el aporte de José Tohá como personaje 
público de nuestra historia, con hidalguía es preciso reconocer el gesto de los diputados de 

la Alianza miembros de la Comisión de la Cultura y 

de las Artes. Espero que tal actitud se repita en la Sala, a fin de homenajear a una persona que lo 
merece por el rol que le cupo en el progreso social de Chile, pero también, por el modo en que 
nuestro país lo trató en un momento aciago de nuestra historia. 


Y no es una mala casualidad que esta iniciativa se discuta -espero que se apruebe- 


al mismo tiempo que otra que rinde homenaje a uno de los más grandes poetas que ha tenido 
Chile, el lebulense Gonzalo Rojas, también estudiante de derecho y de pedagogía en la 
Universidad de Chile, participante activo del grupo surrealista La Mandrágora, del cual se 
separaría más tarde; fundador del Instituto Pedagógico de la Universidad de Chile; profesor de 
literatura de la Universidad de Concepción; nombrado por Salvador Allende consejero cultural 
en China, en 1972, y, luego, en 1973 encargado de negocios en Cuba; exiliado y exonerado, 
como tantos intelectuales de Chile, en la década de los 70; Premio Nacional de Literatura, en 
1992; Premio Reina Sofía de Poesía Iberoamericana , entregado en España; Premio Octavio Paz, 
en México, y ganador del más grande premio en lengua hispana -se dice que es el Nobel 
iberoamericano-: el Premio Cervantes. 


Pocos saben que en el momento en que muchos concurrimos a hacer el llamado a constituir una 
herramienta política para transitar de la dictadura a la democracia, 

Gonzalo Rojas, junto a otras 49 personas, firmó el acta de fundación del Partido por la 
Democracia. 
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Pero Gonzalo Rojas no va a pasar a la historia ni como profesor, ni como participante en los 
momentos de disyuntivas políticas más grandes vividos por Chile, sino por su poesía, la que fue 
recibida, primero, con muy mala crítica por los 

expertos. Hernán Díaz Arrieta (Alone) dijo que la poesía iría por mal camino si seguía la senda 
de Gonzalo Rojas; después reconoció hidalgamente que se había equivocado, 

porque Gonzalo Rojas es reconocido hoy, como una de las más grandes obras poéticas no sólo 
del mundo de habla hispana, sino de toda la poesía. Eso 

es lo que quedará finalmente; esa es la razón por la que -imagino- los honorables diputados darán 
la unanimidad para aprobar esta iniciativa. 


Cómo no premiar a quien tiene el corazón y la inteligencia de decir: (DECLAMA) 


“Qué se ama cuando se ama, mi Dios: la luz terrible de la vida / o la luz de la muerte? ¿Qué se 
busca, qué se halla, qué es eso: amor? /¿Quién es? /¿La mujer con su 
hondura, sus rosas, sus volcanes / o este sol colorado que es mi sangre furiosa / 


cuando entro en ella hasta las últimas raíces?/ ¿O todo es un gran juego, Dios mío, y no hay 
mujer / ni hay hombre sino un solo cuerpo: el tuyo, / repartido en estrellas de hermosura 

/ en partículas fugaces de eternidad visible?/ Me muero en esto, oh Dios, en esta guerra / de ir y 
venir entre ellas por las calles/ de no poder amar tres-cientas a la vez/ porque estoy condenado 
siempre a una/ a esa una, a esa única que me diste en el viejo paraíso.” 


UN PARTIDO RESILIENTE 


5 de junio de 2012 


Señor Presidente, aprovecho la oportunidad para saludar a los ex parlamentarios, 
concejales, dirigentes sociales, dirigentes de agrupaciones de derechos humanos, compañeras y 
compañeros comunistas que nos acompañan desde las tribunas. 


Han pasado ya cien años desde que un puñado de sindicalistas pampinos deci- 

diera fundar, en Iquique, encabezados por Luis Emilio Recabarren, el Partido Obrero 

Socialista, para darle un instrumento político de alcance nacional a la lucha contra la explotación 
capitalista. 


No voy a repetir una reseña histórica; sólo quiero destacar algunos rasgos que a mí y a la 
bancada del Partido por la Democracia nos parecen relevantes en momentos en que el Partido 
Comunista de Chile cumple cien años de historia. 
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En primer lugar, son cien años de relevancia histórica, cien años de incidencia en el curso de los 
acontecimientos; no se trata de cien años marcando el paso. Desde 1912 hasta nuestros días, no 
hay en la historia de Chile un solo hecho en que el Partido Comunista no haya jugado una carta, 
no haya marcado con su impronta o en el 

que no haya incidido, siempre con la vista puesta en la defensa de la democracia y en la lucha 
por la promoción de los derechos populares. 


En segundo término, son cien años de lucha por la democracia y por los derechos del pueblo. 
Probablemente, no hay en este Hemiciclo ni en el país un partido que tenga las credenciales de 
compromiso con la democracia que tiene el Partido Comunista de Chile, que en su historia nunca 
coqueteó con el aventurerismo putschista ni con el golpismo, tampoco tuvo dudas respecto de 

la necesidad de la democracia. 


Aprovecho la presencia de casi todas las bancadas y de muchos compañeros y compañeras del 
Partido Comunista de todo Chile, para decir que, incluso en los 

momentos más difíciles de nuestra historia -lo digo como joven socialista de la época- 

, el Partido Comunista fue la organización política que mejor comprendió el sueño y el anhelo 
político de Allende de construir el socialismo en democracia. 


El rasgo fundamental que explica que el Partido Comunista de Chile haya sido el principal, más 
masivo y poderoso Partido Comunista de América entera y uno de los dos más grandes 
partidos comunistas del mundo occidental -junto con el Partido Comunista italiano-, es su 
compromiso con la democracia y su lucha inclaudicable por la defensa y promoción de los 
derechos del pueblo. 


En tercer lugar, el centenario del Partido Comunista de Chile está marcado por cien años 

de promoción de la unidad del pueblo. El Frente Democrático, el Frente del Pueblo, el FRAP y la 
Unidad Popular fueron coaliciones en que el Partido 

Comunista se la jugó por entero por participar protagónicamente en la construcción de una 
mayoría social y política por el cambio. Saludo que Guillermo Teillier haya dicho aquí, y ayer en 
la celebración del Bicentenario, junto a su gente y a quienes concurrimos, que el Partido 
Comunista continúa en la misma lucha por construir una mayoría social y política por los 
cambios con todas las fuerzas que se identifican con la lucha por la igualdad en Chile. 


En cuarto lugar, también se cumplen cien años de educación popular. El Partido Comunista ha 
sido una escuela para miles y miles de líderes sociales a lo largo de Chile y de su historia. Nadie 
pasa por el Partido Comunista o por la “Jota” sin adquirir un compromiso social 

inclaudicable, un amor a la cultura, un respeto por la historia y una vocación de futuro. Lo digo 
desde mi condición de hijo de 
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madre comunista y de pionero, en una temprana época de mi vida. Naturalmente, eso marca con 
un sello indeleble la vida futura. 


En quinto lugar, el Comunista, como probablemente ningún otro partido en 

nuestra historia, ha sido el partido de la cultura. En Chile, no hay ninguna iniciativa 

cultural relevante que no lleve su sello: la fundación del Teatro de la Universidad de Chile, la 
nueva canción popular, el rescate del folclore, la gran obra literaria, que termina con un 

Premio Nobel; la música, el teatro, la poesía, el folclore, la pintura, etcétera. Todas esas 
expresiones están marcadas por compañeras y 

compañeros que se identificaron con ese partido y que contribuyeron a la identidad cultural de 
Chile. No he hecho el ejercicio de comprobarlo, pero pienso que no debe haber otro partido que 
tenga tantos premios nacionales, y en todos los ámbitos de la cultura, que el Partido Comunista. 


Los psicólogos hablan de resiliencia para referirse a la capacidad de las personas para 
sobreponerse a los contratiempos, a los dolores y a los traumas que le impone la vida. Pero hay 
también instituciones resilientes, y el Partido Comunista es, probablemente, uno de los más 
resilientes de nuestra historia, porque sufrió la persecución más desenfrenada y feroz que haya 
padecido un partido político en la historia de Chile; porque fue declarado ilegal, porque fueron 
asesinadas varias de sus direcciones políticas, una tras otra. Y, sin embargo, aquí está: vigoroso, 
entusiasta, involucrado en las luchas sociales y políticas de hoy, a pesar de que ha sido blanco de 
intentos de aniquilación por parte de las fuerzas y poderes fác-ticos y de los poderosos en Chile 
¡El Partido Comunista está aquí, vivo, porque nació como una necesidad del pueblo! 

¡ Y tantas veces lo mataron, y tantas veces resucitó, porque es 

el pueblo el que lo hizo resucitar para que continúe adelante con sus luchas! 


Quiero expresar nuestro reconocimiento, admiración y respeto por el Partido Comunista de 
Chile. Primero, por los cien años de protagonismo en la lucha por la democracia y por 

los derechos del pueblo; segundo, por su presente vigoroso, por su protagonismo en los 
movimientos sociales y particularmente por su fuerza joven, expresada en la “Jota”, a cuyos 


militantes mando un abrazo, en especial a Camila Vallejo, a Camilo Ballesteros - 

mi candidato a Alcalde en Estación Central- y, por supuesto, a Karol Cariola, presidenta de las 
Juventudes Comunistas de Chile. Y tercero, por su futuro, porque así como jugaron un rol 
protagónico en los cien años que pasaron, están llamados a ser también protagonistas del futuro. 


Por todo esto, envío un abrazo fuerte y cariñoso a todas las comunistas y los comunistas de 
Chile. 
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Para terminar -y abusando de la posición en que me encuentro-, quiero aprovechar esta 
oportunidad para enviar un fuerte abrazo a mi mamá, comunista de toda la vida que hoy 

está muy enferma, pero estoy seguro de que se pondrá feliz al escuchar que su 

hijo le agradece públicamente sus enseñanzas de comunista, que dejaron una huella indeleble en 
mi amor a la cultura, en mi intolerancia frente a la injusticia y en mi vocación por el cambio 
social. 


Muchas gracias. 
NERUDA EN TODAS PARTES 
28 septiembre de 2010 


Señor Presidente, agradezco que la Sala y nuestros invitados nos acompañen en esta tarde de 
recuerdos sobre una figura universal. 


Conocí a Pablo Neruda cuando yo era un niño. Él estaba refugiado en la casa de mi tía Flor, 
escapaba de una intensa relación amorosa que lo llevó a escribir 

algunos de los más grandes de sus poemas. Cuando ya era adolescente, vi cómo 

el golpe de Estado aceleró su muerte, porque no pudo resistir la tristeza infinita de ver a tantos de 
sus amigos y compañeros perder la vida, desaparecer, ser 

perseguidos, ni la partida de tantos chilenos y chilenas al exilio, ni sufrir allana-mientos en su 
casa de Isla Negra, ni el saqueo de La Chascona. 


Tuve el honor de acompañarlo el 25 de septiembre, de la mano de mi madre, y 

observar la valentía infinita de sus camaradas que desfilaron por avenida La Paz, 

llegaron al cementerio, gritaron su nombre y el de Salvador Allende, desafiando las miradas 
hostiles y las metralletas enarboladas, arriesgando la muerte. 


Siempre pensé en cuántos de aquellos quizás desaparecieron después de ese 
evento. Probablemente, Guillermo Teillier, aquí presente, podría decírmelo. Pero valió la pena, 
porque despedir a Neruda era despedir al mejor de nosotros, al más universal de los chilenos. 


Yo tuve el honor, muchos años más tarde -las vueltas de la vida-, de recibir a 
Volodia Teitelboim en Estocolmo, cuando conmemoramos los treinta años del Nobel entregado a 
Pablo Neruda. 
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Permítanme leerles aquí unas palabras personalísimas escritas para Neruda. 


Nació como Ricardo Neftalí Reyes Basoalto, quizás el desconocido más famoso 

de Chile. Parral se llama el sitio en que nació en invierno. Apenas supo de la muerte de su madre 
y del segundo casamiento de su padre, porque ya a los dos años estaba en Temuco, donde nació 
el poeta. 


¿Cuántos chilenos conocimos Temuco, Imperial, Loncoche y Pillanlelbún a través de su 
descripción de la humedad de La Frontera, del brillo del verde que golpea los ojos y de esa 
fragancia a madera que penetra los pulmones? Hasta en las más recónditas latitudes se conocen 
los sonidos del bosque siempre verde, la inmensidad de la araucaria y el recorrido del tren por 
Labranza, Boroa, Ranquil-co, Carahue e Imperial. 


Fue al liceo en Temuco. Allí leyó a Salgari -¿quién no recuerda a Sandokan, tigre de la Malasia, 
haciendo amor y justicia en el mar?-, sintió la embriaguez de la naturaleza, esperó con ansias 
cada domingo la leche nevada preparada por su 


“mamadre”, subió al tren de su padre, sufrió los primeros contactos con la otra mitad del mundo, 
conoció a Gabriela Mistral y escribió su primer poema. 


Pero ¿cuántos chilenos escribimos un poema a nuestra madre, leímos a Salgari, nos 
enamoramos del amor, viajamos con la imaginación y nos escondimos en el bosque y no 
llegamos a ser poetas? 


¡Qué será lo que habrá convertido a Neftalí Reyes en Pablo Neruda! 


Neruda, en verdad, nació un día de octubre de 1920, al pie de página de un poema no 
casualmente titulado “Hombre”, probablemente señalándole al futuro que 
él sería recordado como el más grande humanista chileno de todos los tiempos. 


Pero ese día de 1920 no hizo más que descubrirse, pues no puede haber sido de otro modo: 
allí estaba el poeta desde siempre. Aunque se repitieran millones de veces las circunstancias que 
rodearon la vida de Reyes, estoy seguro que habría un solo Neruda. 


Fue quizás la búsqueda de la Guillermina, desde que entró un día en su casa 

en Temuco, (DECLAMA) “con dos relámpagos azules/que me atravesaron el 

pelo/y me clavaron como espadas/ contra los muros del invierno”. Porque ésa 

sí que es inspiración, la que aparece indeleble, cuando (DECLAMA) “Mi corazón ha 
caminado con intransferibles zapatos/ y he digerido las espinas/ No tuve tregua donde estuve/ 
Donde yo pegué me pegaron/ donde me mataron caí /y resucité con frescura /y luego y luego y 
luego y luego.../ Es tan largo contar las cosas/ Vine a vivir en este mundo/ ¿Dónde estará la 
Guillermina?” 
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¿Habrá sabido esa chica de trenzas rubias que el niño “oscuro”, “funeral y cere- 
monioso” de catorce años no ha cesado ni cesará jamás de correr en su búsqueda? 


Los arqueólogos del futuro llamarán al siglo XX chileno el siglo de Neruda. Vivido o leído, con 
Neruda da lo mismo. Todo es poesía y la poesía lo es todo. “El mayor poeta es 

el que hace el pan de cada día”, nos decía, tocando con la gracia 

de su poesía todo lo que tenga reflejo en sus ojos. Gabriela Mistral lo llamó “un místico de la 


materia” y su alma ha vuelto a cada una de las cosas que cubrió con su verbo. 


Por eso, caminando por nuestro país lo encontramos a diario, y las piedras chilenas son 
nerudianas, como las peluquerías, las araucarias y los trenes. No son sólo los libros los que nos 
recuerdan a Pablo Neruda; es la vida misma, las noches estrelladas, los marineros, las olas del 
mar, las piedras en la arena y la lucha popular. 


Chileno a perpetuidad, se confesó en su periplo por el mundo. En marzo de 1921, ya estaba en 
Santiago; el Pedagógico, la bohemia estudiantil, la revista 
de la FECH, la fiesta de la primavera y las primeras ediciones de sus poemas. Y 


en esa tan afortunada tradición republicana, el poeta fue enviado como cónsul a Rangún, luego a 
Singapur; más tarde a España y a París. Volvió de Madrid con un barco cargado 
de republicanos españoles, hoy tan sureños como el propio Neruda. 


Y no hablemos de su muerte, de la tristeza que lo embargó cuando el cielo se 

cargó de violencia y la tierra de caídos; de la pena por la destrucción de su casa porteña ni de su 
funeral bajo rigurosa vigilancia; porque Neftalí Reyes, Pablo Neruda, preferiría que 
hablásemos de sus amores, de sus alegrías y de sus vidas: 

(DECLAMA) Ahora me dejen tranquilo/ Ahora se acostumbren sin mí/ Pero porque pido 
silencio/ no crean que voy a morirme:/ me pasa todo lo contrario:/ 


sucede que voy a vivirme.” 


Quiero terminar -aunque sólo tengamos tres honrosos diputados de la Alianza en la Sala-, 
diciendo que tengo la esperanza de que, cuando podamos nuevamente votar aquí el proyecto de 
ley que rebautiza al principal aeropuerto de Chile con 

el nombre de Pablo Neruda, dejemos atrás los prejuicios y rencores, y reconoz-camos en Pablo 
Neruda al más universal de todos los chilenos. 


Muchas gracias, Presidente. 
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» 
ausalos Aan 


La actividad legislativa es, en esencia, un trabajo colectivo, pero requiere liderazgos 
que marquen diferencia y, en ocasiones, contraríen los sentidos comunes dominantes. 
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